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El  primer  Ministerio 
de  la  Administración  Pinto  (1876) 


Mas  que  de  ordinario,  en  circunstancias  análogas,  se 
ajitaron  los  círculos  políticos  con  ocasión  de  la  organi- 
zación del  primer  ministerio  de  don  Aníbal  Pinto.  La 
situación  tenia  caracteres  que  daban  orí  jen  a  esperan- 
zas i  a  temores  que  ponían  en   conflicto  los  espíritus. 

El  Presidente  Errázuriz  dejaba  el  poder  con  un  par- 
tido fuerte,  pero  cuyos  elementos  estaban  segregados, 
a  pesar  de  la  titulada  alianza  liberal  que  se  había  hecho 
para  unirlos.  El  mas  potente  de  ellos  era,  por  supuesto, 
esa  burocracia  que  en  nuestra  vida  política  forma  siem- 
pre el  partido  gobernante  (cuando  el  Presidente  hace  un 
gobierno  mas  o  menos  personal),  esa  multitud  de  adep- 
tos que  participan  en  el  poder,  formando  casi  la  totaU- 
dad  de  ambas  Cámaras,  mediante  una  elección  oficial. 
Se  cree  por  algunos  que  el  fundamento  del  poder  en  In- 

terra  está  en  la  jerarquía  oficial,  porque  ella  fortifica 
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la  autoridad  i  da  seguridad  a  la  sociedad.  Puede  ser  que 
así  suceda  allí,  como  en  los  demás  imperios  europeos,  i 
sobre  todo  en  Rusia^  donde  el  poder  del  Zar  no  tiene 
otra  base  sólida  que  la  que  encuentra  en  la  oligarquía 
de  los  empleados.  Pero  si  la  jerarquía  oficial  es  a  las  ve- 
ces un  núcleo  de  poder,  no  hai  duda  que  cuando  ella  sa- 
ca su  fuerza  de  la  infracción  ^e  las  leyes,  del  logro  i  de 
la  intriga,  como  en  Rusiaú  e».  Chile,  es  una  causa  de 
decadencia  que  destruye  eí  prestijio  de  la  autoridad. 

Al  lado  de  aquella  burocracia,  entonces  estaban  los 
antiguos  liberales  i  los  radicales,  que  antes  habían  com- 
batido la  elección  del  señor  Errázuriz,  i  que  éste  con  ati- 
nada sagacidad  se  habia  atraido  en  los  dos  últimos  años 
de  su  gobierno,  buscando  su  apoyo  en  la  vasta  empresa 
de  reformas  civiles  que  emprendiera.  Pero  unos  i  otros 
se  sentian  fuera  del  círculo  gobernante  por  recelos  naci- 
dos de  falta  de  confianza,  que  el .  Presidente  no  habia 
logrado  .estirpar,  a  causa  del  esclusivismo  de  sus  adep- 
tos; i  entre  sí  mismos  no  tenían  conexión,  pprque  los  ra- 
dicales, desde  su  aparición  en  1862,  se  habían  empeñado 
en  formar  casa  aparte,  dándose  por  los  únicos  i  esclu- 
sivos  autores  del  programa  fundado  en  la  reforma  de  la 
Constitución,  sin  embargo  de  que  los  liberales  lo  habían 
proclamado  i  servido,  también  con  su  sangre,  desde 
1849,  insistiendo,  antes  que  todo,  en  la  reorganización 
de  los  poderes  políticos  del  Estado,  para  realizar  la  ver- 
dadera república  ^ . 

Pero  las  tres  fracciones  formaban,  aunque  desagre- 
gadas, el  partido  liberal,  que  el  Presidente  Errázuriz 
habia  pretendido  reorganizar,  desde  su  rompimiento, 
en  1874,  con  los  conservadores  i  clericales  que  coopera- 
ron a  su  elección. 

I.  Se  puede  leer  este  programa  en  la  i.»  serie  de  Discursos  parlamentarios', 
(vol.  III  de  esta  colección).  Estas  seríes  de  DiscursoSf  en  toda  su  estension. 
comprueban  los  esfuerzos  que  los  verdaderos  liberales  han  hecho  por  real 
zar  aquel  programa. 


Estos  dos  círculos,  que  desde  1874  se  habían  refundi- 
do en  un  solo  partido,  con  motivo  de  la  lucha  de  la 
reforma  i  por  intereses  análogos,  desapareciendo  los 
restos  gloriosos  del  antiguo  partido  conservador  de 
1830, quedaban  al  frente  del  partido  liberal  fraccionado 
í  mostraban  una  organización  consistente,  como  parti- 
do, de  la  iglesia,  capitaneado  sin  disfraz  por  los  obispos 
i  el  clero.  A  su  lado,  no  sin  reservas  i  con  veleidades  li- 
berales i  aun  radicales,  figuraba  el  abigarrado  partido 
que,  mediante  su  actividad  incontrastable  i  sus  simpá- 
ticas promesas,  logró  formar  Vicuña  Mackenna,  para 
hacerse  derrotar  por  la  intervención  oñcial  en  las  elec- 
ciones de  Presidente  de  1876, 

No  es  estraño  entonces  que  las  esperanzas  de  losadep- 
tos  del  Presidente,  que  aspiraban  a  mantener  su  predo- 
minio en  el  nuevo  gobiernOj  i  las  dudas  i  desconfianzas 
de  liberales  i  radicales,  así  como  los  temores  i  repugnan- 
cias de  los  partidos  adversos,  estallasen  a  la  vuelta  del 
nuevo  Presidente,  que  llegó  de  Viña  del  Mar  a  Santiago 
el  4  de  setiembre. 

Desde  luego  se  supo  que  el  señor  Errázuriz  i  sus  ami- 
gos declaraban  que  no  querían  renunciar  a  la  influencia 
que  les  correspondia  en  el  nuevo  Presidente^  que  habían 
elevado;  i  que  éste  cedía  tal  interv^encion  a  su  antecesor 
en  la  organización  del  Ministerio,  que  hasta  le  habia 
encargado  de  ofrecer  las  carteras  a  las  personas  de  su 
confianza,  que  eran  el  señor  José  Alfonso,  su  actual 
ministro,  don  Carlos  Castellón^  don  José  Antonio  Gan- 
darillas,  donjorje  Huneeus  i  don  Rafael  Sotoniayor,  El 
futuro  Presidente  no  tenia  por  qué  rechazar  esta  com- 
binación, en  la  cual  no  aparccian  sino  dos  de  los  mas 
notables  del  cñxulo  de  su  antecesor,  que  eran  Alfonso  i 
Gandarillas,  figurando  ademas  un  radical,  como  el  se- 
ñor Castellón,  amigo  de  Pinto,  í  el  señor  Huneeus,  que 

"bien  lo  era^  como  el  señor  Sotomayor,  una  de  las 
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pocas  notabilidades  que  aun  figuraban  del  antiguo  par- 
tido llamado  nacional,  que  durante  la  administración 
Errázuriz  casi  se  habia  estinguido,  o,  por  lo  menos,  no 
habia  sido  parte  en  la  política,  sino  con  cautela  i  sin 
estrépito.  La  combinación  revelaba  la  sagacidad  del 
Presidente  Errázuriz,  i  su  noble  empeño  de  reconsti- 
tuir sólidamente  el  partido  liberal. 

Pinto,  a  pesar  de  su  característica  reserva  i  de  su  ha- 
bí tual  dulzura,  justificaba  con  ardor  su  adhesión  a  su 
antecesor  i  a  sus  consejos,  agregando,  con  un  énfasis  no 
acostumbrado,  que  él  no  podia  hacer  gobierno  con  to- 
dos los  círculos  liberales,  mucho  menos  con  el  antiguo, 
cuyos  personajes  eran  jefes  de  partido,  como  Covarrú- 
bias,  Santa  María,  Amunátegui,  Lastarria,  quienes 
podían  dar  motivo  a  que  se  le  acusara  de  [x>nerel  gobier- 
no al  servicio  de  las  ambiciones  personales  de  todos  o 
de  alguno.  No  obstante  se  advirtió  que  cambiaba  de 
tono  cuando  los  señores  Sotomayor  i  Huneeus  le  decla- 
raron que  no  admitían  carteras  propuestas  por  Errázu- 
riz, porque. querían  respetar  la  opinión  pública,  que  as- 
piraba a  que  no  se  diera  a  éste  intervención  alguna  en 
la  organización  ministerial. 

El  8  de  setiembre  era  pública  esta  declaración,  que 
señalaba  la  senda  del  triunfo  a  la  burocracia  del  gobier- 
no que  salía,  i  que,  a  título  de  formar  la  mayoría  de  las 
Cámaras,  señaló  a  su  jefe,  como  candidatos  en  lugar  de 
los  que  no  aceptaban  las  carteras,  a  los  señores  Concha 
i  Toro  i  Cood,  don  Osvaldo  Renjifo,  don  ^iiüo  Zegers  i 
don  Miguel  EHzalde.  La  proposición  fué  conocida,  i 
produjo  en  los  círculos  amigos  i  en  los  ad\^ersarios  una 
grande  indignación,  de  que  se  hicieron  el  eco  ante  el 
Presidente  Errázuriz  sus  ministros  Altamirano  i  Al- 
fonso. 

Otra  vez  triunfó  la  sagacidad  de  Errázuriz,  quien  no 
se  alarmó  menos  que  Altamirano,  Alfonso,  i  Pinto,  al  ve 
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que,  por  resultado  de  la  lucha  pasada,  sus  amigos  eran 
incapaces  de  satisfacer  a  la  opinión  i  de  servir  de  base 
a  la  futura  organización  del  partido  liberal.  Medita- 
ron i  se  consultaron  con  otros  amigos,  i  al  fin  se  persua* 
dieron  de  que  ía  honradez  i  el  propósito  que  abrigaba 
el  Presidente  aconsejaban  prescindir  del  círculo  gober- 
nante, i  buscar  para  el  Ministerio  del  nuevo  Presidente 
hombres  que  dieran  garantías  a  todos  los  círculos  del 
partido  Uberal,  sin  contrariar  las  influencias  del  Presi- 
dente saliente  en  el  gobierno  del  señor  Pinto ^  i  sin  cho- 
car lis  aspiraciones  de  la  opinión,  que  reclamaba  mas 
seriedad,  mas  elevación.  Los  señores  Altarairano  i  Prats 
se  encargaron  de  arreglar  con  ambos  Presidentes  el 
asunto,  i  formaron  la  combinación  en  que  figuraba  el 
segundo  de  ellos  con  los  señores  Alfonso,  Covarrübias, 
Amunátegiii,  candidato  a  lapresidencia  en  laseiecciones 
anteriores,  i  el  que  hace  esta  historia,  i  que  no  habia 
tomado  parte  en  los  sucesos  políticos  de  la  última 
época. 

Muí  lejos  estaba  yo  de  pretender  el  Ministerio,  i  aun 
de  pensar  en  que  figurase  mi  nombre,  cuando  los  seño- 
res Pinto  i  Prats  me  propusieron  ex-abrupto  la  cartera 
de  Relaciones  Esteriores.  No  les  manifesté  la  natural 
sorpresa  que  me  causó  semejante  proposición,  i  me  li- 
mité a  decirles  que  me  parecía  imposible  semejante  Mi- 
nisterio, porque  el  mismo  Pinto  me  habia  anunciado 
que  yo  estaba  escluido  de  toda  participación  en  el  go- 
bierno i  en  la  política,  a  pesar  de  que  no  habia  preten- 
dido nada  por  mí  parte,  i  que  lo  estaban  también  Cova- 
rrübias i  Amunátegui.  Entonces  Pinto  trató  de  darme 
esphcaciones  en  medias  frases,  espresándome  que  se 
retractaba  de  lo  dicho  i  que  me  absolvía  de  la  esclusion. 
No  insistí,  pero  le  agregué  que  todavía  habia  otra  di- 
*^^'iltadj  la  de  que  el  mismo  Pinto  estaba  comprome- 

0  a  practicar  la  reforma  de  la  Constitución,  idea  que 
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para  mí  era  una  condición  de  mi  participación  en  el 
gobierno,  mientras  que  Covarrúbias  habia  votado  en  el 
Senado  contra  esa  reforma  en  la  lej  isla  tura  del  año 
anterior. 

Pinto  se  limitó  a  decir: — «Es  cierto», — i  luego,  como 
dudando,  invitó  a  Prats  para  ir  a  hablar  con  Covarrú- 
bias. El  dia  siguiente,  lo  de  setiembre,  fué  de  especta- 
tivas;  pues  habiéndose  conocido  la  combinación,  los 
círculos  se  ajitaron,  i  el  de  los  conservadores  se  puso  en 
campaña  para  conseguir  que  admitiese  el  puesto  Cova- 
rrúbias, quien  habia  pedido,. para  responder,  cierto  pla- 
zo i  prórroga  de  él  hasta  las  diez  de  la  noche,  en  que 
manifestó  su  voluntad  de  rehusar  la  oferta.  Al  mismo 
tiempo  los  radicales  hablan  acordado  hacer  una  repre- 
sentación a  Alfonso,  pidiéndole  que  no  aceptara  el  Mi- 
nisterio  con  aquel  caballero. 

Al  dia  siguiente,  Pinto  me  comunicó  aquella  resolu- 
ción i  me  declaró  que  le  contrariaba,  porque  su  plan  era 
llevar  al  Ministerio  a  algún  personaje  que  fuese  acepto 
a  conservadores  i  nacionales,  i  que  él  no  hallaba  otro 
mas  a  propósito  que  don  Rafael  Sotomayor,  quien  se 
negaba  a  aceptar  un  puesto  en  el  nuevo  gobierno.  Me 
encargó  de  verle  i  de  persuadirle,  i  aceptando  yo  el  en- 
cargo, quedamos  de  reunimos  a  las  tres  de  la  tarde  en 
su  casa.  En  aquella  entrevista  mantuvo  todavía  sus  es- 
cusas Sotomayor,  en  presencia  de  todos  los  candidatos 
a  las  carteras;  pero  después  de  algún  tiempo  aceptó,  i 
L  quedó  organizado  el  Ministerio,  con  el  que  esto  escribe 

para  el  del  Interior,  Alfonso  para  el  de  Relacioiies  Es- 
teridres,  Amunátegui  para  el  de  Justicia,  Culto  e  Ins- 
trucción Pública,  Sotomayor  para  el  de  Hacienda  i  Prats 
para  el  de  Guerra  i  Marina. 

El  dia  13  nos  citó  el  nuevo  Presidente  para  ponernos 
de  acuerdo  en  nombramientos  de  consejeros  de  Estado 
i  de  intendentes,  i  en  las  bases  de  la  política  que  se  habia 
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de  adoptar.  El  nombramiento  de  consejeros  no  ofreció 
dificultad,  pero  sí  el  de  intendentes,  porque  el  Ministro 
del  Interior  no  había  pensado  en  ello,  ni  tenia  noticias 
de  que  el  señor  Errázuriz  se  empeñaba  en  que  se  nom- 
brase para  la  intendencia  de  Valparaíso  al  señor  Alta- 
mirano,  ni  de  que  en  las  intimidades  de  los  que  hablan 
creado  la  nueva  situación  habia  prevalecido  la  idea  de 
aceptar  la  renuncia  de  ciertos  intendentes  que^  con  mo- 
tivo de  las  últimas  eleccioneSj  hablan  concitado  en  sus 
provincias  enemistades  i  turbulencias.  Por  eso  fué  que 
aun  tardó  algunos  dias  el  nombramiento  de  intenden- 
teSj  que  se  hizo  después  del  de  Valparaíso. 

En  cuanto  a  las  bases  de  política^  la  mas  notable  que 
se  acordó,  a  pesar  délas  opiniones  contrarias,  fué  la  que 
propuse,  de  prescindir  en  adelante  de  todos  los  usuales 
manejos  del  Ministerio  con  las  mayorías  de  las  Cámaras, 
de  modo  que  éstas  quedasen  completamente  indepen-- 
dientes  de  compromisos  de  círculo,  a  fin  de  que  comen- 
zaran a  aprender  a  proceder  por  sí,  a  fimcionar  como 
poder  lejisIativOj  sin  ser  dirijidas  por  los  intereses  de 
los  ministros,  i  también  para  evitar  al  nuevo  gobierno 
lospehgrosos  compromisos  que  aquel  proceder  anti-par- 
lamentario  i  anti-republicano  habia  producido  siempre 
por  nuestra  viciosa  práctica  en  la  dirección  de  los  nego- 
cios. Era  necesario  no  olvidar  el  hecho  culminante  del 
momento  que  era  el  de  que  la  mayor  parte  de  los  nue- 
vos ministros  no  pertenecían  a  aquellas  mayorías,  de 
modo  que  para  procurarse  su  apoyo,  era  mas  digno  de 
una  política  elevada  fiar  en  el  patriotismo  de  los  repre- 
sentantes,  para  empeñarlos  en  el  triunfo  de  los  princi- 
pios liberales,  i  de  la  rectitud  del  nuevo  gobierno,  que 
buscar  compromisos  personales  por  medio  de  Hsonjas  o 
de  ofertas,  o  mediante  intereses  mezquinos  de  círculo, 
^1  señor  Amunátegui  hallaba  peligrosa  esta  novedad, 
orque  chocaba  con  nuestros  hábitos,  i  creía  mui  difícil 
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realizar  la  aspiración  de  separar  en  la  práctica  las  fun- 
ciones  del  Ejecutivo  i  del  Poder  Lejislativo,  cuando  la 
Constitución  los  organizaba  en  una  intimidad  necesaria 
e  ineludible.  Sin  embargo,  el  nuevo  Presidente,  en  fra- 

I  ses  entrecortadas,  pero  que  anunciaban  un  pensamien- 

to decisivo,  espresó  que  creia  que  para  hacer  un  gobier- 
no de  opinión,  i  no  personal,  estaba  de  mas  toda  relación 
privada  con  senadores  i  diputados;  fuera  de  que  él  tam- 
bién deseaba  que  siquiera  en  la  práctica  se  ensayara  la 
separación  de  los  dos  poderes. 

Desde  que  fué  conocido  este  acuerdo,  se  disgustaron 

f  los  diputados  de  la  mayoría.  Uno  de  sus  conductores, 

el  señor  Cood,  me  lo  comunicó,  justificando  el  disgusto, 
por  cuanto  la  mayoría  esperaba  comprometer  al  Minis- 
terio, para  obtener  que  fuesen  aprobadas  las  elecciones 
de  Quillota,  acusadas  de  nulidad.  El  señor  Errázuriz, 
que  después  de  comprender  la  necesidad  i  la  importan- 
cia del  acuerdo,  halló  que  teníamos  razón  para  no  com- 
prometernos en  aquella  transacción,   que  nos  lanzaría 

¡  en  una  via  peligrosa,  me  prometió  aplacar  el  disgusto 

!  de  los  diputados. 

I  Organizado  el  Ministerio,  la  prensa  de  los  circuios 

políticos  emitió  sobre  él  sus  juicios,  i  El  Ferrocarril 
del  14  de  setiembre  publicó  todos  los  artículos  que  con- 
tenían estos  juicios.  Ese  diario  decía  que  la  organiza- 
ción era  feüz  i  que  no  había  para  el  nuevo  Ministerio 
sino  palabras  de  esperanza  i  de  respeto.  «Un  Presiden- 
te de  la  República,  agregaba,  que  llama  desde  el  primer 
día  a  sus  consejos  a  hombres  eminentes,  a  hombres  de 
ideas  acentuadas,  a  veteranos  de  la  política  que  tienen 
un  pasado  que  mantener,  anuncia,  no  con  sus  promesas, 
anuncia  con  sus  actos  que  aspira  a  gobernar  con  la  opi- 
nión, i  que  ahí,  en  esa  aspiración,  estará  el  propósito 
dominante  de  sus  iniciativas,  su  acción,  sus  resolucio- 
nes, su  política.  Los  futuros  ministros  son  promesa  vi- 
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viente  de  que  tenderemos  a  un  réjimen  de  libertad*.  _ . 

El  Deber  de  Valparaíso,  diario  liberal  también, 
anunciaba  que  el  nuevo  Ministerio  correspondia  a  su 
programa  i  a  su  esperanza  de  tener  un  ministerio  a  la 
norte-americana,  ministerio  que,  a  mas  de  ser  compac- 
to, sea  autoridad  i  sea  escudo;  pues  que  todo  ministerio 
que  se  eclipse  ante  la  personalidad  del  Presidente  es  un 
ministerio  estraño  al  verdadero  espíritu  de  nuestro  sis- 
tema de  ministros  responsables  i  sujetos  a  las  Cámaras. 
I  como  para  presentarlo  apoyado  por  todos  los  círculos 
liberales,  agregaba  estas  palabras:  ^Fuera  del  señor 
Lastarria,  que  es,  no  obstante,  el  Néstor  del  liberalismo 
doctrinario  i  de  propaganda  en  Chile,  todos  los  demás 
personajes  de  la  combinación  figuraron  en  la  alianza 
liberal  que  fué  orí  jen  del  actual  estado  de  cosas>>. 

El  Independiente  i  El  Mercurio^  diarios  que  repre- 
sentaban entonces  a  algunos  de  los  antiguos  conserva- 
dores, que  todavía  no  se  habían  refundido  en  el  partido 
clerical,  ni  le  habían  confirmado  su  nombre  de  conser- 
vador, no  espresaron  juicios  tan  favorables.  Aquél, 
reservándose  para  juzgar  al  nuevo  Ministerio  |x>r  fus 
actos,  declara  que  no  tiene  embarazo  para  reconocer 
que  él  confirma  sus  previsiones  de  que  no  seria  peor  que 
el  Ministerio  saliente,  i  aun  le  parece  superior  por  dos 
motivos,  pues  es  un  ministerio  de  Ministros  i  no  st  rá 
presidido  por  don  Federico  Errázuriz  sino  por  don  Aní- 
bal Pinto.  El  Mercurio  publicó  una  jeremiada,  por- 
que no  se  había  mantenido  la  combinación  ministerial 
con  el  señor  Covarrúbias,  que  a  fuer  de  conservador, 
debía  haber  admitido  el  puesto.  «¿En  qué  ha  consistido 
ese  aborto  de  la  primera  jeneracion  ministerial?  se  pre- 
guntaba. La  combinación  ministerial  en  mala  hora  des- 
baratada era  del  gusto  del  pueblo.  Nadie  podía  esperar 
ri^ejor,  ni  aun  cosa  parecida, , , , ,  .  Ha  llegado,  por  cir- 

ns tan  cías  que  no  podemos  esphcanios,  a  ser  jeneral 
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la  creencia  de  que  la  administración  venidera  va  a  ha- 
cer un  cambio  radical  en  la  política  gubernativa.  Ello 
podría  ser  un  tanto  aventurado;  pero  el  hecho  es  que 
hasta  los  que  fueron  adversarios  mui  encarnizados  de  la 
candidatura  de  la  alianza  abrigan  esperanzas  tanto 
mas  lisonjeras  cuanto  que  nunca  pudo  pasarle  por  las 
telas  del  juicio  semejante  situación  de  espíritu.  I  bien, 
pues,  ¿no  es  este  un  poderoso  aliciente  para  el  nuevo 
gobierno,  cuya  naciente  popularidad  debe  sorprenderle 
i  engañarle?» 

Entretanto,  La  República^  diario  sostenido  por  el 
gobierno  i  los  amigos  del  Presidente  saliente,  trataba 
de  disfrazar  el  mal  resultado  de  las  primeras  combina- 
ciones, espresándose  de  esta  manera:  <<La  composición 
de  este  gabinete  estaba  en  la  lójica  de  las  cosas,  i  la  cu- 
riosidad pública  que  trataba  de  descubrirla  con  impa- 
ciencia, buscaba  pura  i  simplemente  la  solución  de  una 
incógnita  personal.  La  opinión  no  pudo  dudar  jamas 
del  color  político  délos  individuos  que  el  señor  don  Aní 
bal  Pinto  llamaría  a  su  lado.  Este  problema  estaba  de 
antemano  resuelto  para  la  opinión ....  A  estas  horas 
la  curiosidad  pública  está  satisfecha,  i  las  aspiraciones 
liberales  de  la  inmensa  mayoría  del  pais  también  deben 
de  estarlo.  Ha  sucedido  lo  único  que  podia  suceder:  el 
Ministerio  próximo  sale  de  las  ñlas  que  han  alcanzado 
la  victoria  en  las  tres  campañas  electorales  de  1876.  El 
liberalismo  que  venció  en  las  elecciones  municipales,  en 
las  de  diputados  i  senadores  i  en  la  de  electores  de  Pre- 
sidente de  la  República,  es  el  que  da  sus  secretarios  al 
señor  don  Aníbal  Pinto,  cuya  candidatura  tuvo  orí  jen 
en  su  seno  i  debió  el  tríunfo  a  sus  esfuerzos».  I  después 
de  esplanar  estas  ideas,  olvidando  que  se  habia  ofre- 
cido la  Cartera  del  Interior  al  señor  Covarrúbias,  con- 
cluía así:  «La  tradición  iniciada  por  el  Presidente  que 
se  va,  es  conservada  con  toda  escrupulosidad  por  el 
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Presidente  que  llega.  El  i8  de  setiembre  de  1876  lejos 
de  cortarla  o  interrumpirla,  la  confirma  clara  i  solem- 
nemente-  Lejos  de  haber  solución  de  continuidad  entre 
el  17  de  setiembre  i  el  19,  hai  un  fuerte  eslabón  que  une 
ambas  fechas,  de  modo  que  no  se  separen  jamas». 

La  Patria  de  Valparaiso,  por  el  contrario,  creyendo 
que  el  Ministerio  por  sí  solo  era  una  promesa  bien  acen- 
tuada de  réjinien  ministerial  i  parlamentario,  declara 
que  con  tal  combinación  no  se  ha  realizado  el  sueño  de 
los  conserv^adores,  i  «(han  sufrido  un  desengaño  visible 
los  amigos  demasiado  presuntuosos  {La  República) 
que  aspiraban  a  colocar  el  futuro  gobierno  bajo  el  signo 
amenazador  de  las  pasiones,  los  propósitos  i  el  esclu- 
si\ismo  del  réjimen  de  lucha  que  está  próximo  a  pasar 
de  la  administración  a  la  historia».  <^Sea  cual  fuere, 
agregaba,  el  juicio  que  los  distintos  grupos  tienen  for- 
madOj  según  los  diversos  puntos  de  \dsta  de  sus  pasio- 
neSj  sus  aspiraciones  i  su  historia;  sean  cuales  fuesen  las 
simpatías  i  antipatías  que  los  nombres  de  los  designa- 
dos despierten  en  el  campamento  de  los  vencidos  o  en 
el  de  los  vencedores  de  la  última  contienda,  en  el  cam- 
pamento de  los  liberales  o  en  el  de  los  conservadores,  lo 
que  nadie  negará,  i  lo  que  queremos  dejar  establecido 
por  ahora  es  que  el  gabinete  anunciado  posee  personali- 
dad^ significación  propia  i  responsabilidad  política  acen- 
tuada por  los  antecedentes  i  el  carácter  de  los  que  lo 
componem>. 

Por  último,  El  Estandarte  CaiólicOy  en  son  de  com- 
bate, esclamaba:  «Los  hombres  que  el  señor  Pinto 
ha  escojido  para  formar  su  primer  ministerio  han  sido 
buscados,  como  era  de  esperarse,  entre  nuestros  ad- 
versarios: son  una  amenaza.  Pero,  lo  repetimos,  esto 
no  basta  para  que  los  católicos  los  ataquen.  Por  mas 
que  La  República  juzgue  e\adente  que  la  política  será 
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la  continuación  de  la  actual,  aguardamos  los  hechos 
para  juzgarlos» 

Los  juicios  emitidos  por  La  República  i  La  Patria 
eran  el  eco  de  la  profunda  división  que  colocaba  al  nue- 
vo Ministerio  en  una  falsa  posición  ante  los  círculos  li-  [ 
berales.  La  mayoría  parlamentaria  i  el  mundo  oficial                 « 
pensaban  como  La  República,  i  recelando  un   rompi                   | 
miento,  se  apercibian  a  la  lucha,  oyendo  apenas  los                  \ 
consejos  tranquilizadores  de  su   jefe,   el   Presidente                  < 
Errázuriz.  Por  el  contrario,  la  opinión  pública,  fuerte- 
mente apoyada  por  los  liberales  que  habían  sido  ad- 
versarios de  la  política  dominante,  esperaba  un  cambio                  ^ 
radical  que,  haciendo  desaparecer  la  política  personal,                  i 
diese  al  pais  un  gobierno  parlamentario.  AI  lado  de  esta                  I 
división  aparecía  la  crítica  situación  del  Erario,  produ                   " 
cida  por  la  crisis  comercial  de  los  dos  años  anteriores  i                  i 
por  gastos  exorbitantes  que  traían  un  verdadero  dese- 
quilibrio. La  industria  nacional  estaba  paralizada,  i  el 
porvenir  era  completamente  oscuro. 

Sin  embargo,  una  parte  de  los  nuevos  ministros  no 
daba  importancia  a  tan  crítica  situación,  prometién* 
dose  unos  conjurar  las  tempestades  parlamentarias 
por  medio  de  empeños  i  confabulaciones  según  los  usos 
de  nuestros  gobiernos  i  esperando  otros  que  mejora- 
rían Jas  circunstancias  económicas . 


^ 
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II 

Convocatoria  del  Congreso  de  1876 
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En  semejante  situación,  agravada  por  la  variedad 
de  círculos  personales  que  figuraban  en  el  Congreso, 
se  espidió  el  12  de  octubre  la  convocatoria  a  sesiones 
estraordinarias  para  el  17;  pero  esto  dio  motivo  en  el 
Ministerio  a  dos  acuerdos  mui  laboriosos. 

Fué  el  primero  el  que  versó  sobre  el  programa  de  la 
nueva  administración,  que  debería  ser  espuesto  en  un 
discurso  de)  Ministro  del  Interior.  Tuve  que  rehacer 
tres  veces  el  proyecto  primitivo  para  atender  a  las 
enmiendas  que  acordaban  o  proponían  los  ministros, 
principalmente  los  de  mayor  práctica  administrativa, 
como  lo  eran  los  señores  Prats  i  Amunátegui  que  se 
manifestaban  contrariados  por  mis  modos  de  apreciar 
la  situación. 

La  composición  del  Congreso  era  verdaderamente 
orijinal.  Formaban  la  mayoría,  especialmente  en  la 
Cámara  de  Diputados^  los  dos  grupos  que  habian  rea- 
lizado la  alianza  liberal,  es  decir,  los  amigos  del  Presi- 
í^ente  cesante,  quienes  se  habían  disciplinado  en  la  lu- 
ha  de  las  reformas   iniciadas  por  la  administración 
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pasada,  i  los  radicales  que,  guiados  por  su  jefe  don  Ma- 
nuel Antonio  Matta,  habían  modificado  su  programa 
político  en  el  sentido  de  obtener  lo  menos  sin  renun- 
ciar al  todo,  siguiendo  la  fórmula  que  por  esos  tiempos 
presentaba  en  Francia  Julio  Simón. 

Aunque  esos  dos  grupos  hablan  adoptado  un  pro- 
grama político,  como  base  de  la  alianza  liberal,  no  se 
puede  asegurar  que  hubiera  entre  ellos  un  verdadero 
vínculo  de  unión,  pues  era  notorio  que  sus  relaciones 
eran  la  obra  de  arreglos  que  se  hacían  en  cada  caso  so- 
bre la  base  de  que  ambos  debían  ser  representados  en 
el  Ministerio  por  im  miembro  de  su  respectivo  círculo. 
Se  trataban  de  potencia  a  potencia  i,  en  realidad,  no 
tenían  otro  interés  común  que  el  de  defenderse  de  la 
enemistad  con  que  hablan  hostilizado  i  hostilizaban 
todavía  a  la  administración  Errázuriz  los  clericales,  los 
nacionales  i  los  que  habían  sostenido  la  candidatura 
a  la  presidencia  de  Vicuña  Mackenna. 

Los  tres  últimos  grupos  estaban  también  representa- 
dos en  el  Congreso,  principalmente  en  la  Cámara  de  Di- 
putados. Los  primeros,  entre  los  cuales  figuraban  con- 
servadores antiguos  i  modernos,  mantenían  un  credo 
político  bien  definido  sobre  la  base  del  ultramontanis- 
mo  católico.  Los  nacionales,  en  cuyo  seno  habia  con- 
servadores moderados  i  varios  liberales  doctrinarios  i 
radicales,  eran  dirijidos  casi  por  una  fracción  bien  ca- 
racterizada, la  de  los  reformistas  que  desde  i86S  habia 
impulsado  las  reformas  civiles  i  sociales,  olvidando  la 
política,  i  que,  sin  embargo  de  tener  este  punto  de 
contacto  con  la  administración  Errázuriz,  la  habían 
combatido  seriamente.  Por  fin,  los  últimos,  sin  bande- 
ra distinta,  los  cuales  se  distribuían  por  sus  principios 
entre  conservadores  i  reformistas. 

De  los  cinco  grupos,  solo  habia  uno  que  tenia  un 
programa  claro  i  bien  definido,  el  de  los  clericales.  Los 
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cuatro  restantes  eran  distintos  raatices  del  liberalismo 
i  mantenían,  sin  embargo,  su  respectiva  organización, 
porque  ella  dependía  mas  bien  de  intereses  personales 
o  de  antecedentes  de  lucha,  que  les  daban  el  verdade- 
ro carácter  de  facciones  políticas  representadas  por  di- 
ferentes caudillos. 

Ello  era  el  resultado  de  los  gobiernos  personales^  que 
lo  han  pervertido  todo  entre  nosotros,  convirtiendo 
entre  sus  manos  el  sistema  parlamentario  en  el  resorte 
de  las  ambiciones  de  los  círculos,  de  los  grupos  políti- 
cos i  aun  de  las  indi\ádualidades  que  pueden  figurar 
apellidándose  partidos  políticos;  pues  a  todo  eso  da  lu- 
gar  nuestra  Constitución,  que  da  medios  a  los  presiden- 
tes ajTLbiciosos,  o  presuntuosos^  para  constituir  un  po- 
der personal  i  hacer  triunfar  sus  voluntades,  desde 
que  amalgama  i  confunde  en  su  organización  los  pode- 
res lejislatívo  i  ejecutivo,  i  da  al  segundo  atribuciones 
exorbitantes,  «como  a  Jefe  Supremo  de  la  Nación,  que 
tiene  la  administración  i  gobierno  del  Estado,  i  que  es- 
tiende su  autoridad  a  todo  cuanto  tiene  por  objeto  la 
conservación  del  orden  público  en  el  interior  i  la  segu- 
ridad esterior  de  la  Repúblicas.  En  Estados  Unidos, 
el  Congreso  es  el  soberano^  en  tanto  que  el  presidenta 
es  el  ejecutor  de  sus  leyes,  i  está  colocado  en  la  cate- 
goría de  los  fimcionarios  ordinarios,  que  son  subordi- 
nados del  Congreso  i  son  responsables  de  sus  actos,  sin 
privilejios  ni  poderes  estraordinarios.  Ni  el  Presidente 
ni  sus  secretarios  son  allí  parlamentarios,  ni  se  inspi- 
ran por  la  política  del  parlamento,  porque  los  poderes 
lejislativo  i  ejecutivo  son  independientes  en  sus  fun- 
cioneSj  en  sus  facultades  i  en  su  personal.  De  consi- 
guiente, el  Presidente  de  la  República  no  tiene  necesidad 
de  formarse  mayorías  en  las  cámaras,  las  que,  siendo  ele- 
i  idas  por  el  mismo  partido  que  ha  elevado  al  Presiden- 
!j  representan  la  misma  política  que  éste  i  no  necesi- 
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tan  de  él  en  el  ejercicio  de  la  soberanía.  Todo  lo  con- 
trario tenemos  en  nuestra  Constitución,  puesto  que  da 
la  supremacía  al  Ejecutivo,  i  no  asegura  siquiera  la 
independencia  del  Lejislativo  por  medio  de  una  incom- 
patibilidad absoluta  entre  las  funciones  administrati- 
vas i  el  mandato  de  senador  i  de  diputado;  de  modo 
que  éstos  pueden  ser  elejidos  entre  los  funcionarios  eje- 
cutivos, o  trocar  su  puesto  parlamentario  por  un  em- 
pleo dado  por  el  Presidente.  Así  es  que  este  funcionario 
tiene  facilidad  de  organizar  en  las  cámaras  una  mayo- 
ría que  le  sea  favorable,  i  si  es  altanero  sin  patriotismo, 
o  ambicioso  sin  escrúpulos,  interviene  en  las  elecciones 
i  no  perdona  medio  parafriunfar.  Las  minorías,  enton- 
ces, aprovechando  la  confusión  de  ambos  poderes, 
usan  de  sus  facultades  fiscalizadoras,  no  solo  para 
acentuar  su  política,  sino  hasta  para  injerirse  en  las 
minuciosidades  administrativas  mas  ajtjnas  al  poder 
lejislativo. 

El  Presidente  Pinto,  sincero  republicano  i  mui  cono- 
cedor de  los  principios,  comprendía  estas  verdades  i 
me  empeñaba  a  que  las  propalara  i  süstu\iera  en  la 
práctica,  mientras  no  pudiéramos  reformar  la  Consti- 
tución. Por  eso,  desde  el  principio  habia  indicado  yo, 
como  un  correctivo  de  la  situación,  el  plan  de  indepen- 
dizar del  Ministerio  al  Parlamento,  porque ,  desde  que 
los  liberales  comprendieran  que  el  gobierno  respetaba 
sistemáticamente  la  autonomía  parlamentaria,  sin  an- 
dar a  caza  de  adeptos  i  sin  apelar  a  transacciones  i  a 
arreglos  privados  para  buscar  una  mayoría,  que  solo 
puede  ser  fuerte  cuando  está  ligada  por  principios  e 
intereses  comunes,  era  natural  que  propendieran  a 
reorganizarse  en  un  solo  partido,  ya  que  el  Ministerio, 
lejos  de  esperar  ventaja  alguna  del  fraccionamiento, 
lo  combatía.  Tocqueville  reconoce  como  verdad  espe- 
rimental,  incontrovertible,  en  el  réjimen  de  libertad  i 


i/íV 
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de  independencia  de  los  poderes  poli  ticos,  constitui- 
dos en  las  instituciones  de  Estados  Unidos,  que  «en  los 
pueblos  libres  no  se  gobierna  sino  por  los  partidos  (dan- 
do a  esta  palabra  su  acepción  propia),  o  mas  bien,  que 
el  gobierno  es  un  partido  que  está  en  el  poder.  Eí  go- 
bierno allí  es  tanto  mas  poderoso,  permanente,  previ- 
sor i  fuerte,  cuanto  mas  compactos  i  permanentes  sean 
los  partidos  que  existen  en  el  seno  del  puebloi^.  Entre 
tanto,  en  Chile  aparecia  un  gobierno  que  se  proponía 
sinceramente  ser  liberal,  con  un  verdadero  republica- 
no a  la  cabeza;  i  no  habia  un  verdadero  partido  liberal, 
sino  multitud  de  facciones  i  de  individualidades  excén- 
tricas i  di  ver  j  entes  que  se  arrogaban  aquel  título- 

Nuestra  situación  era  exactamente  la  que  describe 
Laveleye  comentando  aquella  gran  verdad  política. 
<cEn  defecto  de  principios  jencrales,  dice,  i  de  grandes 
partidos  que  lis  defiendan,  las  Cámaras  lejislativas  se 
dividen  en  pequeñas  facciones,  que  representan  inte- 
reses locales,  opiniones  aisladas  o  pretensiones  indivi- 
duales que  es  necesario  satisfacer  o  adormecer.  Toda 
ambición  personal  es  un  v^oto  con  el  cual  es  preciso 
contar,  o  que  se  espera  seducir.  No  pudiendo  apoyarse 
en  ningún  grupo  permanente  de  adhesiones  dictadas 
por  la  comunidad  de  vistas,  el  Ministerio  se  ve  reduci- 
do a  mendigar  votos,  a  humillarse  ante  el  que  resiste, 
a  colmar  de  favores  al  que  le  sostiene  i  a  rebajarse  tan- 
to a  sí  mismo,  como  a  aquellos  a  quienes  se  dirije.  Los 
gabinetes  nacen  entonces  al  azar,  viven  al  dia,  de  con- 
cesiones i  de  debilidades j  i  caen  por  sorpresa  sin  que  se 
sepa  por  qué,  tal  como  se  ha  visto  muchas  veces  en  dos 
paises  mui  diferentes  bajo  otros  respectos,  España  i 
Holanda.  Al  contrario,  cuando  dos  partidos  netamente 
definidos  están  en  presencia,  los  hombres  que  gobier- 
ti^n,  seguros  de  una  mayoría  obligada  a  sostenerlos  so 

na  de  defección,  pueden  desdeñar  las  exij encías  in- 
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dividuales  para  imprimir  a  la  administración  nna  mar- 
cha firme,  i  para  ocuparse  solamente  del  interés  j  ene- 
ral»  ' . 

Tal  era  mi  persuacion,  pero  mi  plan  ofrecía  tantas 
dudas  a  mis  colegas,  que  la  empresa  de  fundar  nue- 
vas prácticas  parlamentarias,  independizando  a  las  cá- 
maras, era  tan  ardua  como  incomprensible  para  nues- 
tros hábitos  en  presencia  de  los  errores  creados  por  las 
prácticas  de  los  gobiernos  personales.  Se  creia,  tanto 
en  el  gobierno  como  entre  los  mismos  congresales,  que 
era  una  ilusión  el  pretender  marchar  sin  una  mayoría 
disciplinada  o  conquistada  por  los  amaños  habitua- 
les o  por  los  arreglos  privados.  Hubo,  pues,  necesidad 
de  dar  al  discurso-programa  ciertas  formas  veladas, 
i  dejarlo  en  los  términos  en  que  lo  leí  en  la  sesión 
del  17  de  octubre  de  1876,  dando  al  acto  una  solemni- 
dad inusitada.  Helo  aquí,  tomado  del  Boletín  Oficiali 


Sesión  del  Senado  en  17  de  octubre  de  1876 

«El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — Al 
presentamos  por  primera  vez  en  esta  Cámara,  como 
secretarios  del  Ejecutivo,  nombrados  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  tenemos  el  honor  de  declarar  ante 
los  representantes  de  la  nación  que  la  nueva  adminis- 
tración se  inaugura  abrigando,  por  una  parte,  el  firme 
propósito  de  promover  el  desarrollo  intelectual,  moral 
i  material  del  pais,  para  continuar  así  la  inalterable 
marcha  de  los  gobiernos  precedentes^  i  animada^  por 


I  En  1887  el  señor  Lastarria  publicó  en  El  Eco  Lütrariü  na  artículo 
titulado  Ensayos  parlamentarios  en  las  repútlicus  cúnsertíadüras ,  esponieodo 
esta  misma  doctrina  para  refutar  un  estudio  de  Sí,  Manseras,  que,  sin  cono- 
cerla, atribuye  el  desorden  parlamentario  de  Ja  república  francesa  a  la  falta 
de  cordura,  sin  comprender  que  él  tiene  su  orí  jen,  como  entre  nosotros,  en 
la  constitución  de  los  poderes  lejislativo  i  ejecutivo* 
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otra  parte,  del  sincero  deseo  de  servir  con  lójica  i 
constancia  al  progreso  democrático  de  nuestras  insti- 
tuciones, arreglando  a  esta  norma  sus  procedimientos 
administrativos . 

«Las  circunstancias  del  dia  prestan  favor  a  estos  pro- 
pósitos^ pues  al  comenzar  este  período  constitucional, 
todas  las  opiniones  e  intereses  políticos  se  muestran 
alentando  nuevas  esperanzas^  i  suspenden  sus  exijen- 
cias  i  reclamaciones.  Esta  situación  impone  a  la  pre- 
sente administración  mui  serios  deberes,  pues  que  no 
solamente  se  siente  obligada  a  continuar  la  reforma 
iniciada  por  el  gobierno  anterior,  para  completarla  i 
perfeccionarla,  sino  que  también  se  ve  en  la  necesidad 
de  aprovechar  de  la  tregua  para  apoyar  en  ella  el  desa- 
rrollo lójico  de  que  naturalmente  es  susceptible  la  po- 
lítica de  todo  gobierno  de  opinión. 

<íSe  comprende  que  aquella  iniciativaj  tan  honrosa 
para  sus  autores,  haya  sido  chocante  para  ciertos  inte- 
reses, en  una  época  de  transición  como  la  que  atraviesa 
el  pais,  i  que,  por  lo  tanto,  haya  suscitado  una  lucha. 
Mas,  aunque  esa  época  sea  hoi  la  misma,  la  adminis- 
tración se  lisonjea  con  la  esperanza  de  aprovechar  las 
nuevas  circunstancias  para  continuar  aquella  grande 
obra  en  paz,  procurando  no  comprometer  las  altas  so- 
luciones parlamentarias  con  cuestiones  secundarias, 
que  no  tendrían  oportunidad  en  esta  ocasión. 

«Para  eso  necesitamos  que  la  discusión  sea  elevada  i 
práctica,  bien  entendido  que  ella  no  puede  tener  esos 
caracteres,  si  no  es  rigurosamente  científica,  i  si  la  nue- 
va política  no  es  un  arte  de  aplicación  de  los  principios 
a  la  situación  social  i  a  todos  los  intereses  verdadera- 
mente colectivos  i  que,  como  tales,  deben  ser  reputa- 
dos i  respetados  como  intereses  lejítimos. 

Afortunadamente,  las  reformas  que  pudieran  ser 

isideradas  como  las  mas  serias  i  difíciles  están  ya 
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juzgadas  i  aceptadas  por  la  opinión  pública-  Solo  falta 
resolverlas  en  el  sentido  de  aquellos  intereses,  pero  sin 
dar  valor  a  la  falsa  alucinación  que  supone  que  ellos  no 
están  bien  garantizados  sino  únicamente  al  amparo  de 
la  conservación  del  viejo  réjimen,  de  sus  errores  i  de 
sus  resabios. 

«La  política  del  nuevo  gobierno  ejecutivo  no  será, 
pues,  de  combate,  sino  de  estudio,  de  prudencia,  de 
respeto  por  todas  las  opiniones  i  por  todos  los  ntereses 
íejítimos  {aplausos).  I  aspirando  a  consolidar  el  réjimen 
parlamentario,  para  perfeccionar  nuestro  sistema  re- 
presentativo, ella  tomará  por  brújula  en  su  marcha 
la  opinión  pública  buscándola  siempre  en  el  Congreso 
Nacional,  que  tiene  el  deber  de  conocerla  i  de  repre- 
sentarla (aplausos  en  muchos  bancos  i  en  las  galerías),  e 
ilustrará  su  criterio  en  la  ciencia,  aprovechándose  de 
las  luces  de  los  representantes  de  la  nación,  i  estimu- 
lándose en  su  elevado  patriotismo. 

«El  Ejecutivo  i  el  Congreso  nacional  tienen  un  alto 
deber  que  les  es  común  i  que  deben  cumplir  solidaria- 
mente— el  deber  de  dirijir  el  progreso  democrático  de 
la  República,  prosiguiendo  con  firmeza  la  reforma  polí- 
tica sin  estraviarla,  ni  confundirla  con  arbitrios  admi- 
nistrativos, ni  con  mejoras  de  lejislacion  privada,  i  en- 
señando al  pueblo  a  practicarla  con  sinceridad,  para 
que  rejenere  sus  hábitos  i  sus  sentimientos.  Este  es  un 
legado  de  nuestros  padres  que  debemos  trasmitir  a 
nuestros  sucesores  muí  intacto  i  mui  perfeccionado 
con  nuestro  trabajo. 

«Si  todos  cooperamos  en  esta  labor,  desaparecerán 
naturalmente  los  intereses  efímeros  de  partido,  i  nos 
uniremos,  sin  necesidad  de  transacciones  ni  de  pactos, 
en  una  sola  causa  i  en  un  solo  orden  de  intereses  verda- 
deramente políticos. 

«Fuera  de  estas  bases  jenerales,  hai  otras  que  son 
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peculiares  a  la  administración  pública  i  que  necesitan 

de  un  estudio  de  arte  político  de  otro  j enero.  En  este 
campo  todo  depende  del  conocimiento  de  las  circuns- 
tancias del  momento  i  de  los  accidentes  económicos 
producidos  mas  por  las  situaciones  industriales  i  por  el 
curso  variable  de  los  intereses  activos,  que  por  planes 
o  propósitos  políticos. 

^  (íLa  nueva  administración  no  puede  en  esto  imponer 
sus  vistas,  sino  someter  su  sistema  económico  a  la  ilus- 
tración del  Congreso.  Estos  intereses  tienen  un  carácter 
mui  ajeno  de  la  política,  para  que  nosotros  abriguemos 
la  pretensión  de  complicarlos  con  cuestiones  de  gabi- 
nete, o  de  resolverlos  sin  el  concurso  del  Congreso  i  sin 
el  ausiÜo  de  sus  luces  i  de  su  patriotismo.  Confiamos 
seriamente  en  que  las  cámaras  nos  dirijirán  i  nos  ayu- 
darán a  salvar  las  dificultades  que  nacen  del  desequili- 
brio en  que  se  encuentran  las  entradas  i  los  gastos  na- 
cionales, 

<tLa  nue\^a  administración  se  compromete  solemne- 
mente a  cumplir  todos  estos  deberes  con  lealtad:  solo 
pide  tiempo,  cooperación,  indulj encía;  i  todo  eso  espe- 
ra del  patriotismo  del  Congreso  i  de  la  prudencia  de  la 
nación. 

«Así  será  mejor  servido  por  nosotros  el  desarrollo 
moral  i  el  de  los  poderes  activos  de  este  pueblo  tan  no- 
table por  sus  hábitos  de  orden  i  de  trabajo,  i  por  sus 
nobles  aspiraciones.  Si  en  este  camino  hallamos  dificul- 
tades, las  venceremos  con  el  consejo  de  todos,  i  con 
nuestra  firme  voluntad  de  cumpHr  la  lei  i  de  respetar  el 
derecho.  {Grandes  aplausos  en  los  bancos  de  los  dipu- 
tados^ en  la  mesa  de  la  presidencia  i  en  las  galerías. — 
Los  aplausos  se  prolongan  por  algunos  segwidos)^. 
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Estas  ideas,  este  lenguaje,  que  por  primera  vez  se 
oian  de  boca  de  un  ministro,  hicieron  sonreir  a  muchos 
i  fruncir  el  entrecejo  a  otros.  Pero  la  opinión  del  pais 
fué  favorable  i  manifestó  confianza  en  el  Ministerio  que 
tales  propósitos  declaraba. 


^^- 


rv 
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III 

Estado  del  Erario 


El  otro  acuerdo  que  costó  largos  debates  fué  relativo 
a  las  economías  que  debían  consultarse  en  el  presu- 
puesto jeneral  i  a  los  arbitrios  que  se  adoptarían  a  fin 
de  remediar  en  algo  la  penosísima  situación  en  que  es- 
taba el  Erario. 

El  Ministro  de  Hacienda  habia  demostrado  la  nece- 
sidad de  saldar  con  un  empréstito  los  gastos  de  aquel 
año  de  1876,  i  la  de  recargar  las  entradas  de  aduana 
para  disminuir  el  déficit  del  año  siguiente.  Esta  situa- 
ción no  era  un  secreto,  i  el  Ministro  la  habia  compro- 
bado matemáticamente  ante  la  Comisión  Mista  de  am- 
bas Cámaras,  que  debia  informar  sobre  el  asunto. 

La  prensa  diaria  reclamaba  la  reforma  del  sistema 
tributario,  sobre  la  base  de  una  contribución  directa  en 
la  renta  o  el  capital,  i  sujiriendo  varios  arbitrios,  los 
estudiaba  con  cordura  i  ofrecía  los  medios  de  realizarlos. 
Pero  el  Ministro  estaba  lejos  de  pensar  en  ellos,  pues 

icamente  fiaba  en  el  ausílío  de  los  banqueros  i  capí- 
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talistas;  i  en  materia  de  economías,  exijia  la  rebaja  de 
los  gastos,  aun  de  los  necesarios,  i  la  supresión  del  vein- 
ticinco por  ciento  con  que  la  administración  anterior 
habia  aumentado  el  sueldo  de  todos  los  empleados  pú- 
blicos .Estas eran,  en  efecto,  las  ideas  de  los  banqueros, 
pues  en  una  conferencia  con  los  directores  del  Nacional 
en  Valparaíso,  observé  que  éstos  apoyaban  los  planes 
del  Ministro,  le  garantían  la  adhesión  del  comercio  a 
un  recargo  de  diez  por  ciento  adicional  sobre  los  im- 
puestos de  aduana,  i  le  ofrecían  seguridades  para  el 
empréstito,  que  se  baria  mediante  una  cuenta  corrien- 
te en  aquel  banco,  contal  de  que  se  rebajaran  los  gastos 
i  se  suprimiera  el  veinticinco  por  ciento. 

Esta  supresión  era  popular,  pues  se  consideraba  co- 
mo un  arbitrio  injusto  aquel  aumento,  por  su  desigual- 
dad i  su  falta  de  proporción  con  los  sueldos.  Pero  en  el 
Ministerio  no  contaba  con  otro  apoyo  que  el  del  Minis- 
tro del  Interior,  al  estremo  de  que  después  de  muchas 
conferencias,  viendo  el  Ministro  de  Hacienda  que  su 
idea  no  tenia  mayoría,  declaró  que  hacia  de  la  supresión 
una  condición  de  su  permanencia  en  el  puesto.  Bajo 
esta  amenaza,  se  continuó  la  discusión  en  la  comisión 
parlamentaria,  i,  como  un  medio  de  obviar  la  dificultad 
propuse  el  plan  de  suprimir  en  los  presupuestos  todos 
los  servicios  que  no  fueran  de  necesidad  esencial  para 
mantener  el  réjimen  i  organización  de  la  administra- 
ción, i  principalmente  aquellos  que  no  debían  correr  a 
cargo  del  Estado,  tales,  por  ejemplo,  principiando  por 
el  presupuesto  del  interior, los ausihos  a  la  beneficencia, 
a  la  policía  de  ciertas  localidades  i  a  algunas  institucio- 
nes particulares,  todo  lo  cual  representaba  en  este  solo 
presupuesto  una  economía  de  750,000  pesos.  Pues  esta 
economía,  junta  a  otras  análogas  en  los  demás  presu- 
puestos, rebajaban  los  gastos  del  año  entrante,  i  para 
mientras  se  restablecía  el  equilibrio,  en  un  millón  i  me- 
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dio  de  pesos j  lo  cual  era  ya  suficiente  para  evitar  el  dé- 
ficit ^  contando  con  el  recargo  adicional  a  los  impuestos 
de  aduana. 

Tal  proposición  escandalizó  i  fué  rechazada  sin  dis- 
cusión, pues  se  prefería^  en  el  gabinete  como  en  la  co- 
mision,  el  propósito  de  hacer  economías  en  todas  las 
partidas  del  presupuesto,  aun  en  las  de  servicios  indis- 
pensables, con  el  ánimo  de  saldarlas  con  suplementos 
especiales  que  se  pedirían  al  Congreso  si  las  circuns- 
tancias mejoraban.  Esto  daba,  en  jeneral,a  tales  econo- 
mías el  carácter  de  ficticias;  pero  se  consideró  mejor 
que  aquél  este  plan^  porque  no  sacrificaba  ciertos  ser- 
vicios, i  porque  se  creyó  que  bastarían  para  salvar  la 
situación  el  empréstito  del  banco  i  el  diez  por  ciento 
adicional  sobre  los  impuestos  de  aduana.  I  fué  tal  esta 
confianza,  que  no  se  estimó  necesaria  la  supresión  de 
la  gratificación  de  los  empleados  en  su  totalidad,  reba- 
jándola, por  transacción  con  el  Ministro  de  Hacienda, 
a  un  dieciseis  por  ciento. 

El  Ministro  del  Interior  no  prestaba  fé  a  estos  re- 
medios lenitivos^  uno  de  los  cuales^  el  empréstito  por 
cuenta  corriente  en  el  Banco  de  Chile,  si  mitigaba  la 
dolencia,  iba  a  producir  otra  que  se  convertiría  en  cró- 
nica, poniendo  al  Erario  en  una  situación  impropia. 
Aleccionado  como  estaba  por  una  situación  análoga  de 
pobreza  i  de  crisis  en  1862,  cuando^  siendo  Ministro 
de  Hacienda,  vio  rechazados  sus  proyectos  por  dar 
preferencia  a  arbitrios  semejantes,  que  prepararon  una 
era  de  empréstitos  ruinosos,  no  podia  en  esta  ocasión 
prestar  su  asenso,  sin  protesta,  a  planes  igualmente 
ineficaces  i  peligrosos.  Los  acontecimientos,  como  en 
1862 j  vinieron  pronto  a  justificar  sus  vistas. 
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IV 


En  la  Cámara  de  Diputados  se  inicia  i  aprueba 
la  reforma  de  los  artículos  de  la  Constitución 
sobre  la  misma  reforma. 


Mientras  que  se  debatían  estos  asuntos  en  el  Gabine- 
te i  en  la  Comisión  Mista  de  ambas  Cámaras^  la  actitud 
que  tomaban  los  círculos  paríamentarios  respecto  del 
Ministerio  era  puro  efecto  de  la  aversión  que  mantenían 
los  que  estaban  en  minoría  contra  los  dos  que  aun  repre- 
sentaban a  ia  administración  pasada.  Como  aquéllos  no- 
tabanque  el  Ministerio  no  buscaba  su  apoyo  en  los  de  la 
mayoría,  le  prestaban  deferencia  como  para  estimularlo 
a  que  aceptase  su  adhesión  para  organizar  otra  mayoría. 
Entretanto  los  liberales  moderados  i  los  radicales  des- 
deñaban al  Ministerio  i  como  agraviados  por  la  con- 
ducta de  éste,  olvidaban  su  organización  i  su  alianza 
hasta  el  estremo  de  que  en  la  primera  elección  de  la  me- 
sa de  la  Cámara  que  se  verificó  el  17  de  octubre,  los  pri- 
meros no  aceptaron  el  candidato  que  los  radicales  pro- 
pusieron para  segundo  vi  ce- presidente  i  se  dividieron  en 
''^'"'^^acion,  dando  un  fácil  triunfo  a  los  grupos  de  la  mi- 
que  se  unieron  para  llevar  a  la  mesa  a  un  conser- 
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vador.  La  novedad  de  este  suceso  acusaba  una  falta  de 
práctica,  nacida  de  la  independencia  en  que  el  Ministe- 
rio dejaba  a  la  mayoría  e  incomodó  vivamente  a  los  je- 
fes de  ésta,  dejando  en  un  verdadero  conflicto  a  los  di- 
putados que  por  ser  empleados  públicos  o  por  otros 
títulos  nosabian  qué  hacer  de  su  independencia.  El  Mi- 
nistro del  Interior  aprovechó  la  ocasión  para  aconsejar 
la  organización  independiente,  no  sin  que  sus  indicacio* 
nes  amistosas  fuesen  mal  interpretadas  i  hasta  recibidas 
con  pueril  enfado  por  algunos  de  los  jefes  de  aquellos 
dos  grupos,  que  reasumían  su  independencia  con  alta- 
nería. 

Con  todo  aquel  fracaso  fué  saludable  a  la  disciplina, 
En  la  sesión  del  21  de  octubre  los  dos  grupos  de  la 
mayoría  acentuaron  su  organización  aprobando  las  elec- 
ciones de  Quillota,  a  pesar  de  las  nulidades  de  que  ado- 
lecían. Pero  solo  triunfaron  por  cuatro  votos  porque 
hubo  alo  menos  ocho  diputados  liberales  que  se  unieron 
a  los  círculos  de  la  minoría  para  dar  treinta  i  seis  votos 
en  favor  del  dictamen  de  la  Comisión  de  Elecciones,  que 
proponía  se  declarasen  nulas  las  de  aquel  departamen- 
to. Mas  compacta  se  presentó  la  mayoría  en  la  renova- 
ción de  la  mesa  el  17  de  noviembre,  pues  escluy  ó  al  vice- 
presidente clerical  nombrando  en  su  lugar  al  radical 
doctor  Allende  Padin. 

Afortunadamente  se  entraba  con  resolución  en  el 
nuevo  rumbo  aunque  algunos  de  los  ministros  trabaja- 
ban todavía  por  buscar  conexiones  personales  en  la  ma- 
yoría. Desde  luego  se  presentaba  un  debate  que  debía 
disciplinar  mejor  a  la  mayoría,  el  de  la  moción  de  refor- 
ma de  los  artículos  40,  165,  166^  167  i  168  de  la  Consti- 
tucion,  que  se  inició  en  la  sesión  del  24  de  octubre,  con 
exaltada  oposición  de  parte  de  los  clericales  i  los  nacio- 
nales no  reformistas.  Estosse  proponían  desviar  la  discu- 
sión, presentando  como  mas  urjenteidigna  de  preferer 
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da  la  reforma  de  los  artículos  constitucionales  relativos 
a  la  inmunidad  de  los  intendentes  i  gobernadores,  pues, 
a  su  juicio,  valia  mas  poder  enjuiciar  a  estos  funciona- 
rios criminalmente,  sin  la  declaración  previa  del  Con- 
sejo de  Estado.  Su  propósito  era  sustentaf  su  antigua 
doctrina  de  las  reformas  civiles  i  de  los  detalles  consti- 
tucionales, sobre  la  que  aconsejaba  la  moción  en 
debate,  proponiendo  desde  luego  que  se  enmendaran 
aquellos  artículos,  a  fin  de  facilitar,  no  solo  las  reformas 
parciales  sino  también  la  de  toda  la  Constitución,  Diri- 
jidos  por  el  conservador  seiior  Novoa,  aparentaban  no 
ser  hostiles  a  la  moción,  limitándose  a  impedir  la  del  ar- 
tículo i68j  que  es  la  sustancial,  i  mostrándose  llanos  a 
aceptar  la  de  los  otros,  a  los  cuales  atribuian  una  impor- 
tancia que  no  tienen. 

En  efecto,  las  fórmulas  de  estas  disposiciones  se  re- 
ferian  a  los  trámites  necesarios  para  iniciar  la  reforma, 
en  tanto  que  el  articulo  i68  la  hacia  poco  menos  que 
imposible,  en  estos  términos:  «Establecida  por  la  lei  la 
necesidad  de  la  reforma,  se  aguardará  la  próxima  reno- 
vación de  la  Cámara  de  Diputados,  i  en  la  primera  sesión 
que  tenga  el  Congreso  después  de  esta  renovación,  se 
discutirá  i  deliberará  sobre  la  reforma  que  haya  de  ha- 
cerse, debiendo  tener  orí  jen  la  lei  en  el  Senado,  confor- 
me a  lo  prevenido  en  el  artículo  40,  i  procediéndose  se- 
gún lo  dispone  la  Constitución  para  la  formación  de  las 
demás  leyes». 

En  la  sesión  del  26  se  empeñó  seriamente  el  debate 
sobre  la  aprobación  jeneral  de  la  moción,  i  como  ya  era 
oportuno  hacer  conocer  la  opinión  que  sobre  este  asun- 
to habia  acordado  el  Ejecutivo,  lo  hice  yo  aceptando  la 
moción  por  la  necesidad  que  teníamos  de  facilitar  la  re- 
forma de  la  Constitución,  a  fin  de  ponerla  de  acuerdo 
^^n  las  exij  encías  del  pais  i  con  el  progreso  social  que 

híamos  alcanzado,  del  cual  se  quedaba  tan  atrás  núes- 
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tra  organización  política.  Demostrando  esta  verdad, 
hube  de  aprovechar  la  ocasión  para  combatir  con  ener- 
jía  i  disipar  tres  errores  que  habian  hecho  figurar  por 
mucho  en  la  discusión  los  diputados  opositores  a  la  re- 
forma, con  la  mas  completa  aquiescencia  de  liberales, 
radicales  i  reformistas. 

El  primero  consistía  en  atribuir  una  importancia  casi 
decisiva  contra  la  reforma  a  las  dudas,  a  las  desconfian- 
zas temerarias  i  a  los  miedos  puramente  visionauos  que 
abrigaban  los  conservadores  acerca  de  la  capacidad,  de 
la  probidad  i  de  la  competencia  del  futuro  Congreso  que 
debia  realizar  la  reforma.  El  segundo  error  se  fundaba 
en  la  atrasada  doctrina  que  fin  je  que  el  problema  de  to- 
da reforma,  en  sentido  liberal,  estriba  en  una  transac- 
ción mui  difícil  entre  la  libertad  i  la  autoridad,  de  modo 
que  ésta  necesita  para  su  subsistencia  i  para  su  fuerza, 
que  la  primera  se  cercene,  se  hmite  i  se  sacrifique;  i  era 
de  ver  cómo  se  discurría  sobre  este  absurdo  que  estuvo 
en  boga  a  principios  del  siglo.  El  tercero  era  todavía 
mas  chocante  i  peligroso,  pues  consistía  en  suponer  que 
la  soberanía  de  la  nación  es  absoluta,  i  que  de  consiguien- 
te, sus  representantes  tienen  un  poder  ilimitado  para 
lejislar  ipara  fundar  o  arreglar  la  organización  política. 

Puede  ser  que  no  todos  creyeran  en  estos  errores, 
que  habian  aparecido  triunfantes  en  la  discusión;  pero 
lo  cierto  es  que  la  manera  vigorosa  con  que  fueron  disi- 
pados, i  la  acentuación  que  se  dio  a  los  verdaderos 
principios,  hicieron  en  la  Cámara  una  impresión  de 
asombro  que  luego  pasó  a  ser  desden;  i  fué  tanta  la  no- 
vedad de  las  nuevas  doctrinas,  que  los  taquígrafos  no 
comprendieron  el  discurso,  ni  aun  para  tomar  notas,  i 
escusaron  la  supresión  que  de  él  hicieron  en  el  Boletin 
de  la  sesión,  espresando  enuna  advertencia  que  no  ha- 
bian podido  oírlo,  i  publicando,  sinembargo^  unas  cu^^n- 
tas  frases  mal  zurcidas  i  de  peor  lenguaje  que  atribu^ 
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ron  al  Ministro  del  Interior.  Los  demás  ministros  i 
algunos  diputados  de  grande  ilustración  manifestaron 
su  aprobación  en  el  acto  del  debate^  i  lamentaron  que 
aquél  no  hubiese  escrito  su  discurso, 

La  prensa  diaria  tampoco  tomó  nota  alguna  de  la  no- 
vedad de  que  un  ministro  del  gobierno  de  Chile  fundara 
la  necesidad  de  la  reforma  en  la  conveniencia  que  habia 
en  reorganizar  el  poder  político  para  determinar  sus 
atribuciones  i  fijar  su  responsabihdad,  a  fin  de  evitar 
las  arbitrariedades  i  de  dar  verdadera  seguridad  a  los 
derechos  individuales  i  a  los  derechos  políticos.  Los  par- 
tidarios de  la  administración  Errázuriz,  que  formaban 
la  mayoría,  guardaron  un  silencio  significativo,  casi 
ofensivo^  pues  no  manifestaron  que  siquiera  estimasen 
en  algo  el  apoyo  que  les  ofrecía  el  Ministerio  poniéndo- 
se a  su  lado  en  ía  cuestión  primordial.  ILl  Presidente 
Pinto  recibió  con  verdadero  sentimiento  la  noticia  de 
ese  desden  de  la  mayoría,  porque  é!  esperaba,  confiando 
candorosamente  en  el  patriotismo,  que  la  actitud  tan 
definida  del  Gobierno  en  esta  importante  cuestión,  fue- 
una  prenda  de  concordia  entre  los  círculos  liberales. 

Pero  el  hecho  es  el  hecho,  i  ya  sea  que  él  tuviera  orí- 
jen  en  la  ignorancia  de  los  principios,  o  en  los  mezqui- 
nos intereses  de  las  facciones  políticas,  o  en  ambas  co- 
sas a  la  ve2,  como  es  lo  probable,  lo  cierto  es  que  así  se 
verificó  i  que  una  situación  semejante  no  ha  vuelto  a 
reproducirse,  ni  de  ella  ha  quedado  memoria.  Después 
de  doce  años  ^  los  partidos  piden  todavía  verdad  i  jus- 
ticia, sin  tener  ideas  fijas  de  lo  que  son  la  verdad  i  la 
justicia  en  el  gobierno  democrático,  i  aplauden  con  en- 
tusiasmo los  conatos  inconscientes  de  los  ministros  de 
Estado,  que  aspiran  a  satisfacerlos,  i  no  se  acuerdan 
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de  que  en  1876  hubo  un  Presidente  con  un  ministerio 
que  trataban  de  realizar  la  verdadera  organización  de 
la  República. 

Juzgando  que  el  silencio  de  la  prensa  fuese  efecto  de 
la  misma  falta  de  estudios  políticos  que  habia  revelado 
la  discusión,  i  que  el  de  los  liberales  i  radicales  no  fuera 
sino  el  efecto  de  finjida  indolencia,  destinada  a  provo- 
car una  esplicacion  con  el  Ministerio,  promoví  en  algu- 
nas conversaciones  la  idea  de  organizar  un  plan  para  el 
el  debate  i  para  la  votación  de  la  moción  de  reforma. 
Pero  no  tardé  en  renunciar  a  tan  justo  propósito ,  al  co- 
cer primeramente  que  los  jefes  de  la  mayoría  eludían 
hasta  con  descortesía  la  insinuación ,  i  en  segundo 
lugar  que  los  nacionales  reformistas  las  aceptaban 
como  un  arbitrio  para  entrar  en  transacciones  con  el 
Ministerio  a  fin  de  formar  una  mayoría  con  él  i  con  los 
diputados  que  eran  empleados  o  decididamente  amigos 
de  los  ministros,  para  hacer  a  un  lado,  i  poder  desafiar  a 
los  amigos  de  Errázurizide  Matta,  Semejante  evolu^ 
cion  habría  sido  contraria  al  plan  que  tenia  el  Ministe- 
rio de  no  aliarse  con  círculo  alguno  de  los  que  figuraban 
en  las  cámaras,  pues  tal  alianza  lo  habia  de  llevar  pre- 
cisamente a  chocar  con  los  que  no  entraban  en  ella, 
perdiendo  así  toda  esperanza  de  reorganizar  al  parti- 
do überal.  Estaban  todavía  en  su  actividad  las  aversio- 
nes i  los  pequeños  intereses  que  constitnian  la  división,  i 
valia  mas  esperar  que  produjese  naturalmente  su  efec- 
to la  gran  política  adoptada  por  el  Gobierno, 

El  debate  sobre  la  reforma  continuó  con  mucho  ardor 
de  parte  de  los  conservadores,  que  empleaban  todo  jé* 
ñero  de  recursos  para  impedirla,  pronunciando  estén  sos 
discursos  hasta  la  sesión  del  7  de  noviembre,  en  que  se 
aprobó  la  necesidad  de  la  reforma  del  artículo  168  de  la 
Constitución  por  63  votos  contra  15.  Entonces  debia 
continuar  la  discusión  relativa  a  la  reforma  de  los  artíci 
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los  que  establecen  ía  inmunidad  de  los  intendentes  í 
gobernadores,  que  habían  propuesto  los  nacionales  con- 
servadores; pero  de  las  filas  liberales  surjió  una  indica- 
ción de  aplazamiento,  sobre  la  cual  se  prolongó  el  deba- 
te hasta  la  sesión  del  15,  en  que  fué  aceptada,  a  pesar 
de  los  esfuerzos  de  los  nacionales. 

Entretanto,  en  el  Senado  se  habia  terminado  la  dis- 
cusión de  todos  los  presupuestos,  i  se  continuaba  la  de 
los  proyectos  presentados  para  introducir  modificacio- 
nes administrativas  congruentes  con  el  plan  de  econo- 
mías, que  se  habia  adoptado,  notándose  en  jen  eral 
buena  disposición  para  ayudar  en  estos  propósitos  al 
Ejecutivo,  i  sobre  todo  para  apoyar  el  empréstito  en 
forma  de  cuenta  corriente. 
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La  gratificación  del  veinticinco  por  ciento 
a  los  empleados  públicos 


El  24  de  noviembre  de  1876  principió  en  la  Cámara 
de  Diputados  el  debate  sobre  la  gratificación  de  los  em- 
pleados, que  el  Senado  habia  mantenido  en  el  presu- 
puesto de  hacienda,  reduciéndola  a  un  dieciseis  por  cien- 
to anual,  con  el  voto  del  Ministerio. 

Este  negocio  produjo  diversos  conflictos  para  el  Mi- 
nisterio, i  desde  luego  le  hizo  aparecer  culpable  de  de- 
bilidad ante  la  opinión  jeneral,  enérjicamente  apoyada 
por  los  círculos  parlamentarios  que  habian  sido  enemi- 
gos de  la  administración  Errázuriz,  i  que  reprobaban 
en  todos  los  tonos  que  el  Ministerio  hubiera  adherido  a 
la  permanencia  de  la  gratificación,  aunque  reducida  a 
un  dieciseis  por  ciento. 

Estos  círculos  tomaron  una  actitud  decidida  contra 
el  gabinete,  principalmente  contra  el  Ministro  del  Inte- 
rior. Ellos  estaban  habituados, por  lo  jeneral,  a  inspirar- 
.n  sus  intereses  personales,  i  no  podían  comprender 
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al  Ministro,  quien  se  proponia  hacer  una  política  de 
principios,  sintiéndose  ademas  chocados  por  la  doctrina 
liberal  que  él  tomaba  por  base  de  su  conducta.  I  como 
al  mismo  tiempo  veian  con  claridad  que  el  Ministerio 
estaba  organizado  para  representar  una  coalición  en  la 
cual  figuraban,  sin  unidad  de  miras,  los  nacionales^  los 
antiguos  liberales  i  los  que  hablan  formado  con  los  ra 
dicales  la  alianza  liberal,  se  sentían  estimulados  por  el 
desprestijio  que  esta  falta  de  unidad  acusaba,  i  aspira- 
ban a  producir  una  crisis  que  trajera  una  reorganiza- 
ción, la  cual  podia  serles  favorable  respectivamente, 
contando  con  el  elemento  que  cada  cual  tenia  en  el  seno 
del  gabinete.  Se  comprende  naturalmente  que  los  Mi- 
nistros mismos  participaban  de  esta  aspiración,  cada 
uno  en  el  sentido  de  su  respectivo  grupo,  i  cada  uno 
estimulado  también  por  la  novedad  de  una  política  que 
no  era  la  de  sus  hábitos,  ni  la  del  interés  que  represen- 
taban. El  Ministerio  estaba  Usiado,  i  en  la  aspiración 
que  era  común  a  aquellos  grupos  opositores,  se  unian 
también  en  los  liberales  i  los  radicales,  aunque  con 
cierta  reserva. 

Ellanacia  de  que  no  todos  los  liberales  i  radicales  que 
formaban  la  mayoría  pensaban  de  una  misma  manera 
respecto  de  la  gratificación.  Los  mas  ardientes  partida- 
darios  de  la  administración  Errázuriz  querían  mante- 
nerla, o  por  lo  menos,  que  la  Cámara  aprobase  el  acuer- 
do del  Senado.  Los  demás,  que  estaban  en  mayor 
número,  exijian  su  abolición,  uniéndose  en  esto  a  los 
opositores.  De  aquí  los  empeños  privados,  los  amaños^ 
las  amenazas;  i  de  aquí  también  las  vacilaciones  i  los 
conflictos  en  el  seno  del  Ministerio.  Los  sostenedores  de 
la  gratificación  se  avanzaban  a  exijir  que  se  hiciera  una 
cuestión  de  gabinete  la  aprobación  del  acuerdo  del  Se- 
nado, para  alcanzar  a  formar  mayoría,  obligando  a  los 
liberales  disidentes  a  que  la  votaran;  i  apoyada  semej  ai 
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te  pretensión  por  alguno  de  los  ministros^  fué  necesario, 
para  desecharla,  que  se  pronunciara  abiertamente  en 
contra  el  Presidente,  apoyando,  con  el  del  Interior,  al 
Ministro  de  Hacienda,  quien  declaró  que,  por  el  contra- 
rio, deberla  hacerse  cuestión  de  gabinete  de  la  abolición 
absoluta  de  aquella  gratificación,  si  no  fuera  impropio 
este  paso,  después  de  haberla  aprobado  en  el  Senado. 

En  medio  de  esta  ajitacion  de  contradictorios  intere- 
ses, surjieron  en  ambas  Cámaras  las  interpelaciones 
contra  el  Ministro  del  Interior.  Los  nacionales  i  los  cle- 
ricales, en  la  de  diputados,  acusaban,  los  primeros,  la 
enorme  cantidad  que  se  imputaba  a  ganancias]  pérdidas 
en  las  cuentas  de  los  feíTocarriles  por  razón  de  fletes  i 
pasajes  hbres,  que  se  concedían  sin  regla  ni  medida;  i 
los  segundos,  ciertos  hechos  que,  en  su  concepto,  eran 
culpables,  ocurridos  en  los  departamentos  de  Lautaro 
i  Loncomilla,  En  el  Senado  tronaba  el  señor  Vicuña 
Macice nna,  denunciando  la  flaj elación  de  un  ciudadano 
en  este  último  departamento,  asunto  que  estaba  some- 
tido a  la  justicia  ordinaria  oportunamente,  i  acusaba  al 
intendente  de  Linares  por  haber  espedido  un  reglamen- 
to para  las  casas  de  prendas,  i  por  otras  arbitrariedades 
de  las  cuales  eran  cómplices  otros  funcionarios  del  Eje- 
cutivo. 

Dando  respuestas  tranquilizadoras,  el  del  Interior 
creyó  oportuno  agregaren  el  Senado  que  persistiría, 
mientras  sirviera  su  cartera,  en  su  ya  conocido  propó- 
sito de  regidariirar  la  administración,  i  de  hacer  que  los 
ajantes  del  Ejecutivo  cumplieran  estrictamente  con  la 
Constitución  i  las  leyes,  para  mantener  una  política  ele- 
vada, impersonal  í  digna  de  la  confianza  de  todos.  Pero 
que  era  necesario  reconocer  que  no  era  justo  exijirlo 
todo  de  esta  política,  mientras  existiera  la  lei  vi j ente 
^=^%e  el  Réjimen  Interior,  que  deja  tanta  latitud  a  la 

^on  de  los  funcionarios  ejecutivoSj   f ondulando  sus 
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atribuciones  de  una  manera  tan  vaga,  que  casi  no  hai 
arbitrariedades  que  en  ella  no  tengan  su  apoyo;  i  mien- 
tras no  se  reformara  la  Constitución,  que,  sobre  investir 
al  Ejecutivo  de  vastísimas  facultades,  hacia  irrespon- 
sables a  sus  funcionarios,  poniendo  obstáculos  a  su 
acusación. 

Estas  declaraciones,  que  ya  habian  sido  hechas  en  la 
Cámara  de  Diputados,  son  dignas  de  recordación  para 
apreciar  aquel  momento  histórico  i  ver  cuan  imposible 
era  plantear  un  réjimen  liberal  en  el  centro  de  aquel 
desconcierto  jeneral  de  intereses  i  aspiraciones^  que 
revelaba  la  profunda  inmoralidad  en  que  nos  habia  su- 
mido el  largo  predominio  de  los  gobiernos  personales. 

Ni  la  prensa  ni  los  diputados  habian  prestado  la  me- 
nor consideración  a  la  novedad  de  un  lenguaje  semejante 
en  boca  de  un  ministro,  que  por  primera  vez  en  Chile 
acentuaba  el  propósito  de  emprender  una  reforma  sin- 
cera, radical  e  indispensable  en  instituciones  que  eran 
contrarias  al  réjimen  democrático.  Por  el  contrario, 
aquéllos  habian  asociado  a  su  desden  por  tal  propósito 
las  mas  inequívocas  simpatías  por  las  interpelaciones, 
i  las  sonrisas  mas  maliciosas  por  los  términos  acerbos 
que  empleaban  los  interpelantes. 

Mas  en  el  Senado  aquellas  declaraciones  habian  su- 
blevado a  los  representantes  de  los  conservadores  i  del 
gobierno  personal,  i  los  senadores  Varas  i  don  José  Eu- 
jenio  Vergara  hablaron  con  aquella  vehemencia  carac- 
terística con  que  en  sus  mejores  tiempos  defendían  el 
poder  absoluto.  No  solo  negaron  la  verdad  de  los  pro-- 
pósitos  políticos  del  nuevo  gobierno,  que  acababa  de 
hacer  triunfar  la  reforma  de  la  Constitución  en  la  Cá- 
mara de  Diputados,  sino  que  el  segundo  acusó  al  Minis- 
tro de  maniático  por  la  reforma,  i  le  comparó  a  la  vieja 
decrépita  de  una  anécdota  que  refirió  con  gran  compla- 
cencia de  sus  amigos.  Ademas,  le  acusó  de  estar  alen 
tando  con  sus  ideas  a  los  funcionarios  ejecutivos,  i  ani 
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man  dolos  a  que  fuesen  mas  arbitrarios,  mientras  se 
hacia  una  reforma  puramente  ilusoria. 

Salvólos  naturalmente  de  la  réplica  la  presencia  en  el 
Ministerio  de  su  antiguo  cofrade  el  de  Hacienda,  quien 
se  habria  ofendido  de  un  ataque  a  sus  correüjionarios; 
fuera  de  que,  si  bien  era  justo  repulsar  la  inútil  e  impor- 
tuna procacidad  de  envejecidos  enemigos  de  la  causa 
liberal,  la  ocasión  no  era  propiciaj  desde  que  faltaba  un 
verdadero  partido  para  aquella  bandera.  Prueba  de  ello 
fué  que  El  Mercurio  de  Valparaiso  se  apoderó  del  in- 
cidente para  repetir,  triunfante  contra  el  Ministro  del 
Interior,  los  ataques  de  los  senadores  conservadores, 
sin  que  uno  solo  de  los  diarios  que  se  ufanaban  de  libe- 
rales le  contradi  jera,  sin  embargo  de  que,  aun  mez- 
quinos de  confianza  o  de  simpatías  por  el  funcionario, 
tenian  que  ser  jenerosos  con  la  causa  que  apellidaban. 

Todos  estos  detalles  presentan  la  escenografía  de  la 
situación  que  ocupaba  el  Ministerio  cuando  en  la  sesión 
del  30  de  noviembre,  en  que  la  Cámara  de  Diputados 
debia  resolver  la  cuestión  de  la  gratificación,  los  que  la 
sostenían  se  presentan,  no  solo  en  son  de  combate  ^  sino 
con  una  resolución  que  revelaba  su  triunfo,  exijienda 
que  se  declarase  que  aquélla  era  una  cuestión  de  gabi- 
nete, A  pesar  de  que  el  Ministro  de  Hacienda  i  otros 
diputados  habían  rechazado  antes  esta  pretensión, 
contestando  al  jefe  de  aquel  grupo,  Errázuriz  don 
Isidoro,  que  la  había  iniciado,  no  obstante,  en  aquella 
s^ion,  él  mismo,  con  una  osadía  fascinadora,  apoya  su 
indicación  en  doctrinas  estrañas  i  absurdas,  que  al  pa- 
recer deslumhran,  i  hacen  vacilar  a  los  liberales  parti- 
darios de  la  abolición.  Los  ministros  se  cambiaban 
entre  sí  palabras  que  indicaban  confusión,  i  el  de  Ha- 
cienda me  exijió  que  contestara  porque  él  no  lo  haria, 
"'  podia  hacerlo,  hallándose  irritado  por  la  actitud  in- 
Ljlente  del  Diputado. 
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Mi  discurso,  que  copio  a  continuación,  para  fijar  la 
doctrina  parlamentaria  que  triunfó,  fué  seguido  de  ré- 
plicas i  altercados  que  dieron  ocasión  al  sostenedor  de 
la  gratificación  para  provocar  un  conflicto,  que  le  habria 
aprovechado  para  conseguir  sus  fines,  o  al  menos  para 
humillar  en  el  debate  al  Ministerio,  sin  la  enerjía  que 
fué  necesario  desplegar  para  contenerle  i  alentar  al  Mi- 
nistro de  Hacienda  como  a  los  que  sostenían  su  anterior 
iniciativa  contra  la  gratificación. 

Sesión  de  la  Cámara  dé  Diputados  én  30  de  noviembre 

DÉ  1876 

«El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — No 
ocuparé  por  mucho  tiempo  la  atención  de  la  Cámara. 

«En  el  programa  que  presentamos  al  Congreso  he- 
mos dicho: 

«Fuera  de  estas  bases  jenerales,  hai  otras  que  son  pe- 
culiares a  la  administración  pública  i  que  necesitan  de 
un  estudio  de  arte  político  de  otro  j enero.  En  este  cam- 
po, todo  depende  del  conocimiento  de  las  circunstan- 
cias del  momento  i  de  los  accidentes  económicos,  pro- 
ducidos, mas  por  las  situaciones  industriales  i  por  el 
curso  variable  de  los  intereses  activos,  que  por  planes  o 
propósitos  políticos. 

«La  nueva  administración  no  puede  en  esto  imponer 
sus  vistas,  sino  someter  su  sistema  económico  a  la  ilus- 
tración del  Congreso.  Estos  intereses  tienen  un  carácter 
mui  ajeno  de  la  política^  para  que  nosotros  abriguemos 
la  pretensión  de  complicarlos  con  cuestiones  de  gabine- 
te^ o  de  resolverlos  sin  el  concurso  del  Congreso  i  sin 
el  ausilio  de  sus  luces  i  de  su  patriotismo.  Confiamos 
seriamente  en  que  las  cámaras  nos  dirijirán  i  nos  ayu- 
darán a  salvar  las  dificultades  que  nacen  del  desequi- 
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librio  en  que  se  encuentran  las  entradas  i  los  gastos  na- 
cionales.^> 

«Este  programa  político  del  Ministerio  ha  sido  hecho 
ante  el  Congreso  para  fijar  las  bases  de  su  marcha  ad- 
ministrativa, i  ha  sido  hecho  sin  ninguna  salvedad- 

^Por  consiguiente,  no  han  sido  estas  bases  propuestas 
a  la  aceptación  del  señor  Diputado  por  la  Serena»  i  éste 
carece  de  poder  para  rechaííarlas  o  admitirlas,  con  sal- 
vedades. Puede  juzgarlas,  atacarlas,  pero  no  decir  que 
las  acepta  en  tal  o  cual  sentido.  Esas  bases  son  la  pla- 
taforma del  Ministerio,  i  han  sido  declaradas  para  que 
el  Congreso  i  el  pais  las  conozcan,  i  aprecien  la  política 
del  Ejecutivo;  no  para  que  un  diputado  que  no  es  mi- 
nistro las  acepte  en  el  sentido  que  quiera  darles  para 
aceptarlas. 

«Cuando  el  señor  Diputado  sea  llamado  al  gabinete, 
podrá  ponerles  las  salvedades  que  quiera  para  aceptar- 
las; ántes^  no.  Mientras  tanto,  acéptelas  o  no  las  acepte 
Su  Señoría,  ellas  serán  cumplidas  por  el  actual  Ministe- 
rio al  pié  de  la  letra. 

<íEn  hora  buena.  Si  el  Ministerio  se  pusiera  en  el  caso 
que  supone  el  señor  Diputado  de  adoptar  como  base  de 
su  política  el  destinar  las  rentas  públicas  a  las  grandes 
construcciones,  es  indudable  que  el  Congreso  podría 
rechazar  semejante  política,  negándole  los  fondos  nece- 
sarios para  realizar  su  empresa.  Pero  ¿de  dónde  deduce 
el  señor  Diputado  que  nosotros  hayamos  tomado  como 
programa  único  el  realizar  esos  progresos  materiales, 
olvidando  el  progreso  moral,  intelectual  i  liberal  del 
pais?  ¿Cómo  se  imajina  que  nosotros  hayamos  adopta- 
do como  base  de  nuestra  política  el  programa  de  Luis 
XIV  o  de  Napoleón  III,  para  oprimir  al  pueblo,  conten- 
tándolo con  progresos  materiales  i  con  suntuosas  cons- 
tmrciones? 

ío  parece  sino  que  el  señor  Diputado  recurre  a  estas 
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apreciaciones  de  nuestro  programa,  porque  tiene  em- 
peño  de  hacer  que  nos  olvidemos  de  él  para  a>nvertir 
en  cuestión  de  gabinete  la  solución  de  esta  cuestión  del 
25  por  ciento  con  que  se  gratifica  a  los  empleados,  ¿Por 
qué  insiste  en  este  empeño,  a  pesar  de  las  terminantes 
palabras  de  nuestro  programa,  a  pesar  de  la  solemne 
declaración  que  ha  hecho  el  señor  Ministro  de  Hacien- 
da? I  aunque  eso  fuera  posible  i  conciliable  con  nuestra 
actitud,  ¿de  dónde  saca  el  señor  Diputado  que  corres- 
ponde a  Su  Señoría  hacer  la  declaración  de  que  esta  es 
una  cuestión  de  gabinete?  ¿Cómo  puede  conciliar  con 
nuestro  sistema  republicano  ni  siquiera  la  práctica  fran- 
cesa de  que  sea  el  Ministro  el  que  haga  tal  declaración 
cuando  tal  práctica  es  un  absurdo  político  aun  en  la 
monarquía  constitucional?  En  este  gobierno,  las  cues- 
tiones de  gabinete  son  el  resultado  de  las  circunstancias, 
i  no  el  efecto  de  una  declaración  ministerial;  i  como  allí 
es  la  mayoría  parlamentaria  la  que  organiza  el  Poder 
Ejecutivo,  poniéndolo  en  manos  del  primer  ministro, 
puesto  que  el  rei  no  lo  ejerce,  porque  reina  i  no  gobier- 
na, sucede  que,  si  surje  de  los  hechos  una  cuestión  de 
gabinete,  el  Ministerio  tiene  que  retirarse  si  en  ella  no 
triunfa  con  la  mayoría  parlamentaria. 

«Mas  los  franceses,  que  son  tan  fecundos  en  esto  de 
inventar  i  de  introducir  costumbres  verdaderamente 
subversivas  del  réjimen  parlamentario,  han  ideado,  en 
ensayo  de  la  república  conservadora  que  están  haciendo, 
la  práctica  de  declarar  por  medio  del  Ministro  que  es  de 
gabinete  una  cuestión  en  que  estén  di  ver  j  entes  sus  ami- 
gos, para  forzarles  la  mano  i  hacer  que  se  unan  en  inte- 
rés de  conservar  el  Ministerio,  para  que  voten  la  reso- 
lución que  el  Ministerio  quiere  hacer  triunfar, 

«Pero,  señor,  no  es  posible  venir  a  introducir  seme- 
jante absurdo  en  nuestras  prácticas  constitucionales,  i 
destruir  con  la  imitación  inconsulta  de  una  moda  seme 
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jante  el  sistema  de  nuestra  Constitución,  según  !a  cual 
€s  el  Presidente  de  la  República  el  que  gobierna,  i  el  que 
tiene  la  facultad  de  nombrar  a  sus  secretarios,  sin  nece- 
sidad de  tomar  en  cuenta  las  mayorías  parlamentarias. 

«No  pervirtamos  el  sistema  que  estamos  ensayando, 
¿Se  quiere  que  nunca  tengamos  fijeza  para  consolidar 
^1  sistema  verdaderamente  democrático?  No  quiero 
esto  para  mi  pais.  E!  Ministerio  no  acepta  modas  estra- 
üas  en  nuestro  réjimen  parlamentario,  ni  mucho  menos 
siendo  ellas  contrarias  a  su  política. 

^Lp  hemos  declarado  bien  alto  en  esta  Cámara  que 
queremos  ajustamos  a  la  Constitución  i  las  leyes,  que 
aspiramos  a  consilídar  el  gobierno  pariamentario,  so- 
metiéndonos a  las  resoluciones  del  Congreso^  sin  tratar 
de  influir  en  ellas,  i  sobre  todo,  sin  complicar  jamas  con 
la  política,  ni  con  cuestiones  de  gabinete,  las  soluciones 
económicas.  Nos  limitaremos  a  ejecutar  lo  que  resuelva 
el  parlamento,  salvo  el  caso  en  que  alguna  de  sus  re- 
soluciones fuera  contraria,  lo  que  no  esperamos^  a  nues- 
tros principios  constitucionales.  ¿Por  qué  persiste  el 
seiior  Diputado  de  la  Serena  en  obligarnos  a  abjurar 
esta  base  política^  precisamente  en  el  primer  caso  en 
que  debemos  aplicarla,  en  que  debemos  probar  que 
nuestros  hechos  se  conforman  a  nuestras  palabras?  ¿Su 
Señoría  no  es  de  nuestro  parecer?  Mui  dueño  es  de  su 
opinión  el  señor  Errázuriz,  pero  entretanto,  yo  creo  que 
su  pretensión  de  hacernos  imitar  aquella  moda  francesa 
es  un  error. 

<fNo  aceptamos  ese  absurdo  político^  i  si  yo,  sentado 
en  aquellos  bancos,  oyera  a  un  ministro  declarar  que 
tal  cuestión  era  de  gabinete,  a  fin  de  obligar  a  la  mayo- 
ría, seria  el  primero  en  responderle  con  una  carcajada. 

ijfDéjenos  el  señor  Diputado  ser  fieles  a  nuestro  pro- 
í^n^ama.  Ya  lo  somos,  i  por  lo  que  a  mí  toca,  mui  pronta 

ndré  que  poner  mi  firma,  no  sé  cómo,  no  diré  con  ra- 
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bia,  en  una  lei  suntuaria  que  acaba  de  aprobar  esta  Cá* 
mará  sobre  la  trasformacion  de  Valparaíso,  i  que  no  es 
conforme  con  mi  opinión  particular.  No  será  mía  la  res- 
ponsabilidad. 

«No  olvidemos,  por  fin,  que  no  estamos  en  una  mo- 
narquía constitucional,  i  que  tenemos  el  deber  de  per- 
feccionar nuestra  República,  acercándonos  en  lo  posible 
al  sistema  de  Estados  Unidos,  donde  el  Ministerio  no 
hace  cuestiones  de  gabinete,  i  se  limita  a  sus  funcio- 
nes ejecutivas.  Sin  ir  tan  lejos,  entre  nosotros  ya  tene- 
mos precedentes  que  seguir,  pues  muchas  veces  hemos 
visto  que  nuestros  ministerios  no  solo  no  hacen  cues- 
tiones de  gabinete,  sino  que  aun  estando  empeñados 
en  una  solución,  i  siéndoles  adversa  la  resolución  de  la 
mayoría  de  una  de  las  Cámaras,  perinanecen  en  sus 
puestos  i  se  limitan  a  ejecutar  lo  resuelto, 

«No  estrañe  la  Cámara  mis  palabras.  Siempre,  i  aun  a  J 

riesgo  de  ser  molesto,  me  he  empeñado  en  combatir  los  -  * 

errores  que  pueden  desviarnos  del  deber  que  tenemos 
de  consolidar  los  principios  i  las  formas  democráticas. 
Por  eso  es  que  todavía  tengo  que  oponerme  a  las  teorías 
que  el  señor  Diputado  ha  espuesto  sobre  la  necesidad 
que  hai  en  Chile  de  crear  una  clase  inedia.  ¡Ah!  Estaría- 
mos frescos  si  tuviéramos  clases  sociales  en  la  democra- 
cia! 

«Es  cierto  que  si  ha  habido  una  oligarquía,  i  si  hai  em- 
peño todavía  en  hacerla  subsistir  por  medio  de  ciertas 
leyes  hechas  para  darle  la  dirección,  no  se  puede  negar 
que  ella  ha  estado  fundada  en  la  riqueza,  i  que  se  ha  ido 
destruyendo  por  el  frecuente  advenimiento  a  la  riqueza 
de  hombres  que  vienen  de  los  últimos  ángulos  sociales  a 
formar  parte  de  ella,  por  haber  tenido  intehj  encía  i  eco- 
nomía." Debemos,  pues,  dejar  libre  esta  acción  nivela- 
dora de  la  industria  i  del  trabajo,  lejos  de  empeñamos 


> 
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en  fonnar  una  clase  media  donde  todos  somos  iguales, 
donde  no  debemos  distinguimos  por  clase^  sino  por  mé- 
ritos- 

4íSeñor,  he  tomado  la  palabra  para  rechazar  el  alcance 
que  ha  querido  dar  a  la  presente  cuestión  el  honorable 
Diputado  por  la  Serena,  i  para  esphcar  de  nuevo— por- 
que tal  vez  en  el  Senado  me  esplique  mal — cómo  consi- 
deraba el  Gobierno  la  primera  indicación  acordada  por 
la  Comisión  Mista. 

«El  artículo  '^'j  de  la  Constitución  dice  que  solo  en 
virtud  de  una  lei  se  pueden  crear  o  suprimir  empleos 
públicos,  determinar  o  modificar  sus  atribuciones,  au- 
mentar o  disminuir  sus  dotaciones. 

«He  aquí,  pues,  asegurada  la  estabilidad  de  los  em- 
pleados. 

«Es  \^erdadqueel  Ejecutivo,  en  virtud  del  artículo  82, 
puede  remover  a  los  empleados  que,  a  su  juicio^  sean 
malos  i  reemplazarlos  por  otros;  pero  aun  esta  atribu- 
ción está  limitada  por  nuestras  leyes,  ya  sea  que  se 
trate  délos  subalternos  o  de  los  jefes,  de  los  empleados 
judiciales  o  de  los  militares;  porque  la  destitución  solo 
puede  hacerse  con  acuerdo  del  Senado,  si  son  empleados 
superiores,  i  con  informe  del  respectivo  jefe,  si  son 
subalternos.  Respecto  de  los  empleados  judiciales  la 
Umitacion  es  completa,  porque  el  artículo  lio  de  la 
Constitución  declara  que  son  inamovibles. 

«Considerando,  pues,  la  cuestión  bajo  este  aspecto 
legal  i  constitucional,  fué  que  me  permití  observar  en 
el  Senado  que  se  examinara  también  la  cuestión  bajo 
este  punto  de  vista  i  no  solo  bajo  el  punto  de  vista  eco- 
nómico. Me  limité,  pues,  a  someter  una  idea  a  ia  consi- 
deración del  Senado;  porque  en  la  larga  discusión  que 
en  silencio  habia  escuchado,  no  habia  oido  absoluta- 
mpnte  tratar  la  cuestión  por  el  lado  jurídico  que  puede 
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tener,  al  tratar  de  poner  en  ejercicio  el  poder  que  la  leí 
tiene  de  aumentar  o  disminuir  la  dotación  de  los  em- 
pleados públicos. 

«¿Ha  podido  deducirse  de  mis  palabras  que  yo  hada 
de  esta  cuestión  una  cuestión  de  permanencia  del  gabi- 
nete? Me  parece  que  nó. 

«¿Era  una  idea  completamente  desautorizada  i  sin 
fundamento  la  que  yo  indiqué?  Persisto  en  creer  que 
nó,  señor. 

«Casos  prácticos  hemos  tenido  que  manifiestan  el  de- 
recho que  tienen  los  empleados,  no  ya  solo  a  su  renta,  sí- 
no  a  su  empleo.  Muchas  veces  se  han  suprimido  empleos 
o  se  han  destituido  empleados  por  causas  políticas, 
aun  con  autorización  del  Congreso;  i  siempre  ha  su- 
cedido que,  tanto  el  Congreso  como  el  Gobierno  i  los 
Tribunales,  han  reconocido  que  el  empleado  separado 
de  su  destino,  habia  adquirido  un  derecho,  i  por  tanto, 
se  le  ha  dado  jubilación.  Podi'ia  citar  muchos  hechos 
para  comprobar  esto.  He  aquí  el  motivo  que  tuve  para 
esponer  ante  el  Honorable  Senado  que,  a  mi  juicio,  no 
debia  olvidarse  este  aspecto  de  la  cuestión,  cuando  se 
trataba  de  ejercitar  la  facultad  de  disminuir  las  dota- 
ciones de  todos  los  empleados  púbhcos,  considerando 
que  la  forma  en  que  se  les  asigna  en  el  presupuesto  la 
gratificación  de  que  se  trata,  da  a  ésta  el  carácter  de 
un  aumento  de  dichas  dotaciones.  Esta  idea  fué  objeta 
da  por  algunos  señores  senadores.  Yo  no  repliqué  por- 
que quería  limitarme  asometerla  a  la  consideración  del 
Senado.  ¿Cómo  se  sienta  entonces  por  el  Diputado  f)or 
la  Serena  que  yo  planteé  la  cuestión  en  el  terreno  del 
derecho  para  hacer  de  ella  una  cuestión  de  gabinete, 
para  comprometerme  a  sostenerla  con  mi  puesto  hasta 
el  estremo  de  separarme  de  él  si  no  se  aceptaba  mi  opi- 
nión? Esto  es  antojadizo.  Es  tan  infundado  como  lo  es 
^sa  pretensión  tan  estraña  que  se  tiene  de  forzarnoE 
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cx>nvertir  en  cuestión  de  gabinete  la  solución  de  este 
asunto  que  no  es  político  sino  de  orden  económicos 


El  ítem  del  presupuesto  aprobado  en  el  Senado,  re- 
duciendo la  gratificación  de  los  empleados  a  dieciseis 
por  ciento,  fué  puesto  en  votación  i  fué  rechazado  por 
cincuenta  i  un  votos  contra  treinta  i  dos.  Entre  los  pri- 
meros aparecían  veinticinco  liberales  i  reformistas,  otros 
tantos  nacionales  i  conservadores  i  un  radical,  todos 
los  cuales  dejaban  en  minoría  a  los  fieles  de  la  adminis- 
t ración  anterior. 

La  crisis  fué,  pues,  salvada,  pero  la  situación  política 
del  Ministerio  no  fué  mas  cómoda. 


•~i 
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VI 


El  Diario  Oficial 


No  solo  tropezaba  la  nueva  política  con  los  inconve- 
nientes que  le  oponian  los  círculos  parlamentarios,  sino 
con  otros  mas  graves  que  surjian  en  el  seno  mismo  del 
gabinete,  a  causa  del  predominio  de  ios  hábitos  que  ella 
procuraba  reformar.  El  Presidente  a  veces  vacilaba. 

Hubo  en  el  mes  de  no\iembre  un  suceso  casi  domés- 
tico que  sublevó  tempestades,  i  que  no  merece  pasar  a 
la  historia  sino  porque  era  el  resultado  de  los  temores 
que  inspiraba  el  plan  del  Ministro  del  Interior.  Discu- 
tiéndose en  el  Senado  el  presupuesto  de  este  Departa- 
mento^  los  nacionales,  que  no  perdian  ocasión  de  hacer 
ataques  a  la  fenecida  administración  Errázuriz,  la  acu- 
saban de  dilapidación  en  los  gastos  que  se  habian  hecho 
para  publicaciones  de  documentos  de  gobierno.  El  Mi- 
nistro, sin  apoyar  tal  acusación,  tranquilizó  los  ánimos 
prometiendo  hacer  un  arreglo  económico  de  aquel  nego- 
ciado, no  solo  porque  era  fácil  realizarlo,  sino  porque 
era  necesario  en  las  circunstancias  apuradas  del  Erario. 

Me  puse  a  la  obra  i  tracé  un  plan  de  reorganización 
la  Imprenta  Nacional,  que  no  solo  facilitara  la  pu- 


.ASTARRIA. — ViíU    VI 


-  50  —: 

blicacion  económica  de  los  documentos  ministeriales 
sino  también  la  publicación  de  un  Diario  Oficial  que 
respondiera  a  la  necesidad  premiosa  de  dar  oportuna 
publicidad  a  los  actos  oficiales.  Pero  este  plan  estu\^o 
al  fracasar  por  las  dudas  i  recelos  que  inspiró  a  mis  co- 
legas, cuyas  objeciones,  no  pocas  veces  ardientes,  ha- 
brían podido  hacerme  creer  que  deseaban  que  el  Minis- 
tro del  Interior  se  limitara  al  despacho  ordinario,  si  no 
hubiera  visto  en  ellas  un  eco  de  la  desazón,  no  diré  de  las 
antipatías,  que  mi  plan  político  inspiraba  a  los  círculos 
parlamentarios,  en  cuyo  seno  tenían  oríjen  los  desdenes 
i  acusaciones  que  comenzaban  a  aparecer  en  el  público, 
i  también  las  insinuaciones  amistosas  que  aprovecha- 
ban los  demás  ministros,  para  no  participar  de  mi  ais- 
lamiento. Pero  antes  de  historiar  los  pormenores  del 
suceso,  léase  el  decreto  que  logré  espedir  después  de 
multitud  de  correcciones  destinadas  a  conciliar  los  pa- 
receres i  disipar  temores. 

MINISTERIO    DEL   INTEHIOK 

Santiago,  15  de  noviembre  de  1876 

Considerando:  Que  es  conveniente  establecer  un  arre- 
glo económico  en  las  publicaciones  que  se  hacen  por  el 
gobierno,  principalmente  en  la  del  periódico  oficial, 
para  darle  una  utilidad  que  hoi  no  tiene,  i  siendo  indis- 
pensable  al  efecto  reorganizar  la  Imprenta  Nacional 
para  hacerla  servir  a  su  objeto  por  cuenta  del  Estado  i 
i  bajo  la  dirección  inmediata  del  gobierno,  he  acordado 
i  decreto: 

«Artículo  primero.  La  Imprenta  Nacional  estará  a 
cargo  de  un  director  contratado  al  efecto,  sin  carácter 
de  funcionario  público,  con  las  atribuciones  siguientes: 

«i.^  Contratar  i  tener  bajo  su  dirección  a  todo? 
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obreros  que  necesite  la  imprenta  para  hacer  las  publi-^ 
caciones  oficial eSj  incluso  un  rejente  de  imprenta  que 
arregle  i  dirija  los  trabajos  de  los  cajistas  i  demás  obre- 
ros^ i  de  un  corrector  de  pruebas  de  todas  las  obras - 

íi2.^  Pagar  por  semana  o  por  mes  los  salarios  de  todos 
los  obreros  según  contrata,  o  de  los  tomados  a  dia  o  por 
piezas,  presentando  al  Ministerio  del  Interior,  el  i.**  de 
cada  mes,  un  presupuesto  de  estos  gastos  i  de  los  de  or- 
den doméstico  i  administrativo,  para  que  se  le  haga 
anticipar  por  la  tesorería  jeneral  su  importe,  con  cargo 
de  rendir  cuenta. 

^3.^  Balancear  la  caja  al  fin  de  cada  mes  i  pasar  al 
Ministerio  del  Interior  el  balance  para  su  aprobación. 

«4>  Contratar  para  estas  operaciones  de  caja  un  ca- 
jero i  tenedor  de  los  libros  que,  a  juicio  del  director, 
sean  necesarios,  cuyo  sueldo  será  pagado  como  el  de  los 
demás  empleados  de  la  imprenta,  con  la  condición  de 
que  dicho  cajero  ayude  al  corrector  de  pruebas  en  esta 
operación, 

<5f5.^  Dirijír  la  publicación  del  Diario  Oficial,  cui- 
dando de  publicar  en  secciones  distintas:  i.o  El  movi- 
miento diario  de  todas  las  secretarías  de  Estado,  reci- 
biendo de  los  oficiales  mayores  las  copias  i  minutas  que 
éstos  determinen;  2P  Las  sentencias  de  los  tribunales 
superiores  de  justicia  i  demás  actos  de  este  ramo  que 
se  le  entreguen  por  el  Ministerio  de  Justicia;  3.^  Las  se- 
siones parlamentarias  entregadas  por  los  redactores  en 
j  efe  de  cada  Cámara,  debiendo  publicarlas  al  dia  siguien- 
te de  cada  entrega;  4.^  Las  noticias  de  provincias  i  del 
estranjero  que  él  considere  de  importancia;  5.^  Los  edi- 
toriales que  él  redacte  cuando  sea  necesario  tratar  por 
la  prensa  de  un  asunto  público  en  el  sentido  de  las  opi- 
niones del  gobierno;  i  6.^  Las  gacetillas,  los  avisos  i  re- 
clamos de  los  particulares,  cuya  sección  será  «estra-ofi- 
cialí*  i  se  publicará  bajo  la  responsabilidad  esclusiva  del 
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director,  correspondiéndole  a  él  las  utilidades  que  de- 
jen las  publicaciones  de  particulares. 

«6.*  Dirijir  las  publicaciones  de  todas  las  piezas  ofi- 
ciales que,  por  orden  de  las  cámaras  o  de  los  ministerios 
de  Estado,  se  encomienden  a  la  Imprenta  Nacionalj 
cuidando  de  que  la  distribución  de  estos  trabajos  se 
haga  por  el  rejente  de  modo  que  a  cada  cual  pueda 
imputarse  su  costo  respectivo,  el  cual  se  anotará  en  un 
rejistro  llevado  al  efecto. 

«7.*  Mantener  el  establecimiento  en  buen  estado  de 
servicio,  comprando,  con  autorización  del  Ministerio 
del  Interior  i  con  cargo  de  rendir  cuenta  documentada, 
los  materiales  que  sean  necesario  para  prestar  un  servi- 
cio regular  i  adecuado  a  la  capacidad  de  la  imprenta, 
entendiéndose  que  ésta  no  puede  hacer  otras  obras  que 
las  oficiales  que  se  le  encarguen. 

«Art.  zP  El  director  de  la  Imprenta  Nacional  gozará 
del  sueldo  anual  de  tres  mil  pesos,  i  será  contratado 
para  servir  este  cargo,  con  arreglo  al  presente  decreto 
por  el  Ministerio  del  Interior,  debiendo  ser  aprobado  el 
contrato  por  el  Presidente  de  la  República. 

«Art.  3.^  El  director  recibirá  por  inventario  la  Im- 
prenta Nacional,  haciéndole  su  entrega  el  oficial  mayor 
del  Ministerio,  con  quien  firmará  dos  ejemplares  del  in- 
ventario, uno  para  la  imprenta  i  otro  que  debe  archi- 
varse en  dicho  Ministerio. 

«Art.  4.0  El  director  anotará  en  los  libros  de  conta* 
biüdad  las  bajas,  alteraciones  i  aumentos  que  reciba  el 
inventario  según  su  fecha  respectiva,  i  al  fin  de  cada 
año  agregará  a  las  copias  del  inventario  un  estracto  de 
estas  partidas  bajo  su  firma. 

«Art.  5.0  El  Diario  Oficial  se  imprimirá  en  número 
de  800  ejemplares,  de  los  cuales  dará  razón  i  cuenta  el 
director  al  oficial  mayor  del  Ministerio  del  Interior,  ha- 
ciendo, con  los  recibos  que  se  haga  dar,  el  entero  de 
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ej  ampiares  que  entregue  a  los  secretarios  de  las  Cámaras, 

<(Art.  6,^  Se  permite  al  director  recibir  suscriciones 
al  Diario  Oficial,  de  su  cuenta,  haciendo  a  su  costa  el 
tiraje  del  número  de  ejemplares  que  necesite  para  sa- 
tisfacer a  los  suscritores,  i  costeando  el  papel  para  este 
tiraje. 

«Art,  jP  Las  piezas  oficiales  enumeradas  ene!  inciso 
5.^  del  artículo  i,^,  solamente  se  entregarán  al  director 
de  la  Imprenta  Nacional,  i  los  funcionarios  encargados 
para  facilitárselas  no  podrán  dárselas  a  otros  diarios 
ni  permitir  que  éstos  tomen  copia  de  ellas  en  sus  res- 
pectivas oficinas. 

fART.  8."^  Ni  el  cargo  de  director  ni  el  de  los  demás 
obreros  de  la  Imprenta  Nacional  tendrán  el  carácter 
de  empleos  públicos^  sino  el  de  funcionarios  particula- 
res de  un  establecimiento  del  servicio,  sometido  a  la  di- 
rección del  Ministerio  del  Interior;  i  sus  salarios  i  de- 
mas  gastos  de  la  imprenta  se  deducirán  de  la  partida 
destinada  en  el  presupuesto  de  este  Ministerio  a  gastos 
de  la  Imprenta  Nacional  i  publicaciones  oficiales. 

^En  consecuencia,  todos  los  salarios  se  fijarán  según 
las  circunstancias  de  conveniencia  o  de  economía,  por 
los  arreglos  que  estipule  el  director  con  conocimiento 
del  Ministerio  del  Interior,  sin  que  el  sueldo  del  director 
pueda  exceder  del  fijado  por  el  artículo  2.^ 

tART.  9.^  Las  publicaciones  oficiales  que  se  encar- 
guen a  esta  imprenta  por  los  demás  ministerios  de  Es- 
tado, se  cargarán  a  éstos  por  el  costo  respectivo  que  ha- 
yan causad  o  j  según  las  anotaciones  del  rejistro  llevado 
al  efecto,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  i,^^ 
número  6.^,  i  el  director  presentará  su  cuenta  al  Minis- 
terio respectivo,  con  arreglo  a  este  rejistro- 

^Art.  10.  Las  cantidades  de  dinero  que  el  director 
reciba  por  el  costo  de  las  publicaciones  a  que  se  refiere 

artículo  precedente,  ingresarán  en  la  caja  de  la  im- 
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prenta  i  se  aplicarán  a  saldar  los  gastos  mensuales  se- 
gun  el  presupuesto  que,  con  aneglo  a  lo  dispuesto  en 
el  artículo  i.^,  núm.  2P,  haya  sido  aprobado  por  el  Mi- 
nisterio del  Interior. 

«Tómese  razón,  comuniqúese  e  insértese  en  el  Boletín 
Oficial. — Pinto. — J .  V.  Lastarnaj> 

La  Imprenta  Nacional  estaba  entregada  a  un  em- 
presario, quien  se  servia  de  ella  como  dueño  i  hacia  las 
publicaciones  oficiales  según  precios  contratados,  que 
le  dejaban  una  ganancia  sobre  el  costo.  El  descuido  con 
que  se  llevaba  esa  administración  era  gravísimo,  i  ni 
El  Araucano,  que  era  el  periódico  oficial,  ni  los  bole- 
tines parlamentarios,  se  publicaban,  pues  se  imprimían 
i  repartían  cuando  el  impresor  lo  tenia  a  bien,  con  la 
particularidad  de  que  la  misma  forma  de  una  sesión 
parlamentaria  le  servia  para  el  periódico,  para  el  bole- 
tín i  para  el  libro  en  que  se  recopilan  los  debates,  co- 
brando por  cada  una  de  estas  ediciones  de  una  misma 
pieza,  en  una  sola  forma,  el  precio  correspondiente 
a  tres  obras  distintas.  El  del  Interior  había  represen- 
tado estos  i  otros  muchos  desórdenes  de  aquella  admi- 
nistración al  Presidente  i  a  los  ministros;  i  sin  embargo 
de  que  todos  ellos  reconocían  la  necesidad  de  una  reor- 
ganización, i  la  indisputable  conveniencia  del  estable- 
cimiento de  una  pubücidad  completa  i  regiüar  de  los 
actos  oficiales,  no  se  manifestaban  tranquilos  con  el 
nuevo  plan,  ni  aceptaron  el  decreto,  sino  después  de 
muchas  vacilaciones,  i  casi  por  salir  de  un  mal  paso. 

Con  todo,  la  publicación  del  decreto,  que  hice  des- 
pués de  que  las  cámaras,  ante  las  cuales  espuse  mi  plan 
demostrando  su  economía,  votaron  una  partida  de 
25,000  pesos,  sacó  a  luz  un  cúmulo  de  reclamaciones  i 
de  recriminaciones  de  parte  de  todos  los  diarios  i  de  to- 
dos los  perjudicados  con  el  nuevo  arreglo,  así  como  de 
los  que  especulaban,  esperando  ser  preferidos  para  co 
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tratar  publicaciones  oficiales,  que  tanto  provecho  soÜan 
dejar.  La  imprenta  de  El  Mercurio  presentó  propuestas 
en  un  panfleto^  que  publicó  para  demostrar  que  el  go- 
bierno haría  pérdidas  con  el  nuevo  arreglo,  i  éste  fué 
atacado  de  una  manera  violenta  i  acusado  de  inepto  i 
estrafalario  por  el  diario  de  aquella  empresa.  La  pren- 
sa clerical  tronaba  contra  el  decreto,  i  los  interesados 
en  La  República^  que  se  perjudicaban  con  él,  hacían  la 
cruzada  al  oído  de  los  mandatarios^  i  con  chismes,  que 
llegaban  a  acusarme  de  haber  ideado  aquel  arreglo  pa- 
ra beneficiar  a  un  deudo  mío.  El  Presidente  prestó  oi- 
dos,  a  pesar  de  su  circunspección,  a  semejantes  sujes- 
tiones,  i  los  ministros  llegaron  hasta  el  punto  de  tratar 
el  negocio  con  los  diputados  i  escritores  conservadores, 
hallándoles  razón  en  sus  acusaciones. 

Conocía  yo  estos  sucesos,  cuando  me  invitó  el  Presi- 
dente a  reconsiderar  el  decreto,  después  de  promulga- 
do, en  un  consejo  de  ministros;  i  tuve  que  hacer  estu- 
dio de  \4rtud  para  tener  paciencia  i  disimular  la  ofensa 
que  se  me  hacia,  porque  no  era  racional  abandonar  la 
causa  liberal  por  tales  contrastes.  En  esa  conferencia 
me  reduje  a  combatir  las  objeciones  de  la  prensa  contra 
el  decreto,  las  cuales  se  encaminaban  a  demostrar  que 
éste  con  tenia  unas  disposiciones  contrarias  al  fin  que 
se  proponía  i  otras  que  no  obedecían  al  deseo  de  esta- 
blecer un  arreglo  económico,  A  la  objeción  que  se  ha- 
cia, proponiendo  como  mas  acertada  la  enajenación 
de  la  Imprenta  Nacional,  para  entregar  las  publica- 
ciones oficiales  a  una  empresa  particular  qué  exijiese 
una  retribución  módica  por  su  trabajo,  respondí: — i," 
que  la  venta  de  la  imprenta  nos  impondría  una  pérdida 
injustificable;  2.**  que  una  empresa  particular  no  podría 
hacer  al  costo  las  publicaciones  oficíales,  i  que  por  mó- 
dica  que  fuese  la  ganancia  que  se  procurase  en  su  con- 
+0,  siempre  impondría  al  Estado  un  gasto  mayor 


^ 


—  se- 
que el  que  éste  haría  publicando  sus  obras  en  su  propia 
imprenta,  al  costo;  3.^  que  un  diario  oficial,  como  el 
quemeproponia  publicar  no  se  podia  confiar  a  una  em- 
presa particular,  sin  peligro,  i  que  aun  dado  el  caso 
afortunado  de  encontrar  una  empresa  de  toda  con- 
'fianza,  seria  siempre  necesario  tener  un  redactor  pa- 
gado por  el  Erario.  A  la  segunda  objeción  que  decía  que 
debiendo  contratarse  un  director  de  la  imprenta  a 
tiempo  fijo,  se  caía  en  el  inconveniente  de  que  éste  no 
podría  trabajar  bajo  la  dirección  de  otro  ministro  que 
aquel  que  le  hubiese  contratado,  contesté  que  como  el 
decreto  no  establecía  la  condición  de  tomar  a  tiempo 
fijo  al  director,  era  fácil  hacerlo  con  la  calidad  de  que 
se  pudiera  poner  término  a  la  contrata  a  voluntad  de 
las  partes,  con  un  desahucio  previo.  A  la  tercera  obje- 
ción, sobre  que  se  perjudicaba  notablemente  al  Fisco 
con  dejarle  al  director  la  ganancia  de  avisos  i  suscri- 
cíones  cuando  se  debía  propender  a  que  el  diario  se 
costease  por  sí  mismo,  respondí,  antes  de  todo,  que  no 
había  tenido  la  intención  de  beneficiar  a  un  deudo  mio^ 
al  fijar  ese  punto,  pidiendo  a  mis  compañeros  que  se 
tranquilizaran  a  este  respecto,  pues  si  había  adoptado 
tal  determinación,  era  porque,  conociendo  por  espe- 
riencía  este  negocio,  estaba  segiu-o  de  que  el  sueldo  de 
tres  mil  pesos  apenas  remuneraría  el  minucioso  i  pesa- 
do trabajo  que  el  director  tendría  que  hacer  para  admi- 
nistrar bien  el  establecimiento,  i  creía  justo  pagarle  su 
trabajo  de  dirijir  i  redactar  un  diario  con  la  ganancia 
de  lo  que  se  pagase  por  avisos  i  suscripciones.  También 
agregué:  i.^  que  tal  arreglo  no  perjudica  al  Fisco,  por- 
que el  día  en  que  llegase  a  ser  excesiva  esta  ganancia,  se 
podría  disminuir  o  suprimir  el  sueldo  fijo  por  el  Con- 
greso o  por  el  gobierno;  2.^  que  debiendo  repartirse  gra- 
tis el  diarío  oficial  a  todo  los  funcionarios  públicos,  ja- 
mas tendrá,  entre  los  pocos  ciudadanos  que  tomar. 


i 
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Ínteres  en  los  actos  oficiales,  un  número  crecido  de 
suscntores;  i  que  de  ninguna  manera  puede  esperarse 
que  su  publicación  produzca  sus  costos^  desde  que  está 
destinado  al  servicio  público,  por  lo  cual  era  una  ilu- 
sion  el  suponer  que  hubiese  empresarios  que  arriesga- 
sen un  capital  para  especular  con  semejante  diario. 
Por  lo  demás,  demostré  minuciosamente  la  falsedad 
de  otras  objeciones,  i  prometí  contratar  al  director  de 
la  imprenta  sin  darle  parte  en  las  entradas  por  los  avi- 
sos i  suscrí cienes j  i  sin  ligar  al  Ministerio  en  una  con-' 
trata  a  tiempo  fijo. 

El  Presidente  puso  término  a  la  frialdad  con  que  fue- 
ron oídos  estos  razonamientos,  espresando  que  le  pa- 
recía conveniente  confiar  la  dirección  de  la  imprenta 
i  del  Diario  Oficial  a  un  estranjero,  cuyo  nombramien- 
to traerla  recriminaciones  menos  ardientes  que  las 
que  produciría  el  de  alguno  de  los  muchos  interesados 
que  se  empeñaban,  i  que,  en  su  opinión,  debia  mante* 
nerse  el  decreto,  sin  perjuicio  de  enmendarlo  si  en  la 
práctica  presentaba  inconvenientes.  Así  se  acordó,  pe- 
ro la  prensa  de  todos  los  colores  continuó  sus  ataques 
irreflexivos  i  apasionados,  i  ellos  fueron  llevados  a  la 
Cámara  de  Diputados  en  las  sesiones  de  1877,  cuando 
ya  el  diario  se  publicaba  desde  el  i."  de  enero  de 
ese  año. 

En  los  momentos  de  su  aparición  todavía  surjieron 
objeciones  en  el  Gobierno,  que  funcionaba  entonces  en 
Valparaíso;  pues  habia  algunos  de  sus  miembros  que 
no  se  conformaban  con  que  se  le  diera  aquel  título  i  no 
el  de  El  Araucano,  como  se  llamaba  al  antiguo  perió- 
dico oficial.  Consigno  estos  detalles  para  tener  siempre 
el  cuadro  de  los  sacrificios  a  que  me  someto,  no  por  el 
placer  de  ser  ministro,  sino  porque  siéndolo  de  un  libe- 
"1  sinceso  i  honrado,  hai  esperanzas  de  dar  por  prime- 


—  se- 
ra vez  el  ejemplo  de  un  gobierno  constitucional  i  demo- 
crático, i  no  personal. 

En  octubre  de  aquel  año  hice  publicar  la  siguiente 
demostración  para  concluir  con  las  objeciones  i  demos- 
trar que  el  resultado  correspondía  a  los  propósitos  de 
aquel  decreto  tan  reprobado,  i  que  puso  en  tanta  evi- 
dencia lo  que  cuesta  hacer  cualquiera  reforma, 

MANIFIESTO 

Durante  los  diez  meses  trascurridos  desde  el  iP  de  ener» 
hasta  el  31  de  octubre,  la  Imprenta  Nacional^  reorga- 
nizada conforme  al  decreto  de  15  de  noviembre  de  1876, 
ha  ejecutado  las  siguientes  obras: 


I 


Por  cuenta  del  Ministerio  del  Interior 

20  números  de  El  Araucano^  publicado  en  enera  i 
febrero. 

197  números  del  Diario  Oficial^  con  2,078  pajinas, 
compuestas  en  los  tipos  10,  9  i  minion. 

44  pliegos,  tipo  9,  del  Boldin  de  las  Sesiones  le j isla- 
tivas  de  1876. 

índice  del  mismo  testo  i  encuademación  de  620  ejem- 
plares. 

102  pliegos  de  a  ocho  pajinas,  texto  de  las  sesiones 
de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  en  1877. 

37  id.  id.  de  la  Honorable  Cámara  del  Senado. 

14  id.  documentos  anexos,  de  la  Honorable  Cámara 
de  Diputados. 

8  id.  id.  de  la  del  Senado. 

254  pajinas  del  Anuario  Esiadistico,  correspondiente 
al  año  de  1876. 
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Memoria  del  Inierior^  i,ooo  ejemplares,  477  pajinas 
i  34  cuadros. 

Folleto  de  52  pajinas,  Guano  i  Salitre  de  Atacama^ 
mil  ejemplares  con  dos  mapas  litografiados. 

1,000  ejemplares  del  discurso  presidencial. 

400  id.  del  decreto  sobre  reglamento  de  casas  de 
prendas, 

600  id.  del  id,  reglamento  de  los  jiros  postales. 

Ediciones  especiales  (de  a  200  ejemplares)  de  tres 
proyectos  de  lei. 

Informe  del  Director  Jeneral  de  Correos^  edición  es- 
pecial de  400  ejemplares. 

Informe  del  Superintendente  del  ferrocarril  entre  San- 
tiago i  Valparaiso^  edición  especial,  200  ejemplares. 

Id.  id,  entre  Santiago  i  C úrico ^  200  ejemplares. 

200  ejemplares  de  un  estado  para  la  Dirección  de  Es- 
tadística. 

14,000  esqueletos  para  el  catastro  de  la  producción 
agrícola  para  id. 

Informe  de  los  intendentes  de  Santiago  i  Arauco,  edi- 
ciones especiales^  200  ejemplares  cada  una. 

Por  cuenta  del  Ministerio  de  Instrucción  piíbli- 
CA,  TusTicu  I  Culto 

I3O00  ejemplares  de  estados  para  la  inspección  de  es- 
cuelas. 

2^000  ejemplares,  circular  sobre  protectores  para  id, 

200  ejemplares^  inspección  de  cárceles, 

800  ejemplares  sobre  diversos  asuntos. 

600  id,  de  un  estado,  inspección  de  escuelas. 

Cuadro  sobre  distribución  del  tiempo  para  el  Insti- 
tuto Nacional, 

Cuadro  id.  id.  para  el  Instituto  Nocturno  de  Santia- 
go (300  ejemplares  de  uno  i  otro). 


fajas  para  la  distribución  del  Diario,  planillas  para  el 
servicio  de  la  imprenta,  etc. 

48  resmas  papel  de  color  para  tapas. 

37  rollos  id.  id.  satinado  fino. 

413  resmas  para  el  Diario  Oficial, 

40  resmas,  prinjera  calidad,  para  el  A  nuario  Meteo- 
rolójico. 

5  id.,  id.  para  300  ejemplares  de  los  1,200  de  la  Me- 
moria de  justicia  y  culto  e  instrucción  pública, 

II  resmas,  ordinario,  para  esqueletos  de  la  Oficina 
de  Estadística. 

34  id.  para  las  circulares  de  los  diversos  ministerios* 

100  pliegos  marquilla  para  im  escalafón. 


III 


Para  el  pago  de  las  obras  que  quedan  enumeradas  i 
las  compras  de  papel,  las  arcas  fiscales  han  desembolsa- 
do las  siguientes  partidas,  a  saber: 
Por  orden  del  Ministerio  del  Interior. ...    $  22,816 
Id.  del  de  Instrucción  Pública,  Culto  i  J  us- 

ticia  3,100 

A  cargo  del  mismo,  pero  no  pagado  aun .         1,700 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda ,         ¿,537  75 

Por  el  de  Guerra  i  Marina , . .  994 

Que  adeuda  el  mismo 623 

Por  el  de  Relaciones  Esteriores 613 

Que  adeuda  el  mismo 37 

Por  varias  oficinas 625 

Total  pagado  por  arcas  fiscales  desde  el  i  P 

de  enero  al  31  de  octubre %  33,045  75 

A  que  se  agrega: 
Por  papel  recibido  del  gobierno:  347  res- 
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mas,  valor,  término  mediOj  8  pesos  la 

resma  ..*.., $  2,776 

Diez  por  ciento  de  desmejora  sobre  10  mil 
pesos^  valor  aproximado  de  la  impren- 
ta   IjOOO 

$  36,821  75 
A  deducir  los  sigtiientes  gastos  que  no 

son  de  impresiones  tipográficas: 

Valor  pagado  de  tipos  nuevos  i  otros  en- 
seres para  la  imprenta .,»,..,.,....,  2,850 

Juegos  de  ramas,  cuñas,  etc.,  para  el  Dia- 
rio (pagado  a  M.  Lambert) ,,.-,._,-.  200 

Traslación  i  compostura  de  la  prensa^ 

(pagado  al  mismo) , 277 

Arreglo  de  las  oficinas  de  encuademación, 

empaquetacíon  del  diario  i  otras 142 

Prensa  de  sacar  pruebas  (comprada) ,  * . .  65 

Ocho  chivaletes  nuevos  (comprados) . . , .  80 

Pagado  a  M.  Cadot  por  sus  trabajos  de 

litografía ....,,,  300 

3.9^2 

Líquido  gastado  por  arcas  fiscales ,       32,909  75 

Calculando  en  tres  mil  pesos  los  gastos         3,000 
por  cubrir  de  noviembre  i  diciembre, 

tendremos  que  el  total  por  impresiones 

oficiales  será  en  el  presente  año  de. ...  $  35,9og  75 

A  esta  smna  desembolsada  por  el  Fisco 
hai  que  agregar  las  siguientes  entradas 
de  la  imprenta: 
Suscriciones   (cobradas   hasta   el   31)   i 

:   avisos ...,•,         1,611 

^^rias  obras  particulares. ^     X;207 

$  2,818 


^ 
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IV 

Notas 

A . — En  los  gastos  hechos  con  los  fondos  anticipados 
por  el  Ministerio  del  Interior  están  comprendidos: 

Sueldos  de  administración  i  redacción.— Empaque- 
tar i  distribuir  los  1,500  ejemplares  del  diario. 
t  Tinta  i  demás  útiles  de  las  prensas. 

Alumbrado  de  gas. 

Agua. 

Aseo  i  conservación  del  edificio  en  que  está  la  im- 
prenta. 

jB.— La  gran  prensa  en  que  se  tira  la  edición  del  dia- 
rio (1,550  ejemplares)  causa  un  gasto  mensual  de  200 
pesos,  que  seria  menor  si  dispusiésemos  de  un  motor  a 
vapor. 

C. — No  están  comprendidos  en  los  cómputos  de  este 
resumen,  ni  la  Lei  de  presupuestos  y  ni  el  Boletín  de  Le- 
yes de  1876,  por  haberse  impreso  en  1876  por  cuenta 
del  señor  don  José  Santos  Valenzuelaj  director  ad- 
ministrador de  la  imprenta  en  el  mismo  año. 

D, — El  Diario  Oficial  ha  costado: 
Por  composición:  20  centavos  el  mil  de 

letra  de  tipo  10,  i  30  el  mil  de  letra  de 

tipo  9,  trabajo  nocturno $    4,517 

Papel:  201,500  püegos  que  con  los  inuti- 
lizados en  la  prensa,  dan  los  206^500  de 

las  413  resmas  compradas 2,711 

Compajinacion,  a  30  centavos  pajina. . .  623  40 

Servicio  de  la  prensa  (prensista,  marjina- 

dor  i  peones) *.,..,  1,600 

Id.  de  empaquetar  i  repartir , .  971 

Tinta  i  útiles  para  los  rodillos 107 

Total $  10*529  ^ 
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Que  repartidos  entre  259  números  de  a  8  pajinas, 
que  corresponden  a  IQ7  números  con  2,078  pajinas^ 
dan  un  costo,  por  cada  número,  de  41  pesos  10  centa- 
vos. 

V 

Conviene  cotejar  los  gastos  hechos  en  impresiones 
oficiales  en  este  año,  con  los  que  se  hicieron  en  el  mis- 
mo ramo  en  1875  i  i876< 

Según  la  Cuenta  de  Inversión  del  primer  año,  se  gas- 
taron las  siguientes  sumas: 

Ministerio  del  Interior,  partida  39. — Pu- 
blicaciones oficiales  i  ausilío  de  otras 
que  el  Gobierno  ha  creido  conveniente 
fomentar $  25,113  89 

Partida  33,  ítem  3.** — Publicación  de  las 

sesiones  de  ambas  cámaras 6^738  22 

Por  Relaciones  Esteriorcs,  partida  16.^ 
En  impresiones,  encuadernacíon,  sus- 
cricionesi  compra  de  libros.  -.,>-..--  7A^3 

Por  el  Ministerio  de  Justicia,  partida  11, 

•   ítem  6,*^ — Publicación  del  Boletin  de 

Leyes  i  Gaceta  de  los  Tribunales 5» 271 

Por  el  de  Instrucción  Pública,  partida 22, 

it^uiqP^Anales  de   la  Universidad         3,237  50 

Partida 23,  ítem  único.  Sección  de  Justi- 
cia,^ — En  impresiones,  encuademación 
i  compra  de  libros ,  -  - 10^45^  3^ 

Sección  de  Instrucción  Pública, — ^En  im- 
presiones i  publicaciones  .,,>,.,....-  162  ^o 

Por  el  Ministerio  de  hacienda,  partida  34, 
ítem  6/^ — En  impresiones  del  Ministerio 
de  Hacienda I0í303  57 
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Partida  35,  ítem  único. — Impresiones, 

publicaciones,  etc $    3,122  17 

Por  el  de  Guerra,  partida  25,  ítem  3.*^ —  * 

En  impresiones -  - ,  -         4,000  1 

Por  el  de  Marina,  partida  30^  ítem  único. 
— Importe  de  varias  impresiones, . .  •  • .         1,304  46 

Total  de  lagastado  en  1875,  sin  computar 
«testos  para  la  enseñanza»  ni  publica- 
ciones estraordinarias. $  77,107  61 

Rebajando  un  diez  por  ciento  de  las  partidas  i.^,  3.^, 
6  *  i  9.^  por  lo  que  de  ellas  se  ha  destinado  a  suscri- 
ciones,  encuademación  i  compra  de  libros^  tendríamos 
4,6og  pesos,  que  unidos  a  los  4,0,00  que  cuesta  la 
Gaceta  de  los  Tribunales  y  que  se  imprime  actualmente 
por  otra  imprenta,  suman  8,609  pc'^os^  que  restados  de 
la  suma  total,  dejarían  reducida  la  inversión  en  publi- 
caciones oficiales  a  68,498  pesos  61  centavos.  Compa- 
rada esta  suma  con  los  35,900  pesos  75  centavos,  in- 
vertidos en  el  año  77,  resulta  una  economía  respecto 
al  año  75,  de  23,588  pesos  86  centavos. 

Según  la  Cuenta  de  /«?;^mon  correspondiente  a  1876^ 
los  gastos  del  ramo  fueron  en  dicho  año  los  siguientes: 

Del  Ministerio  del  Interior,  partida  34, 
ítem  3.^ —  Para  la  publicación  de  las 
sesiones , %    8,610  14 

Partida  40,  ítem  único. —  En  publicacio- 
nes oficiales  i  ausiliode  otras  que  e]  Go- 
bierno ha  creído  conveniente  fomen- 
tar         24,497  03 

Del  Ministerio  de  Relaciones  Estcriores, 
partida  17. —  En  impresiones^  encua- 
demaciones, suscriciones  i  compra  de 
libros , 6,557 


^w^ 
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Del  Ministerio  de  Justicia,  partida  ii, 
ítem  6.*^^  En  la  publicación  del  Bole- 
iin  de  Leyes  i  Gaceta  de  los  Tribu- 
nales. - $     6,409 

De  Instrucción  Pública,  partida  22,  ítem 
g.*^ —  Impresión  de  los  Anales  de  la 
Universidad Z,77^ 

Partida  23.^ —  En  impresiones  i  publica- 
ciones  9,283  25 

Id.,  Sección  de  Instrucción  •  < 4*5i4  10 

Del  Ministerio  de  Hacienda,  partida  34, 
ítem  6.^ —  En  impresiones  del  Ministe- 
riode  Hacienda 8,732 

Del  de  Guerra,  partida  35,  ítem  3,^ —  En 

impresiones , , . ,         2,118 

Del  de  Marina,  |>artida  29,  ítem  15.—^ 
Impresiones,  .  ,,,,.. ..-.,<  4j974 

Total  costo  de  las  impresiones  oficiales 
en  1876,  sin  computar  las  estraordina- 
rias,  como  impresiones  de  textos  de 
enseñanza  i  de  agricultura,  etc %  79,464  51 

Haciendo  una  rebaja  del  diez  por  ciento  sobre  las 
partidas  i.'*,  2,*^  i  6.*,  por  las  suscriciones,  compra  de  li- 
bros i  encuademaciones,  como  en  el  año  75,  tendremos 
la  cantidad  de  4,033  pesos,  que  unida  a  los  4,000  del 
costo  de  la  Gaceta  de  los  Trihunales^  en  todo  8,033  P^' 
sos,  dejan  reducido  el  costo  líquido  de  publicaciones 
oficiales  a  71,431  pesos  51  centavos.  Comparado  este 
gasto  con  el  del  presente  año,  resulta  un  menor  gasto 
35,521  pesos  76  centavos. 

Esta  economía  se  debe  tanto  al  nuevo  arreglo  de  la 

Imnrenta  Nacional,  cuanto  a  que  antes  se  contrataban 

=1  las  obras  oficiales  hasta  con  esta  misma  impren- 


-es- 
ta, la  cual,  como  otros  contratantes,  retiraba  una  ga- 
nancia sobre  el  costo  líquido  de  las  impresiones,  que 
es  lo  único  que  hoi  cubre  el  Erario  NacionaL 

Debe  observarse  ademas  que  ni  en  los  gastos  de  1875 
ni  en  los  de  1876,  está  computado  el  valor  del  papel 
que  el  Gobierno  suministraba  para  la  impresión  de  sus 
obras,  ni  el  costo  de  la  Lei  de  presupuestos  i  Boletín  de 
Leyes  de  1876^  que  se  pagó  en  1877. 

En  1875  i  1876  no  existia  Diario  Oficial. 

Someto  respetuosamente  estos  datos  al  juicio  del  ho- 
norable señor  Ministro  del  Interior  i  al  de  los  honorables 
miembros  de  la  comisión  jeneral  de  presupuestos, 

Santiago,  31  de  octtibre  de  1877. 

•  El  contratista  de  la  Imprenta  Nacional 

Ricardo  Becerra 
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Situación  política  a  fines  de  1876 


Al  espirar  el  ano  1876,  la  situación  del  Ministerio  no 
solo  era  incierta,  sino  de  crisis^  porque  indudablemente 
carecia  él  de  unidad,  desde  que  el  plan  político  del  Mi- 
nistro del  Interior  no  era  seguido  por  tres  de  sus  colegas 
quienes,  obedeciendo  a  los  antiguos  hábitos,  se  enten- 
íiian  con  los  círculos  liberales  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, cultivando  relaciones  por  medio  de  contemporiza- 
ciones i  capitulaciones;  i  desde  que  el  Ministro  de  Ha- 
cienda reducía  su  política  a  representar  en  el  gabinete 
las  opiniones  i  aspiraciones  del  pretenso  partido  nacio- 
nal que,  ufano  de  haber  triunfado  en  su  oposición  a  la 
gratificación  del  veinticinco  por  ciento^  i  animado  con 
la  resolución  que  tenia  el  Presidente  de  darle  represen- 
tación en  el  Ministerio,  habia  recobrado  en  la  política 
el  puesto  del  cual  lo  había  desalojando  las  dos  adminis- 
traciones precedentes, 

tr^  T^j-^ja^^  qye  ^i  Congreso  habia  aprobado  los  presu- 
-  i  las  demás  medidas  económicas  propuestas  por 
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el  Gobierno  para  salvar  las  estrecheces  del  Erario; 
pero  las  mismas  fatigosas  discusiones  que  ello  habia 
costado  estaban  poniendo  de  manifiesto  aquella  situa- 
ción, i  hablan  dado  ancho  campo  a  las  dos  corrientes 
que  obstaban  a  la  política  que  trataba  de  independizar 
a  los  dos  poderes,  Ejecutivo  i  Lejislativo,  Para  carac- 
terizar históricamente  esa  situación,  basta  recordar  al- 
gunos hechos  de  los  varios  que  ocurrían  en  diciembre 
de  aquel  año,  pues  es  necesario  que  la  historia  de  nues- 
tros ensayos  parlamentarios  nos  dé  luz  en  el  rumbo 
que  seguimos. 

•  En  aquel  mes  los  diputados  iniciaron  dos  interpela- 
laciones  al  Ministro  del  Interior  i  una  al  de  Justicia,  per- 
diendo largas  horas  en  debates  que,  en  jeneral,  pueden 
calificarse  de  ofensivos  i  de  anti-parlament arios.  Fué 
la  primera  sobre  un  decreto  de  15  de  diciembre  en  una 
solicitud  de  cuatro  respetables  ciudadanos,  comisiona- 
dos por  la  junta  de  los  agricultores  que  tenian  canales 
de  riego  en  Quillota.  Pedian  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica que  estableciera  un  rateo  pro|^x>rcional,  salvas  las 
declaraciones  judiciales  de  preferencia,  en  las  aguas  de 
los  distintos  canales  del  Aconcagua,  nombrando  al  efec- 
to un  repartidor  de  aguas  para  todo  el  rio;  pues  hacia 
quince  dias  que  la  ciudad  de  Quillota  solo  tenia,  con 
intermitencias,  un  regador  de  agua  para  todos  sus 
usos,  i  los  agricultores  de  ese  departamento,  como 
una  parte  de  los  de  Limache,  estaban  espuestos  por 
la  sequía,  a  perder  sus  viñedos,  sus  huertos  i  sus 
campos;  porque  los  regantes  de  San  Felipe  i  de  los  An- 
des, creyéndose  dueños  del  rio,  usaban  con  preferencia 
i  esclusivamente  de  sus  escasas  vertientes.  El  asunto 
era  grave,  i  el  Ministro  del  Interior,  que  habia  adopta- 
do la  costumbre  de  someter  al  acuerdo  de  sus  colegas 
todos  los  negocios,  por  insignificantes  que  fueran, 
pidió  que  fuese  considerada  aquella  solicitud. 
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La  resolución  ofreció  dificultades  a  causa  de  que,  es- 
tando derogadas  las  disposiciones  de  la  Ordenanza  de  3 
deenerode  1872,  en  cuanto  daban  jurisdicción  a  los  Jue- 
ces de  aguas  i  establecian  pt-nas,  pues  el  Código  de  Or- 
ganización de  Tribunales  i  el  Penal  establecian  un  nuevo 
orden  de  cosas,  no  era  posible  al  Ejecutivo  poner  tér- 
mino al  conflicto,  mucho  menos  cuando  ni  aun  en  el  Có- 
digo Civil  hai  reglas  para  deslindar  entre  los  regantes 
de  distintos  departamentos  atravesados  por  un  rio  el 
uso  que  de  sus  aguas  podian  hacer.  La  Ordenanza  tam- 
poco se  ponia  claramente  en  este  últhno  caso,  pero  ya 
que  por  ella  los  titulados  jueces  de  aguas  subsistían  con 
facultades  periciales  i  administrativaSj  el  Gobierno  se 
creyó  autorizado  para  nombrar  uno  que  remediara  si- 
quiera en  parte  la  situación,  salvas,  como  decian  los  so- 
licitantes, las  declaraciones  judiciales  de  preferencia. 
Con  estos  antecedentes  se  espidió  el  siguiente  decreto: 

Santiago,  15  de  diciembre  de  1876.— Mientras  se 
dictan  disposiciones  de  efecto  permanente  para  la  dis- 
tribución de  las  aguas  de  rios  que  atraviesan  distintos 
departamentos,  en  casos  de  escasez,  se  nombra  de  juez 
de  aguas  del  rio  Aconcagua  al  injeniero  don  José  Agus- 
tín Verdugo,  quien  procederá  con  arreglo  al  artículo  i  S* 
i  demás  disposiciones  referentes  de  la  Ordenanza  de  3 
de  enero  de  1872,  para  establecer  el  turno  de  todos  los 
regantes  que  es  traen  agua  de  dicho  rio  en  los  departa- 
mentos de  los  Andes,  de  San  Felipe,  de  Quillota  i  Lima- 
che,  proponiendo  a  los  gobernadores  de  dichos  departa- 
mentos lo  que  fuese  conveniente  para  hacer  efectivo  el 
masequitativo  repartimiento,  i  procediendo  entretanto 
estos  funcionarios  i  el  juez  nombrado  en  todo  con  arre- 
glo a  la  citada  Ordenanza. — Anótese  i  comuniqúese  por 
telégrafo. — Pinto.—/,  V,  Lastarriaj^ 

Inmediatamente  redacté,  tomando  por  base  las  dis- 
^'ones  de  mi  Proyecto  de  Código  Rural ^  una  orde- 
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nanza  que  sirviera,  mientras  se  sancionara  aquel  Código 
para  evitar  conflictos  de  la  especie;  i  con  arreglo  a  las 
leyes  del  caso,  la  presenté  al  Consejo  de  Estado,  con 
mui  poca  esperanza  de  obtener  su  aprobación.  Hela 
aquí: 

PROYECTO  DE  ORDENANZA  SOBRE  DISTRIBUCIÓN  DE 
AGUAS  EN  CASO  DE  ESCASEZ,  PROPUESTO  AL  ACUERDO 
DEL  CONSEJO  DE  ESTADO  POR  EL  MINISTRO  DEL 
INTERIOR. 

Santiago,  20  de  diciembre  de  1876. 

Considerando  que  los  ríos  i  aguas  que  corren  por  cau- 
ces naturales  son  bienes  nacionales  de  uso  público  cuyo 
goce  para  el  riego  corresponde  a  los  particulares,segun 
el  art.  598  del  Código  Civil,  sujetándose  a  las  dis- 
posiciones de  este  Código  i  a  las  ordenanzas  jenerales  o 
locales  que  sobre  la  materia  se  promulguen;  estable- 
ciéndose, ademas,  por  el  art.  835  que  el  uso  que  el 
dueño  de  una  heredad  puede  hacer  de  las  aguas  que  na- 
turalmente corren  por  ella,  se  limita  en  cuanto  contra- 
viniere a  las  leyes  i  ordenanzas  que  proveen  al  beneficio 
de  la  nav^acion  a  flote,  o  reglen  la  distribución  de  las 
aguas  entre  los  propietarios  riberanos,  de  modo  que  es- 
ta distribución  puede  reglarse  por  aquellas  ordenanzas 
jenerales  o  locales; 

Considerando  que  atendida  la  disposición  de]  artículo 
839  del  mismo  Código,  las  servidumbres  legales  de  uso 
público  son  el  uso  de  las  riberas  en  cuanto  fts  necesario 
parala  navegación  a  flote,  i  las  demás  determinadas  por 
los  reglamentos  u  ordenanzas  respectivas,  por  cuanto 
éstas  pueden  prescribir,  según  el  principio  del  conside- 
rando anterior,  cuanto  sea  necesario  al  uso  de  las  aguas 
de  los  rios,  sobre  todo  para  su  distribución,  en  caso^ 
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escasez,  aunque  el  modo  como  se  distribuyan  imponga 
algún  gravamen;  pues  en  tal  caso,  este  gravamen  debe 
reputarse  como  una  servidumbre  legal  de  uso  público; 

Considerando  que  al  referirse  el  Código  Civil  en  las 
disposiciones  citadas  i  en  las  de  otros  varios  artículos  a 
las  ordenanzas  que  se  dicten  para  el  goce  de  las  aguas  i 
su  distribución j  dio  a  esta  forma  del  precepto  la  inteli- 
jencia  que  le  dan  la  parte  lo  *  del  art,  128  de  la  Consti- 
tución i  de  la  lei orgánica  de  las  municipalidades  de 8  de 
noviembre  de  1854,  principalmente  en  su  a rt,  103,  de 
modo  que  los  preceptos  del  Código  Civil  relativos  al  go- 
ce de  las  aguas  pueden  reglamentarse  en  la  forma  que 
esta  lei  prescribe; 

Atendiendo  a  que,  según  el  art.  118  de  esta  lei,  las 
municipalidades  solo  pueden  establecer  reglas  para  el 
buen  uso  de  las  aguas,  mientras  corran  por  su  cauce 
natural  i  ordinario  i  únicamente  para  determinar  la  for- 
ma en  que  deben  construirse  las  tomas  que  de  dicho  cau- 
ce pueden  sacarse;  correpondiendo  al  Presidente  de  la 
República j  por  el  art.  iig,  dictar  reglas  de  policía  res- 
pecto de  los  rios  que  dividen  departamentos  o  provin- 
ciaSj  sobre  actosque  no  sean  el  simple  uso  de  las  riberas^ 
i  por  el  art.  112,  dictar,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado, las  reglas  de  policía  de  jeneral  aplicación, cuan'- 
do  éstas  impusieren  a  los  ciudadanos  deberes,  cuya  in- 
fracción se  sujete  a  represión  penal; 

Siendo,  por  otra  parte,  necesario  i  urjente  establecer 
reglas  a  las  cuales  puedan  ajustarse  los  tumos  i  distri- 
bución de  las  aguas  en  caso  de  escasez,  para  evitar  los 
inconvenientes  que  resultan  de  dejar  este  punto  al  arbi- 
trio de  los  encargados;  i  no  habiendo  hasta  ahora  nin- 
gún orden  establecido  para  arreglar  esto  mismo  éntrelos 
comuneros  que  sacan  aguas  de  los  rios  sin  haber  cons- 
^^^*'^do  sociedad  legal  o  que  se  distribuyen  alguna  ace- 
n  vertiente  natural  por  prácticas  arbitrarias,  a 
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todo  lo  cual  no  pueden  estenderse  las  ordenanzas  mu- 
nicipales; 

Considerando,  finalmente,  que  éstas  son  deficientes 
aun  en  lo  que  pueden  estatuir,  como  lo  es  la  jeneral  de 
3  de  enero  de  1872,  i  que  las  propuestas  a  la  aprobación 
del  Consejo  de  Estado  por  las  municipalidades  de  Lima- 
che,  de  San  Felipe,  de  los  Andes  i  de  Illapel,  adolecen 
del  defecto  de  establecer  preceptos  legales  i  de  contener 
disposiciones  sobre  penas  i  sobre  jurisdicción,  contra  lo 
preceptuado  en  el  Código  Penal  i  en  la  Lei  de  Organi- 
zación de  Tribunales;  con  la  facultad  que  me  dan  los 
artículos  112  i  119  de  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1854, 
i  las  atribuciones  que  me  confiere  el  art.  82  de  la  Cons- 
titución, incisos  2.^  i  21,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado,  he  venido  en  decretar  la  siguiente 

ORDENANZA  JENERAL 
TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  TURNOS  EN  CASOS  DE  ESCASEZ  DE  AGUAS 

Artículo  primero.  Siempre  que  ocurra  escasez  en 
vertientes  de  uso  público  en  que  haya  boca-tomas  esta- 
blecidas sin  medida  legal,  o  en  canales,  acequias  o  ver- 
tientes de  varios  comuneros  que  las  usen  sin  medida,  se 
establecerá  el  turno  acostumbrado,  por  tiempo,  en  razón 
de  la  estension  de  los  regadíos,  según  las  reglas  siguien- 
tes: 

I.*  Si  el  agua  fuere  tan  escasa  que  no  puedan  regar 
todos  a  un  tiempo  sino  uno  a  uno,  el  turno  se  establece- 
rá en  esta  forma;  pero  si  ella  se  presta  al  riego  de  mas 
de  un  predio,  el  turno  se  hará  por  grupos  de  comuneros 
que  se  lo  repartan  en  su  tiempo,  para  entregarlos  su- 
cesivamente a  los  demás  grupos.  , 
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2.^  Si  la  escasez  ocurre  en  ríos  o  cauces  de  uso  públi- 
cOj  el  turno  se  establecerá  entre  las  boca-tomas,  según 
el  orden  de  antigüedad  de  la  merced  que  aparezca  de  la 
inscripción  en  el  rejistro  de  la  gobernación,  o  de  las  sen- 
tencias que  declaren  derecho  a-  favor  de  una  heredad;  i 
en  seguida  entre  las  que  teniendo  prescripción,  no  hu- 
bieren rejistrado  su  titulo,  siguiendo  en  este  caso  la  co- 
locación que  sucesivamente  tengan  en  el  sentido  de  la 
corriente. 

3.^  Si  la  vertiente  de  uso  público  está  en  posesión  de 
varios  comuneros  que  por  práctica  la  usan  en  todo  o  en 
parte,  empleando  o  nó  acequias  o  regueras,  el  turno  se 
establecerá  en  el  orden  de  la  colocación  de  los  regadíos 
en  el  sentido  de  la  corriente,  sin  atender  a  la  antigüe- 
dad ni  a  las  obras  de  canalización. 

4.*  En  las  tomas  o  acequias  que,  partiendo  de  un  cau- 
ce público,  pertenecen  a  comuneros  que  se  hallan  en  las 
condiciones  de  la  regla  anterior,  se  hará  el  turno  en  el 
mismo  orden: 

5>  Los  canales  de  comuneros  o  de  sociedades  que 
tomen  en  la  ribera  de  un  cauce  público  o  privado  igual 
cantidad  de  agua  a  la  que  vacían  en  él  por  otro  punto, 
harán  su  turno  según  la  regla  3.^,  sin  consideración  al 
número  de  acciones,  si  por  escasez  no  vertiese  el  canal 
introductor  el  agua  correspondiente. 

6.^  Si  en  el  caso  de  la  regla  precedente,  hai  varios  ca- 
nales que  toman  el  agua  que  se  vacia  en  un  cauce  públi- 
co por  un  solo  canal,  i,  medida  el  agua  en  la  emboca- 
dura de  éste,  no  corresponde  al  número  de  regadores 
que  deben  introducirse,  aquéllos  se  turnarán  tomando 
el  agua  que  les  corresponde  según  la  antigüedad  de  su 
establecimiento,  a  no  ser  que  prefieran  dividirse  la  in- 
troducida en  proporción  de  sus  derechos  respectivos. 
^  ^  Cuando  en  el  caso  de  la  regla  anterior,  suceda  que 

'^^a  del  cauce  público  en  que  se  introduce  la  ajena 


—  Te- 
es suficiente  para  sus  aprovechamientos  oMinarios^  no 
estarán  obligados  a  turno  los  que  de  ella  participan, 
aunque  lo  estén  los  canales  tomadores  por  no  introdu- 
cir el  agua  que  les  corresponde. 

8  *  Si  la  vertiente  de  uso  público  divide  dos  provin- 
cias o  departamentos,  cuyos  vecinos  tienen  tomas  en 
sus  respectivas  riberas,  el  turno,  en  casos  de  escasez,  se 
hará  según  la  regla  i  .*,  dividiéndose  el  agua  del  cauce 
entre  las  dos  provincias  o  departamentos,  en  ra^on  de 
la  estension  de  los  regadíos  que  la  aprovechan  en  las 
dos  riberas. 

9.*  Las  vertientes  de  propiedad  privada  se  sujetan  a 
turno  entre  las  hijuelas  en  que  se  divide  la  heredad,  en 
proporción  a  la  parte  de  regadíos  que  tuviesen. 

También  se  sujetan  a  turno  con  los  predios  de  mas 
abajo,  si  éstos  adquiriesen  por  prescripción  el  uso  de  los 
sobrantes  en  años  ordinarios;  i  en  este  caso  el  turno  de 
tiempo  se  hará  dejándoles  pasar  la  parte  de  agua  que 
sea  proporcional  a  los  regadíos  que  aprovechaban  los 
sobrantes. 

10.  Si  una  vertiente  pública  recorre  i  riega  varios  de- 
partamentos  de  una  provincia  o  de  diversas,  los  dere- 
chos del  departamento  superior  se  considerarán  Umita- 
dos  por  los  del  inferior,  con  arreglo  al  art.  835  del  Códi- 
go Civil,  i  el  turno  se  establecerá  conforme  a  la  regla  8.^ 

11.  Cuando  un  pueblo  aprovecha  de  las  aguas  de  pro- 
piedad privada  solo  para  sus  usos  domésticos,  el  turno 
se  establecerá  solamente  para  estos  usos,  i  no  para  ríe 
gos  en  la  población  i  sus  dependencias  rurales  inmedia- 
tas. 

12.  Si  la  vertiente  corresponde  a  dos  heredades,  sea 
que  corra  por  ambas  o  entre  las  dos,  el  turno  será  alter- 
nativo, según  los  derechos  adquiridos,  de  modo  que 
mientras  uno  de  los  riberanos  lo  goce,  el  otro  puede 
usar  el  sobrante,  si  lo  hai. 
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Art,  2P  La  proporción  de  que  se  hablan  las  reglas 
precedentes  será  ele  un  litro  por  segundo  para  cada  hec- 
tárea^  sean  cuales  fueren  la  estension  del  regadío  i  su 
cultivo* 

Art.  3  o  Establecido  el  tiu'no  por  convenio  de  los  par- 
tícipeSj  o  por  la  autoridad  competente,  no  se  podrá  al 
terar,  i  el  que  lo  hiciere  será  privado  de  su  turno  inme- 
diato, ademas  de  ser  sometido  a  la  justicia  ordinaria 
para  ser  castigado  con  arreglo  a  la  lei, 

TITULO  ir 


DE  LAS  COMUNIDADES  DE  REGANTES 
§  I.^ 

Organización  de  las  comunidades 

Art,  4.*^  Todo  aprovechamiento  colectivo  de  aguas 
públicas  de  riego  que  no  se  haya  establecido  por  con- 
trato de  sociedad  j  i  que  exista  en  una  toma  o  acequia 
artificial,  constituye  entre  los  regantes  una  comunidad 
legal  que  se  rije  por  el  cuasi-contrato  de  este  nombre, 
sea  que  la  toma  o  acequia  riegue  predios  de  una  sola  o 
de  varias  subdelegaciones,  sea  que  riegue  únicamente 
cierto  número  de  predios  de  una  subdelegacion. 

Si  el  aprovechamiento  es  de  una  vertiente  natural  de 
uso  público  i  de  pequeño  caudal  que  corre  por  varias 
subdelegaciones,  i  de  la  cual  usan  los  regantes  en  comun^ 
distribuyéndose  sin  medida,  se  constituye  una  comu- 
nidad en  cada  subdelegacion, 

Art.  50  No  hai  comunidad  entre  los  que  aprovechan 
e!  agua  de  rios  o  de  vertientes  cjue  no  se  hallan  en  el  caso 
anterior,  sacándola  por  boca-tomas  establecidas  en  sus 
riberas;  i  la  distribución  i  turno  de  estas  aguas,  en  caso 
de  escasez,  se  hará  con  arreglo  al  art.  19. 
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Art.  6P  Los  gastos  de  una  comunidad  en  acequia, 
presas,  puentes  en  reparación,  conservación  i  limpia, 
corresponden  a  todos  los  comuneros  en  proporción  al 
número  de  hectáreas  de  su  regadío,  dividendo  el  gasto 
total  entre  éstas  o  sus  fracciones.  Pero  si  el  agua  se  dis- 
tribuye entre  ellos  por  medida,  la  proporción  se  arre- 
glará a  la  cantidad  de  agua  de  que  cada  uno  goza. 

Art.  yP  Cuando  uno  o  mas  comuneros  hicieren  de 
su  cuenta  obras  para  amnentar  el  caudal  de  aguas,  ha- 
biéndose negado  los  demás  a  contribuir,  éstos  no  tienen 
derecho  al  aumento,  i  los  tumos  se  arreglarán  de  modo 
que  se  respeten  los  derechos  respectivos. 

Art-  8.^  Si  un  tercero  quisiere  aprovecharse  de  los 
canales  u  obras  de  una  comunidad  para  conducir  aguas, 
no  podrá  hacerlo  sin  el  consentimiento  de  ella;  pero  un 
comunero  podrá  verificarlo,  dando  aviso  a  la  comuni- 
dad, i  con  tal  que  ejecute  a  su  costa  el  ensanche  i  demás 
obras  que  sean  necesarias. 

Art.  9.^  Toda  comunidad  de  mas  de  cinco  regantes 
o  industriales,  que  participaren  de  la  misma  agua,  ele- 
jirá  el  15  de  agosto  de  cada  año,  a  mayoría  absoluta  de 
votos,  un  procurador  o  juez  de  aguas,  con  tal  que  concu- 
rra a  la  elección  la  mitad  de  los  comimeros.  Si  por  falta 
de  este  número,  o  voluntariamente,  omitiese  la  elección, 
el  procurador  será  nombrado  por  la  Municipalidad. 

Art.  10.  La  primera  elección  se  hará  ante  el  respec- 
tivo subdelegado  o  inspector,  i  las  sucesivas  ante  el  pro- 
curador cesante;  i  en  todo  caso,  será  comunicada  a  la . 
MunicipaHdad  por  el  que  preside  el  acto  acompañando 
copia  del  acta  de  la  sesión,  cuya  acta  st^á  firmada  por 
los  conciu-rentes,  espresando  los  nombres  de  los  que  no 
sepan  firman. 

Art.  II.  La  Municipalidad  llevará  un  rejistro  de  to- 
das las  comunidades  del  departamento  con  la  denomi- 
nación de  su  toma  o  canal,  i  la  determinación  de  la  sif 
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delegación  en  que  existan.  En  este  rejistro  anotará  las 
elecciones  anuales, 

Art-  12.  La  comunidad  deliberará  en  junta  jeneral, 
sobre  sus  intereses  comunes,  bajo  la  presidencia  del  pro- 
curador o  jue2  de  aguas,  siempre  que  éste  la  convoque 
por  creerlo  necesario,  o  a  petición  de  cuatro  comuneros, 
a  lo  menos. 

Las  deliberaciones  se  harán  por  mayoría  absoluta  de 
los  que  concurran  por  sí  o  apoderados  con  cartas  sim- 
ples, i  obligarán  a  los  que,  habiendo  sido  citados^  no 
asistan. 

§  2  « 

De  los  procuradores  o  jueces  de  aguas 


Art.  13.  El  cargo  de  procurador  o  jue2  de  aguas  es 
gratuito,  i  no  puede  renunciarse  en  primera  elección;  es 
responsable  i  reelejible  indefinidamente. 

Art!  14.  Son  atribuciones  del  procurador: 

i,^  Vijilar  los  intereses  de  la  comunidad,  promover 
su  progreso,  formar  los  presupuestos  i  repartos,  llevar 
las  cuentas  i  someterlas  a  la  aprobación  de  la  junta  de  la 
comunidad. 

2.^  Proponer  a  ésta  los  arreglos  convenientes  para 
los  turnos,  las  obras  que  sean  necesarias^  la  creación  de 
marcadores  i  celadores  i  sus  sueldos,  la  formación  de  un 
fondo  para  estos  gastos  i  los  demás  que  sean  de  interés 
común. 

3.^  Ejecutar  las  resoluciones  de  la  junta,  nombrar  i 
gobernar  a  los  empleados  subalternos,  recaudarlas  can- 
tidades votadas,  guardando  la  proporción  legal,  admi- 
nistrarlas e  invertirlas. 

*  ^  Determinar  por  sí  el  reparto  de  gastos  necesarios, 

*ndo,  después  de  dos  convocatorias,  los  comuneros  no 
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se  reunieren  para  votarlos,  i  hacer  la  recaudación  e  in- 
versión. 

5.*  Hacer  por  sí  o  por  medio  de  los  marcadores  o  ce- 
ladores, la  distribución  de  las  aguas,  en  caso  de  turno, 
con  arreglo  al  título  I  de  esta  Ordenanza  i  a  los  acuer- 
dos de  la  comimidad,  velar  sobre  que  no  se  altere  la  dis- 
tribución, aplicando  a  los  infractores  la  disposición  del 
artículo  3.0,  i  decidir  verbalmente,  sin  apelación,  pero 
con  audiencia  de  las  partes,  las  cuestiones  de  hecho  que 
acerca  del  aprovechamiento  del  turno  se  susciten  entre 
los  comuneros,  pudiendo  imponerles  la  suspensión  de 
éste,  si  se  resisten  a  sus  resoluciones. 

Si  ocurren  contenciones  de  derecho  entre  los  comu- 
neros, el  procm-ador  las  remitirá  al  juez  competente, 
absteniéndose  de  intervenir  en  ellas. 

6.*  Representar  los  derechos  de  la  comunidad,  por  sí 
o  por  apoderado,  ante  el  juzgado  de  letras,  en  las  cues- 
tiones sobre  derechos  de  ésta;  ante  el  jurado  departa- 
mental sobre  cuestiones  de  hecho,  o  en  los  casos  en  que 
la  comunidad  tenga  que  intervenir  ante  este  tribunal 
i  ante  otros  jueces  de  agua,  si  es  necesario  que  los  de 
varias  comunidades  se  pongan  de  acuerdo  para  los 
aprovechamientos  o  intereses  de  su  incumbencia. 

Art.  15.  Todos  los  actos  de  administration  i  las  omi- 
siones de  los  deberes  de  los  jueces  de  aguas  están  bajo 
la  vijilancia  del  jurado,  el  cual  puede  proceder  de  oficio 
o  por  requisición  de  parte  a  averiguar  el  hecho,  aplican- 
do al  culpable  una  multa  que  no  exceda  de  cien  pesos  i 
ejecutando,  por  medio  de  uno  de  sus  miembros,  los  ac- 
tos omitidos. 

Art.  16.  Si  ademas  de  la  frita,  el  acusado  resultare 
responsable  de  delitos,  daños  o  perjuicios,  el  tribunal 
someterá  estos  casos  al  juzgado  ordinario,  en  la  misma 
orden  en  que  caHfique  i  castigue  la  falta  administrativa . 
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TITULO  III 

DE  LOS  JURADOS  DE  AGUAS 
§   TP 

Constiiucion  de    jurados 

Art-  17,  En  todo  departamento  en  que  existen  co- 
munidades o  sociedades  de  regantes,  o  ríos,  o  vertientes 
de  uso  público  que  se  aprovechan  por  regantes^  se  orga- 
nizará un  tribunal  de  jurados  en  esta  forma: 

iP  La  Municipalidad  formará  un  rejistro  de  todos  ios 
procuradores  el  ejidos  por  las  comunidades,  de  los  co- 
muneros que  no  elijan  procurador  según  el  artículo  gP, 
de  los  jerentes,  i  en  su  defecto,  de  los  presidentes  de  so- 
ciedades de  riego,  canalización  o  represas  que  esplotan 
aguas  públicas  i  de  todos  los  particulares  que  tengan 
mercedes,  tomas  o  canales  de  aguas  de  uso  público, 
anunciando  la  formación  de  este  rejistro  ocho  dias  antes 
del  8  de  julio,  para  que  comparezcan  a  inscribirse  los 
que,  teniendo  alguna  de  aqueUas  cualidades,  lo  pidan. 

El  rejistro  quedará  formado  el  10  de  julio  i  se  publi- 
cará, citando  para  el  15  de  este  mes,  en  la  sala  munici- 
pal, a  los  inscritos,  i  a  los  que  antes  de  ese  dia  quieran 
todavía  inscribirse. 

2P  Reunidos  los  inscritos,  a  las  doce  de  aquel  dia 
bajo  la  presidencia  del  primer  alcalde  o  de  quien  haga 
sus  veces j  cualquiera  que  sea  el  número  de  asistentes, 
elejirán  seis  jurados  por  mayoría  proporcional,  la  cual 
consiste  en  el  cuociente  que  resulte  de  la  división  del 
número  de  electores  presentes  por  el  de  elejidos^  con  tal 
que  aí^uéllos  excedan  a  lo  menos  en  el  duplo  a  éstos- 

nismos  electores  pueden  figurar  como  candida- 
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3-^  Los  tres  electos  que  se  proclamen  primero,  for- 
marán el  tribunal  departamental.  Los  demás  servirán, 
en  el  orden  de  su  proclamación,  para  subrogar  a  los 
primeros  porrenimcia,  ausencia  o  imposibilidad  califica- 
das por  la  municipalidad. 

4P  La  municipalidad  nombrará  al  jurado  que  debe 
presidir  el  tribunal,  i  éste  designará  al  notario  público 
que  debe  servir  de  secretario. 

5.0  Todos  los  jurados  que  entren  en  funciones,  jura- 
rán ante  la  municipalidad  desempeñar  el  cargo  confor- 
me a  esta  Ordenanza  i  a  su  conciencia,  en  todos  los  casos 
que  se  remitan  a  su  arbitrio. 

§  2.0 

Competencia  i  atribuciones  del  juzgado 

Art.  18.  Corresponde  al  tribunal  departamental  de 
j  urados: 

iP  La  supervijilancia  sobre  todos  los  procuradores 
de  comunidades  de  regantes,  velando  sobre  su  adminis- 
tración, amonestándolos  i  oyendo  las  quejas  que  haya 
contra  ellos,  para  proceder  conforme  a  lo  dispuesto  en 
el  art.  15. 

2P  Decidir  verbalmente  todas  las  controversias  de 
hecho  que  se  susciten  entre  los  procuradores  de  dos  o 
mas  comunidades  de  regantes. 

3.0  Decidir  del  mismo  modo  i  sin  apelación  las  cues- 
tiones de  hecho  que  acerca  de  turnos  i  del  aprovecha- 
miento de  las  aguas  se  susciten  entre  las  comunidades 
de  regantes,  representadas  por  sus  procuradores,  remi- 
tiendo a  los  tribunales  ordinarios  todos  los  casos  en  que 
se  ventilen  derechos  de  propiedad,  o  derechos  fundados 
en  contratos  o  actos  de  infracción  del  Código  Penal, 

4  o  Decidir  en  los  mismos  términos  las  difera 
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sobre  hechos  que  ocurran  en  aprovechamiento  de  aguas 
entre  sociedades  legales  constituidas  para  la  esplotacion 
de  canales,  respetando  sin  embargo,  la  competencia  es- 
pecial que  para  controversias  entre  los  socios  pueden 
designar  los  estatutos  de  una  sociedad. 

5.«*  Aplicar  por  sí  las  reglas  del  art.  i.^  sobre  turnos 
en  todos  los  casos  que  no  sean  de  la  competencia  priva- 
tiva de  las  comunidades,  i  especialmente  siempre  que 
el  tumo  sea  necesario,  por  causa  de  escasez  en  los  ríos  o 
vertientes  de  uso  público  en  que  haya  tomas  de  aguas. 

Art.  ig.  Siempre  que  ocurra  el  caso  del  número  5.^ 
precedente,  el  jurado  con%^ocará  a  una  reunión  jeneral 
a  todos  los  procuradores  de  comunidades  que  tengan 
tomas  en  las  vertientes  de  que  se  trata,  a  los  de  las  mu- 
nicipalidades que  se  hallen  en  la  misma  situación  i  a 
todos  los  j  eren  tes  de  sociedades  i  demás  particulares 
en  representación  de  sus  respectivas  tomas,  bastando, 
respecto  de  éstos,  la  mera  tenencia,  sea  a  título  de 
arrendamiento,  de  administración  o  cualquiera  otro, 

Si  la  reunión  se  compone  de  la  mayoría  numérica  de 
los  citados,  el  jurado,  que  la  presidirá,  someterá  a  su 
deliberación  las  medidas  que  sean  convenientes  para 
establecer  el  turno,  i  ejecutará  lo  que  se  resuelva  por 
mayoría  de  votos  respecto  de  la  aplicación  de  las  reglas 
del  art.  i.^,  ejercitando  para  estos  fines  como  propias 
las  primeras  cinco  atribuciones" que  confiere  a  los  jue- 
ces de  aguas  el  art.  14, 

Art,  20,  Siempre  que  no  existiere  el  acuerdo  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  i  se  suscitaren  cuestiones 
de  hecho  entre  los  interesados,  el  tribunal  de  jurados 
las  resolverá  sin  apelación,  pudiendo  hacer  vistas  de 
ojo  i  tomar  informes  periciales  a  costa  de  los  interesa- 
dos, antes  de  dar  su  resolución. 

^'  las  contenciones  fueren  de  derecho,  las  remitirá 
justicia  ordinaria,  aplicando  entretanto  las  reglas 
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del  art.  i.^  i  los  acuerdos  que  sean  compatibles  con  los 
intereses  jenerales  i  que  no  afectan  al  litijio. 

§  3.^ 

Constitución  del  jurado  en  cuestiones  de  dos  provin- 
cias o  departamefUos 

Art.  21.  Si  la  vertiente  en  que  sea  necesario  el  tur- 
no divide  dos  o  mas  departamentos  de  una  misma  pro- 
vincia, o  los  riega  sucesivamente,  el  tribunal  de  jura- 
dos  que  debe  aplicar  las  reglas  del  art.  i.^,  se  constituye 
con  los  presidentes  de  los  de  cada  departamento  i 
el  injeniero  civil  que  presta  sus  servicios  en  la  pro- 
vincia, siendo  el  intendente  de  ella  quien  debe  avisar 
i  requerir  a  estos  funcionarios  para  que  se  organicen  i 
procedan.  ' 

Art.  22.  Cuando  el  turno  fuere  necesario  en  ver- 
tiente que  separe  departamentos  de  distintas  provin- 
cias,  o  que  los  riegue  sucesivamente,  el  tribunal  se  com- 
pondrá de  los  presidentes  de  los  tribunales  de  cada 
departamento  i  de  los  injenieros  civiles  que  prestan  sus 
servicios  en  las  provincias,  correspondiendo  a  los  res- 
pectivos intendentes  la  incumbencia  de  hacer  que  se 
organice  el  tribunal. 

.  Art.  23.  Siempre  que  ocurra  discordia  o  dispersión 
en  los  tribunales  mistos  de  departamentos  de  una  pro- 
vincia o  de  distintas  provincias,  sea  en  la  aplicación  de 
las  reglas  del  turno,  sea  en  la  resolución  de  cuestiones 
de  hecho,  se  dirimirá  por  el  director  del  cuerpo  de  inje- 
nieros civiles,  quien,  al  efecto,  entrará  a  integrar  el 
tribunal;  i  mientras  subsista  igual  motivo,  el  tribunal 
se  irá  integrando  con  los  demás  injenieros  del  cuerpo, 
según  antigüedad,  hasta  obtener  resolución. 

Art.  24.  Siempre  que  los  tribunales  mistos   nc 
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vieren  la  reunión  de  los  regantes  de  dos  o  mas  depar 
tamentos  después  de  una  citación^  i  siempre  que  el  caso 
fuere  urjente,  procederán  por  sí  a  establecer  el  turno  i 
a  ejecutar  las  atribuciones  que  señalan  los  arts.  19 
i  20,  sin  perjuicio  de  citar  dos  veces  a  todos  los  intere- 
sados para  que  deliberen  i  arbitren  los  fondos  para  gas- 
tos. Si  no  se  obtiene  la  reunión,  el  jurado  procederá  a 
tomar  todas  las  medidas  necesarias. 


§  4-" 

Disposiciones  j eneróles  sobre  d  jurado 


Art-  25.  Los  intendentes  i  gobernadores  prestarán 
a  los  tribunales  de  jurados  el  ausilio  de  la  fuerza  públi- 
ca para  la  ejecución  de  sus  resoluciones, 

Art.  26.  Toda  resolución  de  hecho,  dictada  por  los 
tribunales  de  jurados,  es  definitiva  i  se  ejecutará  sin 
ulterior  recurso,. 

Art.  37.  El  cargo  de  jurado  es  gratuito^  menos  el 
del  que  lo  ejerce  como  injeniero,  quien  será  remunera- 
do por  los  interesados;  i  no  se  puede  renunciar  sino  des- 
pués de  la  primera  elección. 

Art.  28.  También  es  responsable,  i  todo  jurado  pue- 
de ser  acusado  por  cohecho  u  otro  prevaricato  de  los 
señalados  en  los  números  i  ^  i  2-*^  del  art.  223  del 
Código  Penal,  ante  el  juez  letrado  de  su  domicilio, 
para  que  en  juicio  ordinario  le  juzgue  i  castigue  con 
las  penas  de  reclusión  menor  o  multa  de  cien  a  mil  pe- 
sos, de  que  trata  la  segunda  parte  del  artículo  230  del 
mismo  Código. 

Art.  29.  Quedan  derogadas  la  Ordenanza  de  3  de 

pnp*ro  de  1S72  i  todas  las  demás  ordenanzas  munici- 

^  que  con  arreglo  a  ella  se  hayan  acordado,  pudien- 


—  ga- 


do en  adelante  las  municipalidades  acordar  las  que 
juzgaren  necesarias,  con  sujeción  a  la  presente,  la  cual 
comenzará  a  rejir  desde  el  iP  de  abril  de  1877 ^ 
Anótese  i  publíquese. 


Aníbal  Pinto. 


7.  F.  Lastarria. 


Mas  no  estaba  aun  terminado  este  proyecto  cuando 
el  asunto  fué  presentado  a  la  Cámara  de  Diputados,  con 
asombro  universal,  nada  menos  que  por  el  oficial  ma- 
yor del  Ministerio  de  Relaciones  Esteriores.  Era  este  el 
señor  don  Domingo  Gana,  hoi  ministro  de  Chile  en  Es- 
tados Unidos,  después  de  haberlo  sido  en  el  Brasil  i 
Méjico,  i  entonces  funcionario  pacifico  i  tranquilo,  que, 
como  diputado  suplente,  se  habia  incorporado  tres  o 
cuatro  sesiones  antes,  i  que  se  permitía,  o  le  permitie- 
ron preguntar  si  el  Gobierno,  en  que  él  servia  un  puesto 
tan  íntimo  e  importante,  habia  tomado  alguna  me- 
dida que  llevase  tranquilidad  a  los  espíritus  de  los 
departamentos  de  Quillota  i  de  Limache,  i  que  corres- 
pondiera a  los  deseos  i  propósitos  del  interpelante. 

Esta  rareza  de  un  sub-secretario  de  Estado  habria 
traído  serias  consecuencias  si  el  Presidente  no  hubiera 
rogado  a  su  Ministro  del  Interior  que  se  abstuviera  de 
hacer  caso  de  ella,  para  no  aumentar  el  escándalo.  Pero 
la  interpelación,  en  la  cual  no  persistió  su  autor,  lué 
acojida  i  continuada  con  ardor  por  los  diputados 
monttvaristas,  llamados  nacionales.  El  primero  que  ■ 
la  sostuvo  fué  el  señor  Echavarría,  Diputado  por  Petor- 
ca,  quien  terminó  pidiendo  se  consignasen  en  el  acta  las 
declaraciones  del  Ministro^  reducidas  a  establecer:  tP 
que  los  jueces  de  aguas  carecian  de  jurisdicción  i  na 
podían  imponer  penas,  por  cuanto  la  ordenanza 
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1872  estaba  derogada  en  estos  puntos;  2  o  que  estando 
vi] ente  esa  ordenanza  en  sus  demás  disposiciones, 
aquel  juez  tenia  facultades  para  establecer  turnos 
para  la  proporcional  repartición  de  las  aguas,  proce- 
diendo de  acuerdo  con  los  gobernadores  i  los  regantes; 
i  3.^  que  según  el  artículo  ixg  de  la  lei  orgánica  de 
las  municipalidades,  era  el  Presidente  de  la  República 
competente  para  dictar,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado,  las  ordenanzas  jenerales  para  el  uso  de  las 
aguas  de  ríos  públicos  a  que  se  refiere  el  art,  598  del 
Código  CiviL 

Mas  habiendo  oposición  para  que  se  consignaran  en 
el  acta  tales  declaraciones,  el  señor  Cerda  i  Concha 
avanzó  la  aserción  de  que  el  rio  Aconcagua  era  distin- 
to del  de  Quillota,  que  los  vecinos  de  San  Felipe  i  de 
los  Andes  eran  dueños  de  aquel  rio,  i  no  pudiendo  ser 
despojados,  no  se  comprendía  qué  efectos  podria  pro- 
ducir el  decreto  del  15,  sino  consecuencias  desastro- 
sas, por  todo  lo  cual  interpeló  de  nuevo  al  Ministro, 
sobre  el  alcance  del  espresado  decreto;  pero  en  una  se- 
sión posterior  desistió  de  su  interpelación,  a  virtud  de 
las  esplicaciones  que  en  conferencias  con  el  Presidente 
i  el  Ministro  habia  oido  de  ambos.  Con  todo,  don  Lin- 
dor  Castillo,  Diputado  de  San  Felipe,  atacó  después  el 
decreto  de  inconstitucional  i  contrario  a  las  leyes  i  de- 
rechos adquiridos;  i  al  fin  de  largas  discusiones^  en  que 
no  escasearon  las  recriminaciones  al  Ministro,  la  Cáma- 
ra aprobó  por  unanimidad  esta  proposición  del  señor 
Montt  don  Ambrosio: 

^La  Cámara  confía  en  que  la  ejecución  del  decreto 
espedido  por  el  Supremo  Gobierno  el  15  del  presente, 
corresponderá  a  la  mira  de  protejer  los  lejltimos  dere- 
chos que  a  las  aguas  del  río  Aconcagua  tengan  los  ve- 
'  tos  de  las  provincias  de  Valparaiso  i  de  Aconcagua,  i 

5a  a  la  orden  del  dia. 
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Sin  embargo  j  ni  los  vecinos  de  San  Felipe  i  de  los 
Andes,  ni  la  prensa  diaria  tuvieron  igual  confianza; 
pues  ni  aquéllos  pusieron  término  a  sus  ajit  ación  es  po- 
pulareSj  hasta  lograr  que  las  municipalidades  se  inte- 
resaran en  la  lucha^  ni  ésta  dejó  de  discutir  el  decreto 
repitiendo  según  los  intereses  que  representaba,  las 
objeciones  i  defensas  que  se  habían  hecho  oü"  en  la  Cá- 
mara, hasta  que  el  injeniero  nombrado,  a  fuerza  de 
paciencia  i  de  habilidad,  evitó  los  desastres  que  los  cua- 
tro departamentos  esperaban* 


Otra  cuestión  parlamentaria  ocurrida  al  mismo  tiem- 
po es  digna  de  recordación,  porque  caracteriza  de  una 
manera  singular  la  situación  del  Ministerio  en  aquellos 
momentos.  Con  motivo  de  interpelación  i  quejas  lleva- 
das a  la  Cámara  por  un  joven  ',  que  apareció  entonces 
como  diputado  de  Lautaro,  sobre  diversas  flaj  elacio- 
nes i  prisiones  atentatorias  atribuidas  por  él  i  por  va- 
rios firmantes  de  una  solicitud  presentada  por  el  mis- 
mo al  Ministro  del  Interior,  éste  trascribió  las  acusa- 
ciones en  una  nota  al  intendente  de  Concepción,  en- 
cargándole que  requiriera  al  juez  respectivo  para  que 
sobre  ellas  formara  proceso;  i  en  caso  necesario,  procu- 
rara que  el  juez  letrado  se  constituyera  en  visita  con 
arreglo  al  art,  46  de  la  Lei  de  Organización  de  Tri- 
bunales. Las  elecciones  de  municipalidad  en  aquel  de- 
partamento  estaban  en  juicio  de  nulidad,  i  recrudecía 
por  momentos  la  ajitacion  que  habian  producido,  por 
lo  cual  se  habia  nombrado  un  nuevo  gobernador,  quien 
a  la  vez  que  el  intendente,  habia  informado  por  telé- 
grafo al  Ministerio  que  las  acusaciones  adolecían  de 

I  Se  teñtte  el  9^ñot  Lattarria  a  don  Jorje  2.»  Roja»,  liombri  intenciona- 
damente preferido  por  el  autor  de  estag  memorias  poUticaa, 
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una  exajeracion  calumniosa.  Sin  embargo,  era  indis- 
pensable que  todo  se  aclarase  en  mi  proceso  judicial 
para  satisfacción  del  Gobierno  i  de  la  opinión. 

El  Diputado^  sin  duda  malaconsejado,  desconfió  del 
Ministro,  i  creyendo  que  se  podría  haber  remitido  al 
intendente  una  nota  distinta  de  la  verdadera,  que  se 
le  habia  leído  a  él  mismo,  pidió  que  la  nota  orijinal  fue- 
se llevada  a  la  Cámara,  Se  mandó  una  copia  autoriza- 
da; pero  el  Diputado  insistió  en  que  se  le  llevara  la  no- 
ta orijinal,  repitiendo  que  tenia  derecho  de  sospechar^ 
que  nadie  lo  tenia  para  pedirle  esplícaciones  de  sus 
pensamientos,  ni  para  obligarle  a  revelar  los  motivos 
que  le  hacían  pedir  que  se  UeVara  aquella  nota  a  la 
Cámara.lacual,  por  respeto  a  ella,  debía  presentársele,  i 
porque  nadie  podia  quitarle  a  él  su  derecJw  de  abrigar 
una  sospecha. 

La  Cámara  no  se  sorprendió  de  la  proclamación  de 
tan  peregrino  derecho.  Olvidó  que  ni  la  moral  univer- 
sal ni  la  relijiosa  autorizan  las  sospechas,  i  que  si  cual- 
quiera, en  virtud  de  su  Ubre  albedríOj  puede  abrigarlas 
íntimamente,  no  puede  por  eso  revelarlas  sin  hacer 
ofensa,  i  sin  esponerse  a  que  el  sospechado  use  de  su 
verdadero  derecho  de  castigarlas  con  su  fuerza  o  con 
la  de  la  lei.  Todavía  mas,  en  una  Cámara  llena  de  abo- 
gados, se  olvidó  que  don  iVlfonsoel  Sabio  dijo  que  no  se 
podía  juzgar  por  presunciones  sino  en  los  precisos  ca- 
sos determinados  por  las  leyes,  porque  las  sospechas 
muchas  vegadas  non  aciertan  con  la  verdad.  Don  Justo 
Arteaga  Alemparte  apoyó  la  reclamación,  porque  si  el 
reclamante  no  se  satisfacía  con  la  copia,  era  sin  duda 
porque  sospechaba  una  falsificación^  en  cuyo  caso  el 
Ministro  debía  apresurarse  a  traer  el  orijinal  para  des- 
vanecer la  sospecha.  El  señor  Zegers  declaró  que  vota- 
ría la  indicación  porque  desde  que  su  autor  insinuaba 

j  podia  haber  un  cambio  de  palabras  en  la  nota,  esto 

— ^rtaba  ya  una  sospecha  de  que  hai  adulteración. 
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El  señor  del  Campo,  con  gran  copia  de  razones,  apoyó 

el  derecho  del  Diputado,  creyendo  que  desde  que  éste 
abrigaba  una  sospecha,  el  señor  Ministro  debia  presen- 
tar la  nota  orijinal  para  quedar  vindicado^  si  guardaba 
conformidad  con  la  copia. 

El  Presidente  de  la  Cámara  se  esforzaba  en  dar  por 
terminado  el  incidente ,  i  aprovechando  ciertas  pala- 
bras del  interpelante,  puso  a  votación  la  proposición 
de  si  se  daba  o  nó  por  retirada  la  indicación,  resultando 
la  negativa  por  22  votos  contra  14.  La  discusión  siguió 
ocupando  casi  toda  la  sesión  del  26  de  diciembre,  esfor- 
zándose el  Ministro  de  Justicia  en  demostrar  que  no 
habia  facultad  para  pedir  que  se  llevara  a  la  Cámara 
una  nota  que  orijinal  obraba  en  poder  de  la  autoridad 
a  la  cual  se  habia  dirijido,  i  haciendo  la  defensa  de  la 
probidad  de  su  colega,  quien  habia  declarado  que  no 
alzaria  su  voz  en  la  cuestión  por  su  propio  decoro,  pues 
no  podia  admitir  que  se  abrigaran  sospechas  acerca  de 
su  honorabilidad,  Al  ñn  el  señor  Montt  don  Pedro  pi- 
dió segunda  discusión,  i  ésta  no  fué  jamas  iniciada  co- 
mo si  laCámara  hubiera  querido  prescindir  de  aquella 
gravísima  inconveniencia  parlamentaria,  en  lugar  de 
condenarla;  o  talvez  porque  no  se  atrevió  a  decidirse 
si  existia  aquel  novísimo  deYecho  de  sospechar  de  un  mi- 
nistro de  EstadOj  cuando  faltaban  hechos  concretos 
para  acusarle  o  censurarle. 

El  Ministro  se  retiró  de  la  sesión,  evitando  herir  las 
susceptibiHdades  de  los  que  le  ofendian,  si  trataba  con 
el  rigor  que  merecían  las  ineptas  doctrinas  en  que  se 
apoyaban^  i  profundamente  entristecido  al  contemplar 
la  penosa  decadencia  del  sistema  parlamentario  i  la 
profunda  desorganización  que  revelaba  el  partido  libe- 
ral, en  todos  sus  matices,  al  tolerar  que  el  Gobierno 
que  lo  representaba  fuese  pisoteado  de  tal  manera,  ai"- 
por  algunos  de  sus  prohombres.  Desde  entonces  ya 
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venia  repitiendo,  como  diatónica  i  diaria  cantiga  ^íque 
un  paiSj  como  el  nuestro,  en  que  todo  lo  puede  i  hace 
la  voluntad  del  Presidente  de  la  República,  no  tiene 
de  representativo  o  parlamentario  mas  que  el  nombre^ 
siendo  simplemente  un  gobierno  personal  en  toda  la 
acepción  de  esta  clasificación  política»);  i  sin  embargo, 
andaba  entre  todos  un  Ministro  que  quería  hacer  go- 
bierno parlamentario,  apoyado  en  la  firme  resolución 
que  tenia  el  Presidente  de  no  hacer  un  gobierno  perso- 
nal, i  no  le  conocieron,  i  rechazaban  o  desdeñaban  al 
que  con  sus  palabras  i  sus  hechos  afirmaba  la  nueva 
práctica. 

El  atraso  i  falta  de  disciplina  en  los  círculos  liberales 
se  comprobaban  hasta  la  evidencia  en  aquellas  sesiones 
es traor diñarías;  i  basta  ver  que  ellas  están  consignadas 
en  un  volumen  de  771  pajinas  las  de  Diputados,  i  de 
357  las  del  SenadOj  a  dos  columnas  de  tipo  pequeño, 
para  calcular  cuánto  tiempo  se  perdió  en  debates  ocio- 
sos, sin  ciencia  ni  doctrina,  sin  plan  político  ni  elocuen- 
cia, sin  lójica  ni  arte,  í  en  jenneral  sin  dignidad.  Al 
consignar  con  dolor  este  hecho  en  mi  Diario^  no  tenia  el 
ánimo  de  ofender  a  nadie,  ni  tenía  concepto  alguno 
que  pudiera  deprimir  el  mérito  ajeno;  pero  era  necesa- 
rio contemplarlo  para  conocer  cuánto  habíamos  retro- 
gradado, desde  que  el  gobierno  personal  ha  aniquilado 
los  grandes  intereses  políticos  i  disipado  como  el  humo 
las  verdaderas  doctrinas  liberales,  para  organizar  par- 
lamentos de  adeptos,  que  sirvieran  a  intereses  del  mo- 
mento i  a  mezquinas  aspiraciones.  No  aparecían  allí 
sino  dos  grupos  organizados,  que  eran  el  conservador 
clerical  i  el  titulado  nacional,  i  como  éste  tenia  en  el 
gobierno  de  representante  al  Ministro  de  Hacienda,  se 
sentía  apoyado  para  emprender  su  rehabiHt ación  polí- 

i.  Algunos  de  los  ministros  procuraban  congraciarse 
favores,  i  el  Presidente  de  la  República  vacilaba 
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al  sentirse  cada  dia  mas  lejos  de  los  liberales,  con  los 
cuales  había  contado  para  fundar  un  gobierno  de  opi- 
nión. 

El  Ministro  del  Interior  se  veia  en  evidente  peligro,  i 
a  cada  instante  encontraba  testimonio  de  que  los  na- 
cionales procuraban  emprender  de  nuevo  la  tenaz  opo- 
sición con  que  en  1862  hicieron  imposible  su  gobierno 
como  Ministro  de  Hacienda.  Era  necesario  evitar  el  cho- 
que, porque  todavía  había  esperanzas  de  que  los  libe- 
rales se  unieran  i  comprendieran  que  el  ínteres  de  su 
partido  estaba  bien  servido  por  el  gobierno.  La  ocasión 
de  poner  en  obra  esta  idea  se  presentó  en  aquellos  dias. 

Desde  diez  días  antes  del  13  de  diciembre,  en  que  se 
votó  en  el  Senado  la  supresión  de  la  gratificación  del 
dieciseis  por  ciento  a  los  empleados  públicos,  como  lo 
había  acordado  la  Cámara  de  Diputados,  había  insis- 
tido en  el  gabinete  el  Ministro  de  Hacienda  en  hacer 
condición  de  su  permanencia  en  el  Ministerio  la  adhe- 
sión de  todos  sus  colegas  a  esa  supresión.  Se  le  objeta- 
ba que  sus  colegas  estábamos  mui  lejos  de  pretender 
dominar  con  mayorías  de  compromiso  el  voto  de  las 
Cámaras,  i  mucho  mas  de  hacemos  fuertes  en  el  Sena- 
do contra  la  opinión  tan  enérjicamente  representada 
en  la  Cámara  de  Diputados  contra  aquella  gratificación^ 
pero  que  nos  parecía  digno  i  lójico  reiterar  en  el  Sena- 
do el  voto  que  habíamos  dado  allí  mismo,  tanto  él  co- 
mo los  otros  dos  colegas  que  éramos  senadores,  en  fa- 
vor del  acuerdo  primitivo  celebrado  en  la  comisión  de 
presupuestos  para  reducir  a  un  dieciseis  por  ciento  la 
gratificación.  No  obstante,  el  de  Hacienda  exijia  que 
nos  retractáramos  i  diésemos  un  voto  contrario  al  an- 
terior. 

Los  amigos  de  la  administración  Errázuriz  espera- 
ban que  el  Senado  insistiera  en  su  primer  acuerdo,  i 
creían  seguro  el  triunfo,  desde  que  la  Cámara  de  Dip 
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tados  no  alcanzaría  a  reunir  dos  tercios  para  insistir 
en  la  abolición  de  la  gratificación.  Entre  tanto  los  na- 
cionales, reconociendo  que  sus  adversarios  calculaban 
con  acierto,  i  temiendo  perder  los  esfuerzos  que  por  su 
parte  habian  hecho  contra  la  gratificación,  instaban 
a  su  correlijionario,  el  Ministro  de  Hacienda,  según  él 
mismo  lo  declaraba,  para  que  convirtiera  ahora  el  a- 
sunto  en  cuestión  de  gabinete,  a  fin  de  forzarnos  a  re- 
tractar nuestro  primer  voto. 

Estábamos,  pues,  colocados  en  una  situación  crítica 
por  el  círculo  montt-varista,  i  semejante  contrariedad 
nos  traia  divididos,  porque  el  Presidente  i  algunos  de 
los  ministros  estaban  dispuestos  a  ceder,  a  trueque  de 
que  el  de  Hacienda  permaneciera  en  el  Ministerio.  En 
el  público  era  conocido  el  desacuerdo,  i  se  nos  hacia 
aparecer  bajo  un  mal  punto  de  vista,  que  no  hacia  mas 
que  aumentar  el  desprest  i  jio  natural  que  acompaña  a 
todo  Ministerio  de  coalición*  El  Ministro  del  Interior 
comprendió  que  no  podia  impedir  el  triunfo  de  los  na- 
cionales, desde  que  los  liberales,  en  vez  de  apoyarle, 
mantenían  aquella  crisis  con  su  empeño  en  conservar 
la  gratificación,  i  por  tanto,  manifestó  que  estaba  dis- 
puesto  a  retirarse,  si  el  de  Hacienda  no  declinaba  de  su 
insistencia.  Mas  al  fin  éste  propuso,  como  transacción 
que  le  aconsejaba  don  Antonio  Varas,  que  nos  abstu- 
viéramos de  votar  en  el  Senado.  Este  momento  marca 
el  triunfo  sobre  los  liberales  de  aquel  persona]  e  en  el  áni- 
mo del  Presidente,  quien  le  respetaba  por  su  gran  pres- 
tí jio  político,  i  por  antiguas  simpatías.  El  Ministro  del 
Interior  no  podia  ya  esperar  resultado  alguno  de  su 
acción  política,  desde  que  iban  a  prevalecer  los  cons- 
tantes enemigos  de  la  reforma  constitucional,  quienes 
aun,  convirtiéndose  en  reformistas^  no  renunciaban,  ni 
-"«  han  renunciado  hasta  hoi  a  su  propósito  de  hala- 
i*i  inspiraciones  del  pais  con  reformas  civiles  i  ad- 


minístrativaSj  para  dejar  en  pié  i  para  cristalizar  en 
nuestras  instituciones  políticas  el  poder  absoluto  del 
Ejecutivo.  Pero  cuando  sus  colegas  adherían  a  seme- 
jante consejo,  i  el  Presidente  lo  aceptaba  en  obsequio 
de  la  conservación  del  Ministerio,  no  le  correspondia  a 
él  provocar  de  nuevo  la  desorganización,  i  sometién- 
dose a  las  circunstancias,  solo  procuró  cohonestar  ante 
el  Senado  la  actitud  que  asumían  los  ministros  sena- 
dores, en  el  siguiente  discurso: 

SESIÓN  ESTRAORDINARIA  DEL  SENADO  EN  13 
DE  DICIEMBRE  DE  1 876 

^El  señor  Last arria  (Ministro  del  Interior). — Los 
miembros  del  Ministerio  que  tenemos  el  honor  pertene- 
cer a  esta  Cámara,  nos  hallamos  en  una  situación  espe- 
cial, desde  que  se  ha  acordado  resolver  este  negocio  por 
votación.  Como  ministros,  nosotros  nos  hemos  compro- 
metido solemnemente,  con  el  propósito  dehberado  de 
cooperar  a  que  se  afirme  aquí  el  sistema  parlamentario^ 
a  respetar  todas  las  resohi clones  del  Congreso  a  no  in- 
fluir en  eUas  directa  ni  indirectamente,  limitándonos  a 
nuestras  funciones  ejecutivas.  Todavía  hemos  contraído 
otro  compromiso  solemne,  que  hemos  reiterado  ante  la 
Cámara  de  Diputados,  cual  es  el  de  no  comprometer  con 
cuestiones  políticas,  ni  con  cuestiones  de  gabinete,  las 
grandes  soluciones  económicas  que  hoi  preocupan  al 
Gobierno,  al  Congreso,  al  pais  entero,  con  tanta  razón. 
Deseamos  que  las  libres  resoluciones  de  las  Cámaras 
sean  la  espresion  de  la  opinión  pública,  porque  con  fia- 
mos en  que  las  Cámaras  procurarán  conocer  i  represen- 
tar esa  opinión  con  toda  verdad, 

«En  presencia  del  desacuerdo  que  hoi  existe  entre 
ambas  Cámaras  sobre  esta  cuestión,  nosotros  deberr'" 
atenernos  a  esas  bases  de  nuestra  política^  i  abstener: 


^fr 


¡•■^•' 


—  H  — 

de  votar,  como  senadores,  pues  esto  es  lo  coDsecnente  i 
está  también  en  nuestro  honor.  No  creemos  ejercer 
grande  influencia  con  nuestro  voto,  pero  deseamos  no 
promediar  en  el  desacuerdo  i  debemos  evitar  toda  in- 
terpretación desfavorable  que  pudiera  darse  a  nuestro 
voto  de  empleados  tan  directamente  interesados  en  esta 
cuestión.  Por  esto  ruego  al  Senado  que  acepte  nuestra 
abstención,  i  que  si  hai  algún  Senador  que  se  oponga  a 
ella,  no  haga  discusión  sobre  este  punto  i  resuelva  lo  que 
tenga  a  bien.» 
Varios  senadores. — Mui  bien,  mui  bien!  ^ 


r  El  BoLiTiü  dice:  «Resultó  aprobada  ia  supresión  (del  veintícicicíí  por 
ciento  a  los  empleados  públicos)  por  1 5  voto^  contra  6,  absteniéndose  a  votar 
loa  señores  Lastarria,  Ministro  de  i  Interior,  Sotonvayor,  Ministro  de  Hacien- 
da, i  PratSp  Ministro  de  Guerra,  quien  se  ausentó  de  la  sala  en  el  momento 
déla  votación*.  De  esta  manera  qnedó  trítuifaute.  hasta  en  su  detalle  inde- 
coroso el  plan  de  los  nacionales. 


X 
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VIII 

Medidas  i  proyectos  de  Administración 

en  los  tres  ültimos  meses  de  1876 


Aunque  el  principal  objeto  de  estas  Memorias  es  pro- 
porcionar datos  para  nuestra  historia  parlamentaria,  la 
cual,  sin  duda,  se  formará  mas  tarde,  hai  que  consignar 
aquíj  como  se  hizo  en  la  Segunda  Serie ^  '  un  recuerdo 
de  los  propósitos  que  el  autor  ha  tratado  de  realizar  en 
la  administración  del  Estado,  porque  ellos  sirven  de 
complemento  a  la  política  que  ha  procurado  servir  ante 
el  Parlamento,  Mas,  para  ser  compendioso,  prefiere  tras- 
cribir lo  que  consignaba  en  su  Diario^  anotando  sus  pro- 
cedimientos, aunque  aparezcan  en  él  ciertas  intimida- 
des que  no  quiere  ocultar,  porque  ellas  caracterizan 
mejor  la  época  en  que  se  escribian. 


«Por  lo  demaSj  decia  en  el  Diario ^  i  a  pesar  de  tantas 
dificultades  i  del  visible  propósito  que  revelan  los  dia- 


le  el  Vol.  IV  de  la  colacdoíi  áe  ^tas  Obrat  compMai. 
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rios  liberales  de  no  hacer  mención  alguna  de  mis  actos 
si  no  es  para  atacarlos^  mientras  que  aplauden  con  en- 
tusiasmo los  de  otros  ministros,  me  he  consagrado  se- 
riamente a  trabajos  de  suma  importancia,  entre  los  cua- 
les no  es  el  menos  arduo  ni  menos  peligroso  el  de  regula- 
rizar la  administración  provincial^  con  la  idea  de  ir  su- 
primiendo poco  a  poco  todas  las  causas  de  divisiones  lu- 
gareñas que  existen  en  casi  todos  los  pueblos,  para  lo 
cual  trato  de  colocar  a  la  autoridad  local  en  vma  situa- 
ción legal,  im parcial  i  elevada  para  que  al  fin  pueda  ella 
servir  de  centro  de  unión  al  partido  liberal,  mediante  la 
confianza' que  inspire  por  su  justificación  i  su  política 
imparcial  i  legal.  Este  es  el  motivo  del  cambio  o  separa- 
ción de  varios  funcionarios  locales,  que  con  tanto  enojo 
han  mirado  los  adeptos  de  la  administración  Errázuriz. 
Pero  habiendo  realizado  con  buena  fortuna  este  plan, 
durante  los  tres  meses  que  llevamos  de  gobierno,  he  te- 
nido que  sufrir  la  contrariedad  de  tener  que  preferir  para 
las  gobernaciones  vacantes  a  los  militares  que  han 
quedado  sin  colocación,  después  de  la  reorganización 
del  cuerpo  de  asamblea,  verificada  para  disminuir  los 
gastos  públicos  por  el  Ministro  de  Guerra,  quien  ha  ob- 
tenido del  Presidente  i  de  los  demás*  ministros  la  adop- 
ción del  arbitrio  de  darles  empleos  civiles,  a  pesar  de 
que,  tratándose  de  regularizar  la  administración  local^ 
no  son  los  militares  los  que  por  sus  hábitos  pueden  ofre- 
cer garantías  en  favor  de  este  propósito.  Desde  que  he 
tenido  que  aceptar  esta  medida,  solo  debo  fiar  en  que 
los  miUtares  nombrados^  o  que  en  adelante  nombre,  se 
atengan  a  las  instrucciones  que  cuido  de  darles  para  su 
conducta. 


Otro  trabajo  que  me  ha  preocupado  en  estos  tres  me- 
ses es  el  estudio  que  hago  para  conocer  el  complicarl'  ' 
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mo  negocio  de  la  construcción  del  ferrocarril  de  Curicó 
a  AngoL  Notando  que  los  fiadores  del  constructor  aspi- 
ran a  poner  término  al  contrato,  i  siendo  posible  que  el 
Gobierno  pueda  tomar  pronto  a  su  cargo  este  camino, 
me  consagré  con  pre fe rencia  a  organizar  una  adminis- 
tración jeneral  de  todos  los  ferrocarriles  del  Estado,  i  au- 
síliado  por  personas  competentes  i  en  vista  de  otros  pro- 
yectos, he  formulado  uno  de  lei  mui  superior  al  que  existe 
pendiente  ante  lasCámaras,  i  pedí  a  éstas  que  nombrase 
una  comisión  mista  que  estudiase  el  negocio.  Nombra- 
da la  comisión,  le  presenté  mi  contra-proyecto  en  29  de 
octubre  último,  i  hemos  llegado  a  fines  de  diciembre,  sin 
haber  hecho  otra  cosa  que  discutir  los  primeros  veinti- 
nueve artículos^  venciendo  las  tenaces  obj  eciones  que  les 
ha  opuesto  Varas,  i  quedando  paralizada  la  discusión 
en  el  artículo  30,  que  trata  de  la  división  en  cuatro  sec- 
ciones de  todas  las  líneas,  de  la  cual  división  depende  la 
organización  de  la  administración  jeneral.  Varas  pre- 
tende centralizarla  en  una  sola,  sin  querer  comprender 
que  es  materialmente  imposible  que  un  solo  director, 
jeneral,  por  hábil  que  sea,  pueda  mantener  la  regulari- 
dad del  tráfico  i  el  orden  constante  de  líneas  tan  esten- 
sas; i  después  de  haber  sometido  a  un  largo  interroga- 
torio al  primer  injeniero  i  al  contador  del  ferrocarril  de 
Valparaíso,  a  quienes  se  ha  hecho  venir  al  efecto,  a 
fines  de  noviembre,  ha  quedado  de  formular  nuevas 
indicaciones.  ' 

En  el  contra-proyecto  se  confía  la  administración 
jeneral  a  un  director  asistido  por  un  consejo,  que  se  con- 
sidera necesario  para  garantizar  mejor  dicha  adminis- 


I  Con  esto  se  suspendió  para  siempre  aqnel  trabajo,  hasta  que  ocho 
años  mas  tarde  se  dio  la  lei  vijente,  en  la  cnal  se  adoptó  el  plan  de  Varas, 
que  no  subsistirá  largo  tiempo.  £1  proyecto  que  fué  de  tal  manera  relegado 
ea  1876,  corre  inserto  en  la  Memoria  del  Ministerio  del  Interior  del  afiosi- 

ife  i  se  reimprime  en  éste  el  cuerpo  de  este  volumen. 


j 
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tracion,  el  servicio  público  i  los  intereses  de  la  empresa; 
i  entran  a  componer  la  dirección  jeneral  un  secretario, 
un  contador,  im  cajero,  el  injeniero  de  la  vi  a  i  el  de  la 
maestranza. 

Cada  una  de  las  cuatro  secciones  tiene  un  jefe,  un  con* 
tador,  un  cajero,  un  injeniero,  un  jefe  especial  de  maes- 
tranza i  im  inspector  de  tráfico. 

Al  determinar  i  detallar  esta  administración,  se  sepa- 
ran las  disposiciones  relativas  a  los  empleados  admi- 
nistrativos i  a  los  científicos,  i  se  ñjan  las  atribuciones 
con  mas  minuciosidad,  porque  tratándose  de  con- 
ciliar la  responsabilidad  con  el  buen  desempeño  de 
un  empleado,  no  hai  otro  medio  mejor  que  el  de  detallar 
con  precisión  i  claridad  sus  atribuciones  o  poderes,  aun- 
que se  caiga  en  el  peligro  de  dar  a  la  lei  el  carácter  de 
un  reglamento. 

Las  modificaciones  que  en  este  proyecto  se  hacían  al 
que  pendiai  estaba  encarpetado  en  las  Cámaras  lo  r^ 
fundian  completamente  en  seis  títulos  i  lo  estendian  a 
muchos  puntos  que  aquel  no  tocaba.  Pero  en  él  no  apa- 
recía la  dirección  centralizada. 


Para  dar  uniformidad  al  réjimen  de  las  casas  de  prés- 
tamos sobre  prendas  i  hacer  efectivas  las  disposiciones 
del  Código  Penal,  evitando  los  abusos  que  denunció  en 
el  Senado  VicuñaMackennaensu  interpelación  relativa 
a  las  autoridades  de  Linares,  he  sometido  al  Consejo  de 
Estado,  en  consulta,  un  proyecto  que  he  formulado  con 
el  oficial  mayor  del  Ministerio,  sobre  los  que  antes  ha- 
bian  propuesto  al  Gobierno  los  intendentes  de  Santiago 
i  de  otras  provincias.  El  proyecto  es  defectuoso,  pero 
confio  en  que  se  perfeccionará,  prometiéndome  tomar 
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parte  en  la  discusión,  teniendo  muí  presente  las  obser- 
vaciones que  se  le  han  hecho  por  la  prensa  ', 


Del  mismo  modo,  he  prestado  atención  al  denuncio 
hecho  en  la  Cámara  de  Diputados  sobre  el  abuso  que  se 
ha  hecho  de  los  pasajes  i  pases  libres  en  los  ferrocarri- 
les, i  espedí  el  26  del  presente  diciembre  el  decreto  que 
prohibe  el  trasporte  gratuito  de  carga,  limitándolo  a  los 
objetos  de  propiedad  fiscal,  i  que  limita  en  favor  de  los 
empleados  púbhcos^  que  solo  viajen  en  comisión  del  ser- 
vicio, las  órdenes  de  pasaje  libre,  que  pueden  darse  se- 
gún el  decreto  de  20  de  abril  de  1872, 

Mucho  he  estudiado  i  discutido  la  administración  de 
los  ferrocarriles  para  enmendar  abusos  e  introducir  las 
economías  que  se  han  adoptado  en  la  discusión  del  pre- 
supuesto. Una  de  las  que  tenia  en  vista  el  Ministro  de 
Hacienda  consistía  en  la  supresión  de  un  tren  de  pasaje- 
ros en  el  de  Valparaíso;  pero  el  resultado  de  los  informes 
recojidos  me  hizo  abstenerme  de  adoptarla.  Mi  resolu- 
ción, que  contrarió  mucho  al  Ministro,  como  al  Presi- 
dentCj  i  que  fué  agriamente  censurada  por  los  amigos 
políticos  de  aquél,  estaba  justificada  por  los  informes 
del  consejo  i  empleados  superiores  del  ferrocarril,  infor- 
mes que  se  publicaron  en  El  AraucafW  del  28  de  no- 
viembre de  1876. 


Finalmentej  tratando  de  aprovechar  los  servicios  de 
M.  Pissisj  que  a  su  vuelta  de  Europa,  adonde  fué  en  co- 
misión del  servicio,  se  ha  encontrado  sin  colocación  por 


I  Esta  ordenania  se  promulgó  el  i,«*  de  setiembre  de  tS^;,  Boletín  de  las 
l,£Y£S,  lib,  45,Búm.  257  i  se  insertará  mas  adelante. 


haberse  suprimido  su  sueldo  del  presupuesto;  i  teniendo 
el  propósito  de  encargarle  una  esploracion  científica 
para  estudiar  los  depósitos  de  salitres  i  guano  del  desier- 
to de  Atacama,  espedí  los  decretos  de  14  i  15  de  noviem- 
bre, estableciendo  en  la  oficina  de  estadística,  para 
mientras  reorganizo  el  cuerpo  de  injenieros  civiles,  una 
sección  de  jeografía.  El  objeto  i  plan  que  me  propongo 
aparecen  en  los  decretos  que  se  rejistran  en  el  Boletín 
de  las  Leyes  y  libro  44,  núms.  255  i  258* 

Creo  de  gran  necesidad  la  cooperación  del  distinguido 
naturalista  Pissis  al  pensamiento  que  mantengo  de  fo- 
mentar las  industrias  minera  i  salitrera  en  la  parte  que 
nos  corresponde  en  el  desierto  de  Atacama,  a  cuyo  fin 
presenté  al  Senado,  siendo  individuo  de  esa  Cámara, 
una  moción  en  la  sesión  de  16  de  agosto  de  este  año.  He 
notado  que  este  gran  pensamiento  ha  sido  recibido  con 
desden  i  hasta  con  disgusto,  pues  no  solo  no  ha  mereci- 
do ni  una  palabra  de  la  prensa  de  Santiago,  sino  que  el 
Senador  de  Atacama,  don  Pedro  León  Gallo,  votó  en 
contra  de  su  aceptación  jeneral  en  el  Senado,  para  que 
pasase  a  comisión,  i  lo  hizo  de  tal  manera,  que  podria 
creerse  que  su  Voto  era  la  palabra  de  orden  para  los  ra- 
dicales. Solo  El  Deber  de  Valparaíso  i  los  papeles  de 
Antofagasta  i  deChañaral  han  manifestado  que  lo  com- 
prenden, sobre  todo  estos  últimos,  que  le  han  dedicado 
bien  pensados  artículos,  i  en  Chañaral  se  ha  celebrado 
un  mítin^que  ha  nombrado  una  comisión  para  estudiar- 
lo. He  aquí  ese  proyecto: 
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MOCIÓN  PRESENTADA  AL  SENADO  EN  SESIÓN  DE  7  DE 
AGOSTO  DE  1876  SOBRE  ELECCIÓN  DE  DOS  NUEVOS 
DEPARTAMENTOS  EN  EL  TERRITORIO  DEL  NORTE  DE 
LA  PROVINCIA  DE  AT ACAMA. 


Es  incuestionable  la  necesidad  en  que  el  pai?^  se  en- 
cuentra de  fomentar  sus  antiguas  industrias  i  de  facili- 
tarles nuevos  desarrollos  para  aumentar  su  producción, 
i  saldar  con  ellas  el  valor  de  las  importaciones,  o 
excederlOj  si  es  posible;  a  fin  de  evitar  los  conflictos  que 
nacen  de  consumir  mas  de  lo  que  se  produce  o  de  las 
contínjenciasen  la  demanda  estranjera  de  algunos  de 
los  artículos  de  nuestra  industria. 

La  industria  minera^  que  hace  poco  tiempo  concurría 
con  las  seis  séptimas  partes  de  nuestras  esportaciones, 
apenas  concurre  hoi  con  la  mitad;  i  esta  decadencia  nos 
ha  traído,  entre  otros  perniciosos  resultados,  la  pérdida 
de  mas  de  cincuenta  i  ocho  mil  obreros  de  la  minería 
que,  según  la  noticia  preliminar  del  último  censo  de  la 
República,  han  ido  a  buscar  trabajo  en  las  costas  de  Bo- 
livia  i  del  Perú,  sin  embargo  de  que  tenemos  la  princi- 
pal porción  del  desierto  de  Atacama,^  con  iguales  si  no 
mayores  riquezas  que  las  que  posee  aquel  litorah 

A  llenar  en  parte  aquella  necesidad,  está  destinado  el 
siguiente  proyecto  de  tei,  que  tengo  el  honor  de  presen- 
tar, habiéndolo  formado,  según  mis  conocimientos  prác- 
ticos i  los  datos  fidedignos  que  me  he  proporcionado,  a 
fin  de  levantar  de  su  postración  nuestra  industria  mi- 
nera i  de  reponerla  en  la  posesión  de  una  valiosa  produc- 
ción, que  últimamente  ha  perdido,  por  haberla  buscado 
en  otro  centro- 

Artículo  primero.  Se  erijen-dos  nuevos  departa- 
ntos  en  el  territorío  del  norte  de  la  provincia  de  Ata- 
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El  primero,  que  se  denominará  departamento  del  Fu- 
lar, se  estiende  en  toda  la  parte  del  territorio  chileno 
comprendido  entre,  el  paralelo  24  de  latitud  sur,  que 
corre  a  dos  i  medio  kilómetros  al  norte  del  volcan  apa- 
gado del  Púlar,  i  una  línea  que  jirará  desde  Punta 
Grande,  en  la  costa,  hasta  el  límite  oriental  de  la  Repú- 
blica. 

El  segundo,  que  se  denominará  departamento  de  Cha- 
ñaral,  se  estiende  desde  la  línea  de  Punta  Grande  hasta 
la  otra  línea  al  sur,  que  correrá  desde  la  punta  de  Infie- 
les, en  la  costa,  hasta  el  mismo  límite  oriental,  quedan- 
do separado  por  esta  línea  de  los  departamentos  de  Cal- 
dera  i  de  Copiapó. 

Art.  2P  El  gobernador  del  departamento  del  Púlar 
tendrá  un  sueldo  anual  de  cuatro  mil  pesos,  i  el  del  de- 
partamento de  Chañara!  el  de  dos  mil  quinientos  pesos. 

Art.  3.0  La  capital  del  departamento  del  Púlar  será 
una  población  que  se  fundará  en  la  caleta  del  Cobre,  o 
en  el  paraje  mas  inmediato  al  paralelo  24,  en  que  se  ha- 
lle un  embarcadero,  i  que  tenga  acceso  fácil  al  territorio 
interior. 

La  capital  del  departamento  de  Chañaral  será  el  pue- 
blo de  este  nombre,  situando  su  embarcadero  en  Playa 
Blanca. 

Ambas  capitales  serán  puertos  mayores. 

Art.  4.0  Son  libres  de  todo  derecho  de  importación 
los  instrumentos  i  sustancias  químicaSj  las  máquinas  i 
herramientas,  el  acero,  hierro,  madera,  ladrillos,  baldo- 
sas i  cimientos  que  se  introduzcan  por  ambos  puertos  con 
destino  a  la  esplotacion  i  a  la  elaboración  de  productos 
de  las  minas,  saütreras,  depósitos  de  bórax  i  otros  bora- 
tos, i  de  todas  las  materias  que  se  enumeran  en  los  ar- 
tículos 2.0  i  3.0  del  Código  de  Minería. 

Igualmente  serán  Ubres  de  todo  impuesto  nacional 
en  su  esportacion  los  productos  en  bruto  o  elaborac 
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de  todas  estas  esplotaciones  que  se  estraigan  por  los 
mencionados  puertos 

Sin  embargo,  estos  productos  serán  gravados,  al  tiem- 
po de  su  salida,  con  cinco  centavos  en  cada  quintal  mé- 
trico, a  beneficio  de  los  fondos  municipales  del  respec- 
tivo departamento,  sin  que,  mientras  subsista  este 
impuesto^  puedan  gravarse  con  ninguno  los  artículos 
de  bastimento  de  las  poblaciones  urbanas  o  mineras. 

Aet.  5.^  Se  autoriza  al  Presidente  de  la  República 
por  el  término  de  tres  años  para  que  invierta  hasta  tres- 
cientos mil  pesos  en  muelles  marítimos  i  edificios  fisca- 
les en  ambos  puertos;  i  para  que  ausilie  a  los  pobla- 
dores, que  durante  el  primer  año  se  sitúen  en  la  capital 
del  Púlar,  con  maderas  i  clavazón  para  constniir  sus 
habitaciones,  i  con  agua  potable;  i  para  que  les  ceda  el 
dominio  de  los  sitios  de  la  ciudad,  todo  conforme  a  un 
plano  i  reglamento  que  se  publicarán  al  fundar  la  po- 
blación, 

Art,  6.0  Las  sustancias  enumeradas  en  el  artículo 
¿P  del  Código  de  Minería,  que  se  encuentran  en  el  te- 
rritorio de  los  dos  departamentos,  pertenecen  a  la  mu- 
nicipalidad respectiva,  la  cual  podrá  concederlas  a  par- 
ticulares, en  la  estension  i  bajo  las  condiciones  que  se 
determinen  en  contratos  celebrados  al  efecto,  sin  ne- 
cesidad de  aprobación  superior. 

Mientras  no  exista  municipalidad,  estos  contratos 
serán  celebrados  por  la  comisión  de  alcaldes  que  haga 
sus  veces,  según  las  reglas  que  dicte  el  Ejecutivo. 

Las  guaneras  i  las  hulleras  que  se  encuentren  en  el 
mismo  territorio  pertenecen  al  Estado,  i  él  podrá  conce- 
derlas en  la  misma  forma,  con  arreglo  a  las  leyes. 

Art.  7,0  Los  depósitos  de  salitre,  de  bórax  i  otros 
boratos  que  existen  en  el  mismo  territorio  son  denuncia- 
bles,  i  su  rejistro,  su  posesión  i  propiedad  se  re j  irán  por 
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las  disposiciones  del  Código^ de  Minería,  salvo  la  modi- 
ficacion  del  artículo  siguiente, 

Art.  8.0  Cada  pertenencia  de  los  depósitos  dichos 
constará  de  sesenta  hectáreas,  i  se  concederán  a  los  des- 
cubridores las  que  les  correspondan  con  arreglo  al  ar- 
tículo 26  del  citado  Código,  entendiéndose  que  el  des- 
cubrimiento esté  en  un  criadero  regular  en  capa  o  man- 
to, i  trazándose  las  pertenencias  en  la  forma  determi- 
nada por  el  artículo  84  del  mismo  Código,  sin  embargo 
de  que  éstas  podrán  tener  una  lonjitud  de  mas  de  tres 
cientos  metros. 

Verificada  la  mensura,  la  pertenencia  no  incurrirá  en 
despueble,  si  se  obtuviere  un  plazo  improrrogable  para 
establecer  máquinas  de  beneficio,  concediéndolo  el  juez 
competente  con  conocimiento  de  causa;  i  cumplido  que 
sea,  la  esplotacion  se  hará  con  arreglo  al  Código,  aunque 
no  se  beneficien  los  productos  por  cuenta  de  su  dueño- 

Art.  gP  Los  habitantes  de  todos  los  minerales  i  los 
de  las  nuevas  poblaciones  que  se  funden  en  los  dos  de- 
partamentos, gozarán  de  la  exención  de  diezmos,  alca- 
balas i  patentes,  que  concede  el  artículo  4.^  de  la  lei  de 
18  de  noviembre  de  1845. 

El  Presidente  de  la  República  prestará  a  estos  últi- 
mos los  ausilios  que,  conforme  a  la  citada  leí,  puedan 
facilitar  su  establecimiento  en  las  poblaciones;  i  dictará 
ademas  las  medidas  necesarias  al  cumplimiento  de  la 
presente,  i  las  que  fueren  conducentes  a  mantener  allí 
la  seguridad  i  la  fácil  comunicación  entre  todos  los  cen- 
tros habitados  en  los  dos  departamentos,  así  como  la 
de  éstos  con  la  capital  de  la  provincia  i  con  el  resto  de 
la  República — Santiago,  7  de  agosto  de  1876» — José 
Victorino  Lastarria. 


/A 


-  107  — 

Aunque  en  la  moción  aparece  únicamente  el  propó- 
sito de  favorecer  la  industria  i  el  comercio,  envolvía,  sin 
embargo  ella  un  pensamiento  político  de  trascendencia 
que  cuidé  de  esplicar  verbalmente  a  los  senadores.  Me 
era  conocida  la  tenacidad  con  que  el  gobierno  del  Perú 
se  consagraba  a  monopolizar  la  industria  salitrera,  que 
hasta  entonces  era  libre  en  el  deparmento  de  Tara  pa- 
ca, i  la  cual,  monopolizada  en  favor  del  Estado^  saldría 
del  poder  de  los  estranjeros  i  pasaría  a  reemplazar  las 
ganancias  que  éste  sacaba  de  la  esplot ación,  ya  decaden- 
te, del  guano.  Aquel  gobierno  no  reparaba  en  medios 
para  realizar  su  es t raña  empresa,  que  no  solo  era  anti- 
económica, sino  contraria  ala  riqueza  nacional;  pues  no 
se  miraba  en  atrepellar  los  intereses  particulares  causan- 
do enormes  pérdidas  a  los  capitalistas  de  Valparaiso 
que  especulaban  en  salitres,  sino  que  se  empeñaba  acti- 
vamente en  obtener  del  gobierno  de  Bolivia  que  le  ce- 
diera los  salitrales  de  ese  pais,  si  no  adhería  por  su  parte 
al  propósito  de  monopolizarlos  por  su  cuenta  para  espe- 
cular oficialmente  en  unión  del  Perú,  Si  este  plan  se  con- 
sumaba, el  interés  fiscal  de  ambos  gobiernos  tenia  que 
consagrarse  a  arruinar  la  industria  salitrera  de  Chile. 
que  tarde  o  temprano  tenia  que  sur j ir,  desde  que  se  des- 
cubrieran los  yacimientos  de  esa  sustancia  que  habia 
en  nuestro  desierto,  i  quí»  yo  conocia  personalmente, 
por  lo  cual  era  indispensable  que  nos  adelantáramos  a 
facilitar  su  descubrimiento. 

No  solo  eso,  sino  que  el  proyecto  entrañaba  otro  pen- 
samiento eminentemente  político;  en  primer  lugar, 
porque  Chile  necesitaba  ampliar  los  horizontes  de  sus 
viejas  industrias j  para  producir  mas  i  evitar  al  mismo 
tiempo  la  llamada  cuestión  social  del  salario,  el  cual  se 
hallaba  en  chocante  desproporción  con  el  aumento  de 
'  ■  de  los  medios  de  subsistencia;  i  en  segundo  lugar, 
Le  envolvía  la  satisfacción  de  una  necesidad  urj  ente, 


—   108  — 

cual  era  la  de  ocupar  la  costa  del  desierto,  fundando 
centros  de  población  en  los  puertos  conocidos,  i  espe- 
cialmente en  el  que  se  hallase  mas  próximo  al  de  Antof  a- 
gasta,  para  atraernos  la  población  chilena  que  llevaba 
allí  sus  capitales,  i  establecer  una  salida,  en  la  costa 
nuestra,  a  los  productos  de  Caracoles,  independizán- 
donos de  la  aduana  bohviana. 

Aunque  mis  confidencias  no  producian  impresión, 
fueron  sin  duda  atendidas  por  la  comisión  de  gobierno 
que  informó  sobre  el  proyecto,  apreciando  su  importan- 
cia industrial,  i  reconociendo  «que  su  autor  prestaba  un 
verdadero  servicio  a  la  RepúbHca,  al  someter  al  conoci- 
miento del  Senado  un  asunto  tan  interesante  como 
oportuno».  Mas  la  comisión  refundió  en  otro  el  proyecto 
para  «limitar  su  acción,  decia,  a  una  esfera  puramente 
práctica  i  de  aplicación  fácil,  inmediata  i  poco  costosas, 
creyendo  evitar  lo  que  tenia  de  iluso  con  estas  modifica- 
ciones: I.*  crear,  en  lugar  de  dos  departamentos  admi- 
nistrativos, un  vasto  territorio  de  colonización;  2.»  su- 
primir todos  los  gastos  i. mejoras  locales  que  contenía^ 
i  3.*  conservar  la  cabida  de  cuarenta  i  ocho  hectáreas 
que  se  concedían  a  las  pertenencias  de  salitres,  boratos 
i  demás  sustancias  análogas,  i  no  acceder  a  las  sesenta 
que  proponía  el  proyecto. 

El  proyecto  de  la  comisión  no  mereció  de  la  prensa 
mas  atención  que  el  orijinaL  Solo  El  CaracoUno  de 
Antofagasta  se  dedicó  a  refutarlo,  i  sus  artículos  no  fue- 
ron reproducidos  en  la  capital  ni  en  Valparaiso.  Desde 
el  22  de  agosto,  en  que  apareció  aquel  informe,  perdí  to- 
da esperanza  de  ver  aceptado  mi  pensamiento;  pero  des- 
de mi  ingreso  en  el  Ministerio  no  he  perdido  ocasión  de 
demostrar  al  Presidente  i  a  mis  colegas  las  ventajas  del 
proyecto.  Ellos  comprendieron  desde  luego  la  necesidad 
en  que  la  crisis  de  la  Hacienda  Pública  i  la  situación 
industrial  nos  ponian  de  abrir  nuevos  horizontef  ** 
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industria  minera,  que  con  tantos  valores  contribuye  al 
comercio  de  espiirtacion;  i  prestaban  aquiescencia  al 
testimonio  que  yo  les  daba  de  las  riquezas  de  nuestro 
desierto,  asegurándoles  que,  aun  sin  contar  con  la  in- 
dustria salitrera  que  estaba  por  iniciarse^  bastarían  pa- 
ra mejorar  la  situación  las  minas  de  cobre,  de  plata  i  de 
oro  que  se  descubrirían  allí,  desde  que  pobláramos  las 
costas  i  habilitáramos  caminos  al  interior.  El  Presiden- 
te me  invitaba  a  que  consiguiera  que  el  Senado  se  ocu- 
para en  mí  proyecto,  í  al  fin  logré  que  lo  hiciera  en  la 
sesión  del  15  de  diciembre^  en  la  cual  fué  rotundamen- 
te prorrogado^  aplazado  para  siempre,  a  proposición  del 
Senador  de  Atacama  precisamente,  apoyada  con  un  ca- 
lor digno  de  mejor  causa  por  Varas,  que  entonces  era 
Senador  por  Coquimbo. 

Poco  había  que  esperar  desde  que  los  representantes 
de  las  dos  provincias  que  sirven  de  centro  a  la  industria 
minera  hablan  fulminado  su  reprobación  contra  el  pro- 
yecto. Mas,  afortunadamente,  ya  desde  octubre  habia 
yo  conseguido  del  Ministro  de  Marina  que  diera  órdenes 
a  la  corbeta  .4  6/ao,  de  guarnición  en  Mejillones,  para  que 
emprendiera  una  esploracion  de  las  costas  comprendi- 
das entre  el  paralelo  24,  nuestro  límite  divisorio  con  la 
república  de  Bolivia  i  la  caleta  del  Cobre,  para  buscar 
un  puerto  que  reuniera  las  condiciones  siguientes:  tene- 
dero seguro  i  abrigado,  planes  para  formar  una  pobla- 
cdon  i  acceso  al  interior  del  desierto  por  medio  de  alguna 
quebrada  que  pudiera  habilitarse  para  el  tráfico  a  poco 
costo.  Escribí  las  instrucciones  que  debia  observar  la  es- 
pedición  marina  i  fijé  la  caleta  del  Cobre,  porque  tenia 
datos  para  creer  que  en  sus  inmediaciones  habia  un 
puerto  como  el  que  se  deseaba,  a  pesar  de  que  me  ne- 
gaban la  existencia  de  tal  puerto  los  marinos  a  quienes 
había  consultado j  el  intendente  de  Atacama  i  otras 
s    de  Copiapó.  En  efecto,  tenian  razón  para 
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su  negativa,  porque  la  única  esploracion  marítima  que 
se  habia  hecho  en  la  costa  del  desierto  era  la  de  la  Jane- 
queo,  desde  noviembre  de  1853  hasta  enero  de  1854;  i 
el  comandante  Escala,  que  habia  dado  cuenta  de  ella 
en  nota  del  24  de  ese  mes,  publicada  en  la  Memoria  de 
Marina  presentada  al  Congreso  en  aquel  ano,  describia 
solamente  las  caletas  de  Chañarais  de  Taltal,  de  Papo- 
so,  del  Cobre,  de  la  Chimba,  hoi  Antofagasta  i  de  Meji- 
llones, sin  decir  tma  palabra  de  la  de  Remiendos,  que, 
según  mis  noticias,  era  un  puerto  inmediato  al  Co- 
bre i  formado  por  una  península,  que  los  marinos  seña- 
laban i  marcaban  con  el  nombre  de  isla  Blanca,  un  poco 
aJ  norte  de  la  punta  de  Remiendos,  Yo  habia  adqurido 
estas  noticias  por  mineros  cateadores  que  habían  reco- 
rrido aquellos  lugares,  entre  los  cuales  el  mas  respetable 
era  don  Secundino  Corvalan;  i  para  valerme  de  sus  co- 
nocimientos prácticos,  escribí  a  Sutil  i  a  otros  residen- 
tes en  Antofagasta,  que  también  los  tenían,  rogándoles 
que  se  asociaran  a  la  espedicion. 

Al  mismo  tiempo  agregué  a  la  espedicion  a  los  injeníe- 
ros  PlazoUes  iSierraltaj  del  cuerpo  de  injenieros,  i  les  di 
las  instrucciones  con^^enien tes,  sobre  todo  para  que  exa- 
minasen las  condiciones  terrestres  i  las  de  la  via  que  era 
necesario  abrir  para  el  interior  del  desierto,  desde  el  puer- 
to que  se  hallara  con  los  requisitos  deseados.  De  todas 
maneras,  si  la  esploracion  no  nos  ponía  en  posesión  de  un 
puerto  inmediato  al  de  Antofagasta,  para  atraernos  la 
población  i  el  comercio  que  se  situaba  en  este  centro  bo- 
liviano, quedábanos  el  excelente  puerto  de  Taltal  para 
realizar  tan  vasta  empresa. 

Emprendida  la  espedicion  desde  Mejillones,  donde 
estaba  el  Abtao  de  estación,  el  26  de  octubre,  terminó 
con  la  mayor  feücidad  el  17  de  noviembre,  habiendo  ha- 
llado la  península  Blanca  o  de  los  Cangrejos  i  en  ella  un 
puerto  seguro,  con  ancha  playa  para  una  poblacir*^ 
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dos  tercios  de  legua  al  norte  una  gran  quebrada  para 
camino  al  interior^  la  cual  terminaba  en  la  costa  por  un 
salto  o  tajo  de  veinte  metros,  que  podia  salvarse,  llevan- 
do la  senda  desde  el  puerto  al  salto  por  el  pié  del  cerrOj 
con  una  suave  gradiente.  Así  aparece  detallado  en  los 
informes  del  comandante  del  Ahtao^  fechados  el  25  de 
no\áembre;  en  el  de  Plazolles,  el  28,  i  en  el  de  Sierraltaj 
el  29  del  mismo. 

Mas,  a  propósito  de  este  pequeño  descubrimiento, 
tuve  que  notar  las  mismas  debilidades  de  siempre  en 
nuestra  pobre  humanidad.  Todos  se  olvidaron  de  que 
en  mis  comunicaciones  señalé  siempre  como  lugar  fijo 
en  que  debia  hallarse  el  puerto,  la  isla  o  península  Blan- 
ca, situada  a  inmediaciones  de  la  punta  de  Remiendos, 
i  que  consecuente  con  esta  indicación,  había  estimulado 
a  que  se  embarcasen  i  siguiesen  la  espedicion  a  Corva- 
lan  i  los  demás  que  la  acompañaron  i  la  llevaron  a  aquel 
punto.  El  comandante  áelAbtao  dijo  en  su  informe  que 
debia  haber  dado  por  terminada  su  espedicion  en  la  ca- 
leta del  Cobre,  i  que  si  había  seguido  ocho  millas  mas 
al  sur,  era  porque  en  Antofagasta  le  habian  informado 
que  allí  encontraría  la  buena  caleta  de  Remiendos,  Uno 
de  los  injenieros  reputó  esto  como  una  cstralimitacion 
de  las  instrucciones^  sin  embargo  de  que  ellas  precisa- 
mente indicaban  aquel  punto^  i  trató  de  escasarla.  Los 
marinos  mas  respetables  sostuvieron  que  ya  conocian 
deantemanoesepuertOjCl  cual  no  tenia  nombre  ni  mar- 
ca en  las  cartas^  i  al  que  ellos  daban,  después  de  descu- 
bierto, según  las  instrucciones  ministeriales,  el  nombre 
de  la  Punta,  equivocándolo  i  llamando  a  ésta  Remien- 
das^ según  la  errata  de  las  cartas  de  Fitz-Roy^  errata  que,^ 
me  ha  costado  después  correjir,  hasta  que  tuve  la  idea  de 
dar  a  este  puerto  el  nombre  de  Blanco  Encalada  ^  Era 

'  *  ^  Tima  vea  babiamoi  confrontado  antea  las  cartas  de  Fiti-Roy  con  laa 
T>^dicÍaD  de  la  Des^vhitHa  i  la  Airmida  que  aquel  vino  a  vedfícar.  i 
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necesario  que  hasta  semejantes  puerilidades  vinieran  a 
rebajar  el  mérito  de  mi  grande  empresa.  Tengo  la  aspi- 
ración de  llevarla  adelante  hasta  completarla,  por  mas 
que  se  sonrian  los  politiqueros,  que  la  suponen  ilu- 
soria. 

Pero  lo  que  no  puedo  es pli carme  favorablemente  es 
que  por  olvidarme  a  mí,  la  prensa  de  Santiago  i  de  Val- 
paraíso no  haya  dicho  una  palabra  de  aquel  aconteci- 
miento tan  importante  para  la  industria,  limitándose 
algunos  diarios  a  trascribir  los  informes  del  Abtao  i  de 
los  injenieros,  cuando  las  medidas  mas  insignificantes 
de  los  otros  ministerios  les  arrancan  aplausos.  Esto  me 
preocupa  porque,  hallando  en  tal  situación  una  mues- 
tra de  la  desconfianza,  o  tal  vez  de  la  aversión  que  ins- 
piro a  los  partidos,  no  se  puede  dejar  de  reconocer  que 
no  soi  el  hombre  a  propósito  para  unir  i  uniformar  a  los 
círculos  liberales,  i  temo  fracasar  en  este  objeto  de  mi 


nos  habíamos  admirado  de  que  casi  todas  Las  variantes,  principalmente  en 
las  coatas  de  Chile,  consistiao  en  erratas  de  nombres,  diciendo,  por  ejemplo, 
Punta  de  LaveUa  por  Lavaba f  Punta  de  Rsmifnda^  por  Reniiendús,  etc.  Las 
cartas  de  la  espedicion  de  Malaspina,  desde  el  estrecho  de  Magallanes  al  de 
Bering,  fueron  construidas  por  don  José  de  Espinosa  i  Tello,  *el  iaimítable  en 
la  construcción  de  cartas,  de  las  que  legó  un  sinnúmero  de  poten  tosa  exac- 
titud, i  cuyo  saber  pregonan  el  reconocimiento  que  hko  de  los  canales  de 
Nutbea  i  de  los  mares  de  la  Inilía,  i  años  después  lasestensas  Metnofias  que 
dio  a  luí  siendo  primer  derector  del  Depásito  Hidrográfico*,  como  dice  el 
ilustrado  marino  Novo  i  Colson,  en  la  introducción  de  la  primera  edioiori 
del  Viaje  PoHíígq- Científico  de  aquellas  corbetas,  (Madrid  1855),  Las  cartas 
déla  espedicion  de  Malaspina  fueron  publicadas  por  los  años  1824  por  el 
almirantazgo  británico,  al  que  las  babia  vendido  Espinosa:  i  tanto  en  ellas, 
como  en  las  de  Fitz-Koy,  i  en  los  informes  deí  comandante  Escala,  de  la 
JanequeOf  figuraba  cerca  de  Remiendos  la  Lsla  Blanca;  i  sabiendo  el  que  esto 
escribe,  por  los  cateadores  del  desierto,  que  esa  era  una  península,  indujo 
que  allí  debia  de  habar  al  menos  un  seno  marítimo  que  podría  servir  de 
puerto,  para  que  Chile  pudiera  habilitar  uno  en  las  pro:dmidade,q  de  Auto* 
fagasta,  i  con  arreglo  a  esta  indiiccion.  dio  sus  intrucciones  a  U  aspediciáii 
ác\  Abtao. 
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poMtica.  Sin  duda  es  cierto  lo  que  me  dicen  algunos 
amigos  francoSj  de  que  no  he  de  conseguir  eso,  porque 
no  tengo  círculo,  a  causa  de  que  la  rijidez  de  mis  doctri- 
nas i  la  aspereza  de  mis  maneras  me  enajena  las  simpa- 
tías de  todos». 


^TARRIA^VOL,  V! 


Notas   del   « Diario  >   del    Ministro   del  Inte- 
rior en  los  cinco  primeros  meses  de  1877 


^Van corridos  los  dos  primeros  meses  de  este  año,  ha- 
biéndome ocupado  en  enero,  mientras  el  gobierno  pasa- 
ba las  vacaciones  en  Valparaíso,  en  un  estudio  pericial 
del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol,  i  en  inspeccionar  la 
administración  de  las  provincias  que  he  recorrido, 

Habia  partido  antes  de  la  clausura  de  la  sesiones  es- 
traordinariaSj  casi  desencantado  de  mis  propósitos  po- 
líticos, pues  ni  habia  logrado  inspirar  confianza  a  los 
rírculos  liberales  del  Congreso,  ni  habia  conseguido  uni- 
formar a  mis  compañeros  en  un  plan  definitivo  de  go- 
bierno; i  antes  bien,  notaba  que  cada  uno  de  ellos  se  es- 
meraba  en  procurarse  adhesiones  i  en  mantener  las  que 
tenian  en  aquellos  círculos,  sin  hacerlas  servir  al  plan  de 
organización  del  partido.  Este  plan  no  habia  adelanta- 
do un  paso,  desde  que  los  ministros  no  nos  habíamos 
uniformado  en  un  interés  político  i  en  una  doctrina  para 
servirlo,  pues  era  notorio  que  andábamos  diverj entes 
:  z-  la  base  principal,  que  era  la  reforma  de  la  Cons- 

'óon.  Prueba  de  ello  es  que  el  Senador  liberal  don 
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Joaquín  Blest  Gana  había  suscrito  el  informe  de  los  na- 
cionales conservadores  contra  la  reforma  de  los  arts.  40 
i  168,  sin  cuya  enmienda  quedaba  inutilizada  por  com- 
pleto aquella  reforma;  í  lo  habia  hecho,  según  su  propia 
confesión,  porque  algunos  de  los  ministros  se  lo  habían 
aconsejado,  en  la  intelijencia  de  que  ellos  rechazarían 
la  enmienda  de  aquellos  artículos,  porque  solo  el  Minis- 
tro del  Interior  la  deseaba,  siguiendo  sus  ilusiones^  i 
sin  contemplar  que  los  conservadores  tenían  en  el  Sena- 
do mayoría  para  rechazarla.  No  tengo  motivos  de  creer 
falsa  la  aseveración  de  Blest  Gana. 

El  asunto  se  habia  puesto  en  discusión  en  la  sesión 
del  27  de  diciembre  del  Senado,  i  yo  habia  hecho  una 
refutación  del  informe  de  los  conservadores,  la  cual  re- 
produjeron los  taquígrafos  en  el  Boletín^  en  mal  lengua- 
je i  con  errores  i  supresiones,  de  modo  que  nadie,  ni 
mucho  menos  la  prensa  liberal,  se  ocupó  de  mi  discur- 
so ni  en  el  asunto.  Varas  habia  tomado  la  palabra  para 
contestarme,  pero  viendo  que  estaba  la  gran  reforma  en 
peligro,  por  la  frialdad  de  todos  i  la  actitud  que  habían 
tomado  los  ministros,  conseguí  que  en  la  sesión  del  5  de 
enero  se  aplazara  hasta  las  sesiones  ordinarias. 


El  objeto  de  mi  visita  al  ferrocarril  de  Angol  era  co- 
nocer si  convenia  aceptar  la  proposición  que  repetidas 
veces  habían  hecho  los  fiadores  del  constructor,  para 
que  se  les  admitiesen  los  puentes  provisionales  de  ma- 
dera que  éste  había  armado  a  fin  de  facilitar  su  trabajo, 
i  de  los  cuales  se  aprovechaba  para  el  tráfico  que  habia 
establecido,  pues  pretendían  poner  término  al  contrato, 
entregando  la  vía  en  el  estado  en  que  estaba;  muchas 
personas  competentes  creian  mui  conveniente  que  el 
Gobierno  tomase  aquella  construcción  para  comp 
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i  para  esplotar  desde  luego  el  camino.  Emprendí  el  exa- 
men en  unión  de  los  injenieros  del  Gobierno,  de  los  del 
constructor^  i  de  dos  peritos  que  me  asocié,  sin  pagar- 
les su  trabajo,  por  economía.  El  resultado  fué  espuesto 
al  Presidente  de  la  República  en  el  informe  o  esposicion 
que  va  en  seguida: 

ESPOSICION 


QUE  HIZO  EL  MINISTRO  DEL  INTERIOR,  DESPUÉS  DE  SU 
VISITA  AL  FERROCARRIL  DE  CURICÓ  A  ANGOL  I  QUE 
SIRVIÓ  DE  FUNDAMENTO  A  LAS  DISPOSICIONES  QUE 
SE  HAN  DICTADO  SOBRE  LA  CONSTRUCCIÓN  DE  ESTA 
VIA  FÉRREA, 

Santiago^  febrero  6  de  1877. 

Excmo.   señor  Presidente  de  la   República  don 
Aníbal  Pinto. — Viña  del  Mar. 

Tengo  el  honor  de  remitir  a  V.  E.  un  bosquejo  del 
estado  actual  de  la  construcción  del  ferrocarril  de  Cu- 
rico  a  Angolj  en  cumplimiento  de  la  comisión  que  se  sir- 
vió darme  para  visitar  esa  línea. 

Según  el  informe  del  injeniero  Poísson,  pasado  al  Mi- 
nisterio en  21  de  diciembre  último,  importaban  los  tra- 
bajos que  todavía  faltaban  en  el  ferrocarril  de  Curicó  a 
Angol,  en  30  de  noviembre  del  año  pasado,  es  decir,  seis 
meses  después  de  haber  concluido  el  plazo  del  contrato, 
522^413  pesos,  en  esta  forma: 

En  puentes  i  albañales,  en  la  propor- 
ción de  un  18  %  del  presupuesto  mo- 
dificado  • $  X57í376 

Fn  lastre,  en  la  proporción  de  31  %,  -         118,432 
*^staciones,  proporción  de|3i^%s.  142,270 


r 


r- 


rr 
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En  casas  de  camineros,  proporción  de 

28  % 6,979 

Cierro  de  la  línea,  proporción  de  36  %  79^340 

Telégrafo,  el  total , .  18,016 

Total. , .     $  522,413 

El  valor  del  presupuesto  de  lastres 

secciones  de  este  ferrocarril  es. . . .     7.061,308  27 
Inversión  hasta  el  31  de  diciembre  de 

1876 ,     6729,436  16 

Quedaban  por  invertirse $  331,872  11 

El  injeniero,  en  el  informe  de  que  se  hace  mención, 
presuponia,  como  gasto  indispensable  desde  el  30  de  no- 
viembre en  adelante,  la  suma  de  522413  pesos,  i  como 
en  el  mes  de  diciembre  se  decretó  el  pago  de  tres  parti- 
das que  ascienden  a  73,039  pesos  31  centavos,  resulta 
que,  deduciendo,  como  invertida  ya  esta  última  suma, 
queda  reducido  a  449,373  pesos  6g  centavos  el  gasto  que 
hai  que  hacer  desde  el  i.*^  de  enero  de  este  año,  en  los 
trabajos  enumerados  por  el  injeniero. 

Para  atender  a  este  gasto  en  el  presente  año,  no  tene- 
mos mas  que  el  saldo  del  presupuesto  total  autorizado 
por  la  lei,  esto  es,  331,872  pesos  11  centavos,  faltando 
para  enterar  el  presupuesto  de  aquellas  obras  117,501 
pesos  58  centavos. 

Debe  advertirse,  ademas,  que  en  el  mes  de  enero  de 
este  año  se  han  invertido  de  aquel  saldo  83,600  pesos, 
de  modo  que  la  cantidad  disponible  queda  reducida  a 
248,272  pesos  II  centavos. 
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Con  todo,  el  presupuesto  de  las  obras  que  faltaban  a 
la  fecha  del  infoiroe,  tiene  que  sufrir  modificaciones  con 
motivo  del  examen  que  he  hecho  de  la  línea,  por  comi- 
sión de  V,  E-,  durante  el  mes  de  enero  último,  para  es- 
tudiar las  economías  que  es  posible  hacer  en  los  trabajos 
pendientes,  i  para  saber  si  se  pueden  admitir  los  puentes 
provisionales  en  su  estado  actual,  como  lo  proponen 
los  fiadores  del  contratista.  Esas  modificaciones  se  jus- 
tifican por  los  resultados  jenerales  a  que  he  arribado, 
después  de  un  examen  minucioso,  hecho  con  el  ausUio 
de  informes  periciales^  a  la  vista  de  los  objetos,  i  con  los 
datos  de  todo  j enero  que  he  recojido  para  poder  juzgar 
con  acierto,  Voi  a  esponer  lacónicamente  esos  resulta- 
dos, prescindiendo  de  detalles  i  de  informes,  para  que  el 
Gobierno  pueda  formarse  una  idea  clara  del  negocio,  sin 
necesidad  de  repetir  el  trabajo  que  el  infrascrito  ha  te- 
nido que  hacer  para  obtener  aquellos  resultados. 

Uno  de  los  objetos  de  la  \dsita,  como  lo  he  dicho,  ha 
sido  saber  si  se  podrian  admitir  para  el  ser\'icio  regular 
los  puentes  provisionales  construidos  por  el  contratista 
para  la  ejecución  de  su  obra,  los  cuales  sirven  hoi  al  trá- 
fico. 

Según  el  contrato,  no  hai  obligación  de  admitirlos,  i 
según  los  informes  periciales,  tampoco  hai  conveniencia- 

Los  puentes  contratados  primitivamente  debian  ser 
enteramente  de  albafíilería,  pero  en  nota  de  13  de  se- 
tiembre de  1873,  ordenó  el  Gobierno  que  se  construye- 
ran de  estribos  i  machones  de  piedra  con  superstructura 
de  hierro  los  puentes  de  Lontué,  Maule,  A chihueno, Lon- 
gavíy  Perquüauquen^  Nuble ^  Laja  i  Bio-Bio. 

El  injeniero  Poisson  ha  espuesto,  en  nota  de  14  de 

noviembre  de  1876,  que  los  directores  de  la  compañía 

fiadora  del  constructor  obtuvieron  después  del  Gobierno 

que  estos  puentes  fuesen  construidos  de  madera  con 

icter  permanente.  No  hai  constancia  oficial  de  esta 
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variación,  i  sin  embargo  el  injeniero,  en  27  del  mismo, 
aseguró  verbalmente  que  él  habla  estado  presente  en  la 
conferencia  del  señor  Ministro  del  Interior  con  los  seño- 
res de  la  compañía  ñadora^  cuando  se  acordó  aquella 
variación,  la  cual  ya  se  ha  llevado  a  efecto  en  el  Maule, 
Putagan,  Laja  i  Bio-Bio. 

Según  estos  antecedentes  i  respetando  este  último 
acuerdo,  ya  que  se  ha  puesto  en  ejecución,  no  hai  obli- 
gación de  admitir  los  puentes  provisionales  que  hai  so- 
bre aquellos  rios  ni  los  que  existen  sobre  otros  menores, 
donde  rije  la  obügacion  de  hacer  puentes  de  materiales 
de  albañilería  o  mistos,  según  las  especificaciones  del 
presupuesto. 

Con  todo,  hai  otra  variación  que  tomar  en  cuenta, 
cual  es  la  que  en  la  misma  nota  del  14  de  noviembre  in- 
dica el  injeniero  Poisson,  asegurando  que  se  acordó  des- 
pués hacer  los  puentes  de  Longaví  i  Perquilauquen  de 
sistema  misto,  como  el  de  Guaiquillo;  agregando,  en 
nota  de  27  del  mismo,  que  este  acuerdo  fué  celebrado 
por  él  con  el  constructor  Slater  i  aprobado  verbalmente 
por  el  Ministro  del  Interior;  que  los  planos  fueron  entre- 
gados en  15  de  abril  de  1876  i  que  oportunamente  fueron 
conducidos  a  los  sitios  de  estos  puentes  las  \igas  de  liie- 
rroilos  tirantes  de  hierro  para  su  construcción^  estando 
ya  pagados  estos  materiales. 

En  cuanto  a  la  conveniencia  que  habria  de  admitir 
como  definitivos  los  puentes  provisionales,  no  se  puede 
trepidar  en  reconocer  que  ella  es  nula,  desde  que  el  in- 
jeniero del  gobierno  asegura  que  tales  puentes  solo  ten- 
drian  una  duración  de  cinco  años,  i  desde  que  en  el  exa- 
men que  se  acaba  de  hacer,  él  mismo  reconoce,  como 
los  otros  peritos,  que  los  de  Lontuc^  Lircai^  Liguai  {La- 
guna deben  ser  reconstruidos  inmediatamente,  porque 
ofrecen  peligro. 

Si  se  admitieran  puentes  provisionales  para  cinc 


—  1:^1  — 

seis  años,  el  contrato  no  seria  cumplido  ni  lo  serian  los 
acuerdos  posteriores,  que  debemos  respetar,  desde  que 
han  comenzado  a  ser  puestos  en  obra;  i  el  Estado  admi- 
tiría la  Hnea  con  el  gravamen  de  tener  que  hacer  por  su 
cuenta,  i  por  nuevos  contratos,  los  puentes  que  deben 
hacerse  por  el  constructor  según  el  contrato  vi j ente. 

Es  cierto  que  este  gravamen  afectará  también  al  Go- 
bá^rnOj  admitiendo  los  puentes  de  madera  con  carácter 
permanente  que  se  hacen  en  Maule,  Putagan,  Laja  i 
Biobio,  i  que  no  durarán  mas  de  diez  años;  pero  ya  que 
esto  se  hizo  por  resolución  del  Gobierno,  la  cual  aunque 
no  consta  oficialmente,  está  en  ejecución  ^  es  preciso  acep- 
tar lo  hecho;  bien  entendido  que  no  es  conveniente  ni 
justo  someterse  a  esta  variación  del  contrato  en  los  de- 
mas  ríos  a  que  ella  se  refirió ,  porque  ello  seria  admitir 
obras  provisionales  en  lugar  de  construcciones  definiti- 
vas. 

Entretanto,  he  aquí  el  resultado  del  examen  de  los 
puentes,  prescindiendo  de  los  detalles  que  han  servido 
de  antecedentes  para  fijar  su  estado  actual. 


ENUMERACIÓN  DE    LOS    PUENTES  PROVISIONALES 


Lontué. — Para  dejar  en  servicio  por  algún  tiempo 
este  puente,  seria  preciso  ponerle  puntales  que  impidan 
el  movimiento  lateral,  i  reemplazar  por  soleras  de  ma- 
dera las  corridas  de  rieles  que  forman  el  soporte  de  la 
via,  alquitranando  ademas  toda  la  enmaderación.  En 
tal  caso  conviene  mas  construirlo  definitivamente  por 
el  sistema  misto  del  Guaiquillo,  i  su  costo,  según  el  pre- 
supuesto del  injeniero  en  jefe,  será  de  46,000  pesos. 

Lircai. — Está  en  mal  estado.  Se  han  principiado  en 

^mbas  orillas  los  heridos  para  los  estribos  de  un  puente 

^+0,  i  también  se  ha  acopiado  allí  piedra  para  la  obra,  i 
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se  tiene  mucha  cantidad  en  la  cantera.  Por  esto  es  con- 
veniente principiar  desde  luego  la  obra  de  un  puente, 
como  el  de  Guaiquillo,  cuyo  costo  será,  según  presupues- 
to, de  50,000  pesos.  Mientras  se  hace  esta  construcción, 
servirá  el  puente  provisional. 

A chihueno^  Longaví^  Perquilauquen. — Estos  tres 
puentes  provisionales  pueden  quedar  en  servicio,  sin 
necesidad  de  reparaciones  urj  entes,  para  ser  reconstrui- 
dos de  sistema  misto,  como  está  acordado  respecto  de 
los  dos  últimos,  luego  que  se  terminen  las  construccio- 
nes de  los  demás  puentes,  que  no  pueden  quedar  en  el 
estado  en  que  se  hallan.  Entretanto,  convendrá  cons- 
truir en  el  Achihueno  un  dique,  cuyo  costo  calcula  el  in- 
jeniero  en  2,500  pesos  para  dirijir  las  aguas  hacia  todos 
los  claros  del  puente  provisional,  pues  están  desviadas 
ahora  por  obras  hechas  por  un  vecino  en  un  sentido  casi 
paralelo  a  la  dirección  del  puente ,  sobre  la  ribera  del 
norte.  El  costo  de  los  nuevos  puentes,  según  presupues- 
to, sistema  misto,  es 

Achihueno . .     S  50,000 

Longaví  ,,,..........-,,...         57fiOo 

Perquilauquen* . 37,ooo 

Liguai.—Kste  puente  provisional  es  el  que  se  encuen- 
tra en  peor  estado,  i  es  urjente  construirlo  definitiva- 
mente según  el  modelo  del  Guaiquillo.  Su  costo  presu- 
puesto será  de  21 ,000  pesos.  El  puente  provisional  puede 
entonces  aprovecharse  para  trasladarlo  a  medio  ki- 
lómetro mas  al  poniente,  a  fin  de  que  sirva  al  tráfico  del 
camino  público,  sobre  todo  en  las  creces  del  rio,  que 
dejan  incomunicados  con  la  estación  de  Longavi  a  los 
que  viven  al  norte  del  Liguai.  El  camino  mismo  necesi- 
tará en  aquel  punto  un  desvío  para  comunicarlo  con  el 
puente  de  pasaje. 
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Ñ tibie. — Puente  provisional  en  mal  estado,  que  puede 
servir  para  mientras  se  continúa  la  construcción  del  de- 
finitivo, que  ya  tiene  un  estribo  i  que  puede  continuarse 
a  medida  que  haya  fondos.  Este  puente  definitivo  puede 
ser  de  sistema  misto,  i  su  costo  asciende,  según  presu- 
puesto, a  63,000  pesos. 

Guaqui. — Este  puente  provisional,  por  el  estado  de 
sus  maderas  i  la  gran  cantidad  de  rieles  que  le  sirven 
de  soleras,  no  está  en  situación  de  durar  mucho  tiempo; 
pero  el  injeniero  en  jefe  cree  que  su  reconstrucción  no 
es  urjente,  por  ser  mui  bajo  i  por  estar  en  un  rio  que  no 
tiene  ni  grandes  creces  ni  fuertes  corrientes.  Puede  de- 
jarse para  después  su  construcción  definitiva,  la  cual, 
siendo  de  sistema  misto,  costará,  según  presupuesto, 
33,000  pesos. 

Laguna, — En  un  brazo  del  Renaico  que  lleva  este 

nombre,  hai  un  puente  provisional  en  mui  mal  estado,  i 

ü^  se  debe  construir  allí  desde  luego  un  puente  definitivo 

de  sistema  misto,  con  tres  claros  de  diez  metros,  cuyo 

costo  calcula  el  injeniero  Poisson  en  13,000  pesos. 

Renaico, — Este  es  un  puente  mui  elevado,  que  puede 
dejarse  en  servicio  mientras  se  determina  la  construcción 
del  definitivo  de  sistema  misto,  que  costará,  según  pre- 
supuesto, la  suma  de  30,000  pesos. 

Malleco, — ^Este  puente  será  también  de  poca  dura- 
ción, porque  no  está  en  buen  estado.  Pero  su  recons- 
trucción definitiva  puede  postergarse  dejándolo  en  ser- 
vicio. Se  puede  construir  aquí,  según  el  injeniero,  un 
puente  de  arcos  de  albañilería,  cuyo  costo  de  22,000 
pesos  será  menor  que  el  de  otro  de  sistema  misto,  que 
no  seria  necesario  para  las  circunstancias  locales. 

Según  lo  espuesto,  los  puentes  provisionales  se  dis- 
tribuyen en  dos  clases:  los  que  deben  ser  reconstruidos 
inmediatamente,  i  aquellos  cuya  reconstrucción  puede 

stergarse  hasta  que  el  Congreso  vote  las  sumas  nece- 
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Son  los  primeros: 

Lontué $  46^000  % 

Lircai ...       50,000 

Liguai  ,....,__. , , .       21,000 

Laguna .,...« 13,000 

.  * 

%  130,000 

Son  los  segundos: 

Achihueno $  50,000 

Longaví , ,  37,000 

Perquilauquen 37,0Q0 

Nuble , .  63,000 

Quaqui ...,..-.,. 33,000 

Renaico.  .  - , 30,000 

Malleco 22,000 

I  272,000 

Considerando  ahora  en  revista  jeneral  todos  los  puen- 
tes de' la  línea,  resulta  lo  siguiente: 

PRIMERA   SECCIÓN 

Guaiquülo. — Construido  de  sistema  mismo.  Puede 
ahorrarse  la  baranda,  que  no  es  indispensable, 

Pirgüin, — Construido  de  sistema  misto.  Puede  aho- 
rrarse la  baranda,  que  no  es  indispensable. 

Rioseco. — ^Construido  de  sistema  misto*  Puede  aho-  í 

rrarse  la  baranda,  que  no  es  indispensable.  ■ 

Claro, — De  albañileria  con  arcos  i  concluido. 

Pangue. — Concluido,  sistema  misto,  i 

Maule. — Construido  de  madera,  carácter  permaii 
tew  Falta  solo  la  baranda. 


Puíagan. — Construido  de  madera,  carácter  perma- 
nente. Falta  solo  la  baranda. 

Lontíd, — Por  construirse  definitivamente. 

Lircm,~VoT  construirse  definitivamente. 

Quüipin. — En  construcción,  de  sistema  misto;  tiene 
solo  un  estribo. 

En  esta  sección  faltan  noventa  i  ocho  albañales  i 
puentes  pequeños, 

SEGUNDA  SECCIÓN 


Achihueno.—Pz^rdL  construirse  definitivamente* 
Longaiíí,— Para  construirse  definitivamente. 
Perquüauquen, — Para  construirse  definitivamente. 
Nuble. — Para  construirse  definitivamente. 
Membrillo. --Construido,  sistema  misto. 
Bídli. — Construido,  sistema  misto. 
Liguai. — Por  construirsej  urjentemente. 
Faltan  como  cuarenta  albañales  i  puentes  pequeños. 

TERCERA  SECCIÓN 

Laja. — Construido  de  madera,  carácter  permanente. 
Falta  un  dique  para  dirijir  las  corrientes  al  puente^ 
desviándolas  de  la  calzada  de  700  metros  que  se  ha  he- 
cho. 

Guaqui, — Provisional,  para  construirse  después. 

BioBio, — Principian  a  clavar  pilotes  para  cons- 
truirlo de  madera,  carácter  permanente.  Su  costo  será 
61,000  pesos. 

Lagunas, ^Prtb,  construirse  ur  jen  teniente. 

Renaico  i  Malleco. — Para  construirse  después.  Son 
provisionales. 
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ESTACIONES 


Aunque  estaban  concluidas  en  su  mayor  parte  las 
construcciones  de  esta  especie,  se  ha  estudiado  el  modo 
de  hacer  algunas  economías  en  las  que  aun  no  se  han 
iniciado  o  completado.  Estas  obras,  que  faltan  en  una 
proporción  de  31  por  ciento  respecto  del  presupuesto 
primitivo  según  el  injeniero  en  jefe,  demandan  un  gas- 
to de  142,270  pesos,  i  las  economías  consultadas  con  el 
acuerdo  de  dicho  injeniero,  pueden  subir  a  66,000  pe- 
sos, ajustándose  los  trabajos  a  las  indicaciones  siguien- 
tes: 

Lontué, — Distando  la  estación  de  este  nombre  ocho 
kilómetros  de  Cuneó  i  solamente  seis  de  la  estación  de 
Molina,  sin  comunicación  alguna  con  los  predios  que 
están  afuera  de  aquel  en  que  se  halla  situada,  es  nece- 
sario suprimirla,  tanto  para  ahorrar  gastos  que  no  ^ 
serian  de  provecho  a  los  habitantes  déla  comarca,  cuan- 
to para  evitar  la  cuestión  que  suscita  el  dueño  del  fun- 
do, a  quien  esclusivamente  seria  por  ahora  útil^  negán- 
dose a  ceder  el  terreno  necesario  para  el  camino  de  cir- 
cunvalación. Sin  embargo,  se  puede  dejar  en  aquel  sitio 
el  cambio  que  existe,  para  que  lo  aproveche  el  dueño 
de  la  hacienda,  cumpliendo  en  alguna  de  las  estación 
inmediatas  con  el  pago  de  fletes.  Entretanto,  mientras 
el  desarrollo  de  la  industria  no  justifique  la  colocación 
de  tres  estaciones  en  el  corto  trayecto  de  tres  i  media 
leguas  que  hai  entre  las  estaciones  de  Curicó  i  Molina, 
se  puede  ahorrar  el  gasto  que  costaría  la  de  Lontué. 
Los  productos  de  los  fundos  del  oriente  pueden  ir  a  al- 
guna de  aquellas  estaciones  sin  dificultad,  pues  el  río 
Lontué  no  tiene  hoi  creces  que  impidan  el  tráfico,  a 
causa  de  la  disminución  de  su  caudal,  ni  la  mayor  ^í*^ 
tancia  que  tendrían  que  recorrer  los  productos  es 
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inconveniente  tan  grave  que  pueda  hacer  indispensable 
la  constniccion  de  esta  estación. 

Molina. — En  esta  estación  se  debe  proceder  a  espro- 
piar  con  arreglo  a  la  lei  el  terreno  necesario  para  un 
camino  de  circunvalación  de  veinte  metros  de  ancho  i 
nó  de  veinticinco,  por  negarse  el  propietario  del  fundo 
a  venderlo  voluntariamente. 

Corral  de  las  paredes. — Siendo  sinuoso  i  mui  dispa- 
rejo el  territorio  en  que  se  habia  cedido  local  para  esta 
estación,  i  estando  rodeado  de  terrenos  incultos  i  sin 
caminos  que  lo  comuniquen  con  los  fundos  vecinos  del 
poniente,  es  preferible  trasladar  la  estación  a  tres  i  me- 
dio kilómetros  al  sur,  en  el  lugar  denominado  San  Ra- 
fael, tanto  porque  este  paraje  es  mui  plano,  igual  i  sin 
declives,  cuanto  porque  a  él  tienen  acceso  fácü  los  fun- 
dos del  oriente,  i  pueden  tenerlo  también  los  del  po- 
niente por  el  camino  de  la  costa,  que  confluye  allí  con 
el  camino  público.  La  estación  de  San  Rafael  quedará  a 
treinta  i  un  kilómetros  i  medio  de  la  de  Molina.  Se 
construirá  en  San  Rafael  un  pequeño  edificio  para  el 
jefe  de  estación  i  boletería,  que  no  cueste  mas  de  2,000 
pesos;  i  las  casas  de  cambiadores,  cocinas  i  secretas^  co- 
mo las  de  Talca. 

Panguilemií. — A  die2  kilómetros  de  San  Rafael  i 
nueve  de  Talca,  en  la  recta  que  se  halla  entre  dos  cur- 
vas, quinientos  metros  al  norte  del  crucero  del  camino 
de  Santa  Rita,  en  terreno  a  nivel,  se  situará  la  estación 
de  Panguiiemu,  haciendo  por  ahora  solamente  un  cam- 
bio, i  dejando  la  construcción  de  oficinas  para  cuando 
lo  exijan  las  circunstancias  del  desarrollo  industrial. 
Mientras  no  se  construya  la  estación,  se  hará  un  para- 
dero al  lado  sur  del  puente  de  Pangue  para  pasa- 
jeros. 

T/ilca. — En  esta  estación  se  constniirá  la  cuarta  par- 
l  plano  primitivo  de  la  casa  de  máquinas,  cubrien- 
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do  la  tornamesa,  i  no  excediendo  el  costo  de  i2jODO 
pesos. 

En  lugar  de  la  maestranza^  se  construirá  un  taller 
de  reparaciones,  inmediato  a  la  casa  de  máquinas,  de 
modo  que  el  edificio  construido  i  las  herramientas  ne- 
cesarias para  las  reparaciones  del  equipo  no  cuesten 
mas  de  30,000  pesos. 

La  casa  de  maquinistas  se  suprimirá  por  ahora,  to 
mando  en  arriendo  alguna  inmediata,  mientras  haya 
fondos  para  hacer  esta  construcción. 

Las  casas  de  camineros  i  lugares  secretos  se  construi- 
rán de  adobe  i  teja. 

Linares. — Se  hará  casa  de  máquinas  para  dos  loco- 
motoras. 

Se  construirá  el  galpón  de  pasajeros. 
Se  suprime  la  casa  del  caminero  mayor. 
Casa  de  cambiadores  i  secretas,  como  las  de  Talca. 
Niquen, — Se  suspende  la  construcción  de  esta  esta-  4 

cion  hasta  que  haya  caminos  que  le  den  comunicación 
i  las  circunstancias  del  tráfico  la  exijan. 

Parral  i  San  Carlos. — Se  suprimen  las  marquesas  es- 
teriores. 

Laja. — Se  constniirá  en  el  lugar  llamado  Rinconada 
un  paradero  con  plataforma  i  cambio,  dejando  la  cons- 
trucción de  edificios  de  estación  de  cuarta  clase,  para 
cuando  se  aumente  el  tráfico. 

Coihue  i  Roblería. ^En  estas  estaciones  se  construi- 
rán bodegas  de  madera  i  casas  de  adobe  i  teja  para  bo- 
letería i  habitación  de  jefes  de  estación. 

Las  construcciones  inferiores  como  casa  de  cambia- 
dores, cocinas  i  lugares  secretos,  en  las  estaciones  en  que 
faltan,  a  esta  fecha,  se  harán  de  adobe  i  teja,  como  las 
de  Talca. 
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SUMA  DE  LAS  ECONOMÍAS  EN  LAS  ESTACIONES 

En  la  de  Lontué $     3,775 

»        í>  Molina,  reduciendo  a  20  metros 

el  camino  de  circunvalación . .  - ,  50 

»        ^  Panguilemo  . , „ , . . ,  3,775 

>>        »  Talca  ...,»,,.. , ,  ,  44^000 

»        ^  Talca  en  casas  de  camineros . . ,  560 

^        í>  Linares 3,280 

»         »  Niq\ien .....,,,,  , .  3,50o 

»        »  Parral  i  San  Carlos. ,...,...,.  2,200 

»        ^  Laja _  .  3,500 

n^        p  Coihue  i  Roblería,  en  boleterías  660 

35»        j*  Coihue  en  cocinas,  etc ..,,,..  .  700 

Total  . , . , $  66,000 

VÍA    FÉRREA 


En  jeneral,  la  cama  de  la  vía  es  firme  i  aunque  toda- 
vía no  tiene  lastre  en  toda  su  estension,  sirve  con  segu- 
ridad al  tráfico,  salvo  los  peligros  ocasionados  por  la 
falta  de  cerramiento. 

Con  todo,  el  lastre  no  se  hace  con  la  actividad  i  el 
número  de  obreros  que  seria  necesario  emplear  para 
evitar  mayor  costo  en  reparar  perjuicios.  La  compre- 
sión causada  por  el  tráfico  i  por  la  consolidación  natu- 
ral de  los  terraplenes,  produce  alteraciones  en  el  nivel 
vertical  i  horizontal,  las  cuales  desquician  o  tuercen 
los  rieles;  i  por  otra  parte  esa  misma  compresión  es  cau- 
sa de  que  sea  necesario  ensanchar  la  base  de  los  terra- 
plenes por  medio  de  capas  de  lastre  de  doble  dimensión 
a  la  requerida  en  las  especificaciones  del  presupuestó- 
lo ocasiona  reclamaciones  del  constructor,  quien 
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muestra  algunos  trayectos,  como  el  que  corre  entre 
Talca  i  Putagan,  en  los  cuales  la  base  del  terraplén  debe 
quedar  con  8  metros  de  ancho  en  lugar  de  5,  a  causa 
de  lo  que  baja  la  calcada  por  estar  en  cimientos  panta- 
nosos. 

Según  el  injeniero  Poisson,  falta  que  completar  el 
cerramiento  de  la  linea  con  un  gasto  de  79,340  pesos,  i 
para  completar  el  lastre  habrá  que  invertir  todavía  la 
suma  de  118,432  pesos.  Sin  embargo,  él  mismo  propone 
una  economía  en  este  último  gasto  que  no  bajará  de 
25,000  pesos,  suprimiendo  por  ahora  el  lastre  en  los  23 
kilómetros  que  corren  de  Santa  Fé  a  los  Anjeles,  i  en 
la  mayor  parte  del  trayecto  entre  el  Bio-Bio  i  AngoL 
Efectivamente,  la  naturaleza  de  aquellos  terrenos  se 
presta,  por  su  solidez  i  su  facilidad  de  concretarse,  para 
cubrir  la  línea  con  los  mismos  desmontes  de  la  nivela- 
ción, sin  necesidad  de  lastre  de  arena  i  piedra,  que  seria 
necesario  traer  de  grandes  distancias  i  a  mucha  costa. 
Lo  que  sí  seria  necesario  es  cubrir  bien,  con  el  mismo 
desmonte,  las  cabezas  de  los  durmientes. 


CONCLUSrONES 


I. a  En  la  suma  de  157,376  pesos  que  el  injeniero  fija 
para  los  puentes  i  albanales  que  hai  que  construir,  para 
completar  la  proporción  de  un  18  %  que  falta  sobre  el 
presupuesto  primitivo,  no  se  pueden  hacer  economías, 
porque  se  debe  construir  el  emplantillado  de  los  macho- 
nes del  Guaiquillo  que  cuesta  7,000  pesos,  i  los  puen- 
tes de  Lontué,  Lírcai,  Liguai  i  Laguna,  que  importan 
130,000  pesos;  dejando  para  después  la  construcción 
de  los  demás  puentes  provisionales,  que  importa  272 
mil  pesos. 

En  la  de  142,290  pesos  de  estaciones,  que  con  los 
6,979  pesos  de  casas  de  camineros^  forman  149,2^ 
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SOS,  se  puede  hacer  una  economía  de  66,000  pesos,  que- 
dando el  gasto  reducido  a  83,249  pesos. 

En  la  de  118,432,  destinada  al  lastre  de  la  línea,  se 
pueden  ahorrar  ^25,000  pesos,  quedando  reducido  el 
gasto  a  93,432  pesos. 

Resulta  que  los  gastos  urj entes  suman: 


iP  Puentes  i  albañales $  137*376 

2P  Estaciones  i  casas  de  ca- 
mineros  , , ,  83,439 

3.Í»  Lastre 93.34- 

4  ó  Cierro  de  la  linea.  ..,..,,  79,340 

5.0  Telégrafo 18,016 

Total . .    8  431.413 

Para  que  el  exceso  de  esta  misma  suma  sobre  el  saldo 
líquido  de  la  cantidad  del  presupuesto  primitivo  no  sea 
tan  fuerte,  se  puede  suprimir  por  ahora  la  partida- des- 
tinada al  cierro  de  la  línea,  que  sube  a  79,340  pesos, 
quedando  el  total  reducido  a  352,073  pesos.  Compara- 
das las  dos  sumas  resulta: 

Total  de  gastos  urjentes $  352,073 

Saldo  por  invertir  en  1876, ,  ,       331,872 

Diferencia $     20,201 


Resulta  un  déíicit  de  20,201  pesos,  que  puede  fácil- 
mente llenarse, 

2  *  Con  la  ejecución  de  estas  obras  urjentes  no  queda 

completa  la  construcción,  puesto  que  el  ferrocarril  no 

puede  prestar  con  seguridad  un  servicio  regular,  si  no 

se  construyen  en  su  forma  definitiva  los  siete  puentes 

'ovisionales  de  Achihueno,  Longaví,  Perquilau- 
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quen,'^Ñuble,  Guaqui,  Renaico  i  Malleco,  que  costarán, 
según  presupuesto,  272,000  pesos,  i  si  no  se  hace  el  ce- 
rramiento de  la  línea,  suspenso  por  ahora,  cuyo  costo 
es  de  79,340  pesos.  Solo  entonces  podría  reputarse  cum- 
plido el  contrato  de  construcción,  bien  que  seria  preciso 
recibir  como  definitivos  los  puentes  de  madera  que  con 
carácter  de  permanentes  se  han  construido  en  el  Maule, 
Putagan,  Laja  i  Bio-Bio,  sin  embargo  de  que  su  dura- 
ción está  calculada  solo  para  diez  años.  i 

3  »  La  construcción,  según  el  contrato,  debió  termi-  j 

narse  el  5  de  mayo  de  1876.  No  se  hizo  así,  i  el  contra- 
to ha  continuado  vi j  ente  de  hecho  por  consentimiento 
mutuo,  i  en  la  intelijencia  de  que  es  necesario  darle  \ 

cumplimiento,  pues  en  este  sentido  han  procedido  el 
Gobierno  i  el  constructor.  De  consiguiente,  no  seria  po- 
sible introducir  una  modificación  tan  sustancial  como 
es  la  de  aceptar  los  puentes  provisionales  hechos  para  J 

el  trabajo  de  la  línea,  como  si  fueran  suficientes  para  li#- 

un  tráfico  regular,  seguro  i  duradero.  Esta  modificación  ^ 

proporcionaría  al  constructor  la  ventaja  de  poder  en- 
tregar el  camino  en  poco  tiempo  mas,  pero  el  Estado 
tendría  la  desventaja  de  aceptar  una  línea  inconclusa, 
para  tener  que  terminarla  por  nuevos  contratos  que  le 
serian  onerosos,  i  en  los  cuales  no  se  podrían  consultar 
las  economías,  las  seguridades  i  el  orden  que  hoi  tiene 
derecho  de  consultar  por  el  contrato  vijente. 

Es  cierto  que  el  Gobierno  podría  desde  luego  esplotar 
de  su  cuenta  la  línea,  recojiendo  los  provechos  que  de 
esta  esplotacion  obtendría  el  constructor;  pero  como 
en  el  contrato  nada  se  estipula  acerca  de  este  punto,  el 
Gobierno  tiene  derecho  de  permitir  o  no  esta  ventaja  al 
constructor,  i  si  se  la  permite,  puede  exijirle  un  arren- 
damiento del  material  que  usa  para  la  esplotacion.  So-  j 
bre  este  punto  hai  un  espediente  que  debe  resolverse.  1 
fijando  la  renta  de  ese  arrendamiento,  en  el  conc^^ 


^m 
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de  que,  si  bien  aprovecha  el  constructor  el  material  ro- 
dantBj  también  es  cierto  que  el  tráfico  que  establece 
consolida  la  línea,  descubriendo  i  remediando  sus  defec- 
tos i  haciendo  para  ello  gastos  que  no  podría  ejecutar 
con  tanta  economía  i  tantas  ventajas  el  Gobierno,  en  el 
caso  de  esplotar  por  su  cuenta  el  camino. 

Estos  resultados  jenerales  del  examen  practicado  en 
la  construcción  de  la  vía  férrea  de  Curicó  a  Angol  están 
fundados  en  minuciosos  detalles  que  tendré  el  honor  de 
esponer  verbahnente,  siempre  que  V,  E.  necesite  espli- 
caciones  para  acordar  las  medidas  (lue  inmediatamen- 
te deben  tomarse  a  fin  de  llevar  a  buen  término  aquella 
obra  tan  importante  para  el  pais.  Esta  esposicion  no  es 
mas  que  un  programa  de  lo  que  debemos  hacer  para 
completar  la  realización  del  gran  propósito  que  tuvo  la 
administración  anterior^  al  emprender  este  ferrocarril, 
que  bien  puede  no  dar  provechos  directos  por  ahora  al 
Erario,  pero  que  anticipai'á  en  un  siglo  el  progreso  de 
los  pueblos  del  sur  i  desarrollará  prodijiosamente  la 
riqueza  pública. 

Tengo  el  honor,  etc-— Excmo.  señor. 

J.  V.  Lastarría. 

Al  mismo  tiempo  que  examinaba  las  construcciones 
de  esta  línea,  i  discutia  mimiciosamente  con  el  injenie- 
ro  del  Gobierno  todas  las  cuestiones  a  que  daba  lugar 
el  examen,  visitaba  los  establecimientos  públicos  i  la 
administración  de  cada  pueblo,  tomando  nota  de  sus 
necesidades,  de  los  abusos  que  debian  correjirse,  i  con- 
ferenciando con  los  intendentes  i  gobernadores  acerca 
de  la  política  que  se  deberia  seguir  para  acabar  con  las 
divisiones  lugareñas  i  elevar  la  dignidad  de  los  man- 
'^"ns  por  medio  de  una  conducta  estrictamente  le- 
parcial  i  enteramente  consagrada  a  la  adminis* 


j 
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tracion,  para  inspirar  confianza  a  todos  i  resguardar 
los  derechos  de  todos.  Esta  tarea  desempeñada  perso- 
nalmente fué  de  gran  provecho,  i  siento  no  haberla  con- 
tinuado en  algunos  departamentos. 


Entretanto,  el  Ministro  de  Justicia  e  Instrucción  Pú- 
blica ocupaba  diariamente  la  atención  de  Valparaíso, 
i  cosechaba  aplausos  con  las  medidas  que  parece  tenia 
preparadas  de  antemano  para  emplear  sus  vacaciones 
en  servicio  de  la  instrucción  pública.  Insinuante  i  aten- 
to  hasta  la  exajeracion^  procurándose  a  todo  trance  el 
buen  concepto  de  todos,  minucioso  i  fiel  observador  de 
todos  los  detalles  que  pudieran  atraerle  simpatías,  com- 
placiente con  todas  las  personas  cuyos  servicios  puede 
aprovechar,  el  Ministro  de  Justicia  se  atraía,  con  sus 
medidas,  popularidad  i  gloria,  i  se  afianzaba  en  el  poder 
de  que  él  mismo  se  confiesa  amante. 

El  Ministro  de  Hacienda,  hombre  de  mundo,  circuns- 
pecto i  llano  hasta  la  sinceridad  en  su  trato,  pero  in- 
flexible en  sus  opiniones  i  simpatías  políticas  con  los 
montt-varistas,  estudiaba  en  Valparaíso  los  medios  de 
regularizar  la  administración  de  la  renta,  corrijiendo 
abusos;  i  perseguía  su  propósito  de  aumentar  el  rendi- 
miento de  las  entradas  actuales  del  Erario,  para  no  verse 
en  el  caso  de  establecer  la  contribución  sobre  el  capi- 
tal o  la  renta,  que  la  opinión  pública  reclamaba,  i  para 
evitarse  el  peligro  en  que  las  exij encías  de  la  misma 
opinión  le  ponían  de  disgustar  con  reformas  i  noveda- 
des a  los  capitalistas  í  banqueros,  de  quienes  lo  esperaba 
todo,  según  lo  aseguraba,  i  con  cuyo  ausíLio  creía  sa- 
lir de  las  dificultades  en  que  le  ponia  la  pésima  situa- 
ción financiera  del  país  i  del  Erario.  El  que  esto  escriba 
que  no  atribuía  valor  alguno  a  estos  modos  de  ve^ 
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Ministro,  estaba  siempre  en  oposición  a  sus  ideas,  re- 
damando la  reforma  del  plan  tributario;  i  en  febrero 
se  esforzó  cuanto  pudo  en  Valparaiso  para  impedirle 
que  insistiera  en  recargar  las  tarifas  de  fletes  i  pasajes 
del  ferrocarril  a  aquella  ciudad.  El  Ministro  habia  ob- 
tenido la  aquiescencia  del  consejo  i  del  superintenden- 
te del  ferrocarril  para  realizar  este  plan,  ieídel  Interior 
no  habia  podido,  en  repetidas  conferencias  con  aque- 
llos funcionarios  i  con  los  ministros  i  el  Presidente, 
persuadirlos  de  que  semejante  medida  era  contraria  al 
interés  industrial,  a  la  situación  del  pais  i  al  propósito 
mismo  de  aumentar  las  entradas. 

Vuelto  a  Santiago,  me  instaron  de  nuevo  desde  Val- 
paraiso para  que  dictara  la  medida  que  exijia  el  Minis- 
tro de  Hacienda,  i  a  principios  de  marzo  le  dirijí  la  si- 
guiente carta,  negándome  a  dictarla: 


Santiago^  7  dé  marzo  de  1877. 
Señor  don  Rafael  Sotomayor. — Valparaiso 


Querido  amigo: 

Después  de  la  conferencia  que  tuvimos  sobre  la  tari- 
fa del  ferrocarril  de  Valparaiso,  he  continuado  estu- 
diando el  asunto,  i  me  he  resuelto  a  no  aprobar  por  ahora 
el  alza  de  los  fletes. 

Esta  medida  seria  de  4a  misma  naturaleza  i  los  mis- 
mos efectos  de  todas  las  que  hemos  adoptado  para  sal- 
dar el  déficit,  que  la  prensa  entera  ha  combatido  como 
contrarias  al  interés  industrial  i  al  Fisco  mismo,  i  que 
en  otras  circunstancias  habrían  bastado  para  levantar 
„«o  formidable  oposición.  No  olvidemos  estos  hechos, 
nos  han  de  servir  de  guia  para  lo  futuro. 


Tengo  mui  presente  el  análisis  que  hizo  El  Deber 
de  24  de  noviembre  último^  del  informe  de  la  comisión 
mista,  i  si  usted  lo  recuerda,  pues  se  lo  hice  leer,  verá 
que  todos  los  pronósticos^  que  en  son  de  amistad  nos 
hizo  aquel  diario,  se  han  cumplido^  i  que  la  situación  de 
hoi  los  está  confirmando.  Así  es  que  el  alza  de  la  tarifa 
no  haria  mas  que  reagravar  esa  situación  i  ponernos  a 
nosotros  en  un  conflicto  innecesario. 

Se  nos  han  hecho  con  razón  muchos  cargos  que  po- 
drían concretarse  en  tres  capítulos. 

Es  el  primero,  que  nuestro  sistema  fiscalistaj  por  au- 
mentar la  renta  de  aduanas,  regula  los  aforos  i  fija  los 
derechos  de  importación,  de  modo  que  la  mercadería 
estranjera,  que  puede  ser  trasformada  por  la  fabricación 
del  pais,  queda  tan  gravada;  que  arruina  nuestra  pe- 
queña industria  fabriL  A  esto  contribuye  mas  el  arbi- 
trio de  reducir  el  avalúo  de  la  mercadería  estranjera 
que  hace  competencia  a  la  fabricación  chilena^  de  mo- 
do que  ésta  no  puede  producir  un  artículo  tan  barato 
como  el  estranjero.  Ejemplo  de  esto  son  la  jarcia,  los 
fósforos,  etc.  Se  proteja,  pues,  la  producción  estranjera 
sin  provecho  del  consumidor  chileno,  i  se  hace  decaer 
la  producción  fabril  nacional  en  los  momentos  en  que 
el  pais  necesita  producir  mas*  Agregue  usted  a  esto  el 
alza  de  los  fletes  por  el  ferrocarril  sobre  las  mercaderías 
que  necesita  nuestra  industria,  i  reagravará  el  mal.  No 
soi  proteccionista,  pero  tampoco  quiero  amainar  nues- 
tras pequeñas  industrias. 

El  segundo  cargo  que  se  nos  ha  hecho  es  el  de  au- 
mentar el  impuesto  de  aduanas,  que  afecta  a  las  merca- 
derías de  consumo,  para  obtener  mayor  renta,  sin  que 
advirtamos  que  el  consumidor  de  artículos  europeos 
no  está  dispuesto  a  consumir  a  mayor  precio  la  mis- 
ma cantidad  que  antes  consumia  a  precio  menor,  i  por 
consiguiente,  limita  su  consumo. 
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Se  puede  pedir  mas  al  consumo,  cuando  hai  proba- 
bilidad de  producir  mas,  como  hicieron  Estados  Uni- 
dos durante  la  guerra,  la  cual  coincidió  con  e!  desarro- 
llo de  la  industria  de  los  estados  del  oeste,  i  como  lo 
hizo  la  Francia  en  1871,  en  circunstancia  de  que  su  es- 
portacion  para  Europa  habia  subido  de  dos  mil  qui- 
nientos millones  a  cinco  mil,  i  la  de  América  de  ocho- 
cientos cincuenta  i  cinco  mülones  a  mil  ciento.  ¿Nos 
hallamos  nosotros  en  este  caso,  cuando  en  este  año  pro- 
duciremos menos  que  en  los  cuatro  años  anteriores?  ¿I 
seria  racional  que  aumentásemos  el  valor  de  los  artícu- 
los de  consumo,  aumentando  el  flete  de  su  conducción 
por  los  ferrocarriles  del  Estado? 

Se  nos  ha  recordado  a  este  propósito  que  la  Inglate- 
rra, siguiendo  el  mismo  i>rincipio,  conjuró  su  déficit  del 
año  de  1842,  restableciendo  el  income  tax,  que  estaba 
abolido,  i  bajando  los  derechos  de  importación.  Así  lo 
hizo  también  en  1871,  saldando  su  déficit  con  el  aumen- 
to de  cuatro  peniques  por  libras  en  el  income  tax,  por- 
que a  juicio  del  gobierno  convenia  mas  gravar  la  parte 
sana  del  ca  ^ital  i  dejar  en  paz  la  parte  enferma  que  era 
la  de  los  consumos. 

El  terci  /  capítulo  de  acusación  contra  nuestro  siste- 
ma de  rentas  es  que  aquí  solo  pagan  el  trabajo  i  la  in- 
dustria, en  tanto  que  el  gran  capital  ahorrado  no  paga 
nada.  En  la  situación  actual  el  trabajo  es  el  que  reporta 
menos  utilidades  i  vive  con  mas  carestía,  de  modo  que 
no  puede  pagar  contribución  sin  gran  sacrificio. 

Aumentemos  el  flete  de  los  artículos  que  necesita  la 
industria  i  se  aumentará  también  su  precio,  así  como 
por  otra  parte,  se  aumentará  el  de  las  mercaderías  de 
consumo.  Semejante  recargo  reagrava  ademas  el  del 
décimo  adicional  i  el  del  aforo  de  las  tarifas  de  adua- 
"ic-  i  esta  reagravación  traerá  por  efecto  necesario  el 

.^r  mas  ineñca^  que  en  lo  que  en  sí  es  el  recurso  del 
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décimo  adicional,  pues  la  industria  i  el  consumo  com- 
prarán menos. 

En  1875  el  valor  de  las  importaciones  para  el  consu- 
mo fué  de  10.322,255  pesos.  En  1876,  se  calcula,  en  la 
pajina  21  de  la  Introducción  de  la  Estadística  Comercial 
en  9.480,509  pesos.  Hai  una  diferencia  en  contra  de  este 
año.  En  1877  no  es  posible  que  el  valor  de  esas  impor- 
taciones, destinadas  al  consumo,  llegue  a  ocho  millo- 
nes. 

Recargando  el  valor  de  esas  mercaderías  con  el  au- 
mento de  flete,  será  segura  la  disminución  de  esta  cifra, 

En  1875,  el  valor  con  que  concurrió  a  la  esportacion 
nuestra  agricultura  en  el  año  anterior,  bajó  en  4.521,964 
pesos.  De  seguro  la  disminución  de  las  esportacion  es  de 
la  agricultura  en  el  presente  año  no  bajará  de  cinco  mi- 
llones i  medio  respecto  de  la  esportacion  de  1874;  de 
manera  que  en  1877  nuestra  agricultura  no  podrá  es- 
portar mas  de  diez  millones. 

Si  se  recarga  el  flete,  esta  cifra  será  menor,  porque, 
como  lo  dice  la  Introducción  de  la  Estadística  Comercial 
en  la  pajina  29,  el  Estado  no  presta  otro  alivio  a  la  es- 
portacion de  la  agricultura  que  la  baratura  de  los  fletes 
por  los  ferrocarriles.  Suprimamos  este  alivio  en  las  cir- 
cunstancias actuales  i  tendremos  la  estagnación. 

Hai  un  ejemplo  irrecusable  en  estos  momentos:  el 
precio  del  trigo  en  Santiago  es  de  veintiocho  reales  por 
fanega,  i  el  que  se  obtiene  en  Valparaiso  no  alcanza  a 
compensar  los  fletes  de  ferrocarril,  de  trasporte  en  la 
ciudad  i  las  comisiones.  Por  consi  guien  te ,  no  hai  ven- 
tas para  Valparaiso,  i  a  los  esportadores  no  les  convie- 
ne pagar  un  precio  que  compense  aquellos  gastos  del 
vendedor.  Si  aumentamos  el  flete  de  la  fanega  en  seis 
centavos,  agregamos  una  dificultad  mas  a  esta  situa- 
ción, aumentamos  la  pérdida  del  cosechero  del  centro. 
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que  es  el  que  mas  ha  perdido  este  año,  i  agregamos  un 
obstáculo  mas  a  la  esportacion. 

Todos  estos  hechos  se  prestan  maravillosamente  para 
el  ataque  a  la  administración,  i  sus  opositores  se  funda- 
rán en  ellos  para  tener  la  justicia  de  su  parte.  Yo  no  me 
prestaré  a  producir  semejante  resultado,  i  estoi  seguro 
de  que  usted  se  hallará  en  la  misma  disposición. 

Busque  usted  otros  arbitrios  i  si  no  los  halla,  nos  pre- 
sentaremos el  Congreso  en  junio  pidiéndole  recursos,  o 
proponiéndole  el  impuesto  sobre  los  capitales  o  rentas 
que  hoi  no  pagan. 

Queda  de  usted,  su  afectísimo,  etc. 

J.  V.  Lastarria. 


&E1 14  del  mismo  mes,  después  de  un  consejo  de  minis- 
_  tros  en  que  se  trató  el  asunto,  aceptando  algunas  ideas 

mias,  diriji  al  Intendente  de  Valparaiso  un  oficio,  que 
publicó  El  Diario  Oficial,  diciéndole  que  el  Gobierno 
¡censaba  aprobar  las  nuevas  tarifas  del  ferrocarril;  pero 
que  se  las  devolvia  para  que  hiciera  que  el  consejo  de 
dirección  arbitrase  algún  medio  para  que  no  paguen 
por  ahora  los  nuevos  fletes  todos  los  frutos  agrícolas 
que  se  conduzcan  del  centro  a  Valparaiso;  i  que  si  no  se 
puede  lograr  esto,  clasifique  dichos  artículos  en  una 
categoría  más  baja  que  la  que  hoi  ocupan,  de  modo 
que  paguen  un  flete  igual  o  análogo  al  que  hoi  pagan. 

Con  esta  salvedad,  convine  en  transijir  la  cuestión, 
aprobando  el  alza  de  los  pasajes  i  los  fletes  de  las  demás 
mercaderías,  a  fin  de  que  el  Ministro  de  Hacienda  i  el 
Presidente  realicen  esta  medida,  a  la  cual  dan  una  im- 
\  portancia  que  no  tiene,  pues  no  se  conseguirá  con  ella 

aumento  de  la  renta  del  ferrocarril. 
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En  este  mes  de  marzo  he  pedido  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda que  habilite  el  nuevo  puerto  descubierto  al  norte 
de  la  Punta  de  Remiendos,  i  tratando  de  llevar  a  cabo 
la  fundación  de  dos  poblaciones  en  la  costa  del  de- 
sierto, he  arreglado  una  espedicion  científica  a  cargo  de 
Pissis,  pidiendo  al  efecto  un  buque  de  la  escuadra  al 
Ministerio  de  Marina.  He  espuesto  al  Presidente  i  con- 
sejo de  ministros  mi  plan,  i  lo  han  aprobado,  convinien- 
do ademas  con  el  Ministro  de  Hacienda  en  comisionar 
a  Pissis  para  un  reconocimiento  de  las  guaneras  de  Me- 
jillones. 

En  consecuencia,  el  i6  diriji  al  Intendente  de  Ataca- 
ma,  quien  se  interesa  también  en  la  realización  del  plan, 
una  nota  que  publica  el  número  14  de  £/  Diario  Oficial 
comunicándole  que  el  objeto  de  la  espedicion  es  exa- 
minar principalmente  las  salitreras  descubiertas  en  el 
desierto,  para  informar  acerca  de  las  ventajas  de  la  in- 
dustria salitrera  i  acerca  de  los  medios  que  se  pueden 
adoptar  para  fomentarla,  debiendo  ademas  el  injenie- 
ro  ausiliar  de  la  espedicion  formar  los  planos  de  los  te- 
rrenos que  en  Taltal  i  en  el  nuevo  puerto  deben  desti- 
narse a  poblaciones,  a  fin  de  atender  a  las  solicitudes 
particulares  que  ya  se  han  hecho  i  que  se  han  remitido 
al  Intendente.  Al  mismo  tiempo  doi  a  éste  las  instruc- 
ciones necesarias  sobre  estos  negocios. 

La  espedicion  ha  salido  a  su  destino,  i  aunque  las 
medidas  tomadas  han  causado  animación  i  despertado 
esperanzas  en  el  norte,  la  prensa  liberal  calla  i  en  nada 
ayuda  a  la  realización  de  la  empresa.  Al  mismo  tiempo^ 
sin  embargo,  he  hecho  publicar  en  El  Diario  Oficial 
la  información  de  los  injenieros  Vadillo  i  Rojas  sobre 
las  mensuras  que  han  dado  de  las  salitreras  descubier- 
tas en  Cachinal  de  la  Sierra  i  en  Aguas  Blancas,  como 
los  mejores  comprobantes  de  las  riquezas  en  que  abun- 
da aquella  comarca,  i  he  publicado  también  los  ensay 
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que  el  Ministnj  de  Hacienda  ha  mandado  hacer  de  las 
muestras  de  salitre  que  me  han  remitido,  las  cuales  han 
dado  resultados  espléndidos  i  halagadores. 


En  el  mes  de  abril  he  continuado  mis  pesadas  tareas 
de  administración,  i  siguiendo  el  método  de  no  anotar 
en  mi  Diario  sino  los  hechos  que  tienen  importancia, 
me  fijaré  en  un  acuerdo  celebrado  por  la  municipalidad 
de  Concepción  para  pedir  al  Gobierno  que  derogue  el 
artículo  II  del  decreto  sobre  cementerios  del  año  71 ,  el 
cual  artículo  permite  depositar  cadáveres  en  los  tem- 
plos para  hacerles  funerales,  antes  de  la  inhumación  en 
el  cementerio.  En  oficio  de  10  de  abril  denegué  la  apro* 
bacion,  dando  las  razones  en  virtud  de  las  cuales  el  Pre- 
sidente considera  que  aquel  acuerdo  envueh^e  un  ata- 
que a  la  libertad  de  creencias.  Es  preciso  reaccionar 
contra  la  mala  costumbre  de  dictar  o  derogar  resolu- 
ciones por  cada  caso  particular  que  ocurre,  sin  contem- 
plar que  61  puede  ser  tan  escepcional,  que  no  dé  base 
para  tomar  con  acierto  una  medida  jeneral,  i  sin  fijarnos 
que  con  ella  podemos  alterar  un  orden  legal  estableci- 
do, o  contrariar  derechos,  tan  solo  porque  el  caso  ocu- 
ixido  sea  de  ellos  un  abuso.  Así  en  el  presente,  porque 
imprudentemente  se  habia  llevado  un  cadáver  infecto 
al  templo,  i  se  habian  molestado  los  asistentes,  se 
pretendia  quitar  a  todos  los  dolientes  el  derecho  que 
tienen  de  buscar  en  sus  creencias  rol  ij  i  osas  ese  consuelo 
a  su  dolor-  He  aquí  la  resolución: 

^Santiago,  10  de  abril  de  1877--— Se  ha  recibido  en 
este  Ministerio  la  nota  de  V.  S.  de  2  del  corriente,  en 
la  que  trascribe  el  acuerdo  celebrado  por  la  municipa- 
^ídad  de  Concepción,  referente  a  pedir  la  derogación 


del  artículo  ii  del  decreto  sobre  cementerios,  dictado 
el  21  de  diciembre  de  1871, 

«Como  el  citado  artículo  reconoce  un  derecho  que 
puede  considerarse  como  integral  de  la  libertad  relijio- 
sa  o  de  conciencia,  este  Ministerio  no  cree  que  en  cir- 
cunstancias ordinarias  haya  motivo  para  privar  a  los 
ciudadanos  de  los  consuelos  relijiosos  que  con  tal  dere- 
cho pueden  proporcionarse,  cuando  se  ven  en  el  dolo- 
roso caso  de  perder  a  personas  queridas  i  de  tributarles 
sus  homenajes  relijiosamente. 

«Es  mui  cuestionable,  por  otra  parte,  que  el  ejercicio 
de  tal  derecho  pueda  afectar  a  la  salubridad  púbiica,  en 
una  situación  ordinaria;  i  si  así  llegara  a  suceder  en  un 
caso  raro,  no  son  la  autoridad  ni  la  lei  las  que  deben 
estar  indicando  a  los  individuos  las  precauciones  hijié- 
nicas  que  deben  tomar,  pues  su  interés  les  aconseja  no 
asistir  a  ceremonias  en  las  cuales  puede  haber  peligro 
de  infección. 

«Con  todo,  en  casos  estraordinarios  de  epidemia ^  en 
los  cuales  fuere  incuestionable  que  la  práctica  de  aquel 
derecho  pudiese  influir  en  la  propagación  de  un  conta- 
jio,  habría  una  razón  escepcional  que  autorizaría  la 
suspensión  de  la  garantía  que  se  reconoce  en  el  artículo 
II  del  decreto  citado.  En  tal  caso  el  Gobierno  tomaría 
las  resoluciones  necesarias-— Dios  guarde  a  V.  S. — /. 
V.  La st arria. — Al  Intendente  de  Concepciom^ 

No  se  advirtió  de  que  el  acuerdo  de  la  municipalidad 
era  simplemente  una  solicitud,  i  como  si  hubiera  sido 
una  medida  adoptada  que  no  se  podia  llevar  a  efecto 
por  culpa  del  Ministro,  se  atacó  aquella  resolución  en 
la  prensa  liberal  de  Concepción,  como  un  atentado  del 
Ministro;  i  en  Santiago,  fuera  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, no  hubo  quien  no  la  censurara  a  fuer  de  liberal. 

El  Ministro  no  tenia  la  culpa  de  que  los  liberales  no 
tuvieran  nociones  exactas  de  la  libertad. 
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Otra  disposición  que  ha  niorecido  largos  ataques  de 
parte  de  toda  la  prensa,  í  que  he  hecho  defender  en  El 
Diario  Oficial^  es  la  dictada  en  decreto  de  12  de  abril 
sobre  las  boticas,  la  cual  está  en  la  pajina  327  de  aquel 
diario  i  que  fué  motivada  por  una  solicitud  de  la  Socie- 
dad de  Farmacia  que  con  el  informe  delProtomedicato, 
aparecen  en  el  número  41  del  mismo. 

Era  incuestionable  la  necesidad  de  esta  medida,  por- 
que  habían  trascurrido  con  exceso  los  plazos  concedi- 
dos a  ios  dueños  de  boticas  por  los  decretos  de  25  de 
abril  de  1866  i  de  29  de  julio  de  1868  para  que  sus  esta- 
blecimientos comenzaran  a  ser  rejentados^  conforme 
a  la  lei,  por  farmacéuticos  titulados.  El  i.^  de  enero  de 
1875/ en  que  terminó  el  plazo,  que  se  les  había  dado 
por  el  último  de  estos  decretos,  todas  las  boticas  debian 
estar  rejentadas  con  arreglo  a  la  lei,  i  sin  embargo  nin- 
guna de  aquellas  que  habian  gozado  del  plazo,  había 
cumplido  con  lo  mandado.  El  Gobierno  habia  omitido 
la  ejecución  de  tal  disposición,  dando  permisos  espe- 
ciales, i  en  virtud  de  recomendaciones,  que  constituían 
escepciones odiosas,  a  catorce  individuos  en  1874,  a  diez 
en  1875  i  a  nueve  en  1876.  No  era  posible  continuar  es- 
te plan  de  escepciones,  i  tanto  el  Protomedicato  como 
la  Sociedad  de  Farmacia  reclamaban  con  derecho  la 
regularizacion  de  este  negociado  administrativo. 

El  decreto,  como  que  afectaba  intereses  particulares 
que  hasta  entonces  habia  contemplado  el  Gobierno  por 
razones  políticas,  puso  en  movimiento  los  empeños  i  to- 
dos los  amaños  que,  por  costumbre  radicada  por  los  go- 
biernos arbitrarios,  se  usan  entre  nosotros  para  reca- 
bar i  obtener  resoluciones  favorables  a  los  que  tienen 
como  recomendarse.  Pero  como  se  estrellaban  todos 
esos  recursos  en  la  inflexibílidad  con  que  me  propuse 
restablecer  el  imperio  de  la  lei  en  este  punto^  los  intere- 

.«i  apelaron  a  la  prensa,  i  tanto  los  diarios  consar- 
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vadores  como  los  liberales,  emprendieron  i  siguen  un 
ataque  obstinado  contra  el  decreto  i  contra  el  Ministro^ 
fundándose  principalmente  en  que  ha  atacado  la  liber- 
tad de  profesiones  i  los  intereses  industriales,  como  si 
hubiera  en  Chile  leyes  que  autorizaran  la  libertad  de 
vender  drogas  i  medicamentos  compuestos,  i  como  si 
ésta  fuese  una  industria  de  aquellas  qtie  no  pueden  ser 
prohibidas  por  el  art.  151  de  la  Constitución,  i  no 
fuera,  por  el  contrario,  de  las  que,  por  oponerse  a  la 
salubridad  publica  i  por  exijirlo  el  interés  nacional,  han 
podido  ser  limitadas  por  la  lei,  que  el  decreto  se  propu- 
so hacer  cumplir. 

No  tomaría  nota  de  este  incidente^  si  él  no  hubiera 
dado  ocasión  a  las  manifestaciones  de  la  prensa  contra 
el  Ministro  del  Interior,  quenocometia  una  falta  al  dar 
cumplimiento  a  las  leyes  antiguas  que  rijen  el  ejercicio 
de  la  farmacia.  Parece  que  en  el  proyecto  de  lei  que 
pende  ante  el  Congreso  sobre  instrucción  secundaria  i 
superior,  se  deja  la  condición  de  los  farmacéuticos  a  los 
reglamentos  que  se  dicten;  pero  en  tanto  no  se  promul- 
gue esta  lei  i  no  se  espidan  esos  reglamentos,  las  leyes 
vijentes  deben  ser  cumphdas;  de  modo  que  el  decreto  de 
12  de  abril,  que  así  lo  ordena  para  mientras,  no  tiene 
otro  mérito  histórico  que  el  de  haber  sublevado  oposi- 
ción, porque  pone  término  al  réjimen  arbitrario  que  se 
ha  introducido. 


El  21  de  este  raes  recibí  los  primeros  trabajos  de  la 
comisión  que  nombré  en  11  de  diciembre  pasado  para 
estudiar  la  organización  de  la  beneficencia  pública.  Es- 
tudiando la  organización  de  este  negociado,  he  forma- 
do el  juicio  de  que  ella  ha  sido  llevada  sin  plan  alguno 
en  toda  la  República,  según  las  necesidades  del  monii 


—  Ii5  — 

toólas  exijencias  de  cada  localidad,  i  sin  mas  regla  que 
la  de  la  primera  ordenanza  que  se  dictó  para  Santiago, 
la  cual  ha  servido  como  de  tipo  para  hacer  las  demás, 
con  ciertas  variaciones. 

Los  bienes  destinados  a  la  beneficencia  se  componen 
de  cesiones  o  instituciones  liechas  por  particulares  o 
por  el  Estado,  de  ausiHos  que  se  fijan  en  el  presupuesto 
de  gastos  nacionales  o  en  el  de  algunas  municipalida- 
des, i  de  erogaciones  accidentales  que  se  recojen;  pero 
el  Gobierno  ha  decretado  cesiones  de  propiedadesraices 
a  favor  de  comunidades  de  monjas  de  caridad,  sin  dis- 
tinción de  bienes  públicos  o  nacionales,  afectos  o  nó  a 
la  beneficencia,  i  ha  dispuesto  de  todos  los  que  a  ella  per- 
tenecen, por  sí  o  por  medio  de  una  aprobación  de  los 
acuerdos  de  las  juntas,  i  éstas  administran  e  invierten 
las  rentas  con  independencia.  Semejante  arreglo,  que 
no  tiene  otra  base  que  la  buena  o  mala  discreción  de  los 
gobernantes  o  de  las  juntas,  se  ha  seguido  desde  antes 
déla  constitución  del  ¿5^  i  continúa  sin  embargo  de  que 
ésta  encarga  a  las  municipalidades  los  establecimientos 
de  beneficencia  i  cuanto  a  ellos  concierne.  No  debe  per- 
petuarse este  desorden,  ni  es  constitucional  que  el  Go- 
bierno disponga  a  su  arbitrio  de  los  bienes  del  Estado, 

Proponiéndome  restablecer  el  precepto  constitucio- 
nalj  como  el  único  medio  de  poner  orden  en  este  nego- 
ciado, sujetándolo  a  un  réjimen  j  ene  ral  i  común  para 
todas  las  municipalidades,  i  adoptando  reglas  que  evi- 
ten los  abusos  de  la  arbitrariedad  i  las  corruptelas  in- 
troducidas por  el  réjimen  monacal  implantado  en  los 
establecimientos  que  se  hallan  bajo  la  dirección  de 
monjas,  nombré  en  diciembre  una  junta  o  comisión  que 
estudiara  el  asunto,  compuesta  de  los  médicos  José 
Joaquín  Aguirre^  Adolfo  Valderrama,  Ramón  Allende 
r»_  j:_  ;  ^dolfo  Murillo,  i  de  los  ciudadanos  M,Gonzále2j 
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J.  M.  Balmaceda,  B.  Vicuña  Mackenna^  P.  A.  Errázu- 
riz  i  Miguel  Dávila. 

Esta  comisión,  que  se  ha  puesto  a  la  obra  con  desin- 
terés i  con  un  empeño  digno  de  todo  aplauso,  da  sin 
embargo  tanto  desarrollo  a  sus  estudios,  que  es  proba- 
ble no  los  termine  tan  pronto,  i  que  ponga  al  Ministerio 
en  la  imposibilidad  de  estudiar  tan  latos  escritos,  para 
formular  un  plan  regular  i  sencillo.  Entretanto,  en  ofi- 
cio de  su  presidente  Vicuña  Mackenna,  fecha  21  de  este 
mes,  ha  remitido  varias  memorias  con  sus  respectivos 
reglamentos  sobre  servicio  interno  de  hospitales,  sobre 
vacunación,  sobre  el  ejercicio  de  la  profesión  de  farma- 
cia, sobre  el  servicio  hospitalario,  sobre  organización 
de  un  consejo  de  beneficencia,  sobre  traslación  de  hos- 
pitales i  fundación  de  imo  de  clínica,  sobre  asistencia  a 
domiciüo,  sobre  una  casa  de  maternidad,  sobre  centra- 
lización de  los  diversos  establecimientos  de  beneficen- 
cia i  sobre  cementerios,  todos  los  cuales  trabajos  se  han 
mandado  publicar  en  El  Diario  Oficial,  donde  se  pu- 
blicarán los  demás,  que  promete  el  Presidente  sobre  un 
plan  j  enera!  de  rentas,  sobre  el  internado  de  facultati- 
vos en  los  hospitales,  sobre  las  casas  de  orates,  de  hos- 
picio i  de  espósitos,  etc.  * 


En  este  mes  de  abril,  desde  el  24  han  ocurrido  serios 
temporales  en  el  sur,  que  han  hecho  daños  de  consi- 


1  A  mi  salida  del  ministerio,  se  dio  de  mano  al  pensamiento  de  organizar 
la  beneficencia  pública,  i  el  Gobierno  no  se  ha  vuelto  a  ocupar  en  este  asunto, 
sin  embargo  de  que  en  los  tiempos  que  alcanzamos,  el  presupuesto  del  Mi- 
nisterio del  Interior  acusa  un  desembolso  anual  de  las  rentas  del  Estado  que 
pasa  de  ochocientos  mil  pesos,  en  ausilio  a  los  establecimientos  de  benefi- 
cencia, sin  contal'  mas  de  noventa  i  cinco  mil  en  gastos  de  vacuna.  Los  tra- 
bajos de  la  comisión  nombrada  siguieron  insertándose  en  el  Diario  Of  '  ' 
hasta  después  del  cambio  ministerial,  i  la  última  sesión  que  tuvn  ^ 


—  147    — 

deracion  en  los  íerrocarríles,  imponiendo  desembolsos 
para  los  cuales  no  está  preparado  el  tesoro^  i  aumen- 
tando las  complicaciones  en  que  se  halla  el  asunto  de  la 
construcción  del  ferrocarril  de  AngoL  Las  lluvias  han 
^continuado  hasta  el  3  de  mayo,  i  los  telegramas  i  co- 
rrespondencias que  se  reciben  del  sur  i  norte  de  la  Re- 
pública comunican  los  perjuicios  de  todo  j enero  que 
han  hecho  los  rios^  i  los  destrozos  de  las  vias  férreas. 
Apenas  nos  desocupábamos  de  las  medidas  urj  entes 
que  ha  habido  necesidad  de  adoptar  para  reparar  los 
daños  i  ligar  las  comunicaciones  por  telégrafo  i  por  fe- 
rrocarriles,  cuando  se  nos  anuncian  las  calamidades 
ocasionadas  por  el  gran  terremoto  ocurrido  el  g  a 
las  ocho  i  media  de  la  noche  en  el  norte,  causando  la 
ruina  de  poblaciones  i  establecimientos  industriales  de 
las  costas  del  Perú  i  BoHvia  i  de  algunos  de  nuestros 
puertos,  que  han  sufrido  la  espantosa  oleada  del  mar 
que  siguió  al  movimiento  de  la  tierra,  ¡También  la  na- 
tuialezB,  contraria  a  un  gobierno  tan  preparado  para 
una  administración  tranquila! 

Estos  tremendos  cataclismos  han  coincidido  con  cier- 
to movimiento  político  ocurrido  en  este  raes  de  mayo 
que  tennina;  i  aunque  para  nuestra  clase  gobernante 
no  ha  pasado  de  ser  un  accidente  ordinario  tal  movi- 
mientOj  para  mí  envuelve  serias  lecciones  i  amargos 
desengaños. 

Desde  algunos  dias  nos  hablaba  Sutt>mayor  de  su  re- 
soducion  de  dejar  el  Ministerio ^  cuando  el  4  de  mayo 
hizo,  ante  el  Presidente  i  consejo  de  Ministros^  su  for- 


i 


de  octubre  de  1877,  en  b  cual  se  desechó  e!  proyecto  de  establecer  una  lote- 
Tííí  jetieral,  a  ejemplo  de  la  de  Moate\ñdt!0,  que  basta  i  sobra  para  todos  los 
gaMos  de  beneficencia,  i  ae  adoptó  el  acuenlo  de  pedir  una  disposición  qm¿í 
autoriíara  a  las  juntas  departamentaies  para  otor^^ar  permisos  para  rifa^^ 
reaÜ^adones,  bagares  i  para  toda  operación  aleati/ria  o  de  azar,  cobraorto 
tin  tanto  por  ciento  de  la.^  utilidades  que  proflujese  cadü  permiso* 


,^¿^ 
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mal  renuncia,  respondiendo  a  los  ruegos  i  considera- 
ciones que  se  le  hacian,  con  una  irrevocable  voluntad 
de  retirarse.  Yo  comprendia  desde  luego  que  no-podia 
él  permanecer  en  el  puesto  con  honor,  desde  que  en  los 
cuatro  meses  primeros  de  este  año  había  podido  con- 
vencerse de  la  inei&cacia  de  las  medidas  que  habia  to- 
mado para  salvar  la  mala  situación  de  la  Hacienda,  por 
medio  de  la  disminución  de  los  gastos  del  servicio  ordi- 
nario, del  recargo  en  las  contribuciones  de  aduana,  i  de 
la  cuenta  corriente  eñ  el  Banco  Nacional.  La  prensa 
independiente,  i  yo  por  mi  parte,  le  hablamos  anuncia- 
do esa  ineficacia,  aconsejándole  que  emprendiera  una 
reforma  del  sistema  tributario  ^  sobre  la  base  de  una 
contribución  a  los  capitales  o  las  rentas,  que  nada  pa- 
gan. El,  por  sus  conexiones  con  los  banqueros  i  capita- 
listas, resistía  a  esta  medida^  i  comprendiendo  que  eUa 
era  indispensable,  no  se  atrevia  a  promoverla,  prefi- 
riendo salvarse  de  tantos  compromisos  con  dejar  el 
puesto. 

El  dia  5  en  la  mañana  se  acordó  admitir  la  renuncia 
de  Sotomayor,  perdida  la  esperanza  de  retenerlo;  i  en- 
tonces aproveché  el  momento  para  persuadir  al  Presi* 
dente  i  Ministros  de  la  necesidad  que  habia  de  dar  ho- 
mojeneidad  al  Ministerio,  abandonando  eiplan  de  orga- 
nizar uno  de  coahcion,  que  si  pudo  ser  útil  al  principio^ 
era  a  la  sazón  perjudicial,  porque  mientras  hubiese 
ahí  elementos  políticos  diferentes,  no  habia  unidad 
ni  prestí jio,  i  los  liberales  no  sabrían  a  qué  atenerse.  En 
este  sentido  propuse  desde  luego,  para  completar  la 
unidad  hberal,  a  algunos  caballeros  para  el  Ministerio 
de  Hacienda  i  advirtiendo  que  no  eran  bien  recibidos, 
sin  duda  porque  se  suponia  que  me  interesaba  en  llevar 
a  un  amigo  mió  para  hacerme  fuerte  contra  los  demás 
ministros,  agregué  que  si  se  quería  mantener  un  r- 
sentante  de  los  nacionales,  se  podia  pensar  en  Urr 
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ta  o  Balmaceda,  quienes  serían  agradables  a  éstos  por 
sus  antiguas  conexiones,  i  quienes,  ademas  de  procla- 
marse lihrTales,  no  eran  de  mi  intimidad.  Pero  el  Minis- 
tro de  Guerra  señaló  desde  luego  como  el  mejor  de  los 
candidatos  a  García  de  la  Huerta,  i  advirtiendo  que  los 
demás  le  considerábamos  a  propósito,  salió  a  verle  in- 
mediatamente. En  la  tarde  fui  llamado  al  consejo,  don- 
de supe  que  García  de  la  Huerta  habia  estado  a  dar  su 
negativa;  a  virtud  de  lo  cual  se  me  dijo  que  me  encar- 
gase de  ver  a  Balm  aceda,  para  proponer  después  la 
cartera  a  Huneeus,  si  aquél  no  aceptaba. 

En  mi  entrevista  con  Balm  aceda,  le  revelé  con  toda 
franqueza  la  situación  i  sus  peligros  para  la  causa  libe- 
ral, tratando  de  convencerle  de  la  necesidad  que  habia 
de  que  aceptase,  cualesquiera  que  fuesen  los  inconve- 
nientes que  tenia;  pero  él  me  rogó  le  esperase  hasta  el 
dia  siguiente  a  las  doce,  Aestahora  fui  por  la  respuesta  " 
i  me  pidió  nuevo  plazo  hasta  las  cinco  de  la  tarde  de  ese 
dia,  que  era  domingo.  Le  esperamos  reunidos  en  casa 
del  Presidente,  adonde  él  se  presentó  a  dar  sus  escusas, 
sin  que  nos  fuera  posible  hacerle  aceptar  la  cartera. 
Después  he  sabido  que  sus  amigos  le  habian  persuadido 
de  que  no  debía  aceptar,  si  quedaba  algimo  de  los  ac- 
tuales ministros,  pues  a  los  propósitos  de  su  círculo  no 
convenia  el  formar  gobierno  con  nosotros.  Esto  lo  he 
sabido  por  los  dos  Urmenetas,  especialmente  por  don 
Jerónimo,  a  quien  también  propuse,  sin  alcanzar  resul- 
tado, el  Ministerio  de  Hacienda. 

Los  dias  7  i  8  se  emplearon  en  rogar  a  Huneeus  que 
aceptara  la  cartera,  pero  éste  opuso  todo  j enero  de  es- 
cusas para  negarse,  i  espli cando  a  algunos  de  sus  ami- 
gos su  resistencia,  les  reveló  que  el  principal  motivo 
consistía  en  que  habia  no  solo  falta  de  unidad  en  el  Mi- 
"^OjSino  enemistad,  puesto  que  los  otros  tres  minis- 
.  habian  visitado  el  7  en  la  tarde  para  rogarle  que 
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admitiera,  alentándole  con  la  idea  de  que,  entrando  con 
ellos,  me  podian  despedir  a  mí  en  poco  tiempo,  para 
dar  unidad  de  este  modo  al  gabinete.  Semejante  ocu- 
rrencia que  conocí  inmediatamente,  i  cuya  verdad  me 
ha  confirmado  después  el  mismo  señor  Huneeus,  era 
suficiente  para  alarmar  la  delicadeza  de  un  hombre  se- 
rio como  éste,  i  me  colocó  a  mí  en  una  situación  difícil- 
Aunque  me  esplico  la  aversión  de  mis  compañeros, 
porque  es  natural  que  no  puedan  tolerarme,  desde  que, 
contra  sus  hábitos  i  sentimientos,  tienen  que  someterse 
a  una  política  niir  va,  he  debido  vacilar  entre  el  propó- 
sito de  llevar  adt^lante  esta  política  hasta  obtener  su 
resultado,  i  la  conveniencia  de  ceder  ante  un  cúmulo 
de  dificultades  tan  insuperablfi?  como  son  las  que  me 
cercan  en  el  gabÍTiete  i  fuera  de  éL  Amunátegui  tiene 
su  aspiración,  Prats  también  tienelasuya,  i  aunque  am- 
bas son  contrarias  i  no  tienen  nada  que  temer  de  mí,  no 
pueden  sin  embargo  contar  con  mi  adhesión,  i  se  sien- 
ten ellos  a  cada  paso  chocados  por  la  inflexibilidad  con 
que  mantengo  el  plan  adoptado  de  no  capitular  con 
ninguno  de  los  círculos  liberales,  para  tratar  de  unirlos 
en  un  interés  i  en  una  doctrina,  a  fin  de  hallar  apoyo  "en 
todos.  Ellos  quisieran  buscar  sus  elementos  ix)r  los  me- 
dios antes  usuales,  halagando  a  los  clericales  i  montt* 
varistas,  atrayéndose  a  los  amigos  de  la  administración 
pasada,  a  fin  de  formar  un  centro  cada  uno  por  su  lado, 
o  uno  solo  para  ambos,  con  la  reserva  de  conquistárselo 
después  para  sí.  El  Ministro  de  Relaciones  Esteriores 
no  es  un  obstáculo  para  estos  planes,  i  un  Ministro  de 
hacienda,  amigo 'comun^  podría  ayudarlos  para  destruir 
el  tropiezo  que  encuentran  en  mi  plan,  que  en  su  opi- 
nión no  tiene  nada  de  práctico.  No  comprendo  por  qué 
ha  de  ser  mas  práctico  emplear  los  amaños  usuales  i  las 
transacciones  amistosas  del  momento,  para  procura í-^*^ 
apoyo  en  las  cámaras^  que  buscarlo  por  medio  de  c 
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política  elevada,  sinceramente  liberal  i  de  principios 
sostenida  por  todo  el  Ministerio  con  sistema  para  uni- 
formar tarde  o  temprano  a  todos  los  círculos  liberales 
sobre  un  interés  común.  Mas  fácil  i  hacedero  puede  ser 
aquello,  pero  mas  peligroso,  mas  antiparlamentario  i 
mas  inconstitucional,  no  mas  práctico.  Pero  ¡por  qué 
en  lugar  de  hacer  guerra  sorda  al  nuevo  plan  que  se 
acusa  de  iluso,  no  se  emplea  la  franqueza  para  discu- 
tirlo en  presencia  del  Presidente^  a  quien  las  contra- 
dicciones latentes  de  la  situación  traen  perplejo?  Por 
lo  menos  se  conseguiria  que  éste  se  persuadiera  de  q\ie 
los  propósitos  políticos,  con  que  ha  entrado  en  el  go- 
bierno, estarán  siempre  contrariados  por  un  ministerio 
que  no  tenga  unidad  de  principios  i  de  miras,  homoje- 
neídad  de  interés  político,  i  de  medios  para  servirlo. 
¿Pretende  acaso  el  Presidente  Pinto  rodearse  de  esta- 
fermos con  el  nombre  de  ministros,  para  hacer  una  dic- 
tadura de  comedía  por  cinco  años?  Le  creo  distante  de 
tal  puerilidad. 

Mucho  he  meditado  sobre  esta  situación,  i  al  fin  me 
he  resuelto  a  arrostrarla,  en  la  confianza  de  que,  con- 
tando con  que  el  Presidente  comprenda  que  la  gloria  i 
el  porvenir  de  su  gobierno  dependen  de  una  fuerte  or- 
ganización liberal  para  llevar  adelante  la  reforma  i  ha- 
cer un  gobierno  digno  i  elevado,  liberal  i  parlamenta- 
rio, nos  será  posible  vencer  tantos  obstáculos.  Con  ellos 
he  debido  contar  i  he  contado,  cuando  me  puse  a  la  obra 
i  no  es  posible  arredrarse,  cuando  ya  he  sufrido  tanto,  i 
cuando  advierto  que  con  algún  esfuerzo  mas  podré  ser- 
vir, como  deseo,  a  la  causa  hberaL 

La  negativa  de  Huneeus  i  la  situación  embarazosa 
en  que  ella  nos  colocaba,  sirvieron  al  Presidente  para 
lograr  mediante  nuevos  empeños,  que  Sotomayor  de- 
sistiera de  su  renuncia  i  continuase  en  el  Ministerio, 
Desde  entonces,  he  tratado  de  disimularlo  todo,  para 
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complacer  a  mis  compañeros,  i  evitar  en  todas  las  oca- 
siones el  causarles  disgusto;  no  sin  revelar  mi  situación 
al  Presidente,  pues  le  he  comunicado  cuanto  ha  ocurri- 
do, a  pesar  de  que  me  reveló  que  no  lo  ignoraba,  i  he 
tratado  de  inculcarle  que  la  gloria  de  su  gobierno  de- 
pende de  la  política  que  hemos  implantado. 

El  Diario  Oficial  del  9  anunció  que  Sotpmayor  con- 
tinúa en  el  Ministerio.  La  prensa  toda  aplaude,  pe- 
ro El  Mercurio  se  distingue  por  el  calor  con  que 
elojia  al  Ministro  de  Hacienda,  a  lo  cual  hace  coro  El 
Ferrocarril,  anotando  que  4a  separación  de  éste  no 
nacia  de  perturbación  en  sus  relaciones  del  gabinete,  i 
que  sus  importantes  servicios  han  merecido  la  apro- 
cion  del  pais.  El  Mercurio^  repitiendo  sus  elojios,  ha- 
bla varias  veces  de  la  dolorosa  impresión  que  la  sepa- 
ración de  Sotomayor  habia  producido  en  los  círctdos 
bancarios  i  en  los  hombres  de  capital,  i  del  contento  i  de 
las  felicitaciones  con  que  éstos  i  todos  los  comerciantes 
hablan  recibido  la  noticia  de  su  vuelta  al  Ministerio. 
El  mismo  diario,  dándose  por  satisfecho  de  que  el  Mi- 
nisterio continúe  su  marcha,  denuncia  una  coaHcion  de 
los  liberales  para  hacerle  oposición  en  la  Cámara  de  di- 
putados, i  este  denuncio  es  contradicho  por  La  Repú- 
blica i  El  Ferrocarril,  el  cual  aprovecha  la  ocasión 
para  presentar  en  peHgro  la  causa  überal,  porque  ésta 
no  sabe  lo  que  debe  esperar  del  Gobierno,  ni  puede  te- 
ner confianza  tampoco  en  el  Congreso,  desde  que  hai 
en  el  Senado  una  mayoría  conservadora,  que  se  opon- 
dría a  la  reforma.  En  todos  sus  artículos  acentúa  sus 
dudas  acerca  del  HberaUsmo  del  Ministerio,  i  a  una  con 
La  República,  al  negar  la  existencia  de  la  coaHcion 
liberal,  declaran  que  no  se  hará  oposición  al  Ministerio, 
si  se  muestra  Uberal  i  apoya  la  reforma. 

Ningún  título  tienen  estos  diarios  para  dudar  d'"  ^^ 
política  liberal  del  Ministerio,  i  la  opinión  pública  c. 
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en  ella  sin  vacilación,  porque  se  siente  i  se  reconoce  en 
todo  el  pais  que  el  Gobierno  ha  sido  fiel  a  su  programa 
de  octubre.  Mas  nuestra  prensa  no  cumple  con  su  mi- 
sión, ni  sabe  cumplirla.  En  esto  consiste  su  atraso,  sin 
perjuicio  de  que  cada  diarista,  tomando  a  su  favor  lo 
que  algunos  publicistas  han  dicho  de  la  misión  de  la 
prensa  i  de  sus  grandes  escritores,  deje  de  considerarse 
como  un  sacerdote  de  la  verdad  i  del  progreso,  el  cual 
ordinariamente  es  víctima  de  la  ingratitud  i  délos  egoís- 
mos de  las  pasiones  políticas.  La  vanidad,  el  interés 
político  a  que  están  afiliados,  o  sus  empeños  personales 
no  les  permiten  comprender  que  si  Gírardin,  Greely  i 
otros  diaristas  se  han  hecho  grandes  escritores,  es  por- 
que siempre,  atentos  a  la  opinión  pública,  se  han  cons- 
tituido en  su  eco  i  en  sus  servidores,  representándola 
sin  error,  ayudándola,  ilustrándola  con  su  alto  criterio 
sobre  las  cuestiones  de  interés  palpitante,  i  promovien- 
do el  desarrollo  i  la  realización  de  los  principios  i  de  los 
acontecimientos  en  ella  elaborados  i  preparados.  En 
esta  ocasión,  por  ejemplo,  el  sentimiento  i  la  opinión 
del  pais  reclaman  una  reforma  tributaria,  para  que  los 
capitalistas  i  banqueros  contribuyan  al  Erario  en  la 
proporción  en  que  lo  hacen  el  pobre  i  los  industriales;  i 
entretanto  la  prensa  aplaude  al  Ministro  que  resiste  a 
semejante  reforma,  elojia  sus  medidas  cuando  ningún 
resultado  han  producido,  i  precisamente  anota  como 
un  gran  mérito  que  los  círculos  bancarios  í  los  capita- 
listas hayan  sufrido  pena  con  el  anuncio  de  la  separa- 
ción del  Ministro  que  los  defiende  contraía  opinión,  i 
que  se  hayan  regocijado  con  su  \^ielta.  Por  otra  parte 
la  opinión  pública  confía  en  el  liberalismo  del  Ministe- 
rio; los  círculos  liberales  de  la  Cámara,  si  no  confían, 
creen  en  él;  i  entretanto  los  diarios  liberales,  en  lugar 
presentar  esta  confian2a  i  de  alentarla  para  hacer- 
ir  de  base  a  la  organización  de  esos  círculos,  du- 
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dan  del  Gobierno,  acentúan  una  temeraria  desconiianza 
en  sus  ideas  liberales,  i  amenazan  al  Ministerio  con  que 
la  coalición,  que  niegan,  se  efectuará  si  él  no  es  liberal. 
¡Ah,  si  siquiera  supieran  esos  escritores  cuánto  mal  ha- 
cen al  pais  i  a  la  causa  liberal,  contribuyendo  a  fatigar 
i  a  alejar  de  la  dirección  de  los  negocios  a  los  hombres 
que  consagran  su  esperiencia  i  sus  conocimientos  al  ser- 
vicio de  ese  pais  i  de  esa  causa!  Pero  nó;  a  ellos  no  les 
importa  nada  todo  eso.  Les  basta  sacar  su  tarea  diaria, 
según  está  el  humor,  según  el  estado  de  la  bilis,  según 
el  interés  del  momento  en  que  toman  la  pluma  para 
ejercer  su  sacerdocio  de  lijerezas  i  de  temeridades. 


En  los  momentos  de  reasumir  sus  funciones  el  Mi- 
nistro  de  Hacienda,  se  muestra  fiel  a  sus  planes,  exijién- 
dome  el  recargo  de  las  tarifas  de  los  ferrocarriles.  En  la  ^ 

necesidad  de  complacerle  i  de  no  contrariar  al  Presiden- 
te i  a  los  demás  ministros,  pero  insistiendo  en  mis  ideas 
i  asegurándoles  que  la  medida  no  dará  los  resultados 
que  se  esperan,  espedí  el  12  de  mayo  el  decreto  apro- 
batorio de  la  nueva  tarifa  de  pasaje,  pero  nó  la  de  car- 
ga, porque  habiéndome  contestado  el  directorio  del  fe- 
rrocarril de  Valparaiso  que  no  podi  a  rebajar  los  fletes 
de  los  productos  agrícolas,  no  era  justo  imponer  este 
nuevo  gravamen  a  nuestra  industria,  i  debíamos  dejar 
el  negocio  para  considerarlo  cuando  ésta  mejorase  su 
situación.  Sin  embargo,  esta  condescendencia  en  obse- 
quio de  la  conciliación  ministerial,  para  servir  mejor  a 
la  causa  liberal,  me  trajo  un  severo  ataque  de  varios 
diarios  de  la  provincia  de  Valparaiso  i  principalmente 
de  El  Deber,  órgano  de  los  radicales. 

Otro  negocio  que  nos  trajo  largas  discusiones  i  c"^ 
casi  produjo  nuevo  conflicto,  fué  el  del  ferrocarril 


I 
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Angolj  con  ocasión  de  una  estensa, representación  qoe 
hizo  el  7  de  mayo  el  constructor  sobre  el  estado  de  sus 
relaciones  con  el  Gobierno,  i  declarando  que  estaba  dis- 
puesto a  entregar  la  línea  si  se  le  satisfacían  ciertas  exi- 
jencias  es  tremadas.  Bien  meditado  el  negocio,  lo  que 
con  venia,  a  mi  juicio  j  en  las  circunstancias  actuales,  era 
decretar  desde  luego  la  entrega  provisional  del  camino, 
con  arreglo  a  las  cláusulas  jenerales  agregadas  al  con- 
trato, declarando  que  éste   quedaba  en  liquidación  i 
que  debían  someterse  a  juicio  todas  las  cuestiones  que 
suscitaba  el  constructor.  Este  debía  ser  después  el  tér- 
mino preciso  de  la  situación  en  que  nos  colocaba  el  con- 
tratista con  sus  reclamaciones,  i  con  venia  anticiparlo 
para  evitar  nuevas  complicaciones  i  consultar  los  inte- 
reses fiscales,  pues  tomando  e!  gobierno  el  ferrocarril, 
podria  concluirlo  con  mas  economía  i  espío tarlo  con 
ventajas.  Formulé  el  proyecto  i  lo  sometí  al  consejo  de 
Ministros.  Pero  como  ninguno  de  sus  miembros  conocía 
a  fondo  el  negocio,  a  pesar  de  las  minuciosas  instruc- 
ciones que  les  había  dado  en  las  varias  ocasiones  en  que 
antes  habíamos  tratado  de  tomar  algunas  resoluciones, 
todo   fué  dudas  i  vacilaciones,   i  tuvo  mayoría,  con 
asombro  de  mi  parte,  la  idea  de  pedir  un  comparendo 
al  juez  ordinario  para  iniciar  ante  él  un  juicio  i  pedirle 
que  decretase  la  entrega.  No  debí  aceptar  este  peregrino 
arbitrio,   desde  que  era  imposible  obtener  tal  reso- 
lución al  principiar  el  juicio,  i  desde  que  había  el  peH- 
gro  de  que  aUí  el  constrnctor  hiciera  valer  su  preten- 
sión de  retener  el  camino  hasta  que  se  le  devolvieran 
los  depósitos,  o  que  por  lo  menos  pidiera  fianzas  o  segu- 
ridades para  entregarlo.  Lo  propio  i  legal  era  que  ad- 
ministrativamente el  Gobierno  usase  de  la  facultad  que 
las  cláusulas  jenerales  del  contrato  le  dan  para  decretar 

1 ''-ega  i  mandara  poner  en  liquidación  el  negocio. 

ao  de  los  ministros  aprobó  mi  proposición^  i  el 


de  Hacienda,  por  indicación  del  Presidente,  tomó  el 
proyecto  de  decreto  para  meditarlo  i  consultarlo,  ha- 
biéndose presentado  al  dia  siguiente  rechazándolo  por- 
que  así  se  lo  habia  aconsejado  Varas,  con  quien  dijo 
haberse  consultado.  Hube  de  callar,  i  tuve  que  entrar 
en  una  serie  de  consultas  i  de  discusiones  con  los  repre- 
sentantes de  la  compañía  fiadora  para  hacer  algún  arre- 
glo, al  cual  no  arribamos  todavía,  a  pesar  de  tener  fre- 
cuentes conferencias  con  éstos,  hasta  en  consejo  de 
ministros.  El  parecer  de  Varas  es  decisivo  en  el  gabi- 
nete contra  mis  resoluciones. 


La  situación  política,  en  las  vísperas  de  abrirse  las 
sesiones  ordinarias  del  Congreso,  no  es  favorable  a  la 
causa  liberal.  Los  clericales  se  organizan  fuertemente, 
constituyendo  un  club,  que  es  una  especie  de  sociedad 
anónima  por  acciones,  que  aplicará  sus  fondos  para  las 
elecciones  constitucionales,  i  que  tendrá  por  arbitro 
de  sus  contenciones  domésticas  al  arzobispo,  todo,  se- 
gún El  Independiente  y  con  el  propósito  á^  propagar 
i  defender  los  principios  católicos  e  ideas  cmtserv adoras 
en  el  orden  social  i  político. 

Entre  los  círculos  liberales,  sin  embargo,  no  hai  arre- 
glo, i  han  fracasado  todos  los  conatos  de  organización, 
hasta  entre  los  partidarios  de  la  administración  Erra- 
zuriz.  El  Ferrocarril  formula  un  vasto  programa  de 
reformas  que  podrían  unir  a  los  liberales,  i  reconoce 
que  hai  indecisión,  creyendo  que  ella  procede  déla  am- 
bigüedad de  la  política  ministerial. 

Entretanto,  el  Presidente  nos  ha  leido  el  discurso 
que  ha  escrito  para  inaugurar  las  sesiones  del  Congreso, 
sin  que  en  él  haya  dicho  una  palabra  sobre  reíormíis 
sino  son  la  advertencia  de  que  las  que  se  hacen  vio]  - 
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tamente,  sin  tener  presente  las  circunstancias  del  pais, 
traen  dolorosos  conflictos.  Este  discurso^  que  no  hace 
otra  cosa  que  conñmiar  la  acusación  de  ambigüedad 
que  se  dirije  a  nuestra  política,  acusación  que  yo  me 
empeño  en  desvanecer  en  la  Memoria  de  mi  Departa- 
mentOj  que  tengo  escrita  i  en  prensa^  fué  aprobado;  i 
para  no  sublevar  cuestiones^  indiqué  que  podria  decir- 
se alguna  palabra  sobre  la  reforma  de  la  Constitución 
en  que  estábamos  empeñados^  lo  cual  habiendo  mere- 
cido el  esplícito  apoyo  del  Ministro  de  Relaciones  Este- 
riores,  me  sirvió  para  rogar  al  Presidente  que  me  per- 
mitiera dar  la  última  mano  a  su  trabajo,  agregando 
algo  sobre  reformas. 

En  efectOj  dando  al  trabajo  presidencial  esa  última 
mano,  reformé  los  tres  últimos  párrafos  de  esta  mane- 
ra, que  ha  merecido  la  aprobación  de  su  Excelencia  i  de 
los  ministros: 

^Los  progresos  con  tanta  felicidad  realizados  deben 
servimos  de  estímulo  para  continuar  la  obra  de  reje- 
ueracionj  que  desde  el  establecimiento  de  la  República 
viene  persiguiendo  nuestro  pais.  Si  las  reformas  incon- 
sultas o  violentas  son  causa  ordinaria  de  conflictos,  las 
que  aconseja  la  esperiencia  i  se  realizan  después  de  una 
libre  i  razonada  discusión,  estrechan  los  lazos  que  unen 
a  los  ciudadanos  i  afianzan  los  intereses  le jí timos  de  la 
nación. 

<^En  el  curso  de  las  sesiones  que  hoi  se  inician,  ten- 
dréis ocasión  de  satisfacer  la  aspiración  que  reclama 
mayor  facilidad  para  la  reforma  de  nuestras  institucio- 
nes políticas,  a  fin  de  fundar  en  ellas  una  sólida  garan- 
tía de  ciertos  derechos  individuales  que  en  el  dia  se 
rijen  por  leyes  imperfectas  e  incompletas;  i  podréis 
también  satisfacer  la  necesidad  que  tenemos  de  modifi- 
nuestra  lejisiacion  administrativa  i  nuestra  lei  elec- 


toral,  a  cuyo  efecto  tendré  el  honor  de  someteros  di- 
versos proyectos  de  lei. 

«En  estas  leyes  de  tanta  importancia^  en  las  que  de- 
ban su  orí] en  a  vuestra  iniciativa,  i  en  los  varios  pro- 
yectos que  de  antemano  tiene  presentados  el  Gobierno, 
encontrará  vuestra  ya  acreditada  laboriosidad  pábulo 
suficiente,  i  vuestro  elevado  patriotismo  una  digna  ocu- 
pación.» 


-X- 
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Apertura  del  Congreso,  —  Reforma 
de  la  Constituoíoii 


El  discurso  de  apertura  no  hizo  sensación  entre  los 
concurrentes  a  la  sesión  solemne.  Todos  lo  hallaron  pá- 
lido  o  frivolo.  Pero  los  diarios,  sin  escepcion,  lo  aplau- 
dieron por  su  sobriedad  i  sobre  todo  por  las  frases  rela- 
tivas a  la  reforma  constitucional  i  de  las  leyes  sobre 
administración  i  sobre  elecciones,  con  la  diferencia  de 
que  El  Independiente  supuso^  f>ara  ser  consecuente 
en  su  aplauso,  que  el  Presidente  no  se  proponía  hacer 
reformas  teolójicas,  sino  solamente  reformas  prudeníes 
i  moderadas  en  lo  administrativo;  i  el  otro  órgano  con- 
servador, El  Mercurio  de  Valparaíso,  sostuvo  que 
las  reformas  prometidas  serian  bien  aceptadas^  si  no 
inquietaban  a  los  conservadores^  i  si  se  limitaban  a  los 
asuntos  estudiados  i  preparados  por  la  opinión,  sin  dar 
cabida  a  exijencias  liberales  contra  los  intereses  de  los 
partidos.  Estas  salvedades  dieron  ocasión  a  larga  po- 
lémica sobre  refonnas  i  hbertades^  en  la  cual  los  con- 
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servadores  rechazaban  todas  las  que  de  alguna  manera 
contrariaban  la  poKtica  de  la  iglesia  católica,  i  los  libe- 
rales, estando  en  la  lójica  de  los  principios,  las  apoya- 
ban i  defendian  todas,  Pero,  siempre  dudando  de  que 
el  Gobierno  las  realizara,  aconsejaba  El  Ferrocartü 
a  los  círculos  liberales  de  la  Cámara  de  Diputados  que 
se  unieran  para  imponerlas^  i  sostenía  La  República 
el  absurdo  de  que  las  instituciones  políticas  no  influían 
en  el  progreso  del  pais,  corno  si  pudiera  existir  sin  ellas 
el  progreso  moral  i  político.  Xa  Re^pública^  como  órga* 
no  de  los  errazuristas,  avanzaba  tales  despropósitos, 
porqué  pretendía  limitar  las  aspiraciones  de  su  partido 
a  la  reforma  de  las  leyes  civiles,  ^que  anulan  con  su  san- 
ción las  determinaciones  de  la  iglesia  que  son  contrar 
rías  a  las  garantías  individualesj>:  eso  era  lo  que  en  el 
lenguaje  impropio  de  los  publicistas  que  sobre  esto  de- 
batían, se  llamaban  libertades  teolójicas. 

Entretanto,  en  la  segimda  sesión  del  Senado  se  prin- 
cipiaba el  debate  de  la  reforma  constitucional  con  un 
discurso  de  Varas,  que  continuó  en  la  sesión  del  8,  con- 
tra la  reforma  del  artículo  i68,  i  tratando  de  refutar  el 
examen  que  yo  había  hecho^  en  la  sesión  del  27  de  di- 
ciembre, del  informe  de  los  conservadores  de  la  comi- 
sión. La  prensa  conservadora  aplaudió  con  entusiaísmo 
á  Váías,  sin  hacer  siquiera  mención  de  la  contestación, 
que  yo  le  había  dado  en  la  misma  sesión;  i  la  prensa 
liberal,  prescindiendo  también  de  mi  discurso,  hablaba 
de  los  torrentes  de  elocuencia  del  eminente  hombre  de 
Estado,  Varas,  i  se  consagraba  a  promover,  como  en 
retirada,  una  cuestión  de  orden,  que  sostenía  latamen- 
te El  Deber ^  a  saber:  que  el  Senado  no  podia  enmen- 
dar el  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados,  sino  que 
debía  rechazarlo  o  reprobarlo^  ei^  la  intelijeilcia  de  que 
el  rechazo  de  una  parte  de  este  acuerdo  importaba  ^'^ 
reprobación  del  todo.  Mas  mi  discurso  había  pues^'^ 
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cuestión  en  su  verdadero  punto  de  vista,  i  con  tal  cla- 
ridad, que  produjo  el  convencimiento  de  la  necesidad 
de  la  reforma,  no  solo  en  los  senadores  liberales,  que  en 
realidad  no  tenían  idea  exacta  de  ella,  sino  en  varios 
conservadores,  quienes  me  aseguraron  que  votarían 
por  el  informe  sostenido  por  Varas  por  estar  compro- 
metidos únicamente,  pero  que  si  no  había  por  él  ma- 
yoría de  dos  tercios,  votarían  por  la  reforma  del  ar- 
tículo i68,  para  completar  la  mayoría  necesaria,  por 
estar  convencidos  de  la  necesidad  de  reformarlo. 

Desde  que  principió  esta  discusión  i  aun  días  antes, 
el  Presidente  estaba  mui  preocupado,  dudando  del  re- 
sultado, i  varias  veces  me  habia  hablado  de  esto,  co- 
municándome que  los  demás  ministros  estaban  seguros 
de  que  la  reforma  no  sería  aprobada  si  no  buscábamos 
votantes.  Estos  temores  fueron  materia  de  discusión 
en  dos  o  mas  sesiones  del  consejo  de  ministros^  pues  los 
de  Guerra  i  Hacienda  me  acusaban  de  padecer  una  ilu- 
sión porque  daban  grande  importancia  a  la  mayoría 
montt-varísta  del  Senado,  i  los  otros  dos  creían  que 
era  necesario  hacer  empeños  para  conquistar  votos. 
Conviniendo  yo  en  que  no  estaba  de  mas  llamar  a  los 
senadores  liberales  ausentes,  les  demostraba  con  la  lis- 
ta de  todos  los  senadores  que  los  conservadores  no  po- 
dían reunir  los  dos  tercios  para  aprobar  su  informe,  i 
que,  aunque  lograran  una  mayoría  absoluta,  nosotros 
tendríamos  los  dos  tercios  para  el  acuerdo  de  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  porque,  varios  conservadores  vota- 
rían por  éL  Después  de  la  sesión  del  8,  comenzaron  los 
ministros  a  convencerse  de  la  verdad  de  mi  cálculo,  i  el 
de  Guerra  ya  no  me  acusaba  de  iluso,  sino  que  se  mani- 
festaba convencido  de  la  necesidad  de  la  reforma.  El 
de  Hacienda  disimulaba  su  convencimiento,  aseguran- 
HAtne  que  votaría  por  ella  solamente  por  no  dejarme 
-airado,  pero  que  a  don  Manuel  Montt  le  habia  pare- 
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cido  mui  mal  que  concluyera  mi  discurso  del  8,  com- 
prometiendo al  Presidente  de  la  República  indebida- 
mente, con  asegurar  que  al  defender  la  necesidad  de  la 
reforma,  correspondía  dignamente  a  su  confianza,  des- 
de que  habia  aceptado  su  puesto  bajo  el  compromiso 
de  realizarla;  i  siendo  efectivo  que  tal  era  el  parecer  de 
Montt,  colejí  que  éste  seria  el  blanco  de  los  ataques  de 
los  conservadores,  puesto  que  especulaban  con  la  inde- 
cisión i  aun  con  la  pusilanimidad  que  atribuian  al  Pre- 
sidente, suponiéndole  supeditado  por  mi  persistencia 
en  la  reforma  i  no  convencido  de  su  necesidad. 

Errázuriz,  que  conocia  todo  esto,  se  puso  también  en 
campaña  para  conquistar  votos  en  favor  de  la  reforma, 
haciendo  venir  a  Santiago  a  todos  sus  amigos  senado- 
res que  estaban  ausentes.  En  una  conferencia,  me  mani- 
festó que  temia  que  se  perdiera  el  capítulo,  porque  los 
mbntt-varistas  eran  mui  diestros  en  este  jénero  de  in- 
trigas i  estaban  resueltos  a  triunfar  de  mí.  Yo  le  tran- 
quilicé respecto  de  esto  último,  asegurándole  que  me 
sentía  todavía  fuerte  para  hacer  triunfar  la  verdad,  que 
estaba  de  nuestra  parte;  i  que  mientras  yo  me  encarga- 
ba de  disipar  las  argucias  de  los  conservadores  i  de  ha- 
cer triunfar  sobre  su  tenacidad  la  opinión  pública,  él 
haría  un  servicio  llamando  a  combate  i  afianzando 
a  todos  los  senadores  liberales.  Me  lo  prometió,  pero 
bajando  la  voz,  agregó: — mo  hemos  hablado  de  otro 
peligro,  que  es  el  principal:  los  ministros  no  están  con 
usted». — «Trabajaremos  por  convencerlos,  le  repliqué: 
todo  es  obra  de  arte;  no  tema  usted.» 

En  la  sesión  del  ii  tomaron  la  palabra,  para  sostener 
la  reforma,  el  Ministro  de  Guerra  i  el  Senador  Ibáñez, 
ex-ministro  de  la  administración  Errázuriz,  i  en  la  del 
13  la  apoyaron  Reyes  i  Vicuña  Mackenna,  En  ambas 
sesiones  hablaron  en  contra  Blest  Gana  i  don  José  En- 
jenio  Vergara,  quien  continuó  en  la  del  15,  i  en  esta ! 
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sion  confirmó  Varas  mis  conjeturas,  haciendo  un  vehe- 
mente discurso  en  que  me  acusaba  de  haber  faltado  a 
las  consideraciones  debidas  al  Senado^  a  las  prácticas 
parlamentarias,  a  la  circunspección  i  a  toda  convenien- 
cia, con  haber  interpuesto  en  el  debate  la  opinión  del 
Presidente  de  la  República.  Esta  era  la  opinión  de 
Montt,que  me  habia  enrostrado  el  Ministro  de  Hacien- 
da, olvidando  que  bajo  el  gobierno  de  aquel  hombre  de 
Estado,  las  Cámaras  no  tenian  mas  opinión  que  la  del 
Presidente.  Varas  continuó  hablando  en  la  sesión  del 
i8. 

En  la  del  20  defendió  la  reforma  Gallo,  i  yo  contesté 
la  diatriba  de  Varas,  quien  no  habia  asistido  a  primera 
hora  por  no  oir  mi  contestación.  Cerrado  el  debate,  se 
aprobó  la  reforma  del  art.  165,  del  166  i  del  167  por 
36  votos  contra  i,  que  fué  el  de  Huidobro.  La  proposi- 
ción de  los  conservadores  contra  el  168  fué  rechazada 
por  15  votos  contra  123  que  fueron  los  de  los  señores 
Blest  Gana,  Claro,  Covarrúbias,  Donoso,  Guerrero, 
Huidobro,  Marcoleta,  Montt  don  Manuel,  Pérez  Rosa- 
les, Valenzuela  Castillo,  Varas  i  Vergara  don  José  Eu- 
jenio.  La  reforma  del  art.  168  se  aprobó  por  20 
votos  contra  7,  habiéndose  adherido  a  ella  los  cinco 
primeros  senadores  nombrados,  que  cumplieron  su  pa- 
labra; i  la  del  art,  40  por  21  contra  6. 

Este  triunfo,  que  se  debía  mas  a  la  fuerza  del  razo- 
namiento para  demostrar  la  justicia  i  verdad  de  la  cau- 
sa, que  al  empeño  por  conquistar  votos,  fué,  en  concep- 
to de  los  amigos  de  Errázuriz,  la  obra  de  sus  esfuerzos; 
i  por  lo  mismo  que  así  pensaban,  juzgué  que  me  daban 
la  oportunidad  de  intimarme  con  ellos  para  emprender 
la  organización  liberal,  puesto  que  era  de  suponer  que 
ellos  me  volvieran  su  confianza,  desde  que  me  veian  a 
sn  lado  combatiendo  por  la  reforma.  Confiando  en  esto 
T^eranzado  en  que  los  ministros  entrasen  írancamen- 
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te  en  la  política  liberal,  ya  que  parecían  contentos  de 
mi  conducta,  procuré  cultivar  mis  relaciones  e  intimar- 
me con  los  principales  jefes  de  los  círculos  liberales  de 
la  Cámara  de  Diputados.  Pero  después  de  muchos  dias 
de  conversaciones,  noté  que  se  me  mostraban  tan  reser- 
vados como  antes,  no  solo  desentendiéndose  de  mis  in- 
sinuaciones, sino  llegando  al  estremo  de  no  decirme 
una  palabra  sobre  mi  actitud  en  el  debate  de  la  refor- 
ma, siempre  que  les  ponia  este  tema  en  la  conversación. 
Callaban  como  su  prensa,  o  hablaban  de  otro  asunto. 
Uno  solo  de  ellos  me  felicitó  por  mis  discursos,  el 
hermano  de  Errázuriz,  que  figura  en  la  Cámara  de  Di- 
putados, i  habiéndolo  hecho  delante  de  otros,  entre  los 
cuales  se  hallaba  Matta,  don  Manuel  Antonio,  tuve  oca- 
sión de  desengañarme,  al  ver  que  éste  calló  i  que  ninguno 
de  los  otros  apoyó  el  cumplimiento.  Estamos  ya  en  ju- 
lio, i  no  he  podido  proporcionarme  una  ocasión,  porque 
ellos  no  han  querido  proporcionármela,  a  pesar  de  mi 
empeño,  para  tratar  de  la  organización  de!  partido. 

Cierro  este  episodio  de  la  reforma  agregando  mis  dis- 
cursos. 

SESIÓN    ORDINARIA    DEL   SENADO  EN  8 
DE    JUNIO   DE   1877 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — No  voi 
a  imponer  al  Senado  la  molestia  deoir  una  contestación 
al  notable  discurso  del  honorable  Senador  por  Talca 
señor  Varas,  contra  la  reforma  del  art,  i68  de  la 
Constitución.  Debo  huir  de  toda  controversia,  porque 
el  interés  del  pais  está  en  que  la  cuestión  de  reforma  se 
desenlace  con  toda  serenidad,  i  solo  por  las  inspiracio- 
nes del  patriotismo  i  del  amor  a  las  instituciones  demo- 
cráticas. 

Así  lo  cree  también  el  señor  Varas,  i  siento  m" 


haberle  dado  motivo  con  mí  primer  discurso  a  comba- 
tir mis  opiniones  con  porfiada  aversión. 

El  honorable  Senador,  por  otra  parte »  sitúa  la  cues- 
tión en  un  punto  a  donde  no  puedo  seguirle,  cual  es  el 
modo  de  verificar  la  reforma;  i  declara  que  lo  hace  de- 
liberadamente, porque  la  Comisión,  en  su  informe,  ha 
estudiado  la  materia  con  el  propósito  de  que  la  reforma 
se  haga  mejorando  lo  existente. 

Así  lo  comprendí  la  primera  vez  que  tuve  el  honor 
de  refutar  ese  informe,  i  por  eso  fué  que  negué  que  el 
Senado  tuviera  autoridad  para  deliberar  sobre  el  modo 
de  hacer  la  reforma,  pues  precisamente  el  art.  166 
de  la  Constitución^  uno  de  los  que  se  trata  de  reformar^ 
ordena  que  cuando  se  admita  una  moción  para  refor- 
mar uno  o  mas  artículos,  la  Cámara  deliberará  si  exijen 
o  no  reforma  el  artículo  o  artículos  en  cuesiion^  i  no  sobre 
la  reforma  que  haya  de  hacerse,  cuyo  asunto  deja  el  ar- 
tículo 168  a  la  deliberación  del  Congreso  futuro. 

Tratándose,  pues,  en  este  caso  únicamente  de  decla- 
rar la  necesidad  de  la  reforma,  yo  no  puedo  ni  debo 
discutir  lasopiníones  que  la  comisión  tiene  sobre  el  mo- 
do de  establecer  la  reforma  que  haya  de  hacerse.  Al 
examinar  su  informe,  hablé  en  este  mismo  sentido,  i  lo 
único  que  me  permití  fué  esponer  que  si  la  honorable 
Comisión  aspiraba  a  que  toda  reforma  constitucional 
fuera  sometida  a  la  aceptación  del  pais,  no  debía  dejar 
vi j ente  el  art,  168,  porque  esto  importa  obligar  al 
Congreso  que  ha  de  deliberar  sobre  la  reforma  de  los 
artículos  en  cuestión,  que  deje  siempre  entregada  la 
reforma  al  Congreso  ordinario  futuro,  en  lugar  de  esco- 
jitar  otro  arbitrio,  tal  como  el  de  convocar  una  conven- 
ción constituyente,  que  es  el  arbitrio  mas  usado  para 
consultar  la  opinión  del  pais, 

LS  yo  no  he  hablado  de  una  convención  de  poder 
fluto,  ni  puede  suponerse  que  el  Ministro  del  Inte- 
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rior  abjure  los  principios  que  siempre  ha  sostenido  co- 
mo profesor,  como  representante  del  pueblo  i  como 
escritor  de  ciencia  política.  Yo  me  felicito  i  felicito  a  mi 
patria  de  que  mi  antiguo  amigo  el  señor  Varas  procla- 
me que  la  soberanía  es  limitada  i  que  los  que  la  ejercen 
'  por  representación  del  pueblo  no  tienen  un  poder  ab- 
soluto para  imponer  a  sus  representados  una  constitu- 
ción a  su  arbitrio;  pues  con  tal  declaración  el  sistema 
liberal  echa  una  áncora  mas  que  lo  afianzará  entre  no- 
sotros. Lo  que  sostengo  es  que  si  se  ha  de  buscar  la  acep- 
tación del  pais  para  una  reforma  constitucional,  no  es 
el  único  ni  el  m.ejor  medio  el  que  señala  el  art.  i68, 
que  se  quiere  dejar  en  pié;  pues  se  puede  recurrir  con 
mas  seguridad  de  acierto  a  una  convención  especial,  o 
se  puede  proponer  la  reforma  a  la  aceptación  de  las 
provincias  por  medio  de  sus  representantes  locales^  o 
se  puede  adoptar  cualquiera  otro  arbitrio.  Pero  no  so- 
mos nosotros  los  llamados  a  determinar  esta  forma,  ni 
tenemos  autoridad,  cuando  tratamos  solo  de  declarar 
la  necesidad  de  la  reforma^  para  imponer  al  Congre- 
so que  ha  de  hacerla  la  obligación  de  someterse  a  la  dis- 
posición del  art.  i68,  que  también  debemos  decla- 
rar reformable,  precisamente  para  que  aquel  Congreso 
futuro  pueda  tener  independencia  para  escojitar  el  me- 
jor medio. 

Otra  rectificación  previa  que  debo  hacer,  para  elimi- 
nar las  cuestiones  inútiles,  es  la  relativa  a  la  estension 
de  la  reforma.  Dije  la  primera  ve2  que  tuve  el  honor  de 
hablar  sobre  esto  que  creia  que  no  habría  hoi  cuestión 
sobre  la  necesidad  de  la  reforma  de  nuestra  Constitu- 
ción, i  que  lo  único  que  dividía  los  pareceres  era  la  es- 
tension que  debia  darse  a  la  reforma,  pues  los  conser- 
vadores creen  que  debe  ser  parcial,  i  los  liberales  que 
debe  ser  completa,  como  a  mi  juicio  debe  serlo.  M^-- 
esta  es  una  cuestión  concreta  que  debe  resolverse  se^ 
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las  circunstancias  de  cada  pueblo  i  de  cada  caso.  Ni  la 
ciencia  política,  ni  la  ciencia  de  la  historia  pueden  esta- 
blecer un  principio  sobre  esta  materia,  porque  los  he- 
chos esperimentales  son  tan  varios  i  diversos,  como 
pueden  serlo  los  fenómenos  históricos  i  sociales  de  cada 
pueblo.  Ni  los  ejemplos,  ni  las  reglas  pueden  tener  va- 
'lor  alguno,  sino  las  circunstancias  de  cada  pais,  para 
resolver  esta  cuestión.  En  tanto  que  Francia  ha  salido 
mal  de  los  ensayos  de  reforma  completa  que  ha  hecho, 
todas  las  repúblicas  americanas  están  saliendo  bien  de 
la  que  hicieron  cuando  de  colonias  pasaron  a  repúbli- 
cas, i  muchas  de  ellas,  como  muchos  de  los  estados  de 
la  Union  Americana,  reforman  siempre  completamen- 
te sus  instituciones  políticas,  sin  sufrir  lo  que  la  Fran- 
cia ha  sufrido  por  sus  convenciones  de  poder  absoluto, 
que  ya  alK  inspiran  miedo, 

Inglaterra  hace  parcialmente  sus  reformas  políticas, 
porque  las  va  formulando  poco  a  poco,  desde  que  no 
tiene  una  Constitución  en  que  estén  formuladas,  i  si  no 
reforma  su  Magna  Carta,  es  porque  ese  vetusto  docu- 
mento, escrito  en  lenguaje  bárbaro,  es  su  declaración 
de  los  derechos  del  hombre  i  la  consagración  de  las 
garantías  que  los  defienden  de  la  acción  del  poder  político 
i  de  las  invasiones  del  despotismo.  Así,  la  constitu- 
ción federal  de  Estados  Unidos  se  va  reformando  tam- 
bién poco  a  poco  porque  no  necesita  una  reforma  radi- 
cal- Es  ésta  cuestión  de  circunstancias.  No  tenemos 
por  qué  tratarla  ahora.  Ya  llegará  la  oportimidad  de 
debatir  si  en  Chile  se  necesita  una  reforma  completa, 
o  mas  o  menos  completa,  o  parcial,  i  se  adoptará  la  so- 
lución conveniente,  sin  perder  tiempo  en  tratar  teóri- 
camente una  cuestión  que  no  es  teórica  sino  práctica  i 
concreta- 

^  n  que  ahora  nos  conviene  i  lo  que  está  sometido  a 
atra  decisión  es  la  cuestión  de  si  hai  o  nó  necesidad 
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de  reformar  los  arts.  165,  166,  167  i  168  de  nuestra 
Constitución.  No  tratamos  de  saber  cómo  se  hará  esa 
reforma,  ni  mucho  menos  de  imponer  nuestras  opinio- 
nes al  Congreso  que  hade  hacerla.  Discutamos  sin  apar- 
tar nuestra  atención  de  aquel  punto.  Hago  esta  súplica 
al  Senado. 

El  informe  de  la  honorable  Comisión  del  Senado  so- 
bre  el  proyecto  de  reforma  aprobado  por  la  Honorable 
Cámara  de  Diputados,  merece  una  seria  consideración. 
Por  eso  es  que,  fiando  en  la  bondad  de  los  señores  sena- 
dores, vuelvo  a  tomar  la  palabra  con  el  fin  de  fijar  las 
observaciones  que  ya  otra  vez  tuve  el  honor  de  esponer 
i  que  no  han  sido  bien  comprendidas;  pues  tengo  con- 
fianzaen  el  patriotismo  de  la  honorable  Comisión,  para 
esperar  que  ella  aceptará  el  proyecto  íntegramente  sin 
la  modificación  que  propone.  Mas  antes  convendría  leer 
el  informe. 

Yo  me  permito  rogar  a  los  señores  senadores  que 
tengan  algún  interés  en  el  presente  debate,  presten  un 
momento  su  atención.  Ruego  al  señor  secretario  se  sir- 
va darle  lectura. 

El  señor  Secretario. — El  informe  suscrito  por  la 
mayoría  de  la  comisión  dice  así: 

«Honorable  Cámara: 

«La  Comisión  de  Constitución  i  Justicia  ha  examina- 
do con  la  debida  detención  el  proyecto  aprobado  por  la 
Honorable  Cámara  de  Diputados,  que  declara  reforma- 
bles varios  artículos  de  la  Constitución  i  tiene  el  honor 
de  esponer  al  Senado  su  modo  de  ver,  proponiéndole  la 
aprobación  del  proyecto  con  las  modificaciones  que  ha 
creído  necesario  introducir  en  él. 

«La  Comisión  está  en  perfecto  acuerdo  con  el  proyec- 
to en  cuanto  declara  reformables  los  arts.  165,  166 
i  167.  Estos  artículos  prescriben  formalidades  que  -=ii 
tuvieron  un  fin  útil  cuando  se  dictaron,  al  preser 
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solo  producen  el  efecto  de  dificultar  i  retardar  la 
reforma.  La  Comisión  considera  punto  incuestiona- 
ble el  que  deben  someterse  a  la  aceptación  del  pais,  o 
de  mandatarios  por  él  nombrados  con  ese  fin,  las  re- 
formas que  se  hagan  a  la  Constitución,  nó  la  idea  de 
reforma  jeneral,  sino  las  disposiciones  mismas  que  se 
tratan  de  convertir  en  preceptos  constitucionales.  En 
el  orden  actual  se  consulta  ese  objeto  con  la  interven- 
ción de  un  Congreso  ordinario  elejido  con  el  encargo 
especial  de  hacer  la  reforma  que  el  Congreso  precedente 
ha  decretado;  pero  se  concede  a  este  último  Congreso  tan 
limitada  esfera  de  acción,  que  se  le  pone  en  la  necesidad 
de  fiar  completamente  en  el  Congreso  que  ha  de  realizar 
las  reformas,  sin  que  nada  pueda  hacer  para  que  el  pen- 
samiento que  ha  tenido  al  declarar  reformables  uno  o 
mas  artículos,  no  sea  frustrado^  para  que  estas  refor- 
mas no  se  hagan  gravando  el  mal  que  al  decretarlas 
tuvo  en  mira  correjir»  Conviene  estender  la  esfera  de 
acción  del  Congreso  que  toma  la  iniciativa  en  la  refor- 
ma, facultándole  para  proponer  las  disposiciones  que 
han  de  sustituirse  a  las  disposiciones  o  artículos  que 
declare  reformables,  i  para  este  fin  es  indispensable  la 
reforma  en  ese  sentido  de  los  arts.  165,  166  i  167. 

«El  art.  168,  al  prescribir  que  el  Congreso  que  se 
elija  inmediatamente  después  de  declarada  la  reforma, 
i  que  según  el  procedimiento  que  acabamos  de  indicar, 
será  el  que  se  elija  después  del  que  aprobare  las  refor- 
mas determinadas  que  se  trata  de  hacer,  delibere  i 
resuelva  sobre  ellas,  llena  una  condición  que  creemos 
esencial  en  la  materia,  porque  ese  Congreso  es  el  que 
con  mandato  especial  del  pueblo  acepta  las  reformas 
propuestas.  El  establece  lo  mismo  que  debia  estable- 
cerse si  esa  disposición  no  existiese^  al  realizar  las 
~  'jrm  as  que  nos  ocupan,  i  novemos,  en  consecuencia, 
on  para  declararlo  reformable.  Para  el  procedimien- 
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to  de  reforma  que  hemos  indicado  i  que  es,  a  nuestro 
juicio,  el  mas  conveniente,  ningún  embarazo  ofrece,  i 
declarándolo  reformable  nos  es  pondríamos  a  que  su 
disposición  sustancial  no  se  reprodujese. 

«I  el  recelo  de  que  esa  disposición  pudiera  no  repro- 
ducirse, no  es  infundado.  Parece  que  tiene  acojida  en- 
tre personas  que  se  preocupan  de  reforma  constitucio- 
nal la  idea  de  un  sistema  de  reforma  en  que  el  Congreso 
facultado  para  deliberar  sobre  las  reformas  que  convi- 
niere hacer,  para  formularlas  i  discutirlas,  fuese  tam- 
bién facultado  para  decretarlas,  sin  someterlas  a  la 
aceptación  del  pais.  Ofrece  ese  modo  de  proceder  tan 
grave  peligro  de  reformas  nacidas,  no  de  la  convenien- 
cia del  pais  estimada  con  ánimo  tranquilo  i  despreve- 
nido, sino  de  las  idras,  de  los  intereses  i  pasiones  que 
transitoriamente  dominasen  en  una  época  determinada^ 
que  constituido  ese  modo  de  proceder  en  regla  jeneral, 
como  seria  necesario,  puesto  que  se  trata  de  la  reforma 
de  los  artículos  que  proveen  de  medios  para  reformar 
en  cualquier  tiempo  la  Constitución,  quedarian  tan  es- 
puestas las  reformas  que  se  hicieren  a  frecuentes  cam- 
bios o  al  influjo  del  predominio  de  intereses  o  pasiones 
opuestas  a  los  que  la  dieron  orí  jen  i,  sobre  todo,  seria 
tan  contrario  a  las  bases  cardinales  del  réjimen  repre- 
sentativo, que  solo  admite  mandatarios  con  mandato 
limitado  i  que  cuando  se  trata  de  cambiar  las  bases  fun- 
damentales de  la  Constitución  da  la  última  palabra  del 
pueblo  como  verdadero  soberano;  que  no  solo  creería- 
mos de  nuestro  deber  negarle  nuestro  voto  sino  que 
creemos  de  nuestro  deber  mantener  una  disposición 
que  llena  una  condición  esencial  en  la  materia,  i  que 
si  puede  ser  un  obstáculo  para  introducir  un  sistema 
de  reforma  contrario  a  los  principios  i  a  la  verdadera 
conveniencia  del  pais,  en  nada  embaraza  parala  ad*^"- 
cion  de  un  sistema  que  haga  fácil  i  espedita  la  me" 
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de  las  instituciones  dando  al  pais  la  parte  que  en  ello 
le  corresponde. 

«Porque  conviene  no  perder  de  vista  que  en  ese  siste- 
ma que  se  recomienda,  el  Congreso  \dene  a  ser  el  arbi- 
tro de  la  suerte  del  pais,  i  que  se  corre  el  peligro  de  que 
su  voluntad,  en  la  cual  no  podrán  menos  de  ejercer  in- 
fluencia los  intereses  de  partidos  i  las  pasiones,  acha- 
ques inseparables  de  la  vida  de  cuerpos  políticos,  se 
sobreponga  a  la  voluntad  o  a  la  conveniencia  del  pais. 
Todavía  es  necesario,  ademas,  tener  fe  i  confianza  en 
que  en  la  elección  de  ese  Congreso  no  obrarán  las  muchas 
causas  que  con  demasiada  frecuencia  estravían  i  adul- 
teran la  manifestación  de  la  voluntad  de  los  ciudada- 
nos, i  que  no  es  estraño  den  por  resultado,  no  manda- 
tarios del  pueblo  sino  mandatarios  de  partido  i 
hasta  mandatarios  del  gobierno  por  la  intervención 
oficial.  Ese  Congreso  será  lo  que  sea  la  mayoría  que 
en  él  domine,  i  a  mas  de  una  mayoría  hemos  visto 
sufrir  estravíos  inesplicables  para  no  reputar  no  im- 
prudencia sino  temeridad,  el  fiar  en  que  hechos 
semejantes  no  se  repetirán.  Desde  que  se  reconoz- 
ca a  un  congreso  arbitro  de  cambiar  Jas  instituciones 
fundamentales  según  lo  estimase  conveniente,  sin  con- 
sultar la  voluntad  del  pais,  ese  congreso  pasa  a  ser  el 
verdadero  soberano,  el  pueblo  quedaria  escluido,  ni 
aun  se  le  rendiría  el  homenaje  de  soberano  en  el  nom- 
bre. La  mayoría  que  en  ese  congreso  dominase  podría 
por  sí  misma  prolongar  el  mandato  de  los  diputados  i 
senadores^  formar  de  ambas  Cámaras  una  sola  asam- 
blea, duplicar  el  término  de  la  duración  de  la  Presiden- 
cia de  la  República j  etc.,  i  no  seria  temerario  suponer 
que  se  sintiese  impulsada  a  obrar  así  para  afianzar  Su 
predominio;  i  cuando  se  toma  en  cuentaque  el  Congreso 
5  debe  reformar  los  artículos  que  nos  ocupan,  es  el 
smo  que,  hecha  la  reforma  en  el  sentido  indicado. 
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quedaría  investido  de  ese  poder  omnímodo,  que  inves-  | 

tido  de  él  podría  cambiar  el  réjímen  constitucional  a  su  j 

arbitrio,  se  ve  que  sobran  motivos  para  temer  que  se  ^ 

sienta  tentado  a  imponer  su  voluntad,  sobre  todo  te-  1 

niendo  tanta  facilidad  para  hacerlo  i  una  escusa  de  su 
conducta  en  el  propósito  patriótico  de  mejorar  las  ins- 
tituciones del  pais.  El  pais,  en  vez  de  mandatarios,  se 
habria  dado  señores,  i  el  dia  menos  pensado  se  encon- 
traria  con  que  el  réjimen  constitucional  habia  sido 
cambiado  no  por  su  voluntad  sino  porque  sus  mandata- 
rios lo  habian  querido. 

«A  lo  que  damos  importancia  en  el  art.  i68  es  a 
la  parte  en  que  llama  a  un  congreso  con  mandato  espe- 
cial a  pronunciar  la  última  palabra  sobre  las  reformas 
que  se  decreten  o  propongan.  En  consecuencia,  no  ve- 
mos inconveniente  en  que  si  se  estima  necesario  para 
armonizar  este  artículo  con  los  que  le  preceden,  para 
dar  unidad  i  congruencia  a  las  reglas  que  se  establezca, 
se  declare  reformable  manteniendo  la  disposición  capi- 
tal en  él  contenida  que  llama  a  un  congreso  ele j ido  con 
mandato  especial  a  resolver  sobre  las  reformas  que  en 
la  Constitución  hayan  de  hacerse. 

«En  orden  al  art.  40,  no  vemos  razones  que  exijan 
o  aconsejen  la  reforma  aprobada  por  la  otra  Cámara,  i 
si  alguna  creeríamos  aceptable,  no  necesaria,  seria  la 
supresión  de  la  segunda  parte  de  dicho  artículo. 

«Parece  que  en  la  reforma  del  art.  40  solo  se  ha 
pensado  por  la  referencia  que  a  él  se  hace  en  el  artícu- 
lo 168.  Si  rijiendo  el  sistema  actual  de  reforma,  puede 
tener  alguna  importancia  lo  que  en  ese  artículo  se  esta- 
blece sobre  que  la  lei  de  reforma  debe  tener  su  orí  jen 
en  el  Senado,  cambiando  ese  sistema,  como  esperamos 
se  cambie,  dando  al  Congreso,  que  toma  la  iniciativa,  la 
facultad  de  proponer  las  disposiciones  que  han  de  sus- 
tituirse a  los  artículos  que  se  trata  de  reformar,  la  pr 
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ferencia  de  cámara  de  orí  jen  solo  importaria  prefe- 
rencia en  la  discusión  por  menor,  detalle  que  no  merrce 
los  honores  de  una  reforma.  A  virtud  de  esa  iniciativa, 
el  Senado  nada  propone,  está  llamado  a  deliberar  sobre 
las  reformas  propuestas,  determinadas,  que  han  obte- 
nido la  aprobación  del  congreso  anterior. 

«El  proyecto  deja  subsistente  la  iniciativa  que  el  ar- 
tículo 40  concede  al  Senado  en  las  leyes  sobre  amnistía. 
Conviene,  sin  duda,  que  las  leyes  de  esta  clase  princi- 
pien en  la  Cámara,  en  que  es  mas  probable  haya  mas 
calma  i  en  que  también  es  menos  probable  que  tengan 
influencias  las  pasiones  políticas  exaltadas,  puesto  que 
leyes  de  esta  clase  pueden,  mas  que  otras,  dar  ocasión 
a  debates  políticos.  Mas  esta  consideración  de  simple 
congruencia  no  la  estimamos  bastante  para  no  dar  a  la 
otra  Cámara  la  iniciativa  i  para  no  reformar  en  ese 
sentido  el  art,  40,  si  es  que  el  partido  de  reformarlo  se 
adoptase. 

^  fLa  verdad  es  que  la  reforma  de  este  artículo,  que 
tendría  mas  razones  en  su  apoyóles  la  que  la  otra  Cá- 
mara no  ha  creido  conveniente  aceptar.  La  iniciativa 
que  el  art.  40  atribuye  a  la  Cámara  de  Diputados 
en  la  proposición  de  leyes  sobre  contribuciones  i  reclu- 
tamientos, reposa  en  una  pura  ficción  que  las  reformas 
líltimamente  hechas  en  la  Constitución  dejan  hasta  sin 
apariencia  de  fundamento-  Al  presente,  ambas  Cáma- 
ras tienen  con  igual  título  la  representación  del  pueblo, 
ambas  son  elejidas  en  votación  directa  i  por  los  mismos 
electores,  i  que  la  elección  se  centralice  para  la  elección 
de  diputados  por  departamentos  i  para  la  de  senadores 
por  provincias,  no  autoriza  para  establecer  entre  ellas, 
bajo  el  punto  de  vista  que  nos  ocupa,  ninguna  diferen- 
cia. Tanto  los  diputados  como  los  senadores  represen- 
+-"  a  los  pecheros,  a  los  que  pagan  contribución  o  a  los 
pagan  contribución  de  sangre  por  los  recluí amien- 
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tos,  i  unos  i  otros  tienen  el  mismo  interés  en  que  las  con- 
tribuciones no  sean  gravosas  al  pueblo,  en  que  sean  pro- 
porcionadas a  los  haberes  de  cada  ciudadano  i  en  que  el 
servicio  de  las  armas  no  se  haga  pesar  con  desigualdad. 
¿Cuál  seria  entonces  el  título  de  preferencia  que  ten- 
dria  la  Cámara  de  Diputados  para  ser  esclusivamente 
oríjen  de  leyes  de  contribuciones  o  de  reclutamientos? 

«Las  conclusiones  que  de  estos  antecedentes  fluyen, 
nos  decidirían  a  opinar  por  la  reforma  del  art.  40  en 
su  segunda  parte,  conservando  la  primera  que  igua- 
la la  condición  de  ambas  Cámaras.  Mas,  como  novemos 
razones  que  hagan  necesaria  esa  reforma  i  la  continua- 
ción del  orden  actual  no  ha  ofrecido  inconvenientes  que 
exijan  ese  cambio,  i  como,  por  otra  parte,  la  Honorable 
Cámara  de  Diputados  ha  manifestado  dar  importancia 
a  la  prerrogativa  de  que  está  en  posesión,  sustrayéndo- 
la a  la  reforma  que  ha  acordado  respecto  al  art,  40, 
i  la  reforma  a  que  nos  sentimos  inclinados,  no  seria 
compatible  con  los  miramientos  que  queremos  guardar 
a  los  deseos  i  aspiraciones  de  la  otra  Cámara,  opinamos 
por  que  el  citado  artículo  no  se  declare  reformable  ni 
en  todo  ni  en  parte. 

«El  proyecto,  modificado  segim  las  ideas  espuestas 
en  este  informe,  quedaria  en  los  términos  siguientes: 

«Artículo  único. — Se  declaran  que  necesitan  reforma 
los  arts.  165,  166  i  167  de  la  Constitución. 

«Se  declara  también  reformable  el  art,  168  salvo  en 
la  parte  en  que  dispone  que  el  Congreso  que  entre  a 
funcionar  inmediatamente  después  de  aquel  que  de- 
crete la  reforma,  resuelva  sobre  las  reformas  que  han  de 
hacerse.» — Sala  de  la  Comisión,  diciembre  15  de  1876. 
— Antonio  Varas. — José  Eujenio  Vergara. — Joa- 
quín Blest  Gana».' 


I  Los  autores  de  este  galimatías  son  los  das  primeros  mformajites. 
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El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior),  confi- 
nuíindo). ^Ldi  honorable  Comisión  admite  la  reforma 
de  ios  arts.  165,  166  i  167  de  la  Constitución,  por- 
que ellos  prescriben  formalidades  que  si  tuvieron  un 
fin  útil  cuando  se  dictaron,  al  presente  solo  producen  el 
efecto  de  difictdiar  i  retardar  la  reforma:  son  sus  palabras, 

Pero  la  honorable  Comisión  me  perdonará^si  le  hago 
notar  que  incurre  en  una  inconsecuencia  al  no  aplicar 
este  mismo  razonamiento  al  art,  168  de  la  Constitu- 
ción, que  es  precisamente  el  que  opone  mayor  dificul- 
tad i  mayor  retardo  a  la  reforma,  desde  que  su  precepto 
impone  la  necesidad  de  aguardar  a  la  próxima  reno- 
vación de  la  Cámara  de  Diputados  para  deliberar  sobre 
la  reforma  que  haya  de  hacerse,  disponiendo  ademas 
que  la  lei  de  reforma  tenga  principio  en  el  Senado. 

Desde  luego  es  ya  una  dificultad,  i  es  un  retardo  que 
no  puede  justificarse,  eso  de  tener  que  aguardar  a  la 
próxima  renovación  de  la  Cámara  de  Diputados  para 
deliberar  sobre  la  reforma.  Si  la  honorable  Comisión 
aspira  a  que  se  sometan  a  la  aceptación  del  país,  o  de 
mandatarios  nombrados  por  él  con  este  fin,  las  dispo- 
siciones mismas  de  la  reforma,  i  no  la  idea  de  la  nece- 
sidad de  la  reforma,  lo  mas  lójico  i  natural  es  declarar 
ahora  también  reformable  el  art.  168,  porque  sola- 
mente de  este  modo  podra  el  congreso  futuro  adoptar 
un  medio  mas  pronto  i  espedito  para  consultar  la  acep* 
t ación  del  pais,  que  el  que  ese  artículo  determina.  De- 
jando vijente  este  artículo,  no  se  podría  recurrir  al 
medio  usual  i  común  de  ele] ir  una  convención  para  que 
el  pais  se  pronuncie  sobre  la  reforma,  porque  se  le  de- 
jaría siempre  en  la  necesidad  de  esperar  a  la  próxima 
renovación  del  congreso  ordinario  para  tratar  de  la  re- 
forma, lo  cual  es  no  solo  dificultar  i  retardar  la  reforma 
sino  obligar  al  pais  a  hacerla  por  un  medio  que  la  mis- 
comisión  reprueba^-el  de  un  congreso  ordinario* 


^a^a 
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El  art.  i68  somete  la  declaración  de  la  necesidad 
de  la  reforma  hecha  por  un  congreso  ordinario  al  con 
greso  ordinario  posterior,  el  que  debe  discutir  i  delibe- 
rar sobre  la  reforma  que  haya  de  hacerse^  debiendo  la 
lei  tener  principio  en  el  Senado,  He  aquí  un  cúmulo  de 
dificultades  insuperables  i  de  retardos  que  hacen  poco 
menos  que  imposible  el  acierto. 

Ya  esperimentamos  estas  dificultades  i  retardos  en 
la  reforma  que  se  declaró  necesaria  por  lei  de  28  de 
agosto  de  1877.  Podemos  hablar  sobre  hechos  i  no  por 
conjeturas.  Sin  contar  los  tres  años  trascurridos  desde 
1864,  en  que  se  presentó  la  moción  de  reforma,  todavía 
corrieron  desde  que  ella  fué  sancionada  en  1867  otros 
tres  años,  aguardando  la  próxima  renovación  de  la  Cá- 
mara de  Diputados.  A  mas  de  esto,  el  Congreso  de  1870 
que  era  el  constituyente,  no  discutió  i  deliberó  sobre  la 
reforma  declarada,  como  lo  manda  la  Constitución^  i 
apenas  alcanzó,  en  su  período  de  tres  años,  a  decretar 
la  de  los  arts.  61  i  62  de  la  Constitución. 

Este  retardo  dio  ocasión  a  una  irregularidad  consti- 
tucional, pues  el  arts.  16S  no  fué  cumplido.  El  man- 
da que  en  la  primera  sesión  o  lejislatura  que  tenga  el 
congreso  después  de  la  renovación,  se  discuta  i  delibe- 
re sobi^e  la  reforma  que  haya  de  hacerse;  i  como  eso  no 
se  realizó,  ni  es  cosa  realizable  en  un  congreso  ordinario, 
se  supuso  que  aquel  precepto  podía  ser  cumplido  por  el 
Congreso  subsiguiente,  es  decir,  el  de  1873  a  75,  i  se  le 
consideró  también  autorizado  para  deliberar  sobre  la 
reforma,  dando  al  art.  168  una  intelij encía  que  no 
aparece  de  su  texto. 

Ese  congreso  subsiguiente  fué  el  que  vino  a  dar  fin  a 
la  obra,  i  si  no  lo  hubiera  conseguido,  también  habría- 
mos considerado  como  constituyente  al  que  vino  des- 
pués. 

I  en  presencia  de  tales  dificultades  i  retardos,  ^ 
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duraron  desde  1864  hasta  1874,  es  decir,  diez  años, 
;.  podría  la  honorable  Comisión  asegurar  que  el  artículo 
168  no  prescribe  formalidades  infinitamente  mas  difi- 
cultosas, i  retrasos  infinitamente  mas  invencibles  que 
los  que  oponen  los  arts.  165,  166,  i  167,  en  coya  refor- 
ma ella  conviene?  ' 


1  Todas  eitas  demostraciones,  como  las  relaüvaa  &  U.  necesidad  de  ua^ 
convención,  único  medio  de  evitar  Jas  diñcuitadea  creadas  por  el  art.  i68, 
han  venido  a  resultar  in útiles,  después  del  triunfo  que  se  obtuvo  con  la  de- 
claración de  la  necesidad  de  la  reforma  de  aquella  disposición;  pues  en  la 
leí  con  que  se  ha  reformado,  no  solo  se  dejaron  vi  jen  tes  tales  dlB  cuitad  es, 
sino  qv.t  se  aumentaron,  triunfando  al  ñn  de  todo  tas  refítríctivas  ideaa  de 
los  conservadores.  ¡Triste  ejemplo  de  !a  ineptitud  del  partido  que  se  titula 
liberan  Véase,  si  no,  semejante  reforma  en  lalei  de  12  de  enero  de  lESi,  que 
la  contiene,  i  que  no  es  otra  cosa  que  una  mala  paráfrasis  del  antiguo  ar- 
ticulo 1 63  de  la  Constitución  de  1SJ3, 

Reformando  ¡esta  lei  el  art.  167,  no  deja  a  una  convención,  como  se 
practica  en  todos  los  Estados  bien  organlzadcs,  la  determinación  de  las  re- 
formas, sino  que  entregándola  al  coní^reso  ordinario,  encarga  la  ratiftcaciojí 
de  las  que  se  hubiesen  aprobado  i  publicado,  por  el  Lejislativo  i  el  Ejecutivo^ 
al  congreso  ordinario  que  se  elija  o  renueve  inmediatamente  después  de  pu- 
blicado el  proyecto  de  reforma.  De  consiguiente,  repite  en  otros  términos  la 
disposición  antigua^  i  para  evitar  la  práctica  que  se  habia  introducido  de 
considerar  como  constituyentes  a  todos  los  nuevos  congresos  que  eran  eleji* 
dos  sucesivamente,  declara  que  «cuando  el  llamado  a  rati£car  las  reformas 
dejare  trascurrir  su  período  constitucional  sin  hacerlo,  las  reformas  se  ten- 
drán por  no  propuesias*. 

De  esta  manera  el  congreso  ordinario,  encargado  de  ra tincar  la  reforma , 
puede  no  tener  tiempo  de  ocuparse  en  esto,  por  atender  al  desempeño  de 
urjentes  negocios  de  curso  ordinario;  o  puede  suceder  que  uno  o  varios  re< 
presentantes  entorpezcan  la  ratificación,  usando  de  interpelacionea  o  ejercien* 
do  la  supervijilancia  que  sobre  todos  los  ramos  de  la  administración  pública 
pertenece  al  Congreso  ordinario,  según  el  art,  5  3  de  la  Constitución.  En 
tal  caso  no  queda  siquiera  el  recurso  de  la  antigua  práctica  para  esperar  que 
el  Congreso  siguiente  haga  la  ratificación,  sino  que  la  reforma  fracasa  con 
mas  seguridad  que  la  que  daba  el  antiguo  art.  168  para  retardarla  o  en- 
torpecerla. 

Una  lei  semejante,  promulgada  por  Santa  Maria  í  su  mimstro  don  José 
Eujenio  Vergara,  no  es  sino  una  venganza  contra  el  triunfo  de  la  reforma 
obtenido  en  í$jj.  En  ella  prevaleció  el  miedo  francés  que  los  conservadores 
tienen  a  las  cofwencíoHes  de  poder  absoluto,  sin  advertir  que  en  Est3do?5 
Unidos  i  en  las  demás  repúblicas  que  lo  imitan^  semejante  miedo  es  injus- 
tiñcable,  porque  las  conviene  ion  es  que  ejecutan  reformas  constitucionales 
le  poder  limitado  i  ni  siquiera  tienen  tas  atribuciones  que  un  congre- 
""^■"^adopara  hacer  imposible  una  reforma. 
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Estas  dificultades  están  mas  sólidamente  consigna- 
das en  el  art.  i68,  que  en  los  demás,  porque  desde 
que  se  encargue  a  un  Congreso  lejislativo  ordinario  la 
forma  de  la  constitución  orgánica  de  un  estado,  la  cual 
necesita  estudios  especiales,  vistas  diferentes  i  propó- 
sitos  i  móviles  que  no  es  posible  exijir  de  un  Congreso 
ordinario,  se  tropezará  siempre  con  los  mismos  incon- 
venientes que  ya  hemos  esperimentado.  Un  Congreso 
ordinario  tiene  que  dividir  su  tiempo  entre  el  ejercicio 
de  sus  poderes  políticos  i  de  sus  atribuciones  lejislati- 
vas.  Aquellos  poderes,  desde  luego,  le  empeñan  a  veces 
en  una  lucha  diaria  de  fiscalización,  i  lo  someten  a  in- 
fluencias ardientes  i  premiosas  departe  del  Ejecutivo  i 
de  los  partidos  que  se  disputan  el  mando.  Las  atribucio- 
nes legislativas,  por  otra  parte,  le  absorben  toda  su 
atención  i  todo  su  tiempo,  aunque  no  se  interese  en 
ejercerlas  bien,  pues  bastan  los  acuerdos  urj entes,  las 
leyes  administrativas  anuales  i  las  medidas  ordinarias, 
para  no  dejarle  independencia  ni  desahogo. 

¿Cómo  se  quiere  entonces  que  el  Congreso  ordinario 
que  sucede  al  que  declara  la  necesidad  de  la  reforma, 
tenga  ni  tiempo,  ni  independencia,  ni  seguridad,  ni  es- 
tudio, ni  imparcialidad  para  hacer  la  reforma,  ni  aun 
para  deliberar  sobre  la  que  le  dejara  ya  formulada  el 
Congreso  anterior  si  se  adoptase  la  idea  déla  Comisión? 

Luego,  si  para  evitar  dificultades  i  retardos  que  hoi 
no  tienen  un  fin  útil,  admite  la  Comisión  la  reforma  de 
los  arts.  165, 166  i  167,  con  mayor  razón  debe  aplicar 
este  mismo  motivo  para  apoyar  la  del  art.  168,  que  es 
el  que  mas  dificulta  i  el  que  mas  retarda  toda  refor- 
ma como  lo  ha' comprobado  la  esperiencia  de  1864  a 

1874. 

Los  convencionales  de  1833  comprendieron  esto,  i  su 
plan  no  es  bien  apreciado  por  la  comisión  informante, 
pues  deliberadamente  se  propusieron  agregar  con  el  ^ 
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tí  culo  i68  nuevas  formalidades  a  las  que  habían  exijido 
en  los  artículos  anteriores  para  hacer  imposible  la  re- 
forma, que  era  el  fin  útil  que  se  proponian  alcanzar.  Su 
modelo  para  conseguir  este  fin  era  la  constitución  mo- 
nárquica del  Brasil,  i  temiendo  que  fuesen  todavía  ine- 
ficaces las  formalidades  que  exijian  por  los  artículos 
165 j  166  i  167,  obligando  al  Congreso  a  que  deliberara, 
primero  sobre  la  necesidad  de  la  reforma,  pero  sin  fa- 
cultad de  proponerla,  dejaron  al  Congreso  siguiente  la 
atribución  de  verificarla,  dando  la  iniciativa  al  Senado, 

Esto  era  bien  calculado  para  alcanzar  aquel  fin  útil 
en  las  circunstancias.  Si  la  idea  de  la  necesidad  de  la  re- 
forma triunfaba  en  el  primer  Congreso,  el  partido  do- 
minante tenia  todavía  medios  eficaces  para  ele j ir  a  los 
diputados  de  la  nueva  Cámara;  i  eso  si  no  le  bastaba 
para  debelar  a  los  que  habian  obtenido  en  el  Congreso 
anterior  un  triunfo  poco  menos  que  imposible,  el  par- 
tido dominante  tenia  todavía  su  fuerza  de  reserva  en 
el  Senado,  que  era  el  que  iniciaria  la  reforma. 

I  si  se  confiesa  que  al  presente  no  tienen  aquellas  for- 
malidades un  fin  útil,  i  solo  producen  el  efecto  de  difi- 
cídtar  i  retardar  la  reforma,  ¿cómo  es.  que  se  pretende 
dejar  en  pié  el  art.  168,  que  es  el  que  opone  la  mas 
formidable  de  aquellas  dificultades?  La  esperiencia  es- 
tá a  la  vista  i  su  testimonio  es  abrumador.  El  proyecto 
de  reforma  iniciado  en  la  Cámara  de  Diputados  en 
1864,  no  podia  desenvolverse  de  las  dificultades  que  le 
oponian  los  trámites  de  los  artículos  que  se  trata  ahora 
de  enmendar;  i  no  habría  salido  de  ellas  jamas  si  el  Go- 
bierno no  hubiera  influido  en  el  Senado  para  que  éste 
cortara  de  un  golpe  el  nudo  gordiano  con  su  proyecto 
de  1867,  en  el  cual  limitaba  la  necesidad  de  la  reforma 
a  ciertos  artículos  de  la  Constitución,  que  en  nada  alte- 
el  sistema  absorbente  que  ella  establece.  Así  se  pu- 
érmino  a  las  dificultades  opuestas  por  los  artículos 
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165,  166  i  167,  con  la  seguridad  de  que^  dejando  some- 
tida la  reforma  deseada  a  la  disposición  del  artículo 
168,  que  hoi  se  quiere  conservar,  la  reforma  se  haría  en 
el  sentido  que  proponía  la  Cámara  de  Diputados,  sino 
en  el  que  adoptaba  el  Senado  i  que  sancionaría  el  Con- 
greso  futuro  o  el  subsiguiente,  según  las  influencias  que 
es  fácil  hacer  valer  en  los  Congresos  ordinarios. 

Si  semejante  orden  de  cosas  ha  de  permanecer  vijen- 
te,  vale  mas  renunciar  a  toda  esperanza  de  tener  una 
reforma  seria,  porque  el  art.  168  dejará  siempre  en- 
tregada toda  declaración  de  reforma  constitucional  no 
al  interés  i  a  la  opinión  del  pais,  sino  a  las  continjen- 
cias  políticas  de  que  dependen,  tanto  la  elección  de  un 
Congreso  lejislativo  ordinario  como  su  espíritu  i  su  pro- 
ceder. Nunca  lograremos  que  el  pais  sea  consultado  de- 
bidamente como  lo  quiere  la  honorable  Comisión,  ha- 
ciendo de  esto  una  condición  esencial. 

Con  todo,  la  Comisión  cree  que,  dejando  subsistente 
el  art.  168,  se  llena  esta  condición  esencial  en  la  ma- 
teria, porque  el  Congreso  posterior  al  que  declara  la 
necesidad  de  la  reforma,  es  el  que  con  mandato  especial 
del  pueblo  puede  aceptar  las  reformas  propuestas;  i 
agrega  que  eso  es  lo  que  debería  siempre  establecerse, 
si  esa  disposición  no  existiera,  de  modo  que  no  debe  re- 
formarse, porque  si  la  declaráramos  reformable,  nos 
espondríamos  a  que  esa  disposición  sustancial  no  se  re- 
produjera. Para  la  Comisión  el  único  medio  de  consul- 
tar al  pais  es  dejar  la  reforma  a  los  Congresos  subsi- 
guientes. 

¿I  por  qué?  ¿Acaso  no  hai  absolutamente  otro  me- 
dio de  conseguir  la  condición  esencial  de  que  la  refor- 
ma sea  deliberada  por  mandatarios  especiales  del  pue- 
blo, que  el  de  reservar  esta  incumbencia  al  Congreso 
ordinario  subsiguiente?  La  práctica  de  todas  las  nacic 
nes  i  la  de  nuestra  misma  República  le  responden  qu* 
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SÍ,  que  hai  otros  medios  mucho  mejores  que  el  que  le 
parece  único  a  la  Comisión.  ¿Cómo  se  han  hecho  las 
Constituciones  de  1822,  de  1828  i  de  1833  en  Chile? 
No  por  los  Congresos  ordinarios,  sino  por  convenciones 
ele] idas  para  deliberar  sobre  la  reforma.  Laboulaye 
testifica  esto  mismo  respecto  de  Estados  Unidos,  i  yo 
rae  complazco  en  citarlo,  después  que  el  honorable  Se- 
nador por  Talca  invocó  su  autoridad  para  asegurar  que 
nunca  se  entiende  en  Estados  Unidos  que  una  conven- 
ción tenga  poderes  absolutos,  «¡La  América^  dice  La- 
boulaye^  ha  reformado  tranquilamente  su  Constitu- 
ción de  1787,  i  no  pasa  un  año  sin  que  alguno  de  los  34 
Estados  de  la  Union  no  reforme  alguna  Constitución, 
nombrando  al  efecto  una  convención.  Esta  palabra 
convención,  que  despierta  en  Francia  terribles  recuer- 
dos,  es  en  aquel  pais  enteramente  inofensiva.  Una 
convención  lo  preocupa  tanto  como  una  comisión  que 
reglamente  el  equipo  de  un  batallón,  o  un  comicio 
agrícola.  Convención  en  América,  signiñcB.  comisión. 
En  Francia  quiere  decir  despotismo.  En  Estados  Unidos 
el  pueblo  jamas  delega  su  soberanía,  solo  confiere 
poderes  especiales,  i  éstos  no  se  delegan  a  los  congresos 
ordinarios.  La  primera  condición  que  los  americanos 
exijen  es  que  todo  marche  con  regularidad,  i  que  la 
convención  encargada  de  redactar  una  Constitución  se 
ocupe  en  ella  solamente . , .  Las  Cámaras  continúan 
gobernando,  i  no  se  produce  sino  una  pequeña  exci- 
tación en  los  ánimos, .  />> 

Yo  creo,  pues,  que  podríamos  hacer  lo  que  tantas  ve- 
ces hemos  hecho  ya,  nombrar  una  convención,  palabra 
que  no  nos  asusta  i  que  no  tiene  entre  nosotros  el  sen- 
tido desgraciado  que  han  autorizado  en  Francia  las  con- 
venciones de  poder  absoluto  que  la  han  dominado.  Si 
comisión  informante  aspira  a  que  la  reforma  sea  he- 
i  i  decretada  por  representantes  especiales  que  re- 
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ciban  este  mandato  del  pueblo  i  hace  de  esto  una  con- 
dición esencial  de  la  reforma,  no  vaya  a  buscar  ese 
mandato  en  el  congreso  ordinario  subsiguiente,  dejan- 
do la  disposición  del  art,  168^  no  nos  fuerce  a  esa 
irregularidad.  Deje  en  libertad  al  Congreso  que  ha  de 
hacer  la  reforma  para  que  adopte  el  arbitrio  de  una  con- 
vención o  cualesquiera  otros,  i  esté  segura  de  que  ello 
no  será  una  novedad  para  Chile,  pues  que  ya  tenemos 
la  esperiencia  de  que  en  los  diez  años  largos  que  duró 
la  reforma  terminada  en  diciembre  de  1874,  no  se  ha 
producido  excitación  ninguna  en  los  ánimos. 

Lo  restante  del  informe  de  la  honorable  Comisión 
está  destinado:  i.^  a  justificar  el  recelo  que  abriga  de 
que  prevalezca  en  el  Congreso  futuro  la  idea  de  refor- 
mar el  art.  168  en  el  sentido  de  dar  al  Congreso  or-- 
dinario,  en  que  se  inicie  la  reforma,  la  facultad  de  de- 
cretarla; i  2.<^  a  fundar  su  opinión  contra  la  reforma  del 
art.  4.0 

En  cuanto  a  aquel  recelo,  el  St-nado  me  permitirá  in- 
sistir en  que  no  deben  admitirse  en  la  discusión  sobre 
la  necesidad  de  la  reforma  constitucional,  argumentos 
fundados  en  conjeturas  o  temores.  Siento  profunda- 
mente haber  desagradado  al  honorable  Senador  por  Tal- 
ca con  este  juicio,  pero  es  tal  mi  convicción  de  que  no 
debemos  discutir  por  recelos,  que  le  pido  me  perdone, 
si  no  renuncio  a  tal  juicio.  ¿Quién  nos  autoriza  a  los 
presentes  para  imponer  a  los  que  están  por  venir  nues- 
tra opinión  o  nuestro  interés?  ¡Por  qué  hemos  de  im- 
pedir una  reforma  sin  mas  fundamento  que  el  temor 
de  que  los  encargados  de  hacerla  no  la  harán  como  nos 
conviene?  ¿Somos  nosotros  los  tutores  de  nuestros  su- 
cesores, los  arbitros  llamados  a  decidir  sobre  sus  opi- 
niones, sobre  sus  intereses,  sobre  su  conveniencia? 
¿Nos  supondríamos  mejor  preparados,  mejor  inspira- 
dos que  ellos  para  dictar  una  lei  ?  » 
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Al  contrario,  el  gran  deber  que  tiene  toda  jeneracion 
es  el  de  corre]  ir  la  herencia  de  civilización  que  recibe  de 
la  pasada,  i  preparar  el  porvenir  de  la  jeneracion  futu- 
ra, trasmitiendo  perfeccionada  esa  herencia  i  facilitán- 
dole los  medios  de  perfeccionarla  indefinidamente.  No 
podemos  encadenarla  a  nuestra  opinión,  ni  a  nuestros 
recelos  sobre  su  capacidad, 

Pero  todavía  el  Congreso  futuro,  que  ha  de  hacer  la 
reforma,  no  está  tan  lejos  de  nosotros  que  nos  sea  im- 
posible hacer  saber  nuestra  opinión  en  el  interés  que  él 
debe  representar  i  si^rvir,  a  fin  de  hacer  acertadamente 
la  reforma.  Todos  los  argumentos  que  ta  Comisión  hace 
contra  la  idea  de  dar  al  Congreso  ordinario  la  facultad 
de  decretar  una  reforma  constitucional,  sin  mas  forma- 
lidades que  las  exijidas  para  las  leyes  comunes,  no  son 
de  este  lugar.  Aquí  tratamos  únicamente  de  saber  sí 
hai  necesidad  de  reformar  los  arts.  165,  166, 167  i  168 
para  facilitar  la  enmienda  de  nuestra  Constitución*  No 
tratamos  de  discutir  i  deliberar  sobre  la  forma  en  que 
debe  hacerse.  Cuando  llegue  este  caso,  ante  el  Congreso 
futuro,  la  Comisión  i  los  que  como  ella  pensamos  sobre 
aquel  punto,  combatiremos  la  idea  peligrosa  de  confe- 
rir al  Congreso  ordinario  la  facultad  de  reformar  las 
Constitución,  sin  mas  trámites  que  los  de  las  leyes  co- 
munes. 

Si  esta  idea  es  peligrosa,  el  temor  que  abrigamos  de 
que  pudiera  aceptarse  en  el  Congreso  futuro,  no  nos  au- 
toriza para  declarar  irreformable  el  art.  168,  dejando 
en  pié  los  retardos  i  las  dificultades  insuperables  que 
este  artículo  impone  a  toda  la  reforma. 

No  puedo  comprender  la  lójica  a  que  obedece  la  Co- 
misión para  hacemos  aceptar  su  recelo.  Perdóneme  esta 
franqueza.  Ella  dice  que  aquella  idea  pehgrosa  de  dar  a 
'^^  congreso  ordinario  la  facultad  de  sancionar  reformas 
ititucionaleSj  tiene  los  siguientes  inconvenientes:  i.^ 


y 
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que  las  reformas  no  nacerían  de  la  conveniencia  del  pais^ 
sino  de  las  ideas,  de  los  intereses  i  pasiones  que  transi- 
toriamente dominasen  al  Congreso  ordinario;  2.^  que 
las  instituciones  quedarían  espuestas  a  frecuentes  cam- 
bios i  al  influjo  del  predominio  de  intereses  o  pasiones 
opuestas  a  las  que  les  dieran  orí  jen;  3.0  que  este  proce- 
der seria  contrarío  a  las  bases  cardinales  del  réjimen 
representativo,  que  solo  admite  mandataríos  con  man- 
dato limitado,  debiendo  ser  el  pueblo,  como  verdadero 
soberano,  el  que  da  la  última  palabra  cuando  se  trata  de 
cambiar  las  bases  fundamentales  de  la  Constitución;  4.^ 
que  admitiendo  aquella  idea,  vendría  el  Congreso  ordi- 
narío  a  ser  el  arbitro  de  la  suerte  del  pais,  con  el  grave 
peligro  de  que  su  voluntad,  en  la  cual  ejercen  influencia 
los  intereses  de  partido  i  las  pasiones,  achaques  insepa- 
rables de  la  vida  de  los  cuerpos  políticos,  se  sobreponga  , 
a  la  voluntad  i  a  la  conveniencia  del  pais;  5.^  que  en  la  J 
elección  de  un  congreso  ordinario  obran  muchas  causas  ^ 
que  con  demasiada  frecuencia  estravían  i  adulteran  la 
manifestación  de  la  voluntad  de  los  ciudadanos,  i  que 
no  esestraño  den  por  resultado  no  mandataríos  de  pue- 
blo, sino  mandataríos  de  partido  i  hasta  mandataríos 
del  Gobierno  por  la  intervención  oficial.  Ese  Congreso 
ordinarío  será  lo  que  sea  la  mayoría  que  en  él  domine,  i 
mas  de  una  mayoría  hemos  visto  sufrír  estravíos  ines- 
plicables,  para  no  reputar  no  imprudencia,  sino  temeri- 
dad, el  fiar  en  que  hechos  semejantes  no  se  repitan.  Este 
es  el  estracto  fiel  de  las  palabras  del  informe. ' 

Perfectamente;  eso  mismo  pensamos  todos  acerca  del 
peligro  que  habria  de  confiar  en  Chilp,  bajo  el  imperio 
de  nuestra  Constitución  actual,  de  nuestras  leyes,  de 


I  Sin  embargo  se  vio  después  a  esos  mismos  conservadores  perpetnar  i  ra- 
dicar en  la  misma  lei  de  12  de  enero  de  1882  los  peligros  que  tanto  los  asus- 
taban, i  a  nombre  de  los  cuales  se  oponian  en  1877  a  la  reforma  del  ar^'^- 
lo  168. 
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nuestras  prácticas  i  de  nuestros  estraviados  hábitos 
electorales,  la  reforma  de  las  instituciones  políticas  a 
un  congreso  ordinario. 

I  entonces  ¿cómo  es  que  la  honorable  Comisión  decla- 
ra que  cree  de  su  deber  mantener  la  disposición  del 
axt.  168  de  la  Constitución,  que  confiere  precisamen- 
te a  un  congreso  ordinario  la  reforma?  ¿Cambia  de  as- 
pecto  la  cuestión,  dejan  de  tener  fuerza  sus  argumentos 
porque  este  Congreso  ordinario  sea  el  que  se  elije  des- 
pués de  aquel  que  declara  la  necesidad  de  la  reforma? 
Ambos  son  ordinarios,  ambos  adolecen  de  los  mismos 
peligros^  i  si  la  Comisión  cree  que  debe  admitir  al  segundo 
desentendiéndose  de  sus  recelos  i  temores  tan  solo  por- 
que aspira  a  conseguir  la  condición  esencial  de  que  sea 
el  pais  el  que  vote  su  reforma,  no  es  lójica  en  su  propó- 
sito de  buscar  esa  condición  en  el  Congreso  ordinario  a 
que  se  refiere  el  art.  168.  Tan  aplicables  son  sus  argu- 
mentos contra  el  Congreso  ordinario  en  que  se  inicia  la 
reforma,  para  no  darle  la  facultad  de  decretarla,  como 
lo  son  contra  el  Congreso  ordinario  siguiente,  al  cual  da 
esta  peligrosa  facultad  el  art,  168,  ¿Cómo  puede  enton- 
ces la  Comisión  oponerse  lójicamente  a  la  reforma  de 
este  artículo! 

No  son  mas  lójicos  los  razonamientos  en  que  la  hono- 
rable Comisión  se  apoya  para  negarse  a  aceptar  la  refor- 
ma del  art.  40  de  la  Constitución,  en  cuanto  establece 
que  las  leyes  sobre  reforma  solo  pueden  tener  principio 
en  el  Senado;  formalidad  que  pudo  tener  un  fin  útil  a  los 
ojos  de  los  convencionales  de  1833,  que  aspiraban  a  dic- 
tar de  este  modo  la  reforma,  si  llegaba  el  caso  estremo 
para  ellos  de  ser  obligados  a  hacer  una  reforma,  a  pesar 
de  la  barrera  chinesca  que  le  oponia  en  los  arts.  165, 
166, 167  i  sobre  todo  en  el  168.  ¿Para  qué  quiere  la  Co- 

'  ;ion  sostener  este  último  reducto  del  plan  conserva- 

^  cxmndo  ella  misma  declara  que  considera  punto 
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incuestionable  que  el  Congreso  que  inicia  la  reforma  no 
debe  estar  limitado,  como  ahora,  a  proponer  la  idea  de 
reforma  en  jeneral  sino  que  debe  acordar  las  disposicio- 
nes mismas  que  se  trata  de  convertir  en  preceptos  consti- 
tucionales? ¿Para  qué  dejar  entonces  vi j ente  en  esta 
parte  el  art.  40,  si  la  Comisión  quiere  que  el  Senado  no 
tenga  la  iniciativa,  sino  el  Congreso  que  declara  la 
necesidad  de  la   reforma?  ¡Se  esplica  esto? 

La  Comisión  opina  por  la  reforma  de  toda  la  segunda 
parte  del  art.  40,  sobre  todo  en  la  iniciativa  de  los  pro- 
yectos sobre  contribuciones  i  reclutamientos  que  él  atri- 
buye a  la  Cámara  de  Diputados;  pero  considerando  que 
esta  Cámara  ha  manifestado  dar  importancia  a  esa  pre- 
rrogativa, i  atendiendo  a  que  la  continuación  del  orden 
que  establece  esa  segimda  parte  no  ha  ofrecido  incon- 
venientes, opina  porque  el  citado  artículo  no  se  declare 
reformable. 

Pero  es  necesario  que  el  Senado  advierta  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  no  ha  considerado  el  art.  40,  al 
declarar^  la  necesidad  de  la  reforma  del  168,  sino  única- 
mente en  cuanto  este  i  aquel  artículos  coinciden  en  de- 
clarar que  la  lei  de  reforma  debe  tener  principio  en  el 
Senado.  Aquella  Cámara  ha  prescindido  enteramente 
de  las  demás  disposiciones  de  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo 40,  no  porque  diese  importancia  alguna  a  su  pre- 
rrogativa  de  iniciar  los  proyectos  de  contribuciones,  no 
porque  deje  de  pensar  que  todas  esas  disposiciones  son 
dignas  de  reforma,  como  lo  cree  la  honorable  Comisión, 
sino  única  i  esclusivamente  porque  desea  dejar  esa, 
como  todas  las  demás  reformas  de  la  Constitución,  al 
plan  que  el  Congreso  futuro  acuerde  para  verificarlas 
todas.  Se  trata  hoi  nada  mas  que  de  facilitar  esas  refor- 
mas, acordando  la  necesidad  de  la  de  los  arts,  165, 
166  i  167,  i  sobre  todo  la  del  168;  i  como  éste  se  refiere 
al  art.  40  agregando  la  traba  de  que  la  reforma  se 
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cié  en  el  Senado,  no  es  posible  dejar  vi j ente  esta  traba 
inútil j  que  llega  a  ser  hasta  irrisoria,  si  se  adopta  la  idea 
de  la  Comisión  sobre  qye  la  reforma  debe  ser  iniciada 
por  el  Congreso  que  declara  su  necesidad. 

Pero  lo  raro  es  que  siendo  tales  las  ideas  de  Ja  honora- 
ble Comisión,  formule  su  proyecto  de  esta  manera:  ^e 
declara  también  reformable  el  art.  iñ%^salvo  la  parte 
en  que  dispone  que  el  Congreso  que  entre  a  funcionar 
inmediatamente  después  de  aquel  que  decreta  la  refor- 
ma, resuelva  sobre  las  reformas  que  lian  de  hacersa>. 
Luego,  el  artículo  es  reformable  en  todas  sus  demás 
partes,  a  saber:  i>,  en  cuanto  exije  una  lei  previa  que 
establezca  la  necesidad  de  la  reforma;  2,^,  en  cuanto 
exije  que  en  la  primera  sesión  que  tenga  el  nuevo  Con- 
greso se  haya  de  deliberar  sobre  la  reforma;  3.^'  en 
cuanto  manda  que  la  lei  tenga  oríjen  en  el  Senado,  cosa 
que  la  Comisión  no  quiere  que  suceda,  puesto  que  se  opo- 
ne ala  reforma  del  art.  40;  i  4.^  en  cuanto  ordena  que  en 
la  nueva  reforma  se  proceda  como  para  la  formación  de 
las  demás  leyes.  La  fórmula  propuesta  por  la  Comisión 
no  corresponde,  pues,  a  su  propósito  de  dejar  vijente  el 
art,  40  en  la  parta  a  que  se  refiere  el  art.  168, 

A  lo  único  a  que  esa  fórmula  responde  es  al  propósito 
de  dejar  siempre  en  manos  de  un  segundo  Congreso 
ordinario  la  reforma,  a  pesar  de  los  justos  i  serios  argu- 
mentos que  la  Comisión  hace  contra  la  peligrosa  idea 
de  confiar  semejante  incumbencia  a  los  congresos  ordi- 
narios. 

De  aquí  fluye  una  consecuencia,  i  es  que  el  proyecto 
de  la  Comisión  no  produce  otro  resultado  que  el  de  con- 
trariar sus  propias  ideas,  haciendo  que  en  esta  ocasión 
sea  tan  ineficaz  i  tan  impotente  como  en  las  anteriores 
el  esfuerzo  que  el  pais  hace  por  medio  de  sus  represen- 
tantes para  alcanzar  la  reforma  de  su  Constitución*  Si 
la  Comisión  quiere  lareforma^  si  aspira  a  que  ésta  se  ha- 


ga  por  mandatarios  especiales  del  pais,  que  puedan  es- 
tar libres  de  los  intereses,  de  las  pasiones,  de  las  influen- 
cias que  hacen  incapaces  de  una  obra  semejante  a  los 
Congresos  ordinarios,  no  tiene  otro  camino  mas  recto 
que  seguir,  ni  otro  procedimiento  mas  sabio,  mas  pa- 
triótico, mas  lójico,  que  el  de  adoptar  la  declaración 
franca  i  sencilla  que  propone  la  Cámara  de  Diputados, 
fiando  en  que  el  Congreso  que  formule  la  reforma  de  los 
arts.  165, 166, 167  i  168,  inclusa  la  parte  referente  del 
art.  40,  concillará  con  prudencia  todas  las  aspiraciones 
i  principalmente  las  de  la  Comisión,  para  entregar  la 
reforma  de  la  Constitución  a  la  aceptación  del  pais. 

Lo  repito.  La  necesidad  de  la  reforma  es  incuestiona- 
ble, i  lo  es  tanto,  que  ya  el  pais  no  se  ocupa  en  discutir- 
la, ni  se  preocupa  siquiera  de  que  se  levanten  voces  en 
las  Cámaras  para  ponerla  en  duda  o  para  eludir  su  sa- 
tisfacción. No  podemos  eludirla. 

Esta  es  la  situación,  i  si  en  ella  hai  algo  de  estraordi-  ii 

nario  en  este  momento,  es  que  sea  el  Gobierno  el  que 
viene  a  apoyar  en  el  Congreso  la  urj  encía  que  hai  de  dar 
a  aquella  necesidad  una  satisfacción  amplia  i  completa^ 
para  organizar  nuestra  República  de  una  manera  ade- 
cuada al  desarrollo  de  la  civilización  del  pais,  para  que 
la  organización  política  no  quede  en  retraso  i  marche  a 
parejas  con  el  desarrollo  social. 

¿Cómo  puede  esplicarse  que  se  opongan  a  esta  soli- 
citud del  Gobierno  precisamente  los  que  inspirados  en 
la  justicia  i  en  su  celo  patriótico,  piden  garantías  para 
los  derechos  individuales  i  claman  contra  las  arbitrarie- 
dades de  los  depositarios  del  poder?  ¿Se  im ajinan  que 
esos  derechos  individuales,  que  constituyen  la  persona- 
lidad humana,  pueden  estar  garantidos  si  no  se  reforma 
la  Constitución,  para  dejarlos  fuera  de  la  acción  de  los 
mandatarios,  para  sancionarlos  sin  reserva,  porque  «nn 
nuestras  libertadeSy  como  dicen  los  ingleses,  porque  ^ 


i 


una  base  fundamental  de  la  sociedad  humana^  que  está 

fuera  de  la  acción  del  Gobierno?  i 

Mas  ahora,  por  lo  que  acabo  de  oir  al  señor  Varas^  J 

honorable  Senador  por  Talca,  vengo  en  cuenta  de  que 

imajinan  que  sin  reformar  la  Constitucionj  tenemos  ú 

aseguradas  las  libertades  individuales.  Su  Señoría  su-  ] 

pone  que  nuestra  Constitución  es  tan  perfecta  como  la 

de  Estados  Unidos  en  materia  de  garantías  individua-  Í 

les;  i  olvida  que  el  art.  12  nos  da  libertad  personal  con 
tal  que  guardemos  los  bandos  de  policía,  i  salvo  siem- 
pre, el  perjuicio  de  tercero.  De  modo  que  nuestras 
libertades  no  solo  están  espuestas  a  ser  limitadas  por 
las  leyes  que  permite  dictar  elart.  36^  sino  hasta 
por  los  bandos  de  policía/  No  es  eso  lo  que  prescribe 
la  Constitución  Americana,  que  prohibe  dictar  leyes 
sobre  los  derechos  individuales.  Pero  esta  cuestión  no 
esdeeste  lugar.  Ya  veremos  que  es  necesaria  la  reforma 
de  nuestra  Constitución  para  asegurar  nuestros  dere- 
chos individuales. 

¿Se  imajinan  que  podemos  salvarnos  de  las  arbitra- 
riedades, si  no  se  reforma  la  Constitución  para  limitar 
el  poder  de  los  mandatarios  a  sus  justos  fines,  detallan- 
do con  precisión  sus  atribuciones,  i  estableciendo  su  res- 
ponsabilidad? ¡O  se  quiere  continuar  dando  aires  de 
verdad  a  la  vergonzosa  vulgaridad  de  que  nada  impor- 
ta tener  buenas  leyes,  si  los  hombres  son  malos  i  no  las 
cumplen  ?  ¿I  por  qué  no  las  cumplen  ?  Es  porque  no  son 
ellos  los  malos  sino  esas  leyes  que  se  consideran  buenas, 
porque  enjendran  la  maldad  de  los  hombres  i  la  fomen- 
tan dejando  que  imperen  su  interés  i  su  capricho. 

Las  leyes  son  malas  cuando  sobre  ellas  i  a  pesar  de 


I  Eaas  Ideas  del  gprande  estadista  fueron  las  que  le  inspiraron  la  aplatidida 
por  los  liberales,  iei  qtic  se  llama  irónicamente  de  garaiUías  individuales,  i 
no  es  mas  que  la  cristalización  de  todaa  nuestras  malas  prácticas  contra 
—^--*  individuaL 
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ellas  impera  el  capricho  de  los  que  deben  aplicarlas.  Si 
queréis  ser  gobernados  por  leyes  i  no  por  la  voluntad 
del  gobernante,  limitad  la  autoridad^  definidlas  atribu- 
ciones de  nuestros  mandatarios,  hacedles  comprender 
que  no  tienen  derecho  de  mandar,  que  sus  atribu- 
ciones no  son  sus  derechos,  que  su  responsabilidad  pue- 
de hacerse  efectiva  en  el  momento  en  que  cometan  una 
arbitrariedad,  i  entonces  í  solo  entonces  \'i\dreis  en  el 
réjimen  del  derecho! 

Esto  es  lo  que  queremos  los  que  aspiramos  a  refor- 
mar nuestra  Constitución,  para  tener  verdaderos  de- 
rechos políticos,  para  elejir  libremente  a  nuestros 
gobernantes,  para  tener,  en  fin,  un  nuevo  arreglo  cons- 
titucional que  favorezca  el  desarrollo  de  la  \nda  indi- 
vidual i  social  fundado  en  la  completa  posesión  de  los 
derechos  i  libertades  del  individuo,  de  modo  que  todos 
i  cada  cual  sean  absolutamente  libres  bajo  su  res- 
ponsabilidad de  hacer  ló  que  no  dañe  al  derecho  ajeno. 
Esto  es  lo  que  quiere  también  la  honorable  Comisión, 
estoi  seguro,  i  si  un  paralo jismo  la  conduce  a  adoptar 
un  camino  indirecto,  su  patriotismo  la  traerá  a  la  sen- 
da mas  corta. 

Esto  es  lo  que  vengo  pidiendo  desde  mi  juventud,  i 
si  ahora  lo  pido  como  ministro^  con  mas  seria  esperien- 
cia  i  con  mas  firme  convicción,  lo  hago  con  la  satisfac- 
ción de  que  así  correspondo  dignamente  a  la  honrosa 
confianza  que  ha  puesto  en  mí  el  Presidente  de  Repú- 
bhca,  que  aceptó  su  puesto  bajo  el  compromiso  de  rea- 
lizar esta  reforma,  i  con  la  seguridad  de  que  también 
satisfago  las  aspiraciones  de  los  distinguidos  colegas 
que  comparten  conmigo  la  noble  tarea  de  completar 
esta  grande  obra,  empezada  ya  con  tan  nobles  esfuer- 
zos por  nuestros  antecesores. 
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Sesión  ordinarta  del  Senado  ek  20  be  junio  de  1877. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — El  se- 
ñor Varas  declaró  en  la  sesión  del  viernes  que  habia 
visto  destruidas  por  el  Ministro  del  Interior  las  espe- 
ranzas que  abrigaba,  de  que  los  que  tomaran  parte  en 
este  debate  guardarían  la  circunspección  i  serenidad 
propias  de  los  que  buscan  el  acierto;  de  que  se  eleva- 
rían a  la  altura  del  asunto  para  guardar  el  respeto  i 
miramiento  debidos  a  la  independencia  de  la  Cámara; 
de  que  respetarían  los  títulos  que  tienen  para  exij  ir  con- 
sideraciones a  los  que  han  venido  a  emitir  libremente 
sus  opiniones.  Este  grave  reproche,  desleído  en  una  es- 
qxiísita  diatriba,  durante  una  larga  medía  hora,  í  lan- 
zado contra  el  Ministro  que  había  sido  felicitado  por 
una  gran  parte  de  los  señores  senadores,  a  causa  del 
respeto  i  moderación  con  que  había  examinado  el  in- 
forme de  la  Comisión^  no  tiene  otro  fundamento  que 
las  palabras  con  que  puso  remate  a  aquel  examen. 

Esas  palabras  es  presaban  sencillamente  que  al  pedir 
la  reforma  aprobada  por  la  Honorable  Camarade  Dipu- 
tados, como  Ministro,  con  una  seria  esperiencia  i  mas 
firme  convicción  que  antes,  lo  hacia  con  la  satisfacción 
de  corresponder  a  la  confianza  del  jefe  del  Estado,  que 
aceptó  su  puesto  comprometiéndose  a  realizar  la  refor- 
ma, i  con  la  seguridad  de  que  también  correspondía  a 
las  aspiraciones  de  mis  distinguidos  colegas. 

Estas  palabras  dichas  sin  doblez,  que  no  tienen  otro 
alcance  ni  otro  significado  que  el  que  les  da  la  injenui- 
dad  con  que  fueron  pronunciadas,  pecan,  según  el  ho- 
norable Senador  por  Talca,  contra  la  circunspección  i 
serenidad  del  debate^  contra  el  respeto  i  miramientos 
debidos  a  la  independencia  del  Senado,  contra  la  consi- 
deración a  que  tiene  derecho  Su  Señoría,  Eso  es  poco  to- 
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davía.  El  señor  Senador  cree  que  ellas  envuelven  una 

condición  impuesta  al  Senado,  que  ellas  suponen  que  el 

(jobierno  no  desea  que  se  haga  la  reforma  sin  consultar 

la  garantía  de  que  sea  sometida  a  la  aceptación  del  * 

pais,  i  que  le  sea  impuesta  por  mandatarios  revestidos  de 

un  poder  omnímodo,  que  ellas  hacen  figurar  en  este 

debate  la  voluntad  i  los  deseos  del  jefe  del  Estado,  lo 

cual  es  altamente  antiparlamentario;  que  ellas  son  una 

decisión  e  importan  una  declaración  que  no  puede  ser 

conciliable  con  los  miramientos  debidos  a  la  libertad 

e  independencia  del  Senado;  que  ellas  chocan  contra 

las  prácticas  de  todos  los  parlamentos  de  todos  los  pai-  \ 

ses,  donde  no  es*  permitido  aludir  siquiera  a  los  deseos 

del  jefe  del  Estado,  porque  las  simples  alusiones  de  esta 

clase  son  ofensivas  a  la  dignidad  del  Parlamento;  que 

ellas  introducen  las  divisiones  en  la  Cámara,  i  que  ésta 

sabe  lo  que  importa  introducir  el  espíritu  de  partido 

en  los  cuerpos  deüberantes,  i  con  él  el  alejamiento  de  ^ 

los  hombres  entre  sí,  la  desconfianza  en  los  ánimos, 

pues  luego  se  entra  en  la  conquista  de  votos  i  se  llega  a 

ciertos  estremos  indecorosos^  que  por  desgracia  suelen 

ser  de  dolorosas  consecuencias, 

iSe  puede  decir  esto,  i  mucho  mas  que  omito,  de  la  k 

calorosa  diatriba  contra  aquellas  palabras,  tan  solo  por- 
que en  ellas  se  espone  el  pensamiento  del  Gobierno, 
revelado  ya  por  el  Presidente  de  la  Repübüca?  ¡No 
espresó  ya  S.  E.  en  el  discurso  de  apertura  del  Congreso 
la  esperanza  de  que  en  esta  lejislatura  fuese  satis- 
fecha la  aspiración  que  reclama  mayor  facilidad 
para  la  reforma  de  nuestras  instituciones,  a  fin  de  ga- 
rantizar en  ellas  muchos  derechos  individuales  que  hoi 
están  rejidos  por  leyes  imperfectas?  ¿Fueron  también 
antiparlamentarias  estas  palabras  del  jefe  del  Estado, 
contrarias  a  las  prácticas  de  todos  los  parlamentos  dpJ 
mundo,  ofensivas  a  la  dignidad  del  Congresd,  ocasic 
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das  a  introducir  la  división  de  partidos,  la  desconfianza 
en  los  ánimos j  los  manejos  indecorosos,  los  est remos 
de  dolorosas  consecuencias?  ¿Era  necesario  que  yo 
aludiera  a  ese  pensamiento  para  que  el  señor  Senador 
cayera  en  cuenta  de  que  el  Gobierno  sirve  a  la  reforma  ? 
¿O  es  que  tiene  algún  dato  para  creer  que  mi  alusión 
me  compromete  ante  el  Presidente  de  la  República? 

¿Qué  nueva  doctrina  es  ésta  que  viene  a  echar  por 
tierra  la  Constitución  misma  que  se  defiende,  las  prác- 
ticas constantemente  observadas  i  hasta  los  mas  tri- 
viales principios  del  derecho  público? 

Según  nuestra  Constitución,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública ejerce  un  poder  colejislador  con  el  Congreso 
Nacional.  Tiene  la  facultad  de  iniciar  leyes  por  medio 
de  mensajes  dirijidos  a  las  Cámaras,  El  es  el  que  aprue- 
ba los  acuerdos  del  Congreso  i  dispone  su  promulga- 
ción como  leyes  de  la  República,  Tiene  el  poder  de  de- 
volver esos  acuerdos  haciéndoles  observ^acíones  para 
correj irlos  o  modificarlos,  i  el  de  desecharlos  en  el  todo 
para  que  se  tengan  como  no  propuestos,  i  para  que 
no  se  puedan  proponer  hasta  otra  lejislatura.  Sus  mi- 
nistros, aunque  no  sean  representantes,  pueden  con- 
currir a  las  cámaras  i  tomar  parte  en  sus  debates,  para 
representar  i  sostener  el  pensamiento  del  gobierno  en 
todos  los  acuerdos  parlamentarios.  Este  es  nuestro  de- 
recho constitucional,  i  a  él  se  han  arreglado  siempre 
todas  nuestras  prácticas  i  las  relaciones  constantes  del 
Ejecutivo  con  el  Congreso. 

¿Qué  fundamento  tiene  entonces  la  novísima  doctri- 
na del  honorable  Senador  por  Talca,  para  condenar  tan 
severamente  al  Ministro  del  Interior  porque  sostiene, 
como  miembro  del  Gobierno,  el  acuerdo  de  la  Cámara 
de  Diputados  sobre  la  reforma;  para  acusarle  que  \nene 
^  íTTiponer  condiciones  al  Senado,  a  hacerle  una  decla- 
n  que  ataca  la  independencia  de  este  cuerpo,  que 
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choca  con  la  práctica  de  todos  los  parlamentos  de  los 
países  de  gobierno  representativo;  una  declaración  al- 
tamente antiparlamentaria,  que  introduce  la  división 
i  nos  lleva  a  estremos  indecorosos?  ¿Querría  el  honora- 
ble Senador  que  la  Constitución  se  reformase  para  qui- 
tar al  Presidente  de  la  República  todos  aquellos  pode- 
res de  colejislador,  tan  solo  porque  el  Ministro  del 
Interior  ha  aludido  con  toda  cortesía  al  pensamiento  de 
su  gobierno,  sin  tratar  de  imponerlo  como  se  ha  acos- 
tumbrado? 

Pero  ese  poder  está  sancionado  i  practicado  en  todos 
los  países  de  réjimen  constitucional,  porque  en  todos 
ellos  se  hace  intervenir  al  jefe  del  Estado  en  la  forma- 
ción de  las  leyes,  representando  los  intereses  políticos 
que  se  fundan  en  la  aplicación  de  los  principios  adop- 
tados en  las  instituciones  a  los  negocios  de  la  admi- 
nistración jeneral.  No  hai  país  alguno  de  sistema 
representativo  donde  no  se  haya  reconocido,  o  por  lo 
menos,  practicado  este  principio,  pues  en  todos  tiene  el 
jefe  del  Estado  un  poder  colejíslador;  i  no  solo  hace  va- 
ler en  la  formación  de  las  leyes  su  pensamiento,  sin  que 
jamas  se  hayan  reputado  como  antiparlamentarias  de- 
claraciones semejantes,  sino  que  jamas  han  provocado 
ni  siquiera  uno  solo  de  los  reproches  que  con  tanta  in- 
sistencia me  ha  dirijido  el  honorable  Senador. 

Este  es  el  hecho  jeneral,  i  si  él  admite  en  Estados 
Unidos  una  modificación  que  consiste  en  no  autorizar 
a  los  ministros  de  Estado  para  asistir  a  las  Cámaras,  co- 
mo es  práctica  común,  la  Constitución  de  la  Union, 
sin  embargo,  permite  al  Presidente  que  recomiende  al 
Congreso  las  medidas  que  crea  convenientes,  sin  que 
esta  recomendación  haya  sido  jamas  acusada  de 
antiparlamentaria.  Estados  Unidos,  al  separar  del 
parlamento  a  los  ministros,  imitó  la  práctica  de  Inglate- 
rra, donde  se  había  adoptado  eso  mismo  a  consp'^' 
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cia  de  los  abusos  que  los  ministros  cometían  cuando  la 
Cámara  de  los  Comunes  eraelejida  bajo  su  influencia  jen 
los  reinados  de  los  Estuardos  i  otros  posteriores.  Toda- 
vía, a  pesar  de  la  libertad  electoral  que  existe  allí  des- 
de 1832^  los  ministros  ingleses  no  pueden  concurrir  al 
parlamento  si  no  son  representantes,  por  lo  cual  se 
procura  siempre  nombrar  ministros  a  los  representantes, 
precisamente  para  hacer  valer  el  pensamiento  del  Go- 
bierno en  las  deliberaciones  del  parlamento.  Los  norte- 
americanos imitaron  esa  práctica  inglesa,  de  no  pennitir 
la  concurrencia  de  los  ministros   al   parlamento,  por- 
que al  independizarse  acababan  de  ser  víctimas  de  las 
arbitrariedades  de  lord  North,  quien  con  un  parlamen- 
to manejado  por  ¿1  habia  oprimido  a  las  colonias,  Pero 
desde  que  allí  no  se  elijen  los  representantes  bajo  la 
presión  administrativa,  todos  los  estadistas  americanos 
piden  que  se  enmiende  la  Constitución  en  esa  parte, 
porque  creen  que  los  principios  del  gobierna  parlamen- 
tario exijen  que  los  secretarios  de  Estado  concurran  a 
las  deliberaciones  parlamentarías  para  representar  el 
pensamiento  del  gobierno,  porque  no  basta  para  esto 
que  el  Presidente  tenga  la  facultad  de  recomendar  al 
Congreso  las  medidas  convenientes;  i  a  nadie  se  le  ha 
ocurrido  el  acusar  de  antiparlamentaria  i  opresiva  esa 
práctica,  ¿Quisiera  el  honorable  Senador  qtie  hiciéra- 
mos aquí  lo  contrario  de  lo  que  reclama  como  necesa- 
rio Estados  Unidos? 

No  está  el  peligro  en  el  uso  regular  de  esa  práctica  i 
el  honorable  Senador  por  Talca,  bien  lo  sabe,  ni  está  en 
el  empleo  constitucional  del  poder  colejislador  del  jefe 
del  Ejecutivo,  ni  en  la  facultad  que  tiene  de  recomendar 
un  negocio  i  de  hacer  valer  su  opinión  ante  el  Parla- 
mento. El  peligro  está  en  que  el  Gobierno  haga  elejír 
Cámaras  de  su  devoción  i  en  que  organice  en  ellas  ma- 
yorías rejimentadas  para  imponer  su  voluntad. 
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El  señor  Senador  no  tiene,  pues,  motivo  alguno  que 
le  autorice  para  acusamos  de  pretender  imponer  con- 
diciones al  Senado,  dividirlo  en  partidos,  ofender  su 
dignidad,  haciendo  la  conquista  de  sus  votos  por  medios 
indecorosos.  Recuerde  Su  Señoría  que  al  inaugurar 
nuestras  funciones  hemos  declarado  que  no  compro- 
meteríamos las  soluciones  parlamentarias  con  cuestio- 
nes de  gabinete,  i  que  mantendríamos  las  discusiones 
en  el  carácter  cien  tinco  que  les  da  elevación;  que 
obedeceríamos  las  resoluciones  de  la  opinión  pública 
representada  por  el  Congreso,  que  es  el  que  tiene  el  de- 
ber de  conocerla  i  de  representarla,  porque  una  de  nues- 
tras mas  caras  aspiraciones  es  consolidar  el  réjimen 
parlamentario  i  perfeccionar  nuestro  sistema  represen- 
tativo. Recuerde  Su  Sefjoría  que  esto  que  hemos  dicho 
es  lo  que  hemos  practicado  i  cumplido,  sin  escepcion, 
en  todo  caso,  aun  a  riesgo  de  disgustar  a  muchos  de 
nuestros  correlijionarios  i  amigos,  que  creen  que  no 
podemos  gobernar  sin  una  mayoría  parlamentaria  que 
nos  apoye.  Nosotros  buscamos  esa  mayoría  en  eí  libre 
i  espontáneo  consorcio  de  las  opiniones  liberales,  i  de 
nada  estamos  mas  lejos  que  de  pretender  conquistar  vo- 
tos que  no  son  liberales  i  que  están  contra  la  reforma, 
A  un  ministerio  que  con  lójica  i  sistema  se  esfuerza  en 
seguir  esta  honrada  conducta,  no  se  le  puede  lanzar  la 
diatriba  de  que  me  defiendo,  sin  tratar  de  volver  ofensa 
por  ofensa.  {Aplausos  en  las  galerías.  El  señor  Presiden- 
te reclama  el  orden,) 

¿Quién  ha  faltado,  pues  a  la  circunspección  i  sere- 
nidad de  que  es  digno  este  debate,  a  los  miramientos 
debidos  al  Senado,  a  la  consideración  que  también  po- 
dríamos exijir  con'algim  título?  Yo,  señor,  séame  per- 
mitido recordarlo,  he  concretado  mi  discurso  a  la  cues- 
tión de  si  es  o  no  necesaria  la  reforma  de  los  artículos 
165,  166,  167  i  168,  inclusa  la  parte   del  art.    ^ 


A 
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que  éste  se  refiere.  He  sostenido  terminantemente  con 
toda  claridad  que  no  reconozco  en  el  Senado  autoridad 
para  discutir  ahora  sobre  el  modo  de  hacer  la  reforma, 
que  no  es  esta  la  ocasión  de  saber  si  otras  disposiciones 
de  la  Constitución,  sean  cuales  fueren,  merecen  una 
reforma;  que  no  debemos  discutir  ahora  sobre  si  ésta 
Jebe  ser  completa,  mas  o  menos  completa  o  parcial, 
porque  no  se  trata  de  eso;  que  debemos  dejar  al  Con- 
greso que  ha  de  discutir  i  deliberar  la  reforma  de  los 
artículos  citados  en  entera  independencia  para  que 
adopte  el  medio  que  le  pare2ca  mas  adecuado,  a  fin  de 
que  en  lo  futuro  se  hagan  reformas  constitucionales 
consultando  la  opinión  del  pais,  sea  por  medio  de  un 
Congreso  ordinario  o  de  dos,  sea  por  uno  solo  o  una  con- 
vención, sea  por  una  consulta  a  las  provincias,  o  de 
cualquiera  otra  manera  de  las  usadas  en  otros  países 
para  que  el  pueblo  haga  su  constitución,  i  no  se  le  im- 
ponga por  asambleas  absolutas  o  de  poder  omnímodo. 
Estas  han  sido  mis  afirmaciones. 

Sin  embargo,  icómo  se  ha  contestado  a  este  discurso 
tan  neto  i  tan  preciso?  El  Senado  lo  ha  oido:  suponien- 
do que  el  Ministro  quiere  reformas  innecesarias  i  que 
ataca  la  Constitución  en  lo  que  tiene  de  mas  perfecto, 
como  son  las  garantías  individuales,  en  lo  que  nuestra 
Constitución,  se  dice,  es  tan  perfecta  como  la  de  Esta- 
dos Unidos;  i  se  sostiene  que  es  mejor  reformar  por  me- 
dio de  leyes  secundarias,  como  si  éstas  pudieran  jamas 
alterar  los  preceptos  constitucionales;  suponiendo  que 
el  Ministro  quiere  una  reforma  completa,  para  lo  cual 
se  hacen  largas  escursiones  en  la  historia  de  otros  pai- 
ses;  suponiendo  que  el  Ministro  hace  depender  toda 
reforma  de  la  condición  de  que  se  haya  de  hacer  por 
una  convención,  i  se  habla  largamente  contra  las  con- 
^'í^ncíones,  adelantando  el  peregrino  principio  de  que 
^rancia  son  estas  convenciones  de  poder  absoluto 
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porque  hacen  reformas  completas,  i  que  en  Estados 
Unidos  tienen  poder  limitado  porque  nunca  se  hacen 
sino  reformas  parciales,  cuando  la  historia  de  aquel 
pais  presenta  mas  de  treinta  ejemplos  de  reformas 
completas.  I  todo  esto,  señor,  aludiendo  siempre  a  la 
persona  del  Ministro,  para  hacer  notar  sus  ínconsecuen- 
cias  en  el  modo  de  discurrir  i  de  apreciar  los  argumen- 
tos, su  falta  de  doctrina  política,  sus  errores  sobre  his- 
toria, sus  pretensiones  peügrosas,  etc.,  sobre  todo  para 
suponerle  el  propósito  de  acusar  falsamente  a  la  Comi- 
sión de  oponerse  a  la  reforma. 

No  debo  entrar  ni  siquiera  a  rectificar  todas  estas 
apreciaciones,  porque  tendria  que  sacar  de  su  quicio  la 
cuestión  concreta  de  si  es  necesaria  la  reforma  de  los 
cuatro  artículos,  como  lo  hacen  los  sostenedores  del  in- 
forme. Mas  no  puedo  dejar  de  decir  algo  sobre  la  ma- 
nera cómo  defiende  la  Comisión  su  adhesión  a  la  refor- 
ma. El  honorable  señor  Varas  protesta  que  ella  quiere 
la  reforma  i  que  de  ninguna  manera  la  entorpece,  Hrai- 
tándola  en  su  enmienda  únicamente  en  una  pequeña 
parte  del  art.  i68,  tan  pequeña  i  tan  insignificante, 
que  es  de  admirar  que  no  se  acepte  esa  enmienda,  en 
obsequio  del  gran  propósito  que  la  Comisión  tiene  en 
vista. 

El  señor  Senador  i  sus  colegas  de  comisión  aseveran 
que  ese  gran  propósito  es  el  de  que  jamas  se  dicte  una 
reforma  que  no  sea  presentada  ala  ratificación  del  pais, 
impidiendo  que  pueda  llegar  el  caso  en  que  se  trate  de 
imponer  al  pueblo  una  constitución  que  él  no  estaba 
dispuesto  a  recibir  ¡Patriótico  propósito!  Es  preciso  re- 
conocerlo. ¡Pensamiento  mui  liberal,  en  verdad! 

¿Pero  es  ese  el  pensamiento  que  está  consultado  en 
el  art.  i68?  ¡Esto  seria  una  novedad!   ¿Fué  ese   pen- 
samiento el  que  inspiró  a  los  autores  de  tal  disposición, 
cuando  pusieron  en  ella  el  último  baluarte  opuesto  i 
reforma,  contando  con  los  medios  de  impedir,  prec" 
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mente  con  esa  disposición,  que  el  pueblo  realizara  una 
reforma?  Haí  aquí  un  paralojismo,  a  no  dudarlo,  que 
impide  ver  que  con  mantener  el  art.  i68  no  se  con- 
sigue el  propósito  que  persigue  la  Comisión.  Hagamos 
una  escursion,  como  las  que  ha  hecho  el  honorable  Se- 
nador, imajinando  ya  reunido  al  Congreso  futuro. 

Supongamos  que  esa  enmienda  de  la  Comisión  fuese 
sancionada.  Ella  dice  textualmente:  <*Se  declara  tam- 
bién reformable  el  art.  i68,  salvo  la  parte  en  que 
dispone  que  el  Congreso  que  entre  a  funcionar  inme- 
diatamente después  del  que  decreta  la  reforma,  resuel- 
va sobre  las  reformas  que  han  de  hacerse».  Luego, 
queda  vijente  esta  otra  disposición  del  art,  i68,  a 
saber:  «que  el  Congreso,  después  de  la  renovación,  discu- 
tirá i  deliberará  sobre  la  reforma  que  haya  de  hacerse, 
debiendo  tener  orí  jen  la  leí  en  el  Senado,  conforme  a  lo 
prevenido  en  el  art  40». 

En  presencia  de  estas  disposiciones,  el  Congreso  de 
1879  se  preguntará  naturalmente:  ¿qué  es  ío  que  se  va 
a  reformar?  Desde  luego  verá  que  se  le  manda  refor- 
mar el  art,  165,  que  exije  que  sea  apoyada  toda 
moción  de  reforma  por  la  cuarta  parte  de  los  miembros 
presentes  de  la  Cámara  en  que  se  proponga.  Enhora- 
buena. Reformará  este  punto  exijiendo  una  quinta 
parte,  un  tercio,  o  únicamente  el  apoyo  de  dos  o  cuatro 
firmas.  Esto  es  de  una  importancia  cuestionable. 

Pasará  al  art.  166,  que  dispone  que  admitida  la 
moción,  deliberará  la  Cámara  sobre  si  exije  o  nó  refor- 
ma el  artículo  o  artículos  en  cuestión,  ¿Qué  hai  que  re- 
formar en  esto?  Por  necesidad  hai  que  hacer  esa  deli- 
beración. No  sé  cómo  se  podría  prescindir  de  ella. 

Viene  después  el  art.  167,  que  manda  que  la  leí 
que  declara  la  necesidad  de  la  reforma  sea  aprobada 
por  las  dos  tercias  partes  de  los  sufrajíos  de  cada  Cá- 
mara i  promulgada  por  el  Presidente  en  iá-forma'ordi- 
naria.  El  Congreso  de  1879  podrá  reformar   esta  dis- 
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posición  en  cuanto  a  la  mayoría  exijida,  pero  no  en  lo 
demás,  porque  la  lei  ha  de  promulgarse,  puesto  que  la 
enmienda  de  la  Comisión  exije  que  un  Congreso  decrete 
la  reforma  para  que  el  que  entra  a  funcionar  después 
de  él  resuelva  sobre  la  reforma.  Ha  de  haber  lei  decla- 
ratoria de  la  necesidad  de  la  reforma. 

Hechas  estas  lijeras  modificaciones  en  los  artículos 
165  i  167,  el  Congreso  de  1879  no  puede  hacer  mas,  des- 
de que  está  obügado  a  respetar  la  parte  que  se  deja  vi- 
jente  del  art.  168.  Su  misión  se  reducirá ^  pues,  a 
alterar  el  número  de  firmas  que  han  de  apoyar  la  mo- 
ción i  la  mayoría  que  debe  reunir  ésta  para  ser  aproba- 
da, i  nada  mas.  No  puede,  como  lo  desea  la  Comisión^ 
autorizar  al  autor  o  autores  de  la  moción  para  formular 
la  reforma  que  desean,  ni  permitir  que  el  Congreso,  an- 
te el  cual  se  presenta  la  moción,  discuta  i  delibere  sobre 
la  reforma  que  ha  de  hacerse,  porque  la  parte  que  se 
deja  vijente  del  art.  168  dispone  que  la  fórmula  de 
la  lei  tenga  principio  en  el  Senado,  conforme  a  lo  preve- 
nido en  el  art.  40,  i  porque  tanto  esta  parte  vijente 
como  la  misma  enmienda  de  la  Comisión,  requieren 
que  el  Congreso  que  entre  a  funcionar  después  de  aquel 
que  decrete  la  reforma,  resuelva  sobre  las  reformas  que 
han  de  hacerse  i  no  el  anterior. 

De  modo  que  toda  la  conquista  se  reduce  a  variar  el 
número  de  firmas  que  han  de  apoyar  la  moción,  i  el  nú- 
mero de  sufrajios  que  la  han  de  aprobar.  Todo  lo  de- 
mas  queda  lo  mismo  que  hoi,  Hai  que  esperar  a  la  reno- 
vación de  las  Cámaras,  para  que  el  Congreso  ordinario 
futuro  resuelva  sobre  la  reforma  que  ha  de  hacerse,  la 
discuta  i  delibere;  i  si  no  alcanza  a  hacerlo,  lo  hará  el  si- 
guiente, o  el  subsiguiente,  i  las  dilaciones  acabarán  por 
hacer  imposible  toda  reforma.  ¿No  es  esto  destruir  com- 
pletamente el  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados? 
¿No  es  esto  estrangular  la  reforma  en  su  cuna?  ¿T^' 
podemos  entonces,  los  que  la  deseamos,  decir  que 


enmienda  de  la  Comisión  contraría  la  reforma,  sin  que 
por  abrigar  esta  convicción  tan  fundada,  pretendamos 
acusar  a  los  señores  informantes  de  malos  propósitos,  ni 
ofenderlos? 

Si  la  Comisión  quiere  la  reforma,  sí  aspira  a  que  ésta 
sea  presentada  a  la  ratificación  del  pais,  a  que  no  se  im- 
ponga al  pueblo  una  constitución  que  no  está  dispuesto 
a  recibir^  ¿porqué  deja  vijenteel  orden  de  cosas  ac- 
tual, que  solo  permite  que  se  declare  por  una  lei  la 
necesidad  de  la  reforma,  i  que  exije  que  ésta  se  dis- 
cuta,  delibere  i  resuelva  por  otro  Congreso  futuro, 
teniendo  oríjen  la  lei  en  el  Senado,  i  prescindiendo  de 
toda  consulta  al  pueblo,  de  toda  ratificación  del  pais? 
No  lo  comprendo. 

Luego  la  honorable  Comisión  quiere  la  reforma  con- 
servando el  baluarte  que  la  hace  imposible.  Así  es  como 
entendemos  el  informe  de  la  Comisión  los  que  deseamos 
que  el  acuerdo  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados 
sea  sancionada;  i  cuando  yo  he  dicho  que  esto  es  lo  que 
apoyo  con  mis  colegas  de  gabinete,  no  he  pretendido 
ofender  a  la  Comisión  ni  quitarle  las  adhesiones  con 
que  cuenta,  ¡No  esperamos  que  en  este  caso  nos  apo- 
yen los  votos  conservadores,  ni  aspiramos  a  violentar- 
los! Si  ellos  están  en  contra  de  nuestra  opinión,  aca- 
tamos su  independencia!  {Nuevos  aplausos  en  las 
galerías)  '  ^ 


1  Debo  recordar  aquí  un  hecho  que  honra  a  un  adversario*  Después  de 
eate  dUcurso  ealió  tras  de  mi  a)  galón  de  descanso  don  Manuel  Montt,  di- 
ctéodome  que  me  había  oído  con  iüterea  i  con  guBto>  pues  que  le  había  acl&^ 
rado  algunos  punto B  osüiiros.  Luego  me  preguntó  cómo  había  logrado  hacer 
las  elecciones  de  uiuuioipaleá  de  Lautaro,  verificadas  en  esos  días,  evitando 
loa  peligro»  que  amenazaban  el  orden.  Oyó  mi  relación  con  agrado,  i  oomo 
recordando  nuestra  antigua  amistad  como  colegas  en  el  Instituto  Nació  nal » 
me  dio  la  mano  felicitándome  de  nuevo  con  au  acostumbrada  jovialidad  i 
nos  separa  [uoft. 
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Unidad  de  plan  político 


No  deben  considerarse  aisladamente  los  discursos 
que  preceden,  pues  ellos  son  integrales  del  plan  jeneral 
de  la  política  liberal,  sistemática  i  doctrinaria,  que  el 
Ministro  del  Interior  se  habia  propuesto  desarrollar, 
contando  con  la  opinión  i  propósitos  del  Presidente  de 
la  República.  La  síntesis  de  aquel  plan  estaba  en  el  dis- 
curso al  Congreso  con  que  inauguró  su  acción  política 
el  Ministerio,  i  que  fué  repetida  i  acentuada  en  la  Me- 
moria de  aquel  Departamento  j  presentada  a  las  Cáma- 
ras de  1877,  en  los  primeros  días  de  sus  sesiones,  para 
dar  una  base  sólida  a  los  proyectos  de  lei  sobre  organi- 
zación interior  i  municipal  i  sobre  elecciones  populares 
que  se  presentaron  en  seguida- 

Va  aquí  el  testo  de  esos  documentos,  para  que  se 
pueda  ver  el  enlace  lójico  que  hai  entre  ellos,  i  para 
que  se  aprecie  i  comprenda  mejor  el  plan  político. 

Los  pasajes  de  la  Memoria  presentada  al  Congreso 
de  1877  que  se  refieren  ala  política,  son  los  siguientes: ' 


I  El  diario  político  del  señor  Las  tama  llega  solo  hasta  aquí.  Mas  adelante 
publicamoa  Integramente,  en  un  apéndice  del  presente  tomo,  la  Memoria 
ministerial  de  1877, — {El  Recopilador}* 


á 
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«Al  cumplir  con  el  precepto  del  art,  88  de  la  Cons- 
titución, dando  cuenta  al  Congreso  del  estado  de  la  na- 
ción en  lo  relativo  a  los  negocios  que  corren  a  cargo  del 
Ministerio  del  Interior,  no  está  demás  iniciar  esta  cuen- 
ta con  la  aseveración  de  que,  en  cuanto  ha  dependido 
de  este  Ministerio,  se  ha  mantenido  una  estricta  fideli- 
dad al  plan  jeneral  que  se  propuso  el  Gobierno  al  inau- 
gurar sus  funciones. 

«Puede  ser  que  el  Ministerio  no  haya  sido  siempre 
afortunado  en  este  propósito.  Mas,  contando  con  el  fa- 
vor de  las  circunstancias,  con  el  ausilio  del  Congreso  i 
la  rectitud  de  la  opinión,  no  ha  dejado  nunca  de  empe- 
ñarse en  cumpUr  con  las  principales  bases  de  aquel 
.plan  de  gobierno,  para  promover  el  desarrollo  intelec- 
tual, moral  i  material  del  pais; — sir\nendo  con  lójica  i 
constancia  al  progreso  democrático  de  nuestras  insti- 
tuciones;—  tratando  de  completar  i  de  perfeccionar 
las  reformas  iniciadas  i  de  dar  a  la  política  del  gobierno 
que  las  inició  el  natural  desenvolvimiento  de  que  es 
susceptible  la  política  de  todo  gobierno  de  opinión;— 
procurando  no  comprometer  las  altas  soluciones  par- 
lamentarias con  cuestiones  secundarias  o  de  gabinete, 
i  mantener  toda  discusión  en  el  carácter  científico  que 
le  da  elevación,  a  ñn  de  que  la  política  sea  un  arte  de 
apUcacion  de  los  principios  a  la  situación  social; — to- 
mando por  brújula  en  su  marcha  la  opinión  pública  re- 
presentada por  el  Congreso,  que  tiene  el  deber  de  cono- 
cerla i  de  representarla,  a  fin  de  consolidar  el  réjimen 
parlamentario  i  perfeccionar  nuestro  sistema  represen- 
tativo;— i  manteniendo,  en  fin,  una  política  de  pa2,  de 
estudio,  de  prudencia  i  de  respeto  por  todas  los  intere- 
ses lejítimos,  en  la  esperanza  de  que  con  la  acción  de 
este  sistema  desaparezcan  naturalmente  los  intereses 
efímeros  que  pudieran  impedir  que  se  uniesen  todos 
los  servidores  de  la  causa  liberal^  sin  necesidad  de  tr. 
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saccioneSj  en  un  solo  interés  verdaderamente  político, 

^iTan  altos  propósitos^  no  solo  han  sido  consultados 
en  la  acción  diaria  de  la  administración  interior  i  en  to- 
dos sus  detalles,  sino  también  en  el  estudio  que  este 
Ministerio  ha  tenido  que  hacer  para  introducir  mejoras 
en  nuestra  organización,  con  la  persuacion  de  que  es 
necesario  atender  con  preferencia  a  la  reforma  política^ 
si  aspiramos  a  consolidar  la  vida  Ubre^  fundándola  en 
el  respeto  de  todos  nuestros  derechos 

<íEn  cuanto  a  ios  estudios  de  organización  a  que  se 
ha  consagrado  este  Ministerio,  su  plan  ha  sido  también 
fundado  en  los  altos  propósitos  del  sistema  jeneral  de 
Gobierno  adoptado  por  la  administración,  como  se 
enuncia  al  principio  de  esta  Memoria. 

<fFuera  de  la  reglamentación  que  con  urjencia  recla- 
man algunos  de  los  negociados  de  este  Departamento^ 
de  la  cual  se  hablará  en  su  respectivo  lugar,  i  ademas 
de  la  que  es  indispensable  hacer  en  el  plan  de  sueldos 
de  los  empleados  para  remunerarles  debidamente  sus 
labores,  ha  sido  necesario  atender  mui  seriamente  a  la 
reforma  política,  como  base  fundamental  de  todos  los 
arreglos  que  reclama  la  opinión  del  pais,  para  fundar 
en  la  lei  el  goce  de  sus  derechos  i  garantizar  la  igualdad 
de  ese  goce.  Asociándose  el  Gobierno  a  la  aspiración 
que  espera  del  Congreso  la  sanción  de  la  lei  destinada 
a  facilitar  las  reformas  constitucionales,  ha  creido  de 
su  deber  proponer  la  reforma  de  la  Lei  del  Réjimen  In- 
terior, en  sus  dos  partes,  i  de  la  que  reglamenta  el  dere- 
cho electoral,  porque  hai  urjencia  de  regularizar 
cuanto  antes  la  administración  ejecutiva  en  sus  resor- 
tes secundarios  i  la  administración  municipal,  así  como 
es  prudente  afianzar  con  calma  i  sin  apremios  el  dere- 
cho de  sufrajio;  i  porque  todo  eso  puede  hacerse  sin 
que  haya  que  retardar^  con  perjuicio  del  buen  réjimen, 

tos  arreglos,  hasta  que  se  verifique  una  reforma  cons- 
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titucional.  La  dificultad  .está  en  concebir  un  plan  de 
reorganización  interior  i  un  sistema  electoral  que,  sin 
salir  de  las  prescripciones  de  la  Constitución  vijente^ 
puedan  adaptarse,  si  bien  con  li jeras  modificaciones,  a 
las  reformas  que  se  desean  en  la  Constitución;  i  si  el 
Congreso  halla  en  su  sabiduría  que  esta  dificultad  ha 
sido  consultada  en  los  proyectos  que  se  le  presentarán 
por  el  órgano  de  este  Ministerio,  es  de  esperar  que  los 
sancione  con  la  prontitud  que  reclaman  las  necesida- 
des que  se  van  a  satisfacer.)) 

MENSAJE 

DE  su  EXCELENCIA  EL  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA 
AL  CONGRESO  NACIONAL,  PROPONIENDO  LA  REFORMA 
DE  LA  leí  del  RÉJIMEN  INTERIOR,  LEÍDO  EN  LA  SE- 
SIÓN DEL  SENADO  DEL  12  DE  JUNIO    DE  1877, 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara  de 
Diputados: 

La  primera  parte  de  la  lei  del  réjimen  interior,  que 
trata  de  los  funcionarios  que  gobiernan  las  divisiones 
administrativas,  i  la  segunda  parte^  que  establece  Ja 
organización  i  atribuciones  de  las  municipaLidades,  de- 
ben ser  reformadas  indispensablemente  para  que 
puedan  servir  a  sus  fines,  sin  apartarse  del  orden  cons- 
titucional en  la  época  presente. 

Esta  reforma  será  sin  duda  mas  completa  i  mas  ade- 
cuada al  progreso  democrático,  cuando  se  haga  confor- 
me a  las  innovaciones  mas  adelantadas  que  el  país 
reclama  en  nuestras  instituciones  fundamentales;  pero 
entretanto,  no  solo  es  preciso  preparar  en  las  leyes  ese 
nuevo  arreglo  político,  maduro  ya  en  el  sentimiento  i 
en  la  opinión  de  los  ciudadanos,  en  las  necesidades  i . 
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los  hechos  de  la  administracionj  sino  que  es  indispensa- 
ble regularizar  nuestro  réjimen  interior,  con  urjencia, 
porque¿no  correspondiendo  a  las  exij  encías  de  la  época, 
no  es  prudente  aplazar  su  enmienda  por  un  tiempo 
indeterminado,  como  es  el  que  se  puede  necesitar  para 
la  reforma  de  la  Constitución. 

La  primera  parte  de  la  lei  del  réjimen  interior  obede- 
ce a  una  preocupación,  que  afortunadamente  ha  des- 
aparecido ya,  cual  era  la  de  la  conservación  del  orden 
público,  que  hoi  está  afianzado  en  muchas  condiciones 
de  la  vida  social,  i  sobre  todo  en  el  interés  i  en  los  há- 
bitos de  los  chilenos.  En  este  sentido,  daba  aquella  lei 
a  la  jerarquía  administrativa  de  la  Constitución  una 
concentración  tan  excesiva,  que  anulaba  la  acción  de 
los  administradores  inferiores  en  favor  de  una  unidad 
insostenible  en  una  situación  normal  de  progreso.  Desa- 
rroUado  este  plan  en  una  multitud  de  disposiciones 
minuciosamente  vagas  i  por  consiguiente  confusas  i 
aun  incoherentes,  en  las  cuales  el  precepto  aparece 
ofuscado  por  los  consejos,  las  escepciones  i  hasta  por 
contradicciones,  la  acción  administrativa  no  podia  de- 
jar de  ser  arbitraria,  i  por  tanto,  continjente,  en  cuan- 
to un  interés  político  no  apareciera  para  estimular  la 
voluntad  suprema  que  le  dá  dirección. 

El  residtado  práctico  de  este  orden  legal ^  después  de 
treinta  i  tres  años,  presenta  anomalías  que  podrian  ser 
realmente  funestas  al  orden  social,  si  el  hábito  i  la  nece- 
sidad del  trabajo  no  fueran  una  verdadera  garantía  del 
derecho  i  de  la  estabilidad  política  i  legal,  por  los  senti- 
mientos que  enjendran  en  nuestra  población  de  respe- 
to a  la  autoridad  i  a  la  lei,  í  de  interés  por  la  conserva- 
ción de  estas  dos  áncoras  de  la  seguridad  pública. 

Solo  así  se  espUca  que  la  inseguridad  que  causan 
ciertos  atentados,  que  de  cuando  en  cuando  alarman 
nuestras  poblaciones  rurales^  no  sean  una  calamidad 
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permanente;  pues  a  no  contar  entre  las  anomalías  pro- 
ducidas por  nuestro  réjimen  interior  otra  que  la  de  que 
no  exista  un  gobierno  verdaderamente  organizado  en 
las  subdelegaciones  rurales,  ésta  por  sí  sola  bastaría 
para  que  aquella  inseguridad  se  convirtiera  en  un  per- 
petuo trastorno  del  orden  civiL 

La  proporción  media  de  la  población  rural  en  la  Re- 
pública es  de  un  sesenta  i  seis  por  ciento,  pues,  según 
el  último  censo,  hai  1.355,257  habitantes  en  los  campos 
sin  contar  con  228,357  Q^^  viven  en  aldeas  i  lugarejos 
también  rurales,  i  que  están  igualmente  gobernados 
por  subdelegados  e  inspectores;  de  modo  que  tenemos 
mas  de  tres  cuartas  partes  de  la  población  total^  que 
viven  bajo  el  gobierno  directo  e  inmediato  de  esos  ajen- 
tes  voluntarios,  desautorizados  i  nominales  del  depar- 
tamento ejecutivo. 

En  apariencia,  atendiendo  a  la  lei  del  réjimen  inte- 
rior i  a  otras  disposiciones,  estos  aj entes  lo  son  todo; 
pues  eran  jueces  de  menor  cuantía,  í  son  gobernadores 
de  su  división  administrativa ,  jefes  de  la  fuerza  públi- 
ca i  de  la  policía,  con  facultad  de  allanamiento,  a  su  dis- 
creción, inspectores  de  la  hacienda  nacional,  presiden- 
te de  la  municipahdad,  si  existe,  teniendo  a  su  cargo 
las  funciones  comunales,  i  son  en  fin  depositarios  de 
todo  el  poder  político,  escepto  el  lejislativo.  Pero  ta- 
maña autoridad  tiene  dos  causas  de  ineficacia  i  de  nu- 
lidad, que  la  reduce  a  un  ejercicio  intermitente,  ocasio- 
nal i  en  la  mayor  parte  de  los  casos  arbitrario. 

Es  la  primera  precisamente  esa  acumulación  de  atri- 
buciones, que  unida  a  la  faUa  de  medios  efectivos  para 
aplicarlas,  deja  a  los  subdelegados  en  una  completa 
inacción,  sobre  todo  desde  que  por  la  institución  salu- 
dable de  los  jueces  de  menor  cuantía,  se  les  quita  la 
única  ocupación  que  los  entretenía. 

La  segunda  causa  consiste  en  que  la  lei  del  réjin 
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interior  hace  a  los  subdelegados  (art.  147)  simples  re- 
presentantes i  ausiliares  de  los  gobernadores,  para 
que  éstos,  por  su  medio,  cumplan  sus  deberes,  a  lo  cual 
con  especialidad^  dice,  están  reducidas  en  lo  gubernativo 
Im  atribiiciones  de  dichos  subdelegados;  i  por  tanto  de- 
ben obrar  en  e]  desemi>eño  de  sus  destinos  de  entera  con- 
formidad con  lo  que  se  les  ordene  por  los  ya  mencionados 
gobernadores.  Fuera  de  esto,  la  misma  lei  constituye 
(art,  163)  a  los  inspectores  de  distrito  en  cooperadores 
de  la  acción  ineñcaz  i  nula  de  los  subdelegados,  man- 
dándoles cumplir  con  toda  fidelidad  i  exactitud  las  ór- 
denes que  reciban  de  éstos. 

El  resultado  de  tan  orijinal  organización  es  que  el 
gobernador  es  el  único  mandatario  del  departamento, 
I  como  en  el  hecho  éste  cree  llenar  sus  deberes  con  dedi- 
carse al  gobierno  de  la  capital,  fiando  en  que  los  subde- 
legados rijan  las  subdivisiones;  i  por  otra  parte,  como 
éstos  saben  por  la  lei  que  están  reducidas  en  lo  gnber- 
nativ^o  sus  atribuciones  a  obrar  en  entera  conformidad 
con  lo  que  se  les  ordene  por  los  mencionados  goberna- 
dores, sucede  naturalmente  que  las  subdelegaciones  fo- 
ráneas quedan  sin  verdadero  gobierno,  puesto  que  aun 
en  los  casos  que  sus  jefes  constitucionales  reciban  órde- 
nes del  superior  para  administrar,  ellos  carecen  entera- 
mente de  medios  de  acción  para  cumplirlas.  Escusado 
es  advertir  que  sucede  otro  tanto  en  los  distritos, 
en  los  cuales  los  subdelegados,  a  causa  de  su  dependen- 
cia del  gobernador,  no  pueden  ni  aun  utilizar  la  fideli- 
dad que  la  lei  recomienda  a  sus  cooperadores,  que  son 
los  inspectores- 

Tratándose  en  la  reforma  de  resolver  el  problema 
que  envuelve  esta  situación,  que  se  ha  hecho  crónica  i 
subsistente  por  treinta  i  tres  años  de  práctica  legal,  no 
í^s  posible  alterar  la  jerarquía  administrativa  est abie- 
lda por  la  Constitución,  Solamente  se  puede  procurar 
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quitarle  la  artificial  concentración ,  que  la  leí  \iiente 
consulta  con  el  ñn  de  situar  toda  la  acción  administra^ 
tiva  en  el  Presidente  de  la  República;  i  para  esto  no  hai 
otro  medio  que  el  de  dar  a  los  intendentes  i  goberna- 
dores atribuciones  fijas  i  precisas,  i  depositar  en  los 
subdelegados  foráneos  de  la  capital  de  departamento 
las  que  los  gobernadores  ejercitarían  si  las  rijieran  di- 
recta e  inmediatamente. 

Mas,  este  medio  entraña  otro  problema  mui  serio, 
porque,  como  se  ha  reconocido  en  la  nación  mas  ade- 
lantada en  las  instituciones  democráticas^  la  cuestión 
mas  difícil  de  todas  las  que  se  relacionan  con  la  orga- 
nización del  Poder  Ejecutivo  es  la  de  la  determinación 
de  sus  facultades,  pues  es  indispensable  combinar  en  la 
estructura  de  éstas  una  debida  proporción  de  enerjía 
i  de  responsabilidad.  En  nuestro  sistema,  rigilrosamen- 
te  unitario,  no  es  la  enerjía  lo  que  puede  faltar,  pues  la 
acción  constitucional  del  Ejecutivo  se  estiende  desde 
el  centro  a  todos  los  ángulos.  Lo  que  importa  es  que  se 
estienda  con  orden  i  regularidad,  i  por  consiguiente, 
con  precisión  i  fijeza,  para  evitar  la  arbitrariedad,  i  para 
hacer  que  los  aj  entes  inferiores  no  tengan  una  auto- 
ridad nominal.  Mas  lo  que  en  realidad  falta  es  la  respon- 
sabilidad espedí  ta,  íes  sabido  que  solo  hai  réjimen  legal 
i  no  voluntario,  i  solo  es  posible  conseguir  que  las 
leyes  produzcan  sus  efectos  i  que  sus  ejecutores  las 
cumplan  lealmente,  cuando  éstos  son  seriamente  res- 
ponsables. 

Por  esto  es  que  al  tratar  de  determinar  en  este  pro- 
yecto las  atribuciones  de  los  ajen  tes  del  Ejecutivo  en 
el  gobierno  interior,  se  ha  cuidado  de  reducirlas  a  lo 
estrictamente  necesario  para  darles  enerjía  i  eficacia, 
asegurando  a  la  vez  una  solución  justa  en  todos  los 
casos  de  responsabilidad  criminal  en  que  deba  pronun- 
ciarse previamente  el  desafuero,  i  en  los  de  responsa^ ' 
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lídad  civil  que  los  ciudadanos  perjudicados  pueden  per- 
seguir directamente  ante  los  tribunales  comunes.  De 
esta  manera  es  casi  seguro  que  después  de  una  reforma 
constitucional  en  la  materia  administrativa,  i  en  la  in- 
telij encía  de  que  se  ha  de  mantener  el  sistema  guber- 
nativo de  la  Constitución  vijente,  pueda  funcionar  mui 
bien,  i  mediante  li jeras  modificaciones,  una  lei  conce- 
bida en  la  forma  i  sobre  el  plan  de  este  proyecto. 

La  leí  de  organización  de  municipalidades  tiene  de 
práctica  diez  años  menos  que  la  primera  parte  de  la 
codificación  del  réjimen  interior;  i  ios  defectos  cuya  en- 
mienda se  reclama  nacen  del  plan  a  que  tuvo  que  obe- 
decer, al  organizarse  por  primera  vez  la  administra- 
ción municipal.  Entonces  no  habia  prácticas  siquiera 
que  asegurasen  una  mediana  regularidad  administra- 
tiva, i  era  necesario  que  las  que  se  fundaban  por  aque- 
lla lei  tuviesen  una  garantía  de  estabilidad  i  de  acierto 
en  una  intervención  del  gobierno,  mas  frecuente  i  mas 
estén sa  que  la  que  la  misma  Constitución  establece, 
A  lo  menos  así  aparece  del  espíritu  i  contexto  de  las 
disposiciones  de  aqueUa  lei. 

Ello  se  comprueba  con  una  lijera  comparación.  La 
Constitución  limita  la  intervención  del  Ejecutivo  en  la 
administración  municipal  a  dos  puntos:  i.^  la  aproba- 
ción de  las  ordenanzas  municipales,  que  corresponde 
al  Presidente  de  la  República  con  audiencia  del  Consejo 
de  Estado;  i  2P  la  presidencia  de  la  municipalidad,  que 
incumbe  al  gobernador  o  subdelegado,  con  el  poder  de 
suspender  la  ejecución,  cuando  encontrare  que  ella  per- 
judica al  orden  público,  de  todo  acuerdo  que  no  sea 
observancia  de  las  reglas  establecidas,  pues  los  acuer- 
dos de  este  carácter  no  pueden  llevarse  a  efecto  sin  po- 
nerse en  noticia  del  gobernador  o  del  subdelegado  en 
su  caso;  i  es  evidente  que  no  hai  necesidad  de  poner  en 
u  noticia  los  acuerdos  que  sean  la  mera  observancia 
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de  las  reglas  establecidas  i  aquellos  que  hayan  sido 
^  tomados  bajo  su  presidencia,  porque  en  este  caso  la  no- 

[  ticia  es  inútil:  tal  es  el  precepto  del  art.  129  de  la  Cons- 

titución. 
^  Entretanto,  la  lei    hace  condicional  la  intervención 

del  Presidente  de  la  República  para  muchos  actos  de  la 
municipalidad,  especialmente  para  los  señalados  en  los 
arts.  43,  46,  64,  68,  70,  79,  82,  85,  89,  99,  ni  i  124; 
erije  al  Consejo  de  Estado  en  tribunal  para  decidir  sobre 
ciertos  acuerdos  municipales,  como  los  mencionados 
en  los  arts.  9,  235  33,  62  i  114;  i  da  al  intendente,  al 
gobernador  i  al  subdelegado,  en  su  caso,  tan  abier- 
ta injerencia  en  la  administración  municipal,  que  llega 
hasta  conferir  al  primero,  por  el  art.  113,  la  facul- 
tad de  formular  ordenanzas  i  reglamentos  en  cierto 
caso,  i  hasta  conceder  a  todos  ellos,  por  el  art.  33, 
un  poder  de  veto  casi  absoluto,  análogo  al  que  el  Presi- 
dente de  la  República  tiene  respecto  de  las  resoluciones 
del  Congreso,  i  que,  por  tanto,  no  cabe  ni  en  el  espíritu 
ni  en  el  contexto  de  la  disposición  del  art,  120  de  la 
Constitución. 

Sin  hacer  cuestión  acerca  de  la  constitucionalidad  i 
conveniencia  de  leyes  como  ésta,  que  acumulan  en  los 
empleados  del  Ejecutivo  incumbencias  i  atribuciones 
que  no  se  comprenden  en  la  naturaleza  de  los  poderes, 
que  la  Constitución  les  confiere,  se  puede  reconocer  que 
ha  habido  utiüdad  en  ensayar,  diu^ante  veintitrés  años, 
el  réjimen  municipal  bajo  la  dirección  del  Presidente 
de  la  República  i  de  susajentes.  Mas,  semejante  inter- 
vención ha  llegado  a  ser  inoficiosa  en  la  mayor  parte, 
precisamente  porque  ya  se  ha  establecido  una  práctica 
regular  en  la  administración  municipal;  i  el  Gobierno, 
respetando  la  independencia  de  las  municipalidades,  i 
por  lo  mismo  que  debe  dejar  al  juicio  de  ellas  la  esti- 
macion  i  calificación  de  la  utilidad  de  sus  acuerdos  i 
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transacciones,  se  limita  a  prestar  su  aprobación  en  to- 
dos los  casos  en  que  ésta  es  condicional,  sin  entrar  en 
investigaciones  que  podrían  apreciarse  como  depre- 
sivas de  la  honorabilidad  de  aquellas  corporaciones. 
De  este  modo  sucede^  que  si  por  las  circunstancias  lle- 
gan a  ser  de  malos  resultados  los  actos  i  contratos  de 
las  municipalidades^  la  responsabilidad  de  éstas  desa- 
parece, o  se  reparte  con  el  Gobierno,  a  causa  de  la  apro- 
bación que  éste  les  ha  prestado,  hmitándose  a  cumplir 
con  la  fórmula,  por  no  embarazar  la  acción  municipal  i 
porque  en  realidad,  siendo  el  mejor  juez  de  los  intere- 
ses comunales  el  que  los  administra  directamente,  el 
gobierno  jeneral  no  tiene  medios  ni  tiempo  para  estu- 
diarlos i  com prenderlos j  i  debe  atenerse  al  juicio  de  las 
municipalidades  cuando  la  lei  le  manda  intervenir- 
Esta  intervención  no  es,  pues;  eficaz  en  la  presente  si- 
tuación,  i  no  se  podría  mantener,  sin  anular  por  una 
parte  la  acción^  i  la  responsabilidad  de  las  municipah- 
dades,  i  sin  embarazar,  por  otra,  el  natural  desarrollo 
del  réjimen  municipal,  que  debemos  favorecer,  si  que- 
remos fomentar  el  progreso  político,  creando  el  espí- 
ritu comunal  para  fundar  en  esta  base  incontrastable 
el  verdadero  gobierno  representativo. 

Por  esto  es  que  el  proyecto  de  reforma,  conserv^ando 
las  bases  constitucionales,  establece  aquella  interven- 
ción estrictamente  en  el  sentido  i  espíritu  de  estas  ba- 
ses, de  modo  que  si  ellas  son  reformadas  en  el  sentido 
democrático^  la  organización  i  las  funciones  delréjimen 
municipal  puedan  adaptarse,  tal  como  lo  constituye 
este  proyecto j  al  nuevo  orden  constitucional  que  se  es- 
tablezca. Con  este  mismo  propósito,  se  hacen  desapare- 
cer las  disposiciones  dirijidas  a  reemplazar  a  los  muni- 
cipales por  personas  que  carecen  de  representación 
constitucional,  como  los  municipales  pretéritos^  medi- 
da que  ha  dado  lugar  a  tantas  controversias  i  a  tantas 
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irregularidades,  i  se  asegura  de  otro  modo  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  los  verdaderos  representantes 
del  municipio;  se  estiende  el  réjinien  municipal,  en 
cuanto  es  posible  en  presencia  de  la  Constitución  vijen- 
.  te,  a  todas  las  localidades  que  hoi  quedan  sin  gobierno 
i  sin  administración  comunal  por  estar  situadas  fuera 
de  los  grandes  centros  urbanos  que  tienen  municipali- 
dades; i  se  sustituye  a  la  acción  judicial  del  Consejo  de 
Estado,  cuya  constitucionalidad,  fuera  de  los  casos  de- 
terminados en  la  Constitución,  es  mui  cuestionable,  la 
acción  de  las  mismas  municipalidades,  dejando  todos 
los  casos  de  contención  a  los  tribunales  ordinarios^ 
porque  según  la  verdadera  práctica  democrática,  no  se 
pueden  independizar  las  funciones  electorales  de  la 
administración  de  justicia,  i  desde  que  un  pueblo  intro- 
duce la  elección  en  los  rodajes  secundarios  de  gobierno, 
tiene  que  hacer  un  gran  uso  de  las  penas  judiciales, 
como  medio  de  administración,  pues  im  funcionario 
electivo  que  no  estásometido  al  Poder  Judicial,  se  es- 
capa tarde  o  temprano  a  toda  fiscalización. 

Ademas  de  estos  puntos  j  enera! es,  el  proyecto  se  ha 
propuesto  resolver  también  una  cuestión  de  grave  inte- 
rés, en  el  seiTtido  de  evitar  la  arbitrariedad  en  las  fun- 
ciones mimicipales,  cual  es  la  de  los  impuestos  o  arbi- 
trios que  las  municipalidades  necesitan,  en  medio  de  su 
jeneral  pobreza,  para  atender  a  las  necesidades  de  las 
comunidades  locales.  Es  sabido  que  casi  todos  los  arbi- 
trios autorizados  en  la  actualidad  gravan  los  consu- 
mos, encareciendo  la  vida  i  hostilizando  las  pequeñas 
industrias  de  abasto;  i  que  hai  varios  establecidos  por 
ordenanzas,  cuyas  bases  se  alteran,  según  las  necesida- 
des del  tesoro  municipal  i  no  según  la  justicia  i  conve- 
niencia de  los  contribuyentes.  Las  municipalidades  no 
pueden  hacer  mas  gastos  sino  reagravando  la  desiguí^l- 
dad  i  la  injusticia  de  esos  arbitrios,  o  recurriendo  a  em 


—  S15  — 

préstitos  onerosos,  o  acudiendo  al  Congreso  o  al  Ejecu- 
tivo en  demanda  de  nuevos  impuestos  o  recursos  que 
no  siempre  se  pueden  establecer. 

Semejante  situación  es  anárquica,  i  no  tiene  sistema, 
ni  obedece  a  principios  o  reglas  equitativas.  Es  indis- 
pensable regularizarla,  estableciendo  un  plan  de  contri- 
buciones municipales  jeneral  i  sistemático,  que  no  solo 
produzca,  unido  a  los  propios  i  rentas  de  cada  muni- 
cipalidad, lo  necesario  para  sus  gastos  ordinarios,  sino 
mui  especialmente  los  que  exíjen  la  policía  i  la  benefi- 
cencia, que  son  dos  negociados  esencialmente  munici- 
pales, por  su  carácter  i  por  las  condiciones  de  su 
servicio,  los  que  hoí  están  a  cargo  del  Estado^,  con  gra- 
vamen de  las  rentas  nacionales  i  con  perjuicio  de  la 
equidad  i  de  la  oportunidad  conque  deben  ser  servados. 
Con  tal  propósito,  el  proyecto  establece  cinco  clases  de 
contribuciones  directas  para  todas  las  municipalida- 
des, fijando  las  bases  de  su  exacción  de  modo  que  se 
garantice  a  los  contribuyentes  contra  toda  arbitra- 
riedad, i  dando  al  Gobierno  la  intervención  constitucio- 
nal que  tiene  para  aprobar  ordenanzas,  a  fin  de  que 
tales  contribuciones  se  arreglen  a  un  plan  jeneral  i  uni- 
forme. Si  la  iniciativa  de  esta  idea  es  aceptable,  el  Con- 
greso en  su  sabiduría,  puede  hallar  medios  de  mejorar 
el  plan,  o  de  variarlo  en  im  sentido  mas  perfecto. 

Por  último,  el  proyecto  que  con  audiencia  del  Conse- 
jo de  Estado  tengo  el  honor  de  presentaros,  obedece  en 
sus  demás  detalles,  a  la  idea  de  perfeccionar  el  réjimen 
municipal  en  la  Repilblica,  facihtándole  las  condicio- 
nes de  su  desarrollo,  como  ha  obedecido  en  la  primera 
parte  al  propósito  de  regularizar  la  administración  eje- 
cutiva en  las  provincias  i  departamentos,  para  prepa- 
rar una  reforma  mas  perfecta  '. 
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t  Todos  esto»  principios   han  sitio  olvidados  en    las  leyes  sobre  rejímen 
"tenor  de  1885  i  de  municipalidades  de  1887. 
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En  la  segunda  parte  se  incorpora  casi  todo  el  proyec- 
to que  pende  ante  la  Honorable  Cámara  de  Diputados 
sobre  organización  municipal^  encuadrándolo  al  siste- 
ma de  esta  nueva  codificación;  i  ello  no  debe  tomarse 
como  un  ataque  a  la  iniciativa  de  la  Cámara,  porque 
este  proceder  ha  sido  impuesto  por  la  necesidad  del 
método  a  que  se  ha  ajustado  el  nuevo  plan, 

Aclnr»ini3t:r3o¡on   ElJ^outiva 

TITULO  PRIMERO 

De  loi  ftincloiianc»  del  goliífino  intehor  en  jeneral. 

Artículo  primero.  Para  ser  intendente  de  provin- 
cia,  gobernador  de  departamento,  subdelegado  de  sub- 
delegación  o  inspector  de  distrito,  se  requiere: 

Tp  Tener  los  requisitos  constitucionales  legales  de 
ciudadano  activo.  El  estranjero  deberá  ademas  estar 
en  posesión  de  su  carta  de  ciudadanía. 

2P  Residir  en  la  respectiva  localidad  desde  que  em- 
piece a  ejercer  sus  funciones  i  mientras  las  ejerza. 

3<o  No  adolecer  de  una  enfermedad  habitual,  como 
ceguera  o  mudeZj  que  le  impida  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

4  o  No  haber  sido  condenado  por  crimen  o  deUto  co- 
munes contra  la  persona  o  la  propiedad,  o  por  delitos 
que  causen  inhabilidad  para  los  cargos  públicos, 

5.0  No  haber  sido  separado  o  destituido  administra- 
tivamente de  una  función  pública  por   malversación. 

6,"^  No  ser  eclesiástico  secular  o  regular,  aun  cuando 
solo  sea  tonsurado. 

Art,  zP  El  ciudadano  que  se  halle  sirviendo  un  em- 
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«I 
pko  público  que  sea  incompatible  con  las  funciones 

administrativas,  como  el  de  juez,  director  de  un  esta- 
blecimiento de  educación,  o  militar  en  servicio  activo, 
cesa  de  hecho  en  su  empleo,  si  admite  el  de  intendente, 
gobernador,  subdelegado  o  inspector. 

Pero  los  militares  retienen  su  grado^  í  el  servicio  ad- 
ministrativo no  perjudica  a  la  antigüedad  que  les  co- 
rresponda. • 

Los  profesores  de  los  establecimientos  públicos  de 
educación  pueden  ejercer  en  el  lugar  de  su  residencia 
los  cargos  de  intendente,  gobernador,  subdelegado  o 
inspector,  si  los  aceptan  voluntariamente. 

Art.  30  Los  empleos  de  subdelegado  o  inspector 
,SQn  cargos  concejiles  que  se  ser\drán  gratuitamente^  i 
en  caso  de  no  hallarse  quien  los  sir\^a  voluntariamente, 
serán  servidos  por  el  ciudadano  designado,  sin  escusa, 
i  bajo  una  multa  de  cincuenta  pesos,  sin  que  obste  el 
haberla  pagado  para  servir  en  el  período  inmediato  di- 
chos destinos. 

Art.  4.^  El  intendente,  el  gobernador,  el  subdelega- 
do i  el  inspectorj  para  tomar  posesión  de  su  cargo^  pres- 
tarán ante  el  funcionario  que  los  nombre  o  ante  el  que 
éste  comisione  al  efecto,  juramento  de  desempeñarlo 
conforme  a  la  Constitución  i  a  las  leyes,  comprome- 
tiéndose a  responder  por  sus  actos  administrativos, 

Art.  ^P  Los  intendentes  en  su  provincia  tendrán  la 
precedencia  de  toda  corporación,  tribunal,  jefe  o  pre- 
lado de  cualquier  fuero,  graduación  o  jerarquía,  escep- 
to  el  Presidente  de  la  Repúbhca;  i  los  gobernadores  la 
tendrán  en  su  departamento  en  la  misma  forma. 

El  tratamiento  de  ambos  será  el  de  su  empleo,  sin  se- 
ñoría, i  ambos  usarán  por  insignia  una  banda  terciada, 
siendo  la  del  intendente  encarnada  en  el  centro  i  azul 
°n  ambas  orillas,  i  la  del  gobernador  azul  en  el  centro 
.  encarnada  en  las  orillas. 


T*^ 
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Al  intendente  se  harán  en  su  pro\ancia  los  honores 

que  concede  la  ordenanza  a  los  jenerales  de  brigada;  i  a 
los  gobernadores,  en  su  departamento,  los  que  corres- 
ponden al  coronel  de  ejército,  salvo  que  uno  u  otro  ten- 
gan otro  grado  superior. 

Ambos  enarbolarán  en  su  habitación  la  bandera  na* 
cionaL 

Art.  6  o  Los  subdelegados  e  inspectores  no  tendrán 
honores  miUtares,  su  trataraiento  será  el  de  su  empleo. 
Los  primeros  deben  enarbolar  una  bandera  azul  con 
una  estrella  blanca  en  el  centro  i  el  número  de  la  sub- 
delegacion,  i  los  inspectores  una  bandera  azul  con  el 
número  del  distrito  en  el  centro. 

Art.  yP  Los  intendentes  de  provincia  gozarán  un 
sueldo  anual  de  cinco  mil  pesos,  i  habitarán  en  la  res- 
pectiva casa  de  gobierno  que  hubiese  en  la  capital. 

Si  no  hubiere  casa  de  gobierno,  el  Presidente  de  la 
República  propondrá  anualmente  a  la  aprobación  del 
Congreso  en  los  presupuestos  la  cantidad  que  debe 
asignarse  para  arriendo  de  casa. 

Igualmente  propondrá  en  la  misma  forma  la  grati- 
ñcacion  o  sobresueldo  que  convenga  asignar  al  inten- 
dente en  alguna  provincia,  donde  las  circunstancias 
locales  justifiquen  este  aumento,  quedando  desde  lue- 
go derogadas  todas  las  gratificaciones  concedidas  por 
leyes  especiales  a  ciertos  intendentes. 

Art.  8p  El  secretario  de  intendencia  tendrá  el  suel- 
do anual  de  dos  mil  pesos. 

Habrá  en  cada  secretaría  de  intendencia  un  oficial 
primero  i  pro-secretario,  con  mil  trescientos  pesos 
anuales. 

Un  oficial  de  estadística  con  mil  pesos  anuales,  el 
cual  llevará  la  estadística  de  la  provincia,  según  las 
instrucciones  del  jefe  de  la  oficina  jeneral  de  este  rar^-^ 
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debiendo  también  servir  bajo  las  órdenes  del  secreta- 
rio en  el  despacho. 

Un  oficial  segundo,  con  mil  doscientos. 

Un  oficial  tercero,  con  mil. 

Un  ausiliar  en  las  intendencias,  en  las  cuales  el  Con* 
greso,  al  votar  el  presupuesto,  lo  autorice,  según  las 
informaciones  del  Ministro  del  Interior^  con  quinientos 
pesos  anuales. 

Un  portero,  con  doscientos  cuarenta  pesos. 

Para  gastos  de  escritorio  tendrá  cada  intendencia 
ciento  cincuenta  pesos. 

Art.  9.^  Los  gobiernos  departamentales  se  clasifica- 
rán en  tres  categorías  que  el  Presidente  de  la  República 
propondrá  anualmente  en  el  presupuesto  del  Ministe- 
rio del  Interior  a  la  aprobación  del  Congreso,  pudiendo 
elevar  a  la  categoría  superior  una  gubernatura  que  es- 
tuviere en  la  inferior,  durante  el  año  en  que  se  presen- 
ta el  presupuesto,  según  las  circunstancias. 

Los  gobernadores  de  la  primera  categoría  gozarán 
de  un  sueldo  anual  de  tres  mil  pesos. 

Los  de  la  segunda,  de  dos  mil  quinientos  pesos. 

Los  de  la  tercera,  de  dos  mil  pesos. 

Todos  ellos  podrán  habitar  en  las  casas  de  gobierno 
que  hubiere  en  los  departamentos;  i  si  no  existieren,  se 
les  concederá  para  arriendo  la  suma  de  trescientos  pe- 
sos anuales. 

Art.  10,  En  los  gobiernos  de  la  primera  categoría 
habrá  un  secretario  con  ochocientos  pesos  anuales. 

Un  portero,  con  ciento  veinte  pesos. 

En  los  de  la  segimda  i  tercera  categoría,  habrá  un 
secretario  con  seiscientos  pesos  anuales^  i  un  portero 
con  cien  pesos. 

Cada  secretaría  de  gobierno  departamental  tendrá 
'  .u  pesos  anuales  para  gastos  de  escritorio. 

Vrt.  II,  Los  secretarios  i  oficiales  del  despacho  de 
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los  intendentes  i  gobernadores,  serán  nombrados  por 
el  Presidente  de  la  República  a  propuesta  de  aquéllos, 
quienes  podrán  suspenderlos  o  removerlos  cuando  lo 
tengan  a  bien,  con  solo  dar  parte  al  Ministerio  del  In- 
terior. 

,  El  Presidente  de  la  República  dictará  un  reglamento 
para  el  servicio  interior  de  todas  las  secretarías  de  in- 
tendencias i  guberna turas. 

Art.  12.  El  intendente  i  gobernador  no  podrán  au- 
sentarse de  su  residencia  sin  el  previo  permiso  de  su 
superior  inmediato,  i  cuando  lo  obtengan,  gomarán  de 
su  sueldo  con  arreglo  a  la  lei  de  licencias. 

Si  se  ausentan  para  visitar  la  provincia  o  el  de- 
partamento, lo  que  podrán  hacer  siempre  que  lo  \mz- 
guen  conveniente,  bastará  un  aviso  al  superior  i  en  este 
caso  gozarán  de  su  sueldo  íntegro  i  se  les  abonarán 
sus  gastos  de  trasportes^  según  la  cuenta  que  presen- 
taren a  la  tesorería  respectiva. 

Art.  13.  El  Presidente  de  la  República  nombrará 
im  sustituto  para  cada  intendente  de  pro\nncia,  i  a 
propuesta  de  éste,  uno  para  cada  gobernador  depar- 
tamental. 

Estos  sustitutos  reemplazarán  a  sus  respectivos  prin- 
cipales en  todos  los  casos  de  ausencia  o  enfermedad,  i 
siempre  que  por  cualquier  motivo  no  pudieren  desem- 
peñar su  cargo,  bastando  para  el  efecto  que  el  propie- 
tario declare  por  un  decreto,  que  se  publicará,  que 
debe  entrar  el  sustituto  en  sus  funciones. 

El  sustituto,  mientras  ejerza  el  cargo,  gozará  de  las 
dos  terceras  partes  del  sueldo  que  corresponde  al  pro- 
pietario. 

Art.  14.  Si  no  hubiere  sustituto,  hará  sus  veces  el 
miembro  de  la  municipahdad  respectiva  a  quien  de- 
signe el  intendente  o  gobernador  en  los  casos  previstos 
por  el  artículo  anterior.  Si  la  separación  o  falta  di 
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intendente  o  gobernador  fuesen  imprevistas^  o  si  ha- 
biendo terminado  su  período  constitucional  sin  ser 
reelejidos,  no  hubieren  alcanzado  a  delegar  sus  f  unció- 
nes,  i  no  hubiere  sustituto  que  los  reemplace,  de  hecho 
los  reemplazarán,  por  el  ministerio  de  la  lei^  los  alcal- 
des, según  el  orden  de  su  precedencia,  o  los  rejidores 
que  sean  llamados  en  lugar  de  éstos. 

El  reemplazante,  en  este  caso,  dará  inmediatamente 
parte  de  lo  ocurrido  al  Ministerio  del  Interior. 

Los  miembros  de  la  municipalidad  que  reemplacen 
no  gozarán  de  sueldo,  mientras  ejerzan  la  intendencia 
o  la  gubematura. 

Art.  15.  Si  la  ausencia  del  intendente  o  gobernador 
fuere  motivada  por  la  visita  a  la  provincia  o  departa- 
mento, aquéUos  ejercerán  sus  funciones  dondequiera 
que  estén,  en  la  provincia  o  departamento^  i  el  reem- 
plazante del  intendente  ejercerá  las  funciones  de  go- 
bernador del  departamento  cabecera,  limitándose,  co- 
mo el  que  reemplace  al  gobernador  departamental  en 
visita,  al  despacho  diario  i  urjente,  sin  alterar  el  orden 
i  arreglos  establecidos  por  el  propietario. 

Art.  16.  Siempre  que  un  subdelegado  o  inspector 
se  ausenten  por  tiempo  indefinido,  o  se  imposibiliten 
para  ejercer  su  cargo,  el  gobernador  o  subdelegado  que 
reciban  aviso  de  ello,  o  que  conozcan  el  hecho  por  no- 
toriedad, nombrará  otro  subdelegado  o  inspector,  o 
nombrarán  sustitutos  que  los  reemplacen,  mientras 
dure  la  ausencia  o  impedimento, 

TITULO    II 


De  Im  attibucíoa«s  pecuilares  de  \m  intendentes  i  de  Ibí  g^e  cam^ftrtan 

bcm  los  gobernadores. 

Art.  17.  El  intendente  tiene  la  administración  es- 
Jal  i  directa  del  departamento  cabecera  de  la  pro- 


vincia^i  como  jefe  de  ésta,  ejerce  la  dirección  e  inspec* 
cion  de  la  administración  de  todos  los  departamentos 
para  mantener  el  orden  constitucional  i  legal ^  i  hacer 
que  los  funcionarios  públicos  de  la  provincia  cumplan 
puntualmente  sus  deberes,  i  no  se  excedan  en  el  uso  de 
sus  respectivas  atribuciones. 

Art.  i8.  El  intendente  podrá  hacer  uso  de  la  fuerza 
armada  del  ejército  i  de  policía  que  tuviere  a  su  dispo- 
sición para  hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  las  leyes, 
manteniendo  la  tranquilidad  pública  i  la  seguridad 
de  las  personas  i  propiedades;  i  en  caso  necesario,  pe- 
dirá a  los  jefes  militares  de  la  provincia  o  de  las  próxi- 
mas, el  ausilio  que  necesite,  i  que  le  será  prestado 
inmediatamente. 

Si  el  intendente  no  fuere  comandante  jeneral  de  ar- 
mas de  la  provincia,  por  haber  dispuesto  de  otro  modo 
el  Presidente  de  la  República,  el  que  lo  fuere  pondrá  en. 
conocimiento  de  aquél  la  distribución  que  haya  hecho 
de  la  fuerza  armada,  i  en  todo  caso  procederá  con  su 
acuerdo  para  hacerla  i  para  alterarla,  según  las  necesi- 
dades del  servicio. 

Art.  19.  La  fuerza  de  poücía  que  se  mantenga  por 
las  municipalidades  de  la  provincia  no  tiene  el  fuero  ni 
la  prganizacion  del  ejército  de  línea,  i  como  fuerza  ad- 
ministrativa i  judicial,  está  destinada  a  mantener  la 
seguridad  de  las  personas  i  propiedades,  debiendo  ser 
distribuidas  en  escuadras,  según  las  necesidades  de  ca- 
da localidad,  bajo  el  mando  jeneral  de  un  jefe  de  poli- 
cía en  cada  departamento,  quien  estará  a  las  órdenes 
de  la  autoridad  administrativa,  aunque  sea  nombrado 
por  la  municipalidad. 

Pero  siempre  que  el  intendente  se  vea  en  el  caso  de 
tener  que  conservar  el  orden  constitucional  en  la  pro- 
vincia, o  de  defender  la  inviolabilidad  del  territorio  i  de 
la  independencia  nacional,  podrá,  si  lo  cree  neces^»''' 


reunir  i  poner  en  servicio  activo  todas  o  parte  de  las 
fuerzas  de  policía  bajo  un  comandante  militar  a  sus  ór- 
denes o  a  las  del  comandante  jen  eral  de  armas,  devol- 
viéndolas  a  sus  respectivos  centros  una  vez  pasado  el 
f>eligro. 

Sin  embargOj  los  intendentes  no  podrán  por  sí  dispo- 
ner ni  permitir  que  los  gobernadores,  subdelegados  o 
inspectores  dispongan  de  la  fuerza  de  la  guardia  na- 
cional, en  ningún  caso,  sino  con  arreglo  a  la  lei  que  la 
rije;  ni  podrán  unos  ni  otros  dar  comisiones  de  policía 
o  de  otro  servicio  a  los  individuos  enrolados  en  dicha 
guardia,  o  a  los  que  no  pertenezcan  a  ella^  sino  en  con- 
formidad a  lo  que  las  leyes  dispongan. 

Art.  20.  Los  intendentes  i  gobernadores  pueden  es- 
pedir órdenes  de  arresto  contra  determinados  indivi- 
duos, o  indeterminadamente  contra  grupos  o  bandas 
de  individuos  que  perturben  la  seguridad  pública^  siem- 
pre que  con  arreglo  a  la  lei  de  garantías  de  la  libertad 
personal  deban  hacerlo,  como  encargados  de  velar  por 
la  seguridad  pública  icomoausihares  de  la  administra- 
ción de  justicia.  Los  aprehendidos  de  este  m.odo,  los 
que  lo  sean  por  delito  infraganti,  i  por  los  ajantes  de 
policía,  en  los  casos  en  que  por  la  lei  pueden  éstos 
hacerlo,  serán  puestos  por  los  intendentes  i  goberna- 
dores, dentro  del  término  preciso  de  cuarenta  i  ocho 
horas,  con  espresion  de  la  causa,  a  disposición  del  juez 
ordinario,  para  que  los  someta  a  juicio  ante  sí  por  las 
faltas,  delitos  o  crímenes  de  que  fueren  sindicados,  po- 
niendo en  libertad  a  los  que  no  merecieron  ser  someti- 
dos a  una  sumaria  información  o  a  aquellos  reos  de  fal- 
tas que  puedan  ser  juzgados  en  el  acto. 

También  podrán  los  intendentes  i  gobernadores  im- 
poner multas  que  no  excedan  de  cincuenta  pesos,  o  en 
su  defecto,  un  arresto  de  una  hora  por  cada  cincuenta 
ttavos  de  multa  no  pagada,  a  los  que  desobedezcan 
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SUS  órdenes  o  les  falten  al  respeto,  sin  perjuicio  de  la 
^  pena  que  por  las  ordenanzas  de  policía  o  por  el  Códi- 

i  go  Penal  merezcan  los  trasgresores.  En  estos  casos,  los 

intendentes  i  gobernadores  procederán  gubernativa- 
mente ateniéndose  a  la  notoriedad  del  hecho  o  a  la  ver- 
•  dad  probada  sumariamente, 

Art.  21.  Las  inerzsis  que  el  intendente  emplee,  o  el 
gobernador  en  su  respectivo  caso,  para  mantener  el  or- 
den constitucional  o  la  seguridad  pública,  no  podrán 
hacer  uso  de  sus  armas,  sino  cuando  encuentren  resis* 
tencia  armada  al  cumplimiento  de  su  comisión  de  parte 
de  un  grupo  de  amotinados  o  de  bandoleros,  o  de  los 
individuos  a  quienes  tengan  que  someter;  i  si  resultaren 
del  choque  heridos  o  muertos,  el  caso  será  inmediata- 
mente sometido  al  juez  ordinario  para  que  forme  el  co- 
rrespondiente proceso, 

Pero  dichas  fuerzas  no  podrán  hacer  uso  de  las  ar- 
mas, sin  cometer  crimen  contra  las  personas,  en  las 
funciones  electorales  en  que  la  lei  del  caso  hiciere  nece- 
saria  su  intervención^  debiendo  hmitarse  a  aprehender 
a  las  personas  que  indique  el  funcionario  que  alU  ejerza 
la  autoridad. 

Desde  que  las  fuerzas  encontraren  resistencia  para 
mantener  el  orden  en  aquellas  funciones^  se  retirarán  a 
disposición  del  intendente  a  gobernador ,  o  del  subde- 
legado que  hubiere  recibido  comisión  espresa;  i  tales 
funcionarios  adrninistrativ^os  no  volverán  a  emplearlas 
para  mantener  el  orden,  sino  en  el  caso  en  que  las  fun- 
ciones electorales  hubieren  sido  suspendidas  i  conti- 
nuare el  tumulto,  en  cuyo  caso  se  procederá  como  en 
circunstancias  ordinarias. 

Aet.  22,  Cuando  se  introdujere  en  una  provincia 
fuerza  armada  de  otra  para  pesquisar  o  perseguir  cri- 
minales, el  intendente  o  gobernadores  de  la  primera  le 
facilitarán  la  ejecución  de  su  misión  i  le  prestarán  aus' 
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liOj  en  caso  necesario,  aunque  no  se  les  haya  dado  aviso 
oficial;  i  en  todos  los  casos  análogos,  los  intendentes  i 
gobernadores  deben  ausiliarse  recíprocamente  para  el 
cumplimiento  de  sus  órdenes,  con  tal  que  ninguno  de 
ellos  invada  las  atribuciones  de  la  autoridad  de  la  pro- 
vincia en  que  se  ejecuten  sus  mandatos. 

Art,  23.  Los  intendentes  son  responsables  de  los 
abusos  que  con  su  tolerancia  cometan  los  gobernado- 
res departamentales;  i  debiendo  inspeccionar  su  con- 
ducta pueden  amonestarlos  i  llamarlos  a  su  deber,  i 
pueden  remo\^íTlüs  de  su  empleo  por  sus  faltas;  en 
cuyo  caso,  darán  parto  al  Presidente  de  la  República 
para  obtener  su  aprobación,  o  para  que  mande  someter 
a  juicio  al  destituido,  si  hubirre  causa  bastante. 

Si  un  gobernador,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ad- 
ministrativas, infiriere  injurias  o  daños,  el  intendente 
puede  de  oficio,  o  a  virtud  de  queja  que  interpongan 
ante  él  los  agraviados,  informarse  de  lo  ocurrido  i  pro- 
ceder contra  él  en  la  fomia  indicada  en  el  inciso  pre- 
cedente. 

Art.  24.  Los  intendentes  no  pueden  ejercer  funcio- 
nes judiciales,  ni  permitir  que  los  gobernadores,  sub- 
delegados e  inspectores  las  ejerzan  en  ningim  caso;  pero 
no  se  reputan  tales,  ni  se  cntondcrá  que  intervienen 
en  asunto  contencioso,  cuando  ejercen  sus  atribuciones 
administrativas  para  hacer  efectivas  las  penas  o  mul- 
tas que  las  leyes  de  adniinistracion  o  las  ordenanzas  i 
reglamentos  municipales  imponen  a  los  infractores,  o 
para  cumplir  con  la  intervención  que  el  Código  de  Mi- 
nas u  otras  leyes  les  dan  en  ciertos  casos  de  interés  par- 
ticular. Mas  en  estos  casos  deben  ajustarse  a  lo  que 
disponga  la  leí  de  procedimientos  judiciales, 

Art.  25.  Los  intendentes  velarán  sobre  la  conducta 
ministerial  de  los  jueces  superiores  de  su  departamento 

le  toda  la  provincia,  requiriendo,  con  el  previo  cono- 
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cimiento  del  Presidente  de  la  República,  al  ministerio 
público  para  que  haga  efectiva  la  responsabilidad  de 
aquéllos;  i  deberán  trasmitir  al  Ministro  de  Justicia  to- 
dos los  datos  positivos  que  adquieran  contra  la  regula* 
ridad  del  ejercicio  de  los  funcionarios  judiciales^  a  fin 
de  que  el  Prr^sidente  de  la  República  requiera  al  minis- 
terio público  o  invoque  la  intervención  del  tribunal  su- 
perior. 

Respecto  de  los  jueces  de  subdelegacion  i  de  distrito 
los  intendentes  i  los  gobernadores  ejercerán  por  sí  i  por 
medio  de  los  subdelegados  una  constante  vijilancia,  í 
pueden  requerir  al  respectivo  juez  letrado  para  que 
ejerza  las  atribuciones  que  le  dan  los  artículos  45  i  46 
de  la  lei  de  organización  i  atribuciones  de  los  tribuna- 
les, i  a  fin  de  que  enmiende  i  castignej  previo  el  conoci- 
miento legal,  todas  las  irregularidades  que  se  noten. 

Respecto  de  los  promotores  fiscales,  los  intendentes  i 
gobernadores  tendrán  h  facultad  de  hacerse  dar  cuen- 
ta del  progreso  de  las  causas  fiscales  o  de  las  de  interés 
público  que  aquéllos  sigan,  i  de  requerirlos  para  que 
procedan  con  actividad. 

Los  intendentes  i  gobernadores  comunicarán  al  juez 
competente  todas  las  faltas  que  noten  en  los  promoto- 
res fiscales  i  demás  funcionarios  subalternos  de  justicia, 
requiriéndolos  para  que  les  hagan  cumplir  sus  deberes- 
i  en  casos  graves  se  dirijirán  al  Ministerio  de  Justicia 
para  que  el  Gobierno  determine  lo  conveniente. 

Art.  26.  Los  intendenLes  í  gobernadores  deben  ins- 
peccionar todas  las  oficinas  de  rentas  nacionales  que 
existen  en  el  territorio  de  su  administración,  no  sola- 
mente en  los  casos  en  que  las  leyes  de  hacienda  exijen 
su  intervención  en  las  operaciones  económicas  de  corte 
i  tanteo,  en  las  juntas  de  almoneda  o  en  otros  actos  de 
esta  naturaleza,  sino  siempre  que  lo  tuvieren  a  bien  en 
seguridad  del  buen  servicio  público;  i  si  notaren   ir- 


gularidades  o  faltas  en  la  caja,  darán  inmediatamente 
parte  al  Ministro  de  Hacienda,  sin  perjuicio  de  tomar 
medidas  provisionales  i  de  hacer  las  amonestaciones  e 
indicaciones  que  sean  conducentes,  pudiendo  los  inten- 
dentes suspender  por  \m  decreto  a  los  empleados  fis- 
cales cuando  por  sí  o  por  medio  de  los  gobemadons 
conozcan  algún  acto  de  malversación  de  los  caudales 
públicos^  dando  cuenta  al  Presidente  de  la  República. 

Tanibien  cuidarán  de  que  se  mantengan  solventes  i 
espeditas  las  fianzas  de  los  administradores  fiscales 
para  hacerlas  renovar  en  caso  necesario,  dando  cuenta 
al  Ministerio  de  Hacienda. 

La  omisión  comprobada  de  estos  deberes,  sea  por 
descuido,  sea  por  condescendencia  con  los  administra- 
dores fiscales j  afectará,  en  los  casos  de  defraudación  o 
culpa  de  éstos,  la  responsabilidad  de  los  intendentes  o 
gobernadores;  i  para  asegurar  esta  responsabilidad, 
quedarán  afectos  sus  respectivos  sueldos  hasta  la  con- 
currencia de  una  anualidad,  o  del  saldo,  sí  fuere  de 
menor  valor  que  ésta,  el  cual  resultare  contra  el  admi- 
nistrador culpable  después  de  ejecutados  sus  bienes  i 
los  de  sus  respectivos  fiadores. 

Art,  27.  Los  mismos  deberes  i  responsabilidades  que 
establece  el  artículo  anterior  respecto  de  las  oficinas  de 
rentas  nacionales^  cumplirán  los  intendentes  i  goberna- 
dores en  las  oficinas  de  rentas  departamentales  i  muni- 
cipales, dando  cuent?.  inmediata  a  la  municipalidad  o  a 
la  coniisíon  de  alcaldes  de  las  irregularidades  que  no- 
ten para  que  sean  remediadas. 

Al  efecto,  ex  i j irán  de  los  tesoreros  que  les  presenten 
en  los  primeros  dias  de  cada  mes  un  estado  de  los 
fondos  i  rentas  del  mes  anterior;  i  los  gobernadores 
mandarán  co]>ia  de  estos  estados  mensualmente  al  in- 
^-^idente  de  la  provincia. 

\rt,  28.  Los  intendentes  i  gobernadores,  i  los  sub- 
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delegados  en  su  caso,  no  pueden  disponer  de  los  cau- 
dales nacionales  o  municipales,  sino  con  arreglo  a  los 
respectivos  presupuestos;  i  en  casos  estraordin arios  no 
pueden  hacerlo  sin  la  autorización  escrita  del  Presiden- 
te de  la  República,  o  sin  acuerdo  espreso  de  la  munici- 
palidad. 

Pero  los  intendentes  podrán  en  casos  urjentes,  como 
los  de  ataque  esterior  o  de  conmoción  interior  u  otros 
en  que  la  necesidad  no  permita  demorar  el  gasto  sin 
grave  perjuicio  del  servicio  público  de  la  provincia,  li- 
brar contra  las  tesorerías  nacionales  hasta  la  cantidad 
de  mil  pesos,  dando  parte  inmediatamente  al  Ministe* 
rio  respectivo  para  que  se  autorrce  este  gasto,  i  que^ 
dando  responsables  de  la  medida  hasta  que  se  espida 
la  autorización. 

Art.  29.  Los  intendentes  i  gobernadores  deben  cui- 
dar especialmente  de  que  se  cumplan  las  ordenanzas  de 
los  establecimientos  públicos  de  todo  j enero  que  exis- 
tan en  el  territorio  de  su  mando,  observando  si  éstos 
corresponden  al  fin  con  que  han  sido  fundados,  para 
requerir  a  los  directores,  o  dar  cuenta  al  respectivo  Mi- 
nisterio, si  ellos  no  pui  den  remediar  los  males  que  no- 
ten, atendiendo  con  particularidad  a  que  en  los  de  ins- 
trucción pública  se  dé  la  enseñanza  que  corresponde  i 
se  mantengan  la  moralidad  de  los  superiores  i  de  los 
alumnos. 

Art.  30.  Todo  funcionario  público  que  haya  de  ejer- 
cer sus  funciones  en  cualquier  departamento  de  una 
pro\^incia,  presentará  su  nombramiento  por  sí  o  por 
medio  del  gobernador  respectivo,  al  intendente  de  la 
provincia,  para  que  éste  haga  tomar  razr  n  de  él  en  su 
secretaría  e  imparta  las  órdenes  necesarias  para  su  ins- 
talación» si  el  empleado  es  administrativo. 

El  intendente  podrá  conceder  hasta  im  mes  de  licen- 
cia, dando  cuenta  al  respectivo  Ministerio  para  su  apr 
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bacion,  a  cualquier  empleado  público  de  su  provincia, 
en  el  único  caso  de  ser  tan  urjente  la  licenciaj  que  no 
haya  tiempo  para  que  el  empleado  la  recabe  del  Presi- 
dente de  la  República. 

En  todo  caso  de  licencia  de  un  empleado  público,  és- 
te será  subrogado  por  el  que  deba  reem plagiarle  según 
la  leí,  o  por  otro  de  la  misma  oficina  designado  por  el 
Jefe  de  ésta;  i  solo  se  nombrarán  suplentes,  con  dos  ter- 
ceras partes  del  sueldo,  cuando  por  la  ausencia  del  li- 
cenciado hubiere  de  quedar  clausurada  su  oficina,  por 
los  intendentes  en  los  casos  urjentes,  para  obtener  la 
aprobación  suprema^  o  por  el  Gobierno. 

Si  la  oficina  fuese  de]>caidiento  de  una  administra- 
ción joneral,  corno  la  de  estanco,  de  correos^  de  aduana 
o  de  telégrafos,  el  intendente  no  podrá  conceder  licen- 
cia a  sus  empleados,  ni  aun  en  los  casos  urjentes,  sin 
dar  aviso  al  mismo  tiempo  al  jefe  o  jefes  de  la  adminis- 
tración o  adininistracioiKS  respectivas^  para  que  pro- 
vean lo  necesario  i  designen  a  los  reemplazantes  o  pro- 
pongan al  Gobierno  el  que  debe  suplir^  si  el  caso  es  de 
suplencia,  confonne  al  inciso  anterior. 

Art-  31.  Siempre  que  el  intendente  necesite  que  se 
le  suministren  datos  o  noticias,  para  el  acertado  despa- 
cho de  algún  negocio,  por  cualquier  empleado  o  autori- 
dad de  la  República,  podrá  pedirles  informes,  por  me- 
dio de  un  oficio,  si  la  autoridad  a  la  cual  se  dirije  no  le 
está  subordinada,  o  de  un  simple  decreto,  respecto  de 
los  demás;  i  el  informe  será  ev^aruado  sin  demora  i  sin 
que  ei  informante  pueda  desconocer  la  competencia  del 
intendente. 

Los  gobernadores  pueden  hacer  lo  mismo  respecto 
de  los  empleados  de  su  departamento,  i  si  necesitasen 
informes  de  otros  empleados  o  autoridades,  los  pedirán 

DI  conducto  del  intendente. 

Art,  32.  Los  intendentes  son  el  órgano  ordinario  de 


comunicación  entre  el  Gobierno  i  los  gobernadores  de- 
partamentales i  municipalidades,  fuera  del  caso  en  que 
alguno  de  estos  funcionarios  tenga  que  interponer  queja 
contra  el  jefe  de  la  provincia^  o  cuando  por  motivo  ur- 
-jente  i  para  evitar  perjuicios  no  puedan  observar  esta 
regla  i  tengan  que  dirijirse  directamente  al  Gobierno, 
lo  cual  podrán  hacer  dando  aviso  al  intendente,  quien 
por  su  parte  tampoco  podrá  comunicarse  directamente 
sino  con  los  respectivos  gobernadores,  para  impartir 
sus  órdenes  o  circular  las  superiores. 

Art.  33.  Cuando  un  intendente  o  gobernador  diesen 
órdenes  que,  a  juicio  del  funcionario  público  o  del  ciu- 
dadano que  hayan  de  cumplirlas,  no  sean  arregladas  a 
la  lei  terminante  i  clara,  podrán  éstos  representarlo 
por  escrito  a  la  autoridad  de  que  emana  la  orden;  i  si 
ésta,  a  pesar^de  la  observación,  insistiere,  aquélla  será 
cumplida  puntualmente.  Pero  el  funcionario  o  ciuda- 
dano que  cumplen  podrán  hacer  la  misma  representa- 
ción al  Presidente  de  la  República,  si  la  orden  procede 
del  intendente,  o  a  éste,  si  procede  de  un  gobernador 
departamental,  para  que  oido  el  ministerio  público,  o 
hecha  consulta  ai  juez  letrado^  en  caso  de  no  existir  en 
la  provincia  fiscal  o  promotor  fiscal,  se  resuelva  legal- 
mente  la  cuestión. 

Art.  34.  Los  intendentes,  como  ajentes  del  Presi- 
dente de  la  República,  son  vice-patrones  de  las  igle- 
sias, beneficios  i  personas  eclesiásticas  que  haya  en  su 
provincia,  i  ejercerán  con  arreglo  a  las  leyes  i  a  las  ins- 
trucciones del  Gobierno  las  atribuciones  del  patronato, 
salvo  la  de  presentar  para  beneficios  eclesiásticos,  de- 
biendo vijilar  sobre  la  inversión  de  los  fondos  públicos 
destinados  al  ramo  de  fábrica^  i  sobre  la  conducta  de 
los  párrocos  i  demás  funcionarios  eclesiásticos,  para 
dar  parte  de  lo  que  fuere  digno  de  censura  al  respectivo 
prelado,  i  al  mismo  tiempo  al  Ministro  del  Culto,  i  pai 
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separar  de  la  respectiva  parroquia  i  someter  a  juicio  a 
los  párrocos  que  cometan  algún  crimen  o  delito,  de- 
biendo siempre  que  tomasen  esta  medida,  ponerla  en 
noticia  del  prelado  respectivo,  para  que  nombre  un  su- 
cesor i  del  Presidente  de  la  República,  a  quien  cónsul-  I 
taran  en  todo  caso  grave  fie  esta  naturaleza,  si  las  cir-  | 
cunstancias  lo  permiten. 

Art.  35,  Los  intendentes  prestarán  a  los  Ministros 
de  Estado  todos  los  informes  que  kspidan,  i  tendrán  \ 

cuidado  de  poner  en  su  conocimiento  constantemente  i 

todos  los  hechos  o  datos  que  sean  conducentes  al  buen  ^ 

gobierno  de  la  provincia  i  a  la  regularidad  de  la  admi- 
nistración en  todos  sus  ramos;  i  al  efecto,  harán  que  los 
gobernadores  les  suministren  periódicamente  todos  los 
datos  estadísticos  de  sus  respectivos  departamentos  en 
la  forma  i  con  los  detalles  que  la  oficina  de  estadística 
determine,  i  las  demás  informaciones  relativas  a  la  ad- 
ministración jeneral. 

En  la  primera  quincena  de  mayo  remitirán  los  inten- 
dentes, valiéndose  de  aquellas  informaciones,  una  me- 
moria sucinta  i  compendiosa  al  Ministerio  del  Interior 
sobre  el  estado  anual  de  la  administración  en  su  pro- 
vincia. 

Abt.  36.  Los  intendentes  i  gobernadores  cumplirán 
fielmente  no  solo  las  demás  funciones  administrativas 
que  las  leyes,  ordenanzas  i  reglamentos  les  señalen, 
sino  también  las  órdenes  e  instrucciones  que  reciban 
del  Presidente  de  la  República  por  el  órgano  de  los  Mi- 
nistros del  despacho;  debiendo  mantener  en  todo  caso 
la  inviolabilidad  de  las  garantías  i  derechos  que  la 
Constitución  i  las  leyes  aseguran  a  los  individuos  i  pro- 
piedades, i  velar  sobre  que  el  servicio  público  se  haga 
sin  retardo  i  sin  gravamen  i  costas  para  los  particula- 

s,  salvo  en  los  casos  en  que  las  leyes  determinada- 
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mente  se  las  impongan,  siendo  siempre  gratuito  el 
despacho  de  todo  los  negocios  gubernativos. 

Art.  37.  Toda  infracción  de  las  disposiciones  de  esta 
lei  por  parte  de  los  intendentes  i  gobernadores,  será 
motivo  de  destitución  i  causa  bastante  para  que  se  de- 
clare que  deben  ser  sometidos  a  juicio  criminaK  Si  la 
infracción  causa  daños  o  perjuicios  a  los  particulares, 
éstos  podrán  entablar  ante  el  tribunal  competente  sus 
acciones  civiles  contra  aquellos  funcionarios  aunque  el 
Presidente  de  la  República  no  los  haya  destituido  i 
aunque  el  Consejo  de  Estado  no  haya  declarado  que  hai 
lugar  a  formación  de  causa  en  materia  criminRl. 

Si  el  tribunal  competente  en  estos  casos  halla  sufi- 
cientemente probada  la  infracción^  la  tomará  como 
base  de  su  juzgamiento  civil  sin  que  su  declaración 
baste  para  la  aplicación  de  penas,  las  cuales  solo  se  de- 
terminarán en  un  fallo  criminal  a  virtud  de  un  juicio 
seguido  después  de  la  declaración  de  haber  lugar  al 
ju2gamiento. 

TITULO  III 

Atribaciones  especial^  de  lot  j^obemadore^. 

Art.  38.  Los  gobernadores  rejirán  la  administra- 
ción de  sus  respectivos  departamentos  cuidando  de  la 
conservación  del  orden  constitucional  i  de  la  observan- 
cia de  las  leyes  para  mantener  la  seguridad  pública  de 
los  individuos  i  de  las  propiedades  i  cumpUendo  los 
deberes  que  les  impone  determinadamente  esta  lei  i 
haciendo  cumphr  los  suyos  a  todos  los  empleados  pú- 
bUcos  de  su  respectiva  localidad,  para  lo  cual  darán 
parte  al  intendente  de  las  irregularidades  que  noten  en 
todos  aquellos  funcionarios  a  quienes  solamente  aquél 
puede  requerir,  amonestar,  suspender  o  someter  a  juicio 
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para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  que  les  incumbe 

Art.  39.  El  gobernador  podrá  disponer  de  la  fuerza 
de  policía  para  mantener  la  observancia  de  las  leyes  i 
la  seguridad  pública^  pero  no  deberá  hacer  uso  de  la 
fuerza  del  ejército,  aunque  sea  comandante  de  armas 
de  su  departamento,  sino  en  graves  conflictos  de  la  ¡se- 
guridad publica,  del  orden  constitucional  o  de  la  in- 
violabilidad del  territorio,  en  cuyos  casos  dará  imne- 
diatamente  aviso  al  intendente  para  que  proceda  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  arts,  18  i  iq. 

Si  el  gobernador  no  fuere  comandante  de  armas^  el 
que  lo  fuere  se  pondi-á  de  acuerdo  con  él  para  la  distri- 
bución de  la  fuerza  de  línea,  i  para  su  empleo  en  dichos 
casos  urj entes,  mientras  el  intendente  provea, 

Art,  40.  El  gobernador  deberá  pre^jtar  a  todos  los 
jueces  de  su  departamenío  el  ausilio  que  le  pidiesen  de 
la  fuerza  que  está  a  sus  órdenes  o  que  él  pueda  pedir 
al  comandante  de  armas,  para  practicar  cualesquiera 
dilijencias  judiciales,  i  especialmente  para  la  aprehen- 
sión de  delincuentes. 

Otro  tanto  han  de  hacer  cuando  los  empleados  fisca- 
les les  pidan  ausiHospara  perseguir  algún  contrabando. 

Art.  41.  El  gobernador  podrá  hacer  allanar  coa  la 
fuerza  pública^  i  con  el  objeto  de  asegurar  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  i  de  las  ordenaníías  de  policía,  los 
lugares  i  casas  de  concurrencia  pública  a  que  se  refiere 
el  art.  44;  pero  no  podrá  allanar  una  casa  particu- 
lar, si  se  oponen  sus  habitantes  a  que  penetre  en  ella 
la  fuerza  pública ,  sino  en  los  casos  i  en  la  forma  espre-^ 
sados  a  continuación: 

I P  Para  es  traer  a  un  criminal  sorprendido  inf  raganti . 

2.^  Para  aprehender  a  los  que  infrinjen  las  leyes  u 
ordenanzas  contra  juegos  prohibidos. 

3.0  Para  estraer  un  contrabaiido  cuya  existencia  sea 
notoria. 
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4-^  Para  libertar  a  alguna  persona  secuestrada  con- 
tra su  voluntad,  siempre  que  el  hecho  sea  denunciado 
por  un  testigo  no  sospechoso.  í 

5.0  Para  dar  cumplimiento  a  un  decreto  de  prisión  J 

espedido  por  juez  competente,  i  ejecutar  cualquiera  di- 
lijencia  judicial  ordenada  por  stnteacia  o  auto  de  juez, 
o  tomar  libros  o  especies  de  comercio  que  se  persiguen 
judicialmente,  o  especies  robadas  que  el  juez  de  la  cau- 
sa haya  mandado  ocupar. 

Siempre  que  no  se  trate  de  cumphr  un  auto  judicial, 
el  gobernador  decretará  por  escrito  ei  allanamiento  en 
los  casos  que  le  competen;  i  si  mientras  la  autoridad 
judicial  o  el  gobernador  dictan  su  mandamiento,  la 
fuerza  de  policía  nota  la  necesidad  de  penetrar  en  la 
casa  i  no  obtiene  permiso  de  sus  habitantes  para  ha- 
cerlo, podrá  sitiar  la  casa,  im^ndiéndole  toda  comuni- 
cación esterior,  mientras  se  espida  el  mandamiento* 

Art.  42.  El  allanamiento  de  casa  particular  se  eje- 
cutará en  esta  forma: 

i,^  El  ejecutor  presentará  copia  autorizada  del  de- 
creto judicial  o  del  mandato  del  gobernador  al  dueño 
de  casa  o  a  sus  dependientes.  Si  aquél  no  aparece  o  en 
caso  de  no  aparecer  ninguna  persona,  lo  leerá  en  alta 
voz  dentro  de  la  casa  i  lo  fijará  en  la  puerta  de  calle; 

2P  Incontinenti  procederá  al  rejistro  sin  emplear 
fuerza  mas  que  para  abrir  las  puertas  o  penetrar  en  los 
lugares  que  se  les  resistieren,  guardando  respeto  a  las 
personas  o  cosas  que  no  le  ordene  tomar  el  manda- 
miento; 

3.0  Terminado  el  rejistro  i  dejándolo  todo  en  el  esta- 
do que  tenia,  menos  las  puertas  abiertas  por  la  fuerza, 
el  ejecutor  evacuará  la  casa,  es  trayendo  únicamente  lo 
que  se  le  ha  mandado. 

Art.  43.  El  gobernador  tiene  a  su  cargo  la  vijilancia 
i  la  ejecución  de  las  ordenanzas  i  reglamentos  sobre  la 
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policía  de  seguridad^  de  salubridad,  de  comodidad, 
ornato  i  aseo  de  su  respectivo  departamento,  mante- 
niendo este  negociado  i  promoviendo  su  progreso  no 
solamente  con  las  rentas  destinadas  a  él,  sino  con  las 
erogaciones  vohmtarias  i  la  cooperación  que  obtenga 
de  los  vecinos. 

Podrá  castigar  las  contravenciones  de  los  empleados 
en  este  ramo,  hasta  con  quince  dias  de  prisión,  si  sus 
faltas  o  delitos  no  estuvieren  previstos  en  el  Código  Pe- 
nal, en  cuyo  caso  los  someterá  al  juez  competente  i 
tendrá  facultad  de  destituirios^  aunque  no  sean  nom- 
brados por  él,  dando  en  todo  caso  cuenta  a  la  municipa- 
üdad. 

Los  nombramientos  de  todos  los  empleados  de  poli- 
cía se  harán  por  la  autoridad  local  que  las  leyes  u  or- 
denanzas señalenj  sin  necesidad  de  la  ar>robacion  del 
Presidente  de  la  República, 

Art.  44.  El  gobernador  cuidará  deque  en  las  fiestas 
i  demás  actos  públicos  i  en  las  casas  o  establecimientos 
destinados  al  servicio  o  diversión  de  toda  clase  de  per- 
sonas, o  a  espectáculos  que  atraigan  gran  concurrencia, 
no  se  estacione  la  policía  a  título  de  medida  preventi- 
va; pero,  según  las  necesidades  o  peligros  de  cada  caso, 
podrá  apostar  uno  o  mas  celadores  en  las  inmediacio- 
neSj  para  que  e\iten  excesos  o  desórdenes,  o  pidan,  si 
es  necesario,  el  ausilio  de  la  policía  i  aun  el  de  la  fuerza 
de  líneaj  que  el  gobernador  podrá  disponer  en  retenes 
o  en  patrullas  si  lo  creyese  prudente. 

En  estos  casos  los  funcionarios  de  policía  podrán  pe- 
netrar en  los  establecimientos  públicos  sin  necesidad 
de  orden  especial;  pero  la  fuerza  de  linea  no  podrá  ha- 
cerlo sin  orden  del  gobernador, 

Art.  45.  Ningún  establecimiento  público  de  servi- 
no  para  todos  los  concurrentes,  de  recreo,  diversión  o 

-pectáculo,  podrá  instalarse  en  las  poblaciones  de  un 
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departamento,  sin  dar  previamente  un  aviso  por  media  , 
de  una  representación  escrita  i  firmada  por  el  empre- 
sario al  gobernador,  si  la  instalación  se  hace  en  la  capi- 
tal del  departamento,  o  al  subdelegado  en  las  pobla-  -^- 
ciones  de  afuera,  espresando  su  ubicación,  condiciones 
o  reglamentos,  para  que  se  anoten  en  un  rejistro  llevado 
al  efecto,  siendo  también  obligación  del  empresario 
dar  aviso  de  la  mudanza  de  domicilio  o  de  la  clausura 
del  establecimiento.  Este  no  podrá  abrirse  sin  que  se 
vuelva  al  interesado  su  solicitud^  con  la  constancia  de 
estar  anotada. 

Pero  no  se  podrán  establecer  fondas,  chinganas^  ni 
espectáculos  en  ningún  mineral  o  establecimiento  in- 
dustrial que  necesite  mas  de  veinticinco  obierus  i  esté 
situado  fuera  de  las  poblaciones  o  en  faenas  de  obras 
públicas  o  particulares  mantenidas  en  la  campaña^  sin 
el  permiso  escrito  del  gobernador  departamental,  quien 
podrá  suspenderlo  cuando  lo  juzgue  necesario  para  la  A* 

conservación  del  orden,  i  podrá  hacer  vijiíar  los  dichos 
establecimientos  constantemente  por  celadores  de  po- 
licía que  se  estacionen  en  ellos. 

Art.  46.  También  se  necesita  permiso  escrito  del 
gobernador  departamental: 

iP  Para  establecer  puestos  de  venta  en  calles,  pla- 
zas i  demás  lugares  públicos  que  no  estén  destinados  a 
mercados,  con  tal  de  que  no  se  hagan  construcciones 
permanentes. 

2P  Para  pedir  en  las  poblaciones  o  campañas  limos- 
nas en  beneficio  de  im  indi\iduo^  o  para  la  construc- 
ción o  sosten  de  capillas,  templos  o  conumidades,  u 
otros  establecimientos,  o  para  el  culto  de  imájenes  u 
otros  objetos  de  veneración  relijiosa,  aunque  los  de- 
mandantes tengan  permisos  eclesiásticos  superiores, 
como  los  han  de  tener  para  recurrir  al  gobernador.  ^ 

Este  concederá  tales  permisos  con  las  ümitaciones 
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qtte  tenga  a  bíen^  o  los  denegará  o  suspenderá,  siempre 
que  io  considere  necesario  al  orden  público. 

3,*^  Para  constniir  templos  u  otros  edificios  públicos 
en  que  haya  de  reunirse  gran  número  de  personas,  o 
cualquiera  otra  obra  particular  destinada  a  uso  públi- 
co, la  cual  no  requiera  permiso  de  otra  autoridad  supe- 
rior, según  las  leycs;  Los  constructores  solicitarán  ei 
permiso  acompañando  un  diseño  de  la  construcción,  i 
el  gobernador  lo  concederá  oyendo  previamente  el  pa- 
recer de  la  municipalidad  del  departamento  o  de  la  res- 
pectiva subdelegacion,  i  si  la  mayoría  no  halla  incon- 
veniente. En  caso  de  aparecer  inconveniente^  pedirá 
informe  al  director  jeneral  de  obras  públicas,  para  con- 
ceder el  permiso  con  las  condiciones  de  seguridad  para 
el  público  que  éste  indique;  i  en  todo  caso,  siempre  da- 
rá a  dicho  funcionario  noticia  de  la  construcción,  para 
que,  si  lo  tiene  a  bien,  la  haga  examinar  por  los  injenie- 
ros  del  Estado.  El  gobernador  no  permitirá  poner  tra- 
bajo en  obras  de  esta  especie,  sin  el  permiso  coiTes- 
pondiente. 

4,*^  Para  mantener  en  pié  \\n  edificio  ruinoso  a  la  ca- 
lle pública  por  tiempo  limitado,  con  las  condiciones  de 
seguridad  que  establezca  el  permiso.  Concluido  este, 
el  edificio  ruinoso  se  demolerá,  con  arreglo  a  las  orde- 
nanzas municipales. 

Art.  47.  El  gobernador  no  podrá  permitir  en  nin- 
gún caso  que  se  construyan  obras  en  las  calles,  caminos 
u  otros  parajes  de  uso  púbHco,  i  hará  demoler  las  que 
se  construyan  o  hayan  construido,  aunque  sea  con  el 
permiso  de  la  municipalidad^  señalando  un  término 
proporcionado. 

También  víjilará  para  que  dichos  caminos  i  calles  se 
mantengan  espeditos;  i  para  que  éstos,  como  los  que 
"^^e  abran  de  nuevo  tengan  el  ancho  i  forma  que  las  le- 
es u  ordenanzas  determinen. 
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Art.  48.  La  vijilancia  que  incumbe  a  los  goberna- 
dores sobre  todos  los  funcionarios  públicos  de  su  de- 
partamento, con  arreglo  a  esta  lei,  debe  ser  especial- 
mente  ejercida  por  ellos  respecto  de  los  subdelegados 
e  inspectores,  para  amonestarlos,  apercibirlos  i  some- 
terlos a  juicio,  según  los  casos,  procediendo  directa- 
mente para  con  los  subdelegados  i  por  su  conducto 
para  con  los  inspectores. 

Si  se  presentasen  quejas  por  escrito  o  verbalmente 
contra  estos  funcionarios  ante  el  gobernador,  éste  oirá 
previamente  al  funcionario  querellado  i  tomará  todos 
los  informes  que  necesite  sobre  el  motivo  de  la  queja, 
para  remediar  el  mal,  si  en  uso  de  sus  facultades  gu- 
bernativas puede  hacerlo,  o  para  removerlos  o  mandar 
que  se  les  enjuicie  por  el  juez  competente,  i  el  goberna- 
dor será  siempre  responsable  de  los  abusos  o  faltas  de 
aquellos  fimcionarios,  si  por  su  tolerancia  o  poco  celo 
han  dado  lugar  a  que  se  cometan,  o  a  que  queden  sin 
el  debido  castigo. 

Sin  embargo,  cualquiera  que  sea  la  resolución  del 
gobernador,  los  agraviados  por  actos  de  los  subdelega- 
dos o  inspectores  conservarán  espeditas  sus  acciones 
judiciales  contra  ellos  para  ante  la  justicia  ordinaria. 

Art.  49.  El  gobernador  cumplirá  con  los  deberes 
que  la  lei  le  imponga  como  jefe  superior  de  las  munici- 
palidades del  departamento  i  presidente  de  la  que  exis- 
te en  la  capital,  cuidando  de  que  estas  corporaciones 
ejerzan  fielmente  las  atribuciones  que  les  competen,  i 
excitando  su  celo  para  que  correspondan  cumplida- 
mente al  objeto  de  su  institución. 

Art.  50.  Los  gobernadores  deben  tomar  conocimien- 
to especial  de  la  estadística  de  sus  respectivos  depar- 
tamentos, para  proponer  al  intendente  las  medidasque 
consideren  adecuadas  al  fomento  de  la  localidad,  para 
darles  todos  los  informes,  i  pasarle  mensualniente  los 


datos  i  detalles  estadísticos,  conforme  a  los  programas 
de  la  oficina  jeneral  del  ramo;  i  al  efecto  se  procurarán 
todas  las  informaciones  oficiales  i  particulares  que 
crean  conducentes,  dando  las  órdenes  necesarias,  i  apli- 
cando a  los  funcionarios  o  ciudadanos  del  departa- 
mento que  no  las  cumplan,  las  multas  que  está  en  su 
facultad   imponer. 

Art.  51,  Cuando  algún  gobernador  tuviere  dudas 
sobre  algún  punto  de  su  administración,  podrá  consul- 
tar al  intendente,  i  si  la  duda  versa  sobre  algima  cues- 
tión de  derecho,  hará  la  consulta  al  juez  letrado;  pero 
siempre  será  libre  de  disponer  bajo  su  responsabilidad 
lo  que  creyere  justo,  apartándose  del  parecer  del  con- 
sultado, i  dando  en  este  caso  una  esplicacion  de  su  pro- 
ceder al  intendente  para  que  ponga  en  conocimiento 
del  gobierno  lo  ocurrido,  a  fin  de  que  éste  resuelva  lo 
conveniente. 


TITULO  IV 


Atríbaciúnes  ñe  tot  inbMegaáoj  d  mipeotofei. 


Art.  52,  Los  subdelegados  son  ajenies  administra- 
tivos inmediatos  del  gobernador  departamental,  con  el 
ausilio  de  los  cuales  éste  debe  cumplir  los  deberes  i 
ejercer  las  atribuciones  que  se  le  asignan  en  los  dos  tí- 
tulos precedentes,  dándoles  las  órdenes  que  crea  con- 
ducentes, encargándoles  comisiones  especiales  i  auto- 
rizándolos para  que  ejecuten  por  sí  i  con  ayuda  de  la 
fuerjía,  alguna  medida  de  vijilancia  o  de  seguridad  pú- 
blica. 

Los  subdelegados,  en  el  ejercicio  de  estas  funciones, 
darán  al  gobernador  los  aviaos  cíjh venientes  para  que 
pueda  ejercer  sus  atribuciones,  recabarán  de  él  las  pro- 

iencias  que  juzguen  necesarias,  i  le  pedirán  los  ausi- 
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lios  precisos  para  mantener  el  orden  i  velar  sobre  la 
seguridad  de  los  individuos  i  de  las  propiedades  de  su 
respectiva  subdelegacion, 

Art.  53.  Los  inspectores  de  distrito  son  los  ajenies 
administrativos  inmediatos  de  los  subdelegados  para 
ausiliarlos  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  les 
impone  el  artículo  anterior ,  cumpliendo  a  su  tumo  con 
las  órdenes  i  comisiones  que  reciban,  como  los  subde- 
legados cumplen  respecto  de  las  del  gobernador. 

Art.  54.  Cada  subdelegado  tendrá  el  deber  de  lle- 
var en  el  libro  adecuado,  que  le  suministrará  la  respec- 
tiva municipalidad,  un  rejistro  de  todas  las  casas  de  su 
respectiva  subdelegacion,  con  el  número  que  tuvieren 
en  su  puerta  principal  i  en  todas  las  adyacentes  con 
frente  a  la  calle,  o  si  fueren  conventillos,  con  el  que  tu- 
vieren en  sus  respectivos  departamentos  habitables. 

Si  las  casas  no  tu\'ieren  numeración  o  no  estuvieren 
en  situación  ordenada  en  calles,  se  rejistrarán  anotan- 
do el  lugar  de  su  ubicación. 

En  el  rejistro  de  todas  las  casas  i  piezas  a  la  calle,  se 
anotará  el  nombre  del  jefe  de  familia  o  de  la  persona 
que  las  habite,  i  siempre  que  ésta  mudare  de  domicilio, 
lo  avisará  al  subdelegado  o  al  inspector  del  distrito 
para  que  se  anote  el  de  quien  haya  de  sucederle  en  la 
habitación. 

Los  subdelegados  cuidarán  por  sí  i  por  medio  de  los 
inspectores  de  recojer  los  nombres  de  los  habitantes  i 
los  avisos  de  su  mudanza,  i  podrán  imponer  una  multa 
de  dos  pesos  al  que  no  cumpla  sus  órdenes  a  este  res- 
pecto, haciéndola  efectiva  gubernativamente  en  los 
bienes  del  multado  si  éste  no  la  pagare. 

El  individuo  cuyo  nombre  sea  anotado  en  su  respec- 
tivo domicilio,  no  deberá  ser  anotado  en  la  casa  en  que 
ejerciere  su  industria,  i  las  piezas  destinadas  a  oficinas 
industriales  serán  notadas  por  su  numero,  sin  neces 
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dad  del  nombre  del  que  las  ocupa  solo  para  su  trabajo. 

Art.  55.  El  subdelegado  i  el  inspector  deben  ser 
activos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  evitando  todo 
retardo,  i  deben  cuidar  de  conservar  en  orden  los  libros 
i  papeles  de  su  despacho,  para  traspasarlos  a  quienes 
les  sucedan  en  el  cargo,  con  las  copias  que  deben  dejar 
separadamente  de  los  oficios  que  pasen  el  primero  al 
gobernador  i  al  inspector,  i  éste  al  subdelegado,  cuyos 
oficios  deben  empezar  a  numerar  cada  año. 

Art.  56,  Los  subdelegados  e  inspectores  que  ejercen 
sus  funciones  dentro  del  circuito  urbano  de  la  capital 
del  departamento^  limitarán  sus  procedimientos  admi- 
nistrativos a  lo  dispuesto  en  los  cuatro  artículos  prece- 
dentes, a  las  órdenes  superiores  que  reciban  verbal- 
mente  o  por  escrito  i  al  cumplimiento  de  los  demás 
deberes  que  accidentalmente  les  impongan  las  leyes  je- 
nerales  o  las  ordenanzas  administrativas. 

Los  gobernadores  reunirán  una  vez  ai  mes  a  estos 
subdelegados  para  que  les  informen  sobre  el  cumpli- 
miento  de  aquellas  funciones  i  sobre  el  estado  de  orden 
i  seguridad  de  sus  respectivas  subdelegaciones,  i  para 
darles  las  instrucciones  que  crean  convenientes  al  buen 
réjimen  i  progreso  de  la  localidad. 

Art.  57.  Los  subdelegados  de  las  otras  poblaciones 
foráneas  del  departamento  i  los  de  las  subdelegaciones 
rurales,  tendrán  ademas  de  aquellas  atribuciones,  las 
siguientes: 

I  ,^  Disponer  de  las  fuerzas  de  policía  que  hubiere  en 
su  respectiva  subdelegacion,  con  arreglo  a  los  regla- 
mentos del  ramo,  para  mantener  el  orden  público,  con- 
servar la  seguridad  de  los  individuos  i  de  las  propieda- 
deSj  perseguir  a  los  delincuentes  i  prestar  los  ausilios 
que  conforme  al  art.  40,  deben  suministrar  el 
gobernador,  a  los  jueces  i  a  los  empleados  fiscales^  sin 
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invadir  ni  contrariar  jamas  las  atribuciones  jurisdic- 
cionales de  aquéllos. 

2.^  Hacer  cumplir  sus  deberes  a  los  individuos  em- 
pleados en  aquellas  fuerzas,  castigándolos  conforme  a 
sus  respectivas  ordenanzas,  i  remitiéndolos  al  gober- 
nador, en  caso  de  que  sus  faltas  merezcan  destitución > 
para  que  obre  con  arreglo  al  inciso  2P  del  art.  43. 

3  *  Velar  sobre  la  conducta  de  los  funcionarios 
públicos  de  la  subdelegacion,  para  dar  parte  al  gober- 
nador de  todas  las  irregularidades  que  note  en  su  con- 
ducta i  procedimientos. 

4  *  Ejercer  en  su  respectiva  subdelegacion  la  facul- 
tad de  allanar  casas  públicas  i  particulares,  en  la  forma 
prevenida  en  los  arts.  41  i  42,  dando  parte  circuns- 
tanciado de  cada  caso  que  ocurra  al  gobernador,  para 
que  éste  apruebe  u  observe  lo  hecho,  según  las  circuns- 
tancias. 

5.»  Cumplir  en  las  poblaciones  de  la  subdelegacion 
con  el  deber  que  impone  a  los  gobernadores  el  primer 
inciso  del  art.  43. 

6*  Vijilar  el  orden  en  las  fiestas  i  en  los  estableci- 
mientos destinados  a  funciones  públicas  que  hubiese 
en  la  subdelegacion,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el 
art.  44. 

7.*  Cumplir  con  los  que  les  corresponde  respecto  de 
los  establecimientos  públicos  de  que  trata  el  inciso  iP 
del  art.  45. 

8.*  Vijilar  sobre  que  no  se  proceda  en  la  subdelega- 
cion, en  todos  los  casos  determinados  en  el  art.  46, 
sin  el  respectivo  permiso,  pudiendo  conceder  ellos  mis- 
mos el  que  exije  el  número  4.^  de  dicho  artículo, 

9.*  Cumplir  con  el  deber  que  el  art.  47  impone  a 
los  gobernadores,  en  todos  los  casos  en  que  la  disposi- 
ción sea  aplicable  en  la  subdelegacion. 

Todas  estas  atribuciones  se  entenderán  delege 
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por  el  ministerio  de  la  lei  a  los  subdelegados  foráneos, 
de  modo  que  las  ejercerán  en  representación  del  gober- 
nador, dándole  cuenta  de  todos  los  casos  en  que  las 
apliquen  i  sujetándose  a  las  indicaciones  que  de  él  re- 
ciban 

Art.  58.  Los  subdelegados  que  ejercen  sus  funciones 
fuera  de  la  ciudad  que  sea  residencia  del  gobernador, 
aplicarán  i  harán  que  se  apliquen  por  los  inspectores 
de  los  distritos  las  multas  que  esta  lei,  las  ordenan- 
zas i  los  reglamentos  municipales  impongan,  exi- 
jiendo  de  aquéllos  que  les  remitan  mensualmente  lo 
que  hayan  cobrado,  con  la  correspondiente  cuenta,  en 
la  cual  se  especifiquen  las  personas  que  las  han  cubier- 
to, en  qué  dia  i  por  cuál  motivo.  Los  subdelegados 
llevarán  igual  cuenta  de  las  multas  que  ellos  apli- 
quen, para  pasarlas  todas  cada  mes  con  el  total  de  sus 
valores  al  gobernador. 

Este  debe  publicar  al  principio  de  cada  mes  dichas 
cuentas,  juntamente  con  las  de  las  multas  que  él  apli- 
que, i  hará  que  el  valor  de  las  multas  ingrese  en  el  te- 
soro municipal  respectivo  para  que  se  inviertg.  esclu- 
sivamente  en  gastos  de  policía, 

Art.  5g,  Los  subdelegados  de  las  subdelegaciones 
foráneas  del  departamento,  que  ejerzan  las  fimciones 
establecidas  en  los  artículos  precedentes,  obran  como 
simples  ajentes  del  Poder  Ejecutivo  para  cumplir  i  ha- 
cer cumplir  la  Constitución  í  las  leyes  en  el  territorio  de 
su  división  administrativa,  al  cual  no  alcanza  la  acción 
inmediata  del  gobernador  departamental;  i  si  en  la  sub^ 
delegación  hai  municipalidad,  o  existen  funcionarios 
municipales  como  presidentes  constitucionales  de  aqué- 
lla i  como  jefes  de  éstos,  se  sujetarán  a  ejercer  las  fun- 
ciones que  k  lei  les  atribuye,  sin  ampararse  de  su  auto- 
HHíiH  ejecutiva  para  excederlas. 
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SEO-XJlSriDA.     I»A.B,TB 
Administración    n-tunícipal 

TITULO  PRIMERO 

De  la  organisaoion  municipal 

Articulo  primero.  Las  municipalidades  de  las  ca- 
pitales de  departamento  se  compondrán  de  quince  con- 
cejales, tres  de  los  cuales  serán  alcaldes  i.^,  2.^  i  3  °,  los 
restantes  serán  rejidores. 

Pero  si  la  población  del  departamento  excede  de 
treinta  mil  habitantes,  habrá  un  concejal  mas  por  cada 
fracción  que  no  baje  de  dos  mil. 

Las  municipalidades  que,  por  disposición  del  Presi- 
dente  de  la  República  existieren  en  otras  poblaciones  de 
un  departamento,  constarán  siempre  de  nueve  miem- 
bros distribuidos  en  lajorma  dicha,  cualquiera  que  sea 
el  número  de  habitantes;  i  éstos  no  se  computarán  para 
fijar  el  número  de  los  concejales  de  la  municipalidad 
departamental,  ni  los  ciudadanos  activos  que  entre 
ellos  hubiere  tomarán  parte  en  su  elección. 

Art.  2.0  No  obstante  la  administración  municipal 
de  los  departamentos,  i  la  de  las  poblaciones  de  éstos 
en  que  hubiese  municipalidad,  cada  subdelegacion 
rural  o  urbana  que  haya  fuera  de  la  capital  departa- 
mental, i  de  las  poblaciones  con  municipalidad,  cons- 
tituyen por  sí  misma  un  municipio  especial  que,  si  ex- 
cede de  mil  habitantes,  ele  jira  cada  tres  años  cuatro 
delegados  municipales,  que  no  forman  consejo  i  que 
desempeñan  en  la  subdelegacion,  bajo  la  inspección 
del  subdelegado  respectivo,  i  según  las  instrucciones 
de  la  mimicipaUdad  departamental,  los  siguientes  c 
gos: 
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I. o  El  de  corre jidor  civil; 

2.<*  El  de  coniisario  de  policía; 

3.<3  El  de  alguacil; 

4,*'  El  de  inspector  de  fomento. 

Las  subdelegaciones  que  no  tengan  mil  habitantes 
harán  su  elección  en  unión  con  la  que  les  preceda  in- 
mediatamente en  número. 

Art,  3.*^  Los  miembros  de  las  municipalidades  i  los 
delegados  municipales  de  los  municipios  especiales  se 
ele j irán  directamente  por  los  ciudadanos  respectivos 
en  la  forma  que  determine  la  lei  de  elecciones. 

Los  alcaldes  serán  elejidos  por  mayoría  absoluta  de 
sufrajios  por  todos  los  miembros  de  la  municipalidad 
que  asistan  ^  la  primera  sesión  de  instalación,  quienes 
fijarán  en  la  misma  forma  el  orden  de  precedencia  de 
los  rejidores. 

La  elección  de  alcaldes  se  repetirá  siempre  que  algu- 
no de  ellos  se  imposibilitase,  o  dejare  de  pertenecer  a  la 
municipalidad,  o  renunciare  el  cargo. 

Art.  4P  Para  ser  miembro  de  la  municipalidad  se 
requieren  las  calidades  del  art,  126  de  la  Constitución  i 
ademas  residencia  actual  en  la  población  en  que  fun- 
ciona la  municipalidad. 

Sin  embargo  no  podrán  serlo: 

iP  Los  empresarios  de  obras  municipales,  los  que 
tengan  cuentas  pendientes  con  la  municipalidad^  ni 
los  que  perciben  de  ella  sueldos  o  asignaciones; 

2.*^  Los  jueces  de  letras  i  los  miembros  de  los  tribu- 
nales de  justicia,  los  empleados  de  la  administración 
ejecutiva  que  estén  en  actual  ejercicio,  escept liándose 
los  de  los  establecimientos  de  instrucción  pública,  ni 
los  militares  en  servicio  activo; 

:^P  Los  eclesiásticos  seculares  o  regulares^  aunque 

1  sean  tonsurados. 


Los  delegados  municipales  de  los  municipios  espe- 
ciales solamente  necesitan  ser  ciudadanos  activos,  te- 
ner residencia  actual  en  la  subdelegacion,  i  no  tener  el 
impedimento  del  número  ^P  de  este  artículo. 

Art.  5.0  Tampoco  podrán  ser  miembros  de  la  mis- 
ma municipalidad  dos  o  mas  parientes  por  línea  recta, 
sea  de  consanguinidad  o  de  afinidad,  siempre  que  ésta 
haya  sido  contraída  antes  de  instalarse  la  municipa- 
lidad i  aunque  haya  muerto  la  mujer;  ni  podrán  serlo 
dos  o  mas  hermanos,  dos  o  mas  primos  hermanos,  o 
tios  i  sobrinos  por  consanguinidad. 

Art.  6P  La  municipalidad  calificará  las  elecciones 
de  sus  concejales  i  las  de  los  delegados  municipales  de 
los  municipios  especiales,  i  al  hacer  esta  calificación  es- 
cluirá  a  los  que  no  tengan  las  calidades  o  que  tengan 
los  impedimentos  deterniinadus  en  los  dos  artículos 
precedentes;  i  si  la  causa  fuere  el  parentesco,  ele  jira  a 
mayoría  de  sufrajios  a  aquel  de  los  parientes  que  debe 
funcionar  como  municipal. 

Lo  mismo  procederá  cuando  la  pérdida  de  las  calida- 
des o  los  impedimentos  sobrevinieren  después  de  estar 
funcionando  lá  municipalidad. 

Contra  las  esclusiones  ilegales  podrán  reclamar  el 
escluido  o  alguno  de  sus  electores  ante  el  juez  letrado 
respectivo,  para  que  en  juicio  sumario  resuelva  el  caso 
con  citación  del  procuiador  municipal,  con  audiencia 
del  ministerio  púbHco,  i  previo  el  informe  de  la  mimi- 
cipalidad  contra  la  cual  se  reclama. 

Art.  7.0  Los  delegados  municipales  escluidos  no  se- 
rán reernplazados,  i  sus  funcione?,  se  ejercerán  por  los 
que  permanezcan.  ^¿3 

Los  miembros  de  la  municipalidad  escluidos  a  virtud 
del  artículo  anterior,  o  los  que  lo  fueren  por  causa  de 
nulidad  pronunciada  por  el  tribunal  competente,  tam- 
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poco  serán  reemplazados,  siempre  que  el  número  de 
unos  u  otros  no  alcance  al  tercio  de  los  concejales. 

Pero  desde  que  las  esclusiones  pronunciadas  por  es- 
tas causas  dejen  reducida  la  municipalidad  a  los  dos 
tercios  o  menos  de  sus  miembros,  el  presidente  consti- 
tucional representará  el  caso  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, i  éste  dispondrá  que  se  haga  nueva  elección  del 
número  de  concejales  que  falten,  dentro  de  treinta  dias 
contados  desde  la  fecha  de  la  representación.  Los  elec- 
tos en  Bstecaso  durarán  en  sus  funciones  hasta  la  próxi- 
ma renovación  de  la  municipalidad. 

Al  efecto,  el  tribunal  que  conozca  de  las  reclamacio- 
nes de  nulidad  pronunciará  su  fallo  en  el  término  pe- 
rentorio de  tres  meses,  contados  desde  que  se  inicie  la 
reclamación. 

Art.  8.^  Las  únicas  escusas  legales  para  servir  los 
empleos  municipales,  que  la  Constitución  declara  car- 
gos concejiles^  son  las  siguientes: 

i>  Tener  mas  de  sesenta  años  edad; 

2.*  Haber  sido  funcionario  público  treinta  años; 

3.»  Residir  permanentemente  a  mas  de  doce  kiló- 
metros del  lugar  en  que  funciona  la  municipalidad; 

4.^  Haber  servido  el  puesto  de  alcalde  en  tres  perío- 
dos consecutivos; 

5.®^  Tener  una  enfermedad  crónica  que  impida  el 
ejercicio  del  cargo. 

La  municipalidad  calificará  las  escusas  i  pronunciará 
su  resolución  sin  apelación. 

Art.  gP  Al  incorporarse  en  la  municipalidad,  pres- 
tarán sus  concejales  juramento  de  cumplir  la  Constitu- 
ción i  las  leyes  i  desempeñar  fielmente  sus  funciones. 

Art.  10.  Constituida  legalmente  la  municipalidad, 
no  podrá  ser  suspendida  de  sus  funciones  por  ninguna 
=»"toridad;  pero  sus  miembros  pueden  ser   acusados 

te  la  justicia  ordinaria  por  cualquier  ciudadano  del 
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municipio  o  por  el  ministerio  público,  por  haber  infrin- 
jido  esta  lei  en  lo  relativo  a  la  administración  de  rentas 
de  propios  i  arbitrios,  o  por  haber  faltado  a  su  mandato 
sirviendo  a  su  propio  interés  mediante  sus  atribuciones, 
o  por  haber  recibido  encargos  o  comisiones  para  jestio- 
nar  negocios  que  dependan  de  las  resoluciones  muni- 
cipales, i  en  jeneral,  por  cualquier  crimen  o  delito  de 
los  señalados  en  el  título  5.^,  libro  11  del  Código  Penal. 

Si  durante  el  juicio  o  si  por  la  sentencia  quedaren 
inhabilitados  para  sus  funciones  todos  o  la  mayor  parte 
de  los  miembros  de  la  municipalidad,  los  que  queda- 
ren hábiles  constituirán  una  comisión  que  administrará 
los  negocios  urj  entes  hasta  concluir  el  período  consti- 
tucional, si  antes  no  se  rehabilitan  los  encausados. 

En  caso  de  que  no  hubiese  municipales  hábiles  para 
constituir  esta  comisión  interina,  la  formarán  los  cua- 
tro delegados  municipales  del  municipio  rural  inmediato 
en  el  número  de  las  subdelegaciones  urbanas,  inte- 
grándose los  cuatro  delegados  con  los  de  los  munici- 
pios siguientes,  según  su  orden  numérico. 

Art.  II.  La  municipalidad  tendrá  un  procurador 
municipal,  un  secretario  i  los  oficiales  de  secretaría  que 
sean  necesarios,  un  tesorero,  los  empleados  de  policía 
de  seguridad,  de  salubridad,  ornato  i  recreo,  que  nece- 
site, i  por  fin,  todos  los  demás  empleados  que  acuerde 
nombrar  para  el  servicio  de  todos  los  negocios  que  es- 
tén a  su  cargo. 

Todos  estos  empleos  son  comisiones  de  servicio  mu- 
nicipal, que  se  proveerán  por  elección  de  la  corporación 
en  cada  período  municipal,  o  cuando  fuese  necesario,  i 
ellos  no  dan  derecho  a  la  propiedad  del  empleo,  ni  a  la 
jubilación;  sin  perjuicio  de  que  la  municipalidad  pueda 
conceder  alguna  asignación  de  sus  fondos  para  premiar 
servicios,  i  suspenderla  o  renovarla  cuando  lo  tenf^ 
por  conveniente. 
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TITULO  II 


De  lai  B«dDnes  de  la  nauñidiMilídad 


Art.  12.  Desde  el  iP  de  marzo  hasta  el  31  de  octu- 
bre de  cada  año  las  municipalidades  celebrarán  nece- 
sariamente^ sin  previa  convocatoria  ni  citación,  dos  se- 
siones en  cada  mes,  i  en  los  dias  i  horas  que  designasen 
en  su  sesión  de  instalación. 

Durante  este  período  pueden  celebrar  las  demás  se- 
siones ordinarias  que  acuerden  por  mayoría  señalando 
el  dia  i  la  hora. 

En  el  período  de  receso  i  en  los  dias  del  período  de 
funciones  que  no  tengan  sesión,  pueden  ser  convoca- 
das a  una  o  mas  sesiones  estraordi nanas  por  su  presi- 
dente constitucional^  de  acuerdo  con  alguno  de  los  al- 
caides, especificándose  en  la  convocatoria  el  asunto  que 
esclusivamente  se  ha  de  tratar,  l.os  miembros  de  la 
municipalidad  se  tendrán  por  citados  legalmente  por 
el  hecho  de  remitírsele  por  secretaría  una  copia  auto- 
rizada de  la  convocatoria  a  su  respectiva  habitación. 

Las  municipalidades  celebrarán  las  sesiones  que 
sean  necesarias  para  dar  cumpHmiento  a  las  leyes^  en 
los  casos  en  que  éstas  las  convoquen  para  algún  nego- 
cio de  sus  funciones. 

Art.  13,  La  municipalidad  no  podrá  entrar  en  se- 
sión sin  la  concurrencia  de  un  tercio,  mas  uno,  del  nú- 
mero de  concejales  de  que  legalmente  se  compone. 

Ninguno  de  ellos  podrá  faltar  a  las  sesiones  ordina- 
rias ni  a  las  estraordinarias  a  que  hubiere  sido  citado 
legalmente,  sin  el  permiso  previo  de  la  corporación,  el 
cual  se  anotará  en  el  acta  de  la  sesión  en  que  se  conce- 

,  i  el  nombre  del  que  faltase  sin  este  permiso,  se  es- 

!sará  en  el  acta  correspondiente. 
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Al  fin  de  cada  mes  el  secretario  pasará  al  tesorero 
una  lista  de  estas  faltas,  para  que  recaude  de  los  ina- 
sistentes dos  pesos  por  cada  falta  sin  permiso,  los  cua- 
les serán  cubiertos  sin  escusa,  a  no  ser  que  la  corpora- 
ción, por  mayoría  de  votos,  califique  de  valedera  dicha 
escusa  i  comunique  su  acuerdo  íil  tesorero. 

El  municipal  que  al  fin  de  un  año  hubiese  faltado  a 
las  sesiones  ocho  veces,  sin  escusa  calificada,  pagará 
cuatro  pesos  por  toda  falta  de  asistencia  que  en  ade- 
lante hiciere. 

Art.  14.  La  municipalidad  celebrará  sus  sesiones 
presidida  por  su  presidente  constitucional,  i  si  éste  no 
concurriese,  presidirán  los  alcaldes,  según  el  orden  de 
designación,  i  a  falta  de  éstos,  los  rejidores  por  el  orden 
de  precedencia.  Abierta  la  sesión,  no  podrá  levantarse 
sin  el  acuerdo  de  la  mayoría  absoluta  de  los  municipa- 
les presentes. 

Art.  15.  Ningún  municipal  podrá  tomar  parte  en  la 
deUberacion  de  asuntos  en  que  personalmente  esté  in- 
teresado, o  en  que  lo  estén  sus  parientes  hasta  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  i  segundo  de  afinidad. 

Art.  16.  Toda  cuestión  que  se  promoviere  sobre  nu- 
lidad de  las  resoluciones  municipales  acordadas  en  con- 
travención a  lo  dispuesto  en  este  título,  se  resolverá 
por  mayoría  de  votos,  sin  perjuicio  de  que  los  perjudi- 
cados demanden  ante  el  juez  de  letras  respectivo  la  res- 
ponsabilidad de  los  municipales  en  el  solo  caso  en  que 
hubieren  declarado  válida  una  resolución  legalmente 
nula,  teniéndose  la  declaración  contraria  como  una  re^ 
vocatoria  de  lo  acordado,  que  la  mayoría  puede  hacer, 

Art.  17.  Siempre  que  ocurriere  empate  en  un  acuer- 
do de  la  municipalidad,  se  reservará  para  ser  tratado 
en  la  siguiente  sesión;  i  si  en  ésta  se  repitiese  el  empate, 
quedará  desechado  el  negocio. 


*wm 
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TITULO    III 


átnbucioDes  de  lai  municipalidades 


Art,  i8.  Las  municipalidades  administran  las  pro- 
piedades e  intereses  de  su  comunidad  i  dirijen  e  inspec- 
cionan todos  los  negociados  que  de  ellos  proceden,  li- 
mitando su  acción  a  los  objetos  que  bajo  su  cuidado 
pone  el  art.  128  de  la  Constitución,  i  ajustando  sus 
procedimientos  a  las  prescripciones  de  esta  lei. 

Art,  19.  El  cuidado  de  la  policía  jeneral  en  todos  sus 
ramos  autoriza  alas  municipalidades  para  dictar  reglas 
que  consulten  la  salubridad  de  las  poblaciones^  de  sus 
mercados  de  abastos  i  de  todos  los  lugares  de  concu- 
rrencia pública,  la  comodidad  i  ornato  i  recreo  de  las 
ciudades,  regularizando  el  servicio  de  todos  los  lugares 
de  uso  público  i  de  su  tráfico,  i  la  seguridad  jeneral  de 
los  individuos  i  propiedades;  para  todo  lo  cual  podrán 
organizar  servicios  especiales,  con  sus  respecti- 
vos empleados,  i  una  guardia  de  policía  que  se  desti- 
nará  esclusivamente  al  servicio  de  la  seguridad  pública 
en  los  centros  de  población  i  en  las  subdelegaciones  ru- 
rales comprendidas  en  el  territorio  municipal. 

Para  cada  subdelegacion  rural  destinará  la  municipa- 
lidad a  lo  menos  tantos  guardas  cuantas  sean  las  escua- 
dras de  cincuenta  hombres  en  que  se  divida  la  guardia 
nacional  de  caballería,  que  la  lei  o  el  Gobierno  destine 
al  servicio  de  la  policía  ruraL 

Las  guardias  de  policía  no  tendrán  organización  mi- 
litar, i  sea  que  el  Estado  concurra  o  no  a  su  sosteni- 
miento^ estarán  siempre  a  disposición  de  los  ejecutores 
de  las  leyes  i  de  la  administración  de  justicia,  para  lle- 
'^'^r  sus  fines^  sin  perjuicio  de  que  la  municipalidad  las 

glamentCj  nombre  i  remueva  a  sus  empleados. 
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Art.  20.  Las  municipalidades  promoverán  la  educa- 
ción, la  agricultura,  la  industria  i  el  comercio,  la  mora- 
lidad, beneficencia  i  en  suma  el  progreso  jeneral  de  sus 
localidades,  fundando  establecimientos  o  instituciones 
de  protección  i  fomento,  o  cooperando  a  su  manteni- 
miento, con  sus  propias  rentas ,  con  su  protección  i  apo- 
yo i  haciendo  en  favor  de  todos  estos  objetos  las  peti- 
ciones que  creyeren  convenientes  al  Congreso  Nacional 
o  al  Presidente  de  la  República. 

Los  establecimientos  de  este  j enero  que  costearen  las 
mimicipalidades  serán  re j  idos  por  las  reglas  que  éstas 
prescriban,  i  sus  respectivos  empleados  serán  por  ellas 
nombrados  o  removidos. 

Art.  21.  Corresponde  eschisivamente  a  la  municipa- 
lidad la  dirección  i  cuidado  de  todos  los  establecimien- 
tos penales  i  de  beneficencia  que  haya  en  la  localidad, 
con  tal  que  no  sean  de  fundación  i  dirección  nacional 
como  las  cárceles  penitenciarias;  i  ya  sea  que  dichos  ^ 

establecimientos  locales  estén  costeados  por  la  muñí- 
cipaHdad  o  por  el  Estado  o  con  su  ausiho. 

La  municipalidad  podrá  prescribir  reglas  para  el  ré- 
jimen  de  dichos  establecimientos,  como  no  sean  contra- 
rias a  las  prescripciones  legales  o  de  un  carácter  jeneral; 
organizará  el  servicio  i  custodia  de  los  penales  en  un 
cuerpo  de  guardas  permanentes  para  cada  uno;  i  tanto 
éstos  como  las  juntas  de  beneficencia  i  demás  emplea- 
dos ocupados  en  los  establecimientos  de  esta  especie, 
serán  nombrados  i  removidos  con  arreglo  a  los  respec- 
tivos reglamentos  jenerales  o  particulares  por  las 
m  unicipalidades . 

Art.  22.  La  administración  de  rentas  que  corresponde 
a  la  municipalidad  recae  sobre  las  producidas  por 
contribuciones  municipales  i  las  que  proceden  de  los 
propios  i  de  los  arbitrios  de  la  municipalidad. 

Art.  23.  Las  municipalidades  no  podrán  cobrar  otr 


M' 


contribuciones  que  las  que  una   le  i  especial  establezca 
a  su  favor  i  las  que  a  continuación  se  espresan: 

1  *  Una  contribución  directa  sobre  las  propiedades  o 
parte  de  propiedades  raices,  i  sobre  los  capitales  jirados 
sea  particularmente  a  préstamo,  o  en  los  escritorios, 
establecimientos  industriales  i  de  comercio,  que  haya 
dentro  de  los  límites  del  territorio  municipal. 

2  *  Una  contribución  directa  sobre  las  casas  de 
diversiones  públicas  que  no  se  consideren  como  estable- 
cimientos  industriales,  i  las  casas  de  juegos  de  billar, 
de  bolas,  de  palitroque  o  de  otros  juegos  no  prohibidos, 
que  no  estén  anexos  a  las  casas  de  diversiones  públicas 
patentadas.  Esta  contribución  se  aplicará  también 
a  las  personas  que  en  comparsas  de  disfraz  quieran 
recorrer  los  lugares  públicos. 

3.*^  Una  contribución  directa  sobre  todos  los  carros  i 
carruajes  que  trafiquen  en  el  territorio  municipal 

4,*^  Un  impuesto  de  uso  de  los  mataderos,  mercados, 
puentes  i  demás  construcciones  hechas  por  la  munici- 
palidad para  la  comodidad,  ornato  i  recreo  de  las  po- 
blaciones. 

5.^  Un  diez  por  ciento  sobre  los  capitales  que  todo 
testador,  cuya  sucesión  se  abra  en  el  territorio  munici- 
pal, destine  a  asignaciones  piadosas  que  no  se  dedi- 
quen a  objetos  de  beneficencia  íntegramente;  esta 
contribución  se  aplicará  a  los  gastos  de  los  estableci- 
mientos de  esta  especie  que  hubiere. 

Art.  24.  La  primera  contribución  directa  no  podrá 
exceder  para  las  propiedades  raices,  de  un  tres  por  mil 
al  año  sobre  el  valor  efectivo  o  calculado  del  suelo  i  edi- 
ficios, o  del  suelo  no  edificado,  dentro  de  los  límites 
urbanos;  ni  de  un  dos  por  mil  sobre  el  mismo  valor  de 
las  propiedades  rústicas. 

Para  los  capitales  en  jiro  no  podrá  pasar  de  tres  por 

i^sobre  el  capital  declarado  anualmente  por  el  negó- 
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ciante,  bien  entendido  que  cualquiera  que  sea  la  cuota 
que  corresponda  al  capital  de  los  establecimientos  de 
banco,  no  podrá  exceder  el  monto  anual  de  la  contribu- 
ción de  la  suma  de  dos  mil  pesos. 

Art.  25.  El  avalúo  de  las  propiedades  raices  i  de  los 
capitales  en  jiro  se  hará  cada  diez  años  por  peritos  nom- 
brados i  retribuidos  con  fondos  municipales  en  la  forma 
que  determine  un  decreto  jen  eral  del  Presidente  de  la 
República,  fijando  las  reglas  a  que  deben  ajustar  sus 
procedimientos. 

Del  avalúo  que  debe  publicarse  durante  quince  dias, 
podrán  apelar  en  el  término  de  un  mes,  contados  desde 
la  primera  publicación,  los  ciudadanos  o  el  procurador 
municipal,  para  ante  una  comisión  de  tres  municipales 
i  seis  vecinos  nombrados  por  la  municipalidad  a  mayo- 
ría de  votos,  quienes  ajustarán  sus  procedimientos  al 
reglamento  jeneral  que  dicte  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, estableciendo  la  retribución  que  se  debe  pagar  a 
los  comisionados,  i  las  multas  a  que  se  sujetarán  sus 
faltas. 

Cada  nueva  municipalidad  ele  jira  una  comisión. 

Art.  26.  Después  de  formado  el  primer  rol  de  con- 
tribuyentes, la  comisión  de  apelaciones  se  reunirá 
anualmente  desde  el  iP  de  diciembre  para  auto- 
rizar los  cambios  que  ocurran  por  las  declaraciones  de 
capital  que  pueden  hacer  los  negociantes,  i  por  las  mo- 
dificaciones que  sea  necesario  hacer  en  e]  rol  por  nueva 
construcción  de  edificios  o  destrucción  de  los  existen- 
tes, o  por  divisiones  i  traspasos  de  dominio.  El  rol  mo- 
dificado se  volverá  a  publicar  durante  la  última  quin- 
cena de  diciembre,  i  en  el  término  de  un  mes  se  oirán  i 
juzgarán  las  reclamaciones,  quedando  el  rol  definitiva- 
mente formado  el  15  de  enero  siguiente. 

Art,  27.  En  el  mes  de  marzo,  la  municipalidad  fija- 
rá las  tasas  de    que  habla  el    art.    24,  dentro   de  s 
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máximo,  bajándolas  i  estableciéndolas  hasta  la  concu- 
rrencia del  total  de  gastos  fijados  en  el  presupuesto  del 
ano,  para  sostener  la  policía  de  seguridad,  de  comodi- 
dad i  de  aseo  del  territorio  municipal^  i  todos  los  esta- 
blecimientos penales  i  debeneficencia,  a  cuyos  gastos 
se  destina  esclusivamente  dicha  contribución  directa- 
Es  ta  fijación  de  las  tasas  se  hará  por  ima  ordenanza 
anual  que  será  aprobada  como  tal  en  la  forma  constitu- 
cional, dentro  del  mismo  mes  de  mar^ío, 

Aht.  28.  Fijada  la  tasa  de  la  contribución,  el  pago  de 
ésta  es  de  cargo  del  propietario,  i  se  podrá  exijir  del  te- 
nedor o  poseedor,  del  arrendatario  o  administrador  de 
la  propiedad  o  del  establecimiento  que  deba  cubrirla;  i 
el  pago  se  hará  por  terceras  partes  en  la  tesorería  mu- 
nicipal, durante  la  segunda  quincena  de  abril,  de  agos- 
to i  de  diciembre. 

Los  contribuyentes  morosos  incurrirán  en  la  pena  de 
un  dos  por  ciento  al  mes  por  la  mora,  i  en  la  de  cubrir 
las  costas  de  la  recaudación. 

Art.  29,  Desde  el  dia  en  que  la  municipalidad  co- 
mience a  cobrar  esta  contribución,  cesarán  los  impues- 
tos de  alumbrado  i  serenos,  de  pregonería  de  es  tracción 
de  metales  i  minerales,  i  todos  los  que  gravan  los  con- 
sumos de  abastos  con  el  título  de  carnes  muertas  i  pe- 
letería, de  plazas  i  tendales,  de  sisa,  de  entrada  en  las 
ciudades  i  de  espendio  en  puestos  fijos  o  en  ambulan- 
cias por  las  calles. 

Pero  quedarán  vi j entes  los  impuestos  de  uso  que  de- 
ben pagar  los  puestos  de  espendio  que  con  el  respectivo 
permiso  quieran  situarse  en  las  plazas  i  demás  lugares 
de  uso  público,  como  asimismo  los  que  cobre  la  munici- 
pahdad  por  permisos  para  situar  andamios  u  otros  apa- 
ratos provisionales  en  los  mismos  lugares. 
También  cesará  todo  monopoho  que^  como  arbitrio^ 
halle  establecido  en  las  ciudades,  tal  como  el  de  la 
5  ve. 
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Art.  30.  La  contribución  directa  sobre  casas  de  di- 
versiones de  que  trata  el  art.  23,  no  podrá  exceder 
de  ciento  cincuenta  pesos  anuales,  i  la  personal  por  dis- 
fraces, será  de  cincuenta  centavos  por  persona. 

La  contribución  sobre  carros  i  carruajes  de  que  trata 
el  mismo  artículo,  no  excederá  anualmente  de  veinte 
pesos  para  los  de  cuatro  ruedas  ^  de  quince  para  los  de 
dos  i  de  diez  pesos  para  los  vehículos  de  carga. 

El  impuesto  de  uso  de  que  habla  el  mismo  artículOj 
no  excederá  en  la  totalidad  de  lo  que  se  cobre  cada 
año,  de  un  diez  por  ciento  sobre  el  costo  del  matadero, 
mercado,  puente  i  demás  construcciones  de  comodi- 
dad, ornato  i  recreo  que  se  destinen  al  uso  público,  de» 
biendo  ser  libre  el  establecimiento  de  mataderos  i 
mercados  con  tal  que  se  sujeten  a  las  ordenanzas  mu- 
nicipales, destinadas  a  consultar  las  condiciones  hijié- 
nicas  i  de  aseo. 

Pero  no  se  comprenderán  en  esta  disposición  los  cos- 
tos de  empresas  destinadas  a  la  provisión  de  los  veci- 
nos, que  la  municipalidad  establezca  en  todo  o  en  parte 
con  sus  fondos,  como  la  provisión  de  agua  o  de  gas. 

Art.  31.  Las  municipalidades  fijarán  todos  los  im- 
puestos espresados  en  el  artículo  precedente,  o  los 
modificarán  por  ordenanzas'  i  el  Gobierno,  al  aprobar- 
las, puede  alterar  las  tasas  fijadas  dentro  de  su  máxi- 
mo, según  las  circunstancias. 

Dicho  máximo  puede  duplicarse  por  una  ordenanza 
con  el  esclusivo  objeto  de  aplicar  el  duplo  para  facilitar 
a  la  población  algunos  artículos  de  abasto  a  mas  bajo 
precio  que  el  corriente,  cuando  las  municipalidades 
consideren  que,  estableciendo  panaderías,  carnicerías 
u  otros  despachos  análogos,  pueden  hacer  bajar  una 
alza  violenta  de  aquel  precio,  producido  por  convemos 
de  especuladores. 

Art.  32.  Corresponde  a  las  mxmicipalidades  coir^ 


^ 
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encargadas  de  la  administración  de  los  bienes  i  entra- 
das comunales: 

iP  Prescribir  las  reglas  a  que  debe  sujetarse  la  ad- 
ministración de  los  bienes  i  rentas  municipales  i  su 
inversión,  determinarlas^  condiciones  para  la  enajena- 
ción i  arriendo  de  las  propiedades  raices,  o  para  la  su- 
basta de  ramos  de  entradas  i  arbitrios  con  sujeción  a 
lo  dispuesto  en  el  artículo  siguiente- 

2P  Proveer  a  la  conservación  i  reparación  de  los  edi- 
ficios i  otras  propiedades  de  la  localidad,  i  al  recobro  de 
las  calles,  plazas  i  paseos  que  hubiesen  sido  ocupados  o 
cerrados, 

$P  Resolver  sobre  la  aceptaciom  o  repudiación  de" 
herencias j  legados^  donaciones,  a  favor  de  la  municipa- 
lidad o  de  algún  establecimiento  público  que  ésta  tu- 
\nese  fundado,  que  se  sostenga  con  fondos  municipales 
o  que  se  haya  puesto  bajo  el  patrocinio  de  la  corpora- 
ción. 

Toda  adquisición  de  bienes  por  herencia^  legado  o 
donación,  se  hará  bajo  beneficio  de  inventario,  i  cuan- 
do tales  adquisiciones  impongan  gravámenes  perma- 
nenteSj  deberán  concurrir  al  acuerdo  los  dos  tercios  del 
número  tota]  de  miembros  de  que  legalmente  debe 
componerse  la  municipalidad, 

4.0  Acordar  la  adquisición  de  propiedades  para  abrir 
calles,  plazas,  paseos  u  otras  obras  análogas,  o  para  dar 
ensanche  o  comodidad  a  las  ya  existentes,  o  para  situar 
establecimientos  municipales  destinados  a  un  uso  pú- 
blico especial,  como  escuelas,  etc.  La  compra  se  llevará 
a  efecto  declarando  la  conveniencia  los  dos  tercios  del 
número  total  de  miembros  de  que  legalmente  debe 
componerse  la  municipalidad, 

5,*^  Establecer  las  reglas  a  que  deben  sujetarse  la 
Dercepcion  i  cobro  de  las  rentas  municipales, 

6.^  Acordar  i  aprobar  el  presupuesto  anual  de  gasten 
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i  entradas  un  mes  antes  por  lo  menos  de  que  principie 
el  año  en  que  debe  rejir.  La  municipalidad  deberá  ne- 
cesariaijiente  equilibrar  los  gastos  con  las  entradas,  so 
pena  de  ser  responsables  los  municipales  por  el  exceso 
de  aquéllos  sobre  éstas. 

7.0  Examinar  la  cuenta  jen  eral  de  inversión  que 
anualmente  debe  presentar  el  gobernador  o  subdelega- 
do respectivos,  aprobarla  o  desaprobarla,  i  acordar  en 
este  último  caso  se  entablen  las  acciones  correspon- 
dientes contra  quien  hubiere  lugar  para  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  de  éste. 

8P  Acordar  las  obras  públicas  que  hayan  de  cons- 
tiiiirse  con  fondos  municipales,  aprobar  los  planos  i 
presupuestos  de  dichas  obras,  i  nombrar  comisiones 
que  vijilen  la  inversión  de  los  fondos  destinados  a  esos 
objetos  i  la  ejecución  de  los  planos  i  condiciones  acor- 
dados. 

9.^  Acordar  la  creación  de  empleados  i  funcionarios 
mimicipales  i  señalarles  sus  sueldos  o  emolumentos. 

10.  Nombrar  a  todos  los  empleados  o  funcionarios 
pagados  con  fondos  municipales  i  acordar  su  destitu- 
ción. 

Esta  solo  podrá  acordarse  con  espresion  de  causa,  de 
debidamente  comprobada,  en  aquellos  casos  en  que 
esta  lei  así  lo  disponga.  Pero  la  destitución  de  los  em- 
pleados de  la  policía  de  segiiridad  hecha  por  el  gober- 
nador, según  sus  facultades,  será  aprobada  en  todo  ca- 
so por  la  municipahdad. 

11.  Proponer  la  creación  de  nuevas  contribuciones 
a  favor  de  la  municipalidad  i  la  supresión  o  modifica- 
ción de  las  existentes. 

12.  Contratar  empréstitos,  determinar  las  condicio- 
nes bajo  las  cuales  hayan  de  contratarse,  i  fijar  el 
fondo  destinado  para  la  amortización  i  pago  de  inte- 
reses. 


Todos  los  acuerdos  relativos  a  estas  materias  debe- 
rán ser  aprobados  por  lastres  cuartas  partes  del  número 
total  de  miembros  de  que  legal  mente  debe  compo- 
nerse la  municipalidad. 

13.  Acordar  la  iniciación  de  juicios  que  no  sean  por 
cobranza  de  cantidades  procedentes  de  contribuciones 
que  perciba  la  municipalidad,  i  las  transacciones  que 
hubieren  de  celebrarse  en  pleitos  municipales. 

La  utilidad  de  la  transacción  deberá  declararse  por 
los  dos  tercios  del  número  total  de  miembros  de  que 
legalmente  debe  componerse  la  municipalidad, 

Art.  33,  En  la  administración  de  sus  bienes  i  en  la 
inversión  de  sus  rentas,  procederá  toda  municipalidad 
conforme  a  las  reglas  siguientes: 

1.^  No  podrá  acordar  rebaja  en  los  arriendos  de  pro- 
piedades i  de  ramos  de  entradas,  ni  alterar  en  perjuicio 
del  municipio  contrato  algimo,  ni  acordar  remisión  de 
deudas,  ni  dispensar  de  las  obligaciones  contraídas  a 
su  favor.  Si  hubiere  caso  en  que  tales  medidas  fueren 
exijidas  por  graves  consideraciones  de  equidad,  solo 
podrán  adoptarse  acordándolas  los  dos  tercios  del  nú- 
mero total  de  miembros  de  que  legalmente  debe  com- 
ponerse la  municipalidad. 

2,^  Los  bienes  raices  no  podrán  ser  gravados  con 
hipoteca  o  censo,  si  no  lo  acordaren  así  los  dos  tercios 
del  número  total  de  miembros  de  que  legalmente  debe 
componerse  la  municipalidad. 

3,^  Los  fondos  municipales  solo  podrán  colocarse  ft 
interés  por  un  término  que  no  exceda  de  tres  años,  i 
con  garantías  calificadas  de  suficientes  por  la  misma 
mayoría  de  votos  que  establece  la  regla  anterior, 

4  »  Toda  enajenación  o  arrendamiento  de  bienes  rai- 
ces, de  ramos  de  entradas  o  de  arbitrios  municipales,  i, 
en  jeneral,  todo  contrato  o  negocio  relativo  a  bienes 
umicipales^  i  toda  obra  o  trabajo  cuyo  importe  exce- 
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diere  de  quinientos  pesos,  deberá  precisamente  hacer- 
se por  subasta.  Esta  sola  podrá  omitirse  cuando  el  con- 
trato fuere  el  de  permuta  u  otro  que^  por  su  naturaleza, 
no  permita  la  subasta,  o  cuando  en  el  día  señalado  para 
ésta  no  hubiere  habido  postores. 

5  *  Los  anuncios  para  toda  subasta  deberán  publi- 
carse tres  meses  antes,  por  lo  menos,  del  dia  en  que 
haya  de  verificarse.  Este  término  podrá  reducirse  has- 
ta quince  dias,  si,  por  razones  de  grave  conveniencia, 
lo  acordaren  así  los  dos  tercios  del  número  total  da 
miembros  de  que  legalmente  debe  componerse  la  mu- 
nicipalidad. 

6.*  Ningún  miembro  de  la  corporación,  ni  el  procu- 
rador municipal,  ni  sus  ascendientes  o  descendientes* 
suegros,  yernos,  hermanos,  cuñados  o  socios,  podrán 
tomar  en  administración  o  en  subasta  las  obras  o  tra- 
bajos municipales,  ni  ser  fiadores  de  los  rematantes, 
ni  tener  parte  alguna  en  tales  actos  o  contratos  ni  en 
cualesquiera  otros  que  se  refieran  a  propiedades  muni- 
cipales. Todo  acto  o  contrato  ejecutado  en  contraven- 
ción a  lo  dispui^sto  en  esta  regla  es  nulo,  i  es  responsable 
de  los  perjuicio^  que  se  sigan  a  la  municipalidad  el  que, 
teniendo  alguno  de  los  impedimentos  indicados,  hu- 
biese tomado  parte  en  él. 

7.»  Los  fondos  municipales  se  invertirán  en  atender 
al  servicio  municipal  i  las  necesidades  de  seguridad^ 
salubridad,  comodidad,  beneficencia,  instrucción,  fo- 
mento i  mejora  de  todos  los  ramos  que  interesen  espe- 
cialmente a  la  localidad.  La  inversión  se  hará  conforme 
al  presupuesto  anual,  i  ninguna  partida  podrá  in- 
vertirse en  otros  objetos  que  aquellos  para  que  ha  sido 
destinada:  la  particia  que  no  fuere  invertida  en  el  año 
a  que  corresponde,  solo  podrá  invertirse  en  el  siguien- 
te, incluyéndola  de  nuevo  en  el  presupuesto  respectivo 

8.*  Los  bienes  raices  de  propiedad  municipal  q 


1 


1 


. 
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€Stu\ieren  destinados  a  un  servido  público  especial, 
como  cárceles,  mercados,  etc.,  solo  podrán  ser  enajena- 
dos cuando  se  proporcione  otro  local  o  edificio  para  el 
destino  especial  con  ventaja  para  el  municipio,  o  cuan- 
do la  enajenación  fuere  necesaria  para  dar  a  dichas  cár- 
celes, mercados,  etc,  la  estension  i  comodidad  que  re- 
quiere el  aumento  de  la  población. 

9.8-  Los  otros  bienes  raices  de  propiedad  municipal 
que  no  estuviesen  afectos  a  un  servicio  público  especial 
solo  podían  enajenarse  en  caso  de  necesidad  o  de  utili- 
dad. Tanto  en  este  caso  como  en  el  de  la  regla  anterior, 
la  utilidad  o  necesidad  de  la  enajenación  deberá  ser 
calificada  por  los  dos  tercios  del  número  total  de  miem- 
bros de  que  legalmente  debe  componerse  la  municipa- 
lidad; i  una  vez  acordada  la  enajenación,  se  llevará  a 
efecto  en  la  forma  dispuesta  por  las  reglas  cuarta  i 
quinta  de  este  artículo. 

10.  Las  disposiciones  contenidas  en  la  regla  prece- 
dente se  aplicarán  también  a  la  enajenación  de  censos 
u  otras  rentas  análogas,  i  a  la  de  los  ejidos  o  terrenos 
que  gozaren  en  común  los  habitantes  de  una  aldea  o 
lugar,  debiendo  en  este  último  caso  invertirse  el  pro- 
ducto íntegro  de  los  ejidos  o  terrenos  enajenados  en 
provecho  de  la  misma  aldea  o  lugar  que  tenia  su  goce. 

11.  El  término  del  arrendamiento  de  predios  rústi- 
cos no  podrá  exceder  de  ocho  años,  ni  de  cinco  años  el 
de  los  predios  urbanos.  El  término  del  arrendamiento 
de  los  ramos  de  entradas  no  excederá  de  tres  años- 

Art.  34.  Las  resoluciones  que  las  municipalidades 
pueden  tomar  para  su  administración  son^  u  ordenan- 
«as,  o  reglamentos,  o  siinples  acuerdos. 

Son  materia  de  ordenanzas: 

iJ^  Las  que  determina  espresamente  esta  lei  acerca 
-^e  contribuciones, 

2-^  El  establecimiento  de  empleos  municipales^  la 


I 


determinación  de  sus  dotaciones,  su  aumento  o  dismi- 
nución. 

3.0  La  organización  del  servicio  de  las  oficinas  o  em- 
pleados en  la  administración  de  fondos  o  percepción  de 
impuestos  o  arbitrios/i  la  forma  en  que  deben  llevarse 
i  rendirse  las  cuentas. 

4.0  Las  relaciones  que  establecen  reglas  respecto  de 
la  policía  de  seguridad,  de  salubridad,  comodidad, 
ornato  i  recreo,  cuando  imponen  deberes  cuya  infrac- 
ción se  castiga  con  multas,  o  en  su  defecto,  con  prisión. 

5.0  Las  que  reglamentan  el  ser\  icio  i  uso  de  estable- 
cimientos particulares  destinados  al  público,  i  las  que 
organizan  el  servicio  interno  de  los  establecimientos 
penales  i  de  los  de  beneficencia  de  la  localidad. 

Son   materia  de  reglamentos: 

iP  La  determinación  de  las  formalidades  i  condi- 
ciones jenerales  de  los  remates  de  propios  i  arbitrios. 

2.0  Las  reglas  para  el  servicio  interno  i  económico 
de  las  empresas  i  establecimientos  municipales  de  na- 
turaleza diferente  de  los  espresados  en  el  número  5.* 
precedente. 

3.0  Las  resoluciones  o  reglas^  cjue  teniendo  un  carác 
ter  mas  jeneral,  no  impongan  multas  u  otras  penas. 

Son  materia  de  simples  acuerdos  todos  los  demás 
asuntos  en  los  cuales  no  concurran  las  circunstancias 
enumeradas. 

Art.  35.  Las  ordenanzas  se  reputarán  promulgadas 
con  la  publicación  de  la  aprobación  que  les  preste  el 
Presidente  de  la  República,  conforme  a  la  parte  déci- 
ma del  art.  128  de  la  Constitución,  sin  perjuicio  de  re- 
petir su  publicación  en  la  localidad  respectiva, 
;  Los  reglamentos  i  acuerdos  serán  prorfiulgados 
cuando  estos  últimos  hayan  de  tener  efectos  jenerales, 
por  el  presidente  constitucional  de  la  municipalidad 
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TITULO  IV 


Atrilmoioiifi  de  los  delegadoi  muaidpftlit 


Art.  36.  Las  municipalidades  cumplirán  sus  debe- 
res i  atribuciones  en  los  municipios  que  estén  fuera  de 
la  cabecera  donde  residen,  por  medio  de  los  delegados 
municipales,  que  aquéllos  elijen  según  lo  dispuesto  en 
elart.  zp 

Art.  37.  El  corre jidor  civil  cuidará  en  el  municipio 
de  todo  lo  relativo  a  la  policía  de  salubridad,  de  como- 
didad, de  ornato  i  de  recreo,  de  los  establecimientos  de 
beneficencia  i  de  educación  que  allí  hubiese,  todo  con 
arreglo  a  las  ordenanzas,  reglamentos  e  instrucciones 
de  la  municipalidad;  i  tendrá  a  su  cargo  el  rejistro  civil, 
cuando  se  establezca,  i  las  actas  de  todos  los  comicios 
que  celebren  los  ciudadanos  del  municipio  cuando  se 
reúnan  para  tratar  de  algún  asunto  de  interés  comunal 
a  virtud  de  convocatoria  del  subdelegado,  solicitada 
por  alguno  de  los  delegados  municipales. 

El  comisario  de  policía  tendrá  a  su  cargo  la  de  segu- 
ridad en  el  mtmicipio,  gobernando  a  los  guardas  muni- 
cipales i  demás  aj entes,  según  los  reglamentos  del  caso 
i  bajo  las  órdenes  del  subdelegado. 

El  alguacil  cuida  de  los  lugares  de  detención  del  mu- 
nicipio, ausilia  a  los  jueces  de  subdelegacion  i  de  distri- 
to para  las  citaciones  judiciales,  la  exacción  de  multas 
i  las  pesquisas,  i  cumple  con  las  comisiones  de  la  muni- 
cipalidad para  los  remates  i  ejecución  de  todos  los  con- 
tratos que  aquélla  celebrare  sobre  propios  i  arbitrios  en 
el  municipio. 

El  inspector  de  fomento  es  el  ájente  de  la  municipa- 
lidad para  promover  las  mejoras  locales  del  municipio 
el  progreso  de  la  agricultura,  de  la  industria  i  de  la  mí- 
lería  i  comercio  de  la  localidad. 
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Akt.  38.  Los  delegados  municipales  pueden  dirijir 
peticiones  i  proposiciones  verbales  o  por  asento  a  la 
respectiva  municipalidad  para  el  arreglo  i  mejor  admi- 
nistra:cion  de  los  negociados  que  les  incumben,  i  la  cor-  ^ 

poracion  puede  pedirles  informaciones  sobre  éstos  i 
acerca  del  cumplimiento  de  las  ordenanzas  i  de  las  ins- 
trucciones que  les  dé. 

Siempre  que  con  estos  motivos  asistan  los  delegados 
a  las  sesiones  de  la  municipalidad,  tendrán  los  honores 
que  corresponden  a  los  concejales  de  la  corporación  i 
podrán  usar  de  la  palabra,  pero  no  votar  en  las  delibe- 
raciones, ni  sobre  los  negocios  de  su  respetivo  muni- 
cipio. 

Art.  39.  Los  delgados  pueden,  cuando  lo  crean 
conveniente,  pedir  individualmente  o  en  unión,  al  sub-  | 

delegado  que  convoque  a  todos  o  a  una  parte  de  los  ve- 
cinos del  municipio  para  tratar  algún  negocio  de  inte- 
rés comunal,  o  promover  alguna  mejora ,  i  acordar  el 
modo  de  proceder  i  de  ejecutar  lo  convenido;  i  si  el 
subdelegado  encontrase  inconvenientes,  los  espondrá  í 

en  ima  reunión  con  todos  los  delegados  i  ejecutará  lo 
que  la  mayoría  resuelva  sobre  la  convocatoria. 

Art.  40.  La  municipalidad  organizará  el  servicio  de 
los  delegados  por  una  ordenanza,  fijando  las  multas 
que  deben  aplicárseles  por  las  faltas  de  cumplimiento 
en  sus  deberes,  el  modo  como  deben  subrogarse  o  cum- 
plir los  irnos  por  los  otros,  i  las  facultades  que  debe  te- 
ner el  subdelegado  para  hacer  que  cumplan  con  su  car- 
go- I 

También  podrá  establecer  en  dicha  ordenanza  divi- 
siones en  aquellos  servicios,  i  crear  para  estas  divisio- 
nes otros  delegados  su pernmn erarios  que  sirvan  de 
ausiliares,  i  a  quienes  la  municipalidad  nombrará  por  ^ 

el  tiempo  de  su  período  constitucional,  mientras  la  lei  ,      j^ 

no  los  declare  de  número,  para  que  sean  ele j idos  corn» 
los  delegados  municipales,  ^- 1 
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TITULO    V 


Del  pendente  oonstitaGioiial  de  Ift  momcipaliilad 

Art.  41.  Al  gobernador  o  al  subdelegado^  como  pre- 
sidente constitucional  de  la  municipalidad,  correspon- 
de: 

I  o  La  publicación  en  la  localidad  de  las  ordenanzas 
aprobadas  i  promulgadas  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, i  la  promulgación  de  los  reglamentos  i  todos  los 
acuerdos  municipales  que  necesiten  esta  formalidad. 

2P  La  ejecución  de  las  ordenanzas,  reglamentos  í 
acuerdos  municipales,  cuando  la  municipalidad  no  co- 
metiere la  ejecución  de  estas  últimas  a  comisiones  nom- 
bradas de  su  seno. 

Sin  embargo,  ningún  acuerdo  o  resolución  de  la  mu- 
flicipaüdad,  en  que  el  presidente  constitucional  no 
liaya  tomado  parte,  i  que  no  sea  observancia  de  las  re- 
glas establecí  das  j  podrá  llevarse  a  efecto  sin  oponerse 
en  noticia  de  éste,  quien  podrá  suspender  su  ejecución, 
sí  encontrare  que  ella  perjudica  al  orden  público. 

No  podrá  el  gobernador  o  el  subdelegado  en  su  caso, 
suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  o  resoluciones 
tomados  coa  su  voto  en  pro  o  en  contra,  ni  la  de  las  re- 
soluciones  de  orden  interior  de  la  sala. 

Cuando  llegue  el  caso  de  suspender  la  ejecución,  el 
gobernador  o  subdelegado  lo  comunicarán  en  el  mismo 
día,  por  el  conducto  respectivo,  al  Presidente  de  la  Re- 
pública para  que  éste,  con  audiencia  del-^onsejo  de 
Estado,  apruebe  la  suspensión  o  el  acuerdo  de  la  mu- 
nicipalidad, i  su  resolución  prevalecerá, 

3.**  La  representación  de  la  municipalidad  para  la 
administración  de  las  propiedades  municipales  i  la  eje- 


á 


eiicion  inmediata  de  los  actos  que  su  conservación,  me* 
jora  i  acrecentamiento  exijan. 

4.^  La  superintendencia  directiva  i  económica  sobre  ^ 

el  manejo  de  los  empleados,  especialmente  de  los  en-  ^ 

cargados  de  la  recaudación  e  inversión  de  las  entradas 
mimicipales,  i  la  inspección  sobre  todos  los  estableci- 
mientos dependientes  de  la  municipalidad. 

5.^  La  visita  periódica  i  estraordinaria  de  la  caja  i  la 
inspección  de  áu  contabilidad. 

6.^  La  dirección  e  inspección  de  los  trabajos  munici- 
pales, en  la  forma  i  condiciones  acordadas. 

7P  Intervenir  i  firmar  en  las  escrituras  de  compra- 
venta, arriendo  u  otros  contratos  que  la  raunicipalidad 
celebrare. 

8.^  Formar  el  presupuesto  anual  i  someterlo  a  la  mu- 
nicipalidad para  que  lo  discuta  i  resuelva  acerca  de  él 
en  las  primeras  sesiones  ordinarias  de  noviembre. 

9.^  Espedir  los  nombramientos  de  empleados  que  la  ^^^ 

municipalidad  hubiere  acordado  con  arreglo  a  esta  leí. 

10.  Conceder  a  los  empleados  municipales  Ucencia 
temporal  por  justa  causa,  dando  cuenta  a  la  municipa- 
lidad en  la  sesión  ordinaria  o  estraordinaria  mas  inme- 
diata. 

11.  Mientras  la  municipalidad  no  se  reúna  ordina- 
ria o  estraordinariamente,  suspender  a  los  empleados 
mimicipales  cuando,  por  su  mala  conducta  o  mal  de- 
sempeño, lo  exijiere  el  buen  servicio,  i  nombrar  inte^ 
rinamente  reemplazantes  a  los  que  hubieren  sido 
suspendidos  i  a  los  empleados  que  por  cualquiera  otra 
causa  se  imposibilitaren  para  desempeñar  su  cargo. 

Art.  42.  Todos  los  actos  administrativos  correspon- 
den al  gobernador  o  subdelegado,  no  existiendo  acuer- 
do que  disponga  otra  cosa.  I  en  los  casos  de  gravedad        _ 
relativos  a  fondos  municipales,  o  a  su  inversión,  a  con-  ^ 

tratos,  obras  o  trabajos  acordados,  el  gobernador  o  st 
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delegado  deberán  proceder  con  acuerdo  de  la  comisioft 
de  alcaldes. 

Art.  43.  En  la  primera  sesión  de  cada  año,  el  go- 
bernador o  subdelegado  presentarán  una  cuenta  j  ene- 
ral  de  la  inversión  de  fondos  municipales  presupuestos 
para  el  año  anterior. 

El  gobernador  o  subdelegado,  en  la  misma  sesión, 
harán  una  esposicion  por  escrito  del  estado  de  los  di- 
versos ramos  del  servicio  municipal  que  les  estén  con- 
fiados, 

Art.  44.  El  gobernador  o  subdelegado,  con  acuerda 
de  la  comisión  de  alcaldes,  tienen  la  facultad  de  dictar 
los  reglamentos  que  exija  la  ejecución  de  las  ordenai>- 
zas  municipales. 

TITULO  VI 

De    los    aloAldes 
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Art.  45.  Los  alcaldes,  ademas  de  las  funciones  que 
les  corresponden  como  miembros  de  la  municipalidad, 
ejercen  las  de  jueces  de  policía  local  en  la  cabecera  del 
departamento  o  territorio  municipal. 

Art.  46,  El  alcalde  como  juez  de  policía,  indagará 
verbal  i  sumariamente  las  faltas  contra  las  ordenanzas 
municipales  i  aplicará  a  sus  infractores  las  penas  que 
éstas  señalaren* 

Toda  sentencia  del  alcalde  que  imponga  una  multa 
será  puesta  en  conocimiento  del  tesorero  municipal, 

Art.  47.  En  las  poblaciones  o  lugares  en  donde  no 
existan  municipalidades,  ejercerán  la  jurisdicción  de 
policía,  que  compete  a  los  alcaldes,  los  subdelegados 
o  inspectores. 

Art-  48.  Los  fallos. que  pronunciaren  los  alcaldes, 
ibdelegados  o  inspectores,  como  jueces  de  policía  lo- 
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cal,  son  apelables  para  ante  la  comisión  de  alcaldes, 
siempre  que  las  penas  que  aplicaren  excedan  del  valor 
de  doce  pesos  o  de  doce  dias  de  prisión.  ^ 

Art.  49.  En  el  desempeño  del  cargo  de  jueces  de  ^ 

policía  se  turnarán  los  alcaldes,  i  durante  su  tumo,  ca- 
da uno  debe  asistir  al  despacho  diariamente  por  el  tiem- 
po que  fuere  necesario. 

En  caso  de  imposibilidad  de  un  alcalde,  será  subro- 
gado por  los  otros  según  el  orden  de  su  designación,  i 
a  falta*  de  éstos  mientras  se  reúna  la  municipalidad  i 
haga  nueva  designación  por  los  re  j  ido  res,  según  el  ór* 
den  de  precedencia. 

Art.  50.  Los  tres  alcaldes  i  el  gobernador  o  subde- 
legado formarán  la  comisión  de  alcaldes,  la  cual  duran- 
te el  receso  de  la  municipalidad  entenderá  en  los  nego- 
cios urjentes  de  competencia  de  la  corporación. 

La  comisión  de  alcaldes  funcionará  con  la  mayoría 
absoluta  de  sus  miembros.  ^^. 

Art.  51.  Son  atribuciones  de  la  comisión  de  alcaldes: 

I.*  Velar  sobre  la  conducta  funcionaria  de  todos  los 
empleados  municipales. 

2.*  Inspeccionar  las  oficinas  i  estabjecimientos  mu- 
nicipales i  prescribir  provisionalmente  reglas  para  su 
servicio  interno  i  económico,  dando  cuenta  a  la  muni- 
cipalidad para  obtener  su  aprobación. 

3.*  Calificar  las  fianzas  que  rindiesen  los  empleados 
municipales  i  demás  individuos  que  contrataren  con  la 
corporación,  en  los  casos  que  la  lei  exije. 

Los  miembros  de  la  comisión  de  alcaldes  son  respon- 
sables de  los  perjuicios  que  se  irrogaren  a  la  municipa- 
lidad, cuando,  al  calificar  la  fianza  a  favor  de  los 
intereses  municipales,  el  fiador  no  hubiere  tenido  res- 
ponsabilidad bastante. 

4.»  Ejercer  la  jurisdicción  de  poücía  en  los  teatros        '         n 
por  turnos  i  subrogándose  con  arreglo  al  segundo  incí 
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SO  del  art.  49.  Le  corresponde,  en  consecuencia, 
cuidar  de  que  las  funciones  o  representaciones  no  seao 
contrarias  a  la  moral  i  buenas  costumbres. 

5,^  Fallar  en  apelación  de  las  sentencias  pronuncia- 
das por  los  alcaldes,  subdelegados  o  inspectores  en  su 
carácter  de  jueces  de  policía,  i  solo  en  aquello  a  que  se 
refiere  el  art.  46. 

La  comisión  en  tal  caso  ñmcionará  con  esclusion  del 
alcalde  que  hubiere  pronunciado  el  fallo  apelado. 

6,*  Autorizar  al  gobernador  o  subdelegado  en  el  rece- 
so de  la  municipalidad,  i  cuando  ésta  no  pueda  reunirse 
oportunamente,  para  que  gaste  fuera  de  presupuesto, 
en  caso  de  calamidad  pública,  o  de  circunstancias  apre- 
miantes. Los  que  celebraren  el  acuerdo,  i  el  goberna- 
dor o  subdelegado,  quedan  responsables  de  los  gastos 
que  se  hicieron  fuera  de  presupuesto,  siempre  que  la 
municipalidad  les  niegue  su  aprobación. 

Art.  52.  Los  acuerdos  que  celebre  la  comisión  de 
alcaldes  deberán  ponerse  en  conocimiento  de  la  muni- 
cipalidad en  las  sesiones  ordinarias  o  estraordinarias 
mas  inmediatas. 

Los  acuerdos  provisionales  sobre  policía  quedarán 
sin  efecto,  si  la  municipalidad  no  los  sancionase,  some- 
tidos que  le  sean. 

TITULO  VII 

Bel  proüHf  ador  monicipol 

Art.  53.  Habrá  en  toda  municipalidad  un  procura- 
dor municipal,  nombrado  por  ella  misma  a  mayoría 
absoluta  de  sus  miembros  presentes.  Se  preferirá  para 
este  nombramiento  al  que  tuviere  título  de  abogado  o 
al  que  fuere  conocedor  del  derecho. 

El  nombramiento  no  podrá  recaer  en  ninguna  perso- 
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na  que  tenga  los  impedimentos  de  los  arts.  ^.^  i  ^P  de 
QStalei. 

Art.  54-  El  procurador  durará  en  sus  funciones  por 
todo  el  período  municipal.  No  podrá  acordarse  su  des- 
titución sino  por  el  voto  de  los  dos  tercios  del  número 
total  de  miembros  de  que  legalmente  debe  componerse 
la  municipalidad,  i  solo  por  mala  conducta  o  mal  des- 
empeño comprobados  ante  ésta,  con  audiencia  del  pro- 
curador mismo. 

Art,  55.  Son  deberes  del  procurador: 

iP  Defender  en  juicio  los  derechos  de  la  corporación. 

Cuando  deba  salir  en  un  pleito  en  defensa  de  la  mu- 
nicipalidad i  creyere  que  ésta  carece  de  justicia,  some- 
terá el  caso  a  la  corporación,  para  que  acuerde  el 
desistimiento  i  pague  o  entregue  la  especie,  o  acuerde 
transacción. 

El  procurador  procederá  conforme  al  acuerdo  que  la 
municipalidad  celebrase,  i  el  mismo  procedimiento  se- 
guirá al  entablar  la  demanda;  sin  embargo,  deberá  en- 
tablar i  sostener  sin  acuerdo  pre\ao  las  acciones  pose- 
sorias, i  jestionar  en  juicio  para  los  actos  conservadores 
de  derechos  o  que  interrumpen  la  prescripción. 

2P  Ejecutar  judicialmente  a  los  deudores  de  la  mu 
nicipalidad  por  contribuciones  o  rentas,  quienes,  reque- 
ridos por  el  tesorero  o  por  el  recaudador  de  las  entrar 
das,  no  hiibiesen  pagado. 

3.0  Concurrir  a  todos  los  remates  de  ramos  munici- 
pales o  de  venta  o  arriendo  de  fundos  i  cuidar  de  que 
en  los  contratos  que  la  municipalidad  celebrare  se  ob- 
serven las  leyes  que  les  conciernen. 

4.0  Examinar  i  fiscalizar  las  cuentas  municipales  de 
cualquiera  naturaleza  que  sean  i  reclamar  ante  el  tri- 
bunal que  deba  fallar  en  ellas  contra  las  inversiones 
ilegales,  indebidas  o  mal  comprobadas, 

5.*^  Denunciar  ante  el  alcalde  de  tumo  las  iafracc 
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■es  de  las  ordenanzas  cuando  las  reputare  de  gravedad. 

6,**  Concurrir  a  las  sesiones  municipales  i  a  las  de  la 
comisión  de  alcaldes  i  tomar  parte  en  las  deliberacio- 
nes, aunque  sin  voto. 

yP  Dar  su  dictamen,  de  palabra  o  por  escrito,  en  to- 
dos los  negocios  en  que  la  municipalidad  lo  exija,  i  en 
aquellos  relativos  al  servicio  munieipal  que  el  goberna- 
dor  o  subdelegado  presidente  del  cuerpo  le  pasase. 

8P  Hacer  presente  a  la  municipalidad  en  e!  principio 
de  cada  año  las  necesidades  del  servicio  local  que  se  hi- 
ciesen sentir  principalmente  en  los  ramos  de  policía  de 
seguridad  i  salubridad. 

gp  Fiscalizar  la  conducta  de  los  empleados  munici- 
pales i  denunciar  ante  la  municipalidad  a  los  que  no 
cumpliesen  con  sus  deberes,  o  a  quienes  considerase 
ineptos  o  culpables,  pidiendo  su  remoción  o  castigo,  si 
Í0  creyere  necesario. 


TITULO  VIII 


Del  tesoieiü  mtinfciital 


I 


Art.  56.  En  toda  municipalidad  habrá  un  tesorero 
municipal  encargado  de  la  administración  de  las  entra- 
das municipales,  quien  deberá  ejercer,  respecto  de  los 
bienes  del  municipio,  las  funciones  de  apoderado  le- 
gal de  la  corporación  i  reunir  en  su  archivo  los  docu- 
mentos  que  comprueben  los  derechos  municipales.  Se 
considerarán  también  como  bienes  del  municipio,  para 
los  efectos  de  este  artículo,  todos  aquellos  que,  sin  ser 
del  dominio  de  la  municipalidad  respectiva,  están  bajo 
el  patrocinio  i  custodia  de  la  corporación, 

Art,  57.  El  nombramiento  de  tesorero  no  podrá  re- 
caer en  ningún  municipal,  ni  en  pariente  de  miembros 

e  la  corporación  u  del  procurador  que  se  hallaren  em 
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los  grados  o  relaciones  que  se  establecen  en  el  artículo 
$P  de  esta  lei. 

Art.  58.  El  tesorero,  antes  de  tomar  posesión  de  su 
empleo,  rendirá  una  fianza  que  corresponda  a  la  impor- 
tancia de  los  fondos  que  debe  administrar,  i  cuyo  mon- 
to fijará  el  reglamento  mvmicipal  respectivo. 

El  monto  de  la  fianza  no  pqdrá  bajar  de  un  diez  por 
ciento,  si  la  cantidad  que  debe  administrarse  no  exce- 
diere de  treinta  mü  pesos;  si  excediese  de  esta  suma  i 
no  pasase  de  cien  mihpesos,  la  fianza  no  podrá  bajar  de 
un  seis  por  ciento  solare  el  excedente,  ademas  del  diea 
por  ciento  sobre  los  primeros  treinta  mil  pesos;  i  si  la 
cantidad  que  debe  administrar  el  tesorero  excediere  de 
cien  mil  pesos,  la  fianza  no  podrá  bajar  de  un  cinco  por 
ciento  sobre  el  excedente,  ademas  del  diez  por  ciento 
sobre  los  primeros  treinta  mil  pesos  i  del  seis  por  cien- 
to sobre  los  setenta  mil  siguientes, 

Art.  59.  El  tesorero  cubrirá  los  sueldos  mensual- 
mente,  conforme  al  presupuesto  i  el  nombramiento  de 
los  empleados.  Las  otras  partidas  del  presupuesto,  en 
conformidad  a  los  libramientos  que  j  ir  ase  el  gobernador 
o  subdelegado. 

Art.  6o.  El  tesorero  reclamará  por  escrito  de  todo 
libramiento  por  inversión  de  fondos  fuera  de  presu- 
puesto, o  que  no  esté  autorizado  por  acuerdo  munici- 
pal, o  en  defecto  de  éste,  por  acuerdo  dé  la  comisión  de 
alcaldes,  i  se  negará  a  cubrirlos. 

Art.  61.  El  tesorero  rendirá  sus  cuentas  ante  la  au- 
toridad que  determina  la  lei  de  22  de  diciembre  de  1875 
i  pasará  a  la  municipalidad,  al  principio  de  cada  mes, 
i  en  el  receso  de  ésta  a  la  comisión  de  alcaldes,  el  ba- 
lance de  las  entradas  i  gastos  del  mes  anterior,  el  cual 
deberá  publicarse  en  los  diarios  del  departamento  o  te- 
rritorio municipal. 

Art.  62.  Es  aplicable  a  la  destitución  del  tesorera 
municipal  lo  dispuesto  en  el  art.  54. 
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TITULO  IX 

Diipoiieionei  Jeneraleí 

Art.  63.  Todo  gasto  ilegal  o  perjudicial  a  los  inte- 
reses de  la  localidad  constituye  responsables  a  los  mu- 
nicipales que  lo  acordaren,  comprendiéndose  entre 
éstos  al  gobernador  o  subdelegado,  si  también  le  hubie- 
ren prestado  su  aprobación. 

Esta  responsabilidad  deberá  reclamarla  ante  los  tri- 
bunales ordinarios  el  procurador  municipal,  requerido 
por  algún  miembro  de  la  corporación  o  por  el  goberna- 
dor o  subdelegado  respectivo.  Podrá  entablar  la  acción 
correspondiente  cualquier  ciudadano. 

Art.  64.  Las  multas  que  en  las  ordenanzas  de  poli- 
cía se  señalaren  a  las  faltas,  no  podrán  exceder  de  cin- 
cuenta pesos.  Cuando  el  infractor  no  pudiere  o  se  nega- 
se a  pagar  la  multa,  sufrirá  una  prisión  en  proporción 
de  un  dia  por  cada  peso. 

Art.  65.  Cuando  las  ordenanzas  de  policía  dispusie- 
ren la  demolición,  reparación  o  construcción  de  obras, 
o  ejecución  de  trabajos,  i  no  se  ejecutaren  en  el  plazo 
que  se  hubiere  fijado,  podrán  demolerse,  repararse  o 
construirse  por  comisión  de  la  autoridad  municipal,  i  el 
omiso  en  cumplir,  deberá  abonar  el  costo,  conforme  a 
la  cuenta  que  hubiere  formado  para  ejecutarla  el  comi- 
sionado por  la  autoridad. 

Art,  66.  En  los  reglamentos  que  la  municipalidad 
dictare  para  el  servicio  de  los  empleados,  podrá  seña- 
lar multas  que  no  excedan  de  cien  pesos,  para  penar  las 
faltas  en  el  desempeño  del  cargo. 

Art.  67.  La  municipalidad  podrá  designar  enUos 
mataderos  i  mercados  públicos  que  hubiere  establecido 
o  que  estableciere,  un  juez  de  abastos,  el  cual  ejercerá 
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jurisdicción  sobre  todas  las  cuestiones  que  se  susciten 
entre  compradores  i  vendedores,  por  cantidades  que  no 
excedan  de  treinta  pesos.  El  mismo  juez  de  abastos 
tendrá  la  jurisdicción  que  corresponde  a  un  juez  de  sub- 
delegacion  para  juzgar  las  faltas  que  se  cometieren 
dentro  del  matadero  o  mercado. 

Art.  68.  Se  publicarán  por  la  prensa,  i  siempre  que 
sea  posible  por  la  de  la  misma  provincia: 

iP  Los  presupuestos  de  gastos  i  entradas; 

2P  La  cuenta  jeneral  de  inversión; 

3.0  Las  ordenanzas  i  reglamentos  mimicipales; 

4.0  El  movimiento  mensual  de  la  caja  municipal; 

5.0  Las  condiciones  acordadas  por  la  municipalidad 
para  la  enajenación  i  arriendo  de  bienes  mimicipales,  i 
las  de  toda  subasta; 

6.^  Las  condiciones  de  todo  empréstito; 

7.0  Las  actas  municipales. 

Art.  69.  Todo  ciudadano  tiene  el  derecho  de  recla- 
mar contra  las  resoluciones  municipales  que  creyere 
ilegales  o  perjudiciales  al  mimicipio.  Si  la  municipali- 
dad ante  la  cual  debe  interponerse  el  reclamo,  insistie- 
se en  la  resolución  objetada,  el  reclamante  podrá  en- 
tablar acusación  conforme  al  art.  10. 

Art.  70.  El  Presidente  de  la  República  nombrará, 
cuando  lo  crea  oportuno,  a  un  funcionario  que  inspec- 
cione la  administración  económica  de  las  mimicipali- 
dades  examinando  las  cuentas  de  los  tesoreros  i 
administradores  de  sus  rentas.  Este  funcionario  podrá 
examinar  también  las  resoluciones  sobre  cuentas  libra- 
das por  la  mxmicipalidad  o  la  comisión  de  alcaldes;  i  si 
notare  abusos  o  irregularidades,  sea  en  cuentas  feneci- 
das o  por  examinar,  dará  parte  al  Ministro  del  Inteiior, 
para  que  se  pase  el  asunto  al  conocimiento  de  la  corte 
de  cuentas,  i  propondrá  a  la  municipalidad  los  arre^'^'^^ 
que  pueden  adoptarse  para  regularizar  el  servicia 
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SU  tesorería,  i  las  medidas  que  se  deben  tomar  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  empleados  que 
hubieren  faltado. 

Art<  71.  La  presente  lei  principiará  a  rejir  seis  me- 
ses después  de  la  fecha  de  su  promulgación^  i  desde  en- 
tonces quedarán  derogadas  las  leyes  de  8  de  noviembre 
de  1854,  de  g  de  octubre  de  1861  i  todas  las  demás  pre- 
existentes relativas  a  municipalidades,  aun  en  la  parte 
que  no  fueren  contrarias  a  ella. — ^Aníbal  Pinto,^ — 
José  Victorino  Lastarria. 

MENSAJE 

DE  Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República 
AL  Congreso  Nacional,  proponiendo  un  proyec- 
to DE  REFORMA  DE  LA  LEI  DE  ELECCIONES^  LEÍDO 
EN  LA  SESIÓN  DEL  SENADO  EN  6  DE  AGOSTO  DE  1 877. 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara  de 
Diputados; 

La  aplicación  de  la  lei  de  elecciones  promulgada  el 
12  de  febrero  de  1874,  ha  probado  que  esta  lei  es  en 
jeneral  tan  imperfecta  como  todas  las  demás  que  se  han 
dictado  para  hacer  efectiva  la  disposición  del  artículo 
4.*^  de  nuestra  Constitución;  porque  si  en  realidad  la  na- 
ción ha  de  ejercer  su  soberanía  delegándola  en  las  au- 
toridades que  la  misma  Constitución  establece,  ninguna 
de  aquellas  leyes  ha  acertado  en  el  procedimiento  que 
debe  adoptarse  para  que  el  derecho  de  sufrajio,  por  me- 
dio del  cual  se  hace  la  delegación,  tenga  las  condicio- 
nes de  verdad,  justicia  e  independencia,  sin  las  cuales 
la  delegación  no  puede  ser  regular  i  ajustada  al  principio 
constitucional. 

^"  cierto  que  este  es  un  problema  tan  complejo  i  di- 
que aun  en  las  naciones  mas  adelantadas  en  el  sis- 
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tema  representativo  se  hacen  todavía  ensayos  para 
resolverlo.  Mas  por  eso  mismo  debemos  empeñamos 
en  correjir  oportunamente  nuestro  arreglo,  no  solo  pa- 
ra aprovechar  la  esperiencia  adquirida,  lo  que  es  un 
deber,  sino  principalmente  para  cumplir  otro  deber  de 
carácter  mas  urjente,  cual  es  el  de  enmendar  las  imper- 
fecciones del  arreglo,  para  que  no  se  repitan  los  resulta- 
dos que  la  práctica  acusa  de  falsos  o  de  contrarios  al 
réjimen  constitucional.  Por  eso  es  que  el  Gobierno  se 
cree  obligado  a  proponer  a  la  sanción  del  Congreso  un 
nuevo  proyecto  de  lei  que,  madurado  con  tiempo  i  re- 
suelto según  las  inspiraciones  de  la  ciencia  i  del  patrio- 
tismo, pueda  en  las  elecciones  futuras  ser  ensayado  con 
provecho  actual  de  los  intereses  nacionales,  i  con  la  se- 
guridad de  tener  en  él  una  base  fija  para  perfeccionar 
el  arreglo  en  el  porvenir. 

De  consiguiente,  el  Congreso  Nacional  comprenderá 
que  en  este  proyecto,  que  se  somete  a  su  ciencia  i  a  su 
patriotismo,  el  Gobierno  no  ha  podido  ni  debido  presen- 
tar un  arreglo  definitivo,  que  se  proponga  sostener  co- 
mo un  programa  de  gabinete,  sino  un  plan  susceptible 
de  todas  las  modificaciones  que  se  adopten  por  el  con- 
sorcio de  las  opiniones,  que  una  sabia  deliberación  haga 
triunfar,  aunque  de  éstas  no  participen  todos  o  al- 
gunos de  los  miembros  del  Gobierno,  que  se  reservan 
la  facultad  de  optar  por  las  que  a  su  juicio  sean  mas 
justas,  conforme  a  su  propósito  de  no  complicar  jamas 
las  altas  soluciones  parlamentarias  con  cuestiones  se- 
cundarias de  política. 

En  este  plan  no  se  consulta  interés  alguno  estraño 
al  interés  colectivo  de  la  nación,  ni  entra  otra  aspira- 
ción que  la  de  hacer  efectivo  el  principio  fundamental 
del  art.  4.^^  de  la  Constitución,  dentro  de  las  condicio- 
nes que  ella  fija  al  ejercicio  de  la  soberanía  nacional.  A 
lo  menos,  tal  es  el  propósito,  i  si  alguno  de  los  det 
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lo  contrariase,  el  Gobierno  confía  en  que  la  sabiduría 
del  Congreso  enmendaría  el  error. 

La  primera  dificultad  que  se  presenta  para  realizar 
aquella  aspiración  es  la  de  la  formación  del  rejistro  de 
los  electores,  a  causa  de  la  necesidad  que  hai  de  justi- 
ficar la  posesión  de  las  varias  i  distintas  condiciones 
que  la  Constitución  exije  para  conferir  la  ciudadanía 
activa. 

Interpretando  las  leyes  anteriores  el  art.  9.**  de 
la  Constitución  en  el  sentido  de  que  la  municipalidad 
debía  formar  el  rejistro,  sin  embargo  de  que  ni  esta  dis- 
posición i  ni  otra  alguna  le  atribuye  espresamente  la 
facultad  de  hacer  el  rejistro  por  sí  o  por  medio  de  una 
delegación,  lalei  de  1869  creyó  obviar  los  inconvenientes 
que  resultaban  de  aquella  interpretación,  escluyendo 
al  ájente  del  Ejecutivo  paia  que  no  fuese  el  presidente 
constitucional  de  tas  municipalidades  en  las  sesio* 
nes  en  que  nombraban  mesas  calificadoras  o  recep- 
toras, i  declarando  que  aquellas  corporaciones  proce- 
derían en  este  caso,  no  en  virtud  de  stíS  atribuciones 
constitucionales^  sino  por  una  comisión  especial,  que  la 
lei  les  con  feria.  Mas  esta  enmienda  dejaba  siempre  en 
pié  la  intervención  completa  i  directa  que  las  munici- 
palidades tenían  antes  de  la  formación  del  rejistro,  se- 
gún aquella  interpretación;  i  por  tanto,  no  remediaba 
los  inconvenientes  contra  la  libertad  electoral  que  se- 
mejante intervención  entrañaba,  atendida  la  latitud 
que  la  lei  orgánica  de  las  municipalidades  da  a  los  ajen- 
tes  del  Ejecutivo  para  dirijir  su  acción  i  desvirtuar  su 
organización  por  medio  del  reemplazo  de  sus  miem- 
bros electivos  por  otros  de  los  que  habian  pertenecido 
a  municipalidades  pretéritas. 

La  lei  de  1874,  condenando  aquel  sistema,  quitó  a 
iiiunicipalidades  la  organización  de  las  funciones 
torales,  i  la  entregó  a  los  mayores  contribuyentes^ 
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sustituyendo  así  la  intervención  administrativa  por  la 
de  una  oligarquía,  que  podría  en  algunos  casos  no  ser- 
vir  a  los  intereses  del  poder  con  la  misma  eficacia  que 
las  municipalidades,  pero  que  de  seguro  no  serviría 
siempre  al  interés  colectivo  del  pueblo,  sino  al  suyo 
propio. 

Segim  esta  reforma,  la  intervención  cambiaba  de 
instrumento,  mediante  una  evolución  que  no  está  en 
la  lójica  de  la  Constitución;  pues  si  ésta  concede  el  de- 
recho de  sufrajio  a  los  que  tienen  una  propiedad,  o  un 
capital,  o  una  industria,  no  ha  querido  establecer  por 
eso  un  privilejio  especial  de  dirección  a  beneficio  de  los 
mas  ricos,  ni  ha  pretendido  establecer  una  clase  gober- 
nante en  los  mayores  propietarios;  i  ni  de  su  espíritu, 
ni  de  su  texto,  se  deduce  que,  aini  constituido  de  aque- 
llal^manera  el  derecho  de  sufrajio,  haya  pretendido 
hacerlo  dependiente  en  su  ejercicio  de  los  poderes  esta* 
blecidos,  o  de  una  clase  mas  pudiente,  ni  de  ningima 
jerarquía  dominante.  La  reforma  de  1874  en  esta  par- 
te, ha  sido  pues  tan  viciosa  en  la  práctica,  como  lo  era 
la  interpretación  que  daba  a  las  municipalidades  mal 
organizadas  la  dirección  de  las  funciones  electorales. 

En  vista  de  estos  resultados,  es  preciso  convenir  en 
que,  mientras  la  organización  municipal  no  se  modifi- 
que, i  mientras  no  se  simpUfiquen  las  condiciones  del 
sufrajio  de  modo  que  deje  de  ser  el  mas  limitado  que 
se  conoce  hoi  día  en  los  pueblos  de  réjimen  represen- 
tativo, es  preciso  que  la  verificación  de  estas  condicio- 
nes, así  como  todas  las  ñmciones  electorales,  se  confíen 
a  funcionarios  del  pueblo  elector,  los  cuales  no  obedez- 
can a  otros  intereses  que  los  únicos  que  tienen  derecho 
de  influir  i  de  ser  representados  en  el  ejercicio  que  la 
nación  hace  de  su  soberanía,  para  delegarla  en  las  auto- 
ridades que  la  Constitución  establece. 

Pero  en  este  caso,  es  necesario  evitar  un  esco. 
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el  cual  están  fracasando  las  nuevas  repúblicas,  que  con- 
funden la  verdadera  independencia  del  sufrajio  con  la 
licencia  de  los  partidos  i  de  los  individuos  para  no  re- 
conocer en  las  funciones  electorales  otra  autoridad  que 
la  de  su  propia  fuerza  i  su  interés.  Es  incuestionable 
que  siendo  el  sufrajio  un  derecho  político,  al  mismo 
tiempo  que  una  ñmcion  pública,  no  puede  existir  en 
su  verdadero  valor,  sino  es  independiente  de  los  ama- 
ños, de  la  corrupción  o  de  la  presión  administrativa. 
Mas  es  imposible  que  el  sufrajio  sea  independiente,  si^ 
como  sucede  en  las  reformas  de  transacción  que  se  suelen 
hacer,  la  lei  condena  los  abusos  de  la  autoridad,  el  cohe- 
cho i  la  falsificación  de  los  partidos,  dejando  a  los  de- 
lincuentes tan  lejos  de  la  acción  de  los  tribunales  ordi- 
narios, que  no  hai  delito  que,  por  haberse  cometido  en 
elecciones,  no  quede  impune,  aunque  sean  delitos  co- 
munes de  carácter  atroz.  Esta  situación  es  verdadera- 
mente anárquica. 

Las  funciones  electorales  no  pueden  ser  ajenas  a  la 
acción  de  la  justicia,  ni  es  constitucional  crearles  un 
fuero  pecuhar  con  tribunales  escepcionales  o  con  juz- 
gamientos de  comisiones  especiales,  por  el  temor  de  la 
parciahdad  de  los  tribunales  ordinarios;  temor  contra 
el  cual  protestan  la  independencia  i  honrada  práctica 
de  los  nuestros,  i  el  cual  será  siempre  mas  justo  respec- 
to de  los  tribunales  de  escepcion.  Antes  bien,  desde 
que  aquellas  funciones  son  el  ejercicio  de  un  derecho, 
éste  debe  ser  garantido  como  lo  son  todos  los  demás,  en 
obsequio  de  la  seguridad  pública  i  del  orden  social  i 
político;  i  por  eso  es  que  en  los  pueblos  mas  adelanta- 
dos en  el  sistema  representativo,  se  hace  grande  uso  de 
las  penas  judiciales  en  esta  materia,  i  en  Inglaterra  se 
someten  a  los  tribunales  comunes  hasta  las  cuestiones 
de  nulidad  de  las  elecciones. 

Desde  que  por  no  ser  satisfactoria  la  esperiencía  de 
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las  reformas  anteriores,  es  lójico  adoptar  un  plan  nue- 
vo, que  no  siendo  contrario  a  la  Constitución,  asegure 
la  independencia  de  las  fmiciones  electorales,  entre- 
gando a  los  mismos  electores  su  dirección,  es  también 
indispensable  garantizar  la  pureza  de  aquellas  funcio- 
nes, no  solamente  por  medio  de  la  simplificación  i  la 
rapidez  de  las  operaciones,  sino  también  con  la  segu- 
ridad de  que  todos  los  abusos  serán  remediados  con 
prontitud  i  castigados  sin  dilaciones.  No  basta  asegu- 
rar la  autenticidad  del  rejistro,  ni  prevenir  los  fraudes 
de  la  elección  por  medio  de  la  subdivisión  jie  colejios 
en  que  los  electores  puedan  vijilar  sobre  la  pureza  del 
acto,  ni  garantizar  la  verdad  de  los  escrutinios,  ni  con- 
denar toda  violencia  i  toda  intervención  de  la  fuerza, 
ni  conciliar  la  prontitud  con  la  complicación  de  las 
operaciones:  es  necesario  ademas  facilitar  la  acción  ju- 
dicial para  garantir  el  derecho.  Solo  así  puede  ser  efec- 
tiva una  lei  de  elecciones,  cualesquiera  que  sean  los  ^ 
malos  hábitos,  porque  las  leyes  buenas  no  fracasan  en 
manos  de  malos  ejecutores,  sino  únicamente  cuando 
éstos  las  aphcan  sin  responsabilidad  i  pueden  hacer 
prevalecer  sobre  ellas  su  arbitrio,  seguros  de  la  impu- 
nidad. 

Estos  principios  esplican  el  espíritu  del  nuevo  pro- 
yecto, i  justifican  las  medidas  que  se  adoptan  para  ase- 
gurar la  independencia  del  sufra jio  contra  los  fraudes  i 
la  presión  de  todo  jénero  de  corrupción.  Las  municipa- 
lidades tienen  acción  para  autorizar  las  elecciones  de 
las  juntas  calificadoras  i  receptoras,  por  medio  de  la 
presencia  de  sus  miembros,  comisionados  al  efecto,  i 
para  verificar  los  escrutinios  jenerales  en  consorcio  con 
los  funcionarios  populares;  i  tanto  en  estos  casos,  como 
en  la  parte  que  deben  tomar  para  asegurar  la  verdad 
de  los  rejistros,  su  inspección  no  es  ni  puede  ser  depre-  ^ 

si  va  de  la  independencia  del  sufrajio.  Esta  inspecci< 
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puramente  testimonial,  podría  darse  a  otros  funcio- 
narios no  municipales  o  a  empleados  independientes 
de  toda  autoridad  pública^  como  en  otros  paises  que 
presentan  ejemplos  de  estos  dos  medios;  pero  desde 
que  el  art.  9,*^  de  la  Constitución  establece  como 
fundamento  del  derecho  de  sufrajio  elrejistrode  electo- 
res de  la  mmiicipalidad,  i  desde  que  la  reforma  de  la 
lei  orgánica  de  estas  corporaciones  puede  asegurarles 
su  independencia  de  acción,  el  Gobierno  no  cree  que 
haya  obit-cion  seria  contra  las  disposiciones  de]  pro- 
yecto que  determinan  el  modo  cómo  las  municipali- 
dades pxieden  testimoniar  ciertas  funciones  electora- 
les, para  asegurar  su  autenticidad;  pues  esta  acdon 
municipal  es  análoga  por  sus  fines  a  la  que  debe 
ejercer  la  justicia  ordinaria,  no  para  coartar  elsufrajio, 
sino  para  asegurar  su  verdad  i  su  independencia,  evi- 
tando o  reprimiendo  los  abusos  de  la  iniciativa  de  los 
particulares  i  de  los  funcionarios. 

Fuera  de  las  soluciones  referentes  a  la  independencia 
del  sufrajio,  la  nueva  reforma  debe  adoptar  medidas 
justas  i  constitucionales  para  conseguir  que  el  voto  sea 
igual  en  su  valor  i  proporcionado  a  todos  los  intereses 
sociales  que  asumen  el  carácter  de  intereses  colectivos, 
por  cuanto  la  nación  tiene  soMdariamente  la  necesidad 
de  que  todos  eUos  sean  consultados  en  las  leyes  i  demás 
actos  del  poder  político.  Por  fortuna  tenemos  ya  con- 
signado este  principio  en  la  lei  de  12  de  noviembre  de 
1874,  i  somos  deudores  a  ella  de  la  gran  conquista  de 
la  proporcionalidad  del  sufrajio,  por  la  cual  pugnan 
todavía  tantos  pueblos  de  sistema  representativo.  Es- 
ta lei  comprendió  que  el  ejercicio  de  la  soberanía  dele- 
gada no  es  lo  mismo  que  su  delegación,  porque  si  las 
funciones  de  aquélla  se  reducen  a  decidir  a  pluralidad 
de  votos  las  cuestiones  que  se  le  presentan,  la  función 
de  k  delegación  solo  consiste  en  el  derecho  de  represen- 
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tacion,  según  el  cual  cada  elector  tiene  un  derecho 
igual  para  ser  representado  con  todos  los  demás  que 
con  él  constituyen  una  unidad,  la  cual,  por  tener  un 
interés  colectivo,  deba  ser  representada.  Pero  al  apli- 
car esta  doctrina  fundamental  del  sistema  representa- 
tivo de  gobierno,  la  lei  adoptó,  por  via  de  ensayo,  el 
voto  acumulativo  para  la  elección  de  diputados  pro- 
pietarios que  corresponde  ele j ir  a  los  departamentos, 
i  el  de  lista  incompleta  para  la  de  municipales;  mas  co- 
mo  estos  sistemas  son  imperfectos,  i  el  ensayo  que  de 
ellos  se  ha  hecho  comprueba  que  no  corresponden  al 
objeto  de  asegurar  la  representación  proporcional  en 
toda  su  verdad,  nos  hallamos  en  el  deber  de  correjir 
aquella  lei,  precisamente  para  que  sea  una  realidad  el 
principio  que  ella,  con  tanta  sabiduría,  consagró  como 
fundamento  de  nuestra  lejislacion  política. 

Está  fuera  de  toda  duda  que  el  voto  acumulativo  i 
mucho  mas  el  incompleto,  no  corresponden  ai  fin  con 
que  fueron  propuestos,  no  solo  porque  ellos  no  dan  en 
muchos  casos  la  proporción-  apetecida,  sino  porque  se 
prestan  a  combinaciones  no  fraudulentas  que  la  burlan 
i  a  fraudes  i  falsificaciones  que  alteran  profundamente 
los  resultados  verdaderos  de  las  elecciones*  Este  es  un 
hecho  que  ha  conducido  a  la  adopción  del  voto  llamado 
proporcional  o  cuotativo  a  todos  los  lejisladores,  que  en 
en  los  últimos  tiempos  se  han  propuesto  hacer  una  re- 
forma seria  i  sincera  en  la  lejislacion  electoral. 

El  proyecto  adopta  la  forma  del  voto  proporcional 
practicado  en  Dinamarca,  pero  con  las  enmiendas  que 
estudios  posteriores  aconsejan  para  perfeccionarlo,  en- 
tre las  cuales  es  la  principal  la  que  establece  la  propor- 
cionalidad entre  las  diversas  opiniones  o  intereses  que 
se  disputan  la  elección,  dividiendo  todos  los  votos  emi- 
tidos, por  el  número  de  representantes  que  elije  la  divi- 
sión administrativa,  para  obtener  la  cifra  de  votos  r 
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cada  opinión  necesita  con  el  fin  de  tener  un  represen- 
tante; i  dividiendo  después  por  esta  cifra  el  total  de  los 
votos  emitidos  a  favor  de  cada  lista^  para  obtener  el 
número  de  representantes  que  debe  atribuirse  a  cada 
una. 

Este  plan  no  solo  garantiza  el  derecho  de  cada  elec- 
tor, como  se  propone  el  sistema  danés,  que  es  el  mismo 
preconizado  en  Inglaterra,  sino  también  el  derecho  de 
todo  ínteres  colectivo  para  ser  representado;  i  su  apli- 
cación^ que  consiste  en  simples  operaciones  de  aritmé- 
tica, está  al  alcance  de  cualesquiera  de  los  ciudadanos 
que  pueden  desempeñar  funciones  electorales. 

Para  clasificar  los  intereses  colectivos  que  se  dispu- 
tan una  elección,  no  se  adopta  la  determinación  i  clasi- 
ficación de  los  partidos  políticos,  como  lo  hacen  los 
proyectos  propuestos  en  otros  paises,  sino  las  diferen- 
tes listas,  determinando  su  diferencia  por  el  cancüdato 
que  las  encabeza;  i  hai  para  esto  dos  razones.  La  pri- 
mera es  que  no  es  propio  que  las  diversas  opiniones  que 
luchan  encabecen  sus  hstas  con  un  mismo  candidato^ 
porque  si  así  lo  hicieran,  mostrarían  que  no  habia  di- 
ferencia de  doctrinas  e  intereses,  puesto  que  desde  que 
esta  diferencia  exista,  no  es  probable  en  la  mayor  par- 
te de  los  casos  que  un  solo  i  mismo  candidato  pudiese 
representarlas  a  todas.  Antes  bien,  lo  natural  i  lójico  es 
que  cada  lista  simbolice  su  aspiración  por  su  primer 
candidato,  i  es  seguro  que  procederá  de  esta  manera 
desde  que  la  leí  atienda  al  primer  nombre  para  clasifi- 
car los  intereses  entre  que  debe  establecerse  la  propor- 
ción de  representación.  La  segunda  razón  es  mas  peren- 
toria, i  consiste  en  que  el  plan  que  establece  una  clasi- 
ficación oficial  de  los  partidos  políticos  para  que  los 
electores  voten  según  la  bandera  a  que  pertenecen,  ol- 
vida que  no  todos  los  electores  están  enrolados  en  los 
lartidos  políticos,  i  que  no  son  los  intereses  que  éstos 


representan  los  únicos  que  deben  tomarse  en  cuenta 
para  consultar  el  derecho  de  representación  en  la  de- 
legación de  la  soberanía. 

La  verdad  i  la  justicia  del  sufrajio,  igual  i  proporcio- 
nal, consisten  en  que  éste  es  el  único  que  ampara  la 
representación  de  todos  los  intereses  colectivos  de  la 
nación,  los  intereses  sociales  del  pueblo  entero,  i  no  es- 
clusivamente  los  políticos.  Atender  solamente  al  inte- 
rés respectivo  de  los  partidos  políticos,  es  dejarles  siem- 
pre el  monopolio  del  sistema  representativo,  que  hasta 
ha  i  han  podido  mantener  mediante  el  plan  electoral  de 
la  mayoría  numérica;  es  mantener  el  antagonismo  de 
odios  que  quita  en  este  plan  toda  su  independencia  al 
sufrajio,  i  es  forzar  a  la  abstención  i  a  la  indiferencia  a 
los  electores  i  a  los  intereses  sociales  que  repugnan  el 
enrolamiento  en  los  partidos,  i  las  transacciones  de 
bandería.  Por  lo  demás,  si  los  intereses  políticos  pue- 
den i  deben  ser  representados  como  todos  los  intereses 
sociales,  no  hai  razón  para  tomarlos  como  única  base 
de  la  proporcionalidad,  i  seria  mui  peligroso  hacerlo 
en  países  en  que,  por  falta  de  consistencia  en  las  doc- 
trinas i  en  los  intereses  verdaderamente  políticos,  la 
existencia  i  aun  la  duración  de  los  partidos  se  deter- 
minan  por  accidentes  momentáneos  o  por  transaccio- 
nes pasajeras. 

Por  otra  parte,  al  adoptar  este  plan,  para  dar  al  gran 
principio  de  la  lei  de  1S74  una  aplicación  mas  propia  i 
menos  peligrosa  que  la  que  se  hizo  por  medio  del  voto 
acumulativo  i  del  incompleto,  es  necesario  tener  pre- 
sente que  el  ensayo  no  puede  dejar  de  ser  parcial,  mien- 
tras subsistan  los  preceptos  constitucionales  que 
mandan  elejir  los  diputados  por  los  departamentos,  en 
razón  de  veinte  mil  almas,  i  los  senadores  en  cierta  pro- 
porción que  en  varios  casos  reduce  la  elección  a  uno 
solo.  También  fué  parcial^  por  el  mismo  motivo,  la  aph- 
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cacion  del  voto  acumulativo  en  1874,  como  lo  es  actual- 
mente en  Illinois  i  Ohio,  como  lo  es  la  del  voto  incom- 
pleto en  Pensil vania  i  en  Inglaterra,  i  como  lo  es  la  del 
voto  cuotativo  en  Dinamarca,  La  aplicación  jen  eral 
vendrá  en  nuestro  pais  con  la  reforma  de  nuestras  ins- 
tituciones fundamentales  i  con  la  comprobación  que 
la  esperiencia  ha  de  hacer  de  las  ventajas  del  nuevo 
plan. 

Por  eso  es  que  en  este  proyecto  se  establecen  distin- 
tas prescripciones  para  el  caso  en  que  la  elección  debe 
hacerse  por  mayoría  numérica,  lo  que  se  verificará  por 
lo  menos  en  los  veintitrés  departamentos  que  elijen  un 
solo  diputado,  i  en  todas  las  provincias  que^  según  las 
circunstancias,  deben  elejir  un  senador ^  i  para  los  casos 
en  que,  elijiéndose  tres  o  mas  representantes,  es  posi- 
ble aplicar  el  sistema  proporcional.  La  dificultad  con 
que  se  tropieza  en  ambas  situaciones,  sobre  todo  en  la 
segunda,  depende  de  la  singularidad  adoptada  por 
nuestra  Constitución,  al  establecer  representantes  su- 
plentes; pero  el  proyecto  ha  creido  poder  obviarla  se- 
ñalando como  mayoría  electoral  para  ellos  el  accésit  de 
las  votaciones,  a  fin  de  consultar  de  esta  manera  una 
especie  de  proporción  en  favor  délas  opiniones  que  por 
estaren  minoría,  podrían  quedar  injustamente  sin  re- 
presentación. 

Tales  son,  en  términos  jenerales,  las  bases  del  pro* 
yecto  siguiente,  que  os  presento,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Estado: 
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PROYECTO  DE  LEÍ  DE  ELECCIONES 
TITULO  PRIMERO 

Organización  de  la  Jnnta  o  jurado  d«  oaMcaciim 

Artículo  primero.  El  ip  de  noviembre  del  año  que 
preceda  al  de  las  elecciones  del  Congreso  i  de  muni- 
cipalidades, se  reunirá  la  municipalidad  de  cada  de- 
partamento bajo  la  presidencia  del  primer  alcalde,  i 
designará  por  un  acuerdo,  para  cada  una  de  las  subde- 
legaciones  del  departamento,  a  uno  de  sus  miembros, 
que  preside  la  reunión  que  deben  celebrar  los  ciudada- 
nos para  organizar  el  jurado  de  calificación  en  la 
subdelegacion. 

Si  los  miembros  de  la  municipalidad  departamental 
no  alcanzaren  por  su  número  para  completar  el  de  las 
subdelegaciones,  aquélla  nombrará  para  el  cargo  a  los 
municipales  de  las  demás  municipalidades  o  delegacio- 
nes municipales  que  hubiere  en  el  mismo  departamen- 
to; o  si  no  existieren,  a  los  que  hayan  sido  miembros 
de  la  municipalidad  departamental  en  los  trienios  ante- 
riores, empezando  por  los  de  la  inmediatamente  ante- 
rior. 

Si  los  nombrados  se  escusan  por  imposibilidad,  que 
la  misma  corporación  calificará,  serán  reemplazados  en 
la  misma  forma,  por  otros  de  los  mismos  funcionarios 
municipales  de  que  se  trata,  hasta  el  5  de  noviembre^ 
en  cuyo  dia  el  alcalde  que  presida  comunicará  los  nom- 
bramientos definitivos  al  gobernador  departamental  i 
a  los  designados. 

Art*  2.^  El  gobernador  publicará  hasta  el  10  de  no- 
viembre en  los  diarios  del  departamento,  i  por  bando 
en  las  subdelegaciones  foráneas,  la  lista  de  los  desigr'^ 
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—  sar- 
dos, convocando  al  mismo  tiempo  para  ese  dia  a  los 
ciudadanos  de  las  subdekgaciones  departamentales 
para  que  se  reúnan  a  las  doce  del  dia  en  algún  edificio 
público  de  la  respectiva  localidad,  o  si  falta^  en  algún 
lugar  apropiado,  aunque  sea  de  dominio  particular,  i 
con  tal  que  los  ciudadanos  puedan  estar  con  indepen- 
dencia i  la  comodidad  posible. 

Art,  3-^  A  la  hora  designada,  el  municipal  comisio- 
nado, instalado  en  el  lugar  de  la  reunión,  formará  una 
lista  de  los  concurrentes  que  le  presenten  su  respectiva 
boleta  de  calificación,  estando  ésta  conforme  con  el 
rejistrodelos  calificados  de  la  subdelegacion^  cuyo  rejis- 
tro  debe  llevar  para  el  efecto  el  comisionado;  i  no 
baj  ando  de  quince  el  número  de  los  concurrentes  califica- 
dos, el  municipal  declarará  instalado  el  comicio  e  invita- 
rá a  los  ciudadanos  a  votar  por  escrito  o  verbalmente,  i 
a  su  voluntad,  por  cinco  ciudadanos  de  los  calificados  en 
el  mismo  rejistro^  para  formar  el  jurado  de  calificación. 

Verificada  la  votación,  se  proclamarán  electos  a  los 
cinco  que  hubieren  obtenido  la  mayoría  relativa  de  to- 
dos los  votos,  siendo  los  tres  primeros,  en  ^1  orden  que 
hubieren  sido  propuestos  en  la  votación,  los  jurados 
propietarios,  i  los  otros  dos  los  suplentes. 

Si  dos  o  mas  obtuvieran  número  igual  de  votos,  el 
comisionado  sorteará  todos  los  nombres^  i  la  suerte  de- 
terminará el  orden  numérico. 

No  podrán  ser  elejidos  para  calificadores  los  subde- 
legados, los  inspectores,  los  jueces  de  subdelegacion  i 
de  distritos,  ni  los  empleados  públicos  que  perciban 
sueldos  i  en  cuyo  nombramiento,  ascenso  o  destitución 
intervengan  el  Presidente  de  la  República  o  sus  ajen- 
tes, 

Art.  4.*^  Si  el  número  de  los  concurrentes  bajase  de 
í^uince,  o  si  del  rejistro  de  la  subdelegacion  aparece  que 

5  calificados  no  alcanzan  a  este  número,  el  municipal, 
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que  aun  en  este  último  caso  debe  asistir  al  acto,  decla- 
rará que  no  puede  tener  lugar  la  elección  del  jurado  de 
calificación,  i  que  los  ciudadanos  de  aquella  subdelega- 
cion  deben  calificarse  ante  el  jurado  de  la  subdelega- 
cion  del  número  anterior. 

En  este  caso,  como  en  el  del  artículo  precedente,  el 
comisionado  levantará  acta  de  todo  lo  ocurrido,  fir- 
mándola con  cuatro  de  los  concurrentes,  como  testigos 
i  la  presentará  a  la  municipalidad  que  le  ha  dado  la  co- 
misión. 

Art.  5.0  Los  ciudadanos  podrán  reclamar  dentro  de 
segundo  dia  ante  la  municipalidad  contra  los  procedi- 
mientos del  comisionado  en  la  elección  del  jurado,  o  en 
la  omisión  de  ella;  i  la  municipalidad,  bajo  la  presiden- 
cia del  alcalde  que  corresponda,  vista  el  acta  i  oidas  las 
reclamaciones  i  esplicaciones,  declarará  válido  lo  he- 
cho, o  en  caso  de  existir  alguna  irregularidad,  mandará 
repetir  el  acto,  nombrando  otro  comisionado,  i  proce- 
diendo en  todo  por  mayoría  absoluta  para  tomar  su 
acuerdo. 

La  declaración  i  la  ejecución  del  acuerdo  mimicipal 
tendrán  lugar  precisamente  antes  del  dia  25  de  no- 
viembre, i  durante  cuatro  dias  antes  de  esta  fecha,  el 
alcalde  que  presida  la  municipalidad  pubhcará  bajo 
su  firma,  en  los  diarios  de  la  capital  departamental,  i 
por  carteles  en  las  subdelegaciones  foráneas,  la  Usta  de 
todos  los  jurados  elejidos,  con  designación  del  lugar 
público  que  la  municipalidad  determine  en  cada  sub- 
delegacion  para  que  funcione  el  jurado  respectivo. 

Art.  6.0  El  veinticinco  de  noviembre,  a  las  diez  de 
la  mañana,  se  instalará  en  el  lugar  designado  la  junta 
de  jurados  con  sus  cinco  miembros,  todos  los  cuales  ten- 
drán voto  para  ele j  ir  de  entre  los  propietarios  un  pre- 
sidente, debiendo  los  otros  dos  servir  de  secretarios. 
Los  dos  suplentes  quedarán  en  aquel  acto  citados  par^ 
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ocurrir   cuando   convengan,  a   reemplazar   a  los  pro- 
pietarios. 

Los  cinco  miembros  harán,  uno  en  pos  de  otro,  en 
presencia  de  todos^  el  siguiente  juramento:  «Juro  por 
Dios  i  por  mi  honor  desempeñar  mis  funciones  fielmen- 
te con  arreglo  a  la  leí,  comprometiéndome  a  responder 
de  mis  actos  ante  la  justicia  ordínariaí>. 

Art,  7.^  El  gobernador  departamental  pondrá  a  dis- 
posición del  alcalde  que  presida  la  municipalidad,  para 
que  éste  remita  a  cada  junta  calificadora,  con  la  debida 
anticipación: 

i.^  Tres  ejemplares  de  la  presente  lei,  i  uno  de  la  que 
determina  el  valor  de  la  propiedad  o  capital  en  jiro,  se- 
gún el  art.  8.^  de  la  Constitución. 

2.^  Una  razón  firmada  por  el  juez  en  lo  criminal  del 
departamento  de  los  indi\nduos  actualmente  procesa- 
dos  por  delitos  que  merezcan  pena  aflictiva. 

3.^  Una  razón  firmada  por  el  secretario  de  la  Corte 
Suprema  de  los  condenados  a  la  misma  pena,  que  estu- 
vieren sufriendo  actualmente  su  condena;  i  otra  firma- 
da por  él  mismo  de  los  que  hayan  sido  condenados  por 
quiebras  fraudulentas  i  no  hubieren  sido  rehabilitados. 

4.*^  El  rejistro  de  la  subdelegacion,  señalado  con  el 
número  de  ésta,  i  que  tendrá  cada  pajina  timbrada  con 
el  sello  de  la  municipalidad,  i  dividida  en  columnas 
verticales  para  anotar  el  número  de  orden  del  califica- 
do^ su  nombre  i  apellido,  el  lugar  de  su  nacimiento,  su 
residencia  actuEÜ,  su  estado  i  profesión  o  jiro,  con  un 
márjen  a  la  izquierda  en  que  pueda  firmar  el  inscrito. 

El  rejistro  de  cada  subdelegacion  será  en  foÜo  i  se 
dividirá  en  cuadernos  que  contengan  de  ciento  cincuen- 
ta a  doscientas  líneas  para  otras  tantas  inscripciones, 
formando  cada  cuaderno  una  sección,  que  tendrá  un 
número  de  orden. 

5.^  Un  cuaderno  que  sirva  para  estender  las  actas  de 
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—  asó- 
las sesiones  diarias  de  los  jurados  i  formar  el  índice  al- 
fabético de  los  calificados. 

6.^  Los  demás  utensilios  de  escritorio. 

El  alcalde  exíjirá  del  gobernador  los  objetos  enume- 
rados, si  no  los  recibiere  oportunamente. 

Art¿  8P  Los  jurados  no  pueden  dejar  de  ejercer  sus 
funciones,  i  solo  por  acuerdo  de  la  mayoría  se  otorga- 
rán permisos,  llamándose  a  los  suplentes,  de  modo  que 
siempre  el  número  de  tres  esté  completo. 

El  que  se  negare  a  desempeñar  sus  funciones,  sin 
motivos  calificados  por  la  mayoría^  sufrirá  la  multa  de 
cien  pesos,  que  hará  efectiva  el  gobernador  departa- 
mental, pre\do  aviso  del  presidente  de  la  junta,  pudien- 
do  aquél  aplicar  un  dia  de  prisión  por  cada  peso  de  la 
multa  no  pagada. 

Art.  9.*^  Las  juntas  de  jurados  funcionarán  los  dias 
25 j  26,  27  i  28  de  noviembre,  desde  las  diez  de  la  ma- 
ñana hasta  las  cuatro  de  la  tarde;  i  durante  sus  funcio- 
nes, obran  con  entera  independencia  de  cualquiera  otra 
autoridad,  i  sus  miembros,  salvo  el  caso  de  delito  infra- 
ganti  que  merezca  pena  aflictiva,  no  están  obligados  a 
obedecer  ninguna  orden  que  les  impida  ejercer  su  cargo. 

.       "         ,  TITULO  II 

De  U  formación  del  rejifitf o 

Art.  10.  En  cada  subdelegacion,  la  junta  de  jurados 

■  debe  inscribir  en  el  rejistro  de  electores  a  los  chilenos 

naturales  o  legales  que  reúnan  los  siguientes  requisitos: 

iP  Veinticinco  años  de  edad,  sí  son  solteros,  i  vein- 
tiuno, si  son  casados; 

2P  Saber  leer  i  escribir; 

3.**  La  propiedad  de  un  inmueble  o  de  un  capital  en 
jiro  de  la  importancia  que  la  lei  respectiva  requiere 
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el  ejercicio  de  una  industria  o  arte,  o  el  goce  de  un  em- 
pleo, renta  o  usufructo  que  guarden  proporción  con  el 
valor  del  inmueble  o  con  el  del  capital  en  jiro. 

El  valor  del  inmueble  o  del  capital  en  jiro  se  deter- 
mina para  cada  provincia  por  la  lei  que  debe  dictarse 
en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  art<  8.*^  de  la  Cons- 
titución- 

Art.  II,  No  serán  inscritos  aun  cuando  reúnan  los 
requisitos  enumerados  en  el  artículo  anterior: 
'    I,**  Los  que  por  imposibilidad  física  o  moral  no  go- 
cen del  libre  uso  de  su  razón, 

2P  Los  que  se  hallen  en  la  condición  de  sirvientes 
domésticos, 

^P  Los  que  a  la  sazón  se  hallen  procesados  por  cri- 
men o  delito  que  merezca  pena  aflictiva,  i  los  que  hayan 
sido  condenados  a  penas  de  este  j  enero,  salvo  que  ha- 
yan obtenido  rehabilitación.' 

4,0  Los  que  hubieren  sido  condenados  por  quiebra 
fraudulenta^  i  no  hubieren  sido  rehabilitados, 

5,**  Los  que  hayan  aceptado  empleos  o  distinciones 
de  gobiernos  estranjeros,  sin  permiso  especial  del  Con- 
greso, salvo  que  hayan  obtenido  rehabilitación  del  Se- 
nado. 

ñP  Las  clases  i  soldados  del  ejército  permanente,  de 
la  marina  i  de  los  cuerpos  de  policía, 

yP  Las  mujeres^  cualquiera  que  sea  su  estado, 

8.*^  Los  eclesiásticos  regulares,  ni  los  párrocos  i  vi  ce- 
párrocos. 

Art*  12.  Se  tendrán  por  justificativos  de  ser  propie- 
tarios: 

iP  El  título  de  propiedad  de  un  fundo,  cuyo  valor 
líquido  espresado  iguale  al  que  exije  la  lei,  sea  que  el 
fundo  pertenezca  esclusivamente  al  que  pretende  ser 

"lificado,  o  que  tenga  en  él  una  parte  equivalente  a  la 

ota  requerida. 
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2P  Un  recibo  que  acredite  que  el  que  lo  presenta  ha 
pagado  en  el  año  corriente  como  propietario  una  con- 
tribución fiscal  o  municipal  establecida  sobre  bienes 
raices.  A  falta  de  recibo,  bastará  que  el  individuo  se 
halle  en  la  lista  de  los  actuales  contribuyentes  por  fun- 
dos rústicos  o  urbanos  que  paguen  contribución  en  el 
departamento. 

Para  determinar  si  la  propiedad  raiz  tiene  el  valor 
^ijido  por  la  lei,  en  vista  de  la  contribución  que  paga, 
se  entenderá  que  los  recibos  de  la  territorial  represen- 
tan un  valor  de  mil  pesos  en  la  propiedad  por  cada  nue- 
ve pesos  de  contribución;  i  que  los  de  la  contribución 
urbana  representan  un  valor  de  dos  mil  pesos  en  la  pro- 
piedad por  cada  cuatro  pesos  de  contribución. 

3.^  Una  merced  de  minas,  con  tal  que  la  mina  a  que 
se  refiere  se  halle  en  actual  esplotacion. 

Se  tendrán  por  poseedores  de  un  capital  en  jiro  o  de 
una  industria  o  arte,  según  los  términos  de  la  lei: 

i.^  A  los  que  con  uii  certificado  de  la  oficina  respec- 
tiva probaren  que  han  pagado  la  contribución  de  pa- 
tente fiscal  o  municipal  por  el  año  corriente  como  due- 
ños de  un  establecimiento  comercial  o  industrial.  Cada 
dos  pesos  pagados  por  esta  contribución  representan 
cien  pesos  de  renta,  de  emolumentos  o  productos,  i  mil 
pesos  de  un  capital  en  jiro,  de  un  arte  o  industria. 

2.^  A  los  que,  por  instrumentos  públicos  o  documen- 
tos fehacientes,  justifiquen  que  tienen  en  jiro,  o  que  se 
les  debe,  una  suma  que  corresponda  al  capital  requeri- 
do por  la  lei. 

3.0  A  los  que  con  escritura  pública  acrediten  que, 
como  arrendatarios  actuales  de  fundos  rústicos  o  urba- 
nos^ pagan  al  propietario  una  renta  que  ne  baje  de  den 
pesos  anuales. 

4.^  A  los  que  comprueben  que  son  empleados  '^"- 


bucos  o  municipales  con  nombramiento  de  autoridad 
competente  i  con  la  renta  que  exija  la  leí, 

5,**  A  los  que  presenten  títulos  de  profesiones  cientí- 
ficas, 

6.**  A  los  que  comprueben  que  son  dueños^  jefes  o 
directores  de  talleres  o  establecimientos  industriales, 
existentes  en  el  departamento  o  fuera  de  él,  o  que  sean 
empleados  en  dichos  establecimientos,  con  una  renta 
equivalente  a  la  exijida  por  la  lei, 

Art-  13.  Se  presume  de  derecho  que  el  que  sabe  leer 
i  escribir  tiene  la  renta  que  requiere  la  lei. 

Los  jurados  de  calificación  tienen  el  deber  de  hacer 
comprobar  seriamente  este  requisito  constitucional, 
siempre  que  no  les  conste  que  el  que  pretende  calificar- 
se sabe  leer  i  escribir  corrientemente,  o  siempre  que 
algún  ciudadano  exija  la  comprobación.  Esta  se  veri- 
ficará haciendo  que  aquél  lea  un  artículo  corto  de  la 
presente  lei  i  lo  copie  en  el  cuaderno  de  actas  de  la  jun- 
ta, de  modo  que  si  lo  hace  corrientemente,  aunque  sea 
con  errores  de  pronunciación  i  de  ortografía,  se  consi- 
derará que  posee  el  requisito, 

Art,  14-  En  caso  de  duda  acerca  de  la  edad  del  que 
se  presente  a  calificarse,  la  junta  decidirá  por  el  aspec- 
to del  individuo. 

Si  el  que  se  presenta  a  inscribirse  mostrase  título  de 
una  profesión  o  de  un  empleo,  en  cuyo  desempeño  ha- 
ya de  aparecer  como  mayor  de  edad,  se  presumirá  que 
lo  es,  salvo  prueba  en  contrario. 

Los  certificados  para  comprobar  la  edad  o  estado, 
con  el  fin  de  calificarse,  se  espedirán  en  papel  común  i 
sin  cobrar  derechos. 

Akt.  15,  La  calificación  es  acto  personal,  i  solo  po- 
drá hacerla  la  junta  cuando  compareciere  ante  ella  i 
por  sí  el  indi\aduo  que  pretende  inscribirse.   , 
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>  El  inscrito  firmará  por  sí  la  partida  de  inscripción, 

al  márjen  del  rejistro. 

Art.  i6.  La  j tinta  de  jurados  cerrará  diariamente 
sus  trabajos  poniendo  en  el  rejistro,  a  continuación  de 

la  última  inscripción,  una  nota  espresando  en  letras 
el  número  de  los  individuos  inscritos,  firmada  por  todos 
los  miembros,  quienes  rubricarán  las  hojas  del  rejistro 
en  que  se  haya  hecho  la  inscripción. 

Ademas  levantará  por  separado  un  acta^  espresando 
lo  que  hubiere  ocorrido  en  la  sesión  del  dia,  i  anotando, 
en  caso  de  haberse  negado  a  calificar  a  algún  individuo, 
su  nombre  i  la  razón  de  la  negativa. 

El  individuo  a  quien  se  hubiere  negado  la  inscrip- 
ción tendrá  derecho  a  que  se  le  dé  copia  de  esa  parte 
del  acta,  suscrita  por  los  tres  jurados. 

Art.  17.  Los  presidentes  de  las  juntas,  a  mas  tardar 
el  29  de  noviembre,  antes  de  las  doce  del  dia,  si  estu- 
viesen a  menos  de  veinte  kilómetros  de  la  cabecera,  i 
en  todo  el  dia  30  del  mismo  mes,  si  estuviere  a  mayor 
distancia,  pondrán  en  manos  del  primer  alcalde  todos 
los  rejistros  i  cuadernos  de  actas.  Si  así  no  lo  hicieren 
serán  penados  por  la  Municipalidad  con  cincuenta  pe- 
sos de  multa,  salvo  escusa  calificada  de  justa  por  la 
misma  Municipalidad. 

Art.  18.  El  alcalde  presentará  a  la  Municipalidad, 
en  sesión  de  i***  de  diciembre,  los  rejistros  i  las  actas  de 
cada  subdelegacion;  i  la  Municipalidad  examinará  to- 
dos los  rejistros  por  su  orden,  para  separar  i  archivar 
los  que  no  hubiesen  sido  ocupados  con  ninguna  inscrip- 
ción, i  acordar  que  aquellos  cuadernos  que  tuviesen 
menos  de  cincuenta  inscripciones,  entre  los  de  una  sub- 
delegación,  pasen  a  formar  una  sección  con  la  que  ten- 
ga menor  número  de  inscritos  en  la  misma  subdelega* 
cion.  Pero  si  en  una  snbdelegacion  no  hubiese  mas  que 
un  cuaderno  ocupado  con  inscripciones^  habrá  tan 
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bien  una  sola  sección,  cualquiera  que  sea  su  número. 
De  todo  esto  se  levantará  un  acta  que  se  publicará  en 
algún  periódico  del  departamento,  con  todos  los  rejis- 
tros  de  las  subdelegaciones,  subdi\adidos  en  secciones; 
i  si  no  hubiere  periódicos,  se  hará  la  publicación  por 
un  cartel  que  se  fijará  diariamente  en  las  puertas  de  la 
casa  consistorial j  durante  diez  dias,  debiendo  contener 
dicho  cartel  el  acta  i  una  copia  de  los  rejistros,  autori- 
zada por  el  secretario. 

En  el  mismo  acto  la  Municipalidad  dispondrá  que 
se  saque  una  copia  exacta  de  los  rejistros,  autorizada 
por  el  secretario,  para  remitirla  al  juez  letrado  de  tur- 
no en  lo  civil,  o  al  juez  de  primera  instancia  del  depar- 
tamento, quien  dará  de  ella  recibo,  i  ordenará  se  archi- 
ve en  la  oficina  del  conservador  de  bienes  raíces.  Los 
rejistros  orijinales  se  archivarán  en  la  Municipalidad^ 
bajo  la  custodia  del  primer  alcalde. 

Art,  ig.  Todo  elector  tiene  derecho  para  pedir  al  al- 
calde o  al  notario  conservador,  copias  autorizadas  de 
los  rejistros,  que  el  solicitante  costeará»  sin  pagar  dere- 
chos al  notario. 

En  caso  de  pérdida  o  cambio  de  un  rejistro  o  de  una 
sección  de  rejistro,  servirá  en  el  acto  de  la  votación,  la 
copia  que  se  hubiere  dado. 

Art,  20.  La  inscripción  indebida  o  la  esclusion  ile- 
gal pueden  ser  perseguidas  ante  el  juez  respectivo,  i  de- 
ben ser  castigadas  según  las  prescripciones  penales  de 
esta  lei;  pero  no  darán  lugar  a  esclusiones  o  inclusiones 
posteriores  a  la  clausura  del  rejistro,  salvo  el  caso  de 
ser  objetada  la  inscripción  por  no  saber  leer  i  escribir 
el  calificado.  En  este  caso  el  juez  ordinario  admitirá  la 
demanda  i  hará  comparecer,  vahéndose  de  todos  los 
apremios  legales,  al  demandado^  para  someterlo  a  la 

^eba  de  hecho,  haciéndole  leer  i  escribir  en  su  pre- 

Tcia  i  levantando  un  acta  sobre  la  cual  espedirá  su 
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sentencia.  Si  ésta  declara  indebida  la  inscripción  i  es 
confirmada,  la  Municipalidad,  a  la  cual  será  comunica- 
da^  acordará  la  esclusion,  agregando  al  rejistro  respec- 
tivo la  copia  de  la  sentencia  que  se  le  haya  comunicado. 
Art.  21*  Solamente  son  válidos,  para  las  elecciones 
constitucionales,  los  rejistros  formados  i  clausurados 
en  la  forma  determinada  en  esta  lei;  i  son  írritos  i  nulos 
de  hecho  i  de  derecho  los  que  se  forrpen  por  juntas  que 
no  hayan  sido  elejidas  ante  el  comisionado  municipal 
i  constituidas  conforme  a  los  arts.  3,^,  4*^  i  5.^;  de 
modo  que  ^i  una  parte  de  los  ciudadanos  que  deben 
cumplir  con  lo  dispuesto  en  el  art,  3.^  se  separasen 
para  elejir  otros  jurados,  no  solo  ejecutarán  un  acto 
írrito,  sino  que  sufrirán  la  pena  de  suspensión  de  su  de- 
recho de  ser  calificados  en  aquel  trienio,  siendo  juzga- 
dos en  un  juicio  sumario  por  el  juez  ordinario  ante  . 
quien  sean  sometidos  por  el  comisionado  municipal  I 
respectivo  o  por  el  gobernador ^  a  requisición  de  aquéL               * 


TITULO  III 

ENi  lag  boldtai  de  caliñcicJoa 

Art.  22.  Una  vez  establecido  el  rejistro  definitivo, 
según  el  art,  18,  cada  Municipalidad  hará  imprimir 
las  boletas  de  caUficacion  que  sean  estrictamente  ne- 
cesarias para  llenar  el  número  de  calificados  de  su 
respectivo  rejistro.  Estas  boletas  deben  tener  escritos 
el  nombre  de  la  provincia,  el  del  departamento,  el  nú- 
mero de  la  subdelegacion  i  el  de  las  sesiones  de  ésta  a 
que  se  destinan,  i  en  una  línea  estas  palabras: — Rejistra^ 
do  bajo  el  número^ — con  un  claro  en  que  se  puedan  ma- 
nuscribir en  letras  el  número  de  cada  inscripción,  sin 
poner  el  nombre  del  ciudadano  inscrito,  i  el  folio  '^^^ 
rejistro  respectivo. 


I 
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Cada  boleta  será  timbrada  con  el  sello  de  la  Munici- 
palidad, i  después  de  la  fecha,  firmada  por  los  tres  al- 
caldes o  sus  subrogantes,  dejando  espacio  para  que 
agreguen  su  firma  los  tres  jurados  propietarios  que  ha- 
yan hecho  las  calificaciones  de  la  subdelegacion  res- 
pectiva^  o  sus  suplentes,  si  aquéllos  no  pudieren  ha- 
cerlo. 

Art.  23.  Antes  del  15  de  diciembre^  la  Municipali- 
dad celebrará  sesión,  presidida  por  el  primer  alcalde^ 
para  arreglar  i  firmar  todas  las  boletas  de  calificación,  i 
por  medio  del  alcalde  que  la  presida,  citará  a  todos  los 
presidentes  de  las  juntas  calificadoras  para  que  concu- 
rran a  recibir  de  manos  de  éste  las  boletas,  clasificadas 
por  secciones  de  la  respectiva  subdelegacion  i  el  índice 
alfabético  de  los  calificados,  con  anotación  del  número 
de  la  inscripción,  firmándole  recibo.  En  caso  de  impo- 
sibilidad de  alguno  de  los  presidentes,  hará  sus  veces 
otro  de  los  jurados,  designado  de  acuerdo  de  los  tres;  i 
si- hasta  el  14  de  diciembre  no  hubiere  ocurrido  alguno, 
el  alcalde  impondrá  a  cada  uno  de  los  tres  la  multa  de 
veinticinco  pesos,  que  hará  efectiva  el  gobernador  de- 
partamental, i  remitirá  de  un  modo  seguro  al  presidente 
las  calificaciones  respectivas  i  el  índice  alfabético. 

Art.  24.  Desde  el  15  de  diciembre  hasta  el  17  in- 
clusive, las  juntas  de  calificación  se  reunirán  en  el  lu- 
gar de  la  respectiva  subdelegacion  en  que  hicieron  las 
calificaciones,  para  entregar  las  boletas  de  calificación 
personalmente  a  los  ciudadanos  inscritos,  debiendo  el 
gobernador  departamental  promulgar  un  bando  el  14 
en  la  ciudad  i  en  las  subdeíegaciones  foráneas  por  me- 
dio de  los  subdelegados,  anunciando  que  se  va  a  hacer 
tal  entrega. 

Las  juntas  permanecerán  reunidas  desde  las  diez  de 
^^  mañana  hasta  las  dos  de  la  tarde,  durante  los  tres 

ias,  a  no  ser  que  antes  terminen  completamente  la  en- 


—  298  — 

trega^  la  cual  se  hará  bajo  recibo  estampado  en  una 
forma  j  ene  ral,  para  que  a  continuación  vayan  firman- 
do los  ciudadanos,  al  recibir  su  calificación. 

Si  algún  ciudadano  estuviere  imposibilitado  para 
asistir  personalmente,  dará  a  la  mesa  un  a\áso  firmado 
ante  dos  testigos,  para  que  se  le  reserve  su  calificación. 
La  junta  agregará  al  pliego  de  recibos  este  aviso,  i  si 
dudare  de  su  autenticidadj  podrá  comisionar  a  alguno 
de  sus  miembros  para  que  entregue  la  calificación  a  su 
dueño,  bajo  recibo- 
Terminada  la  entrega,  la  junta  remitirá  a  la  Munici- 
palidad el  índice  alfabético,  el  pliego  de  recibos,  las 
actas  que  hubiere  levantado  en  caso  necesario,  i  las  ca- 
lificaciones sobrantes,  si  las  hubiere,  las  cuales  serán 
entregadas  por  la  misma  Municipalidad  hasta  el  2g  de 
diciembre,  si  los  que  ocurran  a  reclamarlas  comprue- 
ban, a  su  satisfacción,  su  identidad.  Las  cahficaciones 
que  no  hubieren  sido  entregadas  hasta  el  29  de  diciem- 
bre se  inutilizarán,  i  la  inscripción  del  rejistro  se  decla- 
rará nula  por  un  acta  cuya  copia  se  agregará  al  rejis- 
tro orijinal  respectivo,  para  que  de  él  forme  parte. 

Art,  25,  La  boleta  de  calificación  solo  sirve  para 
votar  en  la  subdelegacion  misma  en  que  el  elector  se 
inscriba  i  en  los  tres  años  que  el  rejistro  debe  durar  en 
vigor,  o  hasta  nueva  formación  del  rejistro. 

No  se  darán  certificados  de  inscripciones,  ni  por  ra- 
zón de  cambio  de  domicilio,  ni  por  pérdida  de  boletas 
de  calificación,  ni  por  ningim  otro  motivo. 

Art,  26.  Los  gastos  de  material  i  aj  entes  para  todas 
las  operaciones  de  la  formación  del  rejistro  i  para  las 
elecciones,  se  harán  por  las  respectivas  municipalida- 
des; pero  después  de  hechos  i  documentados  les  serán 
reembolsados  con  fondos  nacionales,  por  el  Gobierno. 


—  299  — 


TITULO  IV 


De  lai  elecciones  directas 


Art.  27*  Las  elecciones  directas  se  harán  en  las  épo- 
cas que  a  continuación  se  espresan: 

I.*  Las  de  diputados  i  senadores^  el  último  domingo 
de  marzo; 

2,^  Las  de  municipales j  el  tercer  domingo  de  abril, 
debiendo  instalarse  las  nuevas  municipalidades  el  pri- 
mer domingo  de  mayo  siguiente; 

3 »  La  de  electores  de  Presidente  de  la  República^ 
el  25  de  junio  del  año  en  que  termine  el  período  señala- 
do en  la  Constitución  al  ejercicio  del  cargo. 

Cuando  haya  de  hacerse  elección  estraordinaria  de 
Presidente  de  la  República^  en  los  casos  de  los  artícu- 
los 74  i  78  de  la  Constitución^  se  verificará  la  elección 
de  electores  dentro  de  cincuenta  dias  contados  desde 
*  aquel  en  que  el  vice-presidente  espida  las  órdenes  del 
caso. 

Art-  28.  Las  elecciones  se  harán  por  todos  los  ciu- 
dadanos que  estén  en  posesión  de  su  boleta  de  caüfica- 
cion^  la  cual  los  habilita  para  ejercer  el  derecho  de  su- 
fra jio  como  una  función  pública,  que  tienen  el  deber  de 
cumplir. 

La  emisión  del  voto  es  acto  personal  del  mismo  su- 
fragante, previa  presentación  i  examen  de  su  boleta 
de  calificación;  i  el  voto  será  secreto j  en  papel  blanco  i 
comun^  que  no  tenga  señal  ni  marca  alguna^  no  de- 
biendo ser  admitido  sin  estos  requisitos. 

Art.  29.  El  número  de  representantes  propietarios  i 
suplentes^  por  los  cuales  se  ha  de  votar,  será  el  que  fije 
^^  Vi  respectiva,  con  arreglo  a  la  Constitución;  pero  el 

ragante  no  hará  distinción  entre  propietarios  i  su- 
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plentes,  sino  que  pondrá  la  lista  del  número  total ^  en 
cada  caso,  bajo  la  denominación  única  de  Diptiíados^  o 
de  Senadores  o  de  Municipales  ^  i  emitirá  en  c^^duias 
separadas  su  voto  por  diputados  i  por  senadores. 

Art.  30.  Cuando  haya  que  elejir,  según  la  Consti- 
tución i  la  leí,  solamente  dos  funcionarios,  como  un  di- 
putado i  un  suplente,  dos  senadores^  o  un  senador  i  un 
suplente,  la  elección  se  haiá  por  mayoría  absoluta,  de 
uno  sobre  la  mitad  de  los  sufra] ios  emitidos,  respecto 
del  senador  o  diputado  propietarios  o  de  los  dos  sena- 
dores, i  se  tendrá  por  suplente  al  que  haya  obtenido  el 
accésit  de  mayoría  relativa. 

Art.  31,  Siempre  que  la  elección  se  haya  de  hacer 
por  tres  o  mas  candidatos,  será  proporcional,  i  se  vota- 
rá por  listas  del  número  de  candidatos  que  la  lei  desig- 
ne^  sin  distinguir  propietarios  de  suplentes,  proclamán- 
dose como  electos  a  los  candidatos  que  obtuvieren  la 
mayoría  electoral  i  el  accésit^  según  el  orden  que  se  es- 
tablecerá para  los  propietarios  i  suplentes  en  los  ar- 
tículos relativos  al  escrutinio. 

TITULO  V 
D«  loe  piooAdiltimk»  «o  ln  «I«ooionM  dicectü 

Art.  32,  El  I.**  del  mes  de  marzo,  en  que  principien 
las  elecciones  directas,  o  en  los  casos  estraordina- 
rios,  treinta  días  antes  de  aquel  en  que  deban  hacer- 
se, la  municipalidad  de  cada  departamento  celebrará 
sesión  pública,  bajo  la  presidencia  del  alcalde,  para 
nombrar  de  entre  sus  miembros  ^  conforme  a  lo  dispues- 
to en  el  art,  i.^j  a  los  comisionados  que  en  cada 
subdelegacion  deben  presidir  la  reunión  separada  que 
cada  una  de  sus  secciones  electorales  debe  formar 
para  elajir   sus   respíectivas   juntas   receptoras;  i 
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gobernador  departamental  promulgaráj  quince  dias 
antes  de  la  elección  de  juntas  receptoras,  la  lista  de  los 
comisionados  en  la  forma  prescrita  en  el  art.  zP,  de- 
terminando el  lugar  en  que  debe  funcionar  cada  sec- 
cion^  a  la  hora  que  designe  oportunamente  el  respecti- 
vo comisionado. 

Art.  33.  Siete  dias  antes  de  la  elección,  o  sea  el  pen- 
último domingo  de  marzo  en  las  elecciones  ordinarias, 
los  comisionados  municipales  procederán  desde  las 
nueve  de  la  mañana  a  instalar  las  secciones  por  su  or- 
den numérico  i  sucesivamente,  cuidando  de  anunciar 
por  los  periódicos  o  por  carteles^  un  dia  ántes^  la  hora 
en  que  se  ha  de  reunir  cada  sección,  según  el  tiempo 
que  calcule  necesario  para  que  la  precedente  elija  su 
mesa. 

Cada  sección  se  instalará  con  los  electores  que  estén 
presentes,  cualquiera  que  sea  su  número;  i  el  comisio- 
nado, que  debe  haber  tomado  con  anticipación  de  ma- 
nos del  primer  alcalde  los  rejistros  orijinales  de  las  sec- 
ciones respectivas,  dándole  recibo,  hará  la  lista  de  los 
presentes  i  de  los  que  lleguen  hasta  el  momento  de  prin- 
cipiar el  escrutinio,  verificando  la  calificación  que  cada 
cual  mostrará  al  mismo  tiempo  de  presentar  su  voto 
escrito  por  los  cinco  jurados  receptores  que  se  han  de 
elejir.  Toda  la  operación  durará  cuando  mas  dos  horas, 
i  los  que  no  hayan  llegado  a  votar  antes  de  que  el  comi- 
sionado principie  el  escrutinio,  ausiliado  por  dos  ciu- 
dadanos que  designe  de  entre  los  circunstantes,  no 
podrá  sufragar. 

Para  la  elección,  proclamación  e  instalación  de  los 
electos,  se  observarán  las  disposiciones  de  los  incisos 
2?,  3.**  i  4-^  del  art,  3,^;  i  en  seguida  se  constituirá 
la  mesa  receptora  con  los  que  hubieren  presentes,  no 
bajando  de  tres,  conforme  al  art.  6.^,  elijiendo  su 
presideiite  i  prestando  juramento  ante  el  coniísionado^ 
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quien  les  entregará  en  el  acto,  bajo  recibo  firmado  por 
todos,  el  rejistro  orijinal  de  la  sección,  i  levantará  con 
ellos  el  acta  que  ha  de  presentar  a  la  Municipalidad  de 
todo  lo  obrado,  declarando  terminado  el  acto. 

Lo  dispuesto  en  el  art.  8.*^  se  aplica  a  los  jurados  de 
la  mesa  receptora. 

Art,  34»  Si  en  el  dia  indicado  no  se  alcanzasen  a 
instalar  todas  las  secciones  de  una  subdelegacion,  el 
comisionado  continuará  instalándolas  al  dia  siguiente 
a  las  nueve  de  la  mañana  i  terminará  dentro  del  mis- 
mo dia- 

Todas  las  cuestiones  que  ocurran  en  la  instalación, 
votación  i  escrutinio  i  demás  actos  serán  resueltas  pe- 
rentoriamente por  el  comisionado;  i  los  ciudadanos 
podrán  reclamar  de  sus  procedimientos  conforme  a  lo 
dispuesto  en  el  primer  inciso  del  art.  5."  para  que 
la  Municipalidad  acuerde  lo  conveniente  i  ejecute  sus 
acuerdos  hasta  un  dia  antes  de  aquel  en  que  deba  veri- 
ficarse  la  elección  de  representantes. 

Los  ciudadanos  que  no  se  conformen  con  este  orden 
establecido  i  que  pretendan  elejir  por  separado  otra 
mesa  receptora,  u  obrar  de  otra  manera  que  no  sea  la 
determinada  en  los  artículos  precedentes  de  este  título, 
ejecutan  un  acto  írrito  i  nulo,  que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 21  carece  de  efectos  legales,  i  sufrirán  la  pena  de 
suspensión  de  su  derecho  de  sufrajio  en  todas  las  elec- 
ciones que  se  hagan  en  el  trienio,  desde  que  pronuncie 
su  sentencia  el  juez  ordinario,  a  quien  serán  sometidos 
por  el  comisionado  municipal,  o  a  requisición  de  éste 
por  el  gobernador  departamental, 

Art.  35i  Presentadas  por  el  comisionado  las  actas 
de  elección  de  juntas  receptoras  a  la  Municipalidad, 
ésta,  en  sesión  presidida  por  el  alcalde  respectivo,  deter- 
minará los  lugares  en  que  cada  junta  debe  funcionar 
elijiendo  al  efecto  un  edificio  público  de  la  subdelej^ 
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don,  o  en  su  defecto  un  local  particular,  con  tal  que 
sea  libre  el  acceso  a  todos  los  ciudadanos,  i  que  estén 
situados  a  doscientos  cincuenta  metros  uno  de  otro, 
en  los  centros  donde  esté  la  mayoría  de  la  población. 

Si  no  hubieren  edificios  que  tengan  tales  condiciones, 
señalará  las  plazas  o  calles^  o  los  pórticos  de  los  tem- 
plos, determinando  el  paraje,  i  en  estos  casos  el  paraje 
determinado  quedará  fuera  de  todo  tráfico  público, 
mientras  funcione  la  junta  receptora. 

El  alcalde  publicará  por  los  periódicos  o  por  carteles 
la  lista  de  todas  las  j  mitas  receptoras  ele j idas,  con  la 
designación  de  los  lugares  donde  debe  funcionar  cada 
una,  a  lo  menos  dos  dias  antes  de  la  elección;  i  por  un 
oficio  comunicará  a  cada  presidente  de  junta  el  lugar 
que  le  haya  designado  la  Municipalidad, 

Art.  36.  Al  mismo  tiempo  remitirá  el  alcalde  a  cada 
presidente: 

I.**  Tres  ejemplares  de  la  presente  leí; 
z.^  Tres  ejemplares  impresos  i  autorizados  con  la  fir- 
ma del  alcalde,  del  índice  alfabético  del  rejistro  de  la 
respectiva  sección; 

3  o  Una  caja  con  tres  cerraduras  distintas  para  reci- 
bir la  votación; 

^P  El  papel  i  demás  útiles  necesarios  para  que  la 
junta  desempeñe  sus  funciones. 

Art,  37.  Los  miembros  de  la  junta  receptora,  desde 
el  dia  de  su  instalación,  procederán  a  ponerse  de  acuer- 
do para  tomar  todas  las  medidas  conducentes  a  la  le- 
galidad i  orden  de  las  elecciones,  i  podrán  ponerse  en 
comunicación,  por  medio  de  su  presidente^  con  el  alcal- 
de, para  que  éste  cumpla  con  la  provisión  de  todo  lo 
que  le  incumbe,  según  los  dos  artículos  anteriores. 

En  estas  funciones,  como  en  las  del  acto  de  las  elec- 
Hones,  los  jurados  receptores  obran  con  independencia 


I 
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de  toda  autoridad  i  tienen  las  inmunidades  que  ei  ar- 
tículo g.^  atribuye  a  los  jurados  de  calificación. 

Las  juntas  receptoras  ele j idas  para  las  elecciones  de 
diputados  i  senadores  funcionarán  con  la  misma  auto- 
ridad en  las  elecciones  de  municipalidades. 

Art.  38.  El  gobernador  departamental  publicará 
por  los  periódicos  i  por  bando,  cuatro  dias  antes  de 
aquel  en  que  deben  verificarse  las  elecciones,  una  con- 
vocatoria a  todos  los  ciudadanos  electores  para  que 
concurran  a  las  nueve  de  la  mañana  de  este  dia  a  los 
lugares  de  reunión  de  sus  respectivas  secciones,  con  el 
fin  de  formar  el  colejib  en  que  deben  emitir  sus  sufra- 
jioSj  terminando  el  decreto  convocatorio  con  una  copia 
textual  del  art-  43  de  esta  lei. 

Art.  39.  Las  juntas  receptoras,  reunidas  ese  dia  en 
sus  correspondientes  lugares,  con  la  presencia  de  sus 
propietarios  i  suplentes,  instalarán  a  las  nueve  de  la 
mañana  el  colé jio  electoral  de  sus  respectivas  secciones^ 
cualquiera  que  sea  el  número  de  electores  que  estén 
presentes;  i  una  vez  que  ei  presidente  declare  abierto 
el  colejio,  los  suplentes  no  funcionarán,  sino  en  lugar 
de  los  propietarios  que  según  los  acuerdos  de  la  junta 
puedan  separarse,  pero  no  podrán  retirarse  del  cole- 
jio mientras  éste  función  e. 

Si  llegare  el  caso  de  imposibilitarse  un  miembro  pro- 
pietario i  de  no  estar  presentes  los  suplentes,  fetos  su- 
frirán la  multa  que  ñja  el  art.  8.^,  i  los  jurados  que 
funcionen  podránde  signar  a  cualquiera  de  los  electores 
presentes  para  que  subrogue  al  imposibilitado,  naién- 
tras  no  aparezca  algún  suplente. 

Art.  40.  Las  elecciones  se  verificarán  en  un  solo  dia, 
funcionando  las  juntas  receptoras  siete  horas  sin  inte- 
rrupcion  hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  i  la  votación  s€ 
hará  en  esta  forma: 

Separados  en  dos  filas  ios  electores  concurrentes^ ' 
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taran  por  el  orden  sucesivo  de  los  niimeros  del  rejistro, 
que  el  presidente  de  la  junta  vaya  llamando^  con  es- 
cepcion  de  los  que  por  sentencia  estuvieren  escluidos 
por  no  saber  leer  i  escribir.  Al  llamado  del  núraerOj  el 
sufragante  a  quien  corresponda,  responderá  con  su 
nombre  i  apellido^  i  se  acercará  a  la  mesa  para  deposi- 
tar por  sí  mismo  en  la  caja  su  voto^  presentando  su  bo- 
leta de  calificación. 

Si  la  elección  fuere  de  diputados  i  senadores^  votará 
en  dos  cédulas  separadas,  espresando  en  alta  voz  cuál 
es  la  cédula  en  que  vota  por  diputados  i  cuál  la  que 
contiene  su  voto  por  senadores.  Uno  de  los  miembros 
de  la  junta  pondrá  al  respaldo  de  la  boleta  de  califica- 
cion^  con  su  rubrica,  la  nota  de  votó,  i  el  otro  escribirá 
en  el  índice  alfabético,  a  continuación  del  nombre  del 
elector,  la  misma  nota. 

Si  el  ciudadano  del  número  llamado  estuviere  ausen- 
te, el  vocal  que  tiene  el  índice  alfabético  anotará  esta 
circunstancia  a  continuación  del  nombre. 

Concluida  la  votación  de  los  ciudadanos  presentes, 
el  presidente  de  la  junta  hará  un  segundo  llamamiento 
a  los  que  en  el  índice  alfabético  aparezcan  como  au- 
senteSj  para  que  voten,  si  se  hubieren  presentado;  i  si 
después  de  este  segundo  llamamiento,  i  habiendo  vota- 
do todos  los  circunstantes^  quedare  todavía  tiempo 
hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  se  admitirán  los  votos  de 
los  que  vayan  presentándose. 

Los  ciudadanos  pueden  retirarse  del  colejio  después 
de  haber  votado;  pero  una  vez  separados,  no  se  les  ad- 
mitirá en  el  recinto,  dentro  del  cual  tampoco  puede 
estar  ningún  individuo  que  no  esté  inscrito  en  el  rejis- 
tro  déla  sección. 

Art.  41.  Los  miembros  de  la  junta  no  pueden  obje- 
H  identidad  de  la  persona  de  ningún  elector. 
dando  se  objetare  a  un  elector  por  otro  que  no  es  la 
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persona  a  que  se  refiere  la  calificación  que  presenta,  se 
le  exijirá,  para  comprobar  su  identidad,  que  escriba  su 
firma.  Si  entre  ésta  i  la  que  hubiere  en  el  rejistro  apa- 
reciere completa  disconformidad,  la  junta  receptora 
no  admitirá  el  sufrajio,  i  el  presidente  remitirá  con  un 
parte  de  lo  sucedido  al  supuesto  elector  al  yuez  ordina- 
rio respectivo. 

Art.  42.  La  mesa  receptora  no  podrá  fimcionar  en 
presencia  de  la  fuerza  armada,  ni  a  las  inmediaciones 
del  sitio  en  que  esté  reimidoel  colejio  podrá  haber  otros 
aj  entes  de  fuerza  pública  que  los  vijilantes  ordinarios 
de  policía;  i  las  autoridades  administrativas  o  militares 
del  departamento  no  podrán  mandar  fuerza  armada  al 
local  en  que  se  reime  el  colejio  electoral,  ni  lá  junta  o 
su  presidente  pueden  invocar  su  ausilio. 

Si  las  necesidades  de  la  situación  autorizasen  a  los 
mandatarios  del  departamento  a  emplear  la  fuerza  pú- 
blica para  evitar  o  disolver  im  tumulto  en  el  colejio 
electoral  o  sus  inmediaciones,  el  colejio  se  suspenderá 
en  el  acto. 

También  se  suspenderá  el  colejio  cuando  por  desor- 
den o  agrupamiento  de  j  entes,  que  no  accedieren  a  los 
medios  que  la  junta  puede  emplear  para  conservar  el 
orden,  no  fuere  posible,  a  juicio  de  la  mayoría  de  la 
junta,  continuar  la  votación. 

En  uno  i  otro  caso,  la  votación  suspendida  se  conti- 
nuará, si  fuere  posible,  en  el  mismo  dia,  o  de  nó,  al  dia 
siguiente,  a  las  nueve  de  la  mañana.  Si  al  dia  siguiente, 
el  tumulto  continuase  de  modo  que  no  pueda  hacerse 
la  votación,  ésta  se  suspenderá  por  la  mayoría  de  la 
junta,  cuyo  presidente  dará  parte  al  gobernador  depar- 
tamental, para  que  allane  el  inconveniente,  a  fin  de 
que  se  verifique  la  votación  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes. 

En  todos  los  casos  de  suspensión,  el  colejio  no  f 


—  507  — 

continuar  funcionando  sino  hasta  completar  las  siete 
horas  que  debe  emplear  en  la  votación. 

Art,  43.  La  junta  receptora  tiene  autoridad  por 
acuerdo  de  su  mayoría: 

iP  Para  no  admitir  en  el  colejio  electoral  a  ningún 
individuo  que  se  presente  armado,  o  que  intente  por 
cualquier  medio  impedir  la  celebración  del  acto  elec- 
toral; 

2.*^  Para  espulsar  al  que  provoque  desorden,  tumul- 
to o  desobediencia,  o  que  acometa^  insulte  ó  amenace  a 
los  electores; 

3.*^  Para  impedir  que  se  marquen  sufrajios^  o  se  pa- 
gue cualquier  valor,  o  se  reparta  licor  a  los  circunstan- 
tes para  que  voten  en  cierto  sentido; 

4.°  Para  impedir  que  alguno  use  de  medios  violentos 
o  use  de  autoridad  para  coartar  la  libertad  de  los  su- 
fragantes. 

En  estos  casos  la  junta,  si  no  es  obedecí  da  j  reclama- 
rá el  ausilio  de  los  ciudadanos,  o  el  de  la  policía,  o  em- 
pleará a  sus  propios  vocales  para  mandar  a  prisión  al 
que  resista,  i  si  esto  no  fuese  bastante,  se  negará  a  re- 
cibir el  voto  de  los  rebeldes,  esponiendo  el  hecho  en  un 
acta. 

De  todos  modos,  los  aprisionados  por  orden  de  la 
junta,  o  los  acusados  por  ella,  aunque  no  hubiere  logra- 
do ponerlos  en  captura,  serán  juzgados,  cualquiera  que 
sea  su  fuero,  sumariamente  por  el  juez  ordinario  del 
departamento,  sirviendo  de  prueba  plena  la  esposicion 
firmada  por  la  mayoría  de  la  junta  para  que  sean  con- 
denados, según  el  caso,  con  arreglo  a  los  párrafos  i.*'  i 
2  o  del  título  6P,  libro  2.^  del  Código  Penal,  sin  perjui- 
cio de  serlo  por  otros  delitos,  si  los  hubieren  cometido 
en  el  mismo  acto. 
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TITULO  VI 
Dd  eioratinio  en  las  etoocioiiM  dizeetei 

Art.  44.  A  la  terminación  de  las  siete  horas  de  vo- 
tación, las  juntas  receptoras  harán  el  escrutinio  de  su 
respectiva  sección,  a  presencia  de  los  ciudadanos  que 
permanezcan  en  colejio,  en  la  forma  siguiente: 

i.^  Se  contarán  los  votos  puestos  en  la  urna,  desple- 
gándolos para  separar  los  de  diputados  i  senadores,  i 
para  cerciorarse  de  que  no  contienen  mas  de  una  cédu- 
la, debiendo  retirar  todas  las  contenidas,  sin  tomar  en 
cuenta  otra  que  aquella  dentro  de  la  cual  apareciesen 
otras,  las  que  se  inutilizarán.  En  seguida  se  confron- 
tará el  número  de  sufrajios  con  el  de  los  nombres  que 
tengan  en  el  rejistro  alfabético  la  nota  de  haber  votado 
i  si  hubi£re  diferencia,  se  espresará  en  el  acta. 

2.P  Si  la  elección  se  encontrare  en  el  caso  del  artícu- 
lo 30,  por  ser  de  dos  candidatos,  se  escrutarán  los  su- 
frajios que  hayan  resultado;  primeramente  los  de  di- 
putados i  después  los  de  senadores,  leyéndolos  el  pre- 
sidente en  alta  voz,  para  que  los  otros  dos  vocales  los 
imputen  á  las  personas  que  aparezcan  claramente  de- 
signadas, aunque  se  noten  agregaciones  o  supresiones, 
si  siempre  de  jan, conocer  la  voluntad  del  elector.  Pero 
si  la  cédula  espresa  mas  de  dos  candidatos,  no  se 
anotarán  los  que  hubiere  de  exceso,  i  si  espresare  me- 
nor número,  no  dejará  por  eso  de  imputarse  el  voto  al 
candidato  designado.  El  resultado  jeneral  será  procla- 
mado, espresando  cada  número  de  votos  resultante, 
por  el  presidente,  quien  empaquetará  i  sellará  todos  los 
votos,  bajo  un  solo  sobre  los  de  diputados,  i  bajo  otro 
los  de  senadores. 

3.^  Si  la  elección  es  proporcional,  según  -el  artí^ 
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31,  por  ser  de  tres  o  mas  candidatos^  después  de  la  pri- 
mera operación,  el  presidente  leerá  en  alta  voz  el  pri- 
mer nombre  de  cada  voto  para  que  lo  anoten  los  voca- 
les, i  colocará  por  separado  las  listas,  reuniendo  las  que 
empiecen  por  un  mismo  candida to<  Confrontando  el  nú- 
mero de  cada  grupo  de  listas  con  el  de  las  anotaciones 
i  verificada  su  exactitud,  el  presidente  espresará  en 
alta  \oz  el  número  de  votos  por  cada  lista  i  empaque- 
tará por  separado  los  votos,  sellando  con  lacre  el  sobre 
que  contenga  cada  grupo  i  escribiendo  encima  el  nom- 
bre del  candidato  que  encabeza  la  lista  del  paquete. 
En  las  elecciones  de  diputados  i  senadores,  se  hará  esta 
operación  con  los  votos  relativos  a  senadores,  separán- 
dolos de  los  emitidos  para  diputados;  i  en  todo  caso  se 
escrutarán  por  separado  las  listas  dispersas  que  no 
puedan  ser  clasificadas  por  el  primer  nombíe,  consig- 
nando individualmente  los  votos  que  en  ellas  tenga  ca- 
da candidato. 

Si  no  apareciere  mas  de  una  lista  de  candidatos,  el 
escrutinio  se  hará  según  lo  dispuesto  en  el  número  an- 
terior, proclamando  i  estampando  en  el  acta  el  resul- 
tado. 

Art.  45.  Verificadas  estas  operaciones,  la  junta  es- 
crutadora levantará  un  acta  por  triplicado,  espresando 
el  resultado  del  recuento  de  los  sufrajios  i  del  escruti- 
nio practicado,  i  consignando  las  reclamaciones  que  se 
hubieren  hecho  sobre  aquellas  operaciones,  si  así  lo  pi- 
de alguno  de  los  miembros  de  la  junta ^  o  alguno  de  los 
ciudadanos  presentes.  Los  tres  ejemplares  del  acta  se- 
rán firmados  por  los  tres  vocales  i  colocados  en  un  so- 
bre que  se  sellará,  firmando  también  los  mismos  en  la 
cubierta.  Un  ejemplar  se  colocará  dentro  de  la  caja  con 
los  paquetes  de  los  votos  escrutados,  el  rejistro  i  el  ín- 
^^':e  alfabético;  i  cerrada  la  caja,  tomará  una  de  las 

Lves  el  presidente  de  la  junta*  Otro  ejemplar  se  en- 
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tregará  al  presidente  para  que  bajo  su  responsabilidad 
lo  remita  al  primer  alcalde  de  la  Municipalidad,  i  el  ter- 
cero se  dará  al  comisionado  que  designe  la  mayoría  de 
la  junta,  para  que  lo  deposite  en  manos  del  notario  del 
departamento,  i  si  hubiere  varios,  en  poder  del  mas 
antiguo. 

La  junta  comisionará  a  dos  de  sus  vocales^  sean 
propietarios  o  suplentes^  para  que  en  el  acto^  si  la 
distancia  lo  permite,  o  en  caso  contrario  el  dia  si- 
guiente, entreguen  la  caja,  con  las  otras  dos  llaves  al 
primer  alcalde  en  la  casa  consistorial. 

Si  la  conducción  de  la  caja  no  se  hace  en  el  acto,  los 
dos  comisionados  la  custodiarán  hasta  la  entrega,  bajo 
la  responsabilidad  que  el  Código  Civil  fija  al  depósito 
necesario,  i  probada  su  culpa,  sufrirán  seis  meses  de 
prisión. 

Cuando  dos  departamentos  hagan  juntos  una  elec- 
ción, la  remisión  del  acta  i  entrega  de  la  caja  se  harán 
a  la  Municipalidad  del  mas  antiguo, 

Art.  46.  Las  juntas  receptoras  no  podrán  practicar 
otros  actos  que  los  indicados^  ni  celebrar  acuerdos 
sobre  puntos  distintos  de  los  enumerados,  so  pena  de 
nulidad.  i 

Art.  47.  Cinco  dias  después  de  la  elección,  se  reuni- 
rán en  sesión  púbhca,  bajo  la  presidencia  del  primer  al- 
calde, la  Municipalidad  con  los  presidentes  de  todas  las  ' 
juntas  receptoras  del  departamento,  quienes  tendrán 
en  aquella  sesión  voz  i  voto,  i  presentarán  las  llaves  de 
su  respectiva  caja,  que  guardaron  depositadas  en  sus 
manos.  En  caso  de  no  poder  asistir,  remitirán  dichas 
llaves,  con  seguridad,  al  primer  alcalde. 

La  sesión  se  abrirá  con  la  mayoría  absoluta  de  todos 
los  miembros  de  la  corporación  i  la  de  todos  los  presi- 
dentes de  las  juntas,  teniendo  por  secretarios  al  muni- 
cipal i  los  demás  que  elijan  por  mayoría  relativa,  . 
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procederá  en  ella  a  practicar  el  escrutinio  jeneral  de  las 
elecciones  en  esta  forma: 

i,^  Se  estraerán  de  las  cajas  las  actas,  los  votos,  el 
rejistro  i  las  listas  alfabéticas^ 

Si  faltaren  actas  o  rejistros,  por  haberse  sacado  de 
algunas  cajas  o  por  estravío  de  éstas,  serán  reemplaza- 
das para  el  escrutinio  por  las  actas  i  rejístros  que  exis- 
ten en  poder  del  alcalde  o  del  notario,  prescindiendo 
de  los  paquetes  de  votos  o  listas  que  se  hubieren  estra- 
viado. 

Sí  no  se  hallaren  las  actas  de  una  o  mas  secciones,  o 
si  se  nota  que  las  de  una  sección  están  alteradas,  o  son 
contradictorias  en  la  esposicion  de  los  resultados,  se 
prescindirá  de  ellas,  i  se  hará  sobre  las  demás  el  escru- 
tinio, espresando  estas  circunstancias  en  el  acta,  i  el 
número  de  electores  inscritos  en  el  rejistro  respectivo 
de  la  sección  omitida,  para  que  la  autoridad  competen- 
te decida  si  su  falta  ha  podido  o  nó  influir  en  el  resulta- 
do de  la  elección. 

2P  Se  principiará  el  escrutinio  por  contar  todos  los 
votos,  confrontando  el  número  que  enuncien  las  actas 
con  el  de  los  sufrajios  empaquetados,  i  si  falta  alguna 
parte  de  éstos,  se  omitirá  en  esta  parte  la  confronta- 
ción^ atendiendo  solo  al  número  enunciado  en  las  actas. 
Si  no  hai  falta,  i  de  la  confrontación  total  resulta  dife- 
rencia, se  fijará  el  número  de  votos  por  el  que  resulte 
de  las  actas.  Si  este  número  excede  sobre  el  que  apare- 
ce en  los  rejistros,  se  anotará  esta  circunstancia  en  el 
acta,  para  que  la  autoridad  competente  la  tome  en 
cuenta  al  tiempo  de  juzgar  sobre  la  elección. 

Los  paquetes  que  contengan  los  sufrajios  para  sena- 
dores quedarán  bajo  los  sellos  puestos  por  los  juntas 
receptoras,  para  que  los  recuente  la  junta  escrutadora 
provincial,  i  la  junta  departamental  solo  hará  la  ope- 
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ración  en  los  votos  para  diputados,  para  municipales  i 
para  electores  de  presidente. 

3.^  Establecido  el  número  total  de  sufrajios  emitidos 
si  la  elección  del  departamento  se  halla  en  el  caso  del 
art.  30,  la  junta  escrutadora  procederá  a  dar  lectu- 
ra de  todas  las  actas  i  a  verificar  sus  resultados  por  me- 
dio de  los  secretarios. 

El  candidato  para  diputado  que  obtenga,  según  la 
imputación  de  votos  hecha  en  todas  las  actas,  la  mitad 
mas  uno  del  número  de  sufrajios  establecido,  será  pro- 
clamado diputado  propietario  por  el  departamento;  i 
el  que  hubiere  obtenido  la  mayoría  inferior  mas  inme- 
diata, será  proclamado  diputado  suplente. 

Si  hubiere  mayoría  absoluta  igual  por  dos  candidatos, 
se  pondrán  los  dos  nombres  a  la  suerte,  i  el  que  se  es- 
traiga primero  se  declarará  propietario,  i  suplente  al 
que  quedare  en  la  urna.  El  sorteo  se  hará  si  dos  candi- 
datos hubieren  obtenido  la  mitad  cada  uno  del  número 
total  de  sufrajiosj 

Si  no  resulta  mayoría  absoluta,  por  estar  dispersos 
los  sufrajios  en  mas  de  dos  candidatos,  ni  tampoco  hu- 
biere empate,  no  se  hará  proclamación,  i  la  junta  escru- 
tadora comunicará  el  resultado  por  medio  de  su  presi- 
dente al  gobernador  departamental,  para  que  dicte  las 
medidas  conducentes  a  verificar  nueva  elección  dentro 
del  término  de  diez  dias,  en  la  forma  legal  i  con  las  mis- 
mas juntas  receptoras,  dando  cuenta  al  Presidente  de 
la  República,  por  medio  del  intendente. 

4.^  Respecto  de  la  elección  de  senadores  en  el  caso 
del  número  anterior,  la  junta  escrutadora  se  limitará 
estrictamente  a  consignar  en  el  acta  el  número  de  vo- 
tos que  haya  obtenido  cada  candidato,  según  las  actas 
,de  todas  las  secciones,  para  remitir  un  ejemplar  de  to- 
da el  acta  a  la  Municipalidad  de  la  capital  de  la  pro- 
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vinda,  por  medio  de  dos  comisionados  que  nombrará 
por  mayoría  absoluta. 

Los  paquetes  de  sufrajios  de  la  elección  de  senadores 
tales  como  los  hayan  remitido  las  mesas  receptoras, 
serán  allí  mismo  cerrados  con  otro  ejemplar  del  acta 
de  la  sesión,  i  entregados  al  presidente  de  la  junta  para 
que  personalmente  los  ponga  en  el  correo,  ba]o  certifi- 
cación, con  dirección  al  primer  alcalde  de  la  Municipa- 
lidad de  la  cabecera  de  la  provincia. 

5,^  Si  la  elección  de  diputados,  municipales  o  electo- 
res de  Presidente  de  la  República,  se  ha  hecho  con  arre- 
glo al  art.  31,  una  ve^  establecido  el  número  total 
de  sufrajios  emitidos^  la  junta  escrutadora  verá  si  de 
las  actas  solo  aparece  una  lista  por  la  cual  hayan  vo- 
tado todos  o  la  mayoría  absoluta  de  los  sufragantes,  i 
en  este  caso  hará  el  escrutinio  como  se  determina  en  el 
número  3,^^  proclamando  propietarios  a  los  que  ob- 
tengan mayorías  mas  altas,  hasta  integrar  el  número 
que  corresponda  al  departamento,  i  suplente  al  de  la 
mayoría  inmediata,  haciendo  los  sorteos  en  caso  nece- 
sario. 

Pero  si  aparecieren  dos  o  mas  listas,  que  demuestren 
que  ha  habido  división  de  opiniones  entre  los  sufragan- 
tes, la  junta  escrutadora  procederá  a  establecer  una 
cuota  de  proporción  para  determinar  la  representación 
que  corresponde  a  cada  lista. 

Al  efecto  di\ddirá  el  total  de  votos  emitidos  por  el 
total  de  representantes  que  debe  elejirse. 

En  seguida  dividirá  el  total  de  votos  que  según  las 
actas  tengan  cada  hsta  por  el  cuociente  que  ha  resul- 
tado en  la  operación  anterior,  i  el  resultado  de  esta  se- 
gunda operación  se  tendrá  como  el  número  proporcio- 
nal de.  candi  datos  que  se  debe  tomar  de  cada  lista  para 
integrar  el  de  los  representantes  que  han  de  elejirse. 

Hechas  estas  operaciones,  escrutará  por  medio  del 
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presidente  i  los  secretarios  todas  las  listas,  agrupándo- 
las por  el  nombre  de  su  primer  candidato,  i  escrutando 
por  separado  las  listas  dispersas  que  no  hayan  sido  cla- 
sificadas en  los  escrutinios  de  sección;  i  si  se  hubieren  \ 
perdido  las  de  algima  sección,  se  atendrá  al  número 
que  les  fije  el  acta  respectiva,  considerando  que  las  per- 
didas son  iguales  a  las  que  están  encabezadas  con  el 
mismo  nombre  de  entre  las  listas  presentes. 

En  este  escrutinio  proclamará  electos  a  los  candida- 
tos de  cada  lista  que  obtengan  mas  votos,  pero  solo 
hasta  completar  el  número  de  candidatos  que  corres- 
pondan a  la  lista,  según  la  proporción  electoral  estable- 
cida por  medio  de  las  dos  primeras  operaciones. 

En  caso  de  que  todos  los  candidatos  de  una  lista,  o 
una  fracción  de  ellos  que  sea  en  número  mayor  al  de  los 
representantes  que  proporcionalmente  hayan  corres- 
pondido a  la  lista,  tuvieren  igual  número  de  sufrajios, 
la  junta  practicará  un  sorteo  entre  todos  ellos  para 
proclamar  como  electos  a  los  primeros  que  sucesiva- 
mente salgan  de  la  urna,  hasta  completar  los  represen- 
tantes que  corresponden  a  la  lista. 

Hecha  la  proclamación  de  los  representantes  que 
hayan  correspondido  a  uija  Hsta,  se  hará  en  la  misma 
forma  el  escrutinio  i  la  proclamación  de  los  que  corres- 
pondan a  las  demás  listas. 

Si  verificados  estos  escrutinios,  no  estuviere  procla- 
mado el  número  íntegro  de  los  representantes  que  co- 
rresponda ele j ir,  la  junta  escrutadora  lo  completará 
considerando  las  restas  o  excedentes  de  votos  que  en 
la  segunda  división  no  hayan  alcanzado  a  formar  una 
cuota  de  proporción  para  las  listas.  En  este  caso,  la 
junta  aceptará  como  válida  la  resta  o  excedente  mayor 
i  proclamará  electo  el  candidato  de  la  lista  a  que  co- 
rresponde la  resta,  el  cual  siga  inmediatamente  des- 
pués del  último  de  ella  que  fué  proclamado. 
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Si  hai  dos  o  mas  restas  de  votos  iguales  entre  sí,  la 
junta  proclamará  electo  un.  can  didato  de  la  lista  que 
hubiere  obtenido  menor  representación,  según  la  ope- 
ración  principal.  De  la  misma  manera  será  preferida  en 
este  caso  de  igualdad,  la  suma  de  votos  de  una  lista 
que  no  hubiere  sido  divisible  por  el  cuociente  de  la  pri- 
mera división j  i  que  por  tanto,  no  haya  obtenido  re- 
presentación alguna. 

En  este  orden  se  completará  el  número  total  de  re- 
presentantes propietarios  que  haya  que  elejir,  i  se  pro- 
clamarán suplentes,  en  el  número  que  la  lei  designe^  a 
los  candidatos  de  las  listas  que  tengan  restas  o  sumas 
mas  aproximadas  a  las  que  han  servido  para  los  pro- 
pietarios. 

Respecto  de  la  elección  de  senadores,  la  junta  escru- 
tadora departamental  procederá  como  está  dispuesto 
en  el  numero  4.** 

Art.  48.  El  escrutinio  deberá  terminar  en  una  sola 
sesión,  i  concluido  se  estenderá  en  el  libro  de  las  actas 
municipales,  una  firmada  por  todos  los  presentes,  en 
la  cual  se  espresen  los  resultados  del  escrutinio  prolija- 
mente, i  también  los  reparos  que  se  hubieren  hecho 
sobre  las  actas  de  las  juntas  receptoras,  i  cualquiera 
incidente  o  reclamación  que  se  haga  notar  para  que  lo 
tenga  presente  la  autoridad  que  haya  de  apreciar  la 
validez  o  nulidad  de  la  elección,  con  tal  que  una  terce- 
ra parte  de  los  presentes  en  la  sesión,  pida  la  consigna- 
ción en  el  acta  de  dicho  incidente  o  reclamación. 

Pero  la  junta  escrutadora  no  puede  en  ningún  caso 
deliberar  ni  resolver  sobre  cuestión  alguna,  limitándo- 
se esclusivamente  a  dar  testimonio  del  contenido  tes- 
tual  de  las  actas  parciales  i  de  las  sumas  de  votos,  según 
las  cuales  se  hayan  hecho  las  proclamaciones  o  esta- 
blecido las  proporciones  con  arreglo  a  la  lei.  Los  que 
hagan  reclamaciones  i  los  que  las  contesten  no  podrán 
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usar  de  la  palabra  mas  de  diez  minutos,  i  desde  que  la 
reclamación  sea  apoyada  por  una  tercera  parte  de  los 
presentes,  se  consignará  en  el  acta. 

A  pesar  de  las  reclamaciones  aceptadas  en  esta  for- 
ma, los  resultados  del  escrutinio  que  proclame  el  pre- 
sidente de  la  junta  se  consignarán  como  definitivos  en 
el  acta;  i  éste  pasará  ima  copia  de  ella,  autorizada  por 
el  secretario  municipal,  a  cada  imo  de  los  ciudadanos 
que,  según  aquellos  resultados  aparecieren  electos,  a 
fin  de  que  les  sirva  de  poder  suficiente  como  represen- 
tantes, mientras  la  autoridad  competente  resuelve  so- 
bre la  validez  de  este  poder. 

Otra  copia  del  acta  será  remitida  por  el  presidente 
de  la  junta  al  gobernador  departamental,  para  que 
comunique  la  elección  al  Presidente  de  la  República. 

En  la  elección  de  senadores  por  el  departamento, 
se  sacarán  ademas  las  dos  copias  del  acta  a  que  se  re- 
fiere el  núm.  4.0  del  artículo  anterior. 

Art.  49.  Solamente  son  válidos,  mientras  la  auto- 
ridad competente  se  pronuncia,  los  poderes  dados  a 
los  electos  según  el  artículo  anterior.  En  consecuencia, 
no  se  admiten  poderes  duales,  ni  dualidad  de  elección,  i 
los  escrutadores,  sea  de  las  juntas  de  sección,  de  depar- 
tamento o  de  provincia  que,  en  lugar  de  hacer  consignar 
sus  reparos  o  reclamaciones,  se  separasen  de  la  junta 
para  hacer  otro  escrutinio  i  proclamar  electos,  ejecu- 
tan un  acto  nulo  i  cometen  delito  que  deberá  perseguir 
de  oficio  el  juez  respectivo,  para  que,  probado  legal- 
mente,  sea  castigado  con  arreglo  al  art.  268  del  Có- 
digo Penal. 

Art.  50.  Diez  dias  después  de  la  elección  de  senado- 
res se  reunirá  en  sesión  pública,  bajo  la  presidencia  de 
su  primer  alcalde,  o  de  quien  lo  subrogue,  la  Munici- 
palidad de  la  capital  de  cada  provincia,  con  los  d~ 
comisionados  que  cada  junta  escrutadora  de  los  dep^ 
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tamentos  debe  nombrar,  según  el  número  4.^  del  ar- 
tículo 47,  para  constituir  la  junta  escrutadora  provin- 
cial  de  la  elección  de  senadores  por  la  provincia. 

Esta  junta  procederá  a  hacer  el  escrutinio  jeneral  en 
vista  de  las  actas  i  paquetes  de  votos  que  deberá  pre- 
sentarle  el  alcalde,  arreglándose  en  todo,  según  los 
casos,  a  las  disposiciones  conducentes  del  citado  ar- 
tículo 47,  al  48  i  al  49 j  para  hacer  la  proclamación  i  co- 
municarla. 

TITULO  VII 

De  lai  eleocionet  indireetaB 

Art*  51*  Reunidos  los  electores  de  Presidente  de  la 
República^  nombrados  por  los  departamentos,  en  la 
sala  municipal  de  la  capital  de  la  provincia,  a  las  diez 
de  la  mañana  del  25  de  julio,  procederán  a  nombrar 
de  entre  ellos  mismos,  un  presidente  i  dos  secretarios. 

Art.  52.  En  seguida  se  leerán  las  actas  de  elección 
de  los  departamentos,  i  cada  elector  exhibirá  la  copia 
con  que  se  le  avisó  su  nombramiento.  Calificada  la  iden- 
tidad de  las  personas  en  un  número  que  no  baje  de  los 
dos  tercios  de  los  electores  que  hubieren  concurrido, 
se  declarará  instalado  el  co lejío  electoral  i  se  comuni- 
cará al  intendente  de  la  provincia. 

Art,  53.  Después  de  instalado  el  colejio  electoral,  se 
procederá  a  la  lectura  de  los  arts.  60,  65  i  66  de  la  Cons- 
titución i  en  seguida  cada  elector  escribirá  en  una  cé- 
dula  el  nombre  del  candidato  que  designa  para  Presi- 
dente de  la  República  i  lo  depositará  en  una  urna  que 
estará  colocada  sobre  la  mesa.  Concluida  esta  opera- 
ción, harán  el  escrutinio  los  secretarios  i  los  demás 
"miembros  que  quisiesen  presenciarlo,  leyendo  el  presi- 
ite  en  alta  voz  el  contenido  de  cada  cédula. 
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Art.  54.  Los  secretarios  pubücarán  el  resultado,  i 
estando  arreglado,  estenderán  dos  actas  especificando 
los  votos  i  las  personas  a  cuyo  favor  se  hayan  emitido^ 
todo  con  arreglo  al  art.  55  de  la  Constitución;  i  el  pre* 
sidente  los  remitirá  en  cumplimiento  del  citado  ar- 
tículo, certificando  en  el  correo  la  que  debe  dirijir  al 
Senado. 

ArTj  55.  Los  electores  no  podrán  separarse  sin  ha- 
ber terminado  sus  funciones,  ni  juntarse  nuevamente 
bajo  ningim  pretesto,  ni  objetar  los  poderes  de  ningtm 
elector  que  sea  realmente  la  persona  que  los  exhibe^ 
pudiendo  solo  pedir  que  se  consignen  en  el  acta  de 
escrutinio  las  observaciones  a  que  dieren  lugar. 

;  TITULO  VIII 

Del  orden  i  libertad  de  ki  elaedonei 

Art.  56.  A  los  presidentes  de  las  juntas  calificado- 
ras, receptoras  i  escrutadoras,  i  de  los  colé j  ios  electo- 
rales, inclusos  los  comisionados  municipales,  correspon- 
de conservar  el  orden  i  libertad  de  los  actos  electorales 
i  dictar,  en  consecuencia,  las  medidas  de  policía 
conducentes  a  este  objeto  en  los  lugares  en  que  funcio- 
nen i  en  el  recinto  comprendido  hasta  ciento  cincuen- 
ta metros  de  distancia  en  todas  direcciones- 
Las  juntas  escrutadoras  tienen  la  misma  autoridad 
que  el  art.  43  concede  a  las  juntas  receptoras. 

Art.  57.  Ningima  tropa  o  partida  de  fuerza  annada 
puede  invadir  el  recinto  que  señala  el  artículo  ante- 
rior, ni  estacionarse  en  él,  sin  acuerdo  espreso  de  la 
junta  calificadora,  receptora  o  escrutadora,  o  del  cole- 
jio  de  electores  de  presidente,  o  sin  el  permiso  de  los 
comisionados  municipales  en  su  caso. 

Si  una  partida  de  fuerza  armada  contrariase  es 
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disposición,  debe  retirarse  a  la  primera  intimación  que 
dü  orden  del  presidente  o  comisionado  municipal  se  le 
hiciere;  i  el  jefe  de  la  fuerza  que  desobedezca  esta  inti- 
mación, se  hará  reo  de  atentado  contra  la  autoridad, 
conforme  al  art.  262,  inc.  i.^  del  Código  Penal,  i  será 
castigado  con  la  pena  que  le  corresponde,  sin  que  le  sir- 
va de  escusa  o  de  atenuación  el  tener  órdenes  de  sus 
superiores, 

Art.  58-  Durante  el  tiempo  de  calificaciones  i  de 
elecciones,  los  individuos  enrolados  en  los  cuerpos  de 
la  guardia  nacional,  no  están  obHgados  a  asistir  a  sus 
cuarteles,  ni  al  servicio  ^  salvo  los  que  no  tengan  las  con 
diciones  legales  de  ciudadanos  activos. 

Art.  59,  Toda  función  electoral  en  las  juntas  o  co- 
lé j  ios  se  suspenderá  siempre  que  ocurra  un  tximulto  o 
desorden  que  no  puedan  sofocar  los  que  presiden^  los 
cuales  pondrán  i  firmarán  en  el  mismo  acto  una  dili- 
jencia  por  la  cual  conste  la  suspensión  i  la  hora  a  que 
se  verifica, 

Art.  60.  Las  contravenciones  de  lo  dispuesto  en 
esta  lei  sobre  el  orden  de  las  elecciones  i  la  libertad  del 
ejercicio  de  las  funciones  electorales,  se  dividen  en  fal- 
tas i  delitos, 

Art,  61.  Se  reputa  falta  toda  infracción  de  los  pre- 
ceptos de  esta  lei  que  fijan  las  funciones  que  deben 
desempeñar  las  municipalidades,  los  alcaldes,  los  comi- 
sionados municipales,  los  miembros  de  juntas  califica- 
doras, receptoras  i  escrutadoras  i  los  electores  de  Pre- 
sidente de  la  República. 

Toda  falta  será  castigada  con  una  multa  que  no  baje 
de  cincuenta  pesos  ni  exceda  de  doscientos,  o  una  pri- 
sión de  un  dia  por  cada  peso  no  pagado,  esceptuados 
los  casos  para  que  esta  lei  establece  otra  multa  deter- 
minada. 

Los  miembros  de  aquellas  corporaciones  que  se  reu- 
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nan  a  cumplir  sus  funciones,  cualquiera  que  sea  su  nú- 
mero, calificarán  la  falta  i  su  pena,  para  que  el  gober- 
nador departamental  la  haga  efectiva,  aplicando  la 
multa  en  beneficio  de  fondos  municipales. 

Al  calificar  la  falta,  serán  eximidos  de  la  pena 
los  que  justificasen  imposibilidad  física  o  moral  i  los 
que  para  las  funciones  de  jurados  receptores  justifiquen 
que  no  están  inscritos  en  el  rejistro  del  departamento. 

Art.  62.  Se  reputará  delito  toda  contravención  vo- 
luntaria que  falsifique  o  ataque  el  derecho  de  sufrajio, 
i  será  castigado  con  arreglo  al  artículo  siguiente,  o  con 
arreglo  a  las  disposiciones  espresas  de  los  arts.  21,  34, 
43,  45,  49  i  57  de  esta  lei,  según  los  casos. 

Art.  63.  El  funcionario  mimicipal  o  de  juntas  cali- 
ficadoras, receptoras  o  escrutadoras  que  cometa  un 
fraude  para  alterar  la  verdad  de  las  operaciones  elec- 
torales, i  todo  individuo  que  falsificare  o  alterare  rejis- 
tros,  actas  o  boletos  de  calificaciones,  serán  castigados 
conforme  al  art.  194  del  Código  Penal. 

El  que  hurtare  alguno  de  aquellos  dociunentos  o  los 
robare  o  arrebatare  las  cajas  que  contengan  rejistros, 
actas  i  votos  de  una  elección,  o  de  cualquiera  otra  ma- 
nera los  sustrajese,  será  castigado,  según  los  casos,  con 
arreglo  a  los  párrafos  II,  III  i  IV  del  tít.  IX,  üb.  II  del 
Código  Penal. 

El  que  se  califique  en  dos  o  mas  rejistros,  i  el  que 
vote  o  se  presente  a  votar  mas  de  una  vez,  sea  en  una 
mesa  o  en  diversas,  sufrirá  la  pena  de  tres  meses  de 
prisión. 

El  que  compre  o  venda  boletos  de  calificación,  el 
que  se  comprometa  a  votar  por  precio,  i  el  que  compre 
o  procure  comprar  votos  o  adquirirlos  por  medio  de 
intimidación  capaz  de  obrar  en  el  ánimo- del  sufragan- 
te, sufrirán  tres  meses  de  prisión  i  pérdida  absoluta  de 
su  ciudadanía  activa  por  seis  años. 
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El  que  por  fuerza  o  engaño  impidiere  a  un  municipal 
o  funcionario  electoral  o  a  algún  ciudadano,  que  con- 
cunan al  desempeño  de  sus  funciones  electorales  o  a 
votar,  sufrirá  una  prisión  de  seis  meses. 

El  que  en  los  actos  electorales  provoca  o  fomenta  tu- 
multos o  desórdenes  que  perturben  las  funciones,  o  co- 
meta actos  de  violencia  que  impidan  ejercerlas  con 
seguridad,  será  castigado  con  arreglo  al  Código  Penal, 
como  reo  de  atentado  o  de  desacato  contra  la  autori- 
dad, o  de  desórdenes  públicos^  según  las  circunstan- 
cias, sin  perjuicio  de  ser  juzgado  también  por  los 
delitos  privados  que  cometa  en  aqueUas  funciones. 

Art.  64.  El  juez  letrado  respectivo  conocerá  de  to- 
dos estos  delitos  cualquiera  que  sea  el  fuero  del  enjui- 
ciado, con  apelación  al  tribunal  correspondiente,  ya 
sea  de  oficio,  o  a  requisición  de  los  mismos  funciona- 
rios electorales,  o  querella  de  parte  ^  sin  esperar  a  que 
decidan  sobre  la  validez  de  las  elecciones  las  autorida- 
des competentes* 

En  la  sentencia  condenatoria  se  podrá  conmutar  la 
pena  de  prisión  por  multa,  a  razón  de  doscientos  pe- 
sos por  un  mes,  si  el  delincuente  estuviere  dispuesto  a 
aceptar  la  conmutación. 

TITULO  IX 
0e  la  nulidad  de  lii  él»HiiODei 

Aht.  65,  Cualquier  ciudadano  podrá  interponer 
reclamación  de  nulidad  contra  las  elecciones  directas 
o  indirectas,  por  actos  que  las  hayan  viciado,  sea  en  la 
constitución  o  procedimientos  de  las  juntas  calificado- 
ras o  receptoras,  sea  en  el  escrutinio  parcial  de  las  sec- 
ciones o  en  el  jeneral  que  practicaren  las  juntas  escru- 

loras,  sea  por  actos  de  otras  personas,  los  cuales 
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hayan  podido  influir  en  que  la  elección  dé  un  resultado 
diferente  del  que  debe  ser  consecuencia  de  la  libre  i  re- 
gular manifestación  del  voto  de  los  electores. 

Art*  66-  Las  Cámaras  del  Congreso  Nacional,  lla- 
madas a  conocer  de  reclamaciones  de  nulidad,  apre- 
ciarán los  hechos  como  tribunal  de  jurados;  i  según  la 
influencia  que  a  su  juicio  ellos  hayan  tenido  en  el  resul- 
tado de  la  elección^  sea  para  impedir  la  Hbre  manifes- 
tación de  la  voluntad  de  los  ciudadanos,  o  adulterar  i 
hacer  incierta  esta  manifestación,  declararán  válida 
o  nula  la  elección. 

Los  hechos j  defectos  o  irregularidades  que  no  influ- 
yan en  el  resultado  jeneral  de  la  elección,  sea  que  ha- 
yan ocurrido  antes  o  durante  la  votación,  o  durante 
los  actos  que  se  ejecutan  hasta  proclamar  a  los  electos, 
no  dan  mérito  para  declarar  nulidad, 

Art.  67-  Las  reclamaciones  de  nulidad  no  impiden  | 

que  los  ciudadanos  que  presentan  poderes  conferidos, 
según  las  prescripciones  de  esta  lei,  a  los  que  sean 
proclamados  como  electos,  entren  desde  luego  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  en  las  cuales  permanecerán 
hasta  que  la  nulidad  se  declare  por  la  autoridad  coni-  5 

pétente.  I 

Art.  68.  Las  reclamaciones  de  nulidad  de  elecciones 
de  senadores  i  diputados,  que  se  hagan  por  miembros 
de  la  Cámara  o  por  particulares,  deben  presentarse  a 
ésta,  revestidas  de  todos  los  antecedentes  i  pruebas  en 
que  se  fundan^  a  mas  tardar  el  10  de  junio  del  ano 
de  su  instalación;  i  la  Cámara  deberá  resolver  sobre 
ellas,  ajustándose  a  su  reglamento,  dentro  de  treinta 
dias  contados  desde  el  de  la  presentación. 

Si  la  Cámara,  considerando  que  son  insuficientes  los 
fundamentos  de  una  reclamación  de  nulidad,  acordare 
recibir  pruebas  sobre  ellos,  podrá  nombrar  una  comi- 
u  sion  de  su  seno  para  que  los  reciba  en  el  lugar  de  s  n 
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sesiones  o  trasladándose  al  de  la  elección,  o  dará  el  en- 
cargo de  recojerlas  a  la  autoridad  judicial  de  este  lugar 
o  de  alguno  délos  mas  inmediatos;  i  en  tal  caso  la  reso- 
lución definitiva  se  dará  dentro  de  sesenta  di  as  conta- 
dos desde  la  presentación  de  la  reclamación. 

La  comisión  nombrada  por  la  Cámara  ejercerá  las 
funciones  judiciales  necesarias  para  desempeñar  su 
cometido,  i  si  sus  procedimientos  diesen  lugar  a  obser- 
vaciones en  contra,  éstas  serán  apreciadas  al  resolver 
sobre  la  reclamación - 

Art.  6g,  Si  la  Cámara  respectiva  no  considerare  o. 
no  resolviere  las  reclamaciones  en  los  términos  fijados 
en  el  artículo  anterior,  su  omisión  se  reputará  como  un 
sobreseimiento   favorable  a  la  elección,  i  no  se  podrá 
reclamar  contra  ella  en  adelante. 

Art,  yo.  Las  reclamaciones  de  nulidad  contra  la 
elección  de  municipales  se  iniciarán  ante  el  juez  letra- 
do de  tumo  en  lo  civil,  que  ejerza  jurisdicción  defini- 
tiva en  el  departamento  respectivo,  dentro  de  diez  dias 
contados  desde  el  de  la  proclamación,  sin  que  esto  im- 
pida que  los  electos  entren  en  funciones,  conforme  al 
art.  67. 

El  juez  letrado  recibirá  las  pruebas  que  los  recla- 
mantes quieran  rendir,  con  citación  de  los  reclamados, 
en  el  término  perentorio  de  diez  dias,  después  de  los 
cuales,  o  antes,  si  los  reclamantes  declaran  que  no  rin- 
den pruebas,  remitirá  el  espediente  a  la  Corte  de  Ape- 
laciones respectiva,  citando  a  las  partes  para  que  ocu- 
rran a  ventilar  ante  ella  su  reclamación. 

Art.  71.  La  Corte  de  Apelaciones,  bajo  su  mas  es- 
tricta responsabilidad,  sustanciará  i  definirá  sin  ulterior 
recurso  la  reclamación  dentro  de  tres  meses  contados 
desde  que  se  inicie  ante  el  juez  letrado,  i  procederá  en 
todo  con  arreglo  a  derecho. 

Sin  embargo,  la  Corte  podrá  recibir  las  pruebas,  en  el 
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lugar  de  su  residencia  o  en  el  de  la  elección,  por  medio 
de  uno  de  sus  miembros,  o  del  juez  letrado  de  este  lugar 
sin  que  los  términos  de  prueba  i  emplazamiento  excedan 
de  la  mitad  de  los  legales,  inclusos  sus  aimíientos, 
i  sin  que  se  puedan  conceder  los  términos  especiales. 
Tampoco  admitirá  otros  escritos  que  los  de  sustancia- 
cion  i  todas  las  alegaciones  serán  verbales. 

Art.  72.  Por  regla  jeneral,  si  a  pesar  de  la  nulidad 
de  la  elección  de  senadores  hecha  por  un  departamen- 
to, quedaren  los  senadores  electos  con  la  mayoría  legal 
de  los  sufrajios  déla  provincia,  o  si  apesar  de  la  nulidad 
de  la  elección  de  diputados  i  municipales  hecha  en  una 
subdelegacion  de  departamento  o  en  una  de  sus  sec- 
ciones, quedaren  éstos  con  la  mayoría  de  sufrajios  del 
departamento,  la  autoridad  competente  no  mandará 
practicar  nuevas  elecciones,  i  su  declaratoria  de  la 
nulidad  servirá  de  fundamento  para  mandar  enjui- 
ciar a  los  culpables  de  las  irregularidades  que  sirvieron 
de  causa  de  la  nulidad. 

Art.  73.  Cuando  se  declare  nula  una  elección  de  re- 
presentantes o  de  municipales,  se  procederá  a  hacerla 
de  nuevo  a  los  quince  dias  contados  desde  la  fecha  en 
que  el  Presidente  de  la  República  reciba  la  comunica- 
ción del  acuerdo,  i  se  hará  ante  las  mesas  receptoras 
que  funcionaron  en  la  primera;  pero  si  la  nulidad  se 
fimdare  en  la  constitución  ilegal  de  éstas  o  en  las  jun- 
tas calificadoras,  se  procederá  a  constituirlas  de  nuevo, 
i  a  verificar  todas  las  operaciones  en  la  mitad  de  los 
términos  que  respectivamente  fija  esta  lei. 

La  nueva  elección  se  hará  solo  por  el  número  de  can- 
didatos respecto  de  los  cuales  se  hubiere  declarado  la 
nulidad;  i  en  cuanto  a  los  municipales,  no  se  hará  sino 
cuando  por  la  nulidad  quedare  la  corporación  reducida 
a  dos  tercios  de  sus  miembros. 

Art.  74.  Si  se  reclamare  la  nulidad  de  la  elección 
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electores  de  Presidente  de  la  República^  se  presentará 
la  reclamación  al  juez  letrado  respectivo  dentro  del 
término  fatal  de  die^  dias^  contados  desde  la  fecha  del 
escrutinio  hecho  en  el  departamento. 

El  juez  letrado  del  departamento  en  que  se  ha  veri- 
ficado la  elección  reclamada  de  electores  de  Presidente 
de  la  República,  recibirá,  con  citación  de  los  reclama- 
doSj  la  información  que  se  le  ofreciere  para  probar  los 
hechos  en  que  se  funda  la  reclamación  de  nulidad  i  la 
contra-información  que  quisiese  rendirse  para  impug- 
narla; i  el  mismo  juez  remitirá  al  Senado  las  reclamacio- 
nes con  sus  antecedentes,  i  con  la  anticipación  necesaria 
para  que  sea  recibida  en  el  Senado  antes  del  30  de  julio. 

Art,  75^  El  30  de  julio  se  reunirá  el  Congreso  para 
tomar  conocimiento  de  las  reclamaciones;  i  si  ellas  no 
comprendieren  la  mayoría  absoluta  de  los  electores  de 
Presidente,  se  abstendrá  de  pronunciarse  sobre  ellas  i 
se  tendrán  por  desechadas,  Pero  si  las  reclamaciones 
abrazasen  un  número  de  electores  sin  los  cuales  el 
Presidente  electo  no  pudiese  tener  mayoría,  se  pronun- 
ciará primero  sobre  las  elecciones  objetadas  en  los 
departamentos  que  nombren  mayor  número  de  electo- 
res. Una  vez  desechado  un  número  de  reclamaciones, 
eliminadas  las  cuales  queden  hábiles  tantos  electores, 
cuantos  sean  necesarios  para  que  unidos  a  los  no 
objetados,  formen  mayoría  absoluta  de  electores,  se 
prescindirá  de  las  demás  reclamaciones.  En  el  caso  en 
que  las  nulidades  declaradas  comprendieren  la  mayoría 
absoluta  de  los  electores,  el  Congreso  ordenará  que  se 
proceda  a  nueva  elección  en  los  departamentos  cuyas 
elecciones  se  hubieren  anulado. 

La  nueva  elección  de  electores  se  practicará  dentro 
de  los  treinta  dias  siguientes  a  la  fecha  en  que  se  co- 

unicare  al  Presidente  de  la  República  la  declaración 
'e  nulidad,  i  quince  dias  después  se  reunirán  los  colé- 
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I  ios  electorales  de  las  provincias  en  que  hubiere  habido 
elecciones  anuladas  i  procederán  a  la  elección  de  Pre- 
sidente de  la  República,  El  procedimiento  de  estos 
colejios  será  el  mismo  señalado  para  las  elecciones  je- 
nerales  de  Presidente. 

Cuando  solo  hubiere  sido  anulada  la  elección  de  elec- 
tores de  uno  o  mas  departamentos,  pero  no  la  de  los  de 
toda  una  provincia,  serán  convocados  para  la  nueva 
elección  los  electores  nuevartiente  electos  i  los  que  per- 
tenecían a  los  otros  departamentos  cuyas  elecciones 
no  han  sido  anuladas. 

Art.  76,  Si  se  reclama  la  nulidad  de  la  elección  que 
hicieren  los  colejios  electorales  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, se  dirijirán  las  representaciones  aJ  Senado 
para  que  lleguen  a  su  poder  antes  del  25  de  agosto,  a 
fin  de  que  sean  sometidas  al  Congreso  en  su  sesión  del 
30  del  mismo  mes  en  que  debe  practicarse  el  escrutinio 
j  eneráis 

Art.  77.  E!  Congreso  suspenderá  el  escrutinio  jene-  1 

ral,  mientras  no  haya  recibido  las  actas  de  los  colejios 
electorales  que  hubieren  repetido  la  elección,  en  el  caso 
del  art.  75.  Si  no  hubiere  habido  lugar  a  aquella  repe- 
tición, o  si  hallare  que  no  son  bastantes' los  motivos  en 
que  se  funda  la  nulidad  deducida  contra  la  elección 
hecha  por  los  colejios  electorales,  o  que  siéndolo,  i  es- 
cluyendo  los  votos  de  los  colejios  objetados,  el  Presi- 
dente electo  tiene  siempre  mayoría  absoluta  sobre  el 
total  de  los  que  han  sufragado,  no  tomará  en  conside- 
ración los  reclamos  i  procederá  a  hacer  la  proclama- 
ción. 

Art.  78,  Si  en  vb^tud  de  las  resoluciones  que  pro- 
nunciare, no  quedare  ningún  candidato  con  mayoría, 
pero  quedare  hábil  un  número  de  electores  de  mas  de 
la  mitad  del  total  de  los  que  deben  nombrarse  en  to*^^ 
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la  República,  el  Congreso  procederá  conforme  a  los 
arts.  6g,  70  i  71  de  la  Constitución. 

Art.  79,  Pero  si  en  virtud  de  las  nulidades  declara- 
das, quedare  el  número  hábil  de  votos  válidos  reducido 
a  menos  de  la  mayoría  absoluta,  sobre  el  total  de  los 
electores  que  deben  elejirse,  se  procederá  a  la  reunión 
de  los  colej  ios  electorales  anulados^  dentro  de  los  trein- 
ta dias  siguientes  al  aviso  que  de  las  declaraciones  de 
nulidad  debe  darse  al  Presidente  de  la  República. 

Entre  la  reunión  de  los  colej  ios  electorales  i  el  escru- 
tinio que  el  Congreso  debe  practicar  de  las  nuevas  ac- 
tas que  se  le  remitan,  trascurrirá  el  mismo  plazo  que 
en  las  elecciones  ordinarias. 

En  vista  del  resultado  que  diere  el  escrutinio  de  las 
nuevas  actas  que  se  le  remitan  i  de  las  que  existan  en 
su  poder^  el  Congreso  procederá  a  hacer  la  proclama- 
ción de  Presidente  de  la  República, 

Art.  8o.  En  caso  de  elección  estraordinaria  de  Pre- 
sidente, se  observarán  las  mismas  reglas,  mediando  I 
entre  cada  acto  el  mismo  intervalo  de  tiempo  que  se  ha 
fijado  para  la  elección  ordinaria. 

Art.  81.  Quedan  derogadas  las  leyes  de  elecciones  ' 

de  12  de  marzo  de  1874,  de  11  de  agosto  de  1875  i  las  ♦ 

demás  disposiciones  esplica tonas  relativas  a  ellas.  ' 

r  •  Santiago,  iP  de  agosto  de  1877,— Aníbal  Pinto.— 
José  Victorino  Lastarria, 
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Libertad  de  profesiones 


Discurso  pronunciado  en  la  Cámara  de  Senadores 
en  la  sesión  de  30  de  julio  de  1877 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— Tenia 
el  propósito  de  llamar 'la  atención  del  Senado  sobre  la 
disposición  que  se  refiere  al  examen  teórico  i  práctico  de 
los  médicos. 

En  primer  lugar  quería  hacer  notar  al  Senado  que 
no  me  parece  conveniente  este  inciso  porque  hace 
referencia  a  una  corporación  que  se  llama  el  Tribu- 
nal del  ProtomedicatOj  corporación  que  existe  entre 
nosotros  de  una  manera  verdaderamente  anómala. 

Dice  así  este  inciso: 

«Sin  embargo^  se  permitirá  el  ejercicio  de  la  medici- 
na a  las  personas  a  quienes  lo  conceda  el  Protomedi- 
cato,  previo  un  examen  jeneral  teórico  i  práctico  de 
los  conocimientos  teóricos  indispensables.» 

Yo  creo  que  debemos  aprovechar  la  ocasión  que  se 
~"os  presenta  para  suprimir  este  tribunal  i  para  enco- 
uiendar  todas  sus  facultades  o  atribuciones  a  quien 
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debe  ejercerlas,  es  decir,  el  protomédico,  como  decano 
de  la  Facultad  de  Medicina. 

;    El  señor  Prats  (Ministro    de  Guerra). — Mi  indica- 
ción suprime  el  Protomédicato. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior)  — ^El  30 
de  junio  de  1822  quedó  abolido  el  Protomédicato  i  fué 
establecida  la  Junta  de  Sanidad.  El  15  de  agosto  de 
1826  volvió  a  quedar  estinguido  el  Protomédicato  con 
todas  sus  atribuciones  i  se  estableció  la  Sociedad  Médica- 
El  28  de  noviembre  de  1827  se  restableció  el  decreto 
anterior. 

Los  señores  senadores  deben  saber,  por  las  fechas 
que  he  citado,  que  estos  decretos  son  verdaderas  leyes 
porque  fueron  dictados  por  im  Gobierno  que  estaba  re- 
vestido de  facultades  especiales. 

Con  motivo  de  estos  decretos  quedaron  derogadas 
todas  las  leyes  españolas  referentes  a  esta  institución 
i  fué  completamente  aboüdoel  Protomédicato.  Sin  em- 
bargo, el  7  de  abril  de  1830  i  cuando  existia  un  Congreso 
que  estaba  revestido  no  solo  de  facultades  lejisladoras, 
sino  también  de  facultades  constituyentes,  se  restable- 
ció el  Protomédicato  por  un  decreto  del  Ejecutivo, 
con  todas  sus  atribuciones,  a  escepcion  de  su  forma. 

Yo  creo  que  este  decreto  no  ha  podido  restablecer  lo 
que  habia  sido  derogado  terminantemente  por  leyes 
anteriores.  De  manera,  pues,  que  desde  esta  fecha  exis- 
te entre  nosotros  el  Tribunal  del  Protomédicato  de 
una  manera  irregular,  anómala  e  ilegal;  i  lo  juzgo  así 
porque  la  lei  de  instrucción  púbUca  que  creó  la  Uni- 
versidad de  Chile  no  restableció  este  tribimal,  sin  em- 
bargo que  el  art.  10  dice  que  el  decano  de  la  Facultad 
de  Medicina  es  el  protomédico  del  Estado. 

Dados  estos  antecedentes,  el  Senado  comprenderá 
que  no  puedo  aceptar  la  indicación  de  mi  honorable 
colega  el  señor  Ministro  de  Justicia.  Esta  indicación 
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rechazo  con  tanta  mas  razón  cuanto  que  desde  algún 
tiempo  tenia  el  propósito  de  presentar  como  artículo 
transitorio  de  esta  lei  el  siguiente: 

«Queda  suprimido  el  Protomedicato  i  sus  atribucio- 
nes serán  ejercidas  por  la  Factiltad  de  Medicina  i  su 
decano,  según  un  reglamento  acordado  por  el  Consejo 
Superior  de  Instrucción  i  aprobado  por  el  Presidente 
de  la  República» 

De  esta  manera  pondríamos  término  a  esta  situa- 
ción anárquica^  porque  tenemos  una  Facultad  de 
Medicina j  cuyo  jefe  es  el  protomédico  del  Estado,  i  al 
mismo  tiempo  un  protomédico  que  obra  con  entera 
independencia  de  aquella  Facultad  i  muchas  veces  en 
asuntos  que  a  ella  corresponden. 

Yo  entiendo  este  inciso  de  una  manera  distinta  de 
la  que  lo  entiende  mi  honorable  colega  el  Ministro  de 
Guerra*  Creo  que  el  objeto  que  se  ha  tenido  en  vista 
en  este  inciso  es  establecer  una  escepcion  en  favor  de 
ciertos  individuos  que,  sin  tener  educación  profesional, 
pueden  ser  médicos  porque  poseen  conocimientos  teó- 
ricos i  prácticos  de  medicina;  por  consiguiente,  esta 
escepcion  desaparecería  por  completo  si  se  dijera  que 
el  examen  que  deben  dar  debe  ser  de  todos  los  ramos 
de  la  asignatura  respectiva,  porque  precisamente  este 
es  el  examen  que  exije  este  otro  inciso,  que  dice: 

«El  título  de  médico-cirujano  obtenido  conforme  a 
este  artículo^  es  necesario  para  ejercer  estas  profesio- 
nes.>> 

Este  título  no  se  le  da  sino  al  que  se  recibe  de  licen- 
ciado  en  la  Facultad  respectiva,  para  lo  cual  deben 
rendir  examen  de  los  ramos  de  medicina. 

El  señor  Reyes  (\dce-Presidente), — Permítame  que 
le  interrumpa  el  señor  Ministro. 

El  art,  38  del  proyecto  dice  así: 

'Las  pruebas  finales  para  obtener  los  grados  de  ba- 


'  I 


—  882  — 

•     cMller  i  de  licenciado  deberán  referirse  a  ramos  de  la 
especial  asignatura  de  cada  Facultada, 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — Ahora 
bien,  el  examen  que  debe  exijirse  según  el  inciso,  es 
teórico-prácticoenjeneral,  p>ero  nó  de  todos  los  ramos 
de  la  asignatura  de  la  Facultad,  que  es  el  que  deben 
rendir  los  médicos  titulares  que  se  reciben  después  de 
ser  licenciados  de  la  Universidad,  Esto  es  lo  que  dice 
la  indicación  de  mi  honorable  colega  el  señor  Ministro 
de  Justicia. 

El  señor  PRATS  (Ministro de  Guerra,  interrumpiendo)^ 
— Permítame  el  señor  Ministro.  Voi  a  decir  mui  pocas 
palabras,  a  fin  de  ahorrar  una  discusión  sin  objeto. 

Quiero  advertir  a  los  señores  senadores  que  para 
graduarse  en  las  Facultades  de  Derecho  i  de  Medicina 
hai  necesidad  de  obtener  antes  el  grado  de  bachiller  en 
la  Facultad  de  Humanidades.  ¿Quién  ignora  que  ac- 
tualmente para  obtener  el  título  de  médico  o  de  abo-  ^ 
gado  hai  forzosamente  que  rendir  antes  el  examen  de 
bachüler  i  obtener  el  grado  correspondiente  otorgado 
por  la  Facultad  de  Humanidades? Es  justamente  sobre 
esta  traba  sobre  lo  que  yo  quiero  establecer  una  escep- 
cion. 
La  indicación  de  mi  honorable  amigo  el  señor  Amu- 
^                                    nátegui  establece  que  este  requisito  es  indispensable 

siempre  que  se  trate  del  nombramiento  de  médico  de 
ciudad  o  de  algún  hospital,  Pues  bien,  lo  que  yo  quiero 
I  con  mi  indicación  es  que  un  individuo  pueda  desem- 

peñar esos  empleos  sin  necesidad  del  grado  de  bachi- 
ller en  humanidades.  Eso  es  todo, 
j^;  Según  mi  indicación,  a  los  que  tales  empleos  quieran 
I  optar  solo  se  exijirán  pruebas  de  aquellos  ramos  que 

son  de  la  esclusiva  asignatura  de  la  Facultad  de  Medi- 
al cina^  sin  necesidad  de  los  demás  trámites  que  has*'* 
F  ahora  se  han  exijido. 
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El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior,  conti- 
nuando).— No  diré  mas  sobre  este  particular,  _ 

Antes  de  dejar  la  palabra,  voi  a  llamar  la  atención  | 

del  Senado  acerca  del  punto  que  traté  al  principio,  re- 
ferente a  la  subsistencia  del  Pro tomedi cato,  que  yo 

quería  se  suprimiera,  desde  que  sus  funciones  pueden  i 

ser  encomendadas  sin  inconveniente  a  la  Facultad  de  ' 

Medicina,  Me  parece  que  para  esto  no  hai  inconve- 
niente. 

Respecto  del  segundo  punto,  yo  sentina  mucho  que 
fuéramos  a  caer  en  algún  error  por  la  precipitación. 
Llamo  sobre  esto  mui  especialmente  la  atención  del 
Senado^  porque  como  ya  he  dicho  antes,  no  puede  exi- 
jirse  otro  examen  que  el  referente  a  aquellos  ramos  que 
la  leí  ha  establecido  para  poder  ejercer  ciertas  profe- 
siones. 

Tengo  todavía  otra  observación  que  hacer  a  otro  de 
los  incisos  que  comprende  la  indicación  del  señor  Mi- 
nistro de  Justicia,  Dice  el  inciso  zP: 

«Los  que  hubieren  recibido  en  la  forma  mencionada 
los  títulos  de  injeniero,  de  médico-cirujano  o  de  abo- 
gado, serán  los  únicos  que  pueden  ser  nombrados  para 
empleos  públicos,  nacionales  o  municipales,  cuyo  de- 
sempeño requiera  el  título  o  la  idoneidad  especial  que 
el  título  supone,  o  para  cargos  transitorios  o  tempora- 
les de  igual  naturaleza  encomendados  por  la  autoridad 
judicial  o  administrativa,  o  con  la  aprobación  de  cual- 
quiera de  ellas*» 

Otro  inciso  dice  poco  después: 

«Cuando  los  empleos  o  cargos  a  que  se  refiere  el  in- 
ciso 2P  de  este  artículo,  hayan  de  ejercerse  en  puntos 
de  la  República  en  que  no  existan  personas  con  títulos 
que  puedan  ser  nombradas,  podrán  conferirse  a  aque-  ** 

"'^s  que  haya  motivo  fundado  para  ser  consideradas 
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como  capaces  de  servir  dichos  empleos  o  cargos 
que  no  tengan  el  requisito  indicado.* 

Segun  la  redacción  que  se  da  a  estos  incisos^  parece 
que  se  quisiera  dar  a  entender  que  el  Presidente  de  !a 
República  puede  nombrar  jueces  de  letras,  ¡xjr  ejem- 
plo, a  individuos  que  no  tengan  eí  título  de  abogado, 
en  aquellos  puntos  en  que  no  haya  abogados  titulados, 

A  fin  de  salvar  esta  vaguedad  en  el  espíritu  de  la  < 

lei,  yo  diría  simplemente:  «Cuando  los  cargos  transito- 
rios a  que  se  refiere  el  inciso  2P^  etc. . .» 

No  hablaría  absolutamente  de  empleos^  i  entonces 
se  entenderla  que  la  lei  se  refiere  a  cargos  no  perma- 
nentes, como  serian  los  defensores  de  menores  o  los  que 
se  llaman  procuradores  de  ciudad.  Con  esta  redacción 
me  parece  que  queda  salvado  el  inconveniente  que 
acabo  de  señalar. 

No  quiero  entrar^  ni  tengo  para  qué,  en  la  discusión 
que  se  ha  promovido  sobre  la  libertad  de  profesiones,  i  j^ 

para  eUo  tendiia  título  suficiente^  porque  ya  he  dicho 
lo  bastante  sobre  esta  materia  en  un  libro  que  ha  sido 
traducido  a  un  idioma  estranjerOj  i  que  ha  sido  repro- 
ducido en  los  países  de  América  que  hablan  la  lengua 
española,  como  la  última  fórmula  de  la  ciencia. 

Esta  cuestión  de  la  libertad  de  profesiones  es  cues- 
tión de  política  práctica,  antes  que  todo;  cuestión  que 
debe  resolverse  según  las  costumbres  i  circunstancias 
de  cada  pais,  i  no  como  lo  pretende  cierta  secta  con  la 
mira  de  conferir  los  títulos  profesionales  en  los  colejios 
sin  la  intervención  del  Estado. 

El  señor  Gallo  (interrumpiendo), — ¿I  por  qué  nó? 
Si  es  tma  cuestión  política,  ellos  tienen  la  factdtad  de 
resolverla  a  su  modo. 

El  señor  Lastarria  (Mhiistro  del  Interior). — Yo  no 
hablo  de  cuestiones  de  partidos  políticos.  Cuando  es- 
preso que  esta  es  una  cuestión  política,  lo  digo  en 
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sentido  científico,  esto  es,  una  cuestión  en  la  cual  se 
trata  de  la  aplicación  de  los  principios  o  de  la  teoría  a 
las  circunstancias  del  pais. 

El  señor  Gallo, ^Perfectamente. 

El  señor  Lastareia  (Ministro  del  Interior). — Repi- 
to: es  una  cuestión  práctica,  cuestión  de  aplicación  que 
debe  resolverse,  discurriendo  como  han  discurrido  los 
señores  senadores  que  han  hablado  sobre  la  materia 
tratando  de  apHcar  la  teoría  a  los  hechos,  sin  conside- 
raciones a  los  intereses  de  los  partidos  políticos. 

Ninguna  observación  tendría  que  hacer  a  las  ideas 
que  se  han  emitido,  porque  todo  lo  que  he  oido  a  los 
señores  Senadores  que  han  hecho  uso  de  la  palabra,  me 
parece  razonable. 

I  no  crea  el  honorable  Senador  por  Atacama  que  he 
hecho  alusión  a  las  opiniones  de  Su  Señoría. 

El  señor  Gallo  {^interrumpiendo). — Al  contrariOj  se- 
ñor, he  comprendido  que  Su  Señoría  se  referia  a  una 
secta  o  partido  enteramente  contrario  a  las  ideas  que 
yo  profeso.  Pero  sostengo  que  si  ese  partido  está  en  su 
derecho,  no  debemos  negárselo. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — Al  ha- 
blar yo  de  política,  no  me  refiero  a  partido  político  en 
el  sentido  que  jeneralmente  se  da  a  esa  palabra;  la  po- 
lítica es  la  aplicación  de  los  principios  a  la  práctica. 
Eso  es  lo  conforme  con  la  ciencia. 

El  señor  Gallo. — Precisamente,  en  ese  sentido  he 
tomado  yo  la  palabra  política. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior) .^ — En  fin, 
señor,  siento  haber  molestado  al  Senado  con  estas  pa- 
labras tan  interrumpidas,  i  espero  que  me  dispense. 
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Discurso  en  la  sesión  del  senado  de  i  ^ 
de  agosto  de  1 877 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — Supon- 
gOj  señor  Presidente,  que  vamos  a  entrar  a  la  discusión 
del  art.  31  del  proyecto  sobre  instrucción  pública. 

El  señor  Reyes  (vice-Presidente). — Sí,  señor. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — Como 
considero,  señor,  que  ya  está  agotada  la  luminosa  dis- 
cusión que  se  ha  tenido  sobre  este  artículo,  yo  me  he 
propuesto  formularlo  de  una  manera  que,  a  mi  juicio^ 
da  solución  a  todas  las  cuestiones  que  sobre  la  materia 
se  han  suscitado. 

Por  consiguiente,  no  voi  a  entrar  a  discutir  esas  cues- 
tiones; voi  solo  a  proponer  la  fórmula  siguiente  para  ei 
art.  31  de  la  lei,  i  luego  la  esplicaré: 

«El  título  de  licenciado  en  la  Facultad  de  Ciencias 
Físicas  i  Matemáticas,  se  considerará  como  título  pro- 
fesional de  injeniero  jeógrafo,  deinjeniero  de  minas 
i  de  injeniero  civil,  según  las  pruebas  prácticas  que  se 
exijan  a  los  que  lo  obtuvieren, 

«El  título  de  médico-cirujano  se  espedirá  por  el  rec- 
tor de  la  Universidad,  de  acuerdo  con  el  Consejo,  a  los 
que  siendo  licenciados  en  la  Facultad  respectiva^  rin- 
dan el  examen  práctico  exijido  por  los  reglamentos,  i  a 
los  profesores  estranjeros  que  hubieren  cumplido  con 
los  requisitos  que  se  determinen,  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  4.**,  núm,  4, 

«El  título  de  abogado  será  espedido  por  la  Corte  Su- 
prema a  los  que  teniendo  el  de  hcenciados  en  la  Facul- 
tad de  Leyes  i  Ciencias  Políticas^  rindan  los  exámenes 
requeridos  ante  aquel  tribunal,  i  a  los  que  siendo  pro- 
fesores estranjeros  hayan  cumplido  con  los  requisitos 
respectivos  i  rindan  los  mismos  exámenes. 
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¿Los  títulos  profesionales  que  trata  este  artículo  solo 
se  exijirán: 

^iP  Para  desempeñar  empleos  públicos,  nacionales  o 
municipales  que  requieran  la  competencia  especial  que 
el  título  supone,  o  para  ejercer  cargos  temporales  o 
transitorios  de  igual  naturaleza  conferidos  por  la  auto- 
ridad judicial  o  administrativa,  o  con  aprobación  de 
dichas  autoridades. 

ítCuando  los  cargos  temporales  o  transitorios  a  que 
se  refiere  el  número  anterior  hayan  de  ejercerse  en  po- 
blaciones en  donde  no  existan  profesores  con  título,  que 
puedan  desempeñarlos,  podrán  conferirse  a  personas 
que  puedan  ser  consideradas  como  capaces  de  servir- 
los, aunque  no  tengan  título.  ■ 

«2,°  Para  la  práctica  autori^sada  de  la  profesión  de 
médico-cirujano  en  los  lugares  donde  practique  otro 
í  médico  titulado.  Sin  embargo,  el  Consejo  Superior  po- 

£j^  drá  también  autorizar  para  practicar  la  medicina  o  la 

cirujía,  en  los  lugares  donde  haya  médicos  titulados,  a 
las  personas  que  se  sometan  a  un  examen  de  los  ramos 
de  la  respectiva  asignatura^  ante  una  comisión  nom- 
brada por  Ja  Facultad  de  Medicina,  i  según  un  regla- 
jl  mentó  especial  que,  a  proposición  de  ésta,  dictará  el 

Presidente  de  la  República. 

«3-0  Páralos  actos  especiales  en  que  las  leyes  exijan  la 
intervención  de  abogados;  pero  podrán  hacer  defensas 
judiciales  los  que  no  tengan  título  ante  los  tribunales 
supremos  i  los  juzgados,  salvo  en  los  casos  en  que  las 
cortes  i  los  jueces  letrados  declaren  que  cualquiera  de 
los  litigantes  debe  encomendar  su  defensa  a  un  aboga- 
do titulado,  siempre  que  asilo  exijiere  la  marcha  regular 
i  espedita  del  juicio  pendiente, 

ííLo  dispuesto  en  este  artículo  no  se  aplica  a  los  pro- 
íf^'^ores  de  competencia  especial  que  el  Gobierno  con- 
stare en  pais  estranjero. 
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«Para  ser  farmacéutico  no  se  necesitan  grados  univer- 
sitarios, i  se  dará  el  título  de  tales  a  los  que  cumplan 
con  los  reglamentos  especiales  > 

Como  puede  notarlo  el  Senado,  la  fórmula  es  com- 
prensiva de  todas  las  cuestiones  que  se  han  presentado 
en  el  curso  del  debate  sobre  el  artículo  del  proyecto. 

Los  tres  primeros  párrafos  responden  a  una  necesi- 
dad que  se  ha  hecho  sentir  i  que,  por  lo  tanto,  era  preci- 
so llenar.  Me  refiero  a  la  asignación  de  títulos. 

El  primer  párrafo  dice: 

«El  título  de  licenciado  en  la  Facultad  de  Ciencias 
Físicas  i  Matemáticas  se  considerará  como  título  pro- 
fesional de  injeniero  jeógrafo,  de  injeniero  de  minas  i 
de  injeniero  civil,  según  las  pruebas  que  se  exijan  a  los 
que  lo  obtuvieren.!^ 

Yo  creo  que  los  señores  senadores  que  se  proponían 
llenar  este  requisito,  tenian  mucha  razón  cuando  opi- 
naban por  que  convendria  dictar  una  lei  especial  sobre 
las  profesiones;  pero  desde  que  la  mente  del  proyecto 
que  discutimos,  tanto  en  este  artículo  como  en  el  si- 
guiente j  ha  sido  establecer  las  reglas  a  que  deben  some- 
terse las  profesiones,  yo  creo  que  no  tenemos  razón 
para  qué  eludirlas. 

Los  tres  primeros  párrafos  llenan ,  pues,  esa  necesidad , 

En  el  dia  el  título  de  injeniero  se  espide  por  el  Go- 
bierno; lo  mismo  sucedió  antes  en  Béljica  i  los  señores 
senadores  saben  que  ahora  se  espide  por  el  jurado  de  la 
respectiva  Facultad,  como  sucede  en  todas  las  univer- 
sidades estranjeras, 

I  tratando  de  que  aquí  suceda  igual  cosa,  he  estable- 
cido la  regla  que  he  lei  do  poco  antes. 

Ahora,  el  título  de  médico,  según  las  leyes  españolas, 
que  yo  no  creo  vij  entes,  se  espide  por  el  Protoiíiedicato, 
pero  yo  digo  en  el  segundo  párrafo: 

«El  título  de  médico-cirujano  se   espedirá 
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rector  de  la  Universidad,  de  acuerdo  con  el  Consejo,  a  < 

los  que  siendo  licenciados  en  la  Facultad  respectiva,  I 

rindan  el  examen  práctico  exijido  por  los  reglamentos, 

i  a  los  profesores  estranjeros  que  hubieren  cumplido  ♦ 

con  los  requisitos  que  se  determinen,  según  lo  dispues-  i 

to  en  el  art.  4,*^,  núm.  4,35^ 

Esta  disposición,  a  que  se  refiere  el  párrafo  que  aca- 
bo de  leer,  establece  que  el  Consejo  de  Instrucción  de- 
terminará las  pruebas  especiales  que  deben  rendir  los 
profesores  estranjeros. 

El  inc.  4  o  del  art<  40  dice  así: 

^Corresponde  al  Consejo  Superior: 

«4.0  Determinar  las  pruebas  a  que  deben  sujetarse 
los  profesores  estranjeros  para  ser  admitidos  al  ejerci- 
cio de  una  profesión  científicas 

Consecuente  con  esta  idea,  establece  la  indicación 
que  el  rector  de  la  Universidad  i  el  Consejo  Superior 
espedirán  el  títtdo  de  médico  a  los  graduados  en  la  res- 
pectiva Facultad  en  la  Universidad  de  Chile,  i  a  los 
profesores  estranjeros  que  rindieren  las  pruebas  que  el 
Consejo  Superior  haya  determinado  en  un  reglamento 
especial. 

Este  párrafo  creo  que  llena  el  vacío  que  habían  se- 
ñalado algunos  señores  senadores. 

Por  fin,  el  inc.  3  ^  dice: 

«El  título  de  abogado  será  espedido  por  la  Corte  Su- 
prema a  los  que^  teniendo  el  de  licenciado  en  la  Facul- 
tad de  Leyes  i  Ciencias  Políticas,  rinden  los  exámenes 
requeridos  ante  aquel  Tribunal,  i  a  los  que,  siendo  pro- 
fesores estranjeros,  hayan  cumplido  con  los  requisitos 
respectivos  i  rindan  los  mismos  exámenes.» 

Ahora  entran  las  reglas  jen  erales  del  artículo  mas  o 
menos  como  están  en  el  proyecto  orijinal  i  como  habia 
propuesto  modificarlas  el  señor  Ministro  de  Justicia  i 
onorable  Senador  por  Atacama, 
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«Los  títulos  profesionales  de  que  trata  este  artículo 
se  exijirán: 

«i.^  Para  desempeñar  empleos  públicos,  nacionales     J 
o  municipales,  que  requieran  la  competencia  especial      1 
(  que  el  título  supone,  o  para  ejercer  cargos  temporales 

'  o  transitorios  de  igual  naturaleza  conferidos  por  la  au- 

toridad judicial  o  administrativa,  o  con  aprobación 
de  dichas  autoridades.» 

Escepcion  a  esta  regla:  el  último  inciso  del  artículo 
orijinal: 

«Cuando  los  cargos  temporales  o  transitorios  a  que 
se  refiere  el  número  anterior  hayan  de  ejercerse  en  po- 
blaciones en  donde  no  existan  profesores  con  título 
que  puedan  desempeñarlos,  podrán  conferirse  a  per-  | 
sonas  que  puedan  ser  consideradas  como  capaces  de 
servirlos,  aunque  no  tengan  títulos.» 

Sobre  esto  no  ha  habido  discusión;  todo  el  Senado 
ha  estado  de  acuerdo  en  estos  dos  puntos,  que  han  ve- 
nido aprobados  por  la  Cámara  de  Diputados. 

Segundo  caso  en  que  es  necesario  el  título: 

«2.^  Para  la  práctica  autorizada  de  la  profesión  de 
médico-cirujano  en  los  lugares  donde  practique  otro 
médico  titulado.  Sin  embargo,  el  Consejo  Superior  po- 
drá autorizar  para  practicar  la  medicina  o  la  ciru- 
jía,  en  lugares  donde  haya  médicos  titulados  a  las  per- 
sonas que  se  sometan  a  un  examen  de  los  ramos  de  la 
respectiva  Facultad,  ante  una  comisión  nombrada  por 
la  Facultad  de  Medicina,  i  según  un  reglamento  espe- 
cial que,  a  proposición  de  ésta,  dictará  el  Presidente  de 
la  República.» 

El  proyecto  orijinal  i  las  indicaciones  han  coincidido 
en  la  idea  de  exijir  el  título  para  la  práctica  autorizada 
de  las  profesiones  de  médico  i  cirujano,  sin  escepcion 
algima. 

Yo  creo  que  así  quedaríamos  atrás  aun  de  ]í>  ■ 


r¥ 
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i        don  VI j ente,  i  me  parece  que  si  estamos  lejíslando,  no 
I         es  para  retroceder  sino  para  dar  un  paso  adelante, 
^  Según  la  lejislacion  vi j  ente  i  apropiada  a  la  circuns- 

Í  tanda  del  país,  hai  muchos  lugares  en  que  pueden  auto- 
rizadamente curar  individuos  sin  título  de  médico  o 
cirujano,  no  habiendo  un  médico  titulado.  No  me 
parece  posible  derogar  esta  disposición;  porque  ello 
seria  dejar  sin  facultativos  a  poblaciones  donde  no  hu- 
biere médicos  titulados. 

I  A  mí  me  ha  parecido  que  debemos  ir  adelante  en  el 

sentido  de  no  permitir  que  en  lugares  donde  haya  médi- 
co  titulado,    puedan  curar  médicos  sin    título;  pero 
conservando  la  disposición  actual  respecto  de  aquellos 
lugares  donde  no  haya  médicos  recibidos. 
,  Yo  he  aceptado  aquí  la  indicación  de  mí  honorable 

L  amigo  el  señor  Ministro  de  Instrucción,  por  la  rar^on 
que  acabo  de  decir,  porque  no  debemos  quedarnos 

r     atrás  de  la  lejislacion  vi j ente.  Según  esa  lejislacion,  hai  I 

médicos  cirujanos  a  quienes  se  exije  cierta  clase  de 
pruebas  para  recibir  el  título;  i  hai  cirujanos  romancis-^ 
tas  a  los  cuales  no  se  les  ha  exijido  sino  cinco  años  de 
práctica.  De  estos  cirujanos  hemos  tenido  muchos  en  Í 

Chile  i  aun  podría  nombrar  mas  de  uno  que  existe  toda- 
vía. Si  esta  es  nuestra  situación  actual  ^  es  preciso  res- 
petarla i  continuar  en  ella  acordándola,  en  cuanto  sea 
posible,  con  las  exíj encías  del  día. 

Vamos  al  punto  mas  serio,  al  mas  delicado:  el  relati- 
vo a  los  abogados. 

Yo  acepto,  hasta  cierto  punto^  la  indicación  de  mi 
honorable  colega  el  señor  Ministro  de  Justicia  e  Ins- 
trucción Pública*  Creo  que  cuando  las  leyes  actuales 
exíj  en  la  intervención  de  abogados  titulados  para  cier- 
tos actos,  han  tenido  el  propósito  de  atender  a  serios  i 
llcados  intereses  que  se  fundan  en  derechos  civi- 
e  es  necesario  protejer. 


—  Zi2  -^ 

Por  ejemplo,  si  se  trata  de  un  juicio  de  división  de 
bienes  o  partición  de  herencia,  el  Código  Civil  dice  que 
esa  operación  debe  ser  hecha  por  abogados;  por  ejem- 
plo todavía^  si  se  trata  de  una  querella  de  capítulos;  si 
se  trata  de  un  recurso  de  nulidad^  sucede  lo  mismo;  i  en 
] enera!,  en  todos  aquellos  casos  en  que  el  juez  letrado  o 
Tribunal  Superior  crean  que  es  indispensable  el  título 
de  abogado  en  beneficio  de  los  mismos  intereses  que  es- 
tán llamados  a  amparar  i  de  los  mismos  derechos  sobre 
que  van  a  decidir. 

Por  lo  demás j  mi  indicación  coincide  con  la  idea  de 
dejar  libre  las  defensas  ante  los  juzgados  de  i.^  instan- 
cia i  los  Tribunales  de  Alzada;  pero  con  la  limitación 
de  que  el  juez  o  tribunal  puedan  exijir  firma  de  letra- 
dos. 

El  inciso  lo  he  concebido  en  estos  términos: 

^'^^  Para  los  actos  especiales  en  que  las  leyes  exijan  ]| 

la  intervención  de  abogados;  pero  podrán  hacer  de- 
fensas judiciales  los  que  no  tengan  título  ante  los  Tri- 
bunales Supremos  i  los  juzgados,  salvo  en  los  casos  en 
que  las  Cortes  o  los  jueces  letrados  declaren  que  cual- 
quieríi  de  los  litigantes  debe  encomendar  su  defensa  a 
un  abogado  titulado,  siempre  que  así  lo  exijiere  la  mar- 
cha regular  o  espedita  del  juicio  pendientes. 

Ahora  viene  esta  otra  regla  jeneral: 

ítLo  dispuesto  en  este  artículo  no  se  aplica  a  los  pro- 
fesores de  competencia  especial  que  el  Gobierno  con- 
tratare en  pais  estranjero 

Yo  me  he  permitido  agregar  de  mi  propia  cuenta 
otra  cláusula,  en  esta  forma: 

^Para  ser  farmacéutico  no  se  necesita  grados  univer- 
sitarios i  se  dará  el  título  de  tal  al  que  cumpla  con  los 
reglamento  especiales». 


^ 
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Discurso  pronunciado  en  la  sesión  del  senado 

DE   3  DE   agosto  DE    1877    ^ 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — Según 
las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación,  que  se  han  de- 
clarado vi]  en  tes  por  un  decreto  del  Ejecutivo  del  año 
1844  o  45,  a  propósito  de  una  competencia  suscitada 
por  el  Tribunal  del  ProtomedicatOj  éste  tenia  faculta- 
des jurisdiccionales,  de  inspección  i  universitarias. 

Hai  tres  leyes  en  la  Novísima  Recopilación  que  or- 
ganizan este  tribunal,  con  la  particularidad  de  que  la 
posterior  dejaba  siempre  vijente  a  la  anterior,  i  la  úni- 
ca modificación  que  la  última  introdujo  fué  que  el 
Protomedicato  no  podría  apropiarse  las  multas  a  que 
podia  condenar  a  algunas  personas.  Entretanto,  esa 
lei  le  da  la  facultad  de  juzgar  ciertas  causas  criminales 
cuya  enumeración  hace^  i  algunas  causas  civiles. 

La  lei  le  da  la  inspección  sobre  todos  los  médicos, 
boticarios,  especieros,  etc.,  para  vijilar  su  conducta, 
imponerles  multas^  reglamentar  la  venta  i  espendio  en 
jeneral  de  toda  clase  de  drogas,  etc.j  i  por  último,  le  da 
facultad  de  examinar  a  los  médicos,  cirujanos,  botica- 
rios, especieros,  etc.  Tales  son  las  atribuciones  del 
Protomedicato  según  las  leyes  de  la  Novísima  Recopi- 
lación. 

En  el  día  no  puede  tener  la  jurisdicción,  porque^  co- 
mo sabemos,  por  la  Lei  de  Organización  de  los  Tribu- 
nales no  hai  otros  tribunales  encargados  de  ventilar  los 
asuntos  contenciosos  que  los  que  esa  lei  ha  establecido. 


t  El  señor  Lastatria  propuso  en  la  dUcosion  de  la  Í«i  orgámca.  de  la  ins- 
tmccion  ftecuD darla  i  superior  un  articulo  transitorio  concebido  en  estos 
térmiíios: 

^^ueda  suprimido  el  Protomedicato,  i  aü9  fiiaciones  seráu  en  adelante  ejer- 
a  por  la  Facultad  de  Medicina  i  Farmacia^  ^''.gun  un  reglamento  qae  dio- 
-^  Presidente  de  la  República*. 


i 
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Por  consiguiente,  el  Protomedicato  ha  dejado  de  ser 
tribunal,  aunque  se  siga  llamándolo  así.  ¿Qué  atribu- 
ciones son  las  que  le  quedan?  Las  de  policía  sobre  las  ^ 
boticas,  la  de  vijilar  la  conducta  funcionaria  de  los  mé-  t 
dicos,  farmacéuticos,   matronas,  etc.  I  aun  creo  que  ' 
en  el  dia,  por  mas  que  tiene  el  Protomedicato  la  ins- 
pección sobre  todos  esos  funcionarios,  no   puede  sin 
embargo,  aplicaries  penas.  Para  eso  se  necesitaría  una 
reforma. 

Le  queda  todavía  la  tercera  atribución,  la  cual,  por 
esta  lei  que  acabamos  de  aprobar,  corresponde  a  la  Fa- 
cultad de  Medicina.  De  manera  que,  vij  ente  esta  lei,  no 
sabremos  qué  funciones  ejerce  sobre  los  médicos,  bo- 
ticarios, etc.  Así  es  que  el  personal  del  Protomedicato, 
que  antes  se  componía  del  protomédico,  de  un  doctor 
en  medicina  i  de  un  secretario,  de  un  farmacéutico 
i  de  tm  fiscal,  va  a  quedar  reducido  al  protomédico  i  al 
secretario,  que  en  el  dia  son  el  decano  i  el  secretario  de 
la  misma  Facultad. 

El  señor  Reyes  (vice-Presidente). — La  leidfe  la  Uni- 
versidad dice  que  el  decano  de  la  Facultad  de  Medicina 
será  el  protomédico  del  Estado,  pero  no  dice  que  el  se- 
cretario de  la  Facultad  lo  sea  también  del  Tribunal  del 
Protomedicato. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — I  aim- 
que  la  Jei  no  dice  nada  respecto  del  secretario,  sin  em- 
bargo el  secretario  de  la  Facultad  lo  es  del  Protomedi- 
cato. 

De  manera  que  las  funciones  de  protomédico  serán 
ejercidas  por  el  decano  de  la  Facultad,  según  un  regla- 
mento que  aquélla  acuerde.  Este  es  el  alcance  de  la 
indicación,  porque  de  otro  modo  quedaríamos  en  una 
situación  anómala: 

Yo  puedo  asegurar  ál  Senado  que  al  hacer  esta  ind 


I 
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cacion  no  he  venido  a  improvisar,  porque  he  estudiado 

mui  detenidamente  la  materia.  Por  eso  dije  que  el  de- 
creto de  julio  de  1822,  estinguió  el  Protomedicato  i  lo 
reemplazó  por  una  Junta  de  Sanidad,  i  otro  de  15  de 
agosto  de  1826  también  estinguió  esa  Junta  i  la  reem- 
plazó por  una  Sociedad  Médica,  i  otro  decreto  de  28  de 
noviembre  de  1827  mandp  ejecutar  el  anterior  en  to- 
das sus  partes. 

He  dicho  a  la  Cámara  que  el  primero  de  estos  decre-  \ 

toSj  como  lo  saben  los  señores  senadores,  ha  sido  dicta- 
torial porque  entonces  el  fljecutivo  ejercia  todos  los 
poderes. 

Sin  embargo,  un  decreto  de  27  de  abrü  de  1830  de- 
claró estinguida  la  Sociedad  Médica,  establecida  por 
aquel  decreto,  i  restableció  el  Protomedicato  con  su 
actual  organización j  mandando  que  se  compusiera  de 
un  protomédico,  un  doctor  en  medicina,  un  farmacéu- 
tico, un  secretario  i  un  fiscal,  para  que  ejerciese  las 
atribuciones  que  la  lei  le  daba.  I  como  había  otras  leyes 
españolas  de  que  he  hecho  mérito  i  que  a  ese  cuerpo  se 
referian,  el  decreto  las  restableció,  indebidamente,  a 
mi  juiciOj  puesto  que  estaban  abolidas  por  autoridad 
competente. 

En  esta  situación,  señor,  he  espuesto  a  la  Cámara 
las  atribuciones  que  esas  leyes  españolas  daban  al  Pro- 
tomedicato. He  afirmado  que  las  atribuciones  jurisdic- 
cionales están  aboUdas  por  la  Lci  de  Organización  de 
los  TribunaleSj  i  que  las  de  policía  sigue  ejerciéndolas  *f 

el  protomédico j  lo  mismo  que  la  de  examinador.    "  | 

He  aquí  la  conexión  que  su  artículo  como  el  que  he  i 

propuesto  tiene  con  la  lei  actual.  Si  esta  lei  establece 
el  modo  cómo  se  ha  de  conferir  el  título  de  médico  i  a 
quienes  debe  concederse ^  ¿seguirá  el  Protomedicato 
'='Íerciendo  esa  atribución  i  recibiendo  exámenes? 

No  digamos  nada  sobre  este  pimto,  dice  el  señor  Se-  ^ 


! 
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nador  '.  Entonces  seguirá  vijente  el  decreto  de  1830,  i 
el  Protomedicato  seguirá  funcionando. 

Esta  es  la  conexión  que  tiene  mi  proposición  con  la 
lei  de  que  se  trata. 

Ahora,  la  atribución  de  vijilancia  i  policía  que  ejerce 
el  Protomedicato  ¿quién  debe  ejercerla?  El  decano  de 
la  Facultad,  i  por  un  reglamento  adecuado  a  las  cir- 
cunstancias del  pais,  no  solo  para  Santiago,  sino  tam- 
bién para  todos  los  lugares  en  que  haya  médicos  i  boti- 
cas, flebótomo  i  demás  fimcionarios  de  esta  clase.  Si 
ese  reglamento  determina  qué  el  Protomedicato  funcio- 
ne de  acuerdo  con  la  Facultad,  q.sí  se  hará.  Pero  creo 
que  si  prescindiésemos  de  decir  algo  sobre  el  particular, 
tendríamos  estas  dos  órdenes:  iP  la  lei  que  vamos  a 
dictar,  que  establece  funciones  idénticas  a  las  que  el 
Protomedicato  ejerce  en  virtud  de  leyes  que  se  supo- 
nen vij  entes  i  que  yo  creo  derogadas.  Si  el  señor  Sena- 
dor necesita  tiempo  para  repasar  esas  leyes  i  ver  la  i^ 
exactitud  de  lo  que  digo,  no  tengo  inconveniente  en 
esperar.  Pero  persuádase  el  señor  Senador  de  que  hai 
una  verdadera  conexión  entre  mi  proposición  i  la  lei 
actual,  de  tal  modo  que  si  la  proposición  no  fuese  acep- 
table, dejaríamos  existente  im  verdadero  conflicto  en- 
tre esta  lei  i  el  decreto  de  1830  i  la  lei  española  a  que 
alude  ese  decreto,  i  que  creo  completamente  derogada 
por  autoridad  competente. 

Me  encuentro,  señor,  en  la  necesidad  de  recordar 
algunas  disposiciones  para  mostrar  todo  lo  relativo  a 
la  situación  de  los  farmacéuticos  i  para  manifestar  a  mi 


I  Don  Antonio  Varas,  que  habia  interrumpido  al  Ministro  del  Interior,  es- 
presando  que  la  supresión  del  Protomedicato  fuera  materia  de  lei  especial  i  dis- 
tinta de  la  de  instrucción  pública,  por  no  tener  con  ella  conexión  i  no  ser  con- 
veniente derogar  leyes  que  no  se  conocían  exactamente,  cuando  en  ellas 
pudiera  haber  algo  que  conviniese  conservar. 
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honorable  amigo  el  señor  Senador  por  Valdivia,  los 

motivos  de  la  oposición  que  hice  a  la  última  parte  de  I 

su  indicación  ^  ' 

En  la  sesión  anterior  recordé  a  la  Honorable  Cáma- 
ra el  decreto  de  octubre  de  1844»  el  cual  establecia  que 
donde  hubiese  un  médico  o  un  farmacéutico  titular  no 
podian  existir  otros  sin  título.  Este  decreto  fué  reitera- 
do por  otro  de  octubre  de  1845.  En  1866  el  Gobierno 
decretó  lo  siguiente:  f 

€iP  Quedan  derogados  los  citados  decretos  de  9  de 
octubre  de  1844  i  de  25  de  octubre  de  1845  relativos  al  I 

ejercicio  de  las  profesiones  de  farmacéutico  i  de  médi-  "    ' 

co  por  personas  que  carenan  de  título  legaL  I 

42  P  Los  intendentes  i  gobernadores  velarán  por  que  ' 

las  profesiones  de  médico,  cirujano,  farmacéutico,  fle- 
bótomo, dentista  i  matrona  sean  solo  desempeñadas 
por  personas  que  tengan  título  legal  para  ello, 

«3.**  Los  individuos  sin  título  legal  a  quienes  se  hu- 
biere tolerado  que  ejerzan  las  profesiones  de  médico  i  ■ 
farmacéutico  a  virtud  de   los  decretos  referidos,  solo 
podrán  continuar  ejerciéndolas  hasta  el  iP  de  enero  de  | 
i86g.Jí*                                                  *                                                        I 

De  manera  que  desde  enero  de  1869  no  debió  haber  | 

mas  médicos  ni  farmacéuticos  sin  título. 

En  julio  28  de  1868  el  Gobierno  volvió  a  decretar  lo  - 

que  sigue: 

4Se  autoriza  a  los  dueños  de  las  boticas  actualmente 
establecidas  en  diversos  pueblos  de  la  República  i  que  ^ 

no  estuvieren  rejentadas  por  farmacéuticos  recibidos, 
para  que  continúen  despachando  en  eUas  por  el  término  í 

de  seis  años,  contados  desde  el  i.*^  de  enero  de  1869. 


'  El  Senador  5»eñor  Adolfo  Ibiñez  ba.bia  formulado  la  indicación  siguiente: 

«Las  personas  qne  actualmente  eiefcieseo  las  ftincianea  de  médicos ,  ciruja* 

no5  o  farmacéuticos  con  et  permiso  del  Gobierno  i  sin  tener  para  el  eíecto  los 

títulos  universitarios  competen  tes,  podrán  continuar  en  el  ejercicio  de  dichas 

profesiones*  no  obatante  lo  dispuesto  en  la  presente  l^* 


r' 
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«Las  boticas  que  desde  hoi  en  adelante  se  abrieren, 
quedarán  siempre  sujetas  a  las  formalidades  exijidas 
por  el  decreto  de  29  de  abril  de  1866.1^ 

De  modo  que  fué  prorrogado  el  permiso  que  se  había 
concedido  por  el  decreto  anterior. 

En  el  mismo  año  se  decretó  lo  siguiente: 

«Los  diplomas  i  certificados  que  presentaren  al  tri- 
bunal del  Protomedicato  los  farmacéuticos  i  las  ma- 
tronas, deberán  ser  visados  por  el  cónsul  de  Chile  esta- 
blecido en  d  pais  en  que  el  solicitante  hubiere  sido 
graduado  o  hecho  sus  estudios,  o  a  falta  de  este  con- 
sid,  por  otro  de  una  nación  amiga  residente  en  el 
mismo  pais.i* 

Ya  ve  el  Senado  que  el  permiso  para  ejercer  estas 
profesiones  sin  título  clebia  terminar  el  i.*^  de  enero  de 
1875.  En  esta  situación  era  preciso  distinguir  dos  cosas: 
entre  las  boticas  existentes  i  las  que  en  adelante  debian 
establecerse.  Las  existentes  rejuntadas  por  farmacéu- 
ticos sin  título  podrán  existir  así  hasta  enero  de  1875, 
pero  no  podían  establecerse  nuevas  boticas  sin  farma- 
céutico titulado. 

Sin  embargo,  el  Gobierno,  atendiendo  alas  necesida- 
des de  algunos  pueblos  como  de  algunas  personas  par- 
ticulares, permitió  establecer  boticas  a  indi\iduos  que 
no  tenían  título.  Estos  permisos  fueron  concedidos  en 
número  de  treinta  í  tres^  desde  octubre  de  1874  hasta 
octubre  de  1876.  De  manera  que  la  condición  de  estas 
últimas  boticas  coincidia  con  la  de  las  que  existían  an- 
teriormente rejentadas  por  farmacéuticos  sin  título; 
pero  la  situación  de  unas  i  otras  era  transitoria  i  debía 
terminar  en  enero  de  1875. 

Terminado  ese  plazo,  quedaron  las  cosas  en  situa- 
ción completamente  ilegal. 

El  Protomedicato  i  la  Sociedad  de  Farmacia  recla- 
maron repetidas  veces  al  Gobierno  i  se  formaron  mu- 
chos espedientes  con  el  objeto  de  regularizar  la  sitúa- 
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don.  Entonces  el  Gobierno,  accediendo  a  las  principales 
medidas  que  esas  corporaciones  le  pedían,  dictó  el 
decreto  de  1 3  de  abril  del  presente  año,  fijando  las  re- 
glas precisas  por  que  debian  re] irse  las  boticas,  i  esta- 
bleciendo como  regla  jeneral  que  nadie  podria  rejentar 
un  establecimiento  de  esa  clase  sin  tener  el  título  de 
farmacéutico;  i  para  conciliar  los  intereses  de  los  prác- 
ticoSj  se  les  equiparó  a  los  farmacéuticos  titulados^  sin 
mas  condición  que  la  de  rendir  un  examen  sobre  cua- 
tro puntos  mui  fáciles: 

«I  P  Sistema  de  pesos  i  medidas,  útiles  e  instrumentos 
propios  de  boticas; 

«2.**  Distinción  física  de  las  drogas  i  medicamentos, 
i  dosis  máxima  en  que  pueden  emplearse; 

«3  o  Conocimiento  i  manejo  de  los  formularios  ma- 
jistrales  i  oficinales;  i 

^4-^  Ejecución  de  las  preparaciones  oficinales  i  des- 
pacho práctico  de  las  fórmulas  majistrales.» 

Como  ve  el  Senado,  nopodia  exij  írsele  menos.  Quien 
no  fuera  capaz  de  rendir  estos  cuatro  exámenes  de  los 
rudimentos  mas  indispensables  de  esa  profesión,  mal 
podria  rejentar  esa  clase  de  establecimientos. 

Como  consecuencia  de  este  decreto  i  resultado  lójico 
e  indispensable  para  regularizar  la  situación,  habían  de 
quedar  derogados  todas  las  autorizaciones,  licencias  i 
decretos  sobre  la  materia,  que  son  contrarios  a  dicho 
decreto. 

Fundado  en  estos  antecedentes,  he  creido  tener  ra- 
zón para  oponerme  a  la  última  parte  de  la  indicación  de 
mi  honorable  amigo  el  señor  Senador  Ibáñez,  apoyan- 
do en  cuanto  he  podido  la  primera,  porque  realmente 
respecto  de  los  médicos  i  cirujanos  tolerados  o  autori- 
zados para  ejercer  la  profesión,  es  indudable  que  tie- 
nen título  bastante  para  seguir  ejerciéndola. 
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Lei  sobre  Instrucción  Secundaria  i  Superior 


El  proyecto  orijinal  creaba  una  facultad  de  ciencias 
administrativas  i  políticas. 

Al  discutirse  en  el  Senado  el  proyecto  de  lei  sobre 
instrucción  publica,  el  señor  Antonio  Varas  en  la  se- 
sión de  25  de  junio  de  1877,  observó  que  tal  creación 
se  dejara  para  cuando  el  número  de  profesores  fue- 
se mas  numeroso^  i  al  efecto,  formuló  la  siguiente 
indicación:  <(La  Facultad  de  Ciencias  Administrativas 
i  Políticas  se  constituirá  en  la  misma  forma  que  las  de- 
mas  facultades  cuando  el  número  de  sus  profesores 
llegue  a  seisi^. 

Con  este  motivo  el  señor  Lastairia  hizo  las  siguien- 
tes observaciones: 

El  señor  Lastareia  (Ministro  del  Interior). — «No'he 
entendido  bien  la  indicación  hecha  por  el  honorable 
Senador  por  Talca  respecto  de  la  Facultad  de  Ciencias 
Administrativas  i  Políticas,  pero  si  ella  tiene  por  obje- 
to suprimir  esta  Facultad^  le  prestaré  mi  voto;  porque 
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creo  que  es  mejor  conservar  el  orden  actual,  dejando 
la  Facultad  de  Leyes  i  Ciencias  Políticas^  sin  crear  una 
nueva  facultad  de  ciencias  administrativas, 

A  mi  juicio^  seria  esta  una  novedad  que  no  quisiera 
ver  introducida  por  primera  vez,  mediante  una  lei  de 
este  país,  pues  no  hai  tales  ciencias  administrativas. 

Los  filoso  ios  que  han  debatido  sobre  la  clasificación 
de  las  ciencias^  no  han  hablado  jamas  de  una  ciencia 
administrativa,  ni  como  ciencia  concreta  o  de  aplica- 
ción, como  lo  es  la  ciencia  política.  Esta,  que  es  la  cien- 
cia del  gobierno  de  las  sociedades  humanas,  laque 
establece  los  principios  a  que  deben  ajustarse  los  arre- 
glos políticos,  es  una  ciencia  porque  es  una  teoría  abs- 
tracta susceptible  de  una  evolución;  pero  no  hai^  ni  es  « 
posible  establecer  una  teoría  abstracta  de  esta  especie  J 
sobre  administración,  puesto  que  si  se  forma  tal  teoría,  i 
ella  será  una  parte  de  la  ciencia  política  i  nó  una  cien-  , 
cia  diferente,                                                                                      ^ 

En  Francia  se  ha  dado  desde  los  tiempos  del  reinado 
de  Luis  Felipe  cierta  irhportancia  a  una  asignatura 
que  se  le  ha  llamado  de  Derecho  Administrativo;  pero 
aunque  se  haya  intentado,  no  se  ha  llegado  a  formar 
de  esto  una  ciencia,  i  el  Derecho  Administrativo  no  ha 
pasado  de  ser  una  enseñanza  casuística  de  las  resolucio- 
nes positivas  que  se  han  espedido  sobre  los  negocia- 
dos administrativos  que  se  di\4den  en  tantos  jéneros, 
especies  i  casos  de  diversas  naturalezas  i  de  distintos 
elementos.  Los  que  han  querido  dar  al  derecho  admi- 
nistrativo el  método  de  una  ciencia,  no  han  hecho  mas 
que  esponer  principios  de  ciencia  política  o  de  derecho 
positivo;  pero  no  han  logrado  formar  una  ciencia  ad- 
ministrativa, teoría  abstracta  susceptible  de  una  evo- 
hicion  i  diferente  de  la  teoría  política. 

Adhiero,  pues,  a  la  indicación,  si  ella  tiene  por  obje- 
to suprimir  tal  Facultad^  pues,  repito  que  no  quisif 
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ver  introducida  por  una  lei  nacional  esta  novedad  de 
una  facultad  de  ciencias  administrativas.  Ahora,  si  se 
quiere  reservar  para  después  el  establecimiento  de  una 
Facultad  de  Ciencias  Políticas,  puede  hacerse  con  tal 
que  no  se  invente  una  ciencia  administrativa,  que  no 
existe;  pero  lo  mejor  seria  volver  a  lo  establecido, 
dejando  subsistente  la  Facultad  de  Leyes  i  de  Ciencias 
Políticas!^,  ' 


En  la  sesión  del  ii  de  julio  de  1877  se  discutía  el  mis- 
mo proyecto  sobre  instrucción  piiblica.  El  Senador  se- 
ñor Pedro  León  Galio  pedia  la  supresión  de  los  liceos 
de  segunda  clase;  i  el  señor  Senador  Antonio  Varas 
consideraba  conveniente  mantenerlos,  especificando  los 
ramos  que  debieran  ser  enseñados. 

El  señor  Lastarria  terció  en  el  debate  del  modo  si- 
guiente: 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— ^<(A  mi 
modo  de  ver^  señor,  no  debemos  establecer  antagonis- 
mo entre  los  liceos  i  las  escuelas. 

Me  parece  que  si  hai  raigones  para  que  el  honorable 
Senador  por  A t acama  abogue  con  preferencia  en  favor 
del  establecimiento  de  escuelas  superiores,  esas  razo- 
nes no  pueden  hacerse  valer  en  contra  del  estableci- 
miento de  liceos  de  segimda  clase.  Lo  que  quiere  decir 
que  en  último  resultado  deberíamos  aceptar  la  idea  del 
señor  Ministro  de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Publica: 
fomentar  todos  los  establecimientos  i  no  creer  que 
porque  se  van  a  establecer  liceos  de  segunda  clase,  da- 
ríamos de  mano  a  las  escuelas  superiores. 

No  hai  tal  antagonismo,  ni  debemos  favorecer  a  uno 
de  estos  establecimientos  con  perjuicio  de  los  otros,  si- 

1  favorecerlos  a  todos.  Las  escuelas  superior  es,  como 
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los  liceos  de  primera  i  de  segunda  clase,  se  tocan  en  tui 
punto  a  mi  modo  de  ver — i  diré  entre  paréntesis  que 
no  es  este  el  modo  de  ver  de  la  lei — se  tocan  en  un 
punto,  digo,  i  es  en  que  todos  los  liceos  i  escuelas 
superiores  deben  suministrar  una  enseñanza  que  sea 
prácticamente  útil  a  los  ciudadanos,  prescindiendo  de 
la  instrucción  clásica  i  literaria-  Este  es  el  punto  en  que 
se  tocan  los  liceos  con  las  escuelas  superiores. 

La  diferencia  entre  unos  i  otros  está  en  que  en  las 
escuelas  superiores  debe  adoptarse  un  plan  i  un  méto- 
do enteramente  práctico  para  que  el  alumno  que  ven- 
ga preparado  de  la  escuela  primaria,  en  uno  o  dos  años 
adquiera  cierta  clase  de  conocimientos,  como  sucede 
en  Estados  Unidos^  Alemania  e  Inglaterra,  en  donde 
hai  escuelas  superiores  que  enseñan  elementos  de  cien- 
cias naturales,  con  la  denominación  de  filosofía  natu- 
ral, i  que  habilitan  al  hombre  no  solo  para  que  sea  un 
buen  ciudadano,  un  buen  agricultor,  un  buen  minero, 
o  un  buen  comerciante,  sino  para  que  llegue  a  ser  un 
Morse  sin  mas  educación  que  esa. 

Pero  la  enseñanza  de  los  liceos  es  de  otro  carácter, 
por  mas  que  se  toquen  en  aquel  punto  que  he  dicho 
con  la  enseñanza  de  las  escuelas  superiores.  Aquella  es 
mas  literaria  i  su  método  mas  especial,  porque  los  hceos 
sirven  a  otro  propósito,  a  la  necesidad  de  formar  hom- 
bres de  ciencia.  I  en  este  sentido,  unos  i  otros  estableci- 
mientos son  indispensables  i  necesarios  i  no  debemos 
favorecer  a  los  unos  en  perjuicio  de  los  otros. 

Es,  pues»  necesario  esperar  el  establecimiento  de  es- 
cuelas superiores  montadas  de  manera  que  un  hombre 
que  no  piensa  seguir  profesiones  literarias  o  científicas, 
adquiera  en  dos  años  o  tres  todos  los  elementos  de  la 
ciencia  en  el  sentido  técnico,  que  puedan  servirle  en 
todas  las  ocasiones  de  la  vida  i  en  sus  ocupaciones,  pero 
por  medio  de  esa  enseñanza  que  no  es  clásica  ni  litera 


En  los  liceos  de  segunda  clase  esta  misma  enseñanza 
es  mas  liberal  i  mas  clásica^  por  decirlo  así,  i  me  parece 
mui  justa  la  idea  que  comprende  esta  parte  de  la  indi- 
cación del  señor  Senador  por  Talca: 

¿La  enseñanza  de  los  diversos  ramos  que  constituyen 
«  el  curso  se  distribuirá  de  manera  que  los  estableci- 
<(  mientos  de  segunda  clase  se  correspondan  con  los  de 
<i  primera,   i  que    en    aquéllos   pueda   terminarse   el 

*  estudio  de  aritmética,  jeografia  i  cosmografía  elemen- 
€  tales,  lengua  casteDana,  una  lengua  viva  estranjera, 

*  historia  de  Chile  i  elementos  de  historia  de  América;^. 

Me  parece  de  necesidad  aceptar  esta  regla  -  Eso  sí, 
señor,  me  permitir ia  yo  pedir  la  supresión  de  la  última 
cláusula  de  este  inciso,  que  agrega  una  esplicacion  has- 
ta cierto  punto  innecesaria  i  hasta  cierto  punto  limi* 
tativa  de  la  facultad  del  Consejo  Superior  de  instruc- 
ción pública  i  del  Presidente  de  la  RepúbHca.  Yo  na 
enumeraría,  como  se  hace  aquí,  los  ramos,  i  dictaria  la 
regla  jeneral  no  mas:  «La  enseñanza  se  distribuirá  de 
modo  que  en  los  establecimientos  de  segunda  clase  se 
corresponda  con  la  de  los  de  primera,  i  que  en  ellos  se 
pueda  concluir  los  estudios  de  los  ramos  principales^^, 
sin  decir  aritmética,  ieografía,  cosmografía,  lengua  cas- 
tellana, una  lengua  viva  estranjera  i  elementos  de  his- 
toria. Porque  es  necesario  que  la  lei  no  venga  a  dar 
carácter  legal  a  esta  enumeración. 

Pudiera  que  al  ñn  i  al  cabo  los  que  meten  la  mano 
en  este  asunto  se  convenzan  de  que  no  debe  enseñarse 
la  historia,  por  ejemplo,  como  se  enseña  ahora,  asig- 
nando a  cada  época,  i  aun  a  cada  pais,  una  historia  que 
se  estudia  por  un  texto  jeneralmente  mal  concebido  i 
ñlosóficamente  anti-social.  Tendría  ocasión  de  mani- 
festarlo si  se  hiciese  objeción  a  esta  idea* 

Lo  que  yo  quisiera  en  este  sentido,  es  que  en  los  liceos, 
tándose  de  los  estudios  históricos,  sa    habilitase 
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al  hombre  para  estudiar  la  historia  cuando  le  con- 
venga i  1^  necesite,  dándosele  idea  de  la  historia 
jeneralj  universal,  i  no  solamente  en  presencia  de 
los  grandes  hechos  que  se  concretan  para  formar  la 
historia  de  ki  humanidad,  sino  con  las  apreciaciones 
filosóficas,  como  se  hace  entre  los  ingleses  i  en  Estados 
Unidos.  El  alumno  de  un  liceo  de  segunda  clase  que 
saliese  con  eias  nociones  i  pasara  a  continuar  sus  estu- 
dios en  un  liceo  de  primera,  ya  tendria  una  idea  com- 
pleta de  la  liumanidad^  i  cuando  quisiera  aplicarla  a 
cualquiera  r^tra  historia,  como  a  la  de  América,  de  Es- 
tados Unidos,  de  Francia,  etc,  la  aplicaría  con  gusto, 
Pero  enseñ:ir  la  historia  como  se  enseña  en  este  mo- 
mento en  nuestro  pais,  no,  de  ningún  modo. 

Respetables  señores  ^  que  están  presentes,  saben 
que  yo  he  sido  de  los  que  mas  se  han  empeñado  en  años 
atrás  pata  introducir  el  estudio  de  la  historia;  pero  la 
idea  era  que  no  con^■enia  enseñarla  como  se  hace  aho-  ^^: 

ra,  pues  la  enseñanza  de  hoi  solo  tiende  a  llenar  la  me-  I 

mona  de  los  alumnos  de  series  de  fechas,  no  quedan-  ^ 

dolé  una  idea  que  les  pueda  servir  de  base  para  formar 
su  criterio.  Me  acuerdo  de  que  si  en  años  pasados  he- 
mos querido  introducir  el  estudio  de  la  historia  en  el 
Instituto  Nacional,  ha  sido  en  este  concepto,  i  nó  para 
enseñar  series  de  hechos  i  de  fechas. 

Esto  lo  digo  de  paso,  para  que  vea  el  señor  Senador 
por  Talca  que  tengo  cierta  razón  para  pedirle  que  su- 
prima la  última  parte  del  inciso  i  que  deje  solo  la  regla 
jeneral;  que  los  estudios  de  segunda  clase  se  correspon- 
dan con  los  de  primera,  de  modo  que  los  alumnos  pue- 
dan continuar  en  éstos  los  estudios  comenzados  en 
aquéllos,  sin  decir  historia  de  Chile  ni  de  América,  por- 


I    Alude  el  señor  I^astarria,  a  don  Manuel    Montt  i  a  don  Antonio  Varas, 
senadores  concurrentes  a  esa  sesión. 
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que  puede  llegar  el  día  en  que  no  se  ensenen  tales  his- 
torias. Por  eso  diria:  historia  jeneraL  I  puede  llegar 
también  el  día  en  que  podamos  eliminar  de  esos  liceos 
de  segunda  clase,  muchas  asignaturas  completamente 
inútiles,  sustituyéndolas  con  una  enseñanza  positiva 
fundada  en  la  ciencia ^  no  en  la  sociolojía,  sino  en  la 
ciencia,  como  debe  ser. 

Ahora  tengo  que  pedir  escusas  a  mi  honorable  ami- 
go el  señor  Ministro  de  Instrucción  Pública  por  la  inte- 
rrupción que  le  hice  anteriormente.  Le  interrumpí  por- 
que me  pareció  demasiado  largo  el  plazo  que  fijaba 
para  la  duración  del  curso  de  humanidades.  Yo  no  de- 
terminaría  ese  término.  Lejos  de  decir  siete  años  en 
lugar  de  seis,  no  dina  nada,  para  que  así  dejásemos 
mas  abierta  la  puerta  al  progreso,  a  lo  mejor.  Porque 
si  el  señor  Ministro  pensase  de  otro  modo  dentro  de 
un  mes  o  en  el  año  próximo,  se  encontraría  atado  ya 
por  la  leí.  Dejemos  esto  en  libertad- 
Puede  ser  que  me  equivoque;  pero  es  mi  modo  de 
ver.  Yo  acortaría  mucho  el  curso  de  humanidades  i  da- 
ría mas  latitud  a  los  cursos  superiores,  sobre  todo  a  los 
de  derecho;  de  modo  que  pudiéramos  tener  hombres 
educados,  sobre  todo,  con  unidad  de  principios  i  con 
un  criterio  formado,  a  la  edad  de  20  a  3i  años.  Lo  que 
debemos  estudiar  son  nuestras  necesidades,  i  dejarnos 
de  helenismo  i  de  latinismo.)* 
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Reorganización  del  cuerpo  de  injenieros  civiles 


En  la  sesión  del  Senado  de  27  de  junio  de  1877  se 
presentó  el  siguiente  mensaje  sobre  la  materia: 

.*• 
Santiago^  26  de  junio  de  1877 

Conciudadanos  del   Senado  i  de  la  Cámara   de 
Diputados: 

«La  reorganización  del  cuerpo  de  injenieros  civiles 
es  una  necesidad  que  ha  sido  ya  representada  al  Con- 
greso Nacional  en  varias  ocasiones,  i  especialmente 
en  el  mensaje  con  que  se  le  presentó  el  proyecto  de  lei 
de  6  de  setiembre  de  1873. 

«La  importancia  de^  las  obras  públicas  realizadas  i 
proyectadas  exijen  una  atención  preferente  de  parte 
del  Estado,  a  fin  de  aprovechar ^  en  beneficio  del  pais 
que  las  costea^  los  inj entes  valores  que  ellas  cuestan, 
bajo  una  dirección  científica  i  una  inspección  celosa 
ue  e\iten  pérdidas  i  aseguren  su  conservación. 
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«Esta  dirección  que  está  a  cargo  del  Gobierno  no 
puede  ser  desempeñada  con  seguridad  de  acierto,  si  no 
existe  una  oficina  especial,  debidamente  organizada, 
que  haga  los  estudios  técnicos  i  acopie  los  datos  que  el 
Gobierno  necesita j  i  que  no  tiene  tiempo  ni  medios  de 
prepanir  por  sí  mismo  o  por  conducto  de  los  aj entes 
administrativos  que  están  consagrados  a  otras  in- 
cumbencias. 

«Ni  la  lei  vi]  ente  sobre  la  organización  del  cuerpo  de 
injenieros  civiles^  ni  el  proyecto  de  1873  consultan 
estos  fines,  pues  que  manteniendo  a  los  injenieros  en 
el  carácter  de  simples  ejecutores  de  trabajos,  con  la 
administración  de  los  fondos  decretados  para  las  obras 
públicas,  no  solamente  los  colocan  en  la  imposibilidad 
de  tener  la  dirección  científica  i  responsable  de  las  obras 
del  Estado,  sino  que  dejan  al  Gobierno  en  la  necesidad 
detenerlos  repartidos  en  todas  lasproianciasparii  cum- 
plir i  ejecutar  como  administradores  sus  disposiciones, 
en  lugar  de  consagrarse  a  la  inspección  cíqíi tífica  que 
les  corresponde. 

(fCreyendo  el  Gobierno  que  es  este  un  plan  condena* 
do  ya  por  una  larga  práctica,  ha  arribado,  después  de 
serios  estudios  i  consultas,  a  arreglar  una  organización 
en  que  el  cuerpo  de  injenieros  tenga  el  estudio  cientí- 
fico de  todas  las  obras  públicas,  i  se  encargue  de  pre- 
parar todos  los  proyectos  de  las  que  se  propongan  o 
determinen,  dejando  la  ejecución  a  las  empresas  que 
mas  ventajas  ofrezcan  en  una  He  i  t  ación.  La  dirección 
de  obras  públicas  seria  en  esta  organización  como  una 
secretaría  encargada  de  estudiar  todos  los  trabajos 
públicos  que  el  Gobierno  inicie  i  las  indicaciones  i  re- 
presentaciones que  para  la  conservación  i  mejoramien- 
to de  las  obras  existentes  hagan  a  éste  los  funcionarios 
de  la  administración,  consagrándose  esclusiva  i  cons- 
tantemente a  todo  lo  que  concierne  a  la  parte  técnf'"^ 
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de  este  ramo  con  sujeción  a  las  órdenes  del  Presidente 

déla  República.  * 

«Confiando  en  que  el  Congreso  Nacional  acepte  esta 
base  para  mejorarla,  penetrado  como  debe  estar  de  la 
urjente  necesidad  que  tiene  el  pais  de  una  organiza* 
cion  mas  regular  que  la  que  existe,  os  propongo  el  si- 
guiente 

PROYECTO    DE    LEÍ 

TITULO  PRIMERO 

Ortíanb&cioD  ^e  la  Dirección  di  Obrat  Páblicas 

«Artículo  primero.  La  Dirección  de  Obras  Públicas 
se  compondrá  de  los  siguientes  injenieros; 

<íUn  director  jeneral  i  jefe  de  injenieros,  con  el  sueldo 
anual  de  cinco  mil  pesos. 

«Tres  injenieros  civiles,  jefes  de  sección,  con  cuatro 
mil  pesos  anuales  cada  uno. 

ífTres  injenieros  de  primera  clase,  con  tres  mil  pesos 
anuales  cada  uno, 

ífSeís  injenieros  de  segunda  clase,  con  dos  mil  seis- 
cientos pesos  cada  uno, 

«Ocho  injenieros  de  tercera  clase »  con  dos  mil  cua- 
trocientos pesos  cada  uno. 

«íDos  injenieros  de  minas  i  dos  arquitectos,  con  dos  ^ 

mil  pesos  cada  uno. 

^Un  dibujante,  con  mil  pesos.  m 

^íTres  inspectores  de  trabajos,  con  ochocientos  pe^os  I 

cada  uno. 

«Dos  escribientes,  con  seiscientos  pesos  cada  uno, 

«Un  portero^  con  doscientos  cuarenta  pesos. 

«Art.  2P  Anexa  a  la  Dirección  jeneral  habrá  unasec- 

n  de  aspirantes  de  la  cual  serán  parte  los  estudiantes 
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de  matemáticas  que,  según  el  plan  de  estudios,  estén 
en  los  cursos  prácticos  de  puentes  i  calzadas  i  de  inje- 
niería  civil. 

«De  estos,  habrá  hasta  cuatro  que  harán  de  dibujan- 
tes en  la  Dirección  jeneral,  con  el  sueldo  anual  de  cua- 
trocientos pesos,  siendo  designados  por  el  director  je- 
neral, previo  informe  del  rector  de  la  Universidad,  i 
nombrados  por  el  Presidente  de  la  República.  Los  de- 
mas  harán  su  práctica  como  ayudantes  en  lo  que  el  di- 
rector determine. 

«Art.  3.*>  El  nombramiento  de  los  empleados  de  este 
cuerpo,  se  hará  por  el  Presidente  de  la  República,  i  el 
de  los  injenieros,  solo  podrá  recaer  en  los  que  tengan 
título  de  la  Universidad  de  Chile  o  de  otra  estranjera 
legalmente  reconocida  por  aquélla,  i  en  los  que  hayan 
servido  seis  años  en  la  oficina  de  injenieros  civiles,  en 
la  de  arquitectos  i  en  la  encargada  de  la  carta  topográ- 
fica^  cuyas  oficinas  quedarán  suprimidas  desde  que  se 
ejecute  esta  lei.  El  nombramiento  de  los  conductores 
de  trabajos  debe  recaer  en  los  alumnos  de  la  Escuela 
de  Artes  i  Oficios  que  tengan  la  especialidad  que  se  ne- 
cesita, como  la  de  herreros,  carpinteros,  etc. 

*Art.  4-^  Para  ascender  de  un  puesto  de  sueldo  infe- 
rior a  otro  inmediatamente  superior,  se  necesitan  dos 
años  de  servicio»  debiendo  tomarse  en  consideración, 
según  el  informe  del  director  jeneral,  los  conocimientos, 
actividad  i  contracción  del  propuesto, 

«Solo  en  caso  de  igualdad  en  estos  méritos  se  nom- 
brará al  mas  antiguo, 

«Art-  50  El  cuerpo  de  injenieros  se  dividirá  del  mo- 
do siguiente: 

"'"<ti.^  Un  consejo  directivo,  compuesto  del  director 
jeneral,  que  lo  presidirá,  de  los  dos  injenieros  primeros 
de  los  ferrocarriles  del  Estado,  debiendo  designarlos  el 
Presidente  de  la  RepúbHca,  sí  éstos  tienen  varias  f- 
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clones  con  otros  tantos  injenieros  primeros,  i  de  los 
tres  injenieros  civiles  del  cuerpo. 

«2P  Una  sección  de  ferrocarriles,  carreteras,  cami- 
nos, calzadas  i  telígrafos^  dirijida  por  uno  de  los  inje- 
nieros civiles  i  compuesta  de  todos  los  individuos  del 
cuerpo,  a  quienes  el  director  encargue  trabajos  de  esta 
especie. 

42 P  Una  sección  de  edificios  públicos ^  puentes,  mue- 
lles i  demás  construcciones  hidráulicas  i  terrestres,  di- 
rijida  por  otros  de  los  injenieros  civiles  i  compuesta  de 
los  arquitectos  i  demás  injenieros  ocupados  en  estas 
obras. 

44  P  Una  sección  de  topo^afía,  din j  ida  por  el  tercer 
injeniero  civil,  i  compuesta  de  los  dos  de  minas  i  de  los 
demás  empleados  consagrados  a  este  ramo. 

4*Art.  6P  El  consejo  directivo  tendrá  por  lo  menos 
una  reunión  semanal,  fuera  de  las  demás  a  que  lo  cite 
el  director,  i  sus  acuerdos  se  escribirán  i  conservarán 
en  un  libro  que  estará  a  cargo  de  éste  i  serán  por  él  fir- 
mados, 

«El  director  propondrá  a  la  deliberación  del  consejo 
todos  los  estudios  que  haya  hecho  ejecutar  en  el  cuer- 
po sobre  las  obras  que  el  Gobierno  determine,  o  sobre 
las  proposiciones  que  a  éste  dirijan  los  intendentes  de 
provincia,  los  superintendentes  de  ferrocarriles,  o  el 
inspector  jeneral  de  telégrafos,  para  construcción  o  re- 
paración de  alguna  obra  pública,  i  que  el  Ministerio 
respectivo  mande  al  cuerpo  para  su  estudio;  i  no  los 
presentará  a  la  aprobación  del  Gobierno,  sino  después 
de  acordados  por  la  mayoría  del  consejo, 

Mrt.  yP  El  director  jeneral  organizará  las  seccio- 
nes del  cuerpo j  designando  a  sus  jefes,  i  encargando, 
de  acuerdo  con  éstos,  sus  respectivos  trabajos  a  los 
injenieros,  sea  en  la  oficina  sea  en  el  lugar  de  la  ejecu- 
ción. 
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«Los  jefes  de  Sección  tendrán  el  archivo  de  los  planos 
i  presupuestos  que  se  hagan  en  ella,  i  de  los  inventarios 
con  tasación  i  planos  de  todas  las  obras  púbücas  de 
propiedades  nacionales  que  por  su  dase  les  correspon- 
dan. 

«Art.  SP  La  sección  de  topografía  se  encargará  es- 
pecialmente: iP  de  completar  la  carta  topográífica  del 
pais,  trazando  en  ella  los  caminos,  canales  i  telégrafos 
que  no  hayan  sido  marcados  i  las  nuevas  divisiones  ad- 
ministrativas, i  haciendo  todas  las  rectificaciones 
necesarias;  2P  de  formar  el  plano  catastral  de  toda  la 
República;  i  3.^  de  practicar  todas  las  esploraciones 
científicas  terrestres,  plahos  i  tasaciones  de  terrenos  i 
planos  de  esplotacion  que  el  Gobierno  determine. 

«Art.  gP  Todos  los  planos  topográficos  de  particu- 
lares que  en  adelante  se  levanten,  se  harán  con  arreglo 
a  las  escalas  i  demás  indicaciones  que  tenga  fijadas  la 
sección  de  topografía,  i  serán  presentados  al  jefe  de  es- 
ta sección  para  que  dejando  un  calco  de  ellos,  los  selle 
i  devuelva. 

«Solo  harán  fe  en  juicio  los  planos  que  lleven  este 
sello. 

«Art.  10.  Siempre  que  algún  individuo  del  cuerpo 
tenga  que  salir  del  departamento  de  Santiago  a  cum- 
plir una  comisión  accidental  del  servicio  que  dure  mas 
de  cuatro  dias,  tendrá  dos  pesos  diarios  para  su  man- 
tención, i  siempre  su  trasporte  será  costeado  por  el  Es- 
tado, debiendo  verificarse  el  pago  sobre  una  cuenta 
aprobada  por  el  director  jeneral. 

«Si  el  encargado  de  la  comisión  accidental  es  un  aspi- 
rante sea  con  sueldo  o  sin  él,  el  viático  será  de  tres  pe- 
sos. 

«No  gozarán  de  este  viático  los  injenieros  que  por  las 
necesidades  del  servicio  de  la  dirección  jeneral  tengan 
residencia  fija  en  algtm  pueblo  de  la  República,  fuera 
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de  la  capí  tal  j  a  donde  los  haya  destinado  el  Presidente 
de  la  República,  a  petición  del  director,  Pero  las  comi- 
siones accidentales  que  desempeñen  fuera  del  pueblo 
de  su  residencia  se  reglarán  por  la  disposición  del  pri- 
mer inciso  de  este  artículo. 


TITULO  11 


Del  dlreetor  jeatril  dt  obrai  pdUicaí 


«Art-  II-  El  director  jeneral  tiene  las  siguientes  atri- 
buciones:  ♦* 

«I  *  Dirijir  la  administración  i  orden  del  cuerpo ^  con 
forme  a  un  reglamento  interior  que  será  acordado  por 
el  consejo  directivo,  i  aprobado  por  el  Presidente  de  la 
República. 

«2>  Llevar  la  correspondencia  i  mantener  la  comu- 
nicación con  los  funcionarios  públicos, 

^3>  Distribuir  los  estudios  i  proyectos  i  los  trabajos 
de  ejecución  entre  los  individuos  del  cuerpo ,  dándoles 
sus  instrucciones^  e  inspeccionar  estas  obras  por  sí  o 
por  medio  de  alguno  de  los  injenieros  a  quienes  dé  esta 
comisión, 

^4,^  Ejecutar  las  órdenes  que  reciba  del  Presidente 
de  la  República  por  el  órgano  de  cualesquiera  de  los 
ministros. 

^^.^  Presentar  a  la  aprobación  del  Presidente  de  la 
República  por  medio  del  Ministerio  a  quien  correspon- 
da, los  estudios  hechos  en  el  cuerpo  i  aprobados  por  el 
consejo  directivo  para  la  construcción,  conservación, 
reparación  o  espío t ación  de  alguna  obra  pública. 

<6**  Hacer  practicar  en  el  cuerpo  los  estudios,  pro- 
vectos, trazos  o  planos  i  presupuestos  de  las  obras  que 
le  encargue  el  Gobierno^  i  presentarlos  a  su  aprobación 
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definitiva  después  de  aprobados  por  el  consejo  direc- 
tivo. 

«7  *  Publicar  en  el  Diario  Oficial  en  los  primeros 
quince  dias  de  cada  mes,  el  estado  de  las  obras  públi- 
cas en  ejecución  durante  el  mes  anterior. 

«8.*  Presentar  al  Ministerio  del  Interior  en  el  mes  de 
mayo  de  cada  año,  ima  memoria  de  todos  los  trabajos 
públicos  ejecutados  durante  el  año  anterior  por  la  Di- 
rección jeneral  de  Obras  Públicas  o  bajo  su  inspección, 
indicando  todas  las  mejoras  que  pueden  introducirse 
en  este  ramo. 

«9.»  Cuidar  de  que  se  mantengan  en  orden  los  archi- 
vos de  las  respectivas  secciones,  i  conservar  por  sí  i  en- 
riquecer la  biblioteca  de  obras  i  revistas  o  periódicos 
técnicos,  así  como  el  museo  de  instrumentos  que  tenga 
el  cuerpo,  para  lo  cual  pedirá  al  Gobierno  las  cantida- 
des necesarias,  i  no  permitirá  a  los  injenieros  el  uso  de 
estos  libros  o  instrumentos,  sino  bajo  recibo,  para  ha- 
cer efectiva  la  responsabilidad  de  quien  corresponda, 

TITULO  III 

De  Uts  obru  públieM 

«Art.  12,  Corresponde  a  la  Dirección  de  Obras  Pú- 
blicas, según  las  prescripciones  de  esta  lei,  el  estudio 
en  proyecto,  la  ejecución  o  la  inspección  de  todas  las 
que  se  emprendan  en  adelante,  escepto  las  correspon- 
dientes al  cuerpo  de  injenieros  mihtares  o  de  marina. 

«También  le  corresponde  la  inspección  de  las  obras 
de  uso  público  construidas  por  particulares,  para  que 
en  ellas  se  cumplan  las  lej^es  i  reglamentos  que  garan- 
tizan la  seguridad  personal  de  los  que  las  usan. 

«Art.  13.  La  apertura  i  reparación  de  caminos,  la 
prolongación  o  nueva  construcción  de  ferrocarriles. 
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construcción  de  puentes,  calzadaB,  muelles  o' diques, 
de  telégrafos,  de  edificios  i  demás  obras  públicas^  son 
decretadas  según  los  casos  por  la  leí,  o  por  el  Presiden- 
te de  la  República,  o  pueden  ser  propuestas  al  director 
jeneral  por  los  intendentes  de  provincias  o  por  los  fun- 
cionarios que  tienen  a  su  cargo  la  espío tacion  de  algu- 
na empresa  industrial  del  Estado. 

<tEn  el  primer  caso  el  director  hará  practicar  desde 
luego  en  el  cuerpo  los  estudios  necesarios  de  la  obra  de- 
cretada, i  en  el  segundo  someterá  la  proposición  al 
consejo  directivo  para  pasarla  a  la  aprobación  del  Go- 
bierno, si  es  acordada  por  el  consejo,  i  hacer  practicar 
el  estudio  después  que  haya  sido  aprobada  por  quien 
corresponda, 

«Art.  14*  Hechos  los  estudios  necesarios,  el  direc- 
tor propondrá  a  la  aprobación  del  Gobierno,  por  el  Mi- 
nisterio respectivo,  los  planos  i  presupuestos  de  la  obra 
una  vez  que  hayan  sido  considerados  i  aprobados  por 
el  consejo  directivo,  debiendo  dichas  piezas  estar  fir- 
madas por  los  injenieros  que  las  hayan  formado. 

^RT.  15.  Todas  las  obras  decretadas  se  pondrán  a 
licitación  pública  para  su  ejecución,  con  arreglo  a  los 
planos  i  presupuestos  aprobados,  i  si  son  de  reparación 
con  arreglo  a  las  bases  que  acuerde  el  consejo  directivo, 

«La  licitación  se  hará  en  la  forma  legal  i  según  el  de- 
creto supremo  que  lo  determine,  ante  el  director  j ene- 
ra!, o  ante  el  intendente  respectivo,  o  ante  la  comisión 
que  se  nombre,  todo  según  lo  disponga  el  Gobierno  en 
aquel  decreto,  ya  sea  pidiendo  propuestas  escritas  en 
el  término  que  indiquen  los  avisos,  sea  admitiendo  pro- 
puestas verbales. 

♦Verificada  lahcitacion  i  fijado  el  dia  en  que  debe 
principiar  la  obra,  el  director  jeneral  nombrará  un  in- 
'eniero  del  cuerpo  para  que  inspeccione  la  ejecución, 
dándole  cuenta^  i  dispondrá  si  esta  inspección  debe 
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hacerse  por  visitas  accidentales  o  periódicas  o  diaria- 
mente,  en  cuyo  caso  establecerá  la  residencia  del  inje- 
niero  inspector  en  el  lugar  de  la  obra,  si  no  hubiere  otro 
residente  en  el  departamento  respectivo,  que  pueda 
encargarse  de  la  inspección, 

«Determinada  la  residencia  del  injeniero  inspector, 
éste  no  gozará  del  viático  sino  de  los  gastos  de  traspor* 
tes,  salvo  si  fuere  aspirante* 

<?Art.  i6.  Si  el  dia  de  la  licitación  no  concurrieren 
postores,  se  abrirá  de  nuevo  quince  dias  después;  i  si 
tampoco  los  hubiere^  el  Gobierno  determinará  hacerla 
por  algún  contrato  especial,  o  la  mandará  ejecutar  por 
la  Dirección  jeneral^  debiendo  en  aquel  caso  hacerse  la 
inspección  como  está  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

<íArt,  17,  Cuando  una  obra  haya  de  ejecutarse  por 
la  Dirección  jeneralj  el  director  nombrará  con  residen- 
cia en  el  lugar  a  uno  o  dos  de  los  injenieros  del  cuerpo^ 
para  que  hagan  la  obra,  según  las  instrucciones  que 
él  dé. 

<tEl  injeniero  ejecutor  tratará  los  materiales  i  los 
obreros  de  la  faena,  jirará  por  los  preciqs  i  los  jornales 
contra  la  tesorería  que  indique  el  Gobierno,  acompa- 
ñando a  su  jiro  la  cuenta  de  compra  i  la  minuta  de  jor- 
nales que  formen  los  sobrestantes,  i  que  él  visará,  lle- 
vando una  cuenta  en  un  libro  en  que  se  anotarán  las 
piezas  justificativas  presentadas  en  la  tesorería. 

«Art- 18.  El  injeniero  ejecutor  remitirá  al  director 
jeneral  una  cuenta  mensual  de  los  gastos,  i  si  éste  no 
tiene  observación  que  hacerle,  visará  la  cuenta  i  la 
remitirá  al  Ministerio  respectivo  para  que  se  pase  a  la 
oficina  que  debe  aprobar  las  cuentas  de  la  tesorería 
pagadora  de  los  costos  de  la  obra. 

^ííArt.  ig.  No  serán  de  abono  al  ejecutor  i  tendrá  que 
reintegrar  a  la  tesorería  pagadora,  las  cantidades  que 
hubiere  invertido  fuera  de  presupuesto^  sin  hacer 
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autorizar  por  el  director  jeneral  para  los  gastos  en  que 
se  hubiere  excedido  del  presupuesto  i  de  las  instruc- 
ciones que  aquél  le  diere. 

«El  director,  al  pasar  la  cuenta  al  Ministerio,  espli- 
cará  estas  circunstancias,  i  si  lo  creyere  justo,  pedirá 
que  se  aprueben  por  el  Presidente  de  la  República  los 
excesos,  o  que  se  recabe  la  aprobación  lejislativa,  se- 
gún los  casos,  antes  de  remitir  la  cuenta  a  la  oficina 
examinadora. 

<íArt,  20.  El  director  podrá  visitar  por  sí,  o  por  me- 
dio de  otro  injeniero,  la  obra  en  ejecución ^  para  exami- 
nar sus  progresos  i  atender  a  sus  costos,  haciendo  todas 
las  indicaciones  que  creyere  convenientes,  i  dando  ins- 
trucciones al  injeniero  ejecutor  sobre  los  materiales  i 
los  gastos  de  faena. 

«Art.  21,  Quedan  derogadas  las  leyes  anteriores  re- 
ferentes al  cuerpo  de  injenieros  civiles,  a  la  oficina  de 
arquitectos  i  ala  formación  del  plano  topográfico  de  la 
República,  i  el  Presidente  de  la  República  dictará  los 
reglamentos  que  requiera  la  ejecución  de  la  presente 
lei. 

«Art.  22.  Todo  injeniero  deberá  tener  instrumentos 
propíos  para  las  operaciones  ordinarias,  i  previo  el  in- 
forme del  director,  se  le  anticiparán  los  fondos  necesa- 
rios para  su  adquisición,  con  la  calidad  de  pagarlos  con 
un  diez  por  ciento  de  su  sueldo  anual. 

ítEn  operaciones  estraordinarias,  el  director  autori- 
zará el  uso  de  los  instrumentos  del  museo  del  cuerpo, 

^(Artículo  transitorio.  Los  injenieros  del  cuerpo 
actual  que  quedaren  sin  colocación  en  la  nueva  organi- 
zación, serán  jubilados  con  arreglo  a  su  clase  i  al  sueldo 
que  les  asigna  la  presente  lei. — A,  Pinto. — José  Victo- 
rino Lastarna.P 
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Rejistro  Civil 


En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  31  de  ju- 
lio de  1877  ^  ^6  lectura  al  informe  siguiente  acerca 
del  proyecto  de  lei  que  establecía  el  Rejistro  Civil. 
(Este  proyecto  habia  sido  presentado  al  Congreso  en 
1868,  por  el  Diputado  de  Copiapó  don  Manuel  Antonio 
Matta): 

«Honorable  Cámara: 

«La  Comisión  de  Gobierno  ha  examinado  el  proyecto 
de  lei  que  establece  el  rejistro  civil  en  Chile,  presentado 
por  los  honorables  diputados  de  Copiapó  i  el  de  Chi- 
llan, i  es  de  parecer  que  él  no  solo  es  digno  de  la  apro- 
bación de  la  Cámara,  por  cuanto  resuelve  con  acierto 
todas  las  cuestiones  que  pueden  suscitarse  en  tan  grave 
materia,  sino  que  también  merece  una  atención  prefe- 
rente, porque  tiene  por  objeto  satisfacer  una  grave  ne- 
cesidad de  nuestra  lejislacion,  que  el  Congreso  debe 

oresurarse  a  remediar. 
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«Nuestra  lejislacion  actual  no  estatuye  cosa  alguna 
sobre  rejistro  civil  i  éste  se  halla  confiado  enteramente 
a  los  párrocos,  como  sucedía  jeneralmente  en  Europa 
en  la  época  anterior  a  los  Códigos  modernos.  Las  difi- 
cultades  que  ha  ofrecido  la  reforma  han  procedido 
principalmente  del  matrimonio. 

«Los  Códigos,  que  como  el  francés,  no  han  \ñsto  en 
este  acto  sino  el  contrato  civil,  han  vencido  la  dificul- 
tad entregando  el  rejistro  a  oficiales  civiles;  pero  los 
que  han  debido  respetar  el  Concilio  de  Trento,  han 
tenido,  como  el  de  Ñapóles,  que  valerse  de  infinitas  pre- 
cauciones i  de  minuciosas  complicaciones  para  asegu- 
rar la  intervención  de  la  autoridad  civil  en  el  matrimo- 
nio, sin  chocar  con  las  disposiciones  del  Concilio,  Otros 
Estados  en  que  existia  la  libertad  de  cultos,  como  los 
alemanes,  han  dejado  este  punto  a  cargo  de  los  pasto- 
res de  todos  los  cultos.  En  Chile  se  podría  inrütar  el  pro- 
yecto de  lei  española  o  el  Código  Napolitano,  si  no  nos 
halláramos  en  una  situación  escepcional,  por  la  mane- 
ra especial  en  que  están  tolerados  todos  los  cultos  disi- 
dentes, la  cual  no  nos  permite  imitar  a  los  Estados  en 
que  no  hai  mas  culto  que  el  católico,  ni  a  aquellos  en 
que  están  establecidos  de  un  modo  franco  i  claro  todos 
los  cultos. 

^E\  proyecto  de  lei,  partiendo  de  la  consideración  de 
que  los  vicios  del  orden  actual  proceden  de  la  confu- 
sión de  funciones  civiles  í  eclesiásticas  que  ejercen  los 
encargados  del  rejistro,  i  de  la  diferencia  de  cultos  en 
los  habitantes,  cuyo  estado  civil  se  ha  de  hacer  constar 
en  el  rejistro,  adopta  el  arbitrio  de  separar  el  acto  ecle- 
siástico del  civil;  pero  no  confía  a  los  sacerdotes  la  guar- 
da del  rejistro  civil,  pues  no  podría  hacerlo  en  cuanto 
los  ministros  disidentes  no  tienen  autoridad  ni  persone- 
ría legal  de  tales,  sino  que  la  encarga  a  aj  entes  civiles 
especiales  para  que  rejistren  él  acto  después  de  habe 
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lejitimado  relijiosamente.  Este  arbitrio  resuelve  de  un 
manera  perentoria  i  fácil  todas  las  dificultades, 

«En  cuanto  a  la  creación  de  aquellos  nuevos  funcio- 
narioSj  el  proyecto  se  propone  resolver  dos  cuestiones; 
la  relativa  a  la  circunscripción  territorial  de  cada  ofici- 
na, i  la  del  personal  de  los  funcionarios.  Ambas  cuestio- 
nes han  sido  hábilmente  resueltas,  adoptando  como 
circunscripción  territorial  la  subdelegacion,  i  confiando 
a  las  municipaüdades  el  nombramiento  del  oficial  del 
rejistro  civil  para  conciliar  de  este  modo  la  seguridad 
de  que  estos  funcionarios  posean  la  capacidad  i  la  res- 
ponsabilidad que  deban  poseer. 

«Estas  son  las  bases  del  proyecto  i  la  Comisión  cree 
que  no  pueden  adoptarse  otras,  para  allanar  los  incon- 
venientes que  naturalmente  presenta  la  transición  del 
estado  actual,  en  este  punto,  que  es  indefinido  i  anár* 
quico,  al  estado  legal  que  reclaman  no  solo  nuestro  Có- 
digo Civil,  sino  las  necesidades  i  circunstancias  de  la 
época.  Si  en  la  ejecución  de  esas  bases,  hai  detalles  dig- 
nos de  correjirse,  o  algunos  sobre  los  cuales  la  Comi-  i 
sion  puede  hacer  observaciones,  no  por  eso  deja  de  ser  I 
el  proyecto  mui  digno  de  que  la  Cámara  lo  tome  en  con- 
sideración, para  dar  cuanto  antes  a  la  República  una 
leí  sobre  rejistro  civil,  a  fin  de  satisfacer  la  necesidad 

sentida  i  de  establecer  el  orden  legal  que  falta  precisa-  ,  | 

mente,  respecto  de  los  actos  mas  trascendentales  de  las 
relaciones  civiles,- 

tóala  de  la  Comisión,  agosto  20  de  1868* 


Se  empezó  la  discusión  jeneral  del  proyecto,  que  fué 
probado  en  jeneral,  con  solo  dos  votos  en  contra,  en 
i  sesión  de  31  de  julio  de  1877.  Pasado  a  una  comisión 
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especial  en  la  parte  que  se  referia  al  establecimiento 
del  rejistro  ci\il^  i  a  la  comisión  que  se  ocupaba  del  pro- 
yecto del  Diputado  por  San  Javier  de  Loncomüla,  don 
Julio  Zegers,  en  la  parte  que  se  referia  a  matrimonios, 
la  sesión  lejislativa  ordinaria  de  ese  año  quedó  absor- 
bida por  el  largo  debate  sobre  Cementerios,  La  moción 
sobre  esta  materia  habia  sido  presentada  en  1872  por 
los  diputados  señores  Domingo  Santa  María^  Aniceto 
Vergara  Albano,  Mariano  Sánchez  Fontecilla^  Anjel 
Custodio  Gallo,  Jerónimo  Urmeneta,  Guillermo  Matta 
i  Francisco  Puelma. 

El  señor  Lastarria  no  tomó  parte  en  estos  debates, 
ni  en  los  de  las  sesiones  especiales  de  las  estraordina- 
rias  de  1877.  Es  sabido  que  cuando  se  renovaron  estas 
discusiones  en  1883,  ya  el  señor  Lastarria  no  tenia 
asiento  en  el  Congreso. 
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XVI 

Administración  de  los  Ferrocarriles  del  Estado 


Proyecto  propuesto  a  la  comisión  de  ambas 
cámaras  encargada  de  informar  sobre  el  pre- 
sentado a  la  de  diputados 

TITULO  PRIMERO 
Déla  Diiecdon 

§1 

Artículo  primero.  El  ferrocarril  de  Valparaíso  a 
Talcahuano  será  administrado  por  un  director,  asis- 
tido por  un  consejo  directivo. 

Art.  2P  Es  privativo  del  Gobierno: 

iP  Nombrar  al  director; 

2P  Nombrar,  a  propuesta  del  director,  al  injeniero 
delavia,  edificios  i  telégrafos;  al  injeniero  de  maestran- 
za, del  equipo  i  tráfico  i  a  los  cinco  injenieros  que  com- 
pletan este  departamento;  a  los  jefes  de  sección  en  que 
se  subdivide  lalínea,  al  jefe  de  la  contabilidad,  al  caje- 
i  o  jeneral  i  demás  contadores  i  cajeros  de  sección,  a  los 
*  ispectores  del  tráfico  i  al  secretario  de  la  dirección; 
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3-^  Remover  a  los  empleados  comprendidos  en  los 
incisos  que  preceden,  previo  informe  del  consejo  di- 
rectivo; 

4,**  Fijar  el  presupuesto  anual  de  gastos,  cuyo  resumen 
se  incorporará  en  el  presupuesto  de  gastos  del  Estado. 
Se  presentará  sin  embargo  al  Congreso  el  presupuesto 
detallado  del  ferrocarril; 

5.0  Dictar  los  reglamentos  necesarios  para  la  mejor 
esplotacion,  conservación  i  serva  ció  de  la  línea; 
.  6P  Fijar  los  itinerarios; 

yP  Fijar  las  tarifas,  procurando,  en  cuanto  sea  po- 
sible, un  mínimum  de  rendimiento  neto  de  seis  por 
ciento  anual.  No  se  introducirán  modificaciones  en  las 
tarifas,  una  vez  establecidas,  sin  que  trascurran  sesen- 
ta días  antes  de  comenzar  a  rejir; 

8.<*Automar,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado, 
los  gastos  no  presupuestos,  i  que  se  hagan  necesarios 
por   un  siniestro  u  otra  causa  igualmente  escepcional; 

9.*^  Autorizar  todo  gasto  imprevisto  cuyo  importe 
llegue  a  mil  pesos;  o  uno  que  debiendo  repetirse,  llegue 
a  importar  una  suma  igual  o  mayor; 

10.  Aprobar  las  transacciones  sobre  reclamos  o  liti- 
jios  que  importe  un  gravamen  que  exceda  de  mil  pe- 
sos, precediendo  informe  del  consejo  directivo,  el  cual 
podrá  transí]  ir  los  litijios  de  menor  valor; 

11.  Hacer  efectuar,  por  quien  tenga  a  bien,  \isitas 
de  inspección  de  las  líneas ^  de  las  oficinas,  de  la  conta- 
bilidad, almacenes  i  caja^  cada  vez  que  lo  juzgue  opor- 
tuno; 

12.  Determinar  los  bancos  en  que  deban  depositar- 
se diariamente  las  entradas  libres  del  ferrocarril,  si  es- 
tima prudente  confiarles  su  depósito^  quedando  éste  a 
la  orden  del  director  jeneral. 

Art.  3,**  La  compra  de  materiales,  equipo,  combus- 
tibles i  demás  útiles  que  el  ferrocarril  necesita,  se  ha] 
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por  propuestas  cerradas,  pedidas  con  quince  días  de 
anticipación  a  su  apertura.  Esta  tendrá, lugar  ante  el 
consejo  directivo  i  en  presencia  de  los  interesados  que 
concurran,  quienes  podrán  tomar  copia  de  las  propues- 
tas. El  aviso  en  que  se  pidan  propuestas^  será  redac- 
tado con  arreglo  a  las  especificaciones  del  injeniero 
respectivo,  i  aprobados  sus  términos  por  el  consejo 
directivo. 

Sin  embargo,  el  Gobierno  podrá  autorizar  la  compra 
privada,  previo  informe  del  consejo  directivOj  en  los 
casos  que  lo  estime  conveniente, 

Art.  4,*^  La  enajenación  de  rieles^  durmientes  i  de- 
mas  enseres  que  se  escluyan  del  servicio,  se  sujetará 
a  las  regías  del  artículo  anterior^  efectuándose  la  venta 
en  remate. 

La  forma  en  que  el  remate  se  anuncie,  la  formación 
de  Jos  loteSj  el  lugar  del  remate,  el  empleado  que  debe 
presenciarlo  i  demás  condiciones,  deberán  ser  aproba- 
das por  el  consejo  directivo. 

Art.  50  Prohíbese  el  trasporte  gratuito  de  carga, 
sea  que  ésta  pertenezca  al  Estado  o  municipalidades. 
Esta  carga  queda  sujeta  a  las  mismas  tarifas  i  reglas 
que  rijan  la  de  los  particulares. 

Art.  6.*^  El  Gobierno  podrá  ordenar  preferencia  en 
el  trasporte  de  la  carga  a  que  "se  refiere  el  artículo  an- 
terior solo  en  casos  urj entes. 

Art.  7.*^  prohíbese  el  trasporte  gratuito  de  pasajeros^ 
cualquiera  que  sea  su  condición  o  empleo. 

Esceptúanse:  el  Presidente  de  la  República  i  Minis- 
tros del  despacho,  miembros  del  consejo  directivo  i 
los  empleados  del  mismo  ferrocarril  que  viajen  en  ser- 
vicio de  la  línea. 

Los  empleados  de  correos  i  demás  empleados  públi- 
^ns  que  viajen,  aun  en  comisión  del  servicio,  pagarán 
a  respectivo  pasaje. 


-   Í78  — 

Art.  8p  El  Gobierno  podrá  alterar  todas  las  dispo- 
siciones relativas  a  ferrocarriles  cuando  los  destine  a 
usos  bélicos;  i  en  este  caso  los  usará  según  las  necesida- 
des de  su  aplicación  militar  i  sin  abopo  alguno  al  ferro- 
carril por  el  uso  que  de  él  haga. 

Art,  gP  Si  se  alterase  el  orden  público  en  un  punto 
próximo  al  ferrocarril,  los  jefes  de  sección^  los  injeme- 
ros  e  inspectores  del  tráfico  deberán  apartar  el  mate- 
rial rodante  de  modo  que  no  pueda  ser  usado  por  los 
que  hayan  alterado  el  orden. 


§  n 

Consejo  directivo 


Art-  10.  El  consejo  directivo  se  compondrá: 

Del  director; 

Del  injeniero  de  la  %aa; 

Del  injeniero  de  maestranza; 

De  dos  senadores  i  dos  diputados  elejidos  por  sus 
respectivas  Cámaras; 

De  dos  ciudadanos  designados  por  el  Gobierno. 

Los  seis  últimos  directores  serán  nombrados  por  un 
año,  pero  reelejibles  indefinidamente. 

Sus  funciones  serán  remuneradas  con  diez  pesos  abo- 
nados por  trimestre  por  cada  asistencia  personal  a  las 
sesiones  del  consejo^  o  a  otras  dilijencias  de  su  incum- 
bencia* 

Art.  II,  Cinco  de  los  miembros  formarán  sala. 

Art,  12.  El  director  deberá  respetar  los  acuerdos 
del  consejOj  los  cuales  comunicará  al  Gobierno,  lla- 
mándole la  atención  a  aquellos  que  hayan  sido  toma- 
dos con  su  opinión  en  contra. 

El  Gobierno  puede  suspender  o    modificar    e? 
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acuerdos,  pero  ellos  se  ejecutarán  si  aquél  no  los  sus- 
pendiere  al  siguiente  dia  de  habérsele  comunicado, 

Art;  13.  El  consejo  se  reunirá  una  vez  por  semana, 
si  lo  juzgare  necesario,  i  siempre  que  sea  citado  por  el 
director  u  otro  consejero. 

Art,  14.  El  Ministro  del  Interior  presidirá  el  conse- 
jo siempre  que  concurra  a  ÓL  En  los  demás  casos,  será 
presidido  por  el  miembro  que  el  consejo  elija  anual- 
mente. 

Art.  15.  El  consejo  tiene  facultad  de  llamar  ante 
si  a  todo  empleado  de  la  Empresa,  para  oir  por  sí  mis- 
mo las  informaciones  que  necesite. 

Art.  16.  Previo  el  informe  de  los  jefes  de  sección^  el 
consejo  acordará  i  decretará  el  pago  de  las  indemniza- 
ciones que  se  reclamen  del  ferrocarril  por  perjuicios 
orijinados  por  su  falta. 

La  suma  pagada  se  cargará  a  los  empleados  sobre 
quienes  pese  la  responsabilidad  de  la  falta,  a  juicio  del 
consejo. 

Si  no  pudiese  establecerse  de  un  modo  preciso  esa 
responsabilidad,  el  cargo  se  imputará  al  ramo  de  mul- 
tas, i  si  excediere  de  esta  cuenta,  se  saldará  por  la  de 
ganancias  i  pérdidas. 

Art.  17.  Corresponde  al  consejo: 

I.*'  Proponer  al  Gobierno  las  tarifas  de  pasaje,  de 
fletes  i  de  trenes  estraordinarios; 

zP  Proponer  al  Gobierno  los  itinerarios; 

3,^  Proponer  los  reglamentos  especiales: 

4.*^  Nombrar,  a  propuesta  del  director,  a  todos  los 
empleados  no  incluidos  en  el  inciso  2.*^  del  art.  3.*^,  que 
sean  necesarios,  según  esta  lei^ 

5.*^  Destituir  a  los  mismos,  a  propuesta  del  director, 
por  causas  no  previstas  en  los  reglamentos; 

6p  Prestar  los  informes  que  se  le  pidan; 

yP  Proponer  a  la  aprobación  del  Presidente  de  la 
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República  el  plan  de  los  sueldos  que  no  se  fijan  en  c?sta 
lei  para  I09  empleados  subalternos  que  su  ejecución 
hace  necesarios^  i  acordar  ]a  creación  de  otros  emplea- 
dos de  detalle  o  su  supresión,  según  las  necesidades  de 
la  Empresa,  sometiendo  el  acuerdo  a  la  aprobación  su- 
prema; 

8,*^  Aprobar  el  proyecto  de  presupuesto  de  gastos 
anuales  que  debe  pasar  el  director  al  Gobierno; 

g.**  Visar  los  inventarios  de  existencias,  tomando 
las  medidas  que  conceptúe  adecuadas  para  comprobar 
su  exactitud  i  ver  si  el  avalúo  es  el  valor  de  compra  o 
el  que  corresponda  según  el  deterioro  o  estado  de  los 
objetos  inventariados; 

10.  Examinar  por  medio  de  uno  de  sus  miembros 
las  oficinas  i  libros,  e  informarse  de  los  detalles  de  la- 
administ ración  colocada  especialmente  bajo  su  vijilan- 
cia; 

II*  Fijar  los  empleos  para  cuyo  desempeño  deba 
prestarse  fianza  i  el  importe  de  éstas;  calificar  las  fian- 
zas, ordenar  su  mejora  o  renovación^  si  llega  a  estimar- 
lo necesario;  * 

12.  Prestar  su  acuerdo  a  todos  los  asuntos  no  ure- 
vistos  en  la  lei  o  ref^lamentos  i  a  todos  los  que  el  direc- 
tor someta  a  su  consideración; 

13.  Decidir  en  todas  las  controversias  o  dificultades 
que  ocurran  entre  los  empleados; 

14.  Fijar  las  multas  con  que  se  penen  las  faltas  leves 
de  los  empleados. 

§ni 

Del  Director 


Art-  18.  El  director  tiene  la  representación  legal  de 
los  ferrocarriles;  firma  los  contratos^  obligaciones^  la 
correspondencia!    ^^^  actos  de  desistimiento  o  irán- 
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saccion,  jira  i  acepta  libramientos  i  representa  los  inte- 
reses de  la  empresa,  judicial  i  estrajudicialmente. 

Art,  ig,  Al  director  incumbe: 

1.^  La  dirección  de  la  esplotacíon,  conservación  i  re- 
novación de  las  líneas j  telégrafos^,  edificios  i  equipo; 

2P  Vijilar  sobre  la  apliímcion  i  ejecución  de  las  leyes 
i  reglamentos  relativos  a  los  íerrocarriles; 

3.*^  Ejecutar  las  órdenes  del  Gobierno  i  acuerdos  del 
Consejo,  en  cuanto  se  encuentren  dentro  de  la  lei^  los 
reglamentos  i  fines  de  la  Empresa. 

Siempre  que  esas  órdenes  o  acuerdos  sean  contrarios 
a  la  lei  o  reglamentos^  o  que  puedan  ser  causa  de  per- 
juicios, o  contrarios  a  su  apreciación  personal,  deberá 
representarlo  al  Gobierno,  i  suspenderá  la  ejecución 
de  la  orden  o  acuerdos  hasta  la  reiteración  de  la  pri- 
mera o  aprobación  del  Gobierno  al  segundo; 

4.^  Solicitar  directamente  del  Gobierno  la  destitu- 
ción de  los  empleados  nombrados  por  esté; 

5.0  Proponer  al  consejo  las  personas  que  deben  de- 
sempeñar los  empleos  que  éste  debe  proveer  i  pedir 
su  destitución; 

6p  Dictar  las  órdenes  necesarias  para  mantener  la 
unidad  de  la  administración  i  asegurar  la  economía  i 
rendimientos  de  la  esplotacion; 

7.*^  Vijilar  la  conducta  de  los  empleados,  el  orden  de 
las  oficinas,  bodegas  i  almacenes;  la  regularidad  i  com- 
probación de  la  contabilidad;  el  manejo  i  distribución 
de  las  entradas;  intervenir  en  la  formación  del  balan- 
ce e  inventarios,  de  modo  que  todos  los  actos  de  los  em- 
pleados del  ferrocarril  estén  bajo  su  vijilanda; 

8.^  Acompañar  el  balance  semestral  con  un  informe 
que  lo  dé  a  conocer  en  su  importancia  i  pormenores, 
que  permita  apreciar  la  efectividad  de  los  inventarios  i 
el  valor  de  los  objetos  inventariados; 
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gP  Preparar  todos  los  trabajos  en  que  debe  ocupar- 
se el  consejo; 

10.  Definir  las  obligaciones  i  responsabilidades  de 
cada  empleado,  manteniendo  el  orden  i  disciplina  en  el 
servicio; 

11.  Instruir  por  sí,  o  por  medio  de  alguno  de  los  em- 
pleados superiores,  un  proceso  sumario  sobre  siniestros 
o  accidentes  que  ocurran,  para  dar  cuenta  al  Gobierno, 
a  fin  de  que  éste  adopte  medidas  administrativas,  o 
mandé  someter  el  caso  a  la  justicia  ordinaria; 

12.  Cuidar  de  que  estén  corrientes  las  fianzas  de  to- 
dos los  empleados  a  quienes  se  imponga  esta  condición 
para  el  desempeño  de  su  cargo. 

Art.  20.  En  los  casos  de  visitas,  enfermedad  o  licen- 
cia  concedida  por  el  Gobierno,  el  director  es  reempla- 
zado por  el  primer  injcniero,  mientras  el  Gobierno  le 
nombre  un  reemplazante. 

§   IV 
Del  secretario. 


Art.  21.  Son  atribuciones  del  secretario! 

i.*^  Autorizar  los  actos  del  consejo,  i  las  órdenes  i 
demás  actos  que  firme  el  director,  en  uso  de  sus  atri- 
buciones; 

2.^  Redactar  todos  los  documentos  de  la  Dirección 
con  arreglo  a  las  instrucciones  del  director  o  determi- 
naciones del  Consejo; 

3.8-  Redactar  las  solicitudes  que  la  Dirección  haga 
ante  la  justicia  ordinaria  en  casos  accidentales  que  no 
estén  sometidos  a  litis; 

4.»  Preparar  las  minutas  o  informaciones  que  deben 
pasarse  a  los  promotores  fiscales  para  que  entablen  r 
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guna  acción  o  respondan  en  defensa  de  los  intereses  Asá- 
cales que  representa  el  ferrocarril; 

5.»  Llevar  la  correspondencia  del  consejo  i  del  direc- 
tor, segnn  sus  instrucciones; 

6.^  Cuidar  del  archivo  de  la  Dirección,  llevar  i  man- 
tener corriente  el  rol  jeneral  de  todos  los  empleados 
fijos  de  la  Empresa. 

TITULO  II 
De  la  contabilídAd 

Art.  22.  Habrá  un  contador  que  tendrá  a  su  cargo 
la  dirección  e  inspección  de  la  contabilidad  de  la  Em- 
presa con  las  atribuciones  siguientes: 

I  *  Visitar  las  oficinas  de  la  linea,  al  menos  dos  veces 
al  año; 

2.»  Reglar  la  contabilidad,  centralizando  la  de  todas 
las  oficinas,  de  modo  que  pueda  ser  fácilmente  exami- 
nada por  la  Dirección  de  Contabilidad  jeneral  del  Es- 
tado; 

3.*  Formar  la  estadística  jeneral  del  movimiento  de 
los  ferrocarriles; 

4.^  Proponer,  por  medio  del  director ^  al  consejo  los 
dos  contadores  que  deben  llevar  bajo  sus  órdenes  la 
contabilidad  de  pasajes  i  la  de  carga,  así  como  todos 
los  empleados  de  la  contabilidad  de  la  Empresa  que 
el  consejo  acuerde  establecer,  i  pedir  en  la  misma  for- 
ma su  remoción; 

5,^  Formar  los  presupuestos  jenerales  de  cada   año; 

6.^  Dirijir  la  formación  de  los  inventarios  de  las  sec- 
ciones i  formar  el  jeneral,  conforme  a  los  reglamentos; 

7.*  Formar,  en  30  de  junio  i  en  31  de  diciembre  de 
cada  año,  el  balance  jeneral  de  la  Empresa; 

8  *  Tener  bajo  su  guarda  el  sello  de  los  billetes  de 
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pasaje  i  su  distribución,  así  como  la  impresión  i  repar- 
tición de  todos  los  documentos  i  papeles  de  escritorio 
que  empleen  las  oficinas. 

Art.  23.  Habrá  también  un  cajero  que  resumirá  las 
operaciones  de  caja  de  la  Empresa  i  que  tendrá  las  si^ 
guientes  atribuciones: 

I.»  Hacer  los  cargos  i  abonos  a  todas  las  oficinas 
que  reciben  fondos; 

2.^  Cuidar  de  que  los  fondos  se  centralicen  diaria- 
mente en  las  cajas  de  las  estaciones  de  termino^  i  se  de- 
positen en  el  banco  designado j  si  lo  hubiere,  o  se  emita 
a  la  caja  central; 

3*  Hacer  los  pagos  que  el  director  le  ordene;  ^ 

4.^  Arquear  diariamente  la  caja.  El  arqueo  será  pre- 
senciado por  el  director,  a  lo  menos  dos  veces  por  se- 
mana, quien  lo  firmará  cada  vez  que  lo  presencie. 

Art,  24-  En  la  Estación  de  Valparaíso  habrá  un 
guarda-almacenes,  cuyas  atribuciones  son: 

I, a  Llevar  cuenta  i  razón  de  todos  los  artículos  que 
se  adquieran  para  el  ferrocarril  i  de  su  distribución  de 
consumo; 

2.^  Cuidar  que  no  se  reciba  cosa  alguna  sin  compro- 
bar su  peso  o  medida  i  si  su  calidad  i  cantidad  corres- 
ponde a  lo  contratado; 

3.^  Ordenar  en  legajos  especiales  las  facturas  de  los 
artículos  adquiridos  para  el  ferrocaml  i  sus  anexos; 

4,^  Guardar  en  condiciones  apropiadas  de  conserva- 
ción i  bajo  su  responsabilidad,  los  materiales,  útiles  i 
demás  objetos  que  no  tuvieren  empleo  actual; 

$.^  Entregar  los  objetos  bajo  su  guarda,  según  órd-^- 
nes  escritas  del  director  o  de  los  injenieros  primero  i  se- 
gundo; 

6  a  Formar  im  inventario  al  costo  en  i.^  de  junio  i  i.^ 
de  diciembre  de  cada  año,  de  todos  los  objetos  a  su  c^^ 
gOj  espresando  los  existentes  en  cada  punto. 
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Art.  25.  Los  depósitos  de  útiles  de  repuesto  que  el 
director  establezca  en  otras  estaciones,  estarán  a  cargo 
de  guardas  especiales  que  dependerán  para  su  conta- 
bilidad, del  guarda-almacenes  de  Valparaiso. 

Art.  26.  La  misma  cuenta  i  razón  que  se  lleve  de  los 
artículos  sin  uso  i  en  buen  estado,  será  llevada  para  los 
objetos  escluidos  i  destinados  a  enajenarse. 

Art.  27.  Cuando  objetos  escluidos  de  su  aplicación 
propia  fueren  empleados  en  otra  distinta,  se  conside- 
rarán como  enajenados  para  el  cargo  respectivo  que 
debe  hacerse  a  la  nueva  aplicación  que  se  les  dé. 

Art.  28.  Si  llegare  el  caso  de  ejecutarse  obras  para 
particulares  en  las  maestranzas  de  ferrocarriles,  se  car- 
garán los  materiales  que  se  empleen,  agregando  al 
costo  los  derechos  doblados  que  habrian  pagado  a  su 
internación,  si  ésta  hubiese  sido  hecha  por  un  parti- 
cular. 

TITULO  III 
De  la  adminiítraoion 

§1 

Jefes  de  sección 

Art.  29.  Para  la  administración  de  la  Empresa  se 
dividirá  la  línea  en  cuatro  secciones: 

1.^  De  Valparaiso  a  Santiago; 

2fi  De  Santiago  a  Curicó; 

3.*  De  Curicó  a  Chillan; 

4.»  De  Chillan  a  Talcahuano. 

Cada  sección  comprende  los  ramales  respectivos. 

Art.  30.  En  cada  sección,  el  director  es  representa- 
-^G  por  un  empleado  superior  con  el  título  de  jefe  de 

ccion. 
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Art.  31.  Corresponde  al  jefe  de  sección: 

iP  Dirijir  la  esplotacion  del  camino  en  su  sección,  'J 


ejecutar  las  órdenes  del  director  i  vijilar  la  conducta 
funcionaria  de  todos  los  empleados  de  la  sección; 

2P  Velar  sobre  el  orden  de  las  oficinas,  bodegas  i  al- 
macenes, sobre  la  regularidad  i  comprobación  de  la 
contabilidad;  sobre  el  manejo  i  distribución  de  los  fon- 
dos; intervenir  en  la  formación  de  los  inventarios  par- 
ciales de  su  sección,  i  cuidar  de  la  conservación  del 
camino  i  su  material; 

3.^  Informar  al  director  sobre  el  movimiento  de  la 
línea  en  su  sección,  recomendando  la  adopción  de  las 
medidas  que  puedan  incrementarlo; 

4.0  Informar  al  director  sobre  todo  lo  que  tienda  a 
rebajar  los  gastos  de  esplotacion,  al  mejor  servicio  i 
conservación  de  los  líneas  i  sus  anexos; 

5.0  Decidir  en  todo  lo  concerniente  al  orden  econó- 
mico de  su  sección; 

6P  Suspender  a  todo  empleado  por  causa  de  mal- 
versación o  por  otra  falta  grave,  dando  cuenta  al  di- 
rector; 

yP  Practicar  visitas  frecuentes  en  toda  la  sección 
para  cerciorarse  de  que  el  servicio  está  organizado  de 
un  modo  que  asegure  la  regularidad  i  la  seguridad  del 
tráfico,  i  de  que  ofrece  al  público  i  al  comercio  las  fa- 
cilidades necesarias;  de  que  en  los  gastos  se  consulta 
toda  la  economía  posible;  de  que  el  personal  está  al  co- 
rriente de  las  instrucciones  correspondientes  a  la  espe- 
cialidad del  servicio  o  trabajo  de  su  incumbencia,  i  de 
que  cumple  sus  deberes  con  celoe  intelijencia.  Del  re- 
sultado de  cada  visita  dará  cuenta  al  director; 

8P  Dar  cuenta  a  la  Dirección  jeneral  de  todo  acci- 
dente en  que  resulten  heridos  o  muertos  o  rotura  de 
material,  instruyendo  la  información  correspondie*"^'* 
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encomiende  su  defensa. 

Art.  35.  Los  jefes  de  sección  ordenarán  el  pago  de 
los  empleados  afectos  esclusivamente  a  ella,  i  de  los 
gastos  presupuestos  o  autorizados  por  el  director. 
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Dará  parte  al  mismo  tiempo  al  Intendente  o  Goberna- 
dor respectivo; 
9  ó  Pasar  cada  semestre  al  director  un  informe  sobre 

(el  estado  del  ferrocarril,  ramales,  estaciones,  cierros, 
telégrafo,  aguadas,  agregando  las  observaciones  que 
su  esperiencia  le  sujiera  en  favor  de  la  mejor  esplota- 
cion  i  conservación. 

,.j  Art.  32.  Los  Jefes  de  sección  son  responsables  de  los 

^    .        accidentes,  pérdidas,  averías,  desfalcos  o_  hurtos  que 

►     *  hubieran  podido  prevenirse  con  el  cumplimiento  seve- 

ro o  exacto  de  sus  obligaciones, 

\  Art.  33.  En  los  casos  de  visita, enfermedad  o  licencia 

serán  reemplazados  por  el  empleado  de  su  sección  que 
ellos  designen  bajo  su  responsabilidad  i  previa  aproba- 
ción del  director. 

^  Art.  34.  Los  jefes  de  sección,  por  delegación  espe- 

[  ^  cial  del  director  en  cada  caso,  Uenan  en  su  sección  las 

^l  atribuciones  que  la  lei  o  reglamentos  conceden  a  éste. 

Salvo  el  caso  de  urjencia,  estas  delegaciones  deben  ser 
aprobadas  por  el  conseja.  Jamas  serán  indefinidas  ni 

I  jenerales. 

^  En  las  litis  en  que  tenga  interés  la  Empresa  i  que  se 

I  sigan  en  alguna  jmisdiccion  de  la  sección,  el  jefe  de 

ésta  no  necesita  delegación  especial  del  director  i  le 
representa  por  el  ministerio  de  la  lei,  dándole  cuenta  i 

^  entendiéndose  con  el  defensor  público  que  patrocine  a  I 

la  Empresa,  o,  a  falta  de  éste,  con  el  abogado  a  quien  | 


ms. 
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§11 

Cantadores  de  sección 

Art.  36.  En  cada  sección  habrá  un  contador  que  de- 
penda en  cuanto  a  la  contabilidad  del  contador  jeneral 
I  i  que  centralizará  cada  dia  las  cuentas  de  la  sección. 

»^  Art,  37.  Los  contadores  de  sección  remitirán  diaria- 

mente a  la  Oficina  Central  de  Contabilidad  el  mo\i- 
'  miento  completo  del  dia  anterior^  de  modo  que  diaria- 

mente  pueda  conocerse  en  dicha  oficina  el  movimiento 
de  carga,  pasajeros  i  equipajes  habido  en  la  línea;  las 
entradas  i  salidas,  los  consumos  hechos  i  cuanto  siripa 
'  para  llevar  la  contabilidad  tan  al  dia  como  sea  practi- 

cable, 

Akt.  38.  Corresponde  a  los  contadores  de  sección: 

1.0  Vijilar  que  los  libros  de  los  guarda-almacenes, 
bodegueros  i  maestranza  sean  llevados  en  orden; 

2P  Cuidar  de  que  las  oficinas  de  las  estaciones  de  la 
secccion  estén  provistas  de  billetes,  libretas,  guias  i 
útiles  necesarios  para  funcionar,  i  de  que  los  libros 
respectivos  sean  llevados  en  orden; 

3.^  Practicar,  previo  acuerdo  u  orden  del  jefe  de  sec- 
ción, visitas  de  inspección  en  las  oficinas  de  la  misma; 

4,<^  Distribuir,  con  arreglo  a  las  necesidades  del  trá- 
fico, los  billetes  de  pasajes,  cargando  su  importe  a  las 
respectivas  oficinas  i  haciéndoles  los  abonos  que  co- 
rrespondan; 

5.0  Pasar  quincenalmente  a  la  Oficina  Central  de 
Contabilidad  cuenta  documentada  de  todos  los  gastos 
ocurridos  en  la  sección; 

6.**  Formar  las  cuentas  i  atender  a  que  el  cajero  re- 
caude el  valor  de  los  arrendamientos,  obras  hechas  en 
la  maestranza  para  particulares  u  otros  créditos  que 
pudiera  llegar  a  tener  el  ferrocarril; 
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70  Llevar  una  estadística  del  movimiento  de  carga 
pasajeros  i  consumos; 

8.^  Pasar  mensnalmente  a  la  Dirección  un  estado  de 
las  cuentas  de  la  sección,  i  cada  seis  meses  un  balance 
del  semestre; 

g.^  Dirijír  la  formación  de  los  inventarios  de  su  sec- 
ción i  ordenarlos  en  relación  con  el  inventario  jeneral 
de  la  Empre^T.; 

10.  Verificar  los  boletos  espendidos  con  las  notas  de 
cargo  de  las  oficinas,  i  verificar  las  guias;  anotar  sobre 
cada  documento  de  cargo  o  abono  el  número  de  la  par- 
tida en  que  se  haya  tomado  razon^  i  en  ésta,  el  número 
de  orden  del  documento, 

§111 
Jlí  Cajero  de  sección 

Art-  39,  En  cada  sección  habrá  un  cajero  para  reci- 
bir las  entradas  í  efectuar  los  pagos  que  el  jefe  de  sec-  • 
cion  ordene. 

Sus  principales  obligacÍOTies  son:  ' 

i,^  Cuidar  de  la  centralización  de  los  fondos  recibi- 
dos por  las  estaciones  intermedias; 

2.^  Pasar  a  la  caja  central  diariamente  el  resumen 
del  movimiento  de  su  caja,  de  modo  que  pueda  ser  dia- 
riamente incorporado  en  la  central;  I 

3  *  Arquear  diariamente  la  caja,  arqueo  que  será 
presenciado  i  visado  por  el  jefe  de  sección  al  menos  dos 
veces  por  semana;  | 

4, a  Depositar  cada  dia,  en  el  banco  que  estuviere 
designado,  los  fondos  sobrantes  o  remitirlos  a  la  oficina 
central; 

5-^  Guardar  en  su  caja  los  boletos  que  deben  ser  dis- 
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tribuidos  i  tenerlos  con  este  objeto  a  la  orden  del  con- 
tador; 

6.a  Efectuar  los  pagos  que  le  ordene  el  jefe  de  sec- 
ción. 

TITULO  IV 
Departamento  de  inienieroa 

§1 

Organización  de  la  Dirección 

Art.  40.  La  parte  científica  de  la  esplotacion  está 
especialmente  sujeta  aempleados facultativos,  i  habrá: 

Un  primer  injeniero  de  la  via,  edificios  i  telégrafos, 
que  será  jefe  del  Departamento; 

Un  injeniero  segundo  de  maestranza,  equipo  i  trá- 
fico; 

Cinco  injenieros,  cuyo  orden  de  precedencia  será 
fijado  por  el  jefe,  debiendo  servir  el  última  de  ausiliar 
del  jefe,  i  distribuirse  los  restantes  en  las  cuatro  seccio- 
nes. 

Art.  41.  Al  primer  injeniero  corresponde  especial- 
mente la  conservación,  mejora  i  renovación  de  la  via, 
puentes,  edificios  i  telégrafos. 

Al  segundo,  todo  lo  referente  al  tráfico  i  maestranza. 

Se  aplicarán  al  servicio  especial  de  cada  sección  los 
injenieros  3.^,  4.^^,  5.0  i  6.^ 

El  yp  estará  a  disposición  del  jefe  para  reemplazar 
a  los  anteriores  i  ejecutar  los  trabajos  o  comisiones  que 
ocurran. 

Art.  42.  Corresponde  a  este  Departamento: 

iP  Atender  a  la  conservación,  mejora,  renova'^^'"'"  '         ^ 
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prolongación  de  la  vía,  puentes,  edificios,  muelles  i  te- 
légrafos; 

2?  Cuidar  de  que  la  línea  esté  en  perfecto  estado 
para  asegurar  el  tráfico  i  evitar  deterioros; 

3.0  Presentar  los  estudios,  planos,  especificaciones  e 
informes  que  la  Dirección  pida; 

4,0  Ausiliar  al  director  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, suministrándole  todos  los  datos  i  esplicaciones 
correspondientes  al  Departamento; 

5.^  Inspeccionar  la  via,  ramales  i  edificios  para  ase- 
gurarse constantemente  de  su  buen  estado^  como  de 
las  reformas  i  reparaciones  que  sean  necesarias;  i  viji- 
lar  la  conducta  de  los  empleados  dependientes  del  De- 
partamento; 
I  6.0  Inspeccionar  los  trabajos  que  se  hagan  i  el  inje- 

Lniero  i.^  dirijirá  por  sí  mismo  aquellos  que  el  director 
le  recomiende; 
t'€^  7P  Formar  los  planos,  presupuestos  i  pliegos  de  es- 

plicaciones; i  suministrar  los  datos  necesarios  para  la 
adquisición  de  equipo,  materiales,  herramientas,  má- 
quinas i  útiles. 

Art.  43.  El  injeniero  en  jefe  presentará  al  fin  de 
cada  semestre  al  director  una  memoria  sobre  los  traba- 
jos ejecutados  en  este  período,  sobre  los  que  sea  preci- 
so ejecutar  i  sobre  el  estado  jeneral  de  la  via,  agregan- 
do una  apreciación  sobre  los  avalúos  establecidos  en  el 
inventario,  i  demás  observaciones  que  juzgue  conve- 
niente consignar. 

Art.  44.  El  injeniero  en  jefe  tiene  a  su  cargo  la  di- 
rección, inspección  i  arreglo  de  las  oficinas  telegráficas 
que  deben  existir  en  cada  estación,  las  cuales  se  rejirán 
por  un  reglamento  formado  por  él  i  aprobado  por  el 
consejo  en  la  parte  relativa  a  los  empleados,  sus  dota- 
ciones i  obhgaciones. 

Art.  45.  El  injeniero  2P  tiene  a  su  inmediato  cargo 


el^mantenimiento  en  buen  estado  del  material  rodante. 

Es  el  jefe  superior  de  las  maestranzas  de  Valparaíso, 
Santiago  i  Concepción  i  de  los  talleres  intermedios  que 
el  consejo  establezca. 

Le  incumbe  fijar  la  velocidad,  composición  i  arreglo 
de  los  trenes,  distribuir  el  trabajo  en  las  maestranzas  i 
talleres  i  llevar  la  estadística  de  las  distancias  recorri- 
das por  cada  locomotora;  resumir  la  estadística  refe- 
rente al  consumo  de  combustible  i  demás  artículos  que 
el  tráfico  demande. 

§11 

Jefes  especiales  de  maestranza 

Art.  46.  En  cada  sección  habrá  un  jefe  de  locomo- 
toras i  maestranza,  cuyas  principales  obligaciones  son: 

!.«•  Cuidar  de  la  conservación  del  material  movible,  a 

examinando  cada  locomotora  i  cada  carro  después  de 
cada  viaje; 

2.»  Vijilar  la  conducta  de  los  maquinistas,  fogone- 
ros i  demás  empleados  de  este  ramo; 

3  *  Cuidar  que  la  armadura  de  los  trenes  se  haga  en 
la  forma  establecida; 

4.»'  Examinar  frecuentemente  si  la  carga  se  distri- 
buye en  la  forma  debida; 

5.*  Llevar  una  estadística  prolija  de  los  trenes  i  su 
movimiento,  la  cual  pasarán  semanalmente  a  la  oficina 
de  injenieros; 

ó.»-  Llevar  una  estadística  minuciosa  de  las  máquinas 
i  sus  repuestos,  herramientas,  útiles  i  muebles  de  su 
maestranza  o  de  los  talleres  de  la  sección  a  que  corres- 
ponden; 

7  *  Hacer  los  estudios,  planos  i  especificaciones  que 
se  les  pida  por  el  injeniero  2P\ 
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8.*  Formar  semestralmente  un  inventario  de  los 
muebles,  máquinas,  repuestos,  herramientas,  útiles  i 
materiales  bajo  su  dependencia  en  estado  de  servicio, 
i  otro  de  los  escluidos;  acompañar  esto$  inventarios 
con  una  memoria  esplicativa  en  la  cual  consignarán  las 
observaciones  que  crean  conducentes  a  la  mas  barata 
esplotacion  i  al  mejor  servicio; 

9  *  Poner  en  conocimiento  de  los  jefes  de  sección 
todo  abuso  en  la  rapidez  fijada  o  cualquier  maltrato  de 
las  locomotoras  o  equipo  que  descubran,  orijinados 
por  los  maquinistas,  fogoneros  u  otros. 

Art.  47.  Los  jefes  de  maestranza  deberán  examinar 
cada  tren  que  pase  por  su  respectiva  estación,  para 
asegurarse  de  que  la  máquina,  coches  i  carros  van  en 
buena  condición,  prestando  especial  atención  a  la  re- 
ducción de  la  fricción. 

Así  que  juzguen  inseguros  una  máquina  o  un  carro, 
deberán  apartarlos  para  repararlos. 

Art.  48.  Los  jefes  de  maestranza,  así  como  los  ins- 
pectores del  tráfico,  deberán  noticiar  al  jefe  de  sección 
por  escrito,  cada  vez  que  observen  que  un  tren  trae 
menos  carros  que  los  que  la  máquina  puede  arrastrar 
o  cada  vez  que  observen  la  traslación  de  mayor  peso 
muerto  que  el  impuesto  por  las  necesidades  de  la  línea. 

Art.  49.  Los  jefes  de  maestranza  deberán  llevar 
anotaciones  estadísticas  para  establecer  qué  clase  de 
carbón  impone  menor  consumo. 


§111 

Inspectores  del  tráfico 

r  Art.  50.  En  cada  sección  habrá  un  inspector  del 

tráfico  i  jefe  de  bodega,  cuyas  obligaciones  son: 


k 


-  _  89*  — 

1  a  Dirijir  e  inspeccionar  la  composición  de  cada  tren 

conforme  a  las  instrucciones  que  reciba  al  efecto; 

2  a  Cuidar  la  conveniente  distribución  de  los  carros 
en  todas  las  estaciones  de  su  sección  para  facilitar  la 
regularidad  del  servicio; 

3-*  Dirijir  e  inspeccionar  la  carga  i  descarga,  dar  las 
reglas  e  instniccioncs  necesarias  sobre  la  mejor  manera 
de  ejecutarlas; 

4  »  Observar  si  los  carros  que  llegan  cargados  de 
otras  estaciones  lo  han  sido  conforme  a  las  instruccio- 
nes dadas; 

5-*  Vi]  i  lar  que  cada  tren  que  parte  o  llegue  no  ofrez- 
ca observación  alguna  respecto  a  su  composición  i  en- 
ganche; 

ñ.a  Cuidar  de  que  Jos  trenes  marchen  con  la  veloci- 
dad fijada  i  observar  que  la  llegada  i  partida  de  las 
estac  iones  se  verifique  en  el  minuto  sej'uilado; 

7.»  Cuidar  de  que  en  las  bodegas  de  su  sección  se 
arregle  debidamente  la  carga  para  facilitar  las  opera- 
ciones; 

8.a  Cuidar  de  que  la  remisión  de  la  carga  se  haga  en 
el  orden  de  preferencia  establecido; 

9.a  No  permitir  que  se  reciba  ni  cargue  ningún  bul- 
to roto,  destapado  o  en  mal  estado.  Si  se  hubiere  reci- 
bido en  mal  estado,  será  compuesto  por  cuenta  del 
empleado  que  lo  recibió  o  de  los  jornaleros  que  hicieron 
el  daño; 

10.  Tener  a  su  cargo  el  depósito  de  objetos  ohida- 

düs; 

11.  Prohibir  que  se  espendan  billetes  de  pasajes 
cuando  falten  tres  minutos  para  la  partida  del  tren. 

Art.  51.  En  las  estaciones  subalternas,  el  jefe  de 
ellas  hace  las  ^'eccs  de  inspector  del  tráfico  de  la  sección 
respectiva,  según  las  instrucciones  que  de  él  reciba. 
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TITULO  V 
Del  tcáflco  i  do  1*  carga 

§1 

Tráfico 

Art.  52.  Los  maquinistas  i  conductores  de  trenes 
son  solidariamente  responsables  de  cualquier  falta  en 
la  exactitud  de  la  llegada  o  la  salida  de  una  estación. 

Art.  53.  La  demora  o  anticipación  de  dos  minutos 
en  la  salida,  será  ciausa  de  destitución. 

Art.  54,  Solo  los  jefes  de  sección  pueden  alterar  la 
marcha  de  los  trenes,  i  en  su  defecto,  el  injeniero  de  la 
sección,  asociado  del  inspector  del  tráfico. 

Art.  55.  Los  jefes  de  sección  distribuirán  a  todas 
las  estaciones  tablas  que  muestren  el  momento  en  que 
deben  llegar  i  salir,  o  pasar  por  cada  una  de  ellas  los 
trenes  del  dia,  dispuestas  dé  modo  que  se  pueda  anotar 
en  Cada  estación  el  momento  en  que  el  tren  respectivo 
llegue,  salga  o  pase. 

Art.  56.  Diariamente,  en  dos  horas  distintas,  se 
comprobarán  telegráficamente  los  relojes  de  todas  las 
estaciones  de  cada  sección. 

Art.  57.  En  cada  estación  se  comparará  el  reloj  de 
la  máquina  con  la  hora  que  regla  la  marcha  jeneral  de 
los  trenes,  para  prevenir  los  efectos  de  un  desarreglo. 

Art.  58.  Por  ningún  motivo  se  permitirá  un  tren  es-'' 
traordinario  para  el  cual  fuese  preciso  alterar  el  itine- 
rario establecido. 
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§n 

Carga 

Art,  59 .  Por  motivo  alguno  se  alterarán  las  tarifas 
de  fletes  fijados;  toda  carga,  cualquiera  que  sea  su  cla- 
se, destino  o  propiedad,  está  sujeta  a  ellas. 

Art.  6o,  Por  regla  jeneral,  i  solo  con  escepcion  de 
los  casos  previstos  en  el  art,  g.^,  se  observará  el  siguien- 
te orden  en  la  remisión  de  la  carga  recibida  en  una  es- 
tación: 

i,^  Las  legumbres,  carne,  leche,  pan,  fruta  i  demás 
artículos  de  consumo  diario  de  la  población;   / 

2P  Los  animales  destinados  al  abasto; 

3-0  La  demás  carga  según  el  número  del  boleto  del 
avalúo; 

4-^  Por  escepcion,  se  dará  preferencia  a  la  carga  que 
lo  solicite  sobre  el  número  anterior,  si  paga  la  mitad 
mas  del  flete  de  tarifa, 

Art.  6i.  El  jefe  de  la  estación  receptora  comproba- 
rá cada  dia  por  el  peso  de  algunos  bultos,  si  el  anotado 
en  las  guías  ha  sido  bien  tomado.  Llevará  al  efecto  un 
libro  en  que  anote  los  bultos  pesados  i  el  resultado  ob- 
tenido dando  aviso  al  jefe  de  sección  si  hubiere  dife- 
rencia. 

Art.  62.  El  ferrocarril  no  guarda  la  carga  que  con- 
duce. 

Deberá  ser  estraida  dentro  de  las  cuarenta  i  ocho 
horas  siguientes  a  su  llegada^  no  contándose  el  dia  do- 
mingo. 

Pasado  ese  tiempo,    abonará  un  cuarto  de  centavo 
diario  por  cada  quilogramo  de  peso  o  decímetro  cúbico 
de  medida. 
1^  Art.  63.  Si  la  carga  se  estuviese  acarreando  por  tm 
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no,  según  el  número  de  su  boleto  de  avalúo,  se  fijará 
en  éste  el  dia  de  su  despacho. 

Art.  64.  Las  oficinas  del  ferrocarril  entregarán  i  re- 
cibirán carga  todos  los  dias  del  año,  con  escepcion  de 
los  domingos,  el  25  de  diciembre,  el  i  .^  de  enero  i  el  18 
de  setiembre. 

Art.  65.  Si  se  rezagase  carga  sujeta  a  inmediata  des- 
composición, será  rematada  por  cuenta  i  riesgo  del 
remitente  o  consignatario. 

Art.  66.  Pasado  un  mes  sin  que  se  hayéin  reclamado 
bultos  trasportados,  se  avisará  en  un  diario  del  lugar 
de  remisión  i  otro  del  lugar  de  destino,  o  en  uno  de 
los  puntos  mas  cercanos,  si  no  los  hubiere.  El  consig- 
natario cubrirá  el  costo  de  la  publicación. 

Art.  67.  La  carga  rezagada  por  seis  meses,  se  rema- 
tará por  cuenta  i  riesgo  de  quien  pertenezca.  La  acción 
para  el  cobro  del  producido  prescribe  doce  meses  des- 
pués del  remate,  a  favor  de  la  caja  de  la  Empresa. 

Art.  68,  Lo  establecido  en  los  dos  artículos  prece- 
dentes, se  observará  respecto  de  los  objetos  olvidados 
por  los  pasajeros. 

TITULO  VI 

Empleados 

Art.  69.  Los  empleados  enumerados  a  continuación 
tendrán  los  sueldos  que  se  les  asignan,  pagaderos  por 
duodécimas  partes  al  fin  de  cada  mes: 

Director  $  8,000 

Secretario 3,000 

Contador  en  jefe 4,000 

¿                          Id.    especial  de  pasajes 2,500 

Id.        id.    de  carga 2,500 
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4  •  Cajero  ,,,,-,.,-, $  3,000 

i  Guarda-almacenes  , . . . , , .  2400 

Injeniero  en  jefe,  lia^  edificios  i  telégrafo  6,000 
Id,  segundo  de  maestranza,  equipo  i 

tráfico , , , , , . ,  5í500 

•  Id.     ausiliar 2^500 


PRIMERA  SECCIÓN,   DE  VALPARAÍSO  A  SANTIAGO 


Jefe  de  sección. ,..,., $  5,000 

Inspector  del  tráfico 2400 

Contador  .  í , , 3,0ü0 

Cajero, ,,...,.,-, 3,000 

Injeniero  tercero - , 40^^ 

Jefe  especial  de  maestranza. 3^000 

SEGUNDA  SECCIÓN,  DE  SANTIAGO  A  CURICO 

Jefe  de  sección. ,.,,..,,... , . . .  $  5,000 

Inspector  de  tráfico 2,200 

Contador , , 2,800 

Cajero - , 2,800 

Injeniero  cuarto , 4,4^0 

Jefe  especial  de  maestranza- . .  * 3j000 

TERCERA  SECCIÓN,   DE   CURICO   A  CHILLAN 

Jefe  de  sección , , , . . , , .  S  5,000 

Inspector  del  tráfico, ...,..,,,. 2,200 

Contador , 2,800 

Cajero , , . ,       2,800 

Injeniero  quinto , 4,200 

Jefe  especial  de  maestranza , 3,0 
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CUARTA  SECCIÓN,  DE  CHILLAN  A  TALCAHUANO 

Jefe  de  sección , . . , , $  5,000 

Inspector  de  tráJico 2,200 

Contador , 2^800 

Cajero  .•.,.,.,. 2,800 

Injeniero  sesto, . , . . - . , 4300 

Jefe  especial  de  maestranza. -  3^000 

Art,  70.  Todos  los  empleados  del  ferrocarril  i  sus 
anexos,  se  consideran  pertenecientes  a  una  empresa 
industrial  i  sujetos  a  las  reglas  referentes  a  ella, 

Art.  71.  Los  empleados  que  se  hieran  o  maltraten 
por  accidentes  del  servicio,  tendrán  derecho  a  su  suel- 
do íntegro  durante  su  curación,  si  ésta  no  demora  mas 
de  seis  meses:  solo  a  los  dos  tercios  del  sueldo  por  los 
seis  meses  restantes,  después  de  cuya  fecha  serán  se- 
parados. 

Art.  72.  En  caso  de  muerte  de  un  empleado  por 
consecuencia  de  aquellos  accidentes,  se  entregará  a  su 
mujer,  hijos  o  padres,  si  los  tuviese,  un  semestre  de 
sueldo. 

Art-  73,  Los  empleados  que  tengan  a  su  cargo  la 
guarda  de  dinero  o  especies  i  todos  aquellos  que  el  Con- 
sejo determine,  deberán  rendir  la  fianza  que  éste  fije. 

Art.  74.  Todo  empleado  es  responsable  de  los  per- 
Juicios  causados  al  ferrocarril  o  a  terceros,  por  su  negli- 
j encía,  mal  desempeño  o  por  su  tolerancia  de  abusos  de 
sus  subordinados, 

Art.  75.  En  casos  urj entes  i  esccpcionales,  los  em- 
pleados deben  suplir  por  sí  la  falta  de  órdenes  o  ins- 
trucciones; pero  no  podrán  alterar  las  recibidas  sino  en 
los  casos  de  necesidad  absoluta  o  de  peligro  inminente, 
procurando  dar  cuenta  a  su  inmediato  superior  p^or  to- 
dos los  medios  posibles. 

Art.  76.  Es  deber  de  todo  empleado  prestar  su  coo- 
peración siempre  que  el  servicio  lo  exija,  o  un  accidente 


i 


—  400  — 

lo  imponga,  aun  cuando  los  actos  que  de  él  se  recla- 
men no  correspondan  a  sus  funciones  ordinarias. 

Art.  77.  Los  empleados  por  las  faltas  u  omisiones 
en  el  desempeño  de  sus  obligaciones,  por  infracciones 
de  la  lei  o  reglamentos,  aparte  de  la  responsabilidad 
civil  o  criminal  que  pudiera  corresponderles,  están  su- 
jetos a  multas  correcccionales  impuestas  por  los  jefes 
de  sección,  según  el  reglamento  del  caso. 

Art.  78.  Los  empleados  que  cumplieren  o  hubieren 
cumplido  diez  años  de  servicios  en  la  empresa,  gozarán 
de  un  sobresueldo  anual  en  esta  forma:  al  comenzar  el 
undécimo  año,  se  les  aumentará  su  sueldo  con  el  cinco 
por  ciento,  lo  mismo  en  el  siguiente  i  así  en  adelante, 
de  modo  que  su  sueldo  en  el  vijésimo  año  sea  la  mitad 
mas  del  primitivo,  consultado  en  esta  lei  o  en  los  regla- 
mentos. El  sueldo  así  aumentado  será  el  que  le  corres- 
ponde desde  el  año  veintiuno  en  adelante. 

Art.  79.  Prohíbese  la  anticipación  de  sueldo  a  los 
empleados,  i  en  jeneral  el  anticipo  de  suma  algima, 
cualquiera  que  sea  el  motivo,  forma  u  objeto  con  que 
se  pretendiera  hacer. 

Art.  8o.  Los  empleados  en  el  ferrocarril  no  tienen 
derecho  a  jubilación. 

Artículos  transitorios. 

Artículo  primero.  Una  vez  que  esté  definitiva- 
mente concluido  el  ferrocarril  de  Cuneó  a  Angol  i  ramal 
de  los  Anjeles,  se  dará  completa  ejecución  a  esta  lei. 

Mientras  tanto,  se  dará  a  la  parte  actualmente  esplo- 
tada  por  el  Estado  la  organización  que  esta  lei  deter- 
mina. 

Art.  2.^  Se  deroga  la  lei  de  10  de  junio  de  1861  i 
todas  las  disposiciones  i  decretos  relativos  a  la  admi- 
nistración i  esplotacion  del  ferrocarril. 

Santiago,  octubre  25  de  1876, 

José  Victorino  Lastarria, 
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XVII 
Casa  de  préstamos  sobre  prendas 


PROYECTO  DE  REGLAMENTO  PRESENTADO  EN  CONSULTA 
AL    CONSEJO    DE    ESTADO    POR    EL    MINISTRO    DEL 

INTERIOR 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  por  el  art.  281  del 
Código  Penal  i  haciendo  uso  de  la  facultad  que  él  con- 
fiere al  Presidente  de  la  República  para  dictar  los  re- 
glamentos a  que  deben  sujetarse  las  casas  de  presta- 
tamos  sobre  prenda, 
Decreto: 

Artículo  primero.  La  persona  que  desee  estable- 
cer alguna  casa  de  préstamo  sobre  prendas,  sueldos  o 
salarios,  deberá  presentarse  por  escrito  a  la  primera 
autoridad  administrativa  del  departamento,  acompa- 
ñando a  la  solicitud: 

i.*^  Los  comprobantes  de  la  existencia  del  capital 
con  que  intenta  principiar  sus  operaciones; 

2P  Una  boleta  de  fianza  o  de  hipoteca  por  la  mitad 
del  capital  declarado  para  responder  por  la  conserva- 
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cíon  de  las  prendas,  por  las  multas  en  que  pudiera  in- 
currir i  por  perjuicios  que  ocurran  en  contra  de  terce- 
ros, declarados  tales  por  sentencia  judicial; 

3.^  Una  noticia  de  la  calle  i  número  de  la  casa  en  que 
se  abrirá  el  establecimiento. 

Art.  2,*^  El  Intendente  o  Gobernador  calificará  la 
fianza  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  i  una  vez  es- 
tendida la  escritura  correspondiente,  señalará  el  dia 
en  que  la  casa  pueda  principiar  sus  operaciones. 

Art,  2'^  Erx  todo  establecimiento  de  préstamo  so- 
bre prenda,  se  llevarán  los  siguientes  libros,  cuya  re- 
dacción será  conforme  a  lo  prevenido  por  los  arts.  31  i 
32  del  Código  de  Comercio  i  al  281  del  Código  Penal, 
a  saber: 

iP  Libro  de  boletos; 

ZP  Libro  de  tasación; 

^P  Libro  de  ventas* 

Art.  4P  El  Hbro  de  boletos  se  compondrá  de  hojas 
impresas  i  encuadernadas,  en  las  que  se  anotarán  en 
dos  columnas  por  separado: 

i.^  El  número  de  orden  correspondiente  a  la  prenda; 

2P  El  día  del  empeño; 

3.*^  La  naturaleza  í  caUdad  de  la  prenda  i  todos  los 
detalles  que  puedan  identificarla  en  caso  de  estravío; 

40  Su  valor  real  o  calculado; 

30  El  nombre  i  apellido  de  la  persona  que  la  empeña; 

6.^  El  tiempo  del  empeño  i  sus  condiciones,  cantidad 
prestada,  intereses  convenidos  i  forma  en  que  se  hará 
su  pago. 

Una  de  las  colmnnas  de  esta  hoja  se  entregará  como 
boleto  al  dueño  de  la  prenda,  i  la  otra  quedará  en  po- 
der del  prestamista,  debiendo  anotarse  ademas  en  esta 
última  la  residencia  i  la  profesión  del  deudor. 

Art.  5.*^  En  el  libro  de  tasación  se  hará  meuv 
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j9.  de  cada  prenda  que,  por  haber  vencido  el  plazo  del 
empeño,  sea  necesario  vender  para  cubrir  con  su  im- 
porte el  montodela  deuda,  sus  intereses  i  gastos,  espe- 
cificando su  número  i  todas  sus  señales;  2.^  del  precio 
que  le  haya  correspondido  en  la  tasación,  el  que  será 
escrito  en  letras,  firmando  cada  partida  el  tasador  i  el 
prestamista,  i  declarando  este  último  si  se  conforma 
o  nó  con  la  tasación,  para  los  efectos  del  art.  18. 

Art.  6.*^  En  el  libro  de  venta  se  anotará  por  el  mar- 
tiliero encargado  de  la  enajenación ^  o  por  el  tasador,  si     , 
no  hubiere  subasta: 

zP  El  dia  de  la  venta; 

2P  La  calidad  de  la  prenda  enajenada,  su  número, 
tasación  i  todas  sus  demás  señales,  con  referencia  al 
libro  de  boletos;  i 

3.^  El  nombre  del  comprador,  su  oficio  i  lugar  de  su 
residencia. 

Art,  yP  El  prestamista,  antes  de  recibir  una  prenda 
en  garantía,  deberá  cerciorarse,  por  todos  los  medios 
que  estén  a  su  alcance,  de  que  la  persona  que  la  empe- 
ña es  su  verdadero  dueño,  o  que  procede  por  mandato 
efectivo  de  éste,  quedando  nulo  de  hecho  todo  contra- 
to celebrado  con  personas  incapaces  para  obligarse,  en  ' 
conformidad  al  art.  1447  del  Código  CiviL 

Art.  8p  Si  sospechase  que  la  prenda  que  se  trata  de 
empeñar  ha  sido  hurtada,  la  retendrá  en  su  poder  i  da- 
rá aviso  a  la  policía.  | 

Aht.  9  o  No  son  susceptibles  de  empeño:  ^ 

iP  Las  materias  inflamables  o  esplosivas;  " 

2.^  Las  herramientas  de  los  oficios  manuales  de  los  ^ 

artesanos;  I 

3,^  Los  objetos    propios  solamente  para  templos,  j 

hospitales,  teatros  i  cuarteles; 

4P  La  ropa  marcada  con  cifras  distintas  de  las  que 
;orrespondan  a  la  persona  que  hace  el  empeño,  como  á 
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asimismo  las  joyas  que  no  sean  propias  de  su  uso,  a 
menos  que  acredite  que  procede  por  encargo  de.su  ver- 
dadero dueño. 

Art.  io.  El  prestamista  que  reciba  en  empeño  una 
prenda  que  haya  sido  hurtada,  la  devolverá  a  su  due- 
ño, comprobado  el  hurto,  i  perderá  la  suma  que  por 
eUa  haya  prestado. 

Art.  II.  En  caso  de  pérdida,  robo  o  destrucción  de 
un  boleto,  la  casa  queda  obligada  a  renovarlo,  previa 
la  identidad  de  la  persona,  comprobada  por  las  anota- 
ciones del  rejistro  respectivo  i  por  un  certificado  del 
juez  de  la  subdelegacion  del  empeñante,  que  justifique 
el  hecho  de  la  pérdida  i  ser  dueño  de  la  prenda  a  que  el 
boleto  perdido  se  referia.  Esta  circunstancia  será  ano- 
tada en  la  columna  del  libro  de  boletos  que  queda  en 
poder  del  prestamista. 

Art.  12.  Si  antes  de  darse  al  prestamista  el  aviso  de 
que  habla  el  artículo  anterior  se  hubiese  desempeñado 
la  prenda  con  el  boleto  primitivo,  el  dueño  de  la  casa 
se  considerará  como  de  buena  fé,  salvo  prueba  con- 
traria. 

Art.  13.  El  prestamista  está  obligado  a  guardar  i 
conservar  en  buen  estado  las  prendas  que  se  le  empe- 
ñen i  es  responsable  en  la  forma  establecida  por  los 
arts.  2394  i  2395  del  Código  Civil,  de  los  deterioros 
que  la  prenda  sufra  por  su  culpa. 

Art,  14.  Cuando  se  desempeñe  una  prenda  i  sean 
pagados  el  capital  e  intereses,  el  prestamista  dejará  en 
su  poder  el  boleto  correspondiente,  anotando  en  él  la 
cancelación  respectiva. 

Art.  15.  Si  pasado  el  tiempo  por  que  fué  empeñada 
la  prenda,  el  dueño  de  ella  no  se  presentare  a  pagar  el 
valor  del  capital  i  de  los  intereses  que  adeudare,  el  pres- 
tamista hará  publicar  su  número  por  diez  días,  a  lo 
menos,  en  algún  periódico  del  departamento;  i  si  paF 
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un  mes  desde  el  dia  de  la  última  publicación  del  avi- 
so, sin  que  el  dueño  de  la  prenda  se  presente  a  rescatar- 
la, el  prestamista  se  presentará  al  juez  de  su bde lega- 
ción, si  el  valor  de  la  prenda  no  Uega  a  200  pesos,  i  al 
juzgado  de  letras  respectivo  si  excediese  de  él^  solici- 
tando se  autorice  su  tasación  i  venta,  especificando 
con  toda  claridad  el  número  i  señales  de  la  prenda  a 
que  se  refiere. 

Art,  16.  Decretada  la  tasación  por  el  juzgado  res- 
pectivo, se  fijará  el  día  en  que  dicha  tasación  deba  tener 
lugar  i  para  el  efecto  habrá  en  cada  departamento  uno 
o  mas  tasadores  nombrados  por  el  Gobernador,  cuyos 
deberes  son  avaluar,  segim  su  honrado  juicio,  las  pren- 
das que  se  le  presenten,  i  hacer  en  los  libros  de  tasación 
de  que  hablan  los  arts.  6.0  i  23  ^  las  anotaciones  que 
en  ellos  se  espresan. 

Art.  17,  El  tasador  tendrá  por  todo  emolumento  el 
tres  por  ciento  del  valor  de  las  prendas  que  valorice, 
que  será  abonado  por  el  prestamista, 

Art.  18.  Si  el  prestamista  no  se  hubiere  conformado 
con  el  precio  de  la  tasación,  el  juez  correspondiente 
decidirá  sobre  el  valor  que  deba  darse  a  la  prenda. 

Art.  19,  Terminadas  las  dilijencias  de  la  tasación^  el 
prestamista  podrá  pedir  se  proceda  a  la  enajenación  de 
la  prenda.  Si  el  valor  de  ésta  sube  de  ciento  cincuenta 
pesos,  se  hará  la  venta  en  púbHca  subasta,  para  cubrir 
al  acreedor  el  capital,  intereses  i  costas. 

Art.  20,  Si  no  hubiere  postura  por  algo  mas  del  pre- 
cio de  la  tasación,  el  acreedor  podrá  pedir  que  la  pren- 
da se  le  adjudique  en  pago;  hasta  la  concmTencia  de  su 
crédito,  sin  que  valga  estipulación  alguna  en  contrario. 

Art.  21.  Si  el  valor  de  la  prenda  no  excediere  de 
ciento  cincuenta  pesos,  podrá  el  juez  de  subdelegacíoUí 

petición  del  acreedor,  adjudicársela  por  su  tasación^ 

L  necesidad  de  subasta. 


I 
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Art.  22.  La  subasta  de  prendas  se  hará  por  medio 
de  martiliero  público,  quien  avisará^  por  lo  menos  con 
seis  dias  de  anticipación,  aquel  en  que  deba  verificarse 
el  remate^  la  hora  i  el  lugar  en  que  deberá  efectuarse, 
no  pudiendo  ser  éste  sino  la  misma  casa  de  préstamo  o 
la  casa  de  martillo. 

Art.  23,  Concluido  el  remate,  el  tasador  i  el  marti- 
Bero  formarán  la  liquidación  de  lo  que  la  prenda  adeu- 
dare por  capital,  intereses  i  costas,  anotando  en  cada 
partida  el  producido  de  la  venta  i  el  saldo  que  haya 
resultado  en  favor  o  en  contra  del  prestamista.  Todas 
estas  anotaciones  se  harán  de  letra  i  serán  firmadas  por 
el  tasador  i  el  martiliero, 

Art.  24.  Los  martilieros  cobrarán  por  estos  traba- 
jos los  derechos  que  les  señala  el  art,  16  del  supremo 
decreto  de  3  de  setiembre  de  1866. 

Akt.  25.  El  exceso  que  resultare  a  favor  del  presta- 
mista será  retenido  en  poder  de  éste  para  ser  entregado 
al  dueño  de  la  prenda  cuando  lo  reclamare  dentro  del 
término  prescrito  por  las  leyes, 

Art.  26.  En  toda  casa  de  prendas  se  mantendrá  en 
un  lugar  visible  una  tarifa  ciara  i  detallada  de  los  inte- 
reses que  en  ella  se  cobran  i  de  las  condiciones  de  los 
préstamos,  de  la  que  se  entregará  un  duplicado  a  la  In- 
tendencia o  Gobernación,  sin  que  sus  condiciones  pue- 
dan ser  variadas  sin  haberse  dado  aviso  a  dichas  ofici- 
ñas  con  ocho  dias  de  anticipación,  a  lo  menos,  i  detener 
el  certificado  competente  de  haberse  cumpHdo  con  este 
requisito: 

Art.  27,  Las  casas  de  prendas  ajustarán  sus  ope- 
raciones a  las  tarifas  de  que  habla  el  artículo  anterior  i 
toda  operación  contraria  que  perjudique  al  deudor,  se- 
rá reputada  i  castigada  como  engaño.  x,i 

Art,  28,  El  que  sin  la  autorización  de  que  habld 
art,  2.^  estableciere  casa  de  prendas  o  ejecutare  ^^ 
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tualmente  las  operaciones  propias  de  ella,  sufrirá  las 
penas  establecidas  por  el  art.^So  del  Código  Penal. 

Art.  2g.  El  dueño  de  casa  de  préstamo  que  no  lleve 
los  libros  que  en  este  reglamento  se  dispone,  con  la  de- 
bida formalidad  i  de  la  manera  prevenida  por  el  artícu- 
lo 281  del  Código  Penal  i  por  los  31  i  32  del  Código  de 
Comercio,  sufrirá  las  penas  que  dicho  artículo  señala  a 
a  sus  contraventores. 

Art.  30.  El  prestamista  que  no  diere  resguardo  de  la 
prenda  recibida  o  que  hiciere  préstamo  a  una  persona 
manifiestamente  incapaz  para  contratar  por  ^u  edad  o 
falta  de  discernimiento,  será  castigado  con  las  penas 
que  determina  el  art.  282  del  Código  PenaL 

Art.  31.  Los  intendentes  o  gobernadores  tendrán 
facultad  de  visitar  por  sí  o  por  delegados  los  estableci- 
mientos de  préstamo,  de  ver  si  los  libros  se  llevan  en  la 
debida  forma,  si  las  prendas  se  guardan  con  las  seguri- 
dades necesarias  i  velarán  por  la  fiel  observancia  del 
presente  reglamento. 

Art,  32,  Las  casas  de  prenda  que  en  la  actualidad 
existan,  si  desean  seguir  funcionando,  cumphrán  con 
todo  lo  que  el  presente  Reglamento  dispone  como  si  se 
establecieran  por  primera  vez, 

Art.  j¿.  El  presente  Reglamento  principiará  a  rejir 
desde  el  i  «  de  marzo  de  1877. 

J.   V.-Last arria  ' 


t  Este  proyecto  se  convirtió  tn  el  siguiente  decreto^  que  lleva  la  fecha  de 
I. o  de  setiembre  de  lEyj: 

♦Teniendo   presente   lo    dispne'íto   por    eí    üit.    2S1  del   Código  Penal,  i 
haciendo  uso  de  }b.  facullad  que  él  Címíiere  al  Presidenta  de  la.  República  para 
dictar  los  reglamentos  a  que  deben  ¡sujetarse  las  casas  de  préstamos    sobre 
prendas,  oido  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado, 
Decxeto: 

Artículo  vaiMERo.  Ta  persona  qtie  dc^ee  establecer  alguna  casa  de  prés- 
tamos sobre  prendas,  sueldos  o  salarios,  deberá  presentarse  por  escrito  a  la 
primera  autoridad  adminisUativa  del  departamento,  dando  en  la  solicitud 
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una  noticia  de  la  calle  i  número  de  la  casa  en  que  se  abrirá  el  establecimiento; 
i  éste  principiará  sus  operaciones  el  dia  señalado  en  el  decreto  de  autorización 
espedido  por  aquella  autoridad. 

Art.  2.0  En  todo  establecimiento  de  préstamos  sobre  prendas,  se  llevarán  i 

los  siguientes  libros,  cuya  redacción  será  conforme  a  lo  prevenido  por  los  ar-  "i 

ticulos  31  i  32  del  Código  de  Comercio  i  al  281  del  Código  Penal,  a  saber: 

I. o  Libro  de  boletas; 

2.0  Libro  de  tasación; 

3.0  Libro  de  ventas. 

Art.  3.®  El  libro  de  boletas  se  compondrá  de  hojas  impresas  i  encuadernadas 
doblemente  foliadas,  en  las  que  se  anotarán  en  dos  columnas  por  separado: 

I .«  El  número  de  orden  correspondiente  a  la  prenda; 

2.0  El  dia  del  empeño; 

3.»  Naturaleza  i  calidad  de  la  prenda  i  todos  los  detalles  que  puedan  iden- 
tiñcarla  en  caso  de  estravió; 

4.0  Su  valor  real  o  calculado,  por  acuerdo  de  las  partes; 

5.0  Nombre,  apellido,  domicilio  i  profesión  de  la  persona  que  hace  el  em- 
peño; 

6.0  Tiempo  del  empeño  i  sus  condiciones,  cantidad  prestada,  intereses  con- 
venidos i  forma  en  que  se  hará  su  pago. 

Una  de  las  columnas  de  esta  hoja  se  entregará  como  boleta  al  dueño  de  la 
prenda,  i  la  otra  quedará  en  poder  del  prestamista. 

Art.  4.0  En  el  libro  de  tasación  se  hará  mención:  i.°  de  cada  prenda,  que, 
por  haber  vencido  el  plazo  del  empeño,  sea  necesario  vender  para  cubrir 
con  su  importe  el  monto  de  la  deuda,  sus  intereses  i  gastos,  especificando  su 
número  i  todas  sus  señales;  i  2.0  del  precio  que  le  haya  "^respondido  en  la 
tasación,  el  que  será  escrito  con  letra,  firmando  cada  parada  el  tasador  i  el 
prestamista,  declarando  este  último  si  se  conforma  o  nó  con  la  tasación,  para 
los  efectos  del  art.  15. 

Art.  5.0  En  el  libro  de  venta  se  anotarán  por  el  martiliero  encargado  de  la 
enajenación,  o  por  el  tasador,  si  no  hubiere  subasta: 

I. o  El  dia  de  la  venta; 

2.0  La  calidad  de  la  prenda  enajenada,  su  número,  tasación  i  todas  sus  de- 
mas  señales  con  reíerencia  al  libro  de  boletas;  i 

3.®  El  nombre  del  comprador,  su  oficio  i  lugar  de  su  residencia. 

Art.  6.0  El  prestamista,  antes  de  recibir  una  prenda  en  garantía,  deberá 
-cerciorarse,  por  todos  los  medios  que  estén  a  su  alcance,  de  que  la  persona  que 
la  empeña  es  su  verdadero  dueño,  o  que  procede  por  mandato  efectivo  de  éste 
quedando  nulo  todo  contrato  celebrado  con  personas  incapaces  para  obligar- 
se, en  conformidad  al  art.  1,447  del  Código  Civil,  i  quedando  también  sujeto 
el  prestamista  a  la  responsabilidad  legal. 

Art.  7.0  Si  de  áus  indagaciones  el  prestamista  deduce  que  la  prenda  es  hur- 
tada, pedirá  en  el  acto  ausilio  a  la  policía  para  que  se  hagan  las  indagaciones 
del  caso,  i  quedará  sujeto  a  las  responsabilidadeá  q\ie  la  lei  le  impone,  si  des- 
pués se  comprobase  en  juicio  que  aceptó  la  prenda,  a  pesar  de  ser  sospechosa  i 
que  omitió  dar  el  aviso  a  la  policía. 

Art.  8.0  El  prestamista  que  recibe  en  empeño  una  prenda  que  haya  sido  ^, 

hurtada  o  robada,  la  devolverá  a  su  dueño,  comprobado  el  hurto  o  robo,  i  per- 
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derá  la  suma  que  por  ella  haya  prestado,  salvo  los  casos  de  escepcion  esta- 
blecidos en  el  art.  890  del  Código  Civil. 

Art.  9.^  En  caso  dn  pérdida,  robo  o  destniccíou  de  ima  boleta,  la  casa  que- 
da obligada  a  dar  un  duplica.do,  previa  la  identidad  de  la  persona,  comproba- 
da con  las  anotaciones  del  rejistro  respectivo.  Esta  circunstancia  sera  anota- 
da en  la  columna  del  libro  de  boletas  que  queda  en  poder  del  prestamista. 

Art.  10.  El  prestamista  está  obligado  a  guardar  i  conservar  en  buen  estado 
las  prendas  que  se  le  empeñen,  i  es  responsable,  en  la  forma  establecida  por 
los  art,  2.394  i  2,395  del  Códtgo  Civil,  de  los  deterioros  que  la  prenda  sufra 
por  su  culpa. 

Art.  II.  Cuando  se  de&empeñe  una  prenda  i  sean  pagados  el  capital  e  inte  -  I 

reses,  el  prestamista  dejara  en  su  poder  ia  boleta  correspondiente,  anotando  •  ■ 

en  ella  la  cancelación  respectiva. 

Art.  12.  Si  pasado  el  tiempo  por  que  fué  empeñada  una  prenda,  el  dueño  -3 

de  ella  no  se  presentase  a  pagar  el  valor  del  capital  i  de  los  intereses  que  adeu- 
dase, el  prestamista  hará  publicar  su  número  por  diez  días  a  lo  menos,  en  al- 
gún periódico  del  tlepartamento:  i  si  pasare  un  mes  desde  el  dia  de  la  última 
publicación  del  aviso,  sin  que  el  dueño  de  la  prenda  se  presente  a  rescatarla^ 
el  prestamista  se  pre'ientará  al  juez  de  subdelegacion,  si  el  valor  de  la  prenda 
no  llega  a  doscientos  pesos,  o  al  juagado  de  letras  respectivo  si  excediese  de  él, 
solicitando  se  autorice  su  venta  i  especificando  con  toda  claridad  el  número 
i  señales  de  la  prenda  a  que  se  refiere. 

La  venta  se  hará  por  el  avalúo  dado  a  la  prenda  en  el  acto  del  empeño ,  si  el 
que  la  empeñó  no  pidiere  su  tasación. 

Art,  i  j.  Decretada  la  tasación  por  el  juzgado  respectivo  a'peticion  del  due- 
ño de  la  prenda,  el  juez,  en  el  mismo  acto  nombrará  un  tasador,  salvo  el  caso  en 
en  que  las  partea  interesadas  convengan  en  nombrarle.  • 

El  tasador  deberá  avaluar  según  su  honrado  juicio  las  prendas  que  se  le 
presenten,  i  hará  en  los  libros  fie  tasación  i  de  venta  las  anotaciones  que  se 
espresan  en  los  arts.  4.°,  5.°  i  19. 

r  Art.  14*  El  tasador  tendrá  por  todo  emolumento  el  tres  por  ciento  del  va- 
lor que  =íe  haya  dado  a  la  prenda  al  recibirla  en  empeño,  conforme  al  artículo 
j.<»,  número  4.^.  i  este  honorario  le  será  pagado  por  el  prestamista. 

Art.  15.  Si  el  prestamista  no  se  hubiere  conformado  con  el  precio  de  la  ta- 
sación, el  juez  corresi)ondiente  decidirá  sobre  el  valor  que  deba  darse  a  la 
prenda. 

Art.  16.  Terminadas  las  dilijencias  de  la  tasación,  se  procederá  a  enajenar 
la  prenda  en  púl>lica  ?3ubasta,  cualquiera  que  sea  su  valor,  sin  perjuicio  de  lo 
que  resuelva  el  juez  en  el  caso  del  art.  2,4cx>  del  Código  CiviL 

Aht,  17*  ¿i  no  hubiere  [xistura  por  algo  mas  del  precio  ele  la  tasación,  el 
acreeílor  podrá  pedir  que  la  prenda  se  le  adjudique  en  pago,  hasta  la  concu-  J 

rrencia  de  su  crédito,  sin  que  valga  estipulación  alguna  en  contrario.  á 

Art.  iÜ.  La  subasta  de  prendas  se  hará  por  el  martiUero  público,  o  en  su  C 

defecto,  por  quien  el  juez  designe:  i  se  avisará,  por  lo  menos  con  tres  dias  de  ,  '    * 

anticipación  a  aquel  en  que  deba  verificarse  el  remate,  la  hora  1  el  lugar  en  •* 

que  deberá  efectuarse,  no  pudiendo  ser  óste  sino  la  misma  casa  de  prestamos  * 

o  la  casa  de  mart  i  II  o.  ' 

El  aviso  i  la  lista  especificativa  de  las  prendas  que  hayan  de  rematarse,  ae  | 
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publicarán  por  la  prensa,  i  no  habiendo  diarios,  se  fijarán  en  la  puerta  de  la 
casa  dontle  tenga  lugar  el  remate. 

Art.  19.  Concluido  el  remate,  el  tasador  i  el  martiliero  forraarán  la  liqui- 
dación de  lo  que  la  prenda  adeudare  por  capital,  intereses  i  costas,  anotando 
en  cada  partida  el  producto  de  la  venta  i  el  saldo  que  haya  resultado  en  favor 
o  en  contra  del  prestamista.  Estas  anotaciones  se  harán  en  letras,  i  serán  fir- 
madas por  el  tasador  i  el  martiliero. 

Art.  20.  Los  martilieros  cobrarán  por  estos  trabajos  los  derechos  qac  tet 
señala  el  art.  16  del  supremo  decreto  de  3  de  setiembre  de  rS66. 

Art.  21.  El  exceso  que  resultare  en  contra  dei  prestamista,  se  pondrá  a  dis- 
posición del  juez  del  remate,  para  que  decrete  su  depósito,  a  ñn  de  que  sea 
entregado  al  duefío  de  la  prenda  cuantío  lo  reclamare. 

Art.  22.  En  toda  casa  de  prendas  se  mantendrá  en  un  lugar  visible  una 
tarifa  clara  1  detallada  de  los  intereses  que  en  ella  se  cobran  i  de  las  condicio- 
nes de  los  préstamos,  de  la  que  se  entre^^ará  un  duplicado  a  la  intendencia  o 
gobernación.  Esta  tarifa  i  condiciones  no  pueden  ser  variadas  sin  hat>erse  da- 
do aviso  a  dichas  oficinas  con  ochos  dias  de  anricípacion,  i  sin  tener  el  certifi- 
cado competente  de  haberse  cumphdo  con  este  reqtiisito. 

Art.  21.  Las  casas  de  prendas  ajustarán  sus  operaciones  a  la  tarifa  de  que 
habla  el  articulo  anterior  i  toda  operación  contraria  que  perjudique  al  deudor, 
será  reputada  i  castigada  como  encaño. 

Art.  24.  El  que  sin  la  autorización  de  que  habla  el  art,  í°  estableciere 
casa  de  prendas,  sufrirá  las  penas  establecidas  por  el  art.  280  del  Código 
Penal. 

Art.  25.  El  dueño  de  casa  áf^  préstamo  que  no  lleve  los  libros  que  en  este 
Reglamento  se  determinan,  con  la  debida  formalidad,  sufrirá  las  penas  que  el 
art.  281  señala  a  sus  contraventores, 

Art.  26.  El  prestamista  que  no  diere  resguardo  de  la  prenda  recibida,  será 
castigaílo  con  las  penas  que  determina  el  art.  282  del  Código  PenaL 

Art.  27,  Los  intendentes  i  gol>er  nado  res  tendrán  facultad  de  visitar  por  sí 
o  por  delegados  los  establecimientos  de  préstamo,  de  ver  si  los  libros  se  llevan 
en  la  debida  forma,  si  las  prendas  se  guardan  con  las  seguridades  necesarias 
i  velarán  por  la  fiel  observancia  del  presente  Reglamento, 

Art.  28.  Las  casas  de  prendas  que  en  la  actualidad  existan,  para  conti- 
nuar funcionando,  cumplirán  con  todo  lo  que  el  presente  Reglamento  dispo- 
ne como  si  se  establecieran  por  primera  vez. 

Art.  2Q.  Este  reglamento  principiará  a  rejir  desde  el  i.°  de  noviembre  de 
1877. 

Anótese,  comuniqúese,  publíquese  e  insértese  en  el  Boldin  de  las  Leyes. 

Pinto. 

José  Vtctorim  Lasiarria, 


No  está  demás  recordar  que  el  oríjen  de  esta  reglamentación  sobre  las  casas 
de  prendas,  se  debe  a  una  interpelación  formulada  en  el  Senado  por  don  Ben- 
jamin  Vicuña  Mackenna,  como  se  alude  en  el  capitulo  VIII,  páj.ioo.  de  este 
volumen. 

En  efecto,  este  honorable  señor  Senador,  en  la  sesión  de  4  de  dicieml 
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¡8761  entre  otras  observaciones  formuló  las  siguientes  sobre  abusos  cometi- 
dos por  las  autoridades  de  Linares: 

*Paso  a  ocuparme  de  un  decreto  que  afecta  los  mas  obvios  principios  e  inte- 
reses de  la  libertad  de  industria  i  comercio,  con  relación  a  las  casas  de  prendas 
del  maltratado  departamento  de  Linares. 

»Soí  el  primero  en  reconocer  la  necesidad  de  introducir  estrías  salvagnar* 
dias  protectoras  del  desvalido  en  la  lejislacion  que  rije  los  bancos  prendarios 
i  sobre  esto  hace  dos  años  presenté  una  moción  a  la  Cámara  de  Diputados,  i 
romo  Intendente  de  Santiago  elevé  mas  tarde  por  el  camino  legal  una  orde- 
nanza al  Consejo  de  Estado,  aprobada  por  la  Municipaliiiad,  ordenanza  jus- 
ta, moderada  í  sensata,  pero  que,  sin  embargo,  aquel  alto  cuerpo  ha  tenido 
escrúpulos  de  sancionar  por  afectar,  a  su  juicio,  ciertos  leves  principios  le- 


<Pero  he  aquí  que  el  señor  Intendente  de  Linares  sin  mas  justificación  qn« 
un  5íimple  tHe  acordado  i  decretos,  dicta,  con  fecha  5  de  julio  último,  un  de- 
creto reglamenta  rio  de  la  industria  prendaria,  que  no  tiene  nada  que  envidiar 
a  las  célebres  pragmáticas  de  Marcó  1  de  San  Bruno.  No  hai  principio  sano  de 
comercio,  no  hai  noción  lejitima  de  libertad  industrial  que  no  sea  hollada  de  la 
□muera  mas  insólita  por  el  Intendente  mal  aconsejado  de  aquella  provincia, 
digna  de  mejor  gobierno. 

•Permítame  el  Senado  analizar  aquel  decreto— leo  brevemente — para  su 
aísombro. 

tCoinienza  por  una  disposición  inquisitoria],  para  averiguar  la  honrades 
de  los  industriales  que  se  establezcan  en  Linares  con  aquel  jiro. 

•En  seguida  el  señor  Intendente  dispone  cómo  han  de  llevar  las  casas  d& 
prendas  su  contabilidad,  sns  libros,  sus  boletos,  sus  talones,  el  mecanismo  en- 
tero, en  fin,  de  estas  casas  de  comercio  en  pequéis  o,  que  la  lei  igual  pro  teje  a 
la  par  de  los  bancos  mas  opulentos, 

*¿Es  esto  creíble? 

iPero  d  seí5or  1  ntcndente  i  sus  consejeros  legales  van  todavía  mas  adelante. 
No  solo  establecen  el  remate  de  las  prendas  como  trámite  forzoso,  sino  que 
fija  el  monto  de  la  retasa,  que  a  Su  Señoría  le  plugo  fijar  ea  un  20  por  ciento 
de  rebaja.  I  luego  nombra  de  su  propia  autoridad  un  tasador  i  le  asigna  un  5 
por  ciento  de  salario  por  su  trabajo. 

t¿  Iría  mas  léjo!?  ti  Senado  lej  islán  do? 

*Pero  he  aquí  que  encuentro  otra  disposición  que  ordena  el  depósito  de  loa 
sobrantes  de  I03  remates  en  la  caja  de  la  Intendencia. , ,  Parecerá  e$to  inve- 
rosímil al  Senado  como  le  parecería  sin  duda  inverosímil  qne  se  ordenara  por 
el  Gobierno  la  traslación  a  arcas  fiscales  de  los  saldos  de  los  bancos  de  San- 
tiago que  no  fueren  reclamados  por  sus  duefios. 

tPero  existe  todavía  una  práctica  mucho  mas  odiosa  i  estravagante  que 
constituye  una  verdadera  estafa  pública  1  audaz  contra  el  comercio  de  Linares. 
Por  un  artículo  de  este  curioso  decreto,  que  recorro  a  la  lijera,  se  dispone  que 
el  secretario  de  la  Intendencia  rubrique  todas  las  pajinas  de  los  libros.  Luego 
tengo  aquí  una  información  sumaria  que  pondré  en  manos  del  señor  Ministro 
del  Interior,  de  la  cual  resulta  qne  el  secretario  de  la  Intendencia  ha  cobrado 
dos  centavos  por  cada  firma,  haciendo  rebajas  a  otros  de  un  centavo  o  tran- 
sí] ien  do  con  otrOTi  que  mostraron  mas  entereza  en  la  defensa  de  sus  derechos. 

*,A,hora  pregunto  yo  al  Senado,  pregunto  al  señor  Miiuatro  del  Interior; 
.es  esto  tolerable?  ¿Puede  durar  por  mas  tiempo  nn  eat&do  de  coeas  tan  dft* 
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plorable,  i  las  autoridades  que  crean  i  amparan  estos  procedimientos  deberán 
quedar  impunes  ? 

«Eso  es  lo  que  yo  espero  no  suceda  bajo  una  administración  que  se  anuncia 
como  justiciera  i  reparadora,  i  por  esto  paso  al  honorable  señor  Ministro  del 
Interior  los  antecedentes  de  que  me  he  ocupado,  asi  como  los  relativos  a  una 
onerosa  contribución  urbana  impuesta  por  el  Intendente  de  la  provincia,  exa- 
jerandoalparecer.de  una  manera  increible  una  Ordenanza  aprobada,  seis  o 
siete  años  há,  por  el  señor  Pérez. 

«En  vista  de  este  estado  de  cosas,  que  no  es  sino  la  triste  manifestación  de 
la  manera  cómo  se  rijen  nuestras  provincias  por  los  mandones  que  entronizó 
hace  poco  la  intriga  electoral  i  que  nuestra  indolencia  parece  perpetuar,  espe- 
ro que  el  señor  Ministro  hará  al  ñn  justicia  a  un  pueblo  desgraciado  i  digno  de 
mejor  suerte.» 


El  señor  Ministro  interpelado  prometió  examinar  i  juzgar  el  decreto  impug- 
nado por  el  Senador  Vicuña  Mackenna.  El  29  del  mismo  mes  de  diciembre, 
ordenó  al  Intendente  de  Linares  que  se  lo  dejara,  desde  luego,  sin  efecto,  en 
razón  de  que  las  casas  de  prendas  son  establecimientos  que  deben  sujetarse  a 
los  reglamentos  que  al  efecto  ha  de  dictar  el  Presidente  de  la  República,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  281  del  Código  Penal.  El  Intendente,  que  lo 
era  don  Agustin  del  Solar,  contestando  los  cargos  de  la  interpelación  referida, 
espuso  lo  siguiente,  de  que  se  dio  cuenta  en  la  sesión  del  Senado  de  3  de  enero  ^ 

de  1877: 

«En  el  mes  de  marzo  de  1 875 ,  me  hacia  cargo  de  la  dirección  de  esta  provin- 
cia. Una  de  las  primeras  necesidades  que  juzgué  necesario  llenar  fué  la  de 
reglamentar  los  establecimientos  de  préstamos  sobre  prendas.  Innumerables 
quejas  i  denuncios  de  irregularidades  cometidas  por  sus  dueños,  me  fueron 
llevadas  por  vecinos  respetables,  muchos  de  ellos  víctimas  de  la  facilidad  que 
dichos  establecimientos  prestan  a  los  delincuentes  para  aprovecharse  del 
fruto  de  su  delito,  entregados  a  su  libre  acción.  A  fin  de  proceder  con  mayor 
acierto  en  la  adopción  de  un  reglamento  de  esta  especie,  rejistré  los  que  exis- 
ten desde  tiempo  atrás  en  Valparaíso  i  Talca  i  tomando  de  ellos  las  disposi- 
ciones mas  convenientes,  dicté,  con  fecha  5  de  julio  de  ese  mismo  año,  un  de- 
creto reglamentario  al  cual  debian  sujetarse  en  sus  operaciones  los  dueños 
de  casas  de  prendas. 

«Todas  sus  prescripciones  estaban  contenidas  en  dichos  reglamentos,  que 
creo  están  adopta  das  en  muchas  otras  provincias. 

«Como  he  dicho,  en  aquellas  dos  provincias  rijen  desde  tiempo  atrás.  En 
Valparaíso  se  dictó  dicho  reglamento  en  20  de  agosto  de  1863,  i  creorejirá 
todavía.  Un  decreto  de  don  Francisco  Echáurren  Huidobro,  de  9  de  febrero 
de  1 87 1,  estableció  en  aquella  provincia  el  pago  de  un  centavo  por  rúbrica  a 
la  persona  encargada  de  la  rubricación  de  los  boletos.  Este  decreto  se  agregó 
al  art.  19  de  los  transitorios  del  indicado  reglamento,  que  se  encuentra  en  el 
libro  que  lleva  por  titulo  «Recopilación  de  las  disposiciones  vi  jen  tes  en  el  de-  ^ 

partamento  de  Valparaiso  sobre  los  distintos  ramos  de  la  administración  lo*  1 

caU.  i 

«El  art.  19,  mencionado,  no  fué  tomado  en  cuenta  en  el  decreto  de  esta  1 
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tendencia:  pero  ella  autorizó  verbalmente  al  secretario  <  para  cobrar  esta 
retribución  de  un.  centavo,  no  de  dos.  como  se  ha  aseff^irado.  En  losprimeroB 
días  después  de  su  vijenciíi,  cobró  el  secretario  un  peso  cincuenta  centavos 
por  dicho  trabajo,  no  habiéndose  vntílto  a  hacer  este  cobro  hasta  la  fecha. 
Mas  tarde,  el  oficial  primero  de  la  Intendencia,  en  ausencia  de!  secretario, 
rubricó  varios  boletos  presentados  por  los  dueños  de  casa;^  de  prenda,  sin 
cobrar  derecho  algnno.  A  dos  de  ellos,  a  quienes  les  hi^o  el  trabajo  de  encua^ 
dernacion  i  compajin ación  de  un  cuaderno  de  éstos,  les  pidió  al  uno  quince 
pesos  i  al  otro  diez^  nó  por  rubricación,  sino  por  el  referido  trabajo, 

«Pero  si  se  autorizó  este  cobro  fué  en  vista  de  disposiciones  iguales  exis- 
tentes, como  ya  he  dicho,  en  Valparaíso  i  Talca,  donde  el  secretario  cobra  un 
centavo  por  rúbrica,  puesta  en  cada  boleto, 

♦Estas  consideraciones  i  los  abusos  a  que  entonces  daban  lugar  esta  dase 
de  establecimientos,  abusos  que  estaba  en  el  deber  de  impedir,  como  encar- 
gado de  la  policía  jeuerai  de  la  provincia,  me  impelieron,  movido  por  un  lau- 
dable deseo,  a  decretar  su  reglamentación  del  mismo  modo  que  se  ha  implan- 
tado esta  medida  en  otras  partes. 

♦Por  otra  parte,  si  es  cierto  que  el  art.  aSi  del  Código  Penal  habla  de  las 
formalidades  que  deberán  observar  los  dueños  de  establecimientos  de  prés- 
tamos sobre  prendas,  que  estatuyen  los  reglamentos  que  deberá  dictar  d 
presidente  de  la  Repúbüca,  no  es  posible  desconocer  que  no  habiéndose  dicta- 
do aun  dicho  reglamento,  quedó  existente  aiempre  la  imperiosa  necesidad 
de  prevenir  i  reprimir  los  excesos  que  ellos  favorecerán  estando  r^jidos  por  el 
libre  albetlrío  o  al  capricho  de  sus  dueños. 

iPor  esto  creí  prudente  mejorar  de  algún  modo  esta  falsa  situación,  toman- 
do una  medida  que  garantizara  al  prestamista  i  pusiera  traba  a  los  caballeros 
de  industria  que  hasta  enttVnces  por  medio  de  estos  estabiacimientos,  podrían 
usufrnctar  tranquilos  los  bienes  ajenos, 

•No  creí  ilegal  este  procedimiento  que  era  puesto  en  práctica  en  ilustradas 
provincias,  ton  mucha  anterioridad  sin  haber  sido  objetado  ni  por  el  Gobier* 
no  ni  por  el  Poder  Lejíslativo. 

*US.  se  convencerá  de  la  suplantación  de  que  hago  mérito.  El  art  1 5  del 
decreto  tÜspone  que  los  sobrantes  que  arrojasen  en  íavor  de  los  dueños  las  su- 
ba'Stas  de  sus  prendas  i  después  de  trascurridos  seis  meses  sin  ser  reclamados^ 
se  depositarán  en  un  establecimiento  de  beneficencia,  ordenando  ademas  su 
publicación  con  la  designación  de  sus  dueños, 

♦Albora,  respecto  a  las  multas,  ellas  eran  necesarias  una  vez  dictado  el  de- 
creto para  garantir  su  cu  inpÜm tentó.* 


Resultado  del  estudio  que  sobre  la  materia  hizo  el  señor  Las  tirria  fué  el 
proyecto  de  reglamento  que  sometió  en  consulta  al  Conseja  de  Estado,  i  que 
cott  algunas  variantes,  se  decrt;tó,  en  la  forma  arriba  indicada,  el  i.'^  de  se- 
tiembre de  1877. 


I  L(}  «ra  don  Lsopold»  UnnuUa. 


^ 
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XVIII 


Reformabilidad  de  la  Constitución 


SESIÓN   ORDINARIA  DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS 
EN  26  DE  OCTUBRE    DE  I876 ' 


El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior)* — Pido 
la  palabra  para  decir  solo  dos  sobre  el  proyecto  que  se 
discute; 

No  tengo  el  ánimo  de  entrar  a  discutir  con  los  seño- 
res diputados j  las  opiniones  adversas  a  la  reforma, 
porque  realmente^  señor,  puedo  asegurar  que  jamas 
por  jamas  he  comprendido  esta  oposición,  sobre  todo 
en  presencia  de  una  Constitución  restrictiva  i  atrasada 
como  es  la  nuestra. 


I  De  este  discurso  dice  el  Sr*  Lastaitia  en  sus  memorías  políticas  ( |  IV 
páj.  30)  que  el  Boleiin  de  SesioDe^s  solo  dio  unas  cuantas  frases  mal  zurci- 
das i  de  peor  lenguaje  que  los  taquígrafos  atribuyeron  a!  Ministro  del  In- 
terior, La  versión  o£cial  tiene  la  siguiente  advertencia:  #Este  discurso  no 
íiié  oido  por  los  taquígrafos  i  adolece,  por  lo  tanto,  de  algunos  defectos»* 
^n  loa  diarios  <ie  la  época  la  versión  no  es  mejor,  de  modo  que  la  damos 
m  la  forma  que  la  consigna  el  Boletín. 

(Nota  del  Recopilador») 


—  éu  — 

La  Constitución  tiene  dividido  el  territorio  en  pro- 
vincias, departamentos,  subdelegaciones  i  distritos^ 
gobernados  respectivamente  por  intendentes,  gober- 
nadores, subdelegados  e  inspectores,  estableciendo 
terminantemente  que  cada  una  de  estas  autoridades 
nada  pueda  hacer  sin  consultar  a  la  inmediatamente 
superior;  así  los  inspectores  nada  pueden  hacer  sin  reci- 
bir antes  instrucciones  de  los  subdelegados,  i  éstos  a  su 
vez  sin  pedirlas  al  gobernador.  I  bien^  yo  pregimto 
ahora:  ¿cuánta  cree  la  Cámara  que  es  la  parte  de  po- 
blación que  está  gobernada  por  subdelegados  e  inspec- 
tores, verdaderas  autoridades  sin  autoridad,  sin  ini- 
ciativa, i,  lo  que  es  peor,  sinTcsponsabihdad?  Se  puede 
asegurar,  sin  temor ^  atendido  el  último  censo,  que  no 
baja  de  las  tres  cuartas  partes  de  la  población  total  de 
la  República, 

¡Es  posible  el  desarrollo  social  con  esté  sktema,  o 
exije  una  modificación  este  estado  de  cosas? 

Ahora,  si  hablamos  de  las  municipahdades,  si  habla- 
mos de  tantas  de  nuestras  instituciones,  ¿no  nos 
encontramos  en  todas  con  la  necesidad  de  la  reforma? 

Bastaría  ver  cuántas  son  las  aspiraciones  de  los  par- 
tidos políticos  de  la  República,  cuántas  son  las  liberta- 
des que  rerlaman.  Pero,  ¿cómo  llegar  a  obtenti'  esas 
libertades  si  no  principiamos  por  tener  una  Constitu- 
ción que  las  asegure?  ¿Acaso  se  cree  que  nuestra  Cons- 
titución está  en  armonía  con  el  estado  de  civilización  i 
progreso  a  que  ha  llegado  Chile?  No  puede  ser,  porque 
no  se  esplicaria  entonces  esta  aspiración  jeneral,  que 
viene  manifestándose  de  tantos  años  atrás  por  la  refor- 
ma. El  hecho  es  el  hecho:  el  pais  reclama  la  reforma. 
Si  se  quiere,  el  pais  no  sabrá  cuál  es  la  reforma  que 
debe  hacerse,  cómo  se  ha  de  llevar  a  cabo;  pero  la  aspi- 
ración existe,  i  es  a  esta  aspiración  a  la  que  se  trata  f^f^ 
atender  ahora.  ¿Cómo  desconocerla?  ¿Cómo  negr** 
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voto  a  la  idea  jeneral  de  que  hai  necesidad  de  reforma? 
I  no  se  trata  de  otra  cosa  en  esto  momento. 

Yo  tengo  la  desgracia  de  no  oir  bien  lo  que  se  habla 
en  esta  Cámara,  sea  por  efecto  de  la  acústica  del  salón, 
sea  por  efecto  de  mí  mismo;  así  es  que  no  he  podido 
hacerme  cargo  bien  de  las  razones  de  los  señores  Dipu- 
tados que  niegan  su  voto  al  proyecto  en  jeneral.  Por 
eso  no  estoi  seguro,  casi  no  me  atrevo  a  creerlo;  pero 
me  parece  que  he  oido  argumentos  como  éste:  Hai  mi 
antagonismo^  se  dice^  que  existe  desde  la  mas  remota 
antigüedad,  entre  dos  entidades  distintas:  la  libertad  i 
la  autoridad;  la  una  tiende  a  sacrificar  a  la  otra:  lo  que 
debe  procurarse  es  tratar  de  conciliar,  poniendo  vallas 
a  las  dos.  ¿Es  posible,  señor,  que  en  el  año  de  1876  se 
hagan  semejantes  argumentos  en  esta  Cámara  i  se  des- 
conozcan así  los  principios  mas  rudimentales  i  recono- 
cidos de  la  ciencia  en  nuestro  siglo?  La  libertad  es  la 
libertad,  i  no  transije,  i  ni  debe  de  transijir.  La  autori- 
dad no  es  mas  que  una  servidora  de  la  libertad,  i  el 
modo  como  debe  servirla,  es  asegurándola,  garantizán- 
dola: no  es  otro  su  papel. 

Otro  argumento:  el  derecho  del  pueblo,  del  pueblo 
soberano,  que  puede  hacer  lo  que  le  venga  en  anto- 
jo. Yo  no  creo,  i  protesto  "que  el  pueblo  no  puede  ha- 
cer lo  que  quiera;  la  soberanía  del  pueblo  no  es  abso- 
luta, no  puede  llegar  a  ese  punto.  El  pueblo  se  hace  re- 
presentar en  las  diversas  aspiraciones  de  los  individuos 
que  la  componen  por  el  Congreso,  i  así  como  toda  lei  se 
deroga  por  otra  lei,  la  Constitución  que  un  Congreso 
ha  dado,  puede  reformarla  otro  Congreso, 

¿I  de  qué  se  trata  ahora?  De  hacer  que  esa  reforma 
pueda  hacerse  con  oportunidad,  en  el  momento  que  el 
el  pais  lo  exija,  i  nó  que  se  postergue  esa  reforma  por 
tres  o  seis  años,  como  sucede  ahora  con  grave  perjuicio 
del  progreso. 
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Es  cierto,  señor,  que,  mas  o  menos,  casi  todas  las 
Constituciones  de  los  paises  mas  adelantados  estable- 
cen garantías  para  su  reformabilidad,  para  que  las  ins- 
tituciones políticas  no  queden  a  merced  de  las  insidias 
de  los  partidos.  Esto  es  mui  justo.  Pero  me  parece  que 
la  mente  de  los  autores  del  proyecto  en  debate,  como 
la  mente  de  los  reformistas  de  hói,  no  es  desechar  por 
completo  toda  garantía;  lo  único  que  se  proponen  es 
quitar  estas  trabas  excesivas  que  hoi  por  hoi  hacen  ilu- 
soria toda  idea  de  reforma.  Se  tomaría  algunos  de  los 
temperamentos  de  otras  Constituciones.  ¿Por  qué  no 
podríamos  seguir  el  ejemplo  de  los  norte-americanos, 
que  ya  ha  seguido  la  República  Arjentina,  ayer  no  mas 
con  tanta  fortuna,  a  mi  vista?  Los  arjentinos  declara- 
ron la  necesidad  de  la  reforma  i  que  deberiá  hacerse  en 
tal  sentido,  i  reunieron  una  convención  que  la  llevó  a 
cabo.  ¿I  esto  se  hizo  en  medio  de  un  pueblo  convulsio- 
nado? ¿Por  qué  nosotros,  que  estamos  habituados  a  la 
paz  i  que  aspiramos  a  la  libertad,  no  podríamos  hacer 
lo  mismo?  I  nosotros,  se  dice,  deberíamos  otorgarla 
solo  por  respeto  a  la  soberanía  popular  que  ha  de  estar 
representada  én  el  Congreso  siguiente.  ¿I  no  lo  está  en 
el  Congreso  actual? ¿I  por  qué  elCongreso  actual,  aten- 
diendo a  una  necesidad  del  momento,  a  la  necesidad 
de  la  reforma,  no  habia  de  emprenderla?  ¿I  por  qué  re- 
mitirla al  Congreso  futuro?  ¿Para  respetar  los  derechos 
del  pueblo?  Pero  si  aquí  están  también  representados. 

Creo,  señor  Presidente,  que  pierdo  el  tiempo  discu- 
rriendo en  este  asunto,  i  puedo  asegurar  que  jamas  por 
jamas  he  oido  contra  la  reforma  un  verdadero  argu- 
mento digno  de  ser  contestado. 
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SESIÓN  ORDINARIA  DE    LA    CÁMARA   DE  DIPUTADOS  EN 
13  DE  NOVIEMBRE  DE  1876 

El  señor  Lastarrt A  (Ministro  del  Interior). — No  he 
tomado  parte  en  este  debate,  porque  no  me  sentía  in- 
clinado a  quitar  a  la  Cámara  las  pocas  horas  de  que  i 
dispone  para  oir  a  sus  oradoies,  sobre  todo  a  los  que  ^ 
están  empeñados  en  esta  cuestión. 

He  observado  durante  toda  la  discusión  que  no  solo 
no  hai  uniformidad  sino  recelo  entre  los  mismos  seño- 
resque.no  diré  discuten,  sino  disputan  sobre  este  asun- 
to, I  es  por  eso  que  no  he  tenido  ocasión  de  hablar;  pero 
ahora  que  el  señor  Diputado  por  Petorca  '  me  propor- 
ciona la  grata  ocasión  de  satisfacerle,  ruego  a  la  Cá- 
mara tenga  la  bondad  de  oir  me  dos  palabras,  . 

Francamente  no  puedo  asegurar  si  el  Gobierno  in- 
fluirá para  que  el  proyecto  de  necesidad  de  la  reforma 
que  pende  actualmente  ante  el  Senado,  sea  tratado  de 
preferencia  por  aquel  Honorable  Cuerpo,  pero  sí  puedo 
asegurar  que^  una  vez  que  ese  proyecto  sea  tomado  en 
consideración,  el  Gobierno  no  le  pondrá  obstáculos. 
Por  el  contrario,  una  vez  que  el  Senado  acuerde  ocu- 
parse de  él,  el  Ministerio  tomará  parte  en  su  debate  i 
sostendrá  la  conveniencia  de  aprobarlo  cuanto  antes 
como  una  medida  de  conveniencia  ptiblica. 

Ahora,  por  lo  que  respecta  a  la  curiosidad  que  mani- 
fiesta el  honorable  Diputado  por  Petorca,  que  desea 
saber  si  aun  mantengo  mis  antiguas  opiniones  en  orden 
a  la  reforma  constitucional,  i  mas  que  todo,  en  orden 
al  fuero  de  los  empleados  administrativos,  no  tengo  la 
menor  dificultad  en  satisfacerla. 

Desde  hace  40  años  vengo  sosteniendo  i  enseñando 
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que  la  inviolabilidad  del  funcionario  público  es  incom- 
patible con  la  equidad  i  con  la  justicia  distributiva, 
cualidades  indispensables  en  el  sistema  republicano. 
La  simple  existencia  de  funcionarios  inviolables  entra- 
ña, desde  luego,  una  idea  contraria  a  la  teoría  del 
Gobierno  democrático. 

¿Se  concibe  acaso  una  República  en  que  haya  fim- 
cionarios  públicos  que  no  puedan  ser  acusados?  Cual- 
quiera obstáculo  que  se  ponga  para  perseguir  la  res- 
ponsabilidad de  los  funcionarios  administrativos  es 
contrario  a  la  igualdad,  i  por  consiguiente  al  "sistema 
republicano. 

Los  argumentos  que  se  hacen  en  contra  de  esta  teo- 
ría, que  podríamos  llamar  la  teoría  científica  del  dere- 
cho púbhco,  no  son  sino  argumentos  de  pura  fórmula, 
que  no  resisten  al  análisis  mas  superficial;  argumentos 
que  propiamente  hablando  no  son  argumentos. 

Se  dice  con  mucha  énfasis:  ¿«Qué  seria  del  Gobierno 
si  los  Ministros  del  Despacho,  si  los  intendentes  i  go- 
bernadores pudieran  ser  arrastrados  constantemente 
ante  la  justicia  ordinaria?  Yo  contesto  que  un  buen 
Gobierno  no  encuentra  jamas  esos  peligros. 

Por  otra  parte,  no  creo  que  ensanchar  el  derecho  del 
ciudadano  para  perseguir  la  responsabilidad  de  los 
funcionarios  públicos  sea  ensanchar  la  acción  del  Po- 
der Judicial.  ¿Por  qué  la  ensancharíamos?  Acaso  es 
excesivo  el  ensanche  que  a  este  Poder  se  ha  dado  en 
todas  aquellas  partes  en  que  tiene  el  derecho  i  el  deber 
de  juzgar  a  los  mas  altos  funcionarios  púbücos?  ¿Qué 
])cligros  presenta  para  el  réjimen  republicano  en  Esta- 
dos Unidos  la  aplicación  de  la  teoría  que  hace  judicial- 
mente responsables  a  dichos  funcionarios?  ¿Cuáles 
lia  ocasionado  a  la  Repúbüca  Arj  entina  esa  misma 
íiplicacion,  desde  hace  muchos  años?  Ningtmo,  absolu- 
tamente ninguno.  Ese  sistema  trae  consigo,  como  c-^^- 
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secuencia  precisa,  la  afirmación  de  la  enerjía  en  las 
atribuciones  i  la  afirmación  de  la  enerjía  en  las  fim- 
cienes.  « 

k  Este  sistema,  es  decir,  su  aplicación^  crea  para  el 

Gobierno  republicano  una  situación  practicable^  que 
jamas  ha  dado  motivo  para  que  se  la  mire  como 
peligrosa,  | 

Es  esto  lo  que  hemos  querido  adquiair  los  que  desde  *i 

hace  muchos  años  venimos  pidiendo  la  reforma  de 

^  nuestra  Carta  Fundamental-  pero  no  reformas  incom-  < 

pletas,  reformas  a  medias,  como  las  que  ahora  se  piden 
sino  reformas  amplias  que  permitan  la  revisión  com- 
pleta de  la  Constitución. 
I  aquí,  permítame  el  honorable  Diputado  por  Pe-  ^ 

,  torca  que  lo  diga,  solo  se  busca  una  reforma  parcial 

para  ocultar  con  ello  el  miedo  que  se  tiene  a  la  reforma 

1  completa, 

^  Yo  preguntaria  a  todos  los  señores  diputados^  así 

a  los  conservadores  como  a  los  liberales:  ¿qué  es  lo 
que  hemos  ganado  con  las  refomias  que  se  han  venido 
practicando  desde  hace  algunos  años,  lo  que  parece  ha- 
berse erijido  ya  en  sistema? 

I  ya  que  hago  uso  de  la  palabra,  permítanme  los  se-  • 

I  ñores  diputados  que  apoyan  esta  reforma  que  traiga 

Íen  apoyo  de  mi  opinión  la  de  un  célebre  publicista,  que 
ha  escrito  mui  buenas  cosas  a  este  respecto,  que  ha  sido 
testigo  de  los  perniciosos  efectos  que  produce  este  sis- 
tema que  vendría  a  establecerse  con  el  proyecto  de 
reforma  que  se  ha  presentado;  sistema  que  hace  irres- 
ponsables a  los  Ministros  de  Estado,  intendentes  i 
gobernadores,  dejando  todo  el  poder  público  en  manos  , 

del  Presidente  de  la  República,  o  como  tan  graciosa- 
mente decia  en  una  ocasión  el  honorable  Diputado  por  , 
'".hillan:  ^dejándolo  heredero  del  reí  de  España  i  mejo- 
ado  hasta  en  el  quinto». 
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Hé  aquí  la  manera  cómo  se  espresa  a  este  respecto 
el  señor  Florentino  González:  (leyó.) ' 

A  esta  clase  de  peligros  nos  conduciría  la  reforma 
parcial,  tal  como  se  pretende  hacerla  por  medio  del 
proyecto  en  debate. 

Por  eso  es  que  la  indicación  previa  que  se  ha  formu- 
lado tiene  para  mí  el  mérito,  nó  de  postergar  indefini- 
damente la  resolución  de  este  asunto,  como  dice  el 
honorable  Diputado  por  Petorca,  sino  de  evitar  que 
la  reforma  traiga  al  pais  grandes  males  en  vez  de  los 
beneficios  que  anhelamos. 

Si  esta  indicación  previa  no  fuese  aprobada,  lo  que 
sentina,  yo  le  aconsejaría  a  los  honorables  diputados 
que  la  sostienen  con  la  mira  de  alcanzar  la  reforma 
completa  de  la  Constitución,  que  entraran  desde  luego 
a  hacer  las  indicaciones  que  sean  conducentes:  primero, 
a  suprimir  las  atribuciones  de  que  goza  el  Ejecutivo, 
i  que  lo  constituyen  en  im  poder  omnímodo;  segundo, 
a  modificar  las  atribuciones  que  por  su  parte  tienen 
los  intendentes  i  gobernadores  i  que  son  causa  de 
gravesabusos,  porque  si  se  examina  la  Lei  del  Réjimen 
Interior,  se  verá  que  las  acusaciones  contra  estos  fun- 
cionarios son  de  todo  pimto  ineficaces  cuando  ellos 
saben  manejar  bien  esta  lei;  i  en  tercer  lugar,  para  mo- 
dificar lo  que  nuestra  Constitución  llama  tribunales  de 
justicia,  porque  el  Poder  Judicial  tal  como  está  orga- 
nizado entre  nosotros,  es  de  lo  mas  deficiente.  Los 
miembros  de  los  tribunales  son  nombrados  por  el  Eje- 
cutivo, no  siéndoles  permitido  a  estos  cuerpos  el  nom- 
brar a  sus  empleados  de  confianza,  como  son  los  rela- 
tores i  secretarios,  ni  siquiera  a  sus  porteros:  todo  lo 
hace  el  Ejecutivo. 

X  El  Boletín  de  Sesiones  no  consigna  el  testo  de  la  cita'. 
El  párrafo  leido  por  el  señor  Lastarria  es  el  siguiente  que  tomamv . 
las  Lecciones  de  Derecho  Constitucional  (Buenos  Aires,  1869)  pájs.  414-4 
*Este  es  el  caso  de  examinar  si,  como  pretenden  i  te  han  hecho  etff " 
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Dado  este  sistema,  icómo  podemos  establecer  la 
responsabilidad  de  los  Ministros  de  Estado,  intenden- 
tes i  gobernadores? 

Si  se  quiere  que  las  cosas  se  hagan  como  es  debido, 
que  la  reforma  sea  congruente,  es  menester  que  haga- 


eatablecerlo  en  algunos  Estados  de  la  América  Española,  seria  mas  convenien- 
te que  el  Presidente  fuese  inviolable,  i  que  solamente  los  ^linistros  respondie- 
sen de  los  actos  del  Ejecutivo.  Los  que  sostienen  esta  opinión  afirman  que  así 
la  responsabilidad  podría  ser  mas  efectiva,  porque  mas  fácilmente  se  decre- 
tará por  la  Cámara  popular  la  acusación  de  un  ministro  que  de  un  Presidente 
i  que  hacer  a  éste  responsable,  es  poner  en  peligro  la  tranquilidad  públi- 
ca i  aun  las  instituciones  mismas;  porque  es  muí  probable  que  el  Presidente 
intente  subvertirlas  para  escapar  del  juicio,  mas  bien  que  someterse  a  él. 

^Este  argumento  no  deja  de  tener  fuerza  a  primera  vista;  pero  en  un  pais 
en  que  los  derechos  absolutos  del  hombre  no  están  sometidos  a  la  acción  de 
las  autoridades  constituidas,  en  que  el  poder  esté  distribuido  entre  un  go- 
bierno jeneral  i  gobiernos  locales;  en  que  estos  últimos  tengan  los  medios  de 
conservar  sus  instituciones;  en  donde  no  sea  permitido  emplear  un  ejército 

L  permanente  como  medio  de  gobierno,  sino  únicamente  como  medio  de  de- 

fensa i  en  donde  el  pueblo  esté  armado, — i  no  hai  riesgo  de  que  un  Presidente 
pueda  subvertir  las  instituciones  políticas,  i  alzarse  con  el  poder  para  escapar 
de  una  acusación.  El  que  ocupe  tan  elevado  puesto,  será  sin  duda  un  ciuda- 
dano capaz  de  comprender  lo  improbable  que  sería  el  que  una  tentativa  seme- 
jante tuviese  buen  éxito  en  una  república  de  tal  manera  constituida.  Pero  si 
todo  el  poder  está  reunido  en  un  j^obierno  central;  si  la  Constitución  no  decla- 
ra a  favor  de  los  ciudadanos  derechos  absolutos,  sino  únicamente  esos  rela- 
ja tivo®  cuyo  ejercicio  pueden  reglar  las  autorídades  constituidas;  si  todos  los 
que  ejercen  autorídad  en  las  localidades  son  nombrados  i  amovibles  por  el  go- 
bierno central  i  meros  ajentes  suyos,  que  no  ejercen  poder  por  delegación  del 
pueblo  de  esas  mismas  localidades;  si  el  gobierno  central  dispone  de  un 
ejército  que  puede  estacionarse  en  cualesquiera  de  éstas  i  emplearlo  para  ha- 
cer cumplir  sus  órdenes,  i  si  ademas  de  esto,  el  pueblo  no  tiene  el  derecho  de 
poseer  armas  i  llevarlas;  entonces  convengo  en  que  nada  es  mas  peligroso  que 
hacer  responsable  al  jefe  del  departamento  ejecutivo.  Pero  es  probable  que  el 
mismo  peligro  habrá  en  hacer  responsables  a  sus  ministros.  En  un  gobierno 
constituido,  la  división  del  poder  viene  a  ser  puramente  nominal;  el  carácter 
de  acusador  púbUco  de  la  Cámara  popular,  una  burla;  i  la  jurisdicción  política 
del  Senado,  para  juzgar  i  destituir  al  Presidente  i  a  los  Ministros,  palabras 
sin  significación,  porque  todo  se  halla  a  discreción  del  jefe  del  Ejecutivo, 
que  es  el  que  pone  en  acción  todo  el  poder  concentrado  en  el  gobierno.  El  Pre-  ^ 
sidente  haríi  lo  que  hizo  Monágas  en  Venezuela  en  enero  de  1848,  cuando  hizo 
asesinar  por  sus  esbirros  a  los  diputados  que  levantaron  la  voz  contra  los  abu- 
sos i  hablaban  de  exijirle  la  responsabilidad  por  ellos.» 

{Nota  del  recopilador). 
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mos  una  reforma  completa.  A  este  respecto,  he  dicho 
yo  en  mis  Comentarios  lo  siguiente:  (leyó.) ' 

Si  queremos  sacar  el  provecho  que  deseamos  en  ma- 
teria de  reforma  constitucional,  hagamos  lo  que  ha  he- 
cho Norte- América  i  las  otras  Repúblicas  que  se  han 
guiado  por  la  esperiencia  que  les  han  suministrado  los 
norte-americanos . 

Por  eso  creo  que  si  se  limita  la  reforma  únicamente 
a  los  arts.  99, 100  i  el  inciso  6.^  del  104,  valdría  mas  que 
no  se  hiciera  nada,  porque  reducida  la  reforma  a  esto 
solo  seria  ima  verdadera  burla,  como  dice  el  señor  Flo- 
rentino González.  O  hacemos  una  reforma  completa,  o 
no  hagamos  nada. » 

Yo  enguentro  mui  aceptable  la  indicación  previa 
que  se  está  debatiendo,  porque  como  el  Senado  está 
urjido  por  el  despacho  de  los  proyectos  de  Hacienda, 


I.  £1  Boletín  tampoco  da  la  cita;  su  texto  es  el  que  sigue:  «En  coanto  a  los 
trámites  prescritos  para  la  reforma,  debe  observarse  que  la  Constitución  casi 
la  hace  impasible,  sacrificando  a  su  estabilidad  la  satisfacción  de  las  exijen- 
cias  que  pueden  surjir  de  nuevos  tiempos  i  de  nuevas  circunstancias.  Cuando 
la  lei  no  facilita  remedios  legales  para  las  emerjencias  funestas,  ni  satisfacción 
pronta  para  las  necesidades  urjentes,  hai  el  peligro  de  que  unas  i  otras  bus- 
quen su  remedio  i  satisfacción  por  las  vias  de  hecho,  i  pongan  en  conflicto  las 
instituciones.  «Ya  sabemos  que  la  Constitución  debe  consagrar  conforme  a  los 
principios  del  derecho,  los  medios  del  desarrollo  social,  que  debe  seguir  este 
desarrollo,  modificarse,  transformarse  con  el  estado  social,  con  sus  necesida- 
des i  sus  tendencias;  luego  es  evidente  que  la  Constitución  no  puede  ni  debe 
ser  inmutable.  Por  el  contrario,  es  indispensable  que  contenga  en  sí  misma  el 
'  espíritu  de  reforma,  i  determine  las  condiciones  bajo  las  cuales  debe  ésta  efec- 
tuarse, pero  de  tal  modo  que  no  la  haga  difícil,  porque  eso  da  lugar  a  que  su 
espíritu  se  ponga  en  choque  con  el  movimiento  progresivo  de  la  sociedad  i  su 
descrédito  será  inevitable,  i  la  falsa  interpretación  o  el  disimulo  vendrán  a 
minarla  en  su  base».  Precisamente  a  esa  capacidad  de  modiñcacion  i  de  trans- 
formación, sin  necesidad  de  grandes  solemnidades  i  sin  tener  que  vencer  gran- 
des obstáculos,  debe  la  Constitución  inglesa  su  actual  perfección.  Los  Estados 
que  forman  la  Federación  de  Norte-América  i  la  Federación  misma,  han  en- 
mendado, modificado  i  reformado  varias  veces  sus  constituciones,  con  gran 
provecho  de  su  organización,  de  su  solidaridad  i  progreso,  porque  no  han  te-  ^  I 

nido  grandes  trámites  ni  tan  serios  obstáculos  que  vencer.  A  mas  de  esto  es  ' 

preciso  tener  presente  que,  cuando  una  reforma  es  necesaria  o  cuand" 


r 
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como  presupuestos,  contribucioneSj  etc.,  hai  tiempo 
para  que  se  formulen  las  indicaciones  conducentes  a 
hacer  que  la  reforma  sea  completa. 


exije  un  partido  vencedor,  esos  obatácrilc»  son  inútiles:  ella  se  opera,  a  pesar 
de  todo,  aunque  sea  violando  las  disposiciones  que  la  hacen  difícil;  prueba 
de  eEo  es  la  misma  Constitución  que  comentamos,  la  cual  fué  dictada  sin  con- 
sideración a  las  prescripciones  que  la  de  1S2&  habia  establecido  sobre  el  par- 
ticular.! 

{Nota  del  rempüstdúr). 


i 
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XIX 
Cuestión  de  Cementerios 


SESIÓN  ORDINARIA  DE    LA    CÁMARA  DE  DIPUTADOS  EN 
23  DE  AGOSTO  DE  1877  ' 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ^Voi  a 
hablar  sobre  este  proyecto  con  la  esperanza  de  que  no 
abusaré  de  la  bondad  de  la  Honorable  Cámara,  pues 


t.  La  moción  sobre  cementerios  que  se  discutió  en  1877  i  se  aprobó  en  je- 
neral,  en  la  sesión  de  7  de  agosto,  por  42  votos  contra  lo,  era  la  siguiente: 

tHonorable  Cámara: 

«El  supremo  decreto  de  21  de  diciembre  dd  año  próximo  pasado,  que  de- 
termina* entre  otras  cosas,  el  lugar  que  los  cadáveres  deben  ocupar  en  los  ce- 
menterios del  Estado,  según  haya  sido  en  vida  la  creencia  de  las  personas,  ha 
suscitado  sérhs  diñciltades  i  dará  todavía  márjen  a  mayores  en  la  práctica. 

<E1  supremo  decreto  ha  querido  indudablemente  poner  término  a  cuestio- 
nes enfadosas,  promovidas  comunmente  por  la  autoridad  eclesiástica,  cada 
ver  que  se  presenta  a  la  puerta  de  nuestros  cementerios  el  cadáver  de  una  per- 
sona, que  no  %e  cree  digno  de  ocupar  un  Ingar  en  tierra  ber»dit3. 

tLa  a  atondad  eclesiástica  ha  mirado  i  pretende  mirar  los  cementerios  cos- 
teados con  fondos  fiscales  o  municipales  como  cosa  propia,  como  Inenes  perte- 
necientes a  la  Iglesia,  en  razón  de  haber  sido  bendecidos  por  ella;  i  aun  cuan- 
do no  se  haya  implorado  muchas  veces  para  la  sepultación  de  un  cadáver  el 
concurso  c- e  sus  pre?ces  i  ritos,  ha  persistido  en  la  negación  de  la  sepultura  i  en 
conaiderar  la  inhumación  como  una  profanación  i  un  avance. 


—  4tt  — 

me  propongo  ser  miii  preciso  i  lacónico,  paxa  no  com- 
plicar esta  cuestión,  i  para  buscar  el  acierto  en  una  es- 
tricta aplicación  del  principio  de  justicia,  que  es  el  que 
debe  guiamos  al  dictar  una  lei. 

«La  aotoridad  eclesiástica  ha  olvidado  de  ordinaño  que  el  Estado  no  paed« 
coojiiderar  los  cementerios  como  cosas  sagradas,  destinadas  al  culto,  i  qae 
adquiridos  casi  en  su  totalidad  con  dineros  fiscales  o  municipales,  construidos 
por  61  i  mantenidos  bajo  su  inspección,  están  naturalmente  sujetos  a  su  ad- 
ministracion.i  vijilancia  i  a  los  reglamentos  que  precisan  su  servicio  i  &jan  los 
derechos  que  por  este  mismo  servicio,  como  por  el  precio  de  cada  sepult\ira, 
deba  pagarse. 

♦La  autoridad  eclesiástica  no  ha  querido  consentir,  por  mas  que  sea  una 
verdad  demostrada,  que  nuestras  leyes  patrias  han  derogado  las  leyes  apa- 
ñólas i  ordenado  que  todo  cadáver  haya  de  sepultarse  en  el  cementerio  del 
Estado.  Ni  los  obispos  ni  los  párroo»  intervienen  en  los  establecimientos  de 
esta  naturaleza. 

«El  supremo  decreto  recordado,  persiguiendo  el  propósito  de  condllar  inte- 
reses e  ideas  opuestas,  ha  hecho  dos  declaraciones,  entre  las  diversas  disposi- 
ciones, que  contiene,  que  tienden»  una  4e  ellas  a  provocar  mas  serias  i 
ruidosas  contiendas,  i  la  otra  a  arrogarse  el  Gobierno  una  facultad  que  no  le 
es  propia. 

«Asi.  el  párroco  debe  hacer  la  calificación  de  la  creencia  relijiosa  de  la  per- 
sona difunta;  i  esta  calificación,  que  puede  ser  errada,  hija  de  la  pasión  o  del 
celo  exajerado,  va  a  determinar  el  lugar  en  que  el  cadáver  ha  de  ser  sepultado. 
De  aquí  deben  surjir  no  pocas  querellas,  que  llevarán  la  alarma  a  las  familias 
i  provocarán  en  su  seno  duelos  amargos  i  desesperantes. 

♦La  división  ordenada  por  el  supremo  decreto,  o  la  separación  de  un  recinto 
para  los  no  católicos,  parte  de  la  base  equivocada  de  que  los  actuales  cemen- 
terios son  únicamente  católicos,  cuando  es  incuestionable  que,  al  ordenarse 
su  construcción,  no  se  les  dio  tal  significación,  mucho  menos  desde  que  se  or- 
denaba, bajo  pena  de  una  fuerte  multa,  la  sepultación  de  todo  cadáver  en 
ellos.  No  ha  podido  el  Gobierno  caracterizar  un  bien  del  Estado  en  la  forma 
que  lo  ha  hecho,  i  si  ese  bien  tenia,  a  su  juicio,  el  carácter  que  le  ha  atribuido, 
no  ha  podido  entonces  desnaturalizarlo  por  si  mismo,  ni  arrebatar  una  parte 
de  él  a  la  corporación  a  que  pertenecia. 

«El  error  en  que  el  supremo  decreto  ha  incurrido  en  esta  parte  ha  dado  pié 
para  que  los  obispos  de  las  diócesis  de  la  República,  no  solo  contradigan  sus 
disposiciones,  sino  que  se  hayan  avanzado  hasta  no  disimular  su  desobedeci- 
miento. 

♦Es  menester  poner  término  a  esta  situación  que  va  haciéndose  cada  dia  mas 
irritante,  ya  por  la  naturaleza  de  las  circulares  que  los  obispos  han  dirijido  a 
sus  párrocos,  ya  por  las  ulteriores  declaraciones  que  el  Gobierno  se  ha  visto 
precisado  a  hacer,  i  que  han  contribuido  a  considerar  como  ineficaces  las  mis- 
mas disposiciones  contenidas  en  el  decreto  de  21  de  diciembre. 

«Es  función  propia  del  Estado  i  peculiar,  por  consiguiente,  de  la  lei  civil  cui- 
dar de  la  sepultación  de  los  cadáveres.  * 
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'  Sí,  se  trata  de  dictar  una  lei,  que  es  indispensable, 

i  no  de  fallar  una  contienda  de  derechos  i  por  eso  me 
será  permitido  prescindir  de  todas  las  argumentación 


*Por  uTi  sentimiento  natural,  tan  viejo  como  el  hombre,  respetamos  los  des- 
pojos de  la  muerte  i  cuidamos  de  recojerlos  re^-erentemente  para  colocarlos 
en  lugares  seguros ,  donde  reciban  la  veneración  de  tas  familias  i  los  recuerdos, 
los  ruegos  i  las  afectuosas  lágrimas  de  los  vivos. 

?No  seria  tolerable  una  sociedad  en  que  La  lei  sorda  a  este  sentimiento  natu- 
ral, nada  hubiese  hecho  por  servirlo,  por  interpretarlo  i  asegurarlo. 

♦Pero  independientemente  de  este  sentimiento  respetuoso  que  la  lei  ampa- 
ra, hai  a  mas  otroa  motivos  no  menos  atendibles  que  la  lei  tiene  también  en 
mira  a!  custodiar  la  sepultación  de  los  cadáveres  i  al  designar  el  lugar  en  que 
!►  haya  de  hacerse. 

«La  lei  debe  constatar  la  muerte  de  caáa  ciudadano  puesto  qne  de  esta  he- 
cho nacen  nuevas  relaciones  jurídicas,  nuevos  estados  i  nuevos  derechos  que 
eEa  debe  protejer  en  su  ejercicio,  o  a  que  ella  sola  da  nacimiento  después  d*  la 
muerte. 

fLa  constatación,  por  ejemplo,  de  la  muerte  de  un  padre  es  üecesaria,  pues- 
to que  con  ocasión  de  este  suceso  cambia  la  condición  jurídica  de  la  mujer  i 
•  de  los  hijos,  i  cambia  también,  en  cuanto  a  su  administración  i  aüenabiüdad, 

1  n  con  dicion  de  los  b  i  e  nes  * 
f  tCoii  justicia  ha  dicho  a  este  respecto  Eerguier: 

f^  «La  sociedad  tiene  interés  en  que  la  muerte  de  un  ciudadano  sea  un  suceso 

púbUco,  cuya  memoria  se  asegure  con  la  posible  autenticidad,  no  solo  por  las 
consecuencias  que  pueden  resultar  en  el  drden  civil,  sino  también  por  la  segu- 
ridad de  la  vida.  Los  homicidios  serian  mas  íácílcí?  de  perpetrar,  mas  ignora- 
dos e  impunes  sin  his  precauciones  que  se  toman  para  que  la  muerte  de  un 
hombre  sea  piíbücamente  conocida.* 

«Proviene  de  aquí  que  el  Estado  haya  de  vijilar  el  lugar  de  la  sepultación 
de  los  cadáveres,  como  cosa  necesaria  para  evitar  los  fraudes  que  podrían 
cometerse;  fraudes  que  serian  tanto  mas  trascendeotales  i  funestos,  cuanto 
que  lastimarian  la  suerte  de  las  familias  i  turbarían  el  reposo  social. 

*Es  también  deber  del  Estado  asegurar  i  procurar  la  sanidad  pública,  i  en 
persecución  de  este  deber  dicta  reglas  i  señaía  loa  lugares  en  que  los  cemente- 
rios deban  construirse  i  la  manera  i  forma  cómo  las  inhumaciones  deban  ha- 
cerse, a  fin  de  precaver  por  este  medio  i  por  estos  arbitrios  que  la  putrefacción 
de  loe  restos  humanos  produzca  epidemias  o  sostenga  i  propague  las  existen- 
tes. 

La  sepultación  en  lofi  templos  o  en  las  capillas,  en  que  la  piedad  u  otroa  mo- 
tivos pueden  reunir  a  la  jeiite,  tiene  estos  inconvenientes.  Por  esta  razón,  des- 
de muí  antiguo  se  ha  prohibido  en  ellos  las  inhumaciones,  i  por  la  misma,  la 
M  la  ha  establecido  entre  nosotros  desde  muchos  aüos  atrás.  Si  el  respeto,  la 
ternura  o  el  afecto  pueden  desear  traer  a  un  templo  lo^  restos  de  un  deudo 
tjuerido,  ía  leí.  ain  contradecir  esta  jenerosa  aspiración,  pero  sin  desviarse  de 
su  propósito,  ha  fijado  siempre  un  plazo  para  que  la  traslacioa  pueda  veriñ- 
carse  sin  peligro  de  la  comunidad.  Las  inhumaciones  anticipadas  se  miran 
jeneralmcnte  como  e1  jérmen  de  peligrosas  enfermedades. 
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nes  jurídicas  traídas  al  debate,  en  el  concepto  de  que 
hai  derechos  en  contención,  sobre  los  cuales  va  a  fsXlzi 
la  Cámara.  A  mi  juicio,  no  hai  tal  contención,  i  si  al- 


fLo8  cementerios  por  el  objeto  i  fínee  a  que  están  destinados  son  estableci- 
mientos civiles  que  la  leí  no  pueda  dejar  de  la  mano,  i  coya  administración  i 
vijilanda  no  puede  confiar  a  ninguna  corporación,  cnalquiera  que  sea  el  titolo 
con  que  se  recomiende,  so  pena  de  abdicar  de  su  propia  misión.  Si  indepen- 
dientemente del  respeto  con  que  la  lei  debe  cubrir  el  eterno  descanso  del« 
hombre  i  de  la  vijilancia  que  debe  desplegar  en  guarda  de  la  salubridad 
pública,  ella  crea  estados  jurídicos,  derechos  i  obligaciones  de^ues  de  la 
muerte,  es  fuera  de  duda  que  la  sepultación  de  los  cadáveres  i  d  cuidado  de 
los  lugares  donde  ellos  reposan,  es  materia  de  su  pecuUar  resorte,  que  no  le  es 
dado  declinar,  por  sagrada  que  sea  la  solemnidad  con  que  las  creencias  rdi- 
jiosas  pretenden  revestir  el  sepulcro. 

«La  lei  no  puede  permitir  por  estos  motivos  la  ccAstracdon  de  cementerioi 
donde  mejor  plazca  a  los  particulares,  de  manera  que  pueda  haber  tantos, 
cuantos  el  orgullo,  la  vanidad  o  la  riqueza  pudieran  construir.  Solo  en  favor 
de  un  ínteres  mas  jeneral  puede  autorizar  la  construcción  de  un  cementerio; 
pero  en  tal  caso,  es  forzoso  también  que  la  lei  no  abandone  ni  descuide  los  in- 
tereses páblicos  de  que  es  guardián.  Por  esta  razón,  ningún  cementerio  puede 
construirse  sin  que  se  determine  por  la  autoridad  correspondiente  él  lugar  mas 
a  propósitos  que  deba  ocupar;  i  aun  después  de  construido,  tampoco  puede 
la  lei  abandonar  su  vijilancia,  sin  perjuicio  de  que  los  dueños  del  cementerio 
tengan  la  independencia  necesaria  para  establecer  él  orden  económico  qoe 
mas  les  agrade.  En  rigor  de  justicia,  ni  aun  estos  cementerios  deberían  tolerar 
se,  puesto  que  no  tienden  mas  que  a  perpetuar  en  el  sepulcro  divisiones  i  an- 
tagonismos que  han  cesado  de  hecho  con  la  muerte. 

«Pero  si  en  este  punto  el  ínteres  i  la  necesidad  de  la  intervención  del  Estado 
son  indisputables,  hai  otro  que  no  le  atañe  i  sobre  el  cual  la  lei  debe  ser  com- 
pletamente pasiva,  esencialmente  muda,  tal  es  él  concerniente  a  la  ceremonia 
reUjiosa  con  que  de  ordinario  se  acompaña  la  sepultación  de  los  cadáveres. 

«El  Estado  no  tiene  ningún  interés  que  vi  jilar  en  esta  parte,  porque  debien- 
do acatar  las  creencias  de  todos  los  ciudadanos  i  no  estando  llamado  a  pro- 
nunciarse sobre  la  excelencia  de  alguna  de  ellas,  no  debe  ni  tiene  para  qué 
intervenir  en  la  piadosa  ceremonia  con  que  se  deposita  el  cadáver  en  la  sepul- 
tura. 

«Para  el  Estado,  el  cementerio  no  es  mas  que  un  lugar  de  respetuosa  vene- 
ración, que  la  lei  custodia  por  motivos  mui  calificados.  Deja  por  lo  tanto,  que 
para  el  hombre  relijioso  sea  lo  que  quiera,  i  se  abstiene  por  esta  razcm  de  in« 
miscuirse  en  el  rito  o  ceremonia  con  que  cada  cual  quiera  que  su  cadáver  sea 
inhumado. 

«La  lei,  que  solo  debe  interponerse  cuando  hai  un  interés  social  compfo- 
metido,  no  tiene  para  qué  hacerse  odiosa  apoderándose  del  ínteres  individual 
o  trabando  el  lejitimo  derecho  que  cada  cual  ejerce  al  rodear  él  lugar  de  su 
eterno  descanso  de  la  pompa  o  ceremonia  que  su  fé  relijiosa  pueda  inspii     "  ~ 

«Aun  cuando  no  hubiese  entre  nosotros  tolerancia  de  coitos;  aon  en     ' 
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gunos  han  podido  paralo] izarse,  creyendo  que  ella  exis- 
te, hasta  el  pvirtto  de  debatir  ante  la  Cámara  como  po- 
drían hacerlo  defendiendo  ante  la  justicia  ordinaria  un 
litijiOj  es  porque  no  se  tiene  presente  que  la  Cámara  so- 
lamente puede  tratar,  i  solo  trata,  de  establecer  primi- 


L 


I 


sucediese  que  se  oí^tentasen  en  nuestras  duda  dea  templos  disidentes  como 
uti  testimonio  elocuente  de  las  diversas  creencias  que  los  ciudadanos  tienen, 
siempre  seria  cierto  e  incuestionable  que  la  lei  civil <  encargada  de  vijilar  U 
sepultación  de  los  cadáveres  i  el  lugar  en  que  ella  haya  <le  hacerse,  debe  ser 
indiferente,  muda,  pasiva,  respecto  de  la  ceremonia  relijiosa,  puesto  que  le  es 
vedado  imponer  al  hombre  en  vida  creencia  alguna*  i  puesto  que  a  este  res- 
pecto cada  cual  tiene  un  derecho  perfecto  que  la  lei  no  puede  herir,  cual  es,  d 
de  adorar  a  Dios  en  la  forma  que  mas  le  plazca.  H 

*La  inter^-'encion  del  Estado  en  la  ceremonia  reUjiosa  seria  una  verdadera 
tiranía  i  lastimatia  s  ¿empre  preciosos  derechos  que  la  leí  debe  respetar*  Tam- 
poco puede  tomar  en  cuenta  las  creencias  relijiosas  que  los  ciudadanos  hayan 
tenido  en  vida  para  otorgar  o  rehusar  a  sus  cadáveres  sepultura  en  la  fosa  co* 

mun,  porque  esta  calificación  ímpUcaria,  entre  otras  cosas,  una  contradicción  I 

i  un  absurdo,  I 

*La  lei  civil,  como  la  lei  canónica,  permite  el  matrimonio  entre  disidentes 
en  creencias  relijiosas.  previo  cierto  procedimiento.  No  exije  a  ninguno  de  los  ' 

esposos  abdicación  de  su  creencia  para  la  constitución  de  la  famiEa,  i  mu  i  16- 

jos  de  teo,  ésta  se  forma,  se  de5;a trolla  i  vive  en  una  comunión  de  afectos  i  de  i 

intereses  al  abrigo  i  al  amparo  de  la  misma  lei.  Por  un  sentimiento  natural, 
digno  de  nuestra  veneración,  el  esposo  desea  dormir  el  sueño  de  la  muerte  al 
lado  de  la  esposa,  el  padre  al  lado  de  los  hijos,  i  los  hijos  al  lado  del  padre.  Por 
razón  de  este  sentimiento,  que  nos  hace  anhelar  el  reposo  eterno  al  lado  de  los 
nuestros,  volvemos  los  ojos  hacia  la  patria  cuando  nos  hallamos  léjoa  de  eUa 
i  cuando  tememos  que  la  muerte  pueda  sorprendernos  en  lugares  remotos. 

<¿  Seria,  ahora,  natural  que  la  lei  que  vincula  i  forma  la  familia  en  vida,  a  á 

pesar  de  la  diversidad  de  creencias  que  pueda  haber  entre  los  miembros  de 

elia,  rompa  i  despedace  esta  unión,  tolerada  i  amparada  por  ella,  llegada  que  . 

sea  la  muerte?  ¿'En  jnsto  que  permita  la  xinion  de  las  almas  i  no  tolere  el  repo*  | 

so  común  de  los  cuerpos?  ; Seria  lójico  que  no  mirase  la  diversidad  de  creen- 
cias como  un  estorbo  prira  el  m-^trimonro,  para  todas  las  reí  aciones  sociales  i 

civiles  i  concluyese  por  consid  tararí  o  como  un  insuperables  inconveniente  para  I 

sepultar  unidos  en  un  mismo  lugar  i  bajo  la  misma  lápida  los  cadáveres  de  i 

personas  que  vivíerotí  vinculadas  por  un  tierno  afecto,  ante  el  cual  la  misma 
lei  se  ha  detenido  respetuosa  i  reverente? 

«Pretender  despedazar  después  de  la  muerte  lo  que  la  lei  ha  fortificado  en  ' 

la  vida,  no  es  manifestar  respeto  por  los  cadáveres,  sino  demostrar  una  ira  i 

insensata  contra  ellos. 

«£q  nombre  de  la  relijion,  no  puede  abrigarse  semejante  pretensión;  en 

mbre  de  la  lei  civil,  ella  es  de  todo  punto  insostenible;  en  nombre  de  la  U- 

rtadi  ella  es  un  desacato. 
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tivamente  derechos,  que  no  están  claramente  deslinda- 
dos, de  dictar  una  medida  que  evite  los  conflictos  en 
materia  de  cementerios,  i  no  de  sentenciar  sobre  dere- 
chos en  litijio. 

Esto  no  quita  que  haya  sido  mui  propio  el  recordar 
la  lejislacion  vijente  en  el  pais,  para  apreciar  la  justicia 
de  la  reforma  que  se  discute,  pero  no  para  imponerle 
sus  preceptos  al  Poder  LejislativQ,  que  trata  precisa- 
mente de  reformarlos,  para  adaptarlos  a  una  nueva 


«Por  estas  consideraciones,  sometemos  a  la  aprobación  de  la  Honorable 
Cámara  el  siguiente 

«  PROYECTO  DE  LEi: 

«Articulo  primero.  En  todos  los  cementerios  construidos  con  fondos 
ñscales  o  municipales,  o  que  en  adelante  se  construyeren  de  la  misma  manera 
o  que  al  presente  sean  administrados  por  el  Estado  o  por  las  Municipalidades, 
se  sepultarán  los  cadáveres  de  las  personas  difuntas,  cualquiera  que^haya  sido 
en  vida  su  estado,  condición  o  creencia. 

«La  sepultación  podrá  hacerse  con  cualquiera  ceremonia  relijiosa. 

«A.RT.  2.0  Las  sectas  relijiosas  podrán  construir  cementerios  con  el  permiso 
previo  de  la  respectiva  Municipalidad. 

«En  todo  caso  el  cementerio  habrá  de  construirse  fuera  de  los  limites  seña- 
lados a  la  ciudad  i  en  el  lugar  en  que  la  Municipalidad  designe. 

«Igual  designación  hará  también  la  Municipalidad,  si  el  cementerio  se  cons- 
truyere en  el  campo. 

«Art.  3.0  Las  personáis  que  hayan  comprado  o  compraran  sepultura  en  un 
cementerio  i  las  que  deriven  sus  derechos  de  este  titulo,  no  podrán,  por  pre- 
testo  alguno,  ser  privadas  del  uso  de  esa  sepultura. 

«Art.  4.0  Todos  los  cementerios,  cualquiera  que  sea  su  oríjen  i  condición, 
serán  vijilados  por  el  Estado  i  habrán  de  someterse  a  los  reglamentos  i  reglas 
(ie  policía  que  se  dictaren  en  la  parte  que  les  concierna. 

«Art.  5.0  Son  materia  de  reglamento: 

«La  administración  de  los  fondos  de  cada  cementerio; 

«El  personal  de  empleados  que  deba  tener  según  su  importancia  i  los  recur- 
sos con  que  cuenta; 

«Los  sueldos  i  las  obligaciones  de  cada  uno  de  ellos; 

«La  forma  i  modo  como  los  cementerios  deban  clausurarse; 

«El  precio  i  la  capacidad  de  la  sepultura; 

«La  designación  del  lugar  que  haya  de  destinarse  para  los  pobres  de  solem- 
nidad; 

«Las  horas  en  que  deben  conducirse  los  cadáveres  i  los  carros  o  vehicular 
que  puedan  emplearse  para  ello; 
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situación,  la  cual  nos  impone,  como  una  necesidad, 
esa  reforma. 

La  cuestión  no  es,  pues,  jurídica  i  por  lo  mismo, 
tampoco  debo  hacerme  cargo  de  las  investigaciones 
sobre  la  historia  legal  de  otros  tiempos  i  de  otros  países 
que  con  tanto  desarrollo  se  han  presentado  en  este 
debate,  porque  esa  historia  no  tiene  nada  de  oportuno 
en  este  momento^  en  que  tratamos  de  lejislar  para  el 
pais  en  que  vivimos,  sobre  una  situación  nueva  i  que 
no  puede  resolverse  por  los  ejemplos  de  la  antigüedad. 
Tengo  la  convicción  de  que  es  inadecuado  a  nuestras 

#T.,os  derechos  que  por  este  servicio  i  cualquiera  otro  deban  pagarse; 

♦La  oficina  pública  o  autoridad  civil  a  que  deba  acudirse  para  asentar  la 
partida  de  defunción,  obtener  e)  pase  correspondiente  i  pagar  los  derechos 
que  se  hayan  establecido. 
A  fSantiago,  janio  4  de   1872, — Domingo  Santa  María,  Diputado  |Kir  San 

Felipa . — A ,  Verga  ra  A  Iba  no .  D  ipu  tado  por  Talca . — Af .  Sánch  c  *  Fo  nk  c  iUa ,. 
Diputado  por  Llanquihue  i  O^ornü. — Anjti  CusiodiQ  Galio,  Di  pútrido  por 
Caldera. — Jerónimo  Urmenúía. — Cmíkrmo  Malta. — Francisco  Pit^ima.» 

El  informe  de  la  mayoría  de  ln  Comisión  decia  asi: 
tHonorable  Cámara: 

*  Vuestra  Comisión  de  Gobierno  ha  tomado  en  consideración  ta  moción  so- 
bre cementeric«  que  han  presentado  los  honorables  Diputados,  señores  Santa 
María,  Vergara  Albano^  Sánchez  FontccÜla,  Gallo  [don  Anjel Custodio),  Urme- 
neta,  Matta  {don  Guillermo)  i  Puclma. 

«Está  fresco  todavía  e!  recuerdo  de  los  debates  que  sobre  la  materia  i  con 
ocasión  de  un  conflicto  j>enoso  entre  la  autoridad  civil  i  eclesiástica  de  Coa- 
cepcíon.  tuvieron  lugar  en  nuestro  propio  seno  el  ultimo  año  kjislativo. 
Desde  entonces  hasta  hoi,  la  prens;i  no  ha  cesado,  por  su  parte,  de  discutir 
preferentemente  uoa  cuestión  que  interesa  a  ios  mas  nobl^  i  resp^e tablea 
sentimientos  de  nuestra  comunidad  sociaL 

fl^s  debates  parlamentarios  i  las  discusione-i  de  la  prensa  no  eran  sino  el 
reflejo  de  una  necesidad  pública  i  el  eco  de  la  opinión  jeneriL  Era  necesario 
i  se  anhelaba  modificar  la  condición  a  que  se  hn liaban  sometidos  nuestros  ce- 
menterios, donde  no  todos  los  habitantes  de  Cbi  Ift  tenian  la  certidumbre  de 
encontrar  para  sus  despojos  mortales  la  suprema  hospitalidad  de  la  fosa. 

4EI  decreto  dictado  el  21    de  diciembre  de   1871,  por  el  Preaíilcnte  de  la 

República,  disponiendo  que  fneran  laicos  los  cementerio»  que  en  adelante  se 

establecieran    con  fondos    fiscales   o   mnnicipales.  vino  a  resolver  satisfac- 

tnrí  amenté  la  cuestión  en  cuanto  al  porvenir.  Pero  en  cuanto  al  preséntense 

it6  a  adoptar  un  temperamento  que  dejaba  vivos  muchos  jérmenes  efe 

flicto. 

i  moción  sobre  que  informamos    no  hace  íjído  completar  la  obra  de 
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circunstancias  el  modelo  de  la  lejislacion  romana  i  el 
de  las  leyes  españolas  que  lo  siguen,  porque  nuestra 
civilización  tiene  condiciones  mui  diferentes  de  las  del 

pueblo  que  se  rejia  por  aquella  lejislacion,  en  lo  rela- 
tivo a  cementerios.^ 

El  mismo  señor  Diputado  por  Santiago  '  que  tanto 
caudal  hace  de  aquella  lejislacion,  al  tomar  en  consi- 
deración un  luminoso  comentario  de  las  leyes  patrias 
sobre  esta  materia,  que  se  acaba  de  publicar,  ha  leído 
ante  la  Cámara  la  opinión  de  Troplong,  quien,  haciendo 
notar  la  gran  diferencia  entre  las  ideas  modernas  i  las 
de  los  romanos,  diferencia  que  hg^sido  señalada  por 
Domat,  el  romanista  mas  insigne,  dice;  — ^que  ello 
depende  de  que  nuestras  instituciones  modernas  han 
sido  siempre  menos  esclavas  de  las  formas  esteriores  i 
solemnes,  que  las  romanas,  i  que  consideran  mucho  L 

mas  la  utilidad  real,  que  el  imperio  de  las  ceremonias*).  ^ 

En  el  mismo  comentario  ha  podido  hallar  también 
el  señor  Diputado  este  pasaje,  que  está  apoyado  en  la 
opinión  del  obispo  belga  que  ha  adquirido  celebridad 


civilizacinii  i  respeto  a  los  muertos  coiueiizada  por  aquel  decreto.  Resnelve  la 
cuestión  en  el  presente  de  la  miüma  manera  qne  el  decreto  la  resolvía  ptira  ti« 
por\'enír  maa  o  mdiius  remoto,  esto  e^,  convierte  desdé  luego  en  cemen- 
terios laicos  todos  los  que  hoi  existen  bajo  la  dependencia  del  Estado  o  dd 
municipio. 

•Seria  una  inconsecnentia  creer  rnalo  para  lioi  lo  que  se  estima  bueno  para 
mañana.  Si  la  solución  que  el  Ejecutivo  lia  dado  al  asunto  en  el  porvenir  ha 
idclo  acojida  con  jencral  aplauso  i  contento^  no  seria  16 jico  condenarla  cuando 
se  aplica  al  momento  actual,  como  lo  hace  la  moción  en  infornie, 

tFor  eso  no  vacilamos  en  recomendar  la  adopción  del  proyecto  de  lei  qne 
esa  moción  contiene  i  que  descansa  enteramente  en  la  base  indicada, 

•Respecto  de  los  detalles  del  proyecto,  podria  quizá  introducirse  algunai 
modiíicaciones.  En  este  punto  los  informantes  se  regervan  el  derecho  de  hacer 
valer  en  la  discusión  su  respectiva  opinión  individual,  limitándose  ahora  ñ 
proponer  que  el  primer  inciso  del  art-  2."  se  modifique  en  estos  términos:^ 
•Las  común  iones  relijiosas  i  particulares  podrán  constriair  cementerios  coi 
el  permiso  previo  de  la  respectiva  Municipalidad*. 

«Sala  de  la  Couiision,  junio  14  de  1S72.- — Domingo  AfUaqm  Aiemparíj^  — 
Tadfio  Reye^,* 

(Nota  del  Rec opila M^ 

I ,  Don  Joié  Clemente  Fábres. 


I 


—  435  — 

en  Chile  por  el  gran  material  que  ha  suministrado  a 
los  polemistas  de  la  Iglesia  contra  el  Estado  en  cues- 
tiones de  cementerios.  El  pasaje  dice  así: 

<¿Lr  bendición  contiene  la  suprema  plegaria  de  la 
Iglesia  en  pro  del  alma  del  hijo  cuyo  cuerpo  está  pre- 
sente. Suponer,  como  los  romanos,  que  la  bendición  se 
radica  en  la  tierra,  es  paganismo.  Mr,  Murlat  dice,  a 
este  respecto:- — «los  paganos  i  los  hebreos  veian  algo  de 
santo  en  los  despojos  mortales  de  sus  antepasados,  i 
algo  de  sagrado  en  la  tierra  que  cubria  sus  cenizas».  I 
Monseñor  Malou,  obispo  de  Brujas,  enalteciendo  el 
cristianismo^  añade: — «pero  mejor  que  los  paganos  i 
los  hebreos,  los  pueblos  cristianos  han  comprendido 
que  el  sepulcro  es  en  cierto  modo  para  el  hombre  la 
puerta  de"  la  eternidad  que^  por  decirlo  así,  establece 
entre  el  alma  del  muertoila  Divinidad  un  inefable  con- 
tactois>.  Bendecir  la  tumba,  esta  puerta  mística  de  la 
eternidad,  que  es  la  que  establece  ese  inefable  contac- 
to, es  lo  que  hai  de  esencial  i  de  eminentemente  cris- 
tiano. Así,  la  bendición,  que  circunscribiendo  su  efica- 
cia a  la  tumba,  tiene  por  objeto  enviar  al  alma  llamada 
a  juicio  los  ausilios  espirituales,  en  tan  supremo 
trance,  no  radica  dommio  en  parte  alguna,  ni  sobre  la 
tumba,  ni  sobre  el  cementerio. ...... 

Entonces  no  apartemos  nuestra  vista  de  la  sociedad 
moderna,  i  sobre  todo  de  la  situación  actual  de  nuestro 
país,  que  nos  impone  la  necesidad  de  dictar  una  lei  so- 
bre nuestros  cementerios  públicos^  i  no  sobre  los  de  la 
Iglesia,  sobre  servicios  i  derechos  que  están  en  situa- 
ción mui  diversa  que  la  que  tenían  en  otros  tiempos  í 
en  otros  paises.  Dejemos  en  paz  a  los  j entiles, 

Pero  también,  señores,  invoquemos  la  paz  sobre  no- 
sotros, i  persuadámonos  de  que  esta  no  es  una  cuestión 
reMjiosa,  i  de  que  hai  un  gran  peligro  en  considerarla 
como  relijiosa  para  convertirla  en  cuestión  de  parti- 
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dos  políticos.  No  compliquemos  con  los  intereses  de 

partido  una  solución  parlamentaria,  que  es  tanto  mas 
elevada,  cuanto  que  va  a  recaer  sobre  derechos  que 
tienen  un  carácter  mui  ajeno  de  la  política  militante. 

¿Se  cree  que  el  proyecto  ataca  la  propiedad  de  la 
Iglesia?  ¡Se  cree  que  él  es  contrario  a  la  libertad  de 
creencias  en  este  pais?  Estudiemos  el  punto  en  concre- 
to, no  como  partidarios,  sino  como  le  j  isla  dores.  Al  ha~ 
cerlo,  me  lisonjeo  con  la  esperanza  de  poder  abstener- 
me de  todo  interés  de  partido.  De  consiguiente,  no  se 
tomará  a  mal  que  prescinda  de  todas  las  apreciaciones 
inductivas  i  de  todas  las  interpretaciones  de  testos  lega- 
les i  canónicos  que  se  han  hecho  valer  en  esta  discusión 
considerándolas  de  tal  manera  decisivas,  que  se  ha 
creído  poder  amenazar  al  Poder  Lejislativo  de  la  Re- 
pública con  la  subvención  del  orden  i  la  resistencia  i 
desobediencia  del  pueblo,  si  dicta  una  Id  contraria  a 
tales  modos  de  ver.  ¡Deplorable  novedad! 

Creo,  como  el  señor  DiiJUtado  de  lüapel,  *  que  estan- 
do reducida  la  misión  del  Estado  a  cumplir  i  hacer 
cumplir  el  derecho,  debe  suministrar  todas  las  con- 
diciones de  nuestra  vida  i  desarrollo  que  constituyen 
el  derecho.  En  hora  buena.  Pero  esas  condiciones 
deben  buscarse  en  la  filosofía  de  los  hechos,  no  en  su- 
jestiones  del  interés  de  partido. 

Yo  invito  a  los  adversarios  del  proyecto  a  que  haga 
mos  esta  investigación  con  elevado  espíritp,  i  espero 
que  la  Cámara  tomará  mis  palabras  como  la  espresion 
de  una  sana  intención,  pues  solo  trato  de  buscar  la  ver- 
dad  i  de  hacer  lo  justo. 

Las  leyes  que  nos  han  rejido  durante  nuestra  inde- 
pendencia, desde  la  de  la  Junta  Gubernativa  de  6  de 
julio  de  1813  i  el  Senado  Consulto  de  26  de  agosto  de 
iSig,  hasta  el  decreto  de  21  de  diciembre  de  18;" 


I,  Don  Jos^  Nicolás  Hurtado. 
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prueban  que  es  el  Estado  el  que  ha  re j  ido  los  cemen- 
terios siempre,  como  sucedía  en  España,  según  todas 
las  leyes  de  que  se  ha  hecho  reminiscencia.  Noes^pues^^ 
posible,  ahora  disputar  esa  jurisdicción,  ni  negar  al 
Poder  Lejislativo  hoi  dia  la  autoridad  que  tiene  i 
siempre  ha  tenido  para  lejislar  en  esta  materia.  Esto 
queda  fuera  de  cuestión. 

La  Cámara  ha  oido  la  esposicion  de  todas  las  leyes  i 
decretos  que  se  han  dado  en  Chile  sobre  cementerios; 
pero  me  permitirá  recordarle  de  nuevo  que  por  el  de  31 
de  julio  de  1823  se  mandó  que  en  toda  ciudad  o  villa 
se  formara  panteón  fuera  de  la  población,  con  los  fon- 
dos de  propios  municipales,  según  el  plan  que  formara 
una  junta  compuesta  del  párroco ,  del, jefe  político,  un 
rejidor  del  cabildo  i  del  procurador  de  ciudad. 

Según  datos  oficiales,  este  decreto  tuvo  su  cumpli- 
miento en  la  fundación  de  los  cementerios  que  voi  a 
enumerar,  entre  los  cuales  hai  algunos  otros  cuya  fun- 
dación se  hizo  independientemente  por  el  Estado  o  las 
municipalidades,  habiendo  el  Ejecutivo  dictado  los 
respectivos  reglamentos  í  aranceles,  en  virtud  de  la 
autorización  que  al  efecto  i  sucesivamente  le  dieron 
tres  leyes  del  Congreso,  la  de  10  de  enero  de  1844,  la 
de  2  de  julio  de  1852  i  la  de  5  de  noviembre  de  1857. 
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Atacama 


Coquimbo 


I  Copiapó, 

\  Tierra  Amarilla, 

{ Caldera. 

( Vallenar. 

Serena, 

lUapelj 

Ovalle. 

Elqui. 


29   de  marzo  de  1854. 


9  de  mayo  de  1856. 

3  de  marzo  de  1847. 

32  de  agosto  de  i853> 
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^  San  Felipe.  27  de  marzo  de  1855, 

Aconcagua  j  p^^^^^^ 

( Valparaíso,       17  de  noviembre  de  1845- 
Valparaíso  (  Casa  Blanca, 
( Quillota. 

/  Santiago,  7  de  junio  de  1845. 

\  Melipilla  i  San  Francisco  del  Monte,  9  de 


Santiago 


marzo  de  1863. 


Rancagua. 


(  San  Fernando.    Reglamento    municipal, 
Colchagua  ^  ^^^^^ 

\  C  úrico j  3   de   diciembre   de   1857. 

f  Vichuquen. 

(Talca,  20  de  julio  de  1846, 

( Molina. 

f  Cauquénes. 

1  Constitución. 

j  San  Javier  de  Loncomilla. 

{  ParraL 


Curícó 

Talca 

Maule 

Linares 

Nuble 


í  Chillan. 
( San  Carlos, 

Concepción, 
Concepción^  Tomé 

Talcahuano. 


Bio^Bio 


Arauco 


Valdivia 


Alíjeles, 
Mulchen. 

AngoL 

Le  bu. 

Cañete. 

Imperial. 
I  Valdivia, 
(Union. 


19  de  noviembre  de  1857. 
24  de  noviembre  de  1846. 


5  de  noviembre  de  1859. 


18  de  abril  de  1854. 
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l-ROVtlfClAa  C^mnCTKBIoa  JTT&LICOS  i IÜHJL  del  ESGLllfEir^O 

(  Melipullij  12  de  noviembre  de  1873. 

Llanqiuhiie  reglamento  mimicipal. 

^  Carelmapu. 

Chiloé  !  Ancud,  tP  de  abril  de  1854. 

De  los  cementerios  que  aparecen  sin  reglamento^ 
unos  se  rijen  por  reglamentos  que  no  están  publicados 
en  al  Boletin  de  las  Leyes ^  como  los  anotados^  i  otros^ 
por  los  reglamentos  del  cementerio  principal  de  la  pro- 
vincia. En  lugares  en  que  existe  junta  de  beneficencia, 
ésta  hace  el  presupuesto  del  cementerio,  que  es  apro- 
bado anualmente  por  el  Gobierno;  i  en  aquellos  en  que 
no  existe  junta,  el  presupuesto  aparece  incluido  en  el  de 
la  Municipalidad.  No  consta  que  hayan  recibido  bendi- 
ción canónica  todos  estos  cementerios,  pues  la  mayor 
parte  fueron  erijidos  cuando  estaban  vacantes  los  dos 
únicos  obispados  que  habia  antes  de  1836, 

La  Iglesia  jamas  ha  tenido  propiedad  ni  jurisdicción 
sobre  estos  cementerios.  Cuando  se  trató  de  aplicarles 
el  decreto  de  187 1,  los  señores  obispos  intervinieron 
en  el  arreglo,  i  no  solo  tuvieron  cuidado  de  determinar 
en  sus  notas  al  Ministerio  cuáles  eran  los  cementerios 
parroquiales  que  no  se  comprendían  en  aquel  decreto, 
sino  que  trataron  de  considerar  como  tales  algunos  de 
los  obispados  de  Coquimbo  i  de  Concepción,  que  incues- 
tionablemente eran  municipales.  El  resultado  de  las 
discusiones  i  de  las  investigaciones  fué  entonces,  que 
la  Iglesia  no  tenia  propiedad  ni  derecho  alguno  sobre 
los  cementerios  enumerados  en  la  lista  que  acabo  de 
leer,  reconociéndose  los  demás  como  parroquiales,  i 
terminando  así  la  discusión. 

Ahora  bien.  Si  la  lei  que  se  va  a  dictar  se  refiere  úni- 
camente a  dichos  cementerios,  que  son  los  que  incues- 
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tionablemente  se  reconocen  como  fiscales  o  municipa- 
les, i  no  como  parroqtdales,  no  hai  fundamento  alguno 
para  atacar  el  proyecto  como  contrario  a  la  propiedad 
de  la  Iglesia^  ni  para  suponer  que  él  va  a  decidir  una 
cuestión  litijiosa  de  propiedad.  Este  argumento  seria 
atendible  si  el  proyecto  se  refiriese  a  los  cementerios 
parroquiales,  a  aquellos  que  el  Gobierno  reconoció  como 
tales  enlas  discusiones  que  siguieron  al  decreto  de  1871, 
Pero  no  es  así.  Se  trata  únicamente  de  dictar  una  lei 
para  los  cementerios  que  indudablemaite  son  fiscales 
o  municipales,  para  los  que  han  sido  reconocidos  como 
tales  por  los  mismos  prelados  de  la  Iglesia  chilena;  i 
para  obviar  toda  duda,  podria  decirse  con  mas  exac- 
titud-—para  los  cementerios  fundados  con  arreglo  al 
supremo  decreto  de  31  de  julio  de  1823,  i  todos  los  es- 
tablecidos por  la  autoridad  civil  i  re j  idos  por  ella. 

De  consiguiente,  yo  espero  que  no  se  hará  cuestión 
sobre  que  el  Congreso,  en  virtud  de  su  poder,  va  a  dic- 
tar esta  lei  para  los  cementerios  en  que  la  Iglesia  no 
tiene  ningún  derecho  de  propiedad,  i  en  los  cuales  no 
ha.  alegado  semejante  derecho  jamas,  o  que,  si  lo  ha 
alegado  en  algunos,  no  ha  podido  comprobarlo,  i  se  ha 
atenido  a  lo  que  el  Gobierno  ha  resuelto.  ¿Seria  posible 
entonces  suscitar  ahora  una  objeción  que  eUa  no  hace, 
ni  puede  hacer,  desde  que  se  trata,  no  de  sus  cemen- 
terios parroquiales,  sino  de  los  que  la  autoridad  ci\il 
ha  fundado  i  rije  por  sí  misma? 

Tal  es  el  estado  de  cosas  en  los  momentos  en  que  se 
inicia  la  discusión  de  este  proyecto  de  lei,  precisamen- 
te para  poner  término  a  la  alteración  que  introdujo  en 
aquel  estado  de  cosas  el  decreto  de  1871,  al  dividir 
aquellos  cementerios,  que  eran  rejidos  por  la  autoridad 
civil,  en  parte  catóUca  i  parte  laica,  a  fin  de  restablecer 
el  imperio  en  desuso  de  una  real  cédxila  española  que 
permitia  al  eclesiástico  escluir  de  sepultura  bendita 
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los  cadáveres  de  los  individuos  incursos  en  las  prohibi- 
ciones canónicas. 

Esta  alteración  ha  producido  frecuentes  i  enojosos 
conflictos,   que  han   suscitado   alarmas    verdaderas. 
¡Conviene  mantener  esa  situación,  en  la  cual  las  auto- 
ridades ejecutivas  se  ven  a  cada  paso  en  ia  necesidad 
de  sostener  discusiones  ardientes  con  el  eclesiástico, 
tan  solamente  porque  el  decreto  de  187])  dejó  ciertos 
puntos  indecisos,  al  introducir  aquella  alteración?  Ac- 
tualmente penden  ante  el  Ministerio  del  Interior  tres 
protestas  episcopales,  que  están  en  tramitación,  i  que 
una  vez  informadas,  podrán  ser  contestadas,  como  se 
ha  hecho  siempre  por  el  Gobierno  i  todas  las  autorida- 
des superiores,  después  de  oir  a  los  funcionarios  subal-  i| 
temos  acusados;  sin  que  jamas,  como  ahora^  se  haya 
vituperado  este  procedimiento,  ni  se  haya  estimado 
como  una  descortesía  el  no  entrar  desde  luego  en  dis-                                I 
cusiones.  Pero  ¿qué  nos  traerá  esa  contestación?  Nos 
traerá  la  milésima  reproducción,  sin  fruto  ni  resultado                                 i 
alguno,  de  las  vivas  polémicas  que  han  ocurrido  desde                                 I 
187 1 ;  i  esto  es  inevitable,  porque  ni  aquel  decreto  fijó                                 ' 
con  precisión  todas  las  nuevas  situaciones  que  creaba^                                ii 
ni  todos  los  derechos,  para  evitar  destnteüjencias;  ni  el 
Ejecutivo  cree  poder  tomar  resoluciones  definitivas  en 
estos  casos,  cuando  el  asunto  está  sometido  al   Poder 
Lejislativo,  en  el  concepto  de  que  la  solución  que  se  ne- 
cesita debe  ser  lejíslativa. 

¿Conviene  a  la  tranquilidad  i  al  estado  de  progreso 
de  nuestra  sociedad,  mantener  aquel  jérmen  de  dis- 
cordia, i  obligar  a  los  funcionarios  del  Ejecutivo  a  1 
debatir  cuestiones  hasta  sobre  los  derechos  particulares  1 
que  no  fueron  alterados  por  el  decreto  de  1871,  tal 
como  el  de  enterrar  en  una  sepultura  comprada  a  los 
que  tienen  derechos  de  ser  sepultados? 

He  aquí  un  conflicto  enteramente  inmotivado-  Se 
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cree  que,  porque  el  derecho  de  aquel  que  compra  una 
sepultura  de  familia,  conforme  a  reglamento,  no  se 
puede  clasificar  jurídicamente  en  el  derecho  de  doiiü- 
niOj  o  en  el  de  usufructo^  o  en  el  de  uso,  no  es  un 
derecho.  Pero  se  olvida  que  el  que  ha  comprado  una 
sepultura  para  enterrar  a  los  suyos  o  a  sus  amigos, 
tiene  derecho  de  hacerlo,  aunque  no  tenga  la  propiedad 
del  terreno,  ni  su  uso,  ni  usufructo;  i  que  la  autoridad 
que  ha  permitido  constituir  por  contrato  ese  derecho 
tiene  el  deber  de  respetarlo  i  de  hacerlo  respetar;  i 
mediante  este  olvido  se  forjan  cuestiones  irritantes  que 
perturba  la  tranquilidad  de  las  familias,  precisamente 
en  momentos  en  que  su  dolor  debe  ser  venerado, 

¿Debe  mantenerse  semejante  situación,  a  nombre 
de  las  leyes  de  la  Iglesia,  i  de  los  intereses  de  la  creen- 
cia católica?  Los  que  tal  sostienen,  ohddan  que  es  po- 
sible remediar  esa  situación  anóm?Ja  e  insostenible, 
sin  atacar  esas  leyes  i  sin  vulnerar  esos  intereses.  I  para 
esto  es  necesario  que  busquemos  con  calma  i  elevación 
el  medio  justo  i  conveniente. 

Apreciemos  con  verdad  los  hechos. 

En  la  solución  que  buscamos,  no  tienen  nada  que 
hacer  las  costumbres  ni  las  leyes  romanas,  ni  las  de  los 
demás  pueblos  antiguos  o  modernos.  En  mi  humilde 
juicio,  debemos  prescindir  de  ellas,  así  como  de  las  leyes 
españolas,  en  cuanto  preceptuaban  i  mandaban,  pues 
en  esta  parte,  me  parece  que  están  derogadas  o  reem- 
plazadas por  las  leyes  patrias.  Según  éstas,  como  está 
ya  reconocido  por  los  prelados  chilenos,  hai  aquí  en 
Chile  cementerios  que  han  sido  fundados,  mantenidos 
i  re j  idos  siempre  por  el  Gobierno  i  las  municipalidades, 
en  los  cuales  la  Iglesia  no  ha  ejercido  nunca  jurisdic- 
ción temporal  contenciosa,  ni  de  mando,  ni  de  admi- 
nistración, como  ha  podido  tenerla  en  los  cementerios 
parroquiales  fundados  í  sostenidos  por  los  curas. 
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Se  trata  hoi  de  dictar  una  lei  para  aquellos  cemente- 
rioSj  i  nó  para  los  parroquiales.  ¿Hai  raüon  para  escla- 
mar que  esa  lei  ataca  la  propiedad  de  la  Iglesia? 

Aquellos  cementerios  civiles^  o,  como  los  llama  el  || 

proyecto  j  fiscales  o  municipales,  no  son  tampoco  cosas  4 

consagradas  al  culto  divino^  como  aquellas  que  el  ar-  1 

tículo  586  del  Código  Civil  manda  que  sean  rejidas  por  j 

et  derecho  canónico.  ¿Cómo  podrían  serlo,  i  estar  al 
mismo  tiempo,  como  están  rejidas  por  leyes^  decretos 
i  reglamentos  de  la  autoridad  civil  i  servidas  por  em- 
pleados civiles  o  municipales?  Si  fueran  cosas  sagra- 
das, estarian  rejidas  por  el  derecho  canónico,  según 
aquel  artículo. 

Tales  son  los  hechos  en  toda  su  verdad.  No  admiten 
terjiversacion  ni  alteración  de  ninguna  especie. 

Veamos  ahora  cómo  se  interpretan  para  negar  al 
Congreso  la  autoridad  que  tiene  de  lejislar  sobre  esos 
cementerios  civiles,  que  no  son  parroquiales,  ni  de  pro- 
piedad de  la  Iglesia. 

El  señor  Diputado  por  Santiago  dice  que  esos  ce- 
menterios son  de  propiedad  de  la  Iglesia  porque  están 
consagrados  al  culto  divino  i  deljen  rejirse  como  las 
cosas  sagradas  por  derecho  canónico,  según  el  art,  586 
citado  i  funda  su  concepto  en  el  carácter  que  a  estas 
cosas  consagradas  al  culto  da  la  lei  12,  tít-  28,  partida 
I  *,  la  cual  dice: 

«Toda  cosa  sagrada,  o  relijiosa  o  santa  que  es  estable- 
cida a  servicio  de  Dios,  non  es  en  poder  de  ningún  bo- 
rne el  señorío  de  ella,  ni  puede  ser  contada  entre  sus 
bienes:  e  maguer  los  clérigos  las  hayan  en  su  poder  non 
han  señorío  de  ellas;  mas  tiénenlas  assí  como  guardado- 
res e  servidores,  porque  eUos  han  a  guardar  estas  cosas 
e  servir  a  Dios  en  ellas  i  con  ellas. ^> 

Cabalmente,  el  testo  de  esta  lei  dice  lo  contrario  de 
lo  que  el  señor  Diputado  quiere  que  diga,  pues  aque- 
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líos  cementerios  son  propiedad  fiscal  o  miinicipal,  co- 
mo lo  han  reconocido  los  obispos,  son  rejidos  por  la 
autoridad  civil  i  administrados  por  sus  funcionarios 
seglares,  no  están  establecidos  en  servicio  de  Dios  i  por 
eso  los  clérigos  no  los  guardan  para  servir  a  Dios  en 
ellos  i  con  ellos;  i  aimque  los  guardaran  i  tuvieran  en 
su  poder,  no  tendrían  el  señorío  de  ellos,  como  espre- 
samente  lo  declara  esa  lei. 

Mas  serio  es  el  modo  como  considera  aquellos  hechos 
el  señor  Diputado  por  lUapel,  i  debemos  examinar  de- 
tenidamente sus  razonamientos,  porque  tal  como  los 
ha  espuesto,  podrian  estraviamqs  de  una  solución  jus- 
ta, como  laque  buscamos.  He  aquí  esos  razonamientos: 

Se  establece: 

iP  Que  es  un  hecho  inconcuso  que  por  las  leyes  i  de- 
cretos nacionales,  los  cementerios  han  sido  siempre 
considerados  como  católicos; 

2P  Que  las  personas  que  han  adquirido  sepultura  en 
estos  cementerios  católicos,  lo  han  hecho  en  el  concep- 
to de  que  continuarian  bajo  ese  carácter  católico. 

De  aquí  se  deduce  que  el  art.  i.^  en  debate,  al  lejislar 
sobre  estos  cementerios  estableciendo  que  son  del  Es- 
tado i  haciéndolos  comunes  a  todas  las  relijiones,  ataca 
la  propiedad  i  los  derechos  adquiridos,  bajo  la  sustan- 
cial i  esencial  condición  de  ser  católicos  los  cementerios 
i  de  rejir  en  ellos  la  jurisdicción  eclesiástica;  porque,  se- 
gún el  artículo  en  debate,  o  cada  relijion  modifica  sus 
leyes,  o  los  cementerios  no  pueden  servir  para  ninguno 
de  los  miembros  de  una  relijion  que  no  admita  comu- 
nidad con  otras. 

«Supongamos,  dice  el  honorable  Diputado  por  Illa- 
pel,  que  esta  lei  está  sancionada,  i  que  en  tal  caso  la 
Iglesia  creyera  que  no  podia  modificar  sus  disposicio- 
nes respecto  de  sus  cementerios.  ¿Qué  sucederia?  Que 
los  católicos  se  verian  obligados  a  escojer  entre  imo  ^^ 
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los  términos  de  esta  dura  alternativa:  o  perder  sus  de- 
rechos adquiridos  i  las  fuertes  sumas  invertidas  en  se- 
pulcroSj  o  violar  los  preceptos  de  su  relijion.» 

Haí  en  esta  manera  de  presentar  la  cuestión,  i  espero 
que  mi  honorable  amigo  me  permita  decirlo  f  rajicamen- 
te,  algunos  errores,  pues  aun  admitiendo  como  ciertas 
las  premisas  del  razonamiento,  las  deducciones  no  solo 
no  guardan  la  lójica  de  la  falsedad  de  las  premisas,  sino 
que  llevan  todavía  la  falsedad  mucho  mas  allá.  v 

Admitamos  el  hecho  de  que  las  leyes,  decretos  i  re- 
glamentos dictados  hayan  considerado  como  catóhcos 
los  cementerios  públicos,  cuyo  réjimen  i  servicios  han 
sido  determinados  por  esas  leyes.  De  aquí  no  puede  de- 
ducirse que  se  haya  reconocido  la  propiedad  de  la  Igle- 
sia en  esos  establecimientos,  ni  mucho  menos  que  en 
ellos  deba  rejir  la  jurisdicción  eclesiástica. 

La  propiedad  i  la  jurisdicción  de  la  Iglesia  no  pueden 
darse  por  existentes  a  virtud  de  una  inducción.  Si 
aquellas  leyes,  decretos  i  reglamentos  no  las  han  esta* 
blecido  categóricamente,  no  se  puede  decir  que  porque 
tales  disposiciones  consideraban  como  católicos  los  ce- 
menterios públicos,  establecían  en  ellos  la  propiedad  i 
la  jurisdicción  de  la  Iglesia,  pues  no  los  sometian  al  de- 
recho canónico,  i  los  dejaban  siempre  sometidos  a  la 
lejislacion  civil.  Por  el  contrario,  desde  que  esas  dispo- 
siciones se  destinaban  a  reglamentar  el  réjimen  i  servi- 
cios de  los  cementerios  fundados  por  el  Estado  o  las 
municipalidades,  atestiguan  que  reconocian  la  propie- 
dad de  la  autoridad  civil  i  la  jurisdicción  del  Estado. 

Aunque  esas  disposiciones  hubieran  incorporado  las 
de  la  Iglesia,  lo  que  no  han  hecho,  como  lo  hicieron  las 
leyes  españolas,  eso  solo  probaria  una  cosa,  i  es  que  las  i 

leyes  canónicas  no  tienen  fuerza,  si  las  leyes  ci\dles  no 
=^e  la  dan,  sancionando  su  disposición;  i  aun  en  este  ca- 
3,  es  preciso  reconocerlo,  el  Estado  no  renuncia  a  su 
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autoridad  i  jurisdicción.  La  Cámara  ha  oido  repetidas 
veces  la  esposicion  de  las  leyes  españolas  de  distintas 
épocas,  algunas  de  las  cuales  mandaban  que  los  ce- 
menterios se  rijiesen  por  las  de  la  Iglesia  en  la  parte 
en  que  esas  leyes  civiles  reproducian  los  preceptos  del 
derecho  canónico.  Pero  al  hacer  eso  el  rei  de  España, 
no  renunciaba  a  su  poder  de  lejislar  siempre  sobre  los 
cementerios,  como  lo  prueba  el  hecho  de  haber  lejisla- 
do  sobre  esa  materia  sucesivamente,  en  distintos  tiem- 
pos, modiñcando  unas  leyes  por  otras. 

Nuestras  leyes  patrias  no  han  hecho  esto  mismo,  i  al 
reglamentar  los  cementerios  fundados  por  la  autoridad 
civil,  han  prescindido  completamente  de  las  leyes  ca- 
nónicas, como  de  las  españolas.  Pero  aunque  lo  hu- 
bieran hecho,  los  adversarios  del  proyecto  no  tendrían 
ninguna  razón  para  establecer  que  porque  nuestras 
leyes  reconocian  como  católicos  los  cementerios  públi- 
cos, reconocian  también  que  la  Iglesia  tuviese  la  pro- 
piedad de  los  que  ella  no  ha  fundado,  i  que  pudiera 
ejercer  jurisdicción  en  cementerios  que  el  Estado 
funda,  rije,  i  sobre  los  cuales  léjisla  por  sí,  en  virtud  de 
su  autoridad  sin  dar  jurisdicción  a  la  Iglesia. 

Todavía  mas.  Aunque  nuestras  leyes,  decretos  i  re- 
glamentos patrios  hayan  considerado  como  catóUcos 
los  cementerios  fundados  con  arreglo  al  decreto  de 
1823,  i  los  establecidos  por  el  Gobierno  i4as  municipa- 
lidades, tampoco  puede  el  honorable  Diputado  por 
lUapel  suponer  que  el  art.  i.^  en  debate  viene  a  decla- 
rar que  son  del  Estado  los  cementerios  que  no  le  perte- 
necen, atacando  así  la  propiedad  de  la  Iglesia  i  los  de- 
rechos adquiridos  por  los  católicos. 

En  primer  lugar,  el  art.  i.^  no  viene  a  establecer  que 
los  cementerios  no  parroquiales  a  que  se  refiere  son  del 
Estado.  Da  por  sentado  el  hecho  simplemente, 
refiriéndose  a  los  cementerios  construidos  con  fond 
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fiscales  o  municipales^  i  que  sean  adininistrados  por  el  | 

Estado  o  las  municipalidades.  Esto  es  muí  claro,  i  es 

necesario  no  leer  estas  palabras,  o  querer  entender  lo 

que  no  dicen,  para  suponer  que  ellas  declaran  que  los  - 

cementerios  parroquiales  o  de  la  Iglesia   son  del  Es-  1 

tado.  No  declaran  tal  cosa:  hablan  únicamente  de  los 

cementerios  civiles;  sobre  ellos  lejislan,  sin  pretender 

quitar  a  la  Iglesia  sus  propiedades. 

En  segundo  lugar,  tal  disposición  no  ataca  tampoco 
los  derechos  adquiridos,  pues  aun  admitida  la  volun-  \ 

taria  suposición  que  hace  el  Honorable  Diputado  por 
lUapel  de  que  los  que  han  comprado  sepulturas  de  fa- 
milia en  aquellos  cementerios,  puramente  civiles  i  no 
eclesiásticos^  hayan  adquirido  su  derechos  bajo  la  sus- 
tancial i  esencial  condición  de  ser  caiólicos  los  cemente- 
rios^ condición  que  no  se  ha  puesto  en  el  contrato,  no 
es  exacto  que  hayan  tenido  motivo  de  creer  que  tam- 
bién era  una  condición  la  de  que  en  ellos  rijicra  la  juris- 
dicción eclesiásiica.  Si  así  lo  hubieran  creído,  habrían 
procedido  mui  antojadizamente,  pues  ni  las  leyes,  de- 
cretos i  reglamentos  que  rijen  esos  cementerios,  ni  la 
práctica  o  costumbre  han  autorizado  jamas  a  los  com- 
pradores de  sepulturas  para  que  supusieran  que  era 
una  condición  de  la  compra  la  jurisdicción  eclesiástica, 
que  no  ha  rejido  en  aquellos  cementerios. 

Aquellos  derechos  adquiridos  subsisten  siempre,  i 
en  lugar  de  ser  el  artículo  en  debate  el  que  los  ataca, 
es  la  limitación  que  se  impone  a  esos  derechos^  prohi- 
biendo que  sus  poseedores  entierren  en  las  sepulturas 
adquiridas  a  aquellos  de  sus  deudos  que  han  incurrido 
en  algunas  de  las  causales  canónicas,  lo  que  hace  nece- 
saria la  sanción  de  tal  artículo.  ^ 

Esta  es  la  verdadera  situación  i  el  proyecto  que  tra-  ^ 

ta  de  ponerle  remedio,  haciendo  respetar  aquellos  de- 
rechos, ni  trata  de  obHgar  a  la  relijion  a  que  modifique 
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SUS  leyes,  ni  de  colocar  a  los  católicos  en  la  necesidad 
de  elejir  entre  los  estremos  de  esta  dura  alternativa: 
o  perder  sus  derechos  adquiridos  i  las  fuer  íes  sumas  inver- 
tidas en  sepulcros,  o  violar  las  leyes  de  su  rdijion.  No  se 
les  impone  que  ent ierren  en  sus  valiosos  sepulcros  a  los 
que  mueren  impenitentes,  a  los  suicidas,  a  los  suyos, 
en  fin,  que  hayan  incurrido  en  éstas  u  otras  censuras. 
Se  les  deja  en  libertad  de  obedecer  los  preceptos  de  su 
relijion,  enterrando  a  sus  muertos  reprobos  fuera  de 
sus  valiosos  sepulcros,  si  lo  quieren. 

La  lei  no  se  mezcla  en  ese  asunto, 

Pero  tal  vez  se  toma  pié  para  hacer  semejantes 
suposiciones  de  que  el  artículo  en  debate  permite 
sepultar  en  los  cementerios  del  Estado  o  de  las  muni- 
cipaHdadcs  los  cadáveres,  cualquiera  que  haya  sido  la 
creencia  del  muerto  i  con  cualquiera  ceremonia  relíjiosa. 
En  efecto,  hai  cierta  crudeza  en  estas  espresiones,  que 
no  corresponde  exactamente  a  la  solución  justa  i 
pacífica  que  buscamos.  Ese  precepto  así  concebido,  da 
a  entender  al  señor  Diputado  que  se  tidít2.  de  hacer 
comunes  los  cementerios  civiles  para  los  católicos,  pro- 
icslanies,  judíos  i  turcos.  No  debe  ser  así.  No  es  esa  la 
situación,  pues  no  hai  necesidad  de  que  aUí  se  entierren 
los  disidentes  que  profesan  otros  cultos,  desde  que  se 
li  s  permite  tener  cementerios  aparte,  i  desde  que  ellos 
quieren  ser  sepultados  con  sus  correlijionarios  i  fundan 
cementerios  cuando  los  necesitan. 

La  situación  que  hace  necesaria  la  lei  es  la  que  se  ha 
creado  con  motivo  de  las  prohibiciones  que  el  eclesiás- 
tico impone  a  los  derechos  adquiridos  por  catóhcos,  i 
no  por  turcos  o  judíos. 

Se  trata,  pues,  precisamente  de  amparar  estos  dere- 
chos, que  no  son  atacados  por  las  leyes  o  reglamentos 
civiles,    sino  por  los   escrúpulos  eclesiásticos  que  n 
siempre,  sino  a  veces,  no  quieren  que  el  que  ha  compra 
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do  una  sepultura  para  su  familia  en t ierre  en  ella  a  sus 
hijos,  a  sus  deudos,  cuando  son  libres  pensadores,  o 
cuando  han  incurrido  en  una  censura  canónica.  No  te- 
nemos para  qué  hacer  comunes  los  cementerios  civiles 
para  los  fieles  de  distintas  sectas  o  de  diferentes  comu- 
nidades relijíosas,  como  protestantes,  judíos,  católicos 
i  mahometanos.  Esa  comunidad  podria  ser  considera- 
da como  contraria  a  la  libertad  de  creencias^  i  no  nece- 
sitamos de  ella  para  amparar  los  derechos  adquiridos 
por  los  católicos.  Los  disidentes  no  la  piden,  no  la  nece- 
sitan, i  los  católicos  la  repugnan.  Solo  se  quiere  que  los 
cadáveres  de  nuestros  deudos  i  amigos  no  queden  inse- 
pultos, ni  sean  arrojados  del  cementerio,  que  todos  he- 
mos contribuido  a  fundar  i  mantener,  i  en  donde  he- 
mos comprado  el  derecho  de  enterrarnos,  cuando  el 
cura  tiene  a  bien  de  mandarlos  con  ignominia  a  la  par- 

]  te  que  él  llama  execrada. 

*  ¿Cómo  dar  solución  a  este  conflicto?   En  primer 

lugar,  buscando  pacíficamente  la  conciliación  de  los 
derechos,  sin  hacer  política,  sin  difundir  alarmas  falsas* 
En  segundo  lugar,  sin  hablar  de  creencias  rehjiosas, 
porque  la  prohibición  canónica  no  se  refiere  esclusiva- 
mente  a  los  incrédulos  o  apóstatas  del  catolicismo,  sino 
a  otros  muchos  que,  siendo  creyentes,  incurren  en  los 
casos  de  esclusion.  Que  el  cementerio  fiscal  o  municipal 
que  es  fundado  i  mantenido  con  el  fondo  público  for- 
mado por  todos  nosotros,  admita  nuestros  cadáveres, 
sobre  todo  cuando  compramos  en  él  un  derecho  de  ser 
enterrados;  i  que  el  párroco  quede  enteramente  inde- 
pendiente para  aplicar  sus  leyes  a  su  voluntad,  cuando 
crea  que  debe  negar  su  bendición,  sus  preces,  sus  cere- 
monias relijio$as  en  beneficio  del  ánima  de  un  muerto. 
Por  eso,  lo  mas  acertado  o  lo  mas  lójico  seria  decla- 
mar que  los  cementerios  no  parroquiales,  los  que  no  son 

í  propiedad  de  la  iglesia,  sino  del  Estado  o  délas  Muni- 
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cipalidadeSj  admitan  gratuitamente  los  cadáveres  de 
los  pobres,  i  los  que  paguen  sepultura,  sin  mas  requisi- 
to que  el  certificado  de  pobreza  o  de  pago,  dejando  en 
libertad  a  los  dolientes  para  que  arreglen  como  puedan 
la  ceremonia  relijiosa  con  el  eclesiástico,  de  modo  que 
si  éste  la  niega^  su  voluntad  se  cumpla,  sin  ponerle  en 
conflicto  con  la  autoridad  civil. 

Esta  es  nuestra  tradición  legal  hasta  el  decreto  de 
1 87 1,  porque  esta  es  la  mente  de  nuestras  leyes,  decre- 
tos i  reglamentos  anteriores,  i  principalmente  la  del 
reglamento  aprobado  por  decreto  de  iP  de  agosto  de 
1832,  firmada  por  el  Presidente  Prieto  í  el  Ministro 
Tocornal.  No  tenemos  mas  que  restablecerla,  sin  herir 
la  libertad  de  creencias ,  i  de  modo  que  el  católico  que 
crea  que  no  debe  enterrar  en  su  sepultura  de  familia  a 
uno  de  sus  hijos,  incurso  en  la  prohibición  canónica, 
no  lo  en t ierre. 

Indudablemente  el  proyecto  en  discusión  tuvo  el 
propósito  de  restablecer  aquella  tradición  legal,  pero 
lo  hizo  en  términos  que,  si  son  bien  esplícables  por  las 
circunstancias  en  que  fué  propuesto,  no  son  hoi  los  jus- 
tos ni  los  mas  propios.  La  fórmula  del  dia  debe  ser  otra. 

¿No  seria  mas  aceptable,  para  la  solución  lejislativa 
de  esta  cuestión,  una  fórmula^  como  ésta,  por  ejemplo, 
en  la  cual  se  refunda  todo  el  pensamiento  principal  del 
proyecto? 

«Artículo  único. — En  los  cementerios  fundados 
con  arreglo  al  supremo  decreto  de  31  de  julio  de  1823, 
en  todos  los  establecidos  i  re j  idos  por  el  Gobierno  i  las 
municipalidades,  serán  sepultados  los  cadáveres  sin 
otro  requisito  previo  que  la  presentación  del  certifica- 
do de  pobreza  otorgado  conforme  a  reglamento,  o  del 
recibo  de  pago  dado  por  el  funcionario  encargado  de 
cobrar  el  precio  de  sepulturas  i  les  derechos  fijados  pr*^ 
los  aranceles. 
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«Cuando  el  entierro  se  haga  con  ceremonia  relijiosa, 
su  arreglo  será  de  cuenta  de  los  interesados,  sin  inter- 
vención de  la  oficina  de  administración  del  cementerio^ 
la  cual  se  limitará  a  facilitar  gratuitamente,  para  el 
efecto^  los  medios  que  tenga  a  su  disposición, 

<íEl  Presidente  de  la  República  dictará  un  regla- 
mentó  jen  eral  sobre  la  policía  de  las  inhumaciones  i  el 
réjimen  de  los  cementerios  existentes  i  de  los  que  en 
adelante  se  establezcan, 

<cEl  plan  de  empleados  i  sus  sueldos  en  dichos  cemen- 
terios i  el  arancel  para  el  cobro  de  los  servicios  que 
presten  son  materia  de  ordenanzas  municipales.^ 

Concebida  la  lei  en  estos  términos^  es  claro  que  los 
cementerios  parroquiales  i  los  de  disidentes  seguirán 
su  respectivo  arreglo  relijioso.  El  Gobierno,  confiando 
en  la  ilustración  i  el  patriotismo  de  la  Cámara ^  espera 
que  ella  sabrá  hallar  en  esta  fórmula,  o  en  otra  análoga, 
la  solución  justa  que  necesitamos  en  la  situación  pre- 
sente. 

El  señor  Fabres, — Yo  desearía  saber  antes  de  usar 
de  la  palabra,  si  la  proposición  que  acaba  de  hacer  el 
señor  Ministro  es  la  opinión  del  Gobierno  o  solo  una 
opinión  individual  de  Su  Señoría. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— Yo  no 
hago  ninguna  indicación.  Lo  único  que  digo  es  que  el 
Gobierno  cree  que  en  una  fórmula  análoga  -a  la  que  he 
presentado,  se  encontraría  la  verdadera  solución  de 
esta  cuestión. 

El  señor  Fabres. — De  manera  que  esa  es  la  opinión 
del  Gobierno. 

El  señor  Presidente. — ^El  señor  Ministro  no  ha  for- 
mulado indicación  alguna.  Por  consiguiente,  lo  que 
continúa  en  discusión  es  el  art,  i.^  del  proyecto  sin  mo- 
dificación ninguna  hasta  ahora. 

El  señor  Fabres. — ^De  manera  que  quedamos  sin 
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saber  si  el  señor  Ministro  ha  hablado  a  su  nombre  o  a 
nombre  del  Gobierno. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ,He 
hablado,  señor,  como  Ministro  de  Estado! 

El  señor  Huneeus.^ — ^I  no  podría  hablar  de  otra  ma- 
nera. 

El  señor  Presidente. — ^En  asuntos  como  éstos  con- 
viene mucho  la  claridad:  Yo  entendia  que  el  señor  Di- 
putado deseaba  saber  si  el  señor  Ministro  del  Interior 
había  formulado  alguna  indicación^  i  yo  por  eso  le  he 
dicho  que  no  hai  indicación  ninguna  i  que  lo  que  está 
en  discusión  es  el  art.  i,*^  del  proyecto. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— El  Go- 
bierno no  cree  prudente  hacer  indicación  ni  intervenir 
proponiendo  algo  a  la  Cámara  sobre  el  particular,  por- 
que comprende  que  debe  respetar  la  independencia  del 
Poder  Lejislativo  i  solo  le  mega  que  tengan  una  fór- 
nmla  que  resuelva  la  cuestión  conciliando  todos  los  in- 
tereses. ^ 


I.  E^te  debata  no  terminó  en  las  sesiones  lejblativas  de  1^77.  Como  es  sala- 
do, se  renovó  en  1 885   i  en  ese  año  se  dictó  la  lei  sobre  la  materia. 
{Núia  del  ReaypUador), 
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Interpelación  sobre    el  ferrocarril  de  Curicó 

a  Angol 


SESIÓN   ORDINAKIA  DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  \ 

EN  2    DE  OCTUBRE    DE    1 877  ( 

El  señor  Lastaeria  (Ministro  del  Interior).— La 
primera  interpelación  que  me  hace  el   honorable  Di-  [ 

putado  por  Lontué  '  es  ésta:  <• 

<<Con  el  mérito  que  arrojan  los  antecedentes  que  exis*  I 

ten  en  el  Ministerio  sobre  la  contratación  i  ejecución  I 

del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol,  ¿cree  el  señor  Minis-  I 

tro  del  Interior  que  debe  o  no  practicar  una  investiga- 
ción severa  i  prolija  sobre  si  los  fondos  votados  por  el 
Congreso  para  la  construcción  de  dicho  camino  se  han 
invertido  con  honradez  i  acierto  ?» 

Ni  antes  de  emprender  el  estudio  de  este  negocio  ni 
después  de  haberlo  hecho,  he  tenido  motivo  alguno  de 
dudar  de  la  honradez  con  que  se  ha  hecho  la  inversión 
de  los  fondos  votados  por  el  Congreso.  No  he  encontra- 
do ni  documentos,  ni  hechos  queme  sujiriesen  la  menor 


I,  Don  Luis  Ur¿da* 
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duda  sobre  esto,  i  que  me  autorizaran  para  investigar 
algún  caso  en  que  pudiera  sospechar  de  que  los  decre- 
tos de  pago  no  la  hablan  dado  con  arreglo  al  contrato 
i  según  las  formalidades  de  estilo  en  todos  los  decretos 
de  esta  especie Xreo  que  los  funcionarios  que  han  inter* 
venido  en  esto  no  tienen  motivos  de  temer  una  inves- 
tigación, ni  tratarian  de  eludirla;  pero  yo  no  les  haré  el 
agravio  de  intentarla,  porque  respeto  su  honradez  i  no 
puedo  dudar  de  ella,  ni  tengo  antecedentes  para  pro- 
ceder. 

La  segundapregun  ta  es:^í¿Qué  medidas  he  tomado 
para  establecer  las  causales  que  han  producido  la  des- 
trucción de  todos  los  puentes  i  parte  de  los  terraplenes 
en  los  temporales  ocurridos  en  este  año;  qué  resultado 
han  producido  esas  medidas  i  especialmente  a  qué  se 
atribuye  la  destrucción  del  puente  sólido  construido 
sobre  el  rio  Claro?^^ 

En  la  esposicion  que  hice  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica el  6  de  febrero  de  este  año,  después  de  mi  visita 
al  fen^ocarril  en  construcción,  propuse  que  se  reempla- 
zaran todos  los  puentes  provisionales  por  puentes  del 
modelo  del  construido  en  el  Guaiquillo,  i  presenté  el 
siguiente  resumen: 

<íSegun  lo  espuesto  j  los  puentes  provisionales  se  dis- 
tribuyen en  dos  clases:  los  que  deben  ser  reconstruidos 
inmediatamente  i  aquellos  cuya  reconstrucción  puede 
postergarse  hasta  que  el  Congreso  vote  las  sumas  nece- 
sarias. 

Son  los  primeros: 

Lontué  , . . , $     46,000 

Lircai  .,..>..,. 50,000 

Liguai  ..,..-<-. 21,000 

Laguna •  • , ,  13,000 

$  130^000 
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Los  segundos  son: 

Achihneno $     50,000 

Longaví , .  37,ooo 

Perquílauquen ,  -  37^000 

Kuble 63,000 

Huaqui  ,  .  * , ,  33,ooo 

Renaico 30,000 

Malleco .,..,.,,  22,000» 

Este  pasaje  de  mi  esposicion  le  demuestra  al  hono- 
rable Diputado  que  no  necesitaba  yo  hacer  índagacio- 
nes  para  conocer  las  causales  que  han  producido  la  des- 
trucción de  algunos  de  estos  puentes,  los  cuales  habían 
sido  considerados  como  incapaces  de  prestar  un  largo 
servicio,  i  como  absolutamente  inadecuados  para  re- 
sistir a  un  aluvión.  Los  temporales  de  abril  i  mayo  con- 
firmaron mi  previsión,  i  el  de  julio  vino  a  burlar  aun  los 
cálculos  periciales  mas  fundados,  destruyendo  otros 
puentes  definitivos. 

Después  de  estos  cataclismos,  muchas  personas  se 
creyeron  autorizadas  para  opinar  que  tales  o  cuales 
obras  no  habrían  resistido  a  las  avenidas  por  defectos 
de  construcción,  i  ios  injenieros  que  las  habían  dirijido 
contradecían  con  razones  mui  plausibles  aquellas  apre- 
ciaciones hechas,  por  lo  comun^  sin  competencia  pro- 
fesional. 

A  mí  me  pareció  completamente  inoficiosa  esta 
cuestión,  para  el  efecto  de  las  medidas  administrativas 
que  debía  tomar,  porque,  a  mí  juicio,  habia  una  causa 
jeneral,  cual  es  la  de  que  aquellas  construcciones,  como 
otras  muchas  de  los  antiguos  ferrocarriles  del  sur,  no 
habían  sido  hechas  con  previsión  de  una  catástrofe  tan 
estraor diñaría.  Aunque  tales  o  cuales  puentes  hubie- 
ran sido  mas  o  menos  largos,  aunque  esos  otros  hubie- 
sen sido  mas  perpendiculares  a  la  corriente,  aunque  los 
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de  mas  allá  hubieran  tenido  mas  solidez,  lo  cierto  es 
que  de  todos  modos  no  habrían  podido  resistir  al  gran 
poder  de  las  avenidas^  que  elevaron  el  nivel  de  las  aguas 
hasta  diecinueve  metros  en  algunos  ríos. 

La  cuestión  no  estaba^  pues,  en  a^^eriguar  cuáles 
eran  ios  defectos  de  construcción  en  tal  o  cual  obra, 
porque  defectuosas  o  no,  las  obras  destruidas  no  esta- 
ban calculadas  para  resistir  a  tan  estraordinaria  prue- 
ba. Lo  que  importaba  era  resolver  cuál  es  la  forma  mas 
conveniente  que  debe  adoptarse  en  cada  rio  i  en  cada 
localidad  para  resistir  a  otras  avenidas  análogas. 

Este  es  el  problema  que  se  está  estudiando,  a  íin  de 
reemplazar  los  puentes  destruidos  i  de  construir  los 
que  faltan  de  un  modo  adecuado;  que  por  lo  que  toca 
al  del  Claro,  por  ejemplo,  es  preciso  convenir  en  que, 
siendo  bien  construido,  i  aunque  hubiera  tenido  su 
construcción  mayor  potencia  que  la  que  tiene,  no  con- 
viene aUí  un  puente  de  ai'cos  de  corto  tramo,  con  una 
elevación  de  20  metros.  Por  eso  no  he  necesitado  estu- 
diar mas  este  punto,  ni  hacer  indagaciones  sobre  las 
causas  de  la  destrucción  de  terraplenes.  Estos  sufrie- 
ron i  sufrirán  siempre  por  causa  de  las  fuertes  corrien- 
tes de  una  avenida  análoga,  i  no  pueden  hacerse  en 
otra  forma  que  la  que  tienen.  Aquel  puente  sufrió  daño 
porque  elevadas  las  aguas  a  19  metros,  no  hallaron  su- 
ficiente amplitud  para  correr  desahogadamente  en  su 
cauce  sin  hacer  daños. 

Sin  embargo,  señor,  tengo  en  mi  poder  largos  infor- 
mes del  injeniero,  del  constnictor  i  del  injeniero  en  jefe 
del  Gobierno  sobre  los  destrozos  causados  por  las  ave- 
nidas de  este  año,  i  no  doi  cuenta  de  eUos,  porque  seria 
inútil  para  responder  a  la  segunda  interpelación,  pues- 
to que  he  espresado  el  juicio  que  he  formado  sobre  esos 
informes.  Ellos  revelan,  por  otra  parte,  cuáles  han  sido 
las  medidas  tomadas  para  establecer  las  causas  f^'^ 
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dañoSj  i  cuál  es  el  resultado  que  han  producido,  el  cual 
no  es  otro  que  el  mandar  hacer  nuevos  estudios  para 
reconstruir  aquellas  obras  de  otro  modo^  en  previsión 
de  que  ocurran  avenidas  que  no  habían  sido  tan  vio^ 
lentas  desde  cincuenta  años  a  esta  parte. 

Sigue  la  tercera  interpelación  en  esta  forma: 

<í¿Por  qué  razones  i  con  qué  facultades  el  Supremo 
Gobierno  ha  sostituido  los  puentes  de  doble  vía  de 
mam  poste  ría  i  albañileríaj  permanentes  i  definitivos^ 
con  puentes  de  madera,  o  sea^  provisionales.?^ 

Siendo  compleja  esta  pregunta,  creo  que  debo  dar 
a  ella  dos  respuestas,  i  son  las  siguientes: 

i.^  Las  facultades  del  Gobierno  para  contratar  i  eje- 
cutar la  construcción  de  la  línea  de  Curicó  a  Angol 
tienen  su  orí] en  en  la  autoriáí ación  que  dio  al  Presiden- 
te  de  la  Repúbüca  la  lei  de  26  de  diciembre  de  1872. 

En  uso  de  esta  autori^^acion,  el  Presidente  espidió 
al  dia  siguiente  el  decreto  que  sirve  de  base  al  contrato, 
i  en  él  se  establece,  por  el  art.  3  o,  que  los  trabajos 
se  ejecutarán  bajo  la  dirección  i  a  satisfacción  del  inje- 
niero  en  jefe  del  Gobierno,  i  por  el  ^P  la  obligación  que 
el  contratista  debia  contraer  de  ejecutar  las  variacio- 
nes que  fuesen  determinadas  en  la  ejecución  de  las  di- 
ferentes obras  del  camino.  El  constructor  que  obtuvo 
por  Hcit ación  esta  obra  aceptó  tales  bases,  i  por  consi- 
guiente, nunca  ha  desconocido  su  deber  de  ejecutarla 
bajo  la  dirección  del  injeniero  en  jefe,  i  de  hacer  todas 
las  variaciones  o  agregaciones  que  determinase  el  que  , 
encargó  la  obra,  puesto  que  éste  tenia  facultad  para 
ello,  según  las  bases  del  contrato,  i  también  según  las  I 

disposiciones  de  nuestro  Código  Civil.  Las  facultades  i 

del  Gobierno  nacían,  pues,  de  la  lei  de  72,  del  contrato 
i  del  derecho  civil. 

2.^  Las  razones  que  el  Gobierno  tuvo  para  variar  la 
forma  de  los  puentes,  según  los  datos  e  informes  que 


I 
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he  recojido,  fueron  necesidades  de  seguridad,  de  eco- 
nomía en  los  gastos  i  de  urj encía  para  la  terminación 
del  camino. 

Pero  es  necesario  advertir  que  no  se  contrataron  de 
doble  vía  los  puentes.  En  las  propuestas  que  fueron 
hechas^  con  arreglo  al  decreto  citado,  el  constructor 
fijó  una  cantidad  que,  por  ejemplo,  fué  para  la  prime- 
ra sección,  de  2,777,437  pesos,  rebajando  presupuesto 
149,261  pesos j  i  agregó  esta  cláusula: 

«El  ferrocarril  será  de  mampostería  o  de  fierro  i  de 
una  o  dos  vías^  a  elección  del  Supremo  Gobierno, 
pagándose,  con  relación  a  los  presupuestos,  en  la  pro- 
porción arriba  fijada.» 

Desde  que  el  Gobierno  aceptó  esta  propuesta,como 
las  de  las  dos  secciones  restantes,  en  la  forma  i  por  los 
precios  fijados  para  una  sola  vía,  sin  comprometerse  a 
pagar  la  proporción  correspondiente  a  la  doble  vía,  es 
evidente  que  el  contrato  fué  ajustado  para  la  construc- 
ción de  una  sola  vía. 

De  consiguiente,  no  ha  habido  motivo  para  suponer 
que  se  hayan  contratado  puentes  de  doble  vía,  i  que  el 
Gobierno  haya  tenido  que  usar  de  sus  facultades  para 
ordenar  que  se  sostituyeran  por  otros.  Las  variaciones 
que  se  han  hecho  en  los  puentes,  por  razones  de  econo- 
mía i  deurjencia,  son  las  que  mencioné  en  mi  esposicion 
de  febrero,  en  los  siguientes  términos,  a  los  cuales  nada 
tengo  que  agregar,  sino  que,  habiendo  cambiado  com- 
pletamente las  circunstancias  con  motivo  de  los  per- 
juicios  i  alteraciones  que  han  ocasionado  las  aveni- 
das de  este  año,  el  Gobierno  adoptará,  para  la  construc- 
ción de  los  puentes,  el  plan  que  se  dispuso  de  los  estu- 
dios que  se  están  haciendo.  Dije  en  la  esposicion: 

ítLos  puentes  contratados  primitivamente  debían  ser 
enteramente  de  albañilería,  pero  en  nota  de  13  de 
setiembre  de  1873,  ordenó  el  Gobierno  que  se  constru- 
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yeran  de  estribos  i  machones  de  piedra  con  supers- 
tructura de  fierro,  los  puentes  de  Lontué,  Maule,  Achi- 
hueno,  Longaví,  Perquilauquen,  Nuble^  Laja  i  Bío- 
Bio  (solamente), 

«El  injeniero  Poisson  ha  espuesto  en  nota  de  14  de 
no\dembre  de  1876,  que  los  directores  de  la  compañía 
fiadora  del  constructor,  obtuvieron  después  del  Gobier- 
no que  estos  puentes  fuesen  construidos  de  madera  con 
carácter  permanente.  No  hai  constancia  oficial  de  esta 
variación,  i  sin  embargo,  el  injeniero,  en  27  del  mismo, 
aseguró  verbalmente  que  él  había  estado  presente  en 
la  conferencia  del  señor  Ministro  del  Interior  con  los 
señores  de  la  compañía  fiadora  cuando  se  acordó  aque- 
lla variación,  la  cual  ya  se  ha  llevado  a  efecto  en  el 
Maule,  Putagan,  Laja  i  Bio-Bio. 

«Según  estos  antecedentes  i  respetando  este  mismo 
acuerdo,  ya  que  se  ha  puesto  en  ejecucioUj  no  bai  obli- 
gación de  admitir  los  puentes  provisionales  que  hai  so- 
bre aquellos  rios,  ni  los  que  existen  sobre  otros  meno- 
res, donde  rije  la  obligación  de  hacer  puentes  de  mate- 
riales de  albañilería  o  mistos,  según  las  especificaciones  k 
f                   del  presupuesto. 

<Con  todo,  hai  otra  variación  que  tomar  en  cuenta, 
cual  es  la  que  en  la  misma  nota  del  14  de  noviembre  in- 
dica el  injeniero  Poisson,  asegurando  que  se  acordó 
después  de  hacer  los  puentes  de  Longaví  i  Perquilau- 
quen  de  sistema  misto,  como  el  de  Guaiquillo,  agregan-  ^ 

do  en  nota  de  27  del  mismo,  que  este  acuerdo  fué  cele- 
brado por  él  con  el  constructor  Slater  i  aprobado  ver-  ^ 
balmente  por  el  Ministro  del  Interior;  que  los  planos  f 
fueron  entregados  en  15  de  abril  de  1876  i  que  opor-  J 
tunamente  fueron  conducidos  a  los  sitios  de  estos  *  " 
puentes  las  vigas  de  fierro  i  los  tirantes  de  fierro  para 
su  construcción,  estando  ya  pagados  estos  materiales.»                                    '' 

Paso  a  esta  última  pregunta  del  honorable  Diputado 
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de  Lontiié:  «¿Con  qué  facultad  el  Ministro  del  Interior 
en  la  construcción  del  ferrocarril  espresado,  se  excede 
del  valor  del  contrato??* 

La  lei  de  28  de  diciembre  de  1841,  incoiporada  en  la 
de  12  de  setiembre  de  1846^  establece  la  regla  de  que 
no  se  pueden  hacer  oíros  gastos  que  los  determinados 
en  el  presupuesto  o  autorizados  por  leyes  especiales, 
i  aquellos  que  procedan  de  sentencias  ejecutorias 
(art.  9,*^).  Así  se  ve  que  en  las  Cuentas  de  Inver- 
sión se  anotan  todos  los  años  los  gastos  autorizados 
por  leyes  especiales  separadamente,  i  en  las  cuentas  de 
los  años  74,  75  i  76^  aparecen  imputados  los  gastos  he- 
chos en  el  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol  a  la  lei  de  26  de 
diciembre  de  1872 ,  que  los  autorizó.  Por  esa  misma 
regla  es  que  no  se  han  considerado  jamas  en  los  presu- 
puestos anuales  las  cantidades  destinadas  a  este  ferro- 
carril, por  la  lei  recordada. 

De  consiguiente j  ni  al  Gobierno,  ni  al  Congreso  se 
les  ha  ocurrido  poner  en  duda  la  facultad  que  aquél 
tiene  para  cubrir,  con  imputación  a  la  leí  especial  cita- 
da, todos  los  gastos  que  causa  aquella  construcción, 
sea  con  arreglo  al  contrato,  sea  fuera  de  la  suma  ajus- 
tada como  precio,  siempre  que  la  inversión  esté  dentro 
de  la  cantidad  autorizada  por  esa  lei.  En  las  Cuentas 
de  Inversión  citadas  pueden  verse  varias  partidas,  las 
cuales  no  pertenecen  al  contrato,  i  que  están  impu- 
tadas a  la  lei  especial. 

El  31  de  diciembre  último  quedaban  por  invertirse, 
déla  cantidad  ajustada  como  precio  de  la  construcción, 
331,872  pesos  II  centLivos;  i  según  el  injeniero  en  Jefe, 
habia  que  gastar  desde  el  i.^  de  enero  de  este  ano  449 
mil  373  pesos  6g  centavos,  en  todos  los  trabajos  que  él 
enumeraba  en  su  iníonne  de  21  de  diciembre,  que  me 
sirváó  de  base  para  poner  estos  mismos  datos  en  mi  ^^- 
posicion  de  6  de  febrero.  Esos  trabajos  se  han  aum'^. 
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tadOj  en  gran  parte  por  la  necesidad  de  atender  a  las 
reparaciones  mas  urj entes  de  los  deterioros  causados 
por  las  avenidas,  i  se  han  invertido  desde  el  i.**  de  ene- 
ro hasta  el  i.^  del  corriente  592,683  pesos  77  centavos, 
todos  los  cuales  han  sido  imputados  a  la  lei  especiaL 

En  consecuencia,  el  exceso  que  hai  de  261,211  pesos 
66  centavos,  entre  el  saldo  del  contrato  a  fines  de  1876 
i  lo  gastado  hasta  hoi,  ha  sido  invertido  con  la  facultad 
que  tiene  el  Gobierno^  en  virtud  de  la  lei  de  1872,  para 
ejccutai'  aquella  construcción^  pagando  no  solo  el  pre- 
cio del  contrato  sino  lo  demás  que  sea  necesariOj  siem- 
pre que  esto  no  exceda  de  la  suma  destinada  a  la  obra 
por  dicha  lei. 

El  honorable  Diputado  interpelante  ha  podido  ver 
en  la  pajina  12  de  la  Memoria  del  Ministerio  del  Inte- 
rior presentada  el  i.^  de  junio  de  este  año  al  Congreso 
Nacional,  este  pasaje  que  se  refiere  al  último  punto  de 
su  tercera  interpelación: 

í<EI  presupuesto  de  esta  construcción,  según  contra- 
tOj  fué  de  7.061,308  pesos  27  centavos,  i  hasta  el  mes 
de  abril  último  se  hablan  invertido  7.237^811  pesos  67 
centavos. 

Con  todo;  los  gastos  fuera  del  presupuesto  del  con- 
trato, que  hai  necesidad  de  hacer  para  completar  la 
obra,  con  arreglo  al  mismo  contrato,  están  autorizados, 
pues  la  lei  de  26  de  diciembre  de  1872,  que  mandó  le- 
vantar un  empréstito  que  produjera  8,500^000  pesos, 
destinó  este  producto  esclusivamente  al  pago  de  la 
construcción  del  ferrocarril  de  Curicó  a  AngoL  Este 
empréstito  se  levantó  conjuntamente  con  el  des- 
tinado a  la  marina  por  otra  leí  de  4  de  enero  de  1872, 
el  cual  debia  producir  2.200,000  pesos  para  pagar  los 
buques  que  hablan  de  adquirirse^  i  la  negociación  pro- 
dujo un  total  de  10495^353  pesos  31  centavos.  Dedu- 
cido el  gasto  destinado  a  la  marina,  quedan  para  impu- 
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tar  a  la  construcción  del  ferrocarril  de  Angol  8.295,353 
pesoSj  de  modo  que  aun  cuando  en  la  actualidad  no 
queda  saldó  del  presupuesto,  hai  todavía  disponible  de 
la  cantidad  destinada  por  la  leí  un  fondo  de  1.057,541 
pesos  33  centavos. 

ESj  pues,  indudable  que  el  Gobierno  está  autorizado 
para  invertir  en  aquella  construcción  hasta  8.295,353 
pesos,  pues  si  bien  la  contrató  por  7.061,306,  la  ejecu- 
ción del  contrato  mismo  ha  demostrado  que  ese  precio 
no  alcanzaba  al  complemento  de  todas  las  obras. 

El  presupuesto  primitivo  era  indudablemente  miii 
económico,  por  lo  cual  los  proponentes  que  hicieron 
competencia  en  la  licitación  a  don  J.  Slater  pidieron 
un  precio  muqíio  mayor  que  el  del  presupuesto^  llegan- 
do uno  de  ellos  a  pedir  de  mas  1.695,193  pesos^  mien- 
tras que  el  último  bajó  la  suma  de  309,104  pesos  66 
centavos,  como  puede  verse  en  el  resumen  que  hizo  la 
Memoria  del  Ministerio  presentada  en  1873,  pajina  13.  ^  i 

El  resultado  natural  de  la  ejecución  prueba  que  los 
proponen  tes  que  hacían  una  propuesta  mas  alta  que 
el  presupuesto  estaban  en  la  verdad,  pues  el  que  obtuvo 
la  preferencia  por  haber  bajado  el  precio,  ha  dejado 
inconclusa  la  obra  en  las  proporciones  que  el  injeniero 
en  jefe  apunta  en  el  documento  anexo  a  mi  Memoria 
de  este  año,  bajo  la  letra  Z>. 

NoTA.^— Hi  anexQ  D  »  que  se  rÉffíere  el  seilor  La^tairia  eüsu  discurso  es  el 
Informa  sobre  loi  trabajos  hechos  en  el    lerrocarril  de  Carícé  a  áng ol 

Conupri^n,  nJifil  S  ííí-  iS;;. 

Señor  Ministro:  En  confoririidíid  a  la  nota  de  US.  iiúro»  <jt  fecha  ifi  de  max- 
20  próximo  pasado,  tenido  el  hocior  de  remitir  a  US.  un  iníomie  detallada  de 
los  trabajos  hechos  en  el  ferrocarril  de  Curic6  a  Atií;o1  duninte  el  a-ño  trascu- 
rrido entre  el  i.^  de  marzo  de  1^76  e  ii^ualfecha  de  esteaño,  i  tanibicTi  de 
los  trabajos  que  qiíedan  por  hacer  tcKiavía  para  la  conclusión  defimtiva  de 
em  línea,  dividido  en  tres  capítulos; 

Kl  primt^ra  tratri  de  los  trabajos  hechos  en  d  año. 

El  segundo,  de  los  trabajos  que  quedan  por  hacer  para  concluir  la  line^. 
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I  el  tercera  es  un  fesimien  de  Jos  traída  jos  hechos  i  por  hacer  en  las  tre^?  sec- 
ciones a  la  ve;;. 

El  largo  total  del  ferrocarril  de  t'uricó  a  Angol,  es  como  sif^ue: 

*  k.    m* 

Prí  mera   sección, 1 1 4^  1 40 

Segunda  sección . ,  * , , . ,       ?7,76o 

Tercera  sección .,......-.       94.180 

l-argo  total  del  ferrocarril , 306,080 

CAPITULO  PRIMERO 

TKABAJOS    BHCJfOS    DURANTE    KI     A  So    TRASCURRIDO 

CoRTEK.^Se  ha  gastado  en  los  cortes  para  ancharlos  i  arreglar 

los  chaflanes  una  surtiíi  de , ,....,.. S       J»  PS   5^ 

Tbrr  AI' LENES. — L*a  mavor  parte  del  traba  jo  ha  iiido  hecho  f*n 
levantar  el  terraplén  aX  sur  del  rio  Maule  i  llenar  algunos 
hoyos  dejados  para  los  albaíiales. 

El  valor  de  dichos  trabajos  ha  sido  de .......  ^ .,..-». .        ^tiOj/  Q$ 

Puentes  grandes, — Puente  üobre  el  no  Huaquillo  (k.  3,tJO). 
Se  ha  completado  la  albañilcría  tie  las  narkes  de  los  ma- 
chón eíi. 

Puente  sobre  el  rio  Claro  (k.  26^940).  Se  han  construido 
las  barandas  i  hecho  el  estuco. 

Puente  sobre  e!  rio  .Maule  (k.  78. lOfi).  Se  ha  concluido  el 
puente  proin^nonal  de  madera,  con  carácter  ¡lermanf^nte. 

PuentR  sobre  el  estero  Oüilipin  (k.  loj.fifxí).  Se  ha 
construido  este  puente,  m^nos  el  machón  núin.  i  i  la  an- 
perstructura  que  debe  ser  del  sistema  misto. 

Puente  sobre  el  rio  Puta^an  (k.  104.500).  Se  ha  conclui- 
do. 
PnKNTEciTos  I  ALBASAiüy.^Se  han  hecho  en  el  curso  del  año 
como  ciento  seis  (106)  puentecitos  i  albañales. 

Lo  que  representa  para  los  trabajos  hechos  en  puentes, 

puentecitos  i  alhañales,  la  suma  de  . .  * ,  , * .      í  ';o,4S2  37 

Last«e.— ^Durante  el  af>o  se  han  lastrado  ,^8  kilÓTn..  lo  que  re- 
presenta nn  valor  de. , ,  , , ...,.,,.....       49f&^7  79 

DuRMT ENTES.— Se  han  suministrado  durmientes  por  una  suma 

de ....,_ i$,M7  3í 

VfA  PERMANENTE.— Se  han  colocado  20  kilómetros  de  vía.  cu)*a 

postura  ha  costado ............,.......,.....*..,       12,474  00 

Estaciones.— Estación  de  Molina  (k.  I4,3.ío  met.)  Se  ha  cons- 
truido la  casa  boletería,  la  bodega  provisional,  laá  mura- 
llas de  cierro  i  se  han  hí?cho  varios  desagües. 

Estación  de  Talca  ík.  64  ,oor>).  Se  han  construido  la^  nm- 
raUas  divisorias  del  patio,  la  albai^ilería  de  Jas  puertas  de 
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putrada  i  colocaiío  el  techo  de  la  bodega.  Se  ha  construido 
también  la  cíisa  principal,  la  casa  del  jefe  de  estación,  las 
casas  de  i?iiardas,  las  rejas  del  patío,  las  bases  del  ^Ipon 
de  pasajeros,  las  muraílis  de  la  plataforma  i  varías  nmra- 
llíis  de  soten  i  la  alba  "lile ría  del  estanque. 

Estación  de  ilaule  {k,  yé.yif^).  Se  ha  constrnido  la  ca^a 
boletería  i  habitación  i  rd leñado  una  parte  de  la  estación. 
Estación  de  San  Javier  (k.  83,^00)*  Se  ha  cerrado  la  es- 
tación, construido  la  casa  boletería  i  habitación,  las  casas 
de  canibi adores,  i  la  Lxidega  provisional  está  medio  con- 
duida. 

Estación  tle  Linares  (k.  114,140).  Se  ha  construido  la 
casa  principal,  el  techo  de  la  casa  del  jefe,  las  casas  de  guar- 
das.  las  rejas  del  patio  i  la  mayor  parte  de  ía  bodega  pro- 
visional i  ííe  han  hecho  Ioíj  cimientos  de  I3  casa  de  locomo- 
toras. Están  armados  los  arcos  del  íialpon  de  pasajeros. 

Lo  que  representa  para  el  valor  de  los  trabajos  hechos 
en  las  estaciones,  una  siima  de » .  , , ,,..,...,.  ^ . ,   f  9í ,  t*í9  f6 

Casas  DK  guardas  1  pasos  a  Nrv^L.— Se  construyeron  dos  ca- 
sas i  Fse  invirtió  en  ellas  una  su ma  de.    ..*>-.. - .  • 2,603  4** 

Casas  de  camixehos.  —  Se  han    construido    veintidós   easas 

con  sns  accesorios  i  se  ha  gastado  en  esas  construccioTíes. . .        10,639  ot 

DESVios.^Se  ha  gastado  en  desvíos  de  canales  i  esteros  i  en 

desagües  paralelos  a  la  v*ia,  una  suma  de ....  * . .....       35,5  "íS  SS 

Cierros  ve  la  linea.— Se  han  colocado  34  kilómetros  de  cie- 
rro, lo  que  representa  una  snnva  de. 34.007  00 

Eoi'ií'O*—  Ha  llegado  equipo  por  el  valor  de 210,400  00 

Varios  tu  abajos.— Se  ha  gastado  en  trasporte  de  piedras  i  te- 
rraplenes, nna  suma  de-  *.--*-.**...,,.*.*-.....*...  *       ^^^537   50 
Loa  trastos  de  bombas  a  vapor,  han  sido  dr,. ...,.,  j,8oo  00 

Matírialks  al  i'iE  DE  i^  OBRA.^Los  materiales  at  pié  de  la 
obra,  en  madera,  cimiento,  cal*  ladrillo,  fierro,  ascienden  a 
la  suma  de ...,*, 3*276  66 

Total .... . .  $  676446  41 

Deducida  la  rebaja  de  la  contrata  de  5 .  10  por  ciento ......       34  4^8   7  y 

Queda  por  el  valor  de  ¡os  tmbajos  hechos  en  el  íiño  en  la  í.* 

sección , $  641 .947  jq 


Sefiioda  teeciozi 

Costes. — Se  ha  invertido  en  trabajos  de  cortes  una  suma  de. . ,  |  6,681  oo 
Terrapleiírs. — En  los  terraplenes^  se  ha  invertido  una  suma 

de ,         4p7Ió  00 

Puentes  grandes. — Este  año  no  ae  ha  trabajado  en  la  cons- 

tmcclon  de  ^os  puentes  grandes. 


r 
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PUBJíTECiTos  I  ALBA ft ALUS. — En  Ui  constmccion  de  puenteci- 

tos  i  alliañíile^  durante  este  año  se  ha  gastatlo  imii  siima  de  $  í  j,  3 1  j  6í 
Lastre,— Diirai\ te  el  año  se  ha  lastra  lo  uíia  di^tajicia  de  45 
¡I  kilómetros,  lo  que  representa  una  Fjusna  de .,,........,. ,       5S.  |fo 

Via  permanente.  —Se  ha  i^astado  en  la  postara  de  la  via  en 

cambios  en  v^arías  estaciones* . . » 2  j]6 

Estaciones. — -Eatacion  d^-  Lont^avl  (k,  i  ^,720).  Se  concluyó  la 
casa  boletería  i  habitación  i  se  ha  coQiitruido  !a  bodei^a  pro- 
visión ai  i  las  casas  de  cambiadores* 

Estación  de  Rinconada  (k*  27  800).  Se  ha  cor» ítr nido  la 
casa  boletería  i  habitación. 

Estación  de  Parral  (k.^g^ooo).  Se  concluyó  la  ca<ia  bole- 
tería i  la  casa  del  jefe  de  estación  i  se  han  construido  las  ca- 
,  sas  de  bomberos  i  porteros. 

Estación  de  San  Carlos  {k.  73.57SJ.  Se  concluyó  la  casa 
principal  i  la  casa  del  jele  d':^  estación. 

En  el  año  se  ha  gastado  en  los  trabajos  de  las  estaciones 

la  suma  de* * 60^733  2i 

Casas  de  íiuardas  1  pasos  a  nivel- — En  las  casas  de  guardas, 

se  ha  gastado  una  suma  de..  ,,...*.*,,..»,,.,,» *         4r332  So 

I  Casas  pe  tamineíios. — ^Se  ha  construido  este  año  veinte  casas 

de  camineros  Con  sus  accesorios  i  se  ha  gastado  en  ellas  un 

I  Vtilor  de .  * .,,.,. , , ..,.,, , 8  ^S^/  50 

L  Diísvios.— En  la  construcción  de  caminos  laterales,  se  ha  gai» 

pí-  tado  este  año  una  suma  de  ..,,.,.,...  * ..,.., i ,6g6 

í  Cierros  de  la  i.mEA. — Se  han  colocado  54  kíirintetroa  del  cíe- 

•  rro  de  la  lÍGea*  los  cuales  ascienden  al  valor  de , 44-903 

Equipo. — El  equipo  llegado  este  año  represíí-nta  la  suma  de. .  * .     1 75, ^í 00 
Varios  trabajos. — En  tí^sporte  de  piedras  i  terraplenes  se  ha 

gastado  una  suma  de .................* , .  .  ,        1 1,700 

En  ijastOH  de  bombas  a  vapor i,4ío 

Materiales  al  fie  de  la  obra-— Los  materiales  al  pié  de  la 

obra,  ascienden  a  la  suma  de* S.jíoó  58 

Total 443i449  50 

Deducida  la  rebaja  de  la  contrata  de  4. 10  por  ciento ... .       1 8 . 1 3 1  43 

Queda  por  el  valor  de  los  trabajos  hechos  este     año  en 
la  segunda  sección. 435,263  07 


TerMra  ieccion 

CoftTEs.— Se  ha  gastado  en  los  cortes  este  año,  una  suma  de. . ,         9.Ó3^J 
Terraplenes.— Se  ha  trabajado  en  anchar  varios  teotiplenes 
i  hacer  parte  del  gran  terraplén  del  rio  l^ija,  j^astando  en 

esos  trabajos,  una  suma  de i^JS^ 

Puentes  grandes.  ^-Puente  sobre  el  rio  Laja  (k.  o.  200  metros). 
Se  ha  casi  construido  un  puente  provisional  con  carácter 
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permanente.  El  tr&bajo  sobre  d  estribo  sur  i  Jos  machones 
DÚms.  I  p  2  i  3  del  puente  deñnitivo  quedan  en  el  mismo  es- 
tado. 

Puente  sohre  el  rio  Bio-Bio  (k.  36,800  metros).  Se  cons- 
truye im  puente  provisional  con  carácter  permanente;  se 
han  elevado  todos  lo^  pilotes  i  está  preparE^da  una  canti- 
dad de  juad^ra  para  la  superstructura. 

Puente  sobre  la  I^^:una  (k.  50,880).  Se  t^tá  haciendo  la 
escavacion  del  estribo  sur, 
i'uEKTEciTos  1  ALBAÑALEs,— Se  hafi  confítruido  unos  ocho  ai- 
baílales.  En  los  trabajos  de  puentes,  puentecltos  i  albaña- 

les  se  han  (gastado. , , . , , , , |   £5.405  60 

Lastre. ^Se  ha  lastrado  una  distancia  de  9  Irilómetroa,  lo  que 

representa  una  suraa  de .....,,,., ,,,,,.,.,        1 1,770 

E^TAcjoNKS. —Estación  de  Coihufe  (k.  39,400).  Se  ha  cerrado 
solamente: 

Evitación  de  Roblería  (k.  55,cxk>).  Se  ha  hecho  solamente 
el  cierro. 

Estación  de  An^^ol  (k.  73,^500}.  Se  ha  hecho  e)  cient>,  cous- 
tniido  la  casa  princípril  o  boletería,  la  casa  del  jefe  de  esta- 
ción, la  casa  para  locomotoras,  casas  de  guardas,  bodega 
provisional  i  se  ha  hecho  la  excavación  de  la  tornamesa. 

Estación  de  Candelaria  (k.  36,000).  Se  ha  cerrado  i  ya 
está  concluida. 

Estíicion  de  los  Anjeles  (k.  4^700),  Se  ha  construido  la 
casa  priucipal,  la  casa  del  jefe  de  estación,  la  casa  para  lo- 
comotoras, casas  de  guardan,  casas  de  maquinistas  i  se  ha 
cerrarlo  la  estación,  haciendo  ademas  una  iJTan  parte  del 
corte. 

El  valor  dé  los  trabajos  hechos  en  todas  las  estaciones, 

asciende  a  la  suma  de. .,*..... , , * . .  . .       25.950 

Casas  dk  camineros. — En  el  ailo  se  han  construido  diez  casas 

de  camineros,  que  representan  una  suma  de 4,000 

Cierros  de  la  linea. — Se  han  colocado  45  kilómetros  de  cié* 

rros^  lo  que  equiv^ale  a  la  suma  de,  ♦,,.,..,,..,.*. . *  *       25,056  65 

Eqripo. — Este  año  ha  llegado  equipo  por  el  valor  de,  .,.,... .      170,200 
Varios  trabajos. — En  trasporte  de  piedras  i  terrapleneíi , . .  .  ,        14,800 

En  trasporte  de  rieles  se  ha  gastado .....,..,,,..         2,640 

En  gastos  de  bomba  a  vapor .,,......,  t  ,00o 

Materiales  al  pie  de  la  obra. — Los  materialt^  al  pié  de  la 

obra  representan  una  suma  de  .,..,.,,.,.,.*.... , I4ii88  55 

Total ,.,,.,.-     377*579  ^ 

neclucido  el  valor  de  los  durmientes  que  ñf^uran  en  el 
inventario  del  3 1  de  mayo  de  1875 ,.,,.,,.,.,. ,  . .        1 5,000 

Queda, . ,  * , 362,379  F- 
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Deducieíndo  la  rebaja  de  la  contrata  3,  jo  por  ciento. ...   f  11,233  77 

Queda  por  el  total  át  los  trabajos  hpíchos  en  el  año  en  la 
3.»  sección , , , .  .S  551,146  03 

CAPITULO  II 

Trabajos  que  qu  edan  por  h  acer : 

Primera  leooton 

Cortes. — Se  pueden  coDsiderar  como  concluidos. 

Terraplenes.  Id.  id.  id. 

Puentes  grandes. — Puente  sobre  el  ño  HuaquíUo. 
Falta  que  hacer  el  emplantillado  jeneral  del  puen- 
te, presupuestado  en , , $      7,000 

Puente  sobre  el  rio  Lontné*  H ai  que  construir 
inmediatamente  un  puente  definitivo,  sistema 

misto,  del  valor  de*  *  * »**.*..* 46,000 

Puente  sobre  el  rio  Lircai.  Ilai  que  construir 
inmediatamente  un  puente  deñnitivo  se^n  el  sis- 
tema misto  del  valor  de  . .  >  * 50,000 

Lo  que  da  por  el  valor  total  del  trabaja  en  los 

puentes  grandes  en  la  i,»  sección 103,000 

PuENTECiTOS  I  ALB ABALES, ^;)uedaque  hacer  eu  eBos 

trabajos  por  el  valor  de  ...****..  * 33.000 

I.rASTRi?.— Queda  que  lastrar  todavía  como  i3  kilóme- 
tros, lo  que  representa  una  suma  de. 23*400 

Estaciones.  ■ —  Estación  de  Molina,  ti  ai  que  cons- 
tmir  casas  de  cambiadores  i  letrinas. 

Estación  de  San  Rafael.  Ha  i  que  hacer  casa  de 
boletería  i  habitación,  cocina  i  letrinas  i  cerrar  la 
estación. 

Estación  de  Talca.  Hai  que  concluir  la  casa 
principal  i  las  plataíormas.  construir  el  galpón  de 
pasajeros,  uu  taller,  la  casa  para  locomotoras, 
casas  de  cambiadores,  letrinas  i  colocar  las  puer- 
tas de  la  entrada.  - 

Estadon  de  Maule.  Falta  que  hacer  la  cocina  i 
letrinas. 

Estación  de  San  Javier.  Hai  que  condnir  la  -" 

casa  boletería  i  habitación. 

Estación  de  Villa  Alegre.  Hai  que  cerrar  la  es- 
tación, concluir  la  casa  boletería  i  habitación,  la 
cocina,  las  letrinas,  i  hacer  la  bodega  provisional,  ^ 

Estarion  de  Linares.  Hat  que  techar  la  bodega, 
construir  la  casa  de  locomotoras,  el  estanque,  las  •^-  ^ 

casas  de  cambiadores,  letrinas  i  levantar  el  gal- 
pón de  pasajeros. 
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Lo  que  represcata  para  los  trabajos  por  hacar 

en  Ihs  estaciones,  na  valor  de 

Cierro  de  la  unea. — ^Falta  para,  concluir 

Telégrafo.— Según   presupuesto .,,.,...*..** 

1  otal  del  valor  do  los  trabajos  que  quedan  por 
hacer  en  la  i  **  sección. ... 


I  366,956 


S«gundi  leocion 


Cortes. — Se  pueden  considerar  como  conclnidos:  fal- 
ta solamente  que  hacer  un  rebajo  entre  San  Car- 
los i  el  río  Nuble, 
Tbrrapi  ENES.— Queda  que  concluir  los  terraplenc9 
en  ambos  latios  de  los  ríos  Achibueno,  Perquilau- 
quen  i  Nuble,  i  levantar  el  terraplén  del  ño  Lon- 
gavL 
Pl ENTES  GRANDES. — Puentc  sobre  el  rio  Achibueno. 
Hai  que  construir  mas  tarde  un  puente  deñnití- 
vo  según  el  sistenia  niisto  áe\  vaíor  de .,...,.,. .   $   5c>,ooo 

Para  mientras  hfiL  que  colocar  un  pretil  para 
protejer  el  puente  provisional,  cuyo  valor  será  de,         a^oo 

Puente  sobre  el  rio  Liguai.  Hai  que  construir 
inraediatatnente  nn  puente  definitivo  segun  el 
sistema  misto,  cuyo  valor  será  de 2  [,ooq 

Puente  sobre  el  río  LongavL  Hai  que  construir 
maa  tarde  un  puente  deíinitivo,  según  el  sistema 
misto,  del  valor  de  .......... . .... . ,  *       37*0OO 

Puente  ^obre  el  rio  Perquüauquen.  También 
hai  que  construir  maa  tarde  un  puente  definitivo* 
según  el  sistema  miisto,  del  valor  de. .,»...,,,.  -       J7*ooo 

Puente  sobre  el  rio  Nuble.  Hai  que  construir 
mas  tarde  un  pueutií  definitivo,  según  el  sistema 
misto,  del  valor  de . . , , . , 65,000 

Lo  que  da  para  el  valor  total  de  los  puentes 
grandes  por  construir,  en  la  2.*  sección 

PuENTEciTos  1  AL  BAÑA  LES.  ^--Quedan  por  hacer  unos 
treinta,  cuyo  valor  será  de 

Lastres. — Queda  que  lastrar  lodavia  una  distancia 
de  3 1  kilómetros^  cuyo  valor  aera  de. ....,,,,., , 

Estación E5^.— Se  pueden  considerar  como  concluidas. 

Cierro  dk  la  linea.-— Falta  para  concluir 

Telégrafo. — Según  presupuesto ......  —  - 

Total  del  valor  de  los  trabajos  que  quedan  por 
hacer  en  la  2.*^  sección * . . . 


1 

aio,soo 

i;.so9 

40,300 

/lijfo 

S.865 

302,59^ 
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*      Tbfcefm  leeoiom  1 

Cortes. — Se  pueden  considerar  como  concluidos. 
Tekhaplbnes. — Están  concluidos,  c^n  escepcion  del 

de  Laja,  qne  costará  para  couchurlo  corno. $   5,000 

PtTENTKS  GRANDES, — Puente  sobre  el  rio  Laja.  Falta 
para  concluir  este  puente  colocar  la  baranda,  el 

piso  i  poner  el  la*5tre.  lo  que  coatará $  2,000 

Puente  sobre  el  rio  Iluaqui.  Hai  que  cons- 
truir un  puente  definitivo,  gegun  el  sistema  nxisto< 

del  valor  de  . , - 33.000 

Puente  sobre  el  rio  Bio-Bio.  Queda,  todavía  que 
hacer  toda  la  supera  truc  tura  i  todas  las  defensas, 
lo  que  repres*!jita  un  valor  de  ....*»,,.,*..,,. .      SS'^^'^^ 

Pucntí^  sobre  ta  Laizuna.  Hai  que  construir  un 
puente  según  el  sistema  misto.  Solamente  se  ha 
principiado  la  e3ca%>'acion  para  los  ciraientos  del 
estribo  sur;  así  es  que  se    puede  considerar  que 

hai  que  gastar  todavía  la  suma  total  de 13,000 

Puente  sobre  el  rio  Renaico*  Hai  que  construir 
un  puente  deñnitivo.  según  el  sistema   misto,  del 

valor  de ,^0,000 

Puente  sobre  el  rio  Malleco.  Hai  que  construir  un 
puente  definitivo  de  albañilerSa  de  arcos,  cuyo 
valor  sBíá  de , 52,000 

Lo  que  da  para  el  valor  total    de   los  puentes 

grandes  de  U  j.*  sección . , , , .  i (^<,ooo 

Ptentecitos  1  ALBAÑALES. — Se  pucdeu  considerar  como  con- 
cluidos, faltando  solamente  uno  cerca  de  la  estación  de  los 
Anjeles. 
Lastue.  —  En  toda  la  sección  falta  que  lastrar  una  distancia 
de  5 1  kilómetros,  lo  que  costará  una  suma  de  6.^,000  pesos; 
pero  tomando  en  consideración  la  economía  que  puede  ha- 
cerse en  el  lastre  del  ramal  de  los  Anjeles  i  de  la  parte  de  la 
línea  entre  el  rio  Bio-Bio  i  Ti j eral,  que  será  de  25,000  pe- 
sos, qneda  que  hacer  en  trabajo  efectivo,  nn  valor  de. , 3S  ,00o 

EsTAnoríFs-— Estación  de  Diuquin,  Falta  que  concluir  el  cer* 
co,  construir  las  casas  de  cambiadores  i  las  letrinas. 

Estación  de  Santa  Fé,  Hai  que  construir  la  albañiíería 
para  el  estanque  i  las  letrinas. 

Estación  de  Coihue,  Hai  que  construir  la  casa  boletería, 
de  habitación,  la  tHDde^a  provisional,  las  casas  de  cambia- 
dores i  ia*  letrinas.  ^  ^ 

Estación  de  la  Roblería.  Hai  que  cciustruir  la  casa  bole 
terla,    de  habitación,  la  bodega  provisional,  las  casas  de  ' 

cambiadores  i  las  letrinas.  **  * 

Estación  de  AngoL  Hai  que  c.anstruir  el  i^alpon  de  pasa- 
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¡ftTos  i  letrinas;  falta  solamente  colocar  la  tornamesa. 
Estación  de  Cao  déla  ña.  Falta  construir  las  letrinas. 
Estación  de  los  Anjcles.  Falta  colocar  la  tornamesa, 
construir  la  albañüeda  del  estanque,  las  casas  de  cambia- 
dores, las  Htrinas  i  el  galpón  de  pa^jeroíi. 

I.o  que  representa  para  el  total  de  los  trabajos  que  que- 
dan que  hacer  en  la  estación,  un  valor  de. , , .   $  43  j  86 

Cierro  pe  la  linea. — Falta  para  concluir  uua  suma  de* . .  *  ...        ^0,954 
Telégrafo.— SeRun  presupuesto*  **.-.*.*..,*....* .  . ,  5.¿S  i 


Total  del  valor  de  los  trabajos  que  queílan  por  hacer  en 
la  tercera  sección. . , I  267 ,791 

CAP1TITI.O  III 

I P  Fa/or  éfl  trabajo  hicho  en  eí  año  ^n  hs  twet  s^don^» 

Cortea   ,...,,. , f  10-645  56 

I  erraplenes 3^A97  o5 

Puentes,  puentecitos  i  albañales. , . . . , , , . 2S9.201  58 

Lastre ..,.,.. * "9.937  jc 

Durmientes 24?  25 

Postura  de  la  via..  ........ ,.,.,,,,,,»,,.♦, ......  15,^10 

Estaciones  ....    , , * ,  i8Í  .852  97 

Ca^as  de  guardas  i  pasos  a  nivel. 6,g$6  20 

!d.  de  camineros , . 35i226  51 

Desvíos 7Jp2S4  8*                   ,-  ^ 

Cierros  de  Ja  linea , 103,966  65                       ' 

Equipo  . 556,400  00 

Trasportes  de  rieleSp   piedras  i  terraplén , .  55^*^77  SO 

Gastos  de  bombas  a  vapor 8.250  00 

l^ateríales  al  pié  de  la  obra ...............................  2^,971  59 

í  1,482,275  41 

Menos  las  rebajas  respectivas. 63.9  3  95 

Queda  para  el  valor  total  de  los  trabajos  hechos  en  el  año .....  t  1 .418,361  49 

2."    Fd/oT'  de  ¡QM  trabúfoíi  tjue  quedan  por  hacer  para  concluir 
dfifinütvamenta  la  Urna 

Cortes  (se  consideran  como  concluidos): 

Terrapleaes  del  rio  Laja |      5,000  00 

Puentes,  puentecitos  i  alhpiilales. ....,,..,....,,...,.,,.,,,      5 19,509  00 
r^astre  (menos  la  economía  de  .S  2  x  ^ooo  por  reí^lizar).  ,.>......     lOi  ,700  00 

Estaciones    . .  . , . .      i.*6,486  00 

Cierro  de  la  línea . , 66,530  oa 

Telégrafo  ,    .  , iíí.oj6  00 

Total  jencral  de  los  trabajos  que  quedan  que  l*acer  para  dejar — — 

concÍTiida  definitivant^nte  la  línea. .............    ... . .  8  **37,3.|i   ot» 

Dios  KUArde  a  VS, 

E.  D.  Pois^oK, 
AI  señor  Ministro  del  Intmor  Injeniero  en  jeío 


Ir^. 
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Los  antecedentes  i  la  inconsistencia  de  la  interpela- 
ción promovida  por  el  Diputado  de  Lontué  don  Luis 
Urzúa  contra  el  Ministro  del  Interior,  se  comprenderán 
mejor  con  el  discurso  que  el  señor  Barros  Luco  pro- 
nunció en  la  sesión  de  6  de  octubre  de  1877.  ^ 

Este  discurso  es  el  siguiente: 

El  señor  Barros  Luco  (don  Ramón). ^El  señor  Di- 
putado por  Lontué  nos  ha  asegurado  al  principiar  su 
discurso  que  el  único  móvil  que  le  guia  a!  promover  la  ! 

discusión  relativa  a  la  construcción  del  ferrocarril  entre  ' 

Curicó  i  Angol,  ha  sido  el  que  la  Honorable  Cámara  j 

ponga  en  ejercicio  su  alta  autoridad  para  averiguar  la 

inversión  que  se  ha  dado  a  los  fondos  destinados  a  la  I 

construcción  del  ferrocarril  indicado,  i  coopere  a  dar 

impulso  a  sus  trabajos.  Si  el  señor  Diputado  hubiera  | 

hecho  uso  de  su  derecho  en  el  tiempo  trascurrido  entre 
el  I,**  de  junio  i  el  18  de  setiembre  de  1876,  es  decir, 
cuando  mi  honorable  amigo  el  señor  Altamirano  podia 
haber  dado  a  esta  Cámara  las  esplicaciones  que  el  se- 
ñor Diputado  solicita  sobre  un  negocio  que  corrió  a  ' 
cargo  de  aquel  Ministro,  es  indudable  que  sus  propósi-  j 
tos  se  habrían  cumplido  mas  eficazmente,  pues  la  Cá- 
mara habria  recibido  del  señor  Altamirano  datos  de- 
tallados i  espUcaciones  completas  sobre  un  asunto  tan 
complejo  i  tan  grave  como  es  la  construcción  del  ferro- 
carril entre  Curicó  i  AngoL 

Pero  ya  que  el  señor  Altamirano  no  puede  presen- 
tarse ante  esta  Cámara^  me  es  a  mí  satisfactorio,  como 
colega  que  fui  durante  ese  Ministerio ,  contestar  los 
cargos  formulados  por  el  señor  Diputado  de  Lontué. 

Ante  todo,  señor  Presidente^  debo  hacer  presente  a  || 

I-  La  reproducción  de  este  discurso  contribuirá  a  esclarecer  varios  puntos 
de  la  interpelación,  referente  no  solo  a  las.  dmínist ración  Pinto,  sino  a  la  estin- 
tnida  administración  Errázurií,  la  cual  dio  principio  a  la  construcción  del  íe- 
..rocarnl  entre  Curicó  i  Angol, 

(Nota  dd  Ricopíktdúf). 
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la  Cámara  que  el  señor  Diputado  no  ha  hecho  un  solo 
cargo  que  corresponda  a  la  pregunta  primera  que  ha 
dirijido  al  señor  Ministro  del  Interior  en  la  parte  rela- 
tiva a  inquirir  si  los  fondos  destinados  a  aquella  obra  se 
han  invertido  honradamente.  Sabe  la  Cámara  que  la 
construcción  del  fetTOcarril  entre  Curicó  i  Angol  se 
contrató  por  licitación  pública;  que  el  contratista  ha 
tenido  por  fiadores  a  una  sociedad  anónima  dirijida 
por  personas  respetables,  las  cuales  han  tomado  una 
parte  inmediata  en  la  administración  de  los  fondos  i  en 
los  pagos  que  se  han  hecho  al  contratista.  La  contabi- 
lidad en  estos  trabajos  se  ha  llevado,  pues,  por  la  ofici- 
na del  Estado  denominada  Tesorería  Jeneral,  i  por  la 
Dirección  de  una  sociedad  anónima,  cuyos  libros  serán 
siempre  una  prueba  de  la  inversión  detallada  que  se  ha 
dado  a  los  fondos  destinados  al  ferrocarril  en  construc- 
ción. Todas  las  personas  qu^  han  inter\^enido,  pues, 
en  este  importante  negocio  se  encuentran  mui  amba 
en  su  reputación  i  en  su  honorabilidad  para  que  pudie- 
ran ser  tachadas  de  procedimientos  contrarios  a  la  hon- 
radez en  la  administración  de  aquellos  fondos. 

El  primer  cargo  que  ha  formulado  el  señor  Diputa- 
do de  Lontiié  en  contra  del  señor  Altamirano,  es  el  de 
haber  inducido  en  error  al  Congreso  de  1872  al  asegu- 
rarle que  los  planos  i  presupuestos  formados  por  el  inje- 
niero  Poisson  para  la  construcción  del  ferrocarril  entre 
Curicó  i  Angol,  i  remitidos  al  Congreso  el  22  de  no- 
viembre de  ese  año,  eran  completos,  exactos  i  perfectos 
según  la  espresion  del  señor  Diputado.  Mientras  tanto, 
del  oficio  dirijido  por  el  injeniero  Poisson  al  remitir  esos 
planos  al  Ministerio,  aparece  que  no  están  completos, 
i  que  era  necesario  ejecutar  trabajos  en  la  primera  sec- 
ción de  la  línea  para  obtener  las  especificaciones  nece- 
sarias. 

Cuando  el  señor  Altamirano  presentó  al  Senado^  c 
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22  de  no\'iembre  de  1872,  el  proyecto  relativo  a  la 
construcción  del  ferrocarril  entre  Curicó  i  Angol,  dijo 
estas  palabras:  c<El  proyecto  que  se  ha  presentado  al 
Senado  \dene  acompañado  del  presupuesto  jcneral;  no 
se  han  podido  presentar  los  detalles  porque  éstos  for- 
man  un  libro  voluminoso. 

tóe  acompaña  también  el  plano  jeneral  i  uno  ma:^ 
especificado  de  una  de  las  secciones  de  la  línea,  la  d<: 
Linares  a  Chillan,  que  se  ha  traído  como  modelo.  No  1 

se  ha  traido  plano  especificado  de  todas  las  seccione,; 
ix>rque  era  necesario  proceder  con  suma  lijereza  so 
pena  de  perder  un  año.  Es  necesario  que  este  proyecto 

I  quede  despachado  en  esta  lejislatura  para  no  sufrir  re- 

'  tardos  perjudiciales .»> 

i  Como  se  ve,  el  señor  Altamirano  repetia  ante  el  Con- 

fgreso  casi  las  mismas  observaciones  que  el  señor  Pois- 
son  le  hacia  en  el  informe  con  que  se  remitían  al  Minis- 
^  terio  el  plano  jeneral  i  el  presupuesto  del  ferrocarril. 

En  la  Cámara  de  Diputados  el  señor  Altamirano  fué 
'  igualmente  esplícíto.  En  la  sesión  del  13  de  diciembre 

'  de  1872  decía:  A^o  no  sé  si  se  encontrará  que  la  obra 

del  ferrocarril  proyectado  ha  sido  perfectamente  estu- 
diada, pero  lo  que  puedo  asegurar  desde  luego,  es  que 
no  de  otra  manera  se  ha  procedido  en  la  construcción 
de  los  demás  ferrocarriles*. 

En  una  i  otra  Cámara  se  aprobó  por  unanimidad  el 
proyecto  de  construir  el  ferrocarril  de  Curicó  al  sur, 
proyecto  que  habia  sido  ya  sancionado  por  el  Congreso 
Nacional  en  1861. 

La  Cámara  debe  tener  presente  que  los  planos  i  es- 
pecificaciones que  sirvieron  de  base  para  pedir  las  pro- 
puestas de  construcción  del  ferrocarril  entro  Curicó  i 
'  Angol,  son  distintos  de  los  que  se  presentaron  al  Con- 

f  greso  para  pedir  la  autorización  para  contratar  la  obra 

i  levantar  el  empréstito  con  que  debia  pagarse;  así  lo 
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espone  terminantemente  el  injeniero  Poisson  al  remitir 
el  presupuesto  i  plano  j enera!  con  fecha  13  de  noviem- 
bre de  1872,  diciendo:  «Ese  plano  es  un  espécimen  de 
los  planos  jenerales  que  acompañarán  mi  proyecto*. 
En  otra  parte  el  informe  agrega:  «Creo  suficientemente 
avanzado  el  trabajo  para  que  los  contratistas  que  se 
interesen  a  hacer  propuestas  pueden  venir  aquí  desde 
ahora  para  tomar  conocimiento  de  eUos,  i  al  mismo 
tiempo  contestar  a  US,  todas  las  preguntas  que  juzga- 
ra a  bien  hacer». 

El  Congreso  no  tenia  para  qué  tomar  conocimiento 
de  especificaciones  i  detalles  que  por  su  naturaleza  es- 
tán reservados  a  los  hombres  especiales  en  la  materia; 
así  se  ha  procedido  siempre  en  la  construcción  de 
nuestros  ferrocarriles. 

Es  cierto  que  un  señor  Senador,  cuyas  palabras  co- 
pia el  señor  Diputado  por  Lontué,  calificó  de  incompe- 
tente al  injeniero  señor  Poisson;  pero  también  es  efec- 
tivo que  otro  miembro  del  Congreso^  nuestro  colega 
actual  don  Pedro  Lucio  Cuadra,  dijo  en  sesión  del  16 
de  diciembre  de  1872:  «Repito,  señor,  que  no  niego,  que 
cstoi  mui  distante  de  negar  la  competencia  del  señor 
Poisson». 

Es  también  cierto  que  el  señor  Santa  María,  Dipu- 
tado por  San  Felipe,  consideraba  conveniente  en  aque- 
lla lej  isla  tura  proceder  a  revisar  los  planos  i  presupues- 
tos del  ferrocarril  en  cuestión;  pero  también  es  cierto 
que  después  de  las  espHcaciones  dadas  por  el  señor  Mi- 
nistro del  Interior  i  por  el  señor  Tocornal  don  Enrique, 
cl  señor  Santa  María  no  formuló  indicación  de  ninguna 
especie. 

Para  corroborar  el  cargo  formulado  de  que  los  pla- 
nos i  presupuestos  para  la  construcción  del  ferrocarril 
entre  Curicó  i  Angol,  eran  incompletos,  el  señor  Dipu 
tado  de  Lontué  nos  dice  que  uno  de  los  interesados  en 


j 


I 


—  475  — 

la  construcción  del  camino  de  fierro,  espone  que  los 
planos  i  presupuestos  preparados  para  contratar  el 

ferrocarril j  son  incompletos  i  que  no  pueden  admitirse 
para  una  licitación  de  los  trabajos.  Este  interesado  no 
hizo  propuesta,  i  después  que  estaban  abiertas  las  cua- 
tro que  se  presentaron  para  la  construcción  de  la  obra, 
solicitó  del  Gobierno  que  no  se  admitiese  ninguna,  por 
las  razones  espresadas;  i  que  se  le  diera  tiempo  suficien- 
te para  ir  a  Lima  a  conferenciar  con  el  contratista  cuya 
dolorosa  muerte  acababa  de  tener  lugar,  don  Enrique 
Meiggs.  Esa  solicitud  no  mereció  providencia  alguna 
del  Gobierno,  ni  era  digna  de  ella.  Si  cuatro  proponen- 
tes  respetables,  con  las  debidas  fianzas,  se  presentaron 
haciendo  propuestas  para  la  construcción  de  la  obra 
en  conformidad  a  los  planos  i  especificaciones  del  señor 
Poisson,  era  indudable  que  esos  planos  i  especificacio- 
nes eran  suficientes  para  proceder  i  contratar  la  cons- 
trucción del  ferrocarril:  ninguna  persona  seria  se 
arriesga,  sin  datos  completos,  en  un  negocio  que  im- 
portaba mas  de  7.000,000  de  pesos. 

Otro  cargo  formulado  en  contra  del  señor  Altami- 
rano  por  el  señor  Diputado  de  Lontué,  es  haber  es  ten  di- 
do  el  decreto  de  pago  de  los  trabajos  correspondientes 
al  mes  de  juho  de  1873,  en  la  i,^  sección,  al  respaldo  del 
oficio  del  injeniero,  i  no  al  respaldo  del  certificado  que 
no  aparece  entre  los  documentos.  Este  procedimiento 
se  nota  también  en  el  decreto  relativo  al  pago  del  mes 
de  agosto  i  a  varios  otros;  i  a  la  verdad  que  nada  tiene 
de  singular.  Los  certificados  de  una  o  mas  secciones 
pueden  estraviarsc  del  archivo  del  Ministerio,  sin  que 
esto  en  nada  afecte  a  la  contabilidad,  pues  ésta  se  lle- 
va en  la  Tesorería  Jeneral,  la  cual  formará  el  cargo  to- 
tal de  los  pagos  hechos  al  contratista,  pues  éste  da  los 
recibos  de  los  fondos  que  se  decretan  a  los  Ministros  del 
Tesoro, 
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Otro  cargo  tan  orijinal  como  el  anterior,  es  el  que  se 
formula  por  no  haber  recibido  el  injeniero  inspector 
de  los  materiales  que  se  compraban  en  Inglaterra,  el 
24  de  octubre  de  1873,  las  especificaciones  relativas  al 
desempeño  de  su  comisión-  El  señor  Altamirano  encar- 
gó al  injeniero  Poisson  remitiera  esas  especificaciones 
•sin  pérdida  de  tiempo.  Las  especificaciones  fueron  en- 
viadas oportunamente,  pues  el  injeniero  señor  Wood 
ha  certificado  la  bondad  de  todos  los  materiales  que  se 
han  traido  de  Inglaterra,  para  el  ferrocarriL 

El  señor  Urzúa  censura  también  al  señor  Altamira- 
no por  haber  ordenado  a  nuestro  Ministro  en  Francia 
que  recaude  del  injeniero  Wood  la  devolución  de  la 
comisión  que  éste  habia  cobrado  al  Fisco  por  inspec- 
cionar materiales  que  correspondían  al  contratistaj  i 
no  al  ferrocarril^  tales  como  máquinas  o  herramientas 
que  pedia  para  sus  trabajos.  Tan  curiosa  como  la 
anterior  es  la  censura  que  se  hace  porque  el  señor  Alta- 
mirano observó  al  injeniero  Poisson  un  certificado 
dado  al  contratista  en  el  cual  se  incluia  una  suma  que, 
a  juicio  del  Gobierno,  no  debia  pagarse. 

Si  el  señor  Altamirano  no  hubiese  hecho  las  dos  ob- 
servaciones precedentes,  habria  faltado  a  su  deber. 

Esas  observaciones  manifiestan  que  el  señor  Alta- 
mirano ejercía  una  celosa  vijilancia  sobre  los  emplea- 
dos que  dependian  del  Ministerio,  i  que  tomaban  parte 
en  la  construcción  del  ferrocarril  en  cuestión. 

El  señor  Urzúa  cita  las  siguientes  palabras  de  la  Jíe- 
moria  del  señor  Altamirano  presentada  al  Congreso 
en  1876:  «La  estación  de  Lontué  está  cerrada  solamen- 
te». El  señor  Diputado  de  ese  departamento  asegura 
con  la  evidencia  de  sus  ojos,  que  esa  estación  no  está 
cerrada.  La  verdad  de  esto  es  la  siguiente:  Cuando  el 
señor  Altamirano  escribió  su  Memoria,  se  hablan  con- 
cluido los  cimientos  del  cierro  para  la  estación  de  Lon- 
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ttié^  i  se  había  reunido  allí  el  material  necesario  para 
ejecutarlo. 

Respecto  a  los  cierros  de  la  línea  en  la  primera  Bec- 
cion  observa  el  señor  Diputado  que  en  34  kilómetros  1 

se  han  invertido  34,000  pesos.  Es  decir,  que  la  cuadra  I 

de  cierro  importa  ciento  veinticinco    pesos    cuarenta  ' 

i  un  centavos,  valor  que  el  señor  Diputado  con- 
sidera excesivo.  Pero  Su  Señoría  no  advierte  que  los 
34  kilómetros  de  cierro  corresponden  a  dos  costados  ^ 

de  la  línea,  lo  que  hace  que  el  verdadero  valor  de  cada 
cuadra  sea  62  pesos  70  centavos,  en  lugar  de  125  pe- 
sos 41  centavos. 

La  Cámara  conoce  por  las  publicaciones  hechas  por 
el  contratista  del  ferrocarril  entre  Curicó  i  Angol,  los 
motivos  que  tuvo  el  Gobierno  para  reemplazar  parte 
de  la  retención  que  debia  hacerse  al  contratista  en  los 
pagos  mensuales,  por  una  fianza  a  satisfacción  de  los 

(Ministros  del  Tesoro.  Este  caso  estaba  pre\ñsto  en  el 
art.  37  de  las  especificaciones,  i  se  obró  en  conformidad  ^ 

a  lo  estipulado.  1 

El  anticipo  de  100,000  pesos  que  se  hizo  al  contra- 
tista, con  la  debida  garantía,  fué  con  el  objeto  de  que 
éste  no  paralizara  los  trabajos  como  se  lo  había  noti- 
ficado al  Gobierno  en  nota  de  junio  de  1875,  nota  en  la 
cual  se  detallan  los  inconvenientes  con  que  tropieza 
para  continuar  la  obra  i  que  se  encuentra  pubhcada 
en  el  cuaderno  impreso  que  se  ha  repartido  a  los  seño- 
res Diputados.  La  Cámara  debe  tener  presente  que 
hasta  esa  fecha  se  hablan  retenido  al  contratista  400 
mil  pesos  para  responder  a  la  buena  ejecución  de  la  I 

obra. 

La  remensura  decretada  en  1875  a  solicitud  del  con- 
tratista, no  se  llevó  a  efecto  por  graves  dificultades  que 
sobrevinieron  posteriormentCj  dificultades  que,  según  I 

lo  espone  el  señor  Diputado  por  Lontué  citando  un  ofi-  i 

» 
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CIO  del  señor  Poisson,  fueron  motivadas  en  parte  por 
los  mismos  injenieros  del  contratista.  PerOj  a  mi  juicio, 
el  principal  inconveniente  consistia  en  que  era  necesa- 
rio suspender  los  trabajos  por  un  tiempo  determinado 
para  poder  averiguar  el  estado  de  las  obras  en  una  épo- 
ca dada.  Esa  suspensión  traia  consigo  el  desarreglo  de 
las  faenas  i  la  desorganización  de  los  mismos  trabajos 
con  graves  perjuicios  para  la  ejecución  de  la  obra. 

El  señor  Urzúa  no  se  ha  dado  por  satisfecho  con  las 
esplicaciones  del  señor  Ministro  del  Interior  al  manifes- 
tar las  causas  que  han  motivado  la  destrucción  de  dos 
machones  del  puente  del  rio  Claro, 

La  misma  cita  que  hace  el  señor  Diputado  por  Lon- 
tué  de  la  destrucción  del  puente  en  el  rio  Teño,  en  el 
ferrocarril  de  Cuneó  a  Santiago,  está  probando  a  Su 
Señoría  que  una  crece  estraordinaria  en  los  rios  del  sur 
ha  sido  la  causa  de  la  destrucción  de  esos  puentes.  En 
efecto,  el  del  Teño  habia  sido  construido  bajo  la  inme- 
diata dirección  del  injeniero  en  jefe  del  ferrocarril  en- 
tre Curicó  i  Santiago;  no  se  puso  límite  alguno  al  costo 
de  la  obra;  se  construyó  con  grandes  tramos^  pues  la 
superstructura  era  de  fierro,  i  los  machones  estaban  al 
hilo  de  las  corrientes  de  las  aguas,  A  pesar  de  todo,  el 
puente  fué  destruido,  como  lo  fué  también  en  parte  el 
del  rio  Claro. 

Las  esplicaciones  que  se  dan  por  el  injeniero  que 
inspeccionó  inmediatamente  las  ejecuciones  de  esta 
obra  debió  haberlas  publicado  cuando  se  hizo  cargo 
del  trabajo,  pues  si  notaba  defectos  en  las  primeras 
obras  que  se  hablan  hecho,  era  de  su  deber  denunciar- 
las en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  séti- 
mo del  contrato  de  construcción  del  ferrocarril,  que 
dispone:  «cuando  el  injeniero  residente  conceptuase 
que  hai  vicio  en  las  construcciones  o  que  no  han  sido 
ejecutadas  en  conformidad  a  la  contrata,  podrá  dispo- 
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ner,  ya  sea  en  el  curso  de  la  ejecución  de  las  obras,  o  ya 
antes  de  concluirse  definitivamente  el  camino,  que  el 
contratista  las  hagas  demoler».  Si  el  injeniero  residente 
señor  Gana,  creyó  que  el  puente  del  Claro,  cuya  obra 
recibió  cuando  principiaba  a  ejecutarse,  tenia  vicios  o 
defectos  de  construcción,  debió  pedir  la  demolición  de 
la  parte  de  los  machones  que  se  hablan  hecho  sin  los 
suficientes  cimientos. 

El  señor  Ministro  del  Interior  ha  manifestado  cla- 
ramente que  los  puentes  de  mampostería  que  se 
contrataron  con  el  señor  Slater  fueron  de  una  sola  vía, 
i  no  de  dos,  como  lo  aseguró  el  señor  Diputado  de  Lon- 
tué. 

Es  efectivo  que  la  administración  pasada  tuvo  el 
propósito  de  hacer  construir  los  puentes  de  doble  via, 
atendiendo  a  los  deseos  manifestados  en  el  Congreso 
por  algunos  señores  Diputados.  Empero,  fué  necesario 
desistir  de  esa  idea,  en  vista  de  las  observaciones  he- 
chas por  los  injenieros  que  hablan  formado  los  planos 
del  ferrocarril  entre  Cuneó  i  Angol.  La  doble  vía  oca- 
sionaba gastos  mui  considerables;  en  algunos  rios  era 
mas  económico  construir  dos  puentes  separadamente 
que  uno  de  doble  vía;  i  lo  que  era  mas  grave,  la  espe- 
riencia  habia  demostrado  que  en  un  puente  de  doble 
vía,  el  tráfico  de  los  trenes  quedaba  espuesto  a  serios 
peligros.  La  Cámara  se  persuadirá  fácilmente  de  la 
exactitud  de  estas  observaciones  si  tiene  presente  que 
en  muchos  rios,  las  condiciones  de  un  puente  para  fe- 
rrocarril son  tan  especiales  que  serian  inadaptables  a 
un  puente  para  el  tráfico  público,  a  no  ser  que  se  hicie- 
sen gastos  exhorbitantes.  Por  estas  razones  se  abando- 
nó la  idea  de  hacer  puentes  de  doble  vía,  i  la  obra  se 
contrató  con  puentes  de  una  sola  vía. 

La  única  cuestión  que  queda  que  resolver  a  este  res- 
pecto es  saber  los  motivos  que  tuvo  el  Gobierno  para 
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cambiar  los  puentes  de  manipostería  por  otros  que  tu- 
vieran superstructura  de  fierro.  El  motivo  de  esta  re* 
solución  fué  el  siguiente: 

Contratada  la  linea  férrea  de  Curicó  a  Angol  a  prin- 
cipios de  1873,  sobrevino  en  el  in\ierno  de  ese  año  la 
destrucción  del  puente  del  Claro,  en  el  departamento 
de  Rere,  Este  puente  era  de  arcos  de  albañilería;  i  su 
destrucción^  a  juicio  de  muchos  injenieros,  fué  motiva- 
da por  el  sistema  que  se  había  adoptado  para  construir- 
lo. El  Gobierno j  después  de  oir  la  opinión  de  varios  in- 
jenieros, resolvió  que  los  principales  puentes  del  ferro- 
carril de  Curicó  a  Angol  se  hicieran  con  superstructura 
de  fierro  i  con  anchos  tramos  para  que  el  agua  corriera 
libremente  aun  cuando  arrastrase  grandes  árboles  co- 
mo sucede  en  las  avenidas  de  nuestros  rios.  Para  adop- 
tar esta  resolución  se  tu\ieron  repetidas  conferencias 
ante  el  Presidente  de  la  República  i  a  las  cuales  concu- 
rrieron varios  de  los  Ministros,  los  representantes  del 
contratista  i  los  injenieros  consultores. 

Adoptada  la  medida  anterior,  fué  indispensable  sus- 
pender los  preparativos  que  se  hacían  para  la  construc- 
ción de  los  puentes  de  mamposteria;  i  se  dio  orden  al 
injeniero  en  jefe^  señor  Poisson,  para  que  procediera  a 
la  formación  de  planos  i  presupuestos  de  puentes  con 
superstructura  de  fierro.  Empero,  este  trabajo  era  lar- 
go i  ocasionaba  el  pedido  a  Europa  de  la  ferretería  ne- 
cesaria^ lo  que  traia  por  consecuencia  una  demora  con- 
siderable en  la  ejecución  de  la  obra.  Para  evitar  estos 
inconvenientes  se  resolvió  construir  los  puentes  provi- 
sorios de  madera  de  que  se  ha  ocupado  el  señor  Dipu- 
tado por  Lontué-  Mediante  ellos  se  pudo  establecer  el 
tráfico  en  toda  la  línea^  i  las  provincias  del  sur  han  go- 
zado hace  dos  años  de  las  grandes  ventajas  que  pro- 
porciona un  ferrocarril  para  el  trasporte  de  los  pasaje- 
ros i  conducción  de    la  carga.  El  señor  Diputado  d 
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Lontué,  que  ha  viajado  por  esa  línea,  sabe  muí  bien  i 

que  los  pasajes  i  fletes  cobrados  por  el  contratista  equí- 

valian  a  la  tercera  parte  de  lo  que  se  pagaba  por  los  ' 

antiguos  medios  de  trasporte.  Los  pueblos  del  sur  han  I 

obtenido  ventajas  mui  considerables  con  el  tráfico  del 

ferrocarril;  i  según  la  Memoria  del  Director  Jeneral  de 

Correos,  la  economía  que  ha  hecho  al  Estado  en  1875  i  . 

en  1876,  conduciendo  las  valijas  por  el  ferrocarril,  exce-  ' 

den  de  50,000  pesos  anuales.  1 

Tanto  el  Gobierno  como  el  primero  de  los  chilenos 
que  traten  este  negocio  de  los  puentes  provisorios  de 
madera,  están  persuadidos  de  que  son  obras  imperfec- 
tas, i  que  solo  pueden  adoptarse  por  la  necesidad  de 
ligar  el  tráfico  del  ferrocarril.  Este  mismo  sistema  se 
ha  adoptado  en  muchas  de  las  líneas  férreas  construi- 

i  das  en  los  Estados  Unidos. 

r         "^  El  señor  Diputado  de  Lontué  habrá  leido  en  varios 

diarios  que  el  Gobierno  se  ocupa  actualmente  de  re- 
construir varios  de  los  puentes  de  madera  destruidos  • 
en  los  últimos  temporales,  por  otros  que  tengan  ma- 
chones de  rieles,  en  conformidad  al  modelo  del  puente 
construido  en  el  rio  Teño,  que  la  esperiencia  ha  mani- 
festado ser  de  una  solidez  mui  satisfactoria. 

!  La  construcción  de  los  puentes  definitivos  es  mate- 

\  ria  larga  por  su  naturaleza,  i  mientras  tanto  es  indis- 

\  pensable  restablecer  el  tráfico  en  el  ferrocarril,  cons- 

truyendo puentes  provisorios;  porque  el  estado  actual 
de  cosas  seria  la  ruina  de  las  provincias  del  sur  de  la 
República. 

El  señor  Diputado  de  Lontué  ha  estrañado  mucho  , 

que  el  Gobierno  haya  excedido  el  valor  del  contrato 
celebrado  con  don  Juan  Slater  para  la  construcción  del  < 

%  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol.  Este  exceso  se  esplica  < 

fácilmente  en  vista  del  contrato.  Según  él,  las  obras  ^ 

nuevas  que  se  hagan  en  la  línea  i  los  trabajos  que  se 
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aumenten  deben  pagarse  separadamente.  Que  esto  ha 
sucedido  es  de  toda  evidencia  desde  el  momento  que 
los  pagos  se  han  hecho  en  virtud  de  los  certificados  men- 
suales que  dan  los  injenieros  de  sección  por  los  trabajos 
que  se  ejecutan  mes  a  mes:  todos  estos  trabajos  tienen 
una  serie  de  precios  determinados  en  las  especificaciones 
en  conformidad  al  valor  de  la  propuesta  aceptada  para  la 
construcción  de  la  obra.  En  la  liquidación  que  debe  ha- 
cerse en  la  entrega  del  ferrocarril  se  conocerá  detalla- 
damente cuáles  son  los  trabajos  aumentados  i  cuáles 
los  que  se  han  desminuido  con  relación  a  los  planos  i 
especificaciones  que  sirvieron  de  base  al  contrato.  Esta 
liquidación  vendrá  a  fijar  el  debe  i  haber  del  contratista 
en  su  cuenta  con  el  estado. 

Mientras  no  se  efectúe  aquella  liquidación,  la  inves- 
tigación que  solicita  el  señor  Diputado  por  Lontué  es 
estemporánea  e  inconducente. 

La  Cámara  debe  tener,  ademas,  presente  que  la  res- 
ponsabihdad  del  contratista  queda  vijente  aun  des- 
pués de  entregada  la  obra. 

La  historia  de  nuestros  ferrocarriles  nos  da  a  cono- 
cer que  aun  los  injenieros  que  gozan  en  el  dia  de  una 
reputación  universalj  como  AUam  Campbell^  que  formó 
los  planos  i  presupuestos  del  ferrocarril  entre  San- 
tiago i  Valparaíso,  no  han  podido  de  terminar  fijamente 
el  valor  de  la  obra.  Este  injeniero  calculó  en  7  mi- 
llones 150,000  pesos  el  importe  de  ese  ferrocarril ,  que 
cuesta  ya  mas  de  quince  millones  i  que  carece  aun  de 
maestranza  i  estaciones  tan  importantes  como  la  de 
Limache, 

El  ferrocarril  de  Santiago  a  Curicó,   que  mide  185 
kilómetros^  ha  importado  36,000  pesos  cada  kilómetro; 
al  paso  que  el  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol  que  tiene 
muchos  mas  inconvenientes  que  vencer,  se  ha  contra 
tado  a  poco  mas  de  22,000  pesos  el  kilómetro. 
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Estos  datos,  cuya  exactitud  no  podrá  menos  que 
reconocer  el  señor  Diputado  de.  Lontué,  manifestarán 
a  la  Cámara  que  el  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol  ha 
sido  el  mas  ventajosamente  contratado  de  todos  nues- 
tros caminos  de  fierro,  i  que  con  un  gasto  relativamen- 
te pequeño  será  la  línea  mejor  construida  i  con  mejor 
equipo  que  tengamos  en  la  República.» 

SESIÓN  ORDINARIA  DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS 
EN  13  DE  OCTUBRE  DE   1877 

El  señor  Urzúa. — Espero,  señor  vice-Presidente, 
que  el  señor  Ministro  del  Interior  haga  uso  de  la  pala- 
bra para  hacerlo  yo  en  seguida,  porque  a  mí  no  me  co- 
rresponde hablar,  sino  a  Su  Señoría. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — Me 
hace  gracia  la  exijencia  del  honorable  señor  Diputado. 
Le  contestaré  que  no  tengo  nada  que  decir,  pues  creo 
haber  dicho  ya  lo  suficiente  para  espUcar  lo  que  debo 
sobre  este  negocio  Corresponde  ahora  a  la  Cámara  de- 
cidir sobre  la  cuestión. 

El  señor  Urzóa. — ^No  oigo  lo  que  dice  el  señor  Minis- 
tro. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ¿Có- 
mo, señor  Diputado? 

El  señor  Arteaga  Alemparte. — Dice  el  señor  Dipu- 
tado por  Lontué  que  no  ha  oido  la  contestación  del  se- 
ñor Ministro  del  Interior. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — Digo, 
señor  Diputado,  que  hablaré  si  conviene  que  hable. 
Me  parece  que  la  Cámara  está  ya  suficientemente  ilus- 
trada sobre  la  materia  en  vista  de  la  esposicion  que 
respecto  de  ella  se  ha  hecho. 

El  señor  Urzúa. — ¿Olvida  el  señor  Ministro  del  In- 
terior que  en  el  curso  del  debate  se  han  hecho  serias  re- 
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velaciones  i  presentado  documentos,  i  que  el  Diputa- 
do interpelante  necesita  que  Su  Señoría  conteste  a  los 
unos  i  a  los  otros?  ¿Que  influencia  ejercen  esas  revela- 
ciones en  el  ánimo  del  señor  Ministro?  Preciso  es  sa- 
berlo, pues  de  otra  manera  no  hai  medio  de  arribar  a 
una  aclaración  definitiva  o  satisfactoria.  Necesario, 
lo  repito,  es  saber  si  el  señor  Ministro  del  Interior  tiene 
algo  que  contestar  a  las  revelaciones  que  he  hecho,  co- 
mo también  a  los  datos  i  documentos  que  he  tenido  el 
honor  de  leer  ante  la  Cámara. 

Supongo  que  no  debo  esperar  esa  contestación  del 
señor  Barros  Luco,  a  quien  no  he  interpelado. 

Si  el  señor  Ministro  del  Interior  no  quiere  contestar, 
entonces  me  veria  yo  obligado  a  hablar;  pero  entretan- 
to, es  cosa  bien  estraña  i  lamentable  que  el  honorable 
señor  Ministro  no  diga  nada  sobre  lo  que  piensa  de  mi 
discurso  relativo  a  la  interpelación.  O  el  honorable  Mi- 
nistro del  Interior  acepta  como  suyo  el  discurso  pro- 
nunciado por  el  señor  Barros  Luco  o  bien  Su  Señoría. .. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — Com- 
placeré al  señor  Dipiitado  por  Lontué,  cuando  me 
pareííca  a  mí  oportuno,  pero  no  hablaré  cuando  a  Su 
Señoría  se  le  ocurra.  Entretanto,  dirá  que  sus  razona- 
mientos no  me  han  hecho  efecto  alguno,  si  no  es  el  de 
considerarlos  falsos  i  temerarios;  lo  cuad  demostraré 
oportunamente,  cuando  me  convenga. 

El  señor  Urzúa. — ^El  señor  Ministro  debe  saber  que 
está  dando  cuenta  de  sus  actos ...... 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— ¿Se 
me  quiere  obMgar  a  hablar  por  fuerza,  después  de  ha- 
ber contestado  categóricamente  a  la  interpelación? 
¿I  si  yo  no  necesito  hablar? 

Me  parece,  señor  ^d  ce-Presiden  te ,  haber  cumplido 
con  mi  deber  contestando  con  toda  complacencia  i  ur- 
banidad a  las  pregimtas  que  me  han  sido  dirijidas  po 
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el  honorable  Diputado  por  Lontué,  ¿Por  qué  se  insis- 
te aun  en  obligarme  a  hablar? 

Yo  sabré  cuándo  debo  hacerlo  i  si  conviene  o  nó  de- 
cir algo  mas  de  lo  que  tengo  dicho. 

El  señor  Urzúa, — El  decoro  de  la  Cámara  exije  una 
contestación  del  señor  Ministro.  Ha  visto  Su  Señoría 
que  yo  he  aseverado  que  no  se  ha  cumplido  con  ciertas 
prescripciones  del  contrato  sobre  construcción  del  fe- 
rrocarriL  ¿Qué  medidas  ha  tomado  el  señor  Ministro 
sobre  el  particular?  He  solicitado  de  Su  Señoría  que 
pida  ciertos  datos  a  los  injenieros  de  Gobierno,  ¿Los  ha 
pedido  el  señor  Ministro?  Nó. — ¿Cómo  se  esplica  este 
procedimiento?— Es  absolutamente  necesario  que  el 
señor  Ministro  esplique  su  conducta  a  este  respecto. 

No  obstante^  Su  Señoría  resuelve  no  decir  nada;  pero 
yo  lo  invito^  como  Diptitado,  a  que  me  dé  una  esplica- 
cion  de  todo  esto.  Yo  le  pido  que  me  dé  una  respuesta 
clara  i  concluyente. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).— Re- 
suelvo hablar  después  de  Su  Señoría. 

Se  increpa  al  Gobierno  por  faltas  de  honor! 

Sabrá  el  señor  Diputado  por  Lontué  que  corresponde 
únicamente  a  nosotros  resguardar  nuestro  honor. 

El  señor  Urzúa. — ^^Me  permito,  señor  Presidente,  es- 
tablecer los  antecedentes  de  este  negocio  para  que  la 
Honorable  Cámara  pueda  apreciar  la  justicia  de  parte 
de  quien  está  la  responsabilidad  de  la  azarosa  situa- 
ción que  alcanzamos. 

Al  abrir  la  interpelación,  me  limité  a  fijar  cuatro 
interrogaciones  que  dirijí  al  honorable  señor  Ministro, 
relativas  a  la  construcción  del  ferrocarril  de  Curicó  a 
AngoL 

Contestadas  por  el  señor  Ministro  estas  preguntas, 
manifesté  a  la  Honorable  Cámara  en  un  largo  discurso 
muchos  documentos  oficialeSj  i  formulé  una  larga  serie 
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de  cargos j  apoyados  en  el  mérito  que  arrojan  esos  do- 
cumentos. 

En  esta  situación,  el  honorable  Diputado  por  San- 
tiago, señor  Barros  Luco,  asociándose  al  debate,  ha 
contestado  varios  de  esos  cargos;  i  yo  esperaba  que  el 
señor  Ministro  manifestara  lo  que  juzgue  respecto  a 
esos  mismos  cargos  i  a  los  muchos  que  no  ha  tocado  el 
señor  Diputado  por  Santiago. 

He  dicho,  por  ejemplo^  que  existe  una  completa  dis- 
conformidad  entre  las  Memorias  ministeriales  del  año 
pasado  i  del  presente,  ya  sobre  los  trabajos  ejecutados, 
ya  sobre  su  cuantía. 

He  dicho  también  que,  según  los  planos  del  señor 
Poisson,  los  machones  del  puente  del  Huaiquillo  debía 
fundarse  a  cinco  metros  bajo  el  lecho  del  rio,  i  que  el 
contratista  los  ha  fundado  solamente  a  un  metro  ocho 
centímetros  de  profundidad. 

El  señor  Barros  Luco  (don  Ramón,  internimpiendo). 
— ¿Se  ha  caido,  señor,  el  puente  del  Huaiquillo? 

El  señor  Urzúa. — Están  ofendidos,  señor,  sus  ma- 
chones. 

El  señor  Barros  Luco  (don  Ramón). — ¿Su  Señoría 
que  ha  leído  la  nota  del  señor  Gana,  habrá  \nsto  que 
ella  dice  que  este  puente  se  ha  caido  ?  | 

El  señor  Urzúa. —  ¿A  qué  conduce  esta  interrup- 
ción? Su  Señoría  quiere  introducir  la  confusión  i  el  de- 
sorden en  este  importante  debate? 

El  señor  García  de  la  Huerta  (vice-Presidente.)^ 
Ruego  al  señor  Diputado  por  Santiago  que  no  inte- 
rrumpa. 

El  señor  UrziU  [continuando). — ^He  dicho,  señor, 
que  de  la  construcción  fraudulenta  del  puente  del  Huai- 
quillo se  dio  por  los  injenieros  chilenos  cuenta  al  inje- 
niero  residente. 

He  dicho  también  que  tengo  fundamentos  mui  se- 


ríos  para  creer  que  la  caída  del  puente  del  Claro  se  debe 
al  defecto  de  construcción. 

¿Es  posible  que  el  honorable  señor  Ministro  haya 
oido  todo  esto  impasible  hace  ocho  dias  i  ya  no  haya 
llamado  a  los  injenieros  del  Estado  para  pedirles  espli- 
caciones  sobre  estos  hechos? 

I  tanto  mas  sorprendente  es  esto,  cuanto  que  yo  he 
asegurado  que  dichos  injenieros  tienen  conocimiento 
de  estos  hechos^  i  oportunamente  lo  comunicaron  a  su 
jefe  inmediatamente  superior. 

Tenga  presente  la  Honorable  Cámara  que  el  contra- 
to dispone  que  el  injeniero  residente  está  facultado 
para  demoler  i  reconstruir  a  costa  del  contratista  las 
obras  que  se  ejecutan  en  mal  material  o  que  su  cons- 
tniccion  adolezca  de  cualquier  vicio  o  defecto. 

Tenga  también  presente  que  las  obras  que  perezcan 
por  estas  causas  se  pierden  por  cuenta  del  contratista. 

La  pérdida  del  puente  del  Claro,  por  ejemplo,  co- 
rresponde al  contratista  si  es  que  ha  caído  por  efecto 
de  construcción.  Si  por  el  contrario,  se  ha  derrumbado 
por  efecto  de  un  caso  fortuitOj  la  pérdida  corresponde 
al  Estado, 

El  señor  Lástareta  (Ministro  del  Interior^  interrum- 
piendo).— Eso  es  materia  de  una  cuestión  ütijiosa,  o  de 
una  cuestión  jurídica. 

El  señor  Uezúa,— No  hai  tal  cuestión  jurídica.  Eso 
es  un  efujio. 

El  señorLASTARRiA  (Ministro  del  Interior), — ¡Efujio! 

El  señor  García  de  la  Huerta  (vice- Presidente). — 
Ruega  al  señor  Diputado  que  emplee  otras  palabras. 

El  señor  Urzúa. — El  contrato  confiere  al  injeniero 
residente  la  facultad  de  demoler  i  reconstruir  a  costa 
del  contratista  las  obras  mal  ejecutadas;  i  si  hubiera 
diferencia  entre  éste  i  aquél,  será  faltado  sin  ulterior 
recurso  por  el  injeniero  en  jefe,  aunque  por  estos  moti- 
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VOS  no  hai  mérito  para  recurrir  a  los  testimonios  ordi- 
narios. 

Entretanto,  el  señor  Ministro  en  su  contestación  a 
mis  preguntas  ha  manifestado  que,  a  su  juicio,  dicho 
puente  se  ha  derrumbado  por  efectos  de  la  crece  estraor- 
dinaria  del  rio. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ¿Cuán- 
do he  sostenido  eso,  señor  Diputado? 

El  señor  Urzúa. — Está  escrito  en  su  discurso  de  con- 
testación a  mis  preguntas. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior), — Hága- 
me el  favor  de  citar  mis  palabras. 

El  señor  Urzúa  {continuando). — ^Voi  a  leerlas,  señor 
Ministro: 

«Después  de  estos  cataclismos,  muchas  personas  se 
creyeron  autorizadas  para  opinar  que  tales  o  cuales 
obras  no  habrían  resistido  a  las  avenidas  por  defectos 
de  construcción,  i  los  injenieros  que  las  hablan  dirijido 
contradecían  con  razones  muí  plausibles  aquellas  apre- 
ciaciones hechas,  por  lo  común,  sin  competencia  pro- 
fesional. 

«A  mí  me  pareció  completamente  inoficiosa  esta 
cuestión,  para  el  efecto  de  estas  medidas  administrati- 
vas que  debia  tomar,  porque,  a  mi  juicio,  habia  una 
causa  j enera],  cual  es  la  de  que  aquellas  construcciones 
como  otras  muchas  de  los  antiguos  ferrocarriles  del 
sur,  no  hablan  sido  hechas  con  previsión  de  una  catás- 
trofe tan  estraordinaría.  Aunque  tales  o  cuales  puentes 
hubieran  sido  mas  o  menos  largos^  aunque  esos  otros 
hubiesen  sido  mas  perpendiculares  a  la  corriente,  aun- 
que los  de  mas  allá  hubieran  tenido  mas  solidez,  lo 
cierto  es  que  de  todos  modos  no  habrian  podido  resis- 
tir al  gran  poder  de  las  avenidas  que  elevaron  el  nivel 
de  las  aguas  hasta  diecinueve  metros  en  algunos  rios. 

^La  cuestión  no  estaba^  pues,  en  averiguar   cuáles 
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I                    eran  los  defectos   de  construcción  en  tal  o  cual  obra,  I 
I                     porque   defectuosas  o  nó  las  obras  destruidas^  no  esta- 
ban calculadas  para  resistir  a  tanestraordínaria  prueba. 

Lo  que  importaba  era  resolver  cuál  es  la  forma   mas  * 

conveniente  que  debe  adoptarse  en  cada  rio  i  en  cada                     .  * 

localidad  para  resistir  a  otras  avenidas  análogas.  , 

«Este  es  el  problema  que  se  está  estudiando  a  fm  de  * 
reemplazar  los  puentes  destruidos  i  de  construir  los 

que  faltan  de  un  modo  adecuado;  que  por  lo  que  toca  al  .1 

del  Claro,  por  ejemplo,  es  preciso  convenir  en  que^  sien-  | 

;                     do  bien  construido,  i  aunque  hubiera  tenido  su  cons-  á 

truccion  mayor  potencia  que  la  que  tiene ^  no  conviene  ! 

allí  un  puente  de  arcos  de  corto  tramo,  con  una  eleva-  I 

cion  de  veinte  metros.»  j 

Ahora,  señor, recuerde  la  Honorable  Cámara  que  la  I 

cuarta  pregunta  de  la  interpelación  afecta  únicamente  J 

I                    la  responsabilidad  del   honorable  señor  Ministro  del  I 

i                     Interior.  Se  refiere  esta  pregunta  a  saber  con  qué  auto-  ' 

f                   ridad  el  señor  Ministro  en  los  gastos  de  construcción  i| 

t                    se  excede  del  valor  del  contrato.  | 

En  mi  discurso  de  contestación  al  honorable  señor  i 

Ministro  di  lectura  a  una  nota  oficial  de  Su  Señoría,  . 

del  mes  de  febrero,  en  la  cual  espone  que  no  tiene  auto-  j 

rizacion  para  invertir  un  centavo  sobre  el  valor  del  con-  ^ 

trato  i  hoi  sostiene  que  está  autorizado  para  invertir  J 

el  producto  total  del  empréstito.  I 

Por  manera  que  el  señor  Ministro  en  febrero  pensa-  I 

ba  de  un  modo,  i  en  octubre  piensa  de  otro;  ¿es  posible            ;  j 

que  sobre  esto  el  honorable  Ministro  no  tenga  una  pa-  *^ 

labra  que  decir?  \ 

El  honorable  Diputado  por  San  Javier  de  Loncomi- 
Ua  se  ha  permitido  calificar  este  debate  de  impertinen- 
te, por  cuanto  el  señor  Errázuriz  ha  bajado  al  sepulcro 
i  el  señor  Altamirano  está  ausente  de  esta  Sala^  pero 

^                 ha  olvidado  que  uno  de  los  puntos  capitales  de  la  ínter-                     ^  « J 
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pelacion  se  refiere  a  la  sustitución  de  puentes  de  made- 
ra por  los  de  manipostería  que  consultaba  el  contrato, 
medida  que  autorizó  la  administración  pasada,  cuya 
validez  sostiene  el  actual  Ministro  del  Interior  i  com- 
bate el  Diputado  interpelante.  m 

En  jeneral,  sefior,  la  contratación  i  gran  parte  de  la  " 

construcción  del  ferrocarril  del  sur  se  efectuó  en  la 
administración  pasada,  pero  mucha  parte  de  las  cons- 
trucciones se  han  hecho  en  la  administración  actual, 
i  sobre  todo,  a  ésta  corresponde  la  liquidación  del  con- 
trato. 

He  aquí  por  qué,  por  mui  incómodo  que  seaj  hai  que 
estudiar  este  negocio  desde  su  orí  jen. 

En  vista  de  estas  consideraciones,  me  adhiero  a  la 
indicación  del  señor  Diputado  por  Chillan,  señor  Ro- 
dríguez, para  que  se  suspenda  esta  discusión  hasta  que 
e]  honorable  señor  Ministro  se  encuentre  en  disposi- 
ción de  hablar. 

El  señor  LastareiÁ  (Ministro  del  Interior), — Pido 
la  palabra. 

Espero  un  momento  el  Diario  Oficiai  que  he  pedido. 

El  señor  García  de  la  Huerta  (vice-Presidente). — 
Observo  al  señor  Ministro  que  ha  llegado  ya  la  hora 
que  la  Cámara  tiene  acordada  para  solicitudes  parti- 
culares. 

El  señor  Lastahrla  {Ministro  del  Interior), — Son 
dos  palabras  únicamente,  señor  Presidente,  sobre  la 
indicación  del  honorable  Diputado  por  Chillan. 

Yo  no  sé,  señor,  qué  motivo  tenga  el  señor  Diputa- 
do por  Chillan  para  decir  con  verdad  que  el  Ministro 
que  habla  tiene  el  deber  de  hablar  cuando  se  lo  exija 
el  interpelante.  Yo  he  cumplido  con  mi  deber  de  con- 
testar categóricamente,  sin  escusas  ni  rodeos^  a  las  in- 
terpelaciones que  se  me  han  dirijido. 

Con  esto  he  cumplido  i  creo  que  la  Honorable  Cá- 
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maraj  después  de  haber  oido  mis  esplicaciones  í  las  del 
honorable  señor  Barros  Luco,  está  suficientemente 
instruida  de  parte  de  los  que  hemos  sido  acusados  de 
falta  de  honradez  i  de  infracciones  de  la  Constitución. 
Sij  a  mi  juicio,  creyera  que  debo  dar  mas  esplicaciones, 
las  daré  cuando  me  parezca  oportuno,  i  no  cuando  se 
les  ocurra  hacerme  hablar  a  los  señores  que  se  creen 
con  el  poder  de  obUgarme  a  ello.   ' 

Creia  que  con  haber  dicho  que  los  datos  que  se  ha- 
bían suministrado  eran  datos  falsos  i  temerarios  lo  ha- 
bía dicho  todo,  para  que  el  señor  Diputado  interpelan- 
te pudiera  continuar  ahora  mismo  hablando  cuanto 
quisiera, 

Pero  en  su  empeño  de  hacerm.e  hablar  a  su  voluntad, 
avanza  nuevas  falsedades,  a  fin  de  convencer  de  que 
necesito  contestar  a  su  discurso  anterior.  Ahora  sos- 
tiene que  no  es  cuestión  jurídica  la  de  saber  a  cargo  de 
quién  se  reparan  las  obras  que  han  perecido  por  defec- 
tos de  construcción.  Yo  le  he  rogado  que  no  traiga  a  la 
Cámara  esta  cuestión,  que  debe  ser  ventilada  ante  el 
juez  que  debe  hacer  la  liquidación.  Le  he  leido  en  la 
oficina  de  mi  despacho  la  nota  que  dirijí  en  g  de  junio 
al  contratista,  resumiendo  en  compendio  las  reclama- 
ciones judiciales  que  éste  entabló  en  un  escrito  que  me 
presentó  el  7  de  mayo.  En  esa  nota,  he  hecho  fijarse  en 
este  pasaje  que  espresa  terminantemente  la  reclama- 
ción relativa  a  este  punto,  (]^eyó  una  parte  de  la  nota  de 
9  de  junio,  en  el  Diario  Oficial  del  11).  Sin  embargo,  el 
señor  Urzúa  no  solamente  trae  esta  cuestión  a  la  Cá- 
mara, sosteniendo  que  no  es  jurídica,  sino  que  afirma  i 
sostiene  que  el  injeniero  residente  señor  Gore,  es  el  que 
tiene  la  culpa  de  los  defectos  de  construcción  que  han 
causado  la  ruina  del  puente  del  Claro.  Quiere  saber  si 
yo  he  tomado  informes,  si  he  hecho  indagaciones  sobre 
este  punto.  Tengo  aquí  en  la  mano  el  informe  que  me 
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ha  pasado  el  señor  Gore  para  vindicarse,  pero  no  creo 
conveniente  para  los  intereses  del  Fisco  el  comunicar 
este  informe  al  señor  Urzúa.  Si  Su  Señoría  inculpa  a  los 
injenieros  del  Gobierno  de  los  defectos  de  construcción 
¿cómo  podrá  el  Gobierno  entablar  reclamación  algu- 
na contra  el  contratista,  señor  Slater,  por  defectos  de 
construcción?  ¿Se  empeña  el  señor  Urzúa  en  desarmar 
al  Gobierno  en  el  juicio  de  liquidación?  Yo  no  puedo 
t  consentirlo,  i  no  le  daré  gusto  en  contestar  a  lo  que  él 

llama  sus  discursos,  sino  cuándo  i  cómo  me  parezca 
oportuno. 

En  cuanto  a  si  he  practicado  indagaciones  sobre 
la  culpabilidad  de  los  injenieros  de  gobierno  i  sobre 
las  causas  de  los  desastres  causados  por  las  avenidas, 
ya  dije,  contestando  a  las  interpelaciones  que,  para  las 
medidas  administrativas  que  me  tocaba  tomar,  no  ne- 
cesitaba hacer  esas  indagaciones,  i  que  ellas  tendrían 
su  lugar  oportuno  en  el  juicio  de  liquidación. 

El  señor  Arteaga  Alemparte  {interrumpiendo).^ 
Ya  es  la  hora^  señor  Presidente:  el  honorable  Diputa- 
do interpelante  ha  cedido  esa  hora  para  las  solicitudes 
particulares,  i  conviene  en  que  se  interrumpa  su  inter- 
pelación. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior,  conti- 
nuando),— ^Voi  a  concluir  en  breve,  señor,  i  prescin- 
diendo de  los  demás  razonamientos  del  señor  Diputado 
de  Chillan  i  del  señor  Urzúa  para  forzarme  a  contestar 
el  discurso  de  éste,  diré  solamente  que  Su  Señoría  avan- 
za otra  falsedad  cuando  asegura  que  yo  he  mandado 
hacer  la  entrega  del  ferrocarril  solamente^  por  los  certi- 
ficados de  pago.  El  decreto  supremo  que  manda  hacer 
la  entrega,  ordena  espresamente  que  al  inventariar  la 
línea  o  sus  obras,  se  haga  una  descripción  del  estado 
actual  en  que  se  hallan,  i  que  en  cuanto  a  sus  medicio- 
nes, se  refieran  a  las  que  se  anoten  en  los  certificados  de 
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pago  que  antes  haya  dado  el  injeniero  en  jefe.  Estoi 
seguro  de  esto  i  garantizo  la  verdad  de  esta  disposición 
aunque  no  tengo  el  decreto  a  la  vista^  pues  no  podríamos 
entrar  en  liquidación  sin  un  testimonio  del  estado  ac- 
tual de  la  obra,  por  mas  que  el  señor  interpelante  se 
ofrezca  a  sostener  ahora  que  el  decreto  de  entrega  no 
lo  dispone  así,  porque  en  cuanto  a  medidas  debemos  ^ 
atenemos  a  la  remensura  que  mandará  hacer  el  juez 
liquidador. 

No  sé,  a  la  verdad,  qué  concepto  formar  sobre  los 
errores  i  falsedades  que  a  cada  paso  propala  el  señor 
Diputado  por  Lontué,  sea  para  acusar  al  Gobierno  in- 
fractor de  la  Constitución,  sea  para  atacar  la  honradez 
de  los  fimcionarios  que  hemos  tomado  parte  en  este 
negocio,  sea  para  pretender  obligarme  a  hablar  cuando 
a  Su  Señoría  le  conviene,  i  no  cuando,  a  mi  juicio,  sea 
<  necesario.  No  comprendo  tampoco  el  fundamento  de 

la  indicación  del  honorable  Diputado  por  Chillan,  pa- 
ra que  se  suspenda  esta  discusión  hasta  que  yo  delibere 
si  hablo  o  no.  Ya  lo  he  dicho,  señor,  hablaré,  complace-  ( 

ré  al  Diputado  interpelante,  si  lo  creo  necesario.  Por  g 

ahora  me  atengo  a  la  respuesta  que  di  a  sus  interpela- 
ciones. Si  ella  no  le  satisface,  si  tampoco  cree  suñcien- 
te  las  esplicaciones  del  señor  Diputado  por  Santiago, 
proceda  como  guste,  que  por  lo  demás,  yo  creo  que 
todo  eso  es  mas  que  suficiente  para  ilustrar  el  juicio  de 
la  Cámara,  i  soi  dueño  de  juzgar  mas  adelante  sobre  si 
debo  molestar  otra  vez,  pidiéndole  permiso,  a  la  Hono- 
rable Cámara  para  volver  a  tomar  la  palabra. 

SESIÓN  DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  EN  l6 
DE  OCTUBRE   DE  1877 

i 

»  El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). ^^ — Pido 

la  palabra,  señor. 

'  Yo  desearla  que  todos  los  honorables  diputados  que 
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han  pretendido  tener  derecho  para  exijirme  que  con- 
teste en  un  momento  determinado,  como  la  Honorable 
Cámara,  se  persuadan  de  que  yo  no  me  he  negado  a  ha- 
blar i  de  que  después  de  haber  respondido  debidamen- 
te a  la  interpelación,  el  Ministro  es  dueño  de  escojer  la 
oportunidad  de  volver  al  debate.  No  puedo  hacerlo  a 
voluntad  de  los  señores  diputados  tanto  mas  cuanto 
que  el  honorable  Diputado  interpelante  ha  manifes- 
tado repetidas  veces  que  se  propone  hacer  ciertas  in- 
dicacioneSj  como  complemento  de  su  interpelación. 

No  quiere  comprender  el  honorable  Diputado  in- 
terpelante que  yo  no  tenia  necesidad  de  hacer  uso  de 
la  palabra  por  segunda  vez,  mientras  no  oyera  esas  in- 
dicaciones i  todos  los  cargos  nuevos  que  pudieran  ha- 
cérseme. 

Haga  el  honorable  Diputado  las  indicaciones  que 
tiene  qut;  hacer,  i  entonces  verá  si  el  Ministro  del  In- 
terior tiene  gusto  en  contestar  a  los  nuevos  cargos  i 
a  las  nuevas  observaciones. 

Pero  mientras  esto  no  suceda^  la  Cámara  i  el  hono- 
rable Diputado  convendrán  conmigo  en  que  el  Minis- 
tro ha  tenido  razón  para  decir  que  contestará  cuando 
lo  crea  conveniente.  Esto  es  todo  lo  que  he  dicho;  nada 
mas,  ni  nada  menos. 

El  señor  Presidente. — ^Lo  dicho  por  el  señor  Mi- 
nistro i  por  el  honorable  Diputado  por  Chillan  me  pa- 
rece que  es  lo  bastante  para  dar  por  terminado  el  inci- 
dente. 

Puede  hacer  uso  de  la  palabra  el  honorable  Dipu- 
tado por  Lontué. 

El  señor  Lastarria  {Ministro  del  Interior). — Antes 
de  pasar  adelante,  el  señor  Presidente  me  va  a  permitir 
hacer  una  rectificación. 

Aparece  en  la  versión  que  el  Diario  Oficial  da  de  la 
sesión  del  sábado  lo  que  voi  a  leer: 

^Entretanto,  el  señor  Ministro  en  su  contestación  a 
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mis  preguntas  ha  manifestado  que^  a  su  juicio,  dicho 

puente  (el  del  Claro)  se  ha  derrumbado  por  efecto  de  | 

la  crece  estraordinaria  del  rio. 

*Dice  el  señor  Urzúa: 

4iEl señor  Lasísima  (Ministro  del  Interior)*— ¿Cuán- 
*do  he  sostenido  eso,  señor  Diputado?  ] 

<(E1  señor  Urzíia.— Está  escrito  en  su  discurso  de  1 

íicontestacion  a  mis  preguntas,  I 

^El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior).  —  Há-  "I 

«tgame  el  favor  de  citar  mis  palabras.  .    ^ 

<íEl  señor  Urzúa  {continuando).— Voi  a  leerlas^  se-  I 

«ñor  Ministro.» 

En  seguida  el  honorable  Diputado  por  Lontué  lee 
una  parte  de  mi  consideración^  en  la  cual,  hablando  de 
los  perjuicios  causados  por  los  temporales  en  los  puen-  1 

tes  i  especialmente  en  el  del  Claro,  digo  que  de  las  in-  I 

dagaciones  hechas  con  el  objeto  de  tomar  medidas  ad- 
ministrativas, resulta  que  la  forma  de  este  puente  no 
parecía  adecuada  i  debia  ser  modificada. 

Presentado  el  incidente  en  la  forma  en  que  aparece 
x^edactadOj  no  se  por  quién,  mi  pregunta  al  señor  Ur-  | 

2Úa  habia  sido  absurda,  inmotivada.  Si  yo  le  interro-  , 

gué  con  estas  palabras: — -«¿Cuándo  he  sostenido  eso,  ' 

señor  Diputado  ?í>  Fué  porque  el  señor  Urzúa  decía,  no  • 

lo  que  aparece  en  la  declaración,  sino  lo  siguiente: 

«Entre  tanto,  el  señor  Ministro  en  su  contestación  a 
mis  preguntas,  ha  sostenido  que  es  el  Gobierno  el  que  debe 
cargar  con  los  perjuicios  causados  for  los  últimos  tempo- 
rales^. . 

Esta  suposición  era  mui  grave  i  me  imponía  una  I 

responsabiUdad.  Por  eso  le  interrumpí  de  ese  modo^  i  ij 

el  señor  Diputado  leyó  una  parte  de  mi  contestación 
anterior,  la  cual  no  confirma   lo  que  decia  Su  Señoría. 

Tal  es  la  rectificación  que  debo  hacer,  para  que  se  to-  *^ 

me  nota  en  el  acta  de  esta  sesión. 


~  496  ^ 

El  señor  Presidente- — ^No  hai  inconveniente  para 
que  se  tome  nota  de  la  rectificación  que  hace  el  señor 
Ministro. 

Puede  usar  de  la  palabra  el  honorable  Diputado 
por  Lontué, 

El  señor  Urzúa.^ — Antes  de  entrar  en  materia^  antes 
de  ocuparme  del  análisis  de  los  discursos  de  los  hono- 
rabies  señor  Ministro  del  Interior  i  señor  Barros 
Luco,  Diputado  por  Santiago,  cábeme,  señor  Presiden- 
te, el  honor  i  el  deber  de  eliminar  de  este  importante 
débate  los  incidentes  desgraciados  que  la  Honorable 
Cámara  ha  visto  surjir , „ 

En  la  Memoria  del  honorable  señor  Last arria  encuen- 
tro que  la  primera  sección  del  ferrocarril,  o  sea  de  Cu- 
rico  a  Linares,  mide  114  kilómetros  140  metros. 

Según  esta  misma  Memoria,  en  el  presente  año  se 
han  gastado  en  esta  sección,  en  cierros  de  la  línea,  34 
mil  7  pesos.  Para  completar  este  cierro,  según  la  mis- 
ma Memoria,  quedan  por  gastar  17^756  pesos,  lo  que 
da  un  valor  de  51 5763  pesos;  i  como  el  honorable 
señor  Altamirano,  en  su  Memoria  del  año  pasado,  nos 
dice  que  en  este  ramo  i  en  la  misma  sección  se  había 
gastado  un  65  por  ciento,  tenemos  que  el  valor  aproxi- 
mado  de  un  kilómetro  de  cierro  cuesta  1,000  pesos 
2oi  centavos. 

Piense  ahora  la  Honorable  Cámara  que,  para  el  efec- 
to del  cierro,  es  necesario  reducir  la  estension  de  la  lí- 
nea, puesto  que  la  parte  ocupada  por  los  puentes  i  por 
los  multiplicados  cortes  que  existen  en  esa  sección  no 
necesitan,  ni  se  les  ha  puesto  ningún  cierro. 

Las  barandas  de  los  puentes  i  la  barranca  de  los  cor^ 
tes  son  el  cierro  de  la  línea  en  los  puntos  en  que  exis- 
ten. 

La  parte  de  la  línea  ocupada  en  estaciones  tampocc 
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se  cierra  especialmente,  pues  se  cubre  con  los  cierros  de 
éstas. 

Por  consiguiente,  esta  circunstancia  hace  elevar  el 
precio  de  los  cierro  i  aun  tomando  en  cuenta  las  obser- 
vaciones del  señor  Barros  Luco,  la  cuadra  doble  de  cie- 
rro no  bajará  de  i6o  pesos,  o  sea  cada  cuadra  por  un 
solo  costado  de  la  línea,  8o  pesos. 

En  el  mismo  departamento  de  Lontué,  el  contratista, 
por  un  acto  de  distinción  con  un  hacendado,  ha  pagado 
a  éste  30  pesos  por  cuadra  de  pirca  sentada  la  piedra 
sobre  barro  con  paja,  de  dos  varas  de  alto;  todo  de  su- 
perior calidad. 

Es  preciso  notar  que  el  interés  del  hacendado  se  en- 
cuentra unido  al  del  Estado  en  cuanto  a  que  los  cierros 
sean  de  buena  calidad  i  bien  ejecutados,  pues  que  de 
otra  manera  no  se  evitará  de  los  perjuicios  que  le  oca- 
siona la  abertura  del  camino  de  fierro. 

Tenga  presente  la  Honorable  Cámara  que,  el  cierro 
que  se  ha  hecho  no  corresponde  a  su  objeto,  cual  es  el 
de  evitar  el  tráfico  de  los  ganados,  i  que  el  Estado  se 
verá  acosado  por  los  propietarios  para  que  cumpla  el 
deber  que  tiene,  de  hacer  im  cierro  que  sea  seguridad 
para  el  tráfico  i  para  las  propiedades. 

El  honorable  Diputado  por  Santiago,  tratando  de 
atenuar  la  importancia  de  estos  datos,  invocó  en  su 
apoyo  el  valor  de  algunos  cierros  de  la  línea  de  Santia- 
go a  Valparaíso. 

Por  mi  parte,  llamo  su  atención  al  precio  que  ha  pa- 
gado, por  razón  de  cierros,  la  empresa  del  ferrocarril  de 
Santiago  a  Curicó.  Esta  empresa  ha  pagado  40,  50  i 
hasta  60  pesos  por  cierros  de  pircas  de  superior  calidad, 
obligándose  al  constructor  a  conservar  el  cierro  perpe- 
tuamente. 

Note  la  Honorable  Cámara  que  esta  última  condi- 
ción es  mui  onerosa  i  es  ella  la  que  justifica  el  precio 
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que  se  ha  pagado,  el  que,  a  pesar  de  todo,  es  inferior  al 
pagado  en  el  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol  por  cierros  de 
alambres,  o  de  fosos,  sin  que  el  contratista  contraiga 
ninguna  responsabilidad  respecto  a  su  conservación. 

Pero  es  preciso  decirlo,  señor,  en  honor  de  la  verdad, 
que  eso  se  debe  al  celo  que  emplea  en  la  administración 
de  los  intereses  fiscales  el  superintendente,  señor  don 
José  Miguel  Ureta. 

Lo  gastado  en  el  ramo  de  cierros,  es  preciso  decirlo, 
señor,  bien  alto,  significa  derroche,  despilfarro  de  los 
bienes  nacionales. 

I  sobre  tan  grave  materia,  el  honorable  señor  Minis- 
tro del  Interior  no  ha  querido  dar  ninguna  esplicacion 
como  igualmente  sobre  muchos  otros  puntos,  asilán- 
dose en  lo  que  él  llama  situación  jurídica. 

¿Es  esto  soportable,  señor? 

No  quiero  hacer  ningún  comentario. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ¿Cuán- 
do he  hablado  de  cierros,  señor?  Qué  tiene  que  ver  lo 
que  yo  he  dicho  con  lo  que  está  diciendo  el  señor  Dipu- 
tado? 

El  señor  Urzúa. — ^En  su  discurso  que  está  publicado 
en  el  Diario  Oficial,  de  la  sesión  del  sábado,  dijo  Su 
Señoría  en  jeneral  que  no  refutaba  los  cargos  porque 
existia  una  situación  jurídica  mui  deücada. 

Si  Su  Señoría  no  retira  estas  palabras,  en  el  examen 
de  cada  cargo,  tendré  que  demostrar  que  Su  Señoría 
puede  dar  las  esplicaciones  que  tenga  a  bien,  sin  que 
en  nada  comprometa  los  intereses  del  Estado  en  juicios 
posteriores. 

El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior). — ^No  se 
puede  discutir  asi,  señor. 

Pasando  el  honorable  Diputado  por  Santiago  a  exa- 
minar las  causales  que  han  motivado  la  destrucción 
del  puente  del  rio  Claro,  cree  que  ella  es  debida  a 
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excesiva  crece  del  rio  i  a  los  pequeños  tramos  de  que 
se  componía.  Ha  llegado  hasta  creer  que  debió  for- 
marse algún  taco,  formado  a  consecuencia  de  los  pe- 
queños tramos,  por  los  árboles  que  arrastran  las  co- 
rrientes. En  comprobación,  nos  dice  que  el  puente  del 
Teño  se  construyó  con  grandes  tramos  i,  estando  sus 
machones  al  hilo  de  las  corrientes  de  las  aguas,  lo  que 
no  impidió  que  fuera  arrastrado  por  éstas. 

Tengo  ya  dicho,  señor,  que  la  causa  principal  de  la 
destrucción  del  puente  del  Claro  es  por  sus  malas  fun- 
daciones, ya  por  la  poca  profundidad  que  alcanzan 
bajo  la  superficie  del  lecho  del  rio,  ya  por  la  mala  eje- 
cución de  las  obras. 

Puedo  asegurar  a  la  Honorable  Cámara  que  no  se 
ha  formado  ningún  taco  entre  los  machones  del  puen- 
te con  el  testimonio  de  los  que  viven  allí  mismo,  en  la 
ribera  del  rio;  pues  en  el  mismo  lugar  en  que  se  encuen- 
tra ubicado  el  puente  existe  ima  faena  de  trabajadores 
i  comerciantes,  numerosas  casas  en  que  ellos  se  alber- 
gan i  que  casi  forman  una  población. 

Sepa  la  Honorable  Cámara  que  al  primer  aluvión 
quedaron  ofendidos  o  debilitados  los  machones  que 
han  caido  en  el  segundo  temporal.  I  tan  cierto  es  esto, 
que  el  contratista  en  el  tiempo  que  medió  entre  el  pri- 
mero i  el  segundo  temporal,  con  gran  actividad,  se  ocu- 
pó del  acarreo  de  grandes  piedras  de  cerro  que,  con  el 
ausiho  de  una  poderosa  grúa,  depositó  a  los  pies  de  los 
machones. 

Esto  prueba  hasta  la  evidencia  que  la  destrucción  del 
puente  del  Claro  no  es  efecto  de  un  accidente  instantá- 
neo, como  el  de  una  represa  formada  por  un  taco.  Ella 
se  ha  operado  lentamente  por  la  socavación  que  hicie- 
ron las  aguas  en  el  primer  temporal  i  que  completó  el 
segundo,  lo  que  demuestra  que  la  verdadera  causa^de 
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SU  destrucción  está  en  la  poca  profundidad  de  sus  íud- 
daciones. 

¿I  cómo  es,  dice  el  honorable  Diputado,  que  tam- 
bién ha  sucumbido  el  puente  del  Teño,  puente  de  lar- 
gos tramos  con  machones  de  mampostería  i  con  supers- 
tructura de  fierro,  puente  que  ha  construido  a  todo 
costo  i  sin  limitaciones?  En  primer  lugar,  señor,  el 
puente  de  grandes  tramos  del  rio  Teño  existe.  El  .puen- 
te que  ha  caido  es  uno  que  vulgarmente  se  llama 
Puente  Chico,  que  consta  de  un  solo  tramo. 

Lo  dije,  señor,  en  mi  primer  discurso,  i  lo  repetiré  aho- 
ra, la  causa  de  la  destrucción  del  puente  chico  del  Te- 
ño, es  de  la  poca  profundidad  de  sus  fundaciones.  No 
importa  que  éstas  sean  de  mampostería,  es  decir,  de 
cal  i  piedra  canteada;  tampoco  importa  que  la  supers- 
tructura sea  de  fierro  o  del  material  mas  sólido  que 
haya  en  el  mundo.  Por  sólidos  que  sean  los  materiales 
que  se  emplea  en  los  machones  i  en  la  superstructura 
de  un  puente,  caerán  siempre  i  por  siempre  al  impulso 
de  las  corrientes,  si  esos  machones  no  se  han  cimenta- 
do a  una  profundidad  bastante  bajo  el  lecho  de  los  ríos, 
hasta  alcanzar  un  terreno  ñrme,  resistente,  no  espues- 
to a  ser  socavado  por  las  aguas. 

He  visto  el  plano  del  puente  del  Teño,  formado  por 
un  injeniero,  que  hace  tiempo  se  ausentó  del  pais,  i,  se- 
gún él,  los  machones  del  puente  destruido  no  tienen 
bajo  el  lecho  del  rio  sino  de  doce  a  catorce  pies  de  pro- 
fundidad. 

Esa  profundidad  no  fué  bastante  para  alcanzar  el 
terreno  firme,  las  aguas  lo  socavaron,  i  hé  aquí  la  cau- 
sa de  la  destrucción  de  este  puente. 

No  invoque,  pues,  el  señor  Diputado  este  ejemplo 
para  justificar  la  fundación  de  los  puentes  dgl  Claro. 

En  testimonio  de  mis  aseveraciones,  presenté  a  la 
Honoarble  Cámara  un  artículo  publicado  en  La  Ov 
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nion  de  Talca  por  el  injeniero  de  Estado,  don  Emilio 
Gana, 

En  la  parte  sustancial  dice  lo  siguiente: 

«Sin  embargo,  no  estaba  de  mas  que  Ud.,  al  trascri- 
bir el  referido  artículo,  hubiera  agregado  que  cuando 
me  hice  cargó  de  ese  trabajo,  los  machones  del  puente 
que  han  caido  se  encontraban  en  una  altura  de  tres  a 
cuatro  metros,  mas  o  menos,  sobre  e!  nivel  del  agua,  i 
en  aquel  tiempo  cuando  el  señor  Barros  Grez  lo  visitó 
estaba  ya  por  concluirse,  presentaba  un  bello  aspecto, 
tanto  de  solidez  como  de  elegancia. 

«Asimismo  debia  recordar  Ud.  que  la  inspección  de 
las  obras  formales  i  serias  de  la  línea,  comenzaron  des- 
pués de  ciertas  notas  que  Ud.  debe  tener  mui  presen- 
tes j^ 

En  la  prensa  de  Talca  se  suscitó  un  debate  sobre  las 
causas  qv;e  hablan  producido  la  destrucción  de  los 
puentes,  i  el  injeniero  residente,  señor  don  Enrique 
Gore,  invocó  el  testimonio  de  los  injenieros  chilenos, 
para  atribuirla  a  la  excesiva  crece  de  los  rios. 

A  propósito  de  esto,  el  injeniero  asistente,  señor  don 
Emilio  Gana,  declinando  toda  responsabilidad  para  sí 
i  sus  compañeros  de  trabajo,  espuso  que  a  él  se  le  ha- 
bia  nombrado  para  inspeccionar  la  construcción  del 
puente  del  Claro,  cuando  los  machones  que  han  caido 
se  elevaban  a  tres  o  cuatro  metros  sobre  el  nivel  del 
agua;  i  que  solo  entonces  comenzó  «la  inspección  de  las 
obras  serias  i  formales»,  no  solo  en  el  presente,  sino  en 
todas  las  demás  construcciones  de  la  línea,  i  le  pide  que 
dé  publicidad  a  ciertas  notas  que  le  remitió  sobre  esta 
materia. 

La  Honorable  Cámara  ve  que  el  señor  Gana  asegura 
que  las  «obras  serias  i  formales»  en  la  construcción  del 
Claro,  principiaron  desde  que  se  estableció  su  vijilan- 
cia.  Las  fundaciones  del   puente  fueron  construidas 
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sin  ninguna  vijüancia  de  parte  dei  Estado,  pues  yo 
aseguro  que  el  señor  Vi  vaneo  ejerció  esta  vijüancia 
aun  después  del  señor  Gana, 

El  honorable  Diputado  por  Santiago  nos  decía: 
¿por  qué  el  señor  Gana  no  ejerció  la  importante  facul- 
tad que  le  da  el  contrato  en  su  art.  7,*^,  de  demoler 
i  reconstruir  a  costa  del  contratista  las  obras  que  ado- 
lezcan de  defectos  de  construcción?  Por  una  razón 
mui  sencilla,  señor,  porque  el  contrato  radica  esa  atri- 
bución en  el  injeniero  residente,  señor  Gore,  i  nó  en  el 
injeniero  asistente,  ausiliar,  señor  Gana. 

El  señor  Gana  cumplió  con  su  deber,  como  lo  esplica 
en  su  artículo,  con  dar  cuenta  a  su  jefe  inmediato,  el 
injeniero  residente,  señor  Gi>re. 

El  honorable  Diputado  por  Santiago,  en  varios  pa-  ^ 

sajes  de  su  discurso,  imputó  mala  fé  al  que  habla.  f. 

Por  mi  parte,  yo  no  le  devuelvo  acusación  por  acu- 
sación; pero  tengo  derecho  a  preguntarle:  ¿con  qué 
objeto  desnaturaliza  los  hechos  en  cuestión  tan  grave 
e  importante  como  la  que  discutimos? 

En  su  discurso,  que  tengo  a  la  vista,  nos  dice  que  el 
injeniero  señor  Gana  es  responsable  de  la  mala  ejecu- 
ción de  las  obras,  porque  tenia  en  sus  manos  los 
medios  de  correjirla  radicalmente. 

¿Se  ha  querido  con  esto  desacreditar  la  autoridad 
de  la  palabra  del  señor  Gana?  Si  esto  es  así,  la  Honora* 
ble  Cámara  no  podrá  menos  de  convenir  conmigo  que 
es im  recurso  redado. 

sesion  de  la  cámara  de  diputados  en   18 
de  octubre  de  1 877 

El  señor  Lastaeeia  (Ministro  del  Interior),— Des- 
pués que  el  honorable  Diputado  por  Santiago,  señor 
Barros  Luco^  ha  esphcado  tan  satisfactoriamente  1 
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conducta  de  la  administración  anterior  en  este  negocio 
i  después  de  mi  respuesta  a  las  interpelaciones  del  ho- 
norable Diputado  de  Lontué,  seria  inútil  prolongar  este 
debate,  si  este  señor  no  me  provocara  con  tanta  in- 
conveniencia a  tomar  de  nueyo  la  palabra,  i  sobre  to- 
do, si  no  insistiera  en  no  darse  por  satisfecho,  i  en 
obhgarme  a  modificar  mis  resoluciones,  como  lo  dice, 
según  sus  modos  de  veri  según  las  infundadas  aprecia- 
ciones  que  Su  Señoría  tiene  a  bien  hacer  de  las  obras, 
de  los  hechos  i  de  los  documentos  oficiales.  Si  tanto  nos 
habla  de  su  lealtad  i  del  desinterés  con  que  promovió 
este  debate,  ¿por  qué  da  a  nuestras  esplicaciones  un 
sentido  tan  contrario  al  que  una  lealtad  sincera  le  acon- 
sejaria? 

Después  que  el  honorable  señor  Barros  Luco  ha  de- 
mostrado que  no  son  fundadas  ni  verdaderas  las  con- 
tradicciones i  las  faltas  que  el  señor  Urzúa  atribuia  a  la 
administración,  todas  las  inducciones  arbitrarias  que 
le  hacian  sospechar  de  la  honradez  de  las  personas  que 
han  intervenido  en  este  asunto,  i  que  en  su  concepto, 
le  autorizaban  para  pedir  una  investigación,  este  señor 
tiene  que  ser  leal,  como  lo  ha  asegurado  i  prometido, 
i  no  puede  insistir  con  fundamento  en  sus  temerarias 
i  ofensivas  apreciaciones,  en  esos  datos  que  yo  he  cali- 
ficado de  falsos. 

El  señor  Urzúa  (interrumpiendo). — ^Señor  Ministro, 
suplico 

El  señor  Presidente. — Suplico  al  honorable  Dipu- 
tado por  Lontué  se  sirva  no  internunpir.  Su  Señoría 
reclamaba  cuando  hacia  uso  de  la  palabra,  de  las  inte- 
rrupciones   

El  señor  Urzúa. — Señor  Presidente,  hai  interrup- 
ciones de  interrupciones. 

El  señor  Presidente. — Todas  son  prohibidas  por 
el  Reglamento,  señor  Diputado 
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El  señor  Lastarria  (Ministro  del  Interior,  cofUi- 
nuando), — ¿Qué  otro  calificativo  merecen  las  declara- 
ciones que  ha  empleado  el  señor  Diputado  para  poner 
en  contradicción  las  Memorias  ministeriales  de  1876  i 
de  1877,  i  darse  el  gusto  de  convencernos  de  embuste- 
ros, a  mí  o  al  señor  Altamirano?  Para  no  fijarnos  sino 
en  las  acusaciones  que  el  señor  Barros  Luco  no  ha  con- 
testado, veamos  la  referente  a  cortes  i  terraplenes,  de 
que  acaba  de  hablar.  El  señor  Altamirano  dice  en  1876 
que  están  concluidos  los  de  la  segunda  sección,  i  el  se- 
ñor Urzúa  supone  que  el  actual  Ministro  dice  que  se 
han  invertido  en  esas  obras  once  mil  i  tantos  pesos  du- 
rante el  último  año,  i  esclama  sorprendido:  «¿Cuál  es  el 
Ministro  que  asevera  la  verdad?» 

Los  dos,  responderia  yo,  si  fuera  cierto  que  yo  hu- 
biese contradicho  al  señor  Altamirano.  Es  el  injeniero 
que  da  cuenta  de  los  gastos  hechosMesde  marzo  de  76 
a  marzo  de  77,  el  que  acusa  ese  gasto  de  once  mil  pesos 
en  cortes  i  terraplenes;  pero  esto  no  envuelve  una 
contradicción.  ¿No  sabe  el  honorable  Diputado  por 
Lontué,  que  tanto  ha  estudiado  i  consultado  para  ha- 
cerse perito  en  construcciones  de  ferrocarriles,  que  a 
pesar  de  estar  concluidos  los  cortes  i  terraplenes  de- 
mandan por  mucho  tiempo,  hasta  que  se  consolidan, 
reparaciones  necesarias,  como  rebajos  i  ensanches,  con 
trafuertes  o  refuerzos,  etc.?  ¿No  sabe  que  en  el  ferroca- 
rril de  Valparaíso,  a  pesar  de  estar  concluido  tantos 
años  ha,  se  están  reparando  siempre  los  terraplenes  i 
ensanchando  o  modificando  los  cortes?  ¿No  calcula 
que  una  suma  relativamente  pequeña,  como  es  la  de 
once  mil  pesos  en  un  año,  no  puede  haberse  invertido 
en  otra  cosa  que  en  estos  complementos,  i  que  ello  no 
autoriza  para  acusar  de  falsedad  al  Ministro  que  anun- 
ció que  estaban  concluidos  los  cortes  i  terraplenes? 
Yo  también  podria  preguntar,  a  mi  turno,  ¿quién  es  el 
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que  asevera  la  verdad,  el  señor  Diputado  que  nos  acu- 
sa de  embusteros^  o  yo  que  le  demuestro  que  no  existe 
la  contradicción  que  tan  arbitrariamente  supone? 

¡I  luego  declama  sobre  que  no  tengo  derecho  de  lla- 
mar falsas  i  temerarias  sus  apreciaciones!  Otro  tanto 
l>uedo  decir  sobre  la  contradicción  que  acusa  entre  la 
cantidad  que  indicaba  el  señor  Altamirano  como  nece- 
saria para  tenninar  el  ferrocarril  i  la  que  se  ha  inverti- 
do i  la  que  aun  se  necesita*  Si  lo  calculado  es  menor  que 
lo  invertido,  es  porque  se  ha  dado  mayor  ensanche  a 
los  trabajos^  i  porque  en  obra  de  esta  magnitud,  todo 
presupuesto  queda  siempre  abajo  de  lo  que  se  invierte 
en  su  ejecución.  Así,  con  esplicaciones  tan  obvias  co- 
mo ésta,  han  sido  resueltas  por  el  honorable  señor  Di- 
putado Barros  Luco  todas  las  demás  contradicciones 
que  acusa  el  honorable  interpelante;  pero  Su  Señoría 
no  se  satisface  i  sostiene  sus  falsas  apreciaciones,  como 
si  fueran  concluyen  tes,  i  no  solo  insiste  en  ellas,  sino 
que  insiste  en  creerse  autorizado  para  dudar  de  nues- 
tra honradez  i  ponerla  en  tela  de  juicio ^  para  acusarnos 
de  embusteros,  de  abandono  en  nuestros  deberes,  de 
infractores  de  las  leyes  i  de  la  Constitución,  i  para  obli- 
garme a  variar  mis  resoluciones  según  la  voluntad  i 
modos  de  ver  de  Su  Señoría,  irritándose  porque  sosten- 
go que  tan  estupendas  exijencias  solo  se  fundan  en  fal- 
sas apreciaciones.  Para  el  señor  Urzúa  el  hacer  todo  eso 
es  parlamentario,  i  es  ant i-parlamentario  el  decirle  que 
lo  hace. 

Vea,  por  ejemplOj  la  Honorable  Cámara  esta  otra 
apreciación  sobre  los  defectos  de  construcción  del 
puente  del  Claro,  en  que  insiste  el  señor  Diputado  para 
pedir  una  investigación,  a  pesar  de  lo  que  yo  i  mi  ho- 
norable amigo  hemos  respondido,  i  a  pesar  de  que,  co- 
mo lo  he  dicho,  le  he  rogado  encarecidamente  que  no 
traiga  a  la  Cámara  esta  cuestión  Htijiosa,  que  por  su 
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naturaleza  debería  ser  ventilada  en  el  juicio  de  liqui- 
dación. El  honorable  señor  Urzúa  prescinde  de  todo 
esto,  se  burla  de  que  se  diga  que  la  cuestión  es  litijiosa. 
Lo  acaba  de  oir  la  Cámara:  el  honorable  señor  Dipu- 
tado recuerda  que  en  el  contrato  se  estipula  el  modo  de 
dirimir  las  cuestiones  que  ocurran  entre  el  contratista 
i  los  injenieros  del  Gobierno  sobre  la  calidad  de  los  ma- 
teriales i  sobre  los  defectos  de  las  construcciones;  i 
quiere  que  hoi  apliquemos  esta  estipulación  para  resol- 
ver si  hai  o  no  defectos  de  construcción.  Pero  no  ad- 
vierte el  señor  Diputado  que  esa  estipulación,  que  se 
aplicó  en  el  caso  del  Pergüin  que  él  ha  citado^  como  en 
otros  muchos  que  yo  podría  citarle,  no  tiene  aplicación 
hoi  que  el  contrato  ha  caducado  i  que  el  negocio  se  ha 
puesto  en  liquidación ^  para  que  la  justicia  resuelva  to- 
dos estos  puntos,  así  como  el  relativo  a  la  remensura, 
la  cual,  por  lo  mismo  que  se  sujetó  a  compromiso  por 
escritura  púbhca,  es  una  cuestión  jurídica.  Entreíanto, 
el  honorable  señor  Diputado  no  solamente  acusa  por 
los  defectos  de  construcción  a  los  injenieros  del  Estado 
sino  también  al  mismo  señor  Altamirano^  Ministro  del 
Interior.  Según  el  honorable  señor  Diputado,  todos 
estos  funcionarios  son  conniventes  con  el  contratista, 
én  los  fraudes  que  se  han  cometido  en  las  construccio- 
nes de  la  via.  Si  fuera  así,  ¿qué  derecho  podria ejercitar 
el  Gobierno  contra  el  contratista  en  el  juicio  de  liqui- 
dación, a  propósito  de  los  defectos  de  construcción, 
cuando  el  contratista  podria  responder  que  tanto  sus 
materiales  como  sus  construcciones,  hablan  sido  apro- 
badas por  el  Ministro  i  los  injenieros? 

I  en  efecto,  señor ,  yo  no  le  niego  al  honorable  señor 
Diputado  que  los  injenieros  Vivan co  i  Gana  hicieron 
algunos  denuncios,  i  me  lo  asegura  así  el  injeniero  Go- 
re,  pasándome  copias  de  las  cartas  de  aquéllos-  pero  al 
mismo  tiempo  me  dice,  que  examinados  los  materia 
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que  se  empleaban  en  los  albañales  del  camino  del  Tra- 
piche, a  que  se  refirió  uno  de  aquellos  denuncios,  elinje- 
niero  en  jefe  declaró  que  eran  completamente  buenps; 
i  que  el  empleo  de  piedra  redonda  en  otras  obras  fué  re- 
chazado, al  mismo  tiempo  que  el  señor  Alt amirano,  en 
su  visita  aprobó  otros  materiales  denunciados,  con  la 
asesoría  de  los  injenieros,  comolo  dice  en  la  nota  que  el 
honorable  señor  Diputado  acaba  de  leer,  para  hacerle 
un  cargo  por  eso,  como  si  la  Cámara  hubiese  de  atener- 
se al  juicio  pericial  del  señor  Diputado,  i  nó  al  de  los  in- 
jenieros que  consultó  el  señor  Alt  amirano. 

Resultaría,  pues,  de  todo  lo  dicho,  que  si  el  honora- 
ble señor  Diputado  pudiera  probar  en  la  investigación 
que  solicita,  que  son  los  injenieros  los  culpables,  el  con- 
tratista seria  escusado  i  la  Cámara  no  podría  formar 
juicio,  como  el  que  puede  formar  el  juez  liquidador  so- 
bre la  exactitud  de  estos  hechos  i  su  influencia  en  las 
construcciones.  El  honorable  señor  Diputado  quiere 
eludir  este  peügro,  asegurándonos  ahora,  que  él  no 
acusa  a  los  injenieros  del  Estado,  i  sin  embargo,  insiste 
en  que  la  Cámara  proceda  a  indagar  si  ha  habido  de- 
fectos en  la  construcción,  i  como  para  desarmar  al 
Gobierno  en  el  juicio  de  liquidación,  se  avanza  hasta 
acusar  terminantemente  a  uno  de  los  injenieros  del 
Gobierno  diciendo  que: 

«Es  de  lamentar  que  el  injeniero  residente,  con  cono- 
cimiento oficial  de  todos  estos  abusos,  no  ejercitara  las 
atribuciones  que  le  confiere  el  contrato  para  demoler  i 
reconstruir  estas  obras  a  costa  del  contratista.» 

¿Se  propone  acaso  el  señor  Urzúa,  al  inculpar  de  este 
modo  al  injeniero,  impedir  que  el  Gobierno  haga  uso 
del  derecho  que  el  contrato  le  daria,  en  caso  de  haber 
defectos  de  construcción,  para  imputarlos  al  contra- 
tista? Si  la  Cámara  aceptase  esta  acusación  i  procedie- 
ra a  investigar  de  modo  que  el  señor  interpelante  pu- 
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diera  comprobar  con  los  datos  que  dice  tener,  que  la 
culpa  es  del  injeniero  residente,  ¿en  qué  situación  que- 
daría  el  Gobierno  en  el  juicio  de  liquidación,  para  ven- 
tilar la  cuestión  ? 

El  señor  UrzÚa  {intermmpiendo). — I  nada  ha  dicho 
Su  Señoría  del  puente  del  Huaiquillo. 

El  señor  Presidente, —Suplico  al  honorable  Dipu- 
tado que  no  interrumpa. 

El  señorLASTARRiA  (Ministro  del  Inteñor^  continuan- 
do).-— La  avenida  hirió  uno  de  los  machones  del  puente 
del  Huaiquilio,  Dice  el  señor  Diputado  que  no  fué  la 
avenida,  sino  la  mala  construcción  del  puente.  Lo  ve- 
remos, señor.  Cuando  se  entre  al  juicio  de  liquidación, 
¿cree  el  honorable  Diputado  que  vamos  a  abandonar 
los  daños  i  perjuicios  sufridos  en  la  línea?  Nó,  señore- 
en un  caso  procedí  como  Ministro  para  tomar  medidas 
administrativas;  en  el  otro  procederé  como  litigante 
para  reclamar  justicia  a  nombre  del  Fisco. 

No  sé  si  la  Cámara  comprenderá  esto  que  no  ha  que- 
rido comprender  el  honorable  Diputado. 

Ya  ve  la  Cámara  que  este  es  un  punto  de  la  mayor 
gravedad,  i  sin  embargo,  recordará  que  el  señor  Urzúa, 
al  hablar  de  datos  i  de  documentos  para  creerse  auto- 
rizado a  avanzar  la  acusación  que  hace  al  injeniero  resi- 
dente respecto  de  la  construcción  de  los  machones  del 
puente  del  Claro,  no  tiene  en  suma  sino  una  simple  ter- 
jiversacion  que  hace  de  las  palabras  de  una  carta  del 
injeniero  señor  Gana.  Véalo  la  Cámara,  El  señor  Urzúa 
tarja  en  su  disciirso  estas  palabras  de  la  carta  del  señor 
Gana,  al  injeniero  Gore,  que  leyó  íntegra: 

<Sin  embargo^  no  estaba  de  mas  que  Ud,^  al  trascribir 
el  referido  articulo^  htibiera  agregado  que  cuando  me  hice 
cargo  de  ese  trabajo^  los  machones  del  puente  que  han 
caído,  se  encontraban  en  una  altura  de  tres  a  cuatro  me- 
tros ^  mas  o  menos ^  sobre  el  nivel  del  agua,  i  en  aquel  tiem 
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pOy  cuando  el  señor  Barros  Grez  lo  visitó,  estaba  ya  por 
concluirse  i  presentaba  un  bello  aspecto^  tanto  de  solidez 
como  de  elegancia. 

asimismo  debia  recordar  Ud.  que  la  inspección  de  las 
obras  formales  i  serias  de  la  línea,  comenzó  después  de 
ciertas  notas  que  Ud.  debe  tener  mui  presentes.^ 

El  señor  Urzúa  agrega  a  renglón  seguido  esta  pará- 
frasis de  las  palabras  del  señor  Gana: 

«La  Honorable  Cámara  tendrá  presente  que  el  señor 
Gana,  injeniero  del  Estado  para  vijilar  las  construc- 
ciones de  la  primera  sección,  añrma  de  un  modo  cate- 
górico que  las  obras  serias  i  formales  en  la  construcción 
del  puente  que  existe  sobre  el  rio  Claro,  comenzaron 
cuando  sus  fundaciones  se  elevaban  a  tres  o  cuatro 
metros  sobre  la  superficie  del  agua,  lo  que  equivale 
a  decir  implícitamente  que  las  obras  inferiores,  o  sea, 
que  las  fundaciones  del  puente,  son  defectuosas  o  irre- 
gulares.» 

¿Hai  conexión,  hai  siquiera  relación  entre  las  pala- 
bras del  injeniero  i  las  que  le  supone  el  señor  Urzúa? 
El  injeniero  establece  por  separado  estos  dos  hechos: 
i.^  que  él  se  hizo  cargo  del  puente  del  Claro  cuando  los 
machones  que  han  caido  se  encontraban  en  una  altura 
de  tres  a  cuatro  metros,  mas  o  menos,  sobre  el  nivel 
del  agua;  2P  que  la  inspección  de  las  obras  formales  i 
serias  de  la  línea,  (i  no  del  puente)  comenzó  después 
de  ciertas  notas. 

Sin  embargo,  el  señor  Diputado  de  Lontué  le  supone 
que  afirma  de  un  modo  categórico  que  las  obras  serias  i 
formales  en  la  construcción  del  puente  que  existe  sobre 
el  rio  Claro,  (i  no  la  inspección  de  las  obras  de  la  línea, 
como  dice  el  injeniero)  comenzaron  cuando  las  fun- 
daciones del  puente  se  elevaban  a  tres  o  cuatro  me- 
tros sobre  la  superñcie  del  agua. 

i  Con  qué  ñn  se  hace  esta  terjiversacion  tan  brusca? 
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Para  suponer  que  lo  que  se  le  hace  decir  al  injeniero 
equivale  a  decir  impUcitamente  que  las  obras  inferiores, 
o  sea^  que  las  fundaciones  del  puente  son  defectuosas  e 
irregulares-  I  sobre  lo  implícito  que  contiene  este  tor- 
niscón ^  teje  el  señor  Diputado  toda  su  argumentación 
para  convencer  a  la  Cámara  de  que  el  injeniero  de  Go- 
bierno, señor  Gore,  es  quien  tiene  la  culpa  de  los  defec- 
tos de  construcción  del  puente.del  rio  Claro. 

Si  las  palabras  del  injeniero  Gana  incluyeron  implí- 
citamente tal  acusación^  ese  injeniero,  como  lo  observí-ó 
el  señor  Diputado  por  Santiago,  habría  faltado  a  su 
deber  con  no  denimciar  el  hecho  oportunamente,  i  no 
es  posible  suponerle  semejante  falta. 

En  presencia  de  esta  terjiversacion  que  hace  el  señor 
Diputado,  asegurándonos  su  lealtad ,  se  comprende 
que  su  ánimo  está  dominado  por  una  preocupación  que 
le  impide  apreciar  la  verdad  de  los  hechos  i  de  los  docu- 
mentos oficiales,  i  que  le  sujiere  razonamientos  verda- 
deramente estraños  e  incalificables,  como  dijo  el  ho- 
norable señor  Diputado  por  Santiago.  Tales  son,  por 
ejemplo,  todos  los  que  ha  empleado  para  refutar  las 
sencillas  respuestas  que  di  a  sus  interpelaciones. 

Una  de  mis  respuestas  fué  que  el  Gobierno  tenia  fa- 
cultad de  hacer  alteraciones  o  agí  egaciones  en  la  cons- 
trucción del  ferrocarril  de  Angol,  en  virtud  de  la  lei  de 
72,  de  los  arts.  3.^  i  4  «  del  contrato,  i  del  derecho 
civil,  que  reconoce  en  el  que  encarga  la  confección  de 
una  obra  material  la  facultad  de  hacer  agregaciones  o 
modificaciones. 

El  honorable  señor  Diputado  arguye  triunfalmente 
que  si  es  cierto  que  el  contrato  confiere  al  Gobierno  tal 
facultad,  las  variaciones  que  éste  introduzca  no  pue- 
den ser  otras  que  aquellas  accidentales  o  accesorias  que 
la  esperiencia  aconseje,  i  que  esas  variaciones  no  pu*^- 
den  redundar  en  beneficio  del  contratista,  «porquf' 
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contrarío  hasta  a  las  reglas  del  buen  sentido  pensar  j 

que  el  Congreso  hubiera  autorizado  al  Ejecutivo  para  i 

introducir  variaciones  que  consultaran  los  intereses  del  I 

contratista  i  sacrificaran  los  del  pais».  | 

¡I  por  qué  da  el  señor  Diputado  al  art.  4.^  del 
contrato  una  intelijencia  restrictiva  que  no  le  han  da- 
do las  partes  contratantes,  i  que  aun  en  caso  de  duda 
sobre  su  tenor^  debería  entenderse  con  arreglo  al  dere- 
cho civil j  que  no  limita  la  facultad  de  que  se  trata  a 
variaciones  accidentales  o  accesorias? 

¿I  por  qué  el  señor  Diputado  acusa  al  Gobierno  de  | 

haber  introducido  variaciones  en  beneficio  del  contra-  ^ 

tista,    sacrificando  los  intereses  del  pais,  cuando  sabe  ' 

que  el  contratista,  creyéndose  perjudicado,  entabla  1 

reclamación  jurídica  para  que  se  le  indemnice  la  pér- 
dida que  dice  le  ocasionan  las  variaciones  introducidas 
en  los  puentes  grandes?  ¿No  ha  leido  el  escrito  del  con- 
tratista fecha  7  de  mayo  último,  pubücado  en  un  cua- 
derno que  tanto  ha  manejado  el  señor  Diputado  en 
esta  discusión?  ¿No  ha  oido  al  honorable  , Diputado 
señor  Hurtado  hacer  aquí  una  rectificación  con  el  ob- 
jeto preciso  de  mantener  el  derecho  de  llevar  adelante 
aquella  reclamación?  ¿Cuál  es  entonces  la  variación 
introducida  para  consultar  los  intereses  del  contratis- 
ta i  sacrificar  los  del  pais  ? 

Pero  el  señor  Diputado  por  Lontué  presenta  en  apo- 
yo de  estas  temerarias  apreciaciones  el  párrafo  de  mi 
Esposicion  de  6  de  febrero,  en  que  digo  que  el  Gobier- 
no no  tiene  obHgacion  de  admitir  los  puentes  proviso- 
rios; i  por  una  aberración  inespHcable,  concluye  que — 
«si  no  hai  obligación,  es  claro  que  el  Gobierno  ha  care- 
cido de  facultades  para  autorizar  la  construcción  de 
esos  puentes  provisorios».  ¿Qué  tienen  éstos  que  ver 
con  la  facultad  del  Gobierno  para  hacer  variaciones  en 
la  construcción? 

I 
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Es  esta  otra  terjiversacion  que  se  ha  escapado  a  la 
lealtad  del  señor  Diputado.  En  ningún  pasaje  de  mi 
esposicion  confundo  yo  los  puentes  provisorios,  que  el 
contratista  fabricó  para  facilitar  la  construcción  de  la 
línea,  los  cuales  son  los  que  fuí  a  examinar  en  enero  i  a 
los  cuales  me  referí  en  el  párrafo  citado,  diciendo  que 
no  habia  obligación  de  admitirlos,  con  los  puentes  que 
debian  construirse,  primero  de  albañileríai  que  se  va- 
riaron después  con  superstructura  de  fierro,  i  última- 
mente por  de  madera  i  permanentes,  sobre  el  Lontué, 
Maule,  Achihueno,  Nuble,  Laja  i  Bio-Bio.  Con  toda 
claridad  hago  notar  a  cada  paso  la  diferencia  de  unos  i 
otros,  i  especialmente  el  párrafo  que  me  toma  el  señor 
Urzúa  en  apoyo  de  su  temeraria  acusación,  está  en  la 
parte  que  ya  leí  a  la  Cámara  en  mi  discurso  anterior, 
para  darle  cuenta  de  las  variaciones  que  el  Gobierno 
habia  acordadohacer  sobre  los  puentes  de  los  rios  nom- 
brados i  del  Longaví  i  Perquilauquen,  sin  mezclar  en 
esto  para  nada  los  puentes  provisionales  que  se  decla- 
raron inadmisibles. 

¿Con  qué  lealtad,  entonces,  con  qué  lójica,  con  qué 
justicia  el  señor  Diputado  me  supone  que  el  dar  cuenta 
de  las  variaciones  introducidas  por  el  Gobierno  en  esos 
seis  puentes  de  los  grandes  rios,  he  tratado  de  los  puen- 
tes provisionales  hechos  por  el  contratista  para  facili- 
tar su  trabajo,  i  que  al  declarar  que  no  habia  obliga- 
ción de  admitir  estos  últimos,  como  lo  solicitaba  el  con- 
tratista para  facilitar  su  trabajo,  i  que  al  declarar  que 
no  habia  obligación  de  admitir  estos  últimos,  como  lo 
solicitaba  el  contratista,  he  reconocido  que  el  Gobierno 
ha  carecido  de  facultad  para  autorizar  su  construcción? 
¿De  dónde  deduce  que  ha  habido  necesidad  de  autori- 
zar al  contratista  para  que  haga  sus  puentes  pro\dsio- 
nales?  ¿Necesita  suponerlo  así,  para  acusar  al  Gobi**!"- 
no  de  que  autoriííó  variaciones  favorables  a  los  intei 
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ses  del  contratista  i  contrarias  a  los  del  pais?  ¿Con 
semejantes  datos  se  ha  imajinado  el  señor  Diputado  po- 
ner en  conflictos  mi  honor,  como  lo  ha  dicho  con  jac- 
tancia, i  atacar  la  honorabilidad  i  honradez  de  la  ad- 
ministración Errázuriz?  I  luego  declama  con  todas 
sus  fuerzas,  negando  que  yo  tenga  derecho  para  acu- 
sar de  falsos  estos  datos! 

Mas  el  señor  Diputado,  declarando  que  sus  supo- 
siciones son  de  una  evidencia  incontestable,  ataca  to- 
davía como  inconstitucional  la  facultad  que  el  Gobier- 
no tiene  de  introducir  variaciones  en  la  construcción, 
según  el  contrato  i  según  el  derecho  civil.  No  lo  seguiré 
en  su  escursion  constitucional,  porque  no  es  estraño 
que  tenga  también  su  modo  especial  de  entender  la 
Constitución  para  sostener  que,  siendo  el  Presidente 
de  la  República  el  que  debe  ejecutar  las  leyes,  solo  pue- 
de hacerlo  por  decretos  i  reglamentos,  i  no  puede  un 
Ministro,  obrando  a  nombre  de  aquél  i  como  ejecutor 
de  una  obra  pública,  dar  una  orden  o  hacer  una  preven- 
ción al  constructor,  que  no  sea  por  decretos  en  regla. 

¿Qué  estraño  es  que  el  señor  Diputado  entienda  de 
ese  modo  la  Constitución,  cuando  insiste  en  entender 
que  se  contrató  la  construcción  de  un  ferrocarril  de  do- 
ble via,  o  de  puentes  de  doble  via  a  pesar  de  haberle 
demostrado  lo  contrario  con  la  letra  misma  de  las  pro- 
puestas i  del  contrato?  ¿I  sabe  la  Cámara  en  qué  se 
funda  para  entender  a  su  modo  el  contrato?  En  que 
los  señores  Ministros  del  Interior  i  de  Hacienda  de 
la  administración  del  señor  Errázuriz  reconocieron  va- 
rias veces  que  seria  de  gran  conveniencia  que  la  cons- 
trucción de  los  puentes  fuese  calculada  para  agregarle 
otra  via  para  pasajeros,  o  que  tuviera  una  superstruc- 
tura adecuada  para  el  tráfico  de  a  pié  o  de  a  caballo, 
como  en  efecto  la  tienen  todos  los  que  se  han  hecho 
de  sistema  misto  o  de  arcos.  El  señor  Diputado  apela 
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a  estas  miras  de  los  Ministros  para  dar  al  contrato  una 
intelijencia  que  no  le  dan  los  contratantes,  i  que  no  . 

cabe  ni  en  la  letra  de  las  propuestas  ni  en  la  del  pacto  - 

escriturado. 

Esto  es  cuanto  a  las  facultades  o  derechos  que  el  Go- 
bierno tiene  como  contratista,  i  que  el  señor  Diputado 
quiere  que  sean,  no  conforme  al  contrato  i  con  arreglo 
al  derecho  civil,  sino  conforme  a  su  manera  de  apre- 
ciar. En  cuanto,  a  las  razones  que  el  Gobierno  tuvo 
para  hacer  variaciones  en  seis  puentes,  tampoco  quie- 
re aceptarlas  el  honorable  señor  Diputado,  i  persiste 
en  sostener  el  falso  dato  de  que  aquellas  variacio- 
nes fueron  adoptadas  para  todos  los  puentes  de  la  línea. 

Dije  que  esas  razones  habian  tenido  su  fundamento 
en  necesidades  de  seguridad,  de  economía  en  los  gastos 
i  de  urjencia  para  la  terminación  del  camino.  El  hono- 
rable señor  Barros  Luco  ha  recordado  que  la  determi- 
nación tomada  en  setiembre  de  1873  para  hacer  con 
superstructura  de  ñerro  los  seis  puentes  grandes,  i  no 
todos  los  puentes  de  la  línea,  tuvo  orí  jen  en  el  desastre 
que  entonces  sufrió  el  del  Claro  de  la  línea  de  ChiUan, 
el  cual  era  de  albañilería  i  de  arco,  forma  que  se  habia 
adoptado  para  aquéllos.  El  Gobierno,  después  de 
haber  consultado  a  los  injenieros  i  a  los  constructores, 
adoptó  la  variación  para  dichos  puentes,  a  fin  de  con- 
sultar la  seguridad,  aunque  la  superstructura  de  fierro, 
en  lugar  de  los  arcos,  aumentaba  mucho  el  costo.  Des- 
pués, atendiendo  a  la  necesidad  de  poner  cuanto  antes 
la  línea  en  estado  de  que  las  provincias  del  sur,  que  y^L 
habian  comenzado  a  traficaría,  pudieran  sacar  todo  el 
provecho  que  esperaban  de  este  tráfico;  i  calculando 
que  el  estado  del  Erario  no  permitía  hacer  con  la  urjen- 
cia debida  los  seis  puentes  de  fierro,  acordó  que  se  hi- 
cieran de  madera  con  carácter  permanente,  mientras 
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era  posible  proceder  sin  apuros,  a  la  construcción  de 
fierro. 
s  El  honorable  Diputado  de  Lontué  sabe    que  esta 

^-  historia  de  las  variaciones  introducidas  en  la  construc- 

ción de  aquellos  puentes  es  fidedigna.  La  ha  hallado  tes- 
tualmente  apoyada  en  la  nota  de  23  de  setiembre  de 
1873,  que  ha  leido  i  en  la  cual  se  ordena  aquella  varia- 
ción únicamente  para  dichos  puentes,  en  la  esposicion 
que  hice  al  Presidente  en  6  de  febrero,  i  en  la  fiel  narra- 
ción que  hice  aquí  en  mi  contestación  a  sus  interpela- 
ciones. Sabe  por  aquella  nota,  por  mi  esposicion  i  por 
mis  afirmaciones,  que  están  apoyadas  en  las  notas  del 
injeniero  Poisson  de  14  i  de  27  de  noviembre  de  1876, 
que  solo  se  trataba  de  hacer  esta  variación  en  los  puen- 
tes de  Lontué,  Maule,  Achihueno,  Nuble,  Laja  i*  Bio- 
j  Bio;  pues  aunque  al  principio   fueran   comprendidos 

y  también  los  de  Longaví  i  Perquilauquen,  por  acuerdo 

^  posterior,  convino  el  constructor  en  hacerlos  de  siste- 

•  ma  misto,  como  el  del  Huaiquillo,  según  aparece  de  es- 

tas notas. 

El  señor  Diputado  sabe  todavía  mas,  como  todos  los 
que  hayan  leido  mi  esposicion  del  6  i  mi  nota  del  15  de 
febrero,  esto  es,  que  opiné  primeramente,  i  que  después 
ordené  i  resolví,  de  acuerdo  con  el  Presidente  de  la  Re- 
púbhca,  que  todos  los  demás  puentes  i  los  grandes  que 
aun  no  se  habían  hecho  de  madera  permanentes,  fuesen 
\  construidos  de  albañilería  i  de  sistema  misto.  Tales  son 

[  los  hechos  establecidos  por  los  documentos  oficiales. 

En  hora  buena.  Sin  embargo,  el  señor  Urzúa  ha  ve- 
nido aquí,  en  la  sesión  del  dia  6  i  en  la  del  16,  a  tratar 
de  demostrar  que  el  señor  Altamirano  no  consultó  la 
economía,  al  disponer  que  todos  los  puentes,  dice  (i 
no  solamente  los  grandes),  se  hicieran  de  madera  con 
_  carácter  permanente,  como  si  no  supiera  que  esta  va- 

^  riacion  se  fundó  mas  en  la  necesidad  de  la  urjencia  que 
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en  la  de  economías,  i  que  ella  se  limitó  solo  a  seis  puen- 
tes. ¿I  sabe  la  Cámara  cómo  lo  demostró?  Comparando 
el  costo  de  puentes  de  albañilería  con  el  de  madera  en 
los  demás  nos;  i  como  en  todos  ellos  es  mayor  el  costo 
de  los  puentes  de  albañilería  i  solamente  en  el  Malleco 
baja  el  exceso  a  cinco  mil  pesos,  declamó  sobre  esta 
diferencia  insignificante,  para  probarnos  que  no  es  eco- 
nómico adoptar  para  estos  ríos  los  puentes  de  madera, 
i  para  pedir,  dijo,  «al  Poder  Ejecutivo  que  exija  del  con- 
tratista el  cumplimiento  de  su  obligación,  de  hacer 
puentes  de  mampostería  o  albañilería».  ¿A  qué  condu- 
ce todo  esto,  cuando  la  mayor  parte  de  estos  puentes 
de  la  comparación  no  son  aquellos  a  que  se  ajustó  la 
disposición  del  señor  Altamirano,  i  cuando  precisa- 
mente todos  estos  puentes  comparados  deben  hacerse 
de  albañilería,  según  el  contrato,  que  no  alteró  el  señor 
Altamirano,  i  según  las  últimas  determinaciones?  De 
modo  que  el  señor  Urzúa  viene  a  pedir  que  se  haga  lo  Á 

que  jamas  fué  alterado  ni  variado,  i  viene  a  exijirlo  ~^ 

cuando  el  contrato  está  ya  caducado  i  puesto  en  liqui- 
dación, i  de  consiguiente  cuando  es  el  juez  liquidador 
el  que  debe  resolver  si  es  o  nó  el  contratista  el  que  res- 
ponde de  la  falta  de  cumplimiento  en  esta  parte  del 
contrato. 

¿Es  esto  serio,  señor?  ¿Cómo  incurre  el  señor  Dipu- 
tado, en  estas  terj  i  versaciones,  cuando  los  documentos 
oficiales  de  que  se  vale  le  demuestran:  i.^  que  la  deter- 
minación de  hacer  puentes  de  madera  con  carácter  per- 
manente, adoptada  por  la  urj  encía,  no  se  ha  llevado  a 
efecto  sino  en  el  Maule,  Putagan  i  Laja,  habiéndose 
principiado  apenas  en  el  Bio-Bio;  2P  que  han  sido  de- 
sechados todos  los  puentes  de  madera  que  pro\asio- 
nalmente  había  hecho  el  constructor  para  trabajar  la 
línea,  i  que  pedia  se  le  admitieran;  3.0  que  qstá  termi- 
nantemente fundada  en  mi  esposicipn  la  conveniencia 
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de  que  éstos  i  todos  los  demás  puentes,  sin  escepcion, 
se  construyan  de  albañilería  i  de  sistema  misto,  i  que, 
a  virtud  de  esto,  el  Gobierno  lo  dispuso  así,  dando  las 
órdenes  del  caso  en  mi  nota  de  15  de  febrero  al  injenie- 
ro  en  jefe? 

¿Cómo  pueden  esplicarse  estas  confusiones  que  intro- 
duce en  los  hechos  i  en  los  documentos  oficiales 
el  señor  Diputado?  Todavía  mas.  ¿Cómo  se  esplica 
que,  tratando  de  probar  que  el  Gobierno  no  ha  consul- 
tado la  economía,  al  adoptar  los  puentes  de  madera 
permanentes  solo  para  los  grandes  rios,  mientras  se  ha- 
cían los  definitivos,  me  acuse  a  mí  de  haber  invertido 
en  este  año  tan  solamente  trescientos  i  tantos  mil  pesos 
en  estaciones,  casas  i  cierros  i  mas  de  medio  millón  en 
equipo,  según  mi  propio  testimonio  en  mi  Memoria, 
presentada  al  Congreso  en  junio  último? 

Señor,  en  mi  Memoria  no  he  dicho  una  sola  palabra 
sobre  esto,  ni  he  espuesto  bajo  mi  firma  i  responsabili- 
dad los  datos  del  injeniero  Poisson.  En  el  informe  de 
éste  que  aparece  como  anexo,  bajo  la  letra  D,  se  hace 
una  enumeración  de  los  trabajos  en  el  ferrocarril  de 
Angol  desde  el  tP  de  marzo  de  1876  hasta  igual  fecha 
de  este  año.  De  allí  ha  sacado  el  señor  Diputado  las 
cifras  que  me  atribuye  a  mí,  afirmando  repetidas  veces 
que  yo  he  invertido  tales  sumas  en  este  año  de  77,  cuan- 
do la  inversión  no  corresponde  sino  a  dos  meses  de  este 
año.  Pero  ¿qué  tiene  que  hacer  tampoco  esa  inversión 
del  año  76  con  la  medida  adoptada  en  1873,  para  hacer 
de  madera  con  carácter  permanente  los  seis  puentes 
grandes?  La  única  relación  que  puede  haber  es  la  de 
que  aquella  medida  se  tomara  precisamente  en  previ- 
sión de  que  habia  que  pagar  el  equipo  encargado  i  ha- 
f^  cer  otros  gastos  indispensables,  de  modo  que  el  argu- 

mento del  señor  Diputado  no  tendría  valor  alguno 
para  acusar  al  Gobierno  de  no  haber  consultado  la  eco- 


í 
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s  madera  I 

s  hechos-  i 


nomía,  cuando  tomó  la  resohicion  de  hacer  de 
aquellos  puentes. 

Sobre  todas  estas  falsas  apreciaciones  de  los  hechos, 
de  los  documentos  públicos  i  de  las  medidas  adminis- 
trativas, se  funda  el  señor  Diputado  para  pedir  una 
investigación,  a  fin  de  saber  si  los  fondos  votados  por 
el  Congreso  para  la  construcción  del  ferrocarril  de  An- 
gol  se  han  invertido  con  honradez  i  acierto.  Ya  hedicho 
que  ateniéndome  a  aquellos  hechos  i  documentos,  que  ' 

entiendo  en  el  sentido  que  verdaderamente  tienen,  no 
me  atrevería  yo  a  intentarla;  pero  que,  a  mi  juicio,  los  | 

gobernantes  i  los  constructores,  sobre  todos  los  cuales  ' 

tantas  sospechas  ofensivas  abriga  el  señor  Diputado, 
no  la  eludiríamos,  i  nos  someteríamos  a  ella,  sin  el  me- 
nor temor  de  que  las  chicanas  i  terj  i  versaciones  preva- 
lecieran contra  la  verdad  i  la  justicia.  j 

I  me  comprendo  en  la  investigación  porque  el  señor 
Diputado,  no  solo  me  implica  en  los  desaciertos  que 
acusa  i  en  la  falsa  imputación  de  que  todos  los  puentes 
del  camino  se  han  mandado  construir  de  madera,  no 
por  razones  de  economía,  pero  sí  por  otra  causa^  que  él 
podría  señalar,  i  que  espera  que  sus  colegas  sabrán  en- 
contrarla, es  decir j  un  fraude,  sino  que  ademas  me  acu- 
sa de  una  grave  infracción  de  las  leyes  i  de  la  Constitu- 
ción. 

El  señor  Diputado  no  quiere  satisfacerse  con  las  es- 
plicaciones  que  le  dí  para  demostrarle  que,  habiendo 
un  sobrante  de  la  cantidad  destinada  por  la  lei  de  26 
de  diciembre  de  1872,  respecto  de  la  cantidad  del  con- 
trato, el  Gobierno  tiene  facultad  de  hacer  los  gastos 
que  excedan  del  valor  del  contrato,  imputándolos  a 
aquella  lei.  ¿I  qué  razones  tiene  Su  Señoría  para  no 
darse  por  satisfecho  i  para  provocarme  con  la  violencia 
con  que  lo  hizo  en  la  sesión  del  13,  suponiendo  que  y 
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no  me  había  vindicado  de  esta  acusación?  Va  a  verlas 
la  Cámara. 

La  primera  es  que^  según  su  intelijencia,  la  autoriza-  J 

cion  que  aquella  lei  confiere  al  Gobierno  para  invertir  .  j 

esclusivamente  en  el  ferrocarril  de  Angol  el  producto 
del  empréstito,  que  fué  de  8.295,357  pesos,  se  limita  a 
la  cantidad  necesaria  para  pagar  la  obra  contratada,  es  ^ 

decir,  a  7.061,308  pesos.  Esta  intelijencia  se  funda  por  i 

parte  del  señor  Diputado  en  que  seria  un  despropósito 
entender  la  lei  como  el  Gobierno  la  entiende,  puesto 
que  para  cumplir  con  la  leí^  de  esta  manera^  seria  nece- 
sario obsequiar  al  contratista  la  diferencia  entre  el  valor 
de  su  contrato  i  el  producido  por  el  empréstito.  La  Cáma- 
ra apreciará  este  modo  de  entender  la  lei^  que  tiene  el 
señor  Diputado  i  juzgará  en  donde  está  el  despropó- 
sito. 

La  segunda  razón  que  el  señor  Diputado  tiene  para 
no  satisfacerse,  i  para  acusarme  de  infractor  de  la  lei  i 
la  Constitución,  es  que  Su  Señoría  leyendo  atentamen- 
te las  leyes  de  184 1  i  de  1846,  que  yo  cité,  no  ha  hallado 
sino  las  disposiciones  que  establecen  que  las  partidas 
votadas  en  los  presupuestos  de  gastos  públicos  que  no 
se  inviertan  dentro  del  año  para  que  se  concedieran, 
quedan  anuladas  sin  que  pueda  librar  el  Gobierno  so- 
bre ellas.  De  aquí  concluye  el  señor  Diputado  que  el 
Gobierno  no  ha  podido  excederse  del  valor  del  contrato 
a  no  ser  que  una  lei  posterior  a  la  de  presupuestos  lo 
autorice  para  ello. 

En  primer  lugar,  señor,  el  valor  del  contrato  no  es- 
taba incluido  en  los  presupuestos  del  Estado,  ni  en  ellos 
se  ha  fijado  jamas  una  suma  para  cumplirlo.  Por  con- 
siguiente, no  tienen  aplicación  en  este  caso  aquellas  dis- 
posiciones^ por  mas  que  el  señor  Urzúa  tenga  la  pere- 
grina ocurrencia  de  suponer  que  el  valor  del  contrato 
era  una  partida  votada  por  el  CongresOj  sobre  la  cual 
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no  podia  el  Ejecutivo  jirar,  nna  vez  terminado  el  ano 
para  que  se  habia  concedido.  En  segundo  lugar,  la  cir- 
cunstancia de  no  haberse  incluido  en  los  presupuestos 
una  suma  destinada  a  este  gasto,  fué  la  que  me  hizo 
recordar  a  la  Cámara  el  art.  gP  déla  lei  de  1841,  se- 
gún el  cual  puede  el  Gobierno  decretar  la  in\^ersion  de 
los  fondos  autorizados  por  leyes  especiales,  como  la  de 
72,  ademas  de  los  autorizados  por  el  presupuesto.  El 
señor  Diputado  le3a^ndo  atentamente,  no  ha  leido  este 
artículo  de  la  lei  del  41  que  le  cité  espresamente,  i  que 
es  una  reproducción  del  155  de  la  Constitución,  que 
dispone  que  ningún  pago  se  admitirá,  si  no  se  hace  en 
virtud  de  un  decreto  en  que  se  esprese  la  lei  o  la  parte 
del  presupuesto  en  que  se  autoriza  el  gasto. 

No  entraba  en  los  propósitos  del  señor  Diputado  sa- 
ber que  también  puede  el  Gobierno  decretar  los  gastos 
autorizados  por  una  lei  especial,  como  la  del  ferrocarril 
de  Angol.  Según  Su  Señoría,  no  pueden  decretarse  sino 
lo$  gastos  ñjados  en  la  lei  de  presupuestos,  i  conside- 
rando como  partida  de  los  presupuestos  el  contrato  de 
don  Juan  Slater,  sostiene  que  el  Gobierno  no  puede 
excederse  de  su  importe,  aunque  la  lei  de  72  lo  autorice 
para  invertir  una  suma  mayor  que  la  del  contrato. 

¿Es  esto  una  burla^  o  una  equivocación  leal  i  sinceta 
del  señor  Diputado  ?  ¿ícon  esta  burla  o  equivocación 
ha  pretendido  Su  Señoría  comprometer  mi  honor,  i  ha- 
cer efectiva  mi  responsabilidad? 

La  tercera  razón  de  Su  Señoría  es  un  golpe  maestro, 
pues  para  sostener  que  el  Gobierno  infrinje  la  lei,  im- 
putando a  la  de  26  de  diciembre  de  1872  los  gastos  de 
la  construcción  que  exceden  del  presupuesto  del  con- 
trato, invoca  mi  propia  opinión,  citando  la  nota  de  15 
de  febrero  en  la  cual  recomendé  al  injeniero  en  jefe  que 
cuidara  de  que  en  los  trabajos  que  le  ordenaba  ejecu- 
tar no  se  invirtiera  mayor  suma  que  la  que  quedal 
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disponible  del  precio  del  contrato,  porque  hasta  el  mes 
de  junio  no  seria  posible  pedir  al  Congreso  nuevos 
fondos. 

Esta  fué  una  medida  precautoria  que  tomé,  porque 
carecia  de  datos  para  juzgar  de  la  exactitud  de  la  ad- 
vertencia que  me  habian  hecho  varios  funcionarios, 
asegurándome  que  aun  quedaba  disponible  una  gruesa 
suma  de  la  autorizada  por  la  lei  de  26  de  diciembre  de 
1872,  aunque  el  presupuesto  del  contrato  fuese  ago- 
tado. 

El  negocio  era  para  mí  rnui  grave  i  jamas  me  imajiné 
que  aquella  precaución  que  yo  tomaba  sirviese  de  fun- 
damento para  acusarme  de  un  acto  que  no  queria  co- 
meter. En  efecto,  no  estaba  aun  formada  la  cuenta  de 
inversión  de  1876,  i  no  tenia  a  la  vista  una  cuenta  de 
todas  las  sumas  invertidas  hasta  febrero  de  77  en  el 
camino,  según  contrato  i  fuera  de  contrato.  Sobre  todo 
carecia  de  una  liquidación  del  producto  del  doble  em- 
préstito levantado  para  obtener  8.500,000  pesos,  desti- 
nados por  la  lei  a  este  camino,  i  2.200,000  aplicados  a 
la  compra  de  buques,  por  la  lei  de  4  de  enero  de  1872. 
Necesitaba  conocer  el  producto  total  de  ese  empréstito 
i  el  gasto  total  hecho  en  buques,  para  saber  cuál  era  la 
suma  que  habia  quedado  para  el  ferrocarril.  Como  no 
me  habia  sido  posible  hallar  estos  datos  en  los  übrosdel 
Ministerio  del  Interior,  tuve  que  pedirlos  al  de  Hacien- 
da i  a  la  oficina  de  contabilidad,  i  aun  carecia  de  ellos, 
cuando  me  hallé  en  la  necesidad  de  dar  al  injeniero  en 
jefe  las  órdenes  que  contiene  mi  nota  de  15  de  febrero. 

Después  de  esta  fecha,  tuve  en  mi  poder  esos  datos, 
que  confirmaban  la  exactitud  de  la  prevención  que  m.e 
habian  hecho  los  funcionarios  que  me  aseguraban  que 
habia  fondos  disponibles,  según  la  lei  de  diciembre,  i 
por  eso  fué  que  afirmé  en  la  Memoria^'del  Interior,  pre- 
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sentada  al  Congreso  el  i,**  de  junio,  este  hecho  que  no 
me  constaba  en  15  de  febrero, 

Pero  el  señor  Diputado,  en  su  empeño  de  acusarme, 
desatiende  la  esposicion  de  mi  Memoria,  que  le  leí  aquí 
en  la  sesión  del  6  de  este  mes,  i  se  atiene  a  lo  que  reco- 
mendé al  injeniero  en  nota  del  15  de  febrero.  ¿Es  esta 
una  equivocación  que  el  señor  Diputado  pretende  cu- 
brir con  su  lealtad  i  con  el  cumplimiento  de  su  deber? 

Mas,  Su  Señoría  me  haría  la  gracia  de  absolverme  de 
su  acusación  i  de  su  voto  de  censura,  si  yo  le  evitase, 
dice,  el  penoso  sacrificio  de  tener  que  acusarme,  pre- 
sentándole los  decretos  que  Su  Señoría  sabe  que  no 
existen,  por  los  cuales  el  Gobierno  haya  introducido  en 
el  contrato  alteraciones  tales,  que  hayan  producido  un 
aumento  de  gastos.  El  señor  Diputado  sabe  que  esas 
alteraciones  han  tenido  en  jen  eral  el  objeto  de  cónsul* 
tar  el  menor  gasto  en  lugar  de  aumentarlo^  ha  oído  las 
esplicaciones  que,  con  el  ejemplo  de  todas  las  construc- 
ciones públicas,  le  ha  hecho  el  señor  Barros  Luco,  para 
demostrarle  que  los  presupuestos  mas  bien  calculados 
se  quedan  siempre  abajo  de  lo  que  hai  que  gastar  en  sü 
ejecución,  mucho  mas  en  un  ferrocarril  de  mas  de  300 
kilómetros,  en  que  ha  habido  que  aumentar  terraple- 
nes, cortes,  curvas,  materiales,  etc.,  etc.  Nada  de  eso  le 
satisface,  i  no  cede  un  punto  de  sus  falsas  apreciaciones 
para  convencer  de  que  en  este  negocio  no  ha  habido 
honradez,  ni  acierto,  ni  respeto  a  la  leí  ni  a  la  Constitu- 
ción, que  solo  han  triunfado  la  inmoralidad  i  la  arbi- 
trariedad! 

Estas  temerarias  acusaciones,  señor,  apoyadas  en 
antojadizas  interpretaciones,  en  terjiversaciones  de  los 
documentos  públicos,  en  alteraciones  de  los  hechos,  en 
equivocaciones  inescu sables ,  ¿se  pueden  cubrir  con  la 
inmunidad  de  opinión  de  que  goza  un  representante, 
ni  con  la  facultad  de  interpelar  o  de  censurar  o  de  ac 
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sax  a  un  Ministro?  ¿Envuelven  estos  poderes  un  salvo- 
conducto para  ultrajar  la  dignidad  de  dos  Gobiernos 
para  hacerles  acusaciones  que  ni  aun  en  el  derecho  co- 
mún podrían  hacerse  a  un  particular  impunemente? 
¿Las  inmunidades  parlamentarias  impHcan  la  aboli- 
ción de  las  garantías  que  aseguran  el  respeto  individual? 
Yo  no  entiendo  de  este  modo  el  parlamentarismo,  i 
afirmo  con  toda  seguridad  que  en  ningim  pais  de  siste- 
ma representativo  se  puede  llevar  a  un  estremo  seme- 
jante la  libertad  parlamentaria  i. 


I  La  interpelación  continuó  en  la  sesión  de  20  de  octubre  de  1877,  ^^  la  cual 
el  Diputado  interpelante  propuso  el  acuerdo  siguiente:  «Se  nombra  una  comi- 
sión para  que  examine  la  manera  cómo  se  ha  cumplido  el  contrato  de  cons  • 
truccion  del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol,  e  informe  a  la  Cámara  sobre  el  re- 
sultado de  sus  investigaciones». 

El  señor  José  Manuel  Balmaceda  propuso  la  siguiente  orden  del  dia:  «Satis- 
fecha la  Cámara  del  celo  i  rectitud  de  los  gobiernos  que  han  intervenido  en  la 
construcción  del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol,  pasa  a  la  orden  del  dia». 

El  señor  Ambrosio  Montt  propuso  modificar  esa  indicación  por  la  siguiente: 
«Oidas  las  esplicaciones  del  honorable  señor  Ministro  del  Interior,  i  satisfecha 
la  Cámara  de  su  celo  i  rectitud,  pasa  a  la  orden  del  dia». 

Entre  tanto  se  habia  producido  la  crisis  ministerial  que  venia  desde  tanto 
tiempo  atrás  preparándose.  En  la  sesión  del  25  de  octubre  la  Cámara  aprobó 
la  proposición  del  señor  Balmaceda  por  46  votos  contra  14. 

{Nota  del  recopilador.) 
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APÉNDICE 


MEMORIA  DEL  INTERIOR  PRESENTADA  AL  CONGRESO 
NACIONAL  POR  EL  MINISTRO   DEL  RAMO 

Santiago,  iP  de  junio  de  iSyy. 
Honorables  Cámaras: 

Al  cumplir  con  el  precepto  del  art.  88  de  la  Consti- 
tución, dando  cuenta  al  Congreso  del  estado  de  la  Na- 
ción en  lo  relativo  a  los  negocios  que  corren  a  cargo  del 
Ministerio  del  Interior,  no  está  de  mas  iniciar  esta 
cuenta  con  la  aseveración  de  que,  en  cuanto  ha  de- 
pendido de  este  Ministerio,  se  ha  mantenido  una  es- 
tricta fidelidad  al  plan  jeneral  que  se  propuso  el  Go- 
bierno al  inaugurar  sus  funciones. 

Puede  ser  que  este  Ministerio  no  haya  sido  siempre 
afortunado  en  este  propósito.  Mas,  contando  con  el  fa- 
vor de  las  circunstancias,  con  el  ausilio  del  Congreso 
i  la  rectitud  de  la  opinión,  no  ha  dejado  nunca  de  em- 
peñarse en  cumplir  con  las  principales  bases  de  aquel 
plan  de  gobierno,  para  promover  el  desarrollo  intelec- 
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tiial,  moral  i  material  del  pais; — sirviendo  con  lójica 
constancia  al  progreso  democrático  de  nuestras  insti- 
tuciones;— tratando  de  completar  i  de  perfeccionar  las 
reformas  iniciadas  i  de  dar  a  la  política  del  Gobierno 
que  las  inició,  el  natural  desenvolvimiento  de  que  es 
susceptible  la  política  de  todo  gobierno  de  opinión;— 
procurando  no  comprometer  las  altas  soluciones  par- 
-  lamentarías  con  cuestiones  secundarias  o  de  gabinete, 
i  mantener  toda  discusión  en  el  carácter  científico  que 
le  da  elevación,  a  fin  de  que  la  política  sea  un  arte  de 
aplicación  de  los  principios  a  la  situación  social; — 
tomando  por  brújula  en  su  marcha  la  opinión  pública 
representada  por  el  Congreso,  que  tiene  el  deber  de 
conocerla  i  de  representarla,  a  fin  de  consolidar  el  réji- 
men  parlamentario  i  perfeccionar  nuestro  sistema  re- 
presentativo;— i  manteniendo  en  fin  una  política  de 
paz,  de  estudio,  de  prudencia  i  de  respeto  por  todas  las 
opiniones  i  por  todos  los  intereses  lejítiraos,  en  la  espe- 
ranza de  que  con  la  acción  de  este  sistema  desaparez- 
can naturalmente  los  intereses  efímeros  que  pudieran 
impedir  que  se  uniesen  todos  los  servidores  de  la  cau- 
sa liberal,  sin  necesidad  de  transacciones^  en  un  solo 
interés  verdaderamente  político. 

Tan  altos  propósitos,  no  solo  han  sido  consultados 
en  la  acción  diaria  de  la  administración  interior  i  en  to- 
dos sus  detalles,  sino  también  en  el  estudio  que  este 
Ministerio  ha  tenido  que  hacer  para  introducir  mejoras 
en  nuestra  organización,  con  la  persuacion  de  que  es 
necesario  atender  con  preferencia  a  la  reforma  política, 
si  aspiramos  a  consolidar  la  vida  libre,  fundándola  en 
el  respeto  de  todos  nuestros  derechos. 


En  lo  concerniente  a  la  acción  administrativa,  el  Mi- 
nisterio del  Interior  ha  tomado  por  norma  el  estrir 
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cumplimiento  de  la  Constitución  i  las  leyes,  velando 
incesantemente  sobre  que  todos  los  a j  entes  que  de  él 
dependen  ajusten  a  ellas  su  conducta.  En  situaciones 
normales  este  empeño  habría  sido  sin  duda,  de  fácil  reali- 
zación; pero  resabios  tardíos  de  la  última  lucha  electoral, 
i  ciertas  irregularidades  nacidas  de  la  transición  de  un 
réjimen  legal  a  otro  nuevo,  dieron  ocasión  a  reclamacio- 
nes que  pusieron  a  prueba  la  prudencia  i  la  circuns- 
pección que  se  necesitan,  cuando  se  trata  de  resolver  con- 
flictos administrativos  en  que  aparecen  en  lucha  los 
derechos  individuales  con  los  fueros  de  la  autoridad.  Sin 
embargo,  el  Ministerio  cree  que  si  las  medidas  que  ha  to- 
mado para  atender  a  aquellas  reclamaciones  pudieran 
ser  acusadas  de  error,  no  serán  tachadas  de  ilegales  o  de 
inconsultas,  i  está  seguro  de  que  si  ellas  no  hubiesen 
producido  desde  luego  un  resultado  satisfactorio,  han 
sido  eficaces  para  producirlo  en  lo  futuro  i  para  evitar 
nuevos  conflictos. 

Algunas  de  aquellas  reclamaciones  dieron  a  conocer, 
por  una  parte,  la  necesidad  que  habia  de  reglamentar 
la  acción  administrativa  respecto  de  las  casas  de  prés- 
tamos sobre  prendas,  i  por  otra,  la  alteración  que  habia 
producido  la  institución  de  los  jueces  de  menor  cuan- 
tía en  ciertas  subdelegaciones,  cuyos  jefes,  habituados 
a  ejercer  esta  especie  de  jurisdicción,  continuaban  por 
error  invadiendo  las  atribuciones  de  los  nuevos  fun- 
cionarios. En  cuanto  a  lo  primero,  el  Ministerio  formu- 
ló el  reglamento  que,  según  el  art.  281  del  Código  Pe- 
nal, deberá  dictar  el  Presidente  de  la  República,  i  lo 
presentó  en  consulta  al  Consejo  de  Estado,  i  en  cuanto 
a  lo  segundo,  después  de  recojer  las  informaciones  ne- 
cesarias, adoptó  las  medidas  precisas  para  recavar  la 
intervención  que  la  lei  da  a  los  jueces  superiores  a  fin 
de  regularizar  la  administración  de  la  justicia  inferior. 

A  propósito  de  estos  conflictos  nacidos  de  la  transí- 


—  528  — 

cion  de  un  réjimen  legal  a  otro^  han  sobrevenido  serias 
dificultades  de  administración  sobre  el  uso  i  goce  de  las 
aguas  de  riego,  por  cuanto  el  Código  Penal  i  la  lei  de 
organización  de  tribunales  alteraron  las  bases  de  la  re- 
glamentación administrativa  que  antes  existia.  Es  un 
hecho  tan  indubitable  como  desgraciado  que  esta  mate- 
ria está  en  una  situación  insostenible,  por  varias  cau- 
sas que  es  urjente  remover:  i.^  el  error  que  se  ha  come- 
tido al  tomar  como  unidad  legal  de  medida  la  sección, 
en  lugar  de  la  cantidad  de  agua;  2.*  la  arbitrariedad  de 
los  egoísmos  particulares  i  de  los  funcionarios  ^  que  sin 
regla  fija  intervienen  en  cuestiones  sobre  aguas,  tra- 
tando siempre  de  anular  el  dominio  nacional  i  el  uso 
público  en  favor  de  derechos  privados  de  un  carácter 
naturalmente  limitado;  3.^  la  gran  facilidad  de  cometer 
usurpaciones  i  de  causar  perjuicios,  sea  defraudando 
el  derecho  de  los  partícipes  o  el  de  terceros  que  están 
obligados  a  sufrir  las  servidumbres  legales;  i  4>  la 
falta  de  una  administración  de  justicia  que  decida  los 
litijios  de  hecho  en  esta  materia  con  la  celeridad,  la 
economía  i  la  sencillez  que  el  interés  sobre  que  se  versan 
requiere. 

El  Ejecutivo,  con  el  ánimo  de  remediar  en  parte  los 
males  de  esta  situación,  dictó  el  3  de  enero  de  1872, 
una  ordenanza  sobre  la  distribución  de  las  aguas  en  los 
rios  que  dividen  provincias  o  departamentos,  estable- 
ciendo jueces  de  aguas  con  jurisdicción  para  resolver 
contenciones  i  aplicar  penas,  i  con  atribuciones  admi- 
nistrativas; i  esta  ordenanxa  sirvió  de  modelo  para  que 
varias  municipalidades  formularan  otras,  a  fin  de  re- 
gularizar el  uso  de  sus  vertientes,  habiendo  sido  apro- 
badas por  el  Presidente  de  la  Repúbhca,  con  audiencia 
del  Consejo  de  Estado.  Mas  el  Código  Penal  estableció 
después  otras  penas  para  las  faltas  i  delitos  que  aque- 
llas ordenanzas  consideraban  i  castigaban;  i  la  nue 
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organización  de  tribunales  quitó  a  los  jueces  que  ellas 
establecian  la  jurisdicción  que  les  habian  atribuido. 
No  obstante,  otras  varias  municipalidades  continua- 
ban, a  pesar  de  esta  alteración  tan  radical,  proponien- 
do a  la  aprobación  del  Gobierno  nuevas  ordenanzas, 
sobre  el  mismo  modelo,  i  confiriendo  a  los  jueces  de 
aguas,  que  establecian,  no  solo  las  atribuciones  admi- 
nistrativas que  les  eran  propias,  sino  también  la  juris- 
dicción civil  i  penal  que  estaba  abolida. 

El  Ministerio  del  Interior  juzgó  entonces  que  era 
necesario,  mientras  se  dicta  una  lejislacion  completa 
sobre  la  materia,  acudir  a  la  satisfacción  de  la  necesi- 
dad urjente  que  las  municipalidades  sentian,  propo- 
niendo al  Consejo  de  Estado  una  ordenanza  jeneral  i 
comprensiva  de  todas  las  cuestiones  i  de  todos  los  con- 
flictos de  la  situación;. i  entre  tanto  espidió,  para  cier- 
tos casos  apremiantes,  algunas  medidas  fundadas  en 

^  la  parte  vijente  de  la  ordenanza  de  1872,  a  fin  de  que 

la  aplicación  de  las  atribuciones  administrativas  que 
ella  concede  a  los  jueces  de  agua  i  el  ejercicio  de  las 
que  competen  a  los  gobernadores  departamentales, 
pudieran  amparar  los  derechos,  dando  administrati- 
vamente alguna  solución  a  las  complicaciones  nacidas 
de  la  escasez  de  las  vertientes  de  uso  público.  Con  todo, 
era  natural  que  esta  acción  administrativa  no  fuese 
suficiente  por  sí  sola,  sin  la  promulgación  de  aquella 
ordenanza  jeneral,  para  remover  laB  causas  que  man- 
tienen la  desgraciada  situación  en  que  se  halla  este  ne- 
gociado, i  ellas  prevalecieron  no  solo  para  que  el  inte- 
rés individual  se  creyese  autorizado  para  disputar  la 
lejitimidad  de  las  atribuciones  administrativas  de  to- 
dos aquellos  funcionarios,  sino  también  para  mantener 
los  conflictos  i  suscitar  otros  nuevos.  El  Gobierno  no 

1^"  podia,  dentro  de  la  lójica  de  su  política  de  legalidad, 

de  paz  i  de  respeto  por  todos  los  derechos,  tomar  reso- 
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luciones  que  solo  habrían  podido  fundarse  en  la  orde- 
nanza jeneral,  si  hubiera  sido  promulgada;  i  tuvo  que 
limitarse,  fiando  en  la  recta  intervención  de  la  justicia 
ordinaria,  a  ejercer  con  toda  prudencia  su  autoridad 
para  conciliar  los  intereses  i  evitar  choques  de  conse- 
cuencias funestas;  pues  que  no  podia  ni  resolver  por  sí 
contenciones  de  hecho  o  de  derecho,  ni  aplicar  i  hacCT 
ejecutar  leyes,  cuya  falta  es  precisamente  la  causa  de 
tales  conflictos. 

Es  indudable  que  el  Congreso  Nacional,  apreciando 
con  sabiduría  i  patriotismo  esta  situación,  se  empeña- 
rá en  remediarla  cuanto  antes.  El  Gobierno  piensa  que 
en  el  proyecto  de  Código  Rural,  que  está  en  revista, 
hai  una  base  de  lejislacion  completa  sobre  la  materia, 
i  creeria  ahorrar  al  Congreso  mucha  parte  de  ese  trabajo 
presentándolo  por  separado  a  su  consideración,  en 
el  caso  de  que  la  comisión  encargada  del  examen  de 
aquel  proyecto,  no  alcanzara  a  despacharlo  todo  duran- 
te las  sesiones  de  esta  lejislatura. 


En  cuanto  a  los  estudios  de  organización  a  que  se  ha 
consagrado  este  Ministerio,  su  plan  ha  sido  también 
fundado  en  los  altos  propósitos  del  sistema  jeneral  de 
gobierno  adoptado  por  la  administración,  como  se 
enuncia  al  principiar  esta  Memoria. 

Fuera  de  la  reglamentación  que  con  urjencia  recla- 
man algunos  de  los  negociados  de  este  Departamento, 
de  la  cual  se  hablará  en  su  respectivo  lugar,  i  ademas 
de  la  que  es  indispensable  hacer  en  el  plan  de  sueldos 
de  los  empleados  para  remunerarles  debidamente  sus 
labores,  ha  sido  necesario  atender  mui  seriamente  a  la 
reforma  política,  como  base  fundamental  de  todos  los 
arreglos  que  reclama  la  opinión  del  pais,  para  fund 
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en  la  lei  el  goce  de  sus  derechos  i  garantizar  la  igualdad 
de  ese  goce.  Asociándose  el  Gobierno  a  la  aspiración 
que  espera  del  Congreso  la  sanción  de  la  lei  destinada 
a  facilitar  las  reformas  constitucionales,  ha  creido  de 
su  deber  proponer  la  reforma  de  la  lei  del  Réjimen  Inte- 
rior, en  sus  dos  partes,  i  de  la  que  reglamenta  el  dere- 
cho electoral,  porque  hai  urjencia  de  regularizar  cuan- 
to antes  la  administración  ejecutiva  en  sus  resortes 
secundarios  i  la  administración  municipal,  así  como 
es  prudente  afianzar  con  calma  i  sin  apremios  el  dere- 
cho de  sufra]  io;  i  porque  todo  eso  puede  hacerse  sin 
que  haya  que  retardar,  con  perjuicio  del  buen  réjimen, 
estos  arreglos  hasta  que  se  verifique  una  reforma  cons- 
titucional. La  dificultad  está  en  concebir  un  plan  de 
reorganización  interior  i  un  sistema  electoral  que,  sin 
salir  de  las  prescripciones  de  la  Constitución  vi j ente, 
'.  puedan  adaptarse,  si  bien  con  li jeras  modificaciones,  a 

las  reformas  que  se  desean  en  la  Constitución;  i  si  el 
Congreso  halla  en  su  sabiduría  que  esta  dificultad  ha 
sido  consultada  en  los  proyectos  que  se  le  presentarán 
por  el  órgano  de  este  Ministerio,  es  de  esperar  que  los 
sancione  con  la  prontitud  que  reclaman  las  necesida- 
des que  se  van  a  satisfacer. 

No  habiendo  para  qué  reproducir  aquí  las  bases  de 
aquellas  reformas,  que  pueden  ser  consultadas  en  los 
proyectos  mismos,  es  ya  tiempo,  después  de  la  espo- 
sicion  jeneral  que  queda  hecha,  de  dar  cuenta  particu- 
lar del  estado  de  los  negocios  de  este  departamento. 

FERROCARRILES 

El  negocio  administrativo  de  mas  importancia  que 

f  tiene  a  su  cargo  este  Ministerio  es  el  de  los  ferrocarriles 

t!^  del  Estado,  por  cuyo    motivo  le  ha  consagrado  gran 

parte  de  su  tiempo.  Una  vez  concluidas  las  líneas  en 
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F 


f  construcción,  el  Estado  tendrá  la  administración  de 

¿  novecientos  cincuenta  i  un  kilómetros  de  vía  férrea, 

F  en  esta  forma: 

Sección  de  Santiago  a  Valparaiso ,  ,  <         185  klts. 

Ramal  de  Vegas  a  los  Andes 45 

I  Sección  de  Santiago  a  Curicó , ,         185 

i  Ramal  de  San  Femando  a  la  Palmilla  43 

I  Sección  de  ChíUan  a  Talcahuano. , .  /.         187 

\  Ferrocarril  de  Curicó  a  Angol,  tres  se- 

l  secciones 306 

88  863 

I 

Estas  cifras  representan  un  valor  que  subirá  de  trein- 
ta i  cinco  millones,  el  cual  es  necesario  utilizar  con  or- 
den i  economía  en  beneficio  de  la  nación;  Por  eso  es  \ 
que  los  primeros  esfuerzos  de  este  Ministerio  se  consa-  ^ 
graron  a  obtener  del  Congreso  una  lei  que  diese  unidad 
a  esta  administración,  en  el  concepto  de  que  seria  po- 
sible tomar  muí  luego  a  cargo  del  Estado  la  esplota* 
cion  de  las  secciones  que  ligan  a  los  Aójeles  i  Angol  con 
Curicó.  Desde  junio  de  1875  estaba  presentado  por  el 
Gobierno  al  Congreso  un  proyecto  sobre  la  administra- 
ción de  los  ferrocarriles,  i  este  Ministerio  recabó  de  las 
dos  Cámaras  el  nombramiento  de  una  comisión  mista 
que  estudiara  tan  grave  negocio,  i  ante  ella  presentó 
en  25  de  octubre  de  1876  un  nuevo  plan,  que  fué  resul- 
tado de  mu  i  detenidas  meditaciones  i  estudios.  La  co- 
misión mista  ha  dedicado  su  atención  a  este  proyecto 
i  se  puede  esperar  que  con  oportunidad  informe  sobre 
él  para  que  el  Congreso  tenga  tiempo  de  despacharlo 
en  esta  lejislatura. 

Se  creyó  posible  que  el  Estado  pudiera  desde  luego 
tomar  la  esplot ación  de  las  nuevas  líneas,  porque  si 
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constructores  representaron  al  Ministerio  que,  admi- 
tiéndoseles los  puentes  provisionales,  que  habian  sido 
construidos  para  el  trabajo,  pero  que  podian  servir 
para  cinco  o  seis  años,  e  introduciendo  varias  modifica- 
ciones, con  gran  conveniencia  por  su  economía,  en  las 
demás  obras  que  faltaban,  podria  el  Estado  recibir  las 
líneas,  para  completarlas  de  su  cuenta,  reservándose 
transí j ir  por  sí  o  someter  a  juicios  periciales  todas  las 
cuestiones  que  surjieran  de  la  liquidación  del  negocio. 
El  Ministerio  estudió  seriamente  esta  propuesta,  i  en- 
tre tanto  elevó  al  Congreso  un  proyecto  de  lei  con  el 
objeto  de  que  con  tiempo  se  autorizara  al  Presidente 
de  la  República  para  transijir  o  someter  a  compromiso 
aquellas  cuestiones. 

El  resultado  de  los  estudios  hechos  fué  el  siguiente: 
iP  que  en  las  construcciones  que  faltaban  para  com- 
pletar el  presupuesto  de  estaciones,  se  podía  hacer  una 
economía  de  66,000  pesos,  reduciendo  algunas,  supri- 
miendo o  suspendiendo  otras;  2P  que  en  lo  que  faltaba 
del  lastre  de  la  vía,  se  podian  ahorrar  25,000  pesos; 
3.0  que  era  posible  prescindir  por  el  momento  del  gasto 
de  79,340  pesos  que  se  necesitaban  para  completar 
el  cerramiento  de  la  vía;  i  4P  que  no  era  posible  admitir 
los  puentes  provisionales,  por  cuanto  el  ferrocarril  no 
podria  con  ellos  prestar  con  seguridad  un  servicio 
regular,  siendo  urjente  la  reconstrucción  de  los  de  Lon- 
tué,  Lircai,  Liguai  i  Laguna,  que  en  su  forma  definitiva 
costarían,  según  presupuesto,  130,000, pesos,  i  siendo 
también  indispensable  la  de  los  puentes  provisionales 
de  Achihueno,  Longaví,  Perquilauquen,  Nuble,  Hua- 
qui,  Renaico  i  Malleco,  cuyo  costo  seria  el  de  272,000 
pesos. 

No  era,  pues,  aceptable  la  solución  propuesta  para 
poner  término  al  contrato  de  construcción,  recibiendo 
como  suficientes  para  un  tráfico  regular  i  seguro  de 


cinco  o  seis  años  los  puentes  provisionales  que  habían 
sido  hechos  para  la  construcción  de  la  línea;  i  mui  pron- 
to los  accidentes  del  tiempo  han  venido  a  confirmar  la 
justicia  de  esta  apreciación.  A  pesar  de  esOj  el  Gobierno 
adoptó  las  demás  modificaciones  con  la  esperanza  de 
que  los  constructores  diesen  término  a  sus  compromi- 
sos, sin  reagravar  los  perjuicios  que  ellos  dicen  les  ori- 
jina  el  contrato;  pero  ni  aun  esto  satisface  el  interés  de 
aquéllos,  i  el  Gobierno  considera  que  es  mui  peligroso 
para  los  intereses  del  Fisco  mantener  la  situación  de 
este  negocio  en  la  incertidumbre  en  que  lo  colocan  las 
circunstancias  difíciles  en  que  los  constructores  se  en- 
cuentran para  cumplir  el  contrato.  Su  término  se  ven- 
ció el  5  de  mayo  de  1876,  i  a  pesar  de  que  su  ejecución 
ha  continuado,  cumpliendo  ambas  partes  con  lo  esti- 
pulado, el  constructor,  señor  Slater,  ha  presentado  en 
mayo  último  al  Ministerio  una  esposicion  sobre  los  an- 
tecedentes i  estado  actual  de  las  relaciones  creadas  por 
el  contrato,  en  la  cual  concluye  estableciendo  que  está 
en  su  derecho  para  entregar  inmediatamente  el  ca- 
mino, que  deben  cancelársele  las  fianzas  que  tiene 
prestadas,  que  se  le  han  de  devolver  los  fondos  rete- 
nidos, con  un  interés  de  siete  por  ciento,  i  que  deben 
pagársele  por  convenio  o  a  juicio  de  tercero  ciertas 
indemnizaciones ,  * 

El  Gobierno  se  ocupa  en  dar  solución  a  tan  compli- 
cada situación;  i  como  con  este  motivo  habrá  que  recu- 
rrir a  la  autoridad  del  Congreso,  llegará  pronto  la  opor- 
tunidad de  poner  en  su  conocimiento  lo  que  se  haga. 

El  estado  en  que  se  encuentra  la  construcción  apa- 
rece del  informe  de  8  de  abril  último  que  va  anexo,  i 
segim  el  cual,  el  valor  total  de  los  trabajos  hechos  en  el 
año  es  de  1.418,361  pesos  49  centavos,  i  el  de  las  obras 
que  faltan  para  concluir  definitivamente  la  línea  es  de 
837,341  pesos. 
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El  presupuesto  de  esta  construcción,  según  contra- 
to, fué  de  7.061,308  pesos  27  centavos,  i  hasta  el  mes 
de  abril  último  se  habían  invertido  7.237,811  pesos  67 
centavos. 

Con  todo,  los  gastos  fuera  del  presupuesto  del  con- 
trato que  hai  necesidad  de  hacer  para  completa!^  la 
obra,  con  arreglo  al  mismo  contrato,  están  autorizados, 
pues  la  lei  de  26  de  diciembre  de  1872,  que  mandó  le- 
vantar un  empréstito  que  produjera  8.500,000  pesos, 
destinó  este  producto  esclusivamente  al  pago  de  la 
construcción  del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol.  Este 
empréstito  se  levantó  conjuntamente  con  el  destinado 
a  la  marina  por  otra  lei  de  4  de  enero  de  1872,  el  cual 
debia  producir  2.200,000  pesos  para  pagar  los  buques 
que  habian  de  adquirirse,  i  la  negociación  produjo  un 
total  de  10.495,353  pesos  31  centavos.  Deducido  el  gas- 
to destinado  a  la  marina,  quedan  para  imputar  a  la 
construcción  del  ferrocarril  de  Angol  8.295,353  pesos, 
de  modo  que  aun  cuando  en  la  actualidad  no  queda  sal- 
do del  presupuesto,  haí  todavía  disponible  de  la  canti- 
dad destinada  por  la  lei  un  fondo  de  1.057,541  pesos  33 
centavos. 


En  el  ferrocarril  de  Santiago  a  Valparaíso  el  produc- 
to bruto  del  tráfico  ha  sido  menor  que  el  de  1875  en 
128,764  pesos  96  centavos. 

Esta  diferencia  es  igual  a  un  seis  i  medio  por  ciento 
de  disminución  sobre  la  entrada  de  1875. 

Los  gastos  de  esplotacion  han  sido  inferiores  a  los  de 
1875  en  108,785  pesos  14  centavos,  lo  que  representa 
una  disminución  de  gastos  de  un  ocho  i  quinto  por  cien- 
to sobre  los  que  hubo  en  dicho  año. 

De  lo  espuesto  resulta  que  aunque  la  entrada  bruta 
de  1876  fué  un  seis  i  medio  por  ciento  menor  que  la  de 
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1875,  desde  que  se  disminuyeron  los  gastos  del  año  76 
en  un  ocho  i  quinto  por  ciento  sobre  los  del  1875,  se  ha 
obtenido  todavía  un  mayor  provecho  de  uno  siete  dé- 
cimos por  ciento. 

La  utilidad  líquida  del  ferrocarril  en  1876,  compren- 
dida la  esplotacion,  ha  sido  de  654,014  pesos. 

La  de  1875  fué  615,709  pesos  5a  centavos, 

Haij  pues,  una  diferencia  a  favor  de  1876  de  38^304 
pesos  48  centa^'os,  o  sea  un  aumento  de  seis  por  ciento 
sobre  la  utilidad  del  año  75. 

En  1876,  el  resultado  de  la  utilidad  sobre  el  valor  del 
capital  primitivo  de  la  empresa,  que  asciende  a  12  mi- 
llones 599  903  pesos  72  centavos,  ha  sido  de  un  5-:^^ 
por  ciento  mientras  que  la  utilidad  de  1875  fué  de 
un  4  ^  por  ciento  sobre  el  mismo  capitaL 

El  número  de  pasajeros  ha  sido  mayor  en  4,431, 
comparativamente  con  los  que  viajaron  en  1875. 

La  carga  ha  disminuido  en  328,687  quintales  métri- 
cos, lo  que  representa  un  ocho  por  ciento  menos  que 
la  movilizada  en  1875. 

Son  conocidas  las  causas  de  esta  disminución,  i  pre- 
viendo  que  la  persistencia  de  ellas  abatiese  todavía  mas 
las  entradas  de  este  ferrocarril,  se  han  meditado  i  dis- 
cutido mui  detenidamente  varios  proyectos  para  in- 
troducir economías  en  los  gastos  de  esplotacion  i  para 
aumentar  los  productos.  Los  primeros  no  han  sido  rea- 
lizables en  toda  su  latitud,  porque  los  ftm dados  en 
ciertas  modificaciones  del  tráfico  no  conci  liaban  el  pro- 
pósito con  las  ventajas  del  servicio  público,  i  ha  sido 
preciso  aplazarlos.  Los  segundos  se  han  reducido  a  una 
modificación  en  las  tarifas,  fundada  en  un  sistema  ra- 
cional de  igualdad,  que  no  tienen  las  vijentes.  Mas  aun- 
que es  de  incuestionable  conveniencia  esta  reforma  i  de 
suma  necesidad  para  obtener  que  el  servicio  del  ferro- 
carril rinda  una  utilidad  adecuada  a  su  importanci 
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i  a  los  grandes  costos  que  impone  al  Estado,  el  Gobier- 
no se  ha  liinitado  a  aprobar  la  nueva  tarifa  de  pasajes, 
dejando  la  de  carga  para  cuando  la  situación  de  nues- 
tras industrias  salga  de  las  circunstancias  accidentales 
que  hoi  la  aflijen.  Considerando  también  el  mismo  pro- 
pósito, se  han  dictado  algunas  otras  medidas  econó- 
micas de  carácter  jeneral,  entré  las  cuales  merecen 
mención  los  decretos  destinados  a  regularizar  las  con- 
cesiones de  pasajes  i  fletes  libres  por  todas  las  líneas  del 
Estado. 

En  la  Memoria  del  superintendente  del  ferrocarril 
de  Valparaiso,  se  encuentran  espuestos  detenidamen- 
te los  trabajos  hechos  en  la  línea  i  se  halla  el  presu- 
puesto i  cuentas  de  sus  gastos.  ' 

El  ferrocarril  de  Santiago  a  Curicó  pro- 

dujo  en  1875  la  suma  de $      994,551  99 

Los  gastos  de  esplotacion  fueron 645,251  53 

Lo  que  da  un  producto  líquido  de $      349,300  46 

En  1876  el  producto  jeneral  ha  sido  de  $  1.020,191  92 
Los  gastos  han  ascendido  a 545,933  37 

Lo  que  da  un  producto  líquido  de $      474,258  55 

De  consiguiente  resulta  a  favor  del 
año  1876,  la  suma  de $      124,958  09 

Los  pormenores  se  verán  en  el  anexo  correspondiente. 

I  Esa  memoria  sobre  servicio  ferrocarrilero  corre  inserta  entre  los  anexos 
de  la  Memoria  Ministerial  de  1877.  pájs.  jj  a  120,  i  en  28  anexos  que  la  com- 
pletan. 


I 
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La  linea  férrea  entre  Chillan  i  Talca- 

huano  produjo  en  1875  la  suma  de.    $      288,680  83 
Los  gastos  ascendieron  a.  -  . , ,  191,749  08 


Siendo  por  consiguiente  el  producto 

líquido  de . %  9^SS^  75 

En  1876  el  producto  ha  sido  de 265,572  45 

Los  gastos  de ,  . ,  , 200,693  98 


Lo  que  da  un  producto  líquido  de ...  -  $  64,878  47 
Según  se  ve,  hai  una  diferencia  a  favor 

del  año  de  1876  de.  ............. .  32,053  28 

La  Memoria  del  superintendente  de  esta  sección  se 
ha  publicado  en  un  vohlmen  separado,  del  cual  se  to- 
man estos  datos. 

También  se  ha  estudiado  una  reforma  de  las  tarifas 
de  esta  línea,  en  el  sentido  de  disminuir  los  fletes  en 
una  proporción  ventajosa  a  la  agricultura,  i  pronto  será 
posible  ponerla  en  planta. 

El  directorio  de  este  ferrocarril  tiene  a  su  cargo  la 
liquidación  definitiva  con  el  constructor,  en  la  cual  se 
trabaja  con  dificultades  que  impedirán  todavía  por 
mucho  tiempo  su  terminación. 

CAMINOS 

Durante  el  tiempo  que  comprende  esta  Memoria,  se 
ha  dado  grande  impulso  a  la  apertura  i  reparación  de 

vías  púbhcas.  En  la  imposibilidad  de  atender  a  las  nu- 
merosas necesidades  que  en  este  ramo  del  servicio  se 
hacen  sentir  en  todas  las  provincias  de  la  República, 
se  ha  procurado  dar  preferencia  a  los  caminos  mas  im- 
portantes, a  los  que  comunican  las  estaciones  de  1 


i 


—  589  — 

ferrocarriles  con  las  ciudades  inmediatas,  i  a  aquellos 
para  cuya  apertura  o  arreglo,  los  vecinos  interesados 
ofrecian  contribuir  con  mayores  sumas.  Mediante  este 
arbitrio,  se  han  emprendido  trabajos  que  no  habría 
sido  dable  efectuar  contando  únicamente  con  los  fon- 
dos consultados  en  el  presupuesto  para  estos  gastos. 

En  conformidad  a  lo  acordado  por  el  Congreso  al 
discutir  la  partida  de  caminos,  el  Gobierno  dispuso  que 
desde  el  i  ^  de  enero  del  presente  año  cesaran  en  el  ejer 
cicio  de  sus  funciones  todos  los  injenieros  civiles  agre- 
gados a  la  dirección,  que  tenian  el  carácter  de  emplea- 
dos  permanentes;  mas  como  en  ese  tiempo  habia  mu- 
chos trabajos  en  ejecución  que  no  era  posible  atender 
con  solo  la  planta  de  injenieros  establecida  por  la  lei 
de  I  o  de  octubre  de  1845,  fué  preciso  nombrar  cuatro 
ausiliares  para  que  prosiguiesen  esos  trabajos,  que  no 
hubiera  sido  prudente  dejar  paralizados,  sin  correr  el 
peligro  de  que  se  inutilizasen  las  obras  ya  hechas,  cuyo 
costo  ascendía  a  sumas  considerables. 

El  detalle  de  los  trabajos  ejecutados  en  cada  una  de 
las  provincias  de  la  República,  desde  el  iP  de  marzo 
de  1876  hasta  igual  fecha  del  presente  año,  se  encuen- 
tra en  la  memoria  del  director  del  cuerpo  de  injenieros 
civiles,  que  se  acompaña  entre  los  documentos  anexos. 

El  resumen  total  es  el  siguiente:  En  los  caminos  nue- 
vos, de  forma  convexa,  la  estension  trabajada  es  de 
74,395  metros;  en  los  caminos  inclinados,  1 1,196  me- 
tros; habiéndose  construido  83  puentes  de  madera,  50 
de  mampostería,  21  de  manipostería  i  de  madera, 
1,128  metros  de  alcantarillas,  166,320  metros  de  fosos, 
72,449  metros  de  enripiado,  210  metros  de  calzadas  de 
piedra  i  5,622  metros  de  pircas. 

Se  han  reparado  131  puentes  de  madera,  376  metros 
de  alcantarillas,  106,210  metros  de  caminos  convexos^ 
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142,227  metros  de  caminos  inclinados  i  50,948  metros 
de  fosos. 

Para  ejecutar  estos  trabajos,  ha  sido  preciso  hacer 
desmontes  de  647,277  metros  cúbicos,  í  terraplenes  de 
475,572  metros  cúbicos. 

Lo  gastado  en  todos  estos  trabajos  asciende  a  188 
mil  486  pesos  14  centavos,  A  esta  suma  hai  que  agre- 
gar 2, 166  pesos  66  centavos,  pagados  a  don  Jerman  Eb- 
ner,  por  el  segundo  dividendo  del  valor  del  camino  entre 
Santo  Domingo  i  el  Cipresal;  11,398  pesos  75  centavos 
invertidos  por  los  intendentes  i  gobernadores  en  tra- 
bajos de  caminos  i  construcción  de  puentes;  i  38^556 
pesos  4j  centavos  gastados  en  sueldos  de  injenieros 
agregados  i  ausiliares,  viáticos  de  todos  los  injenieros 
de  la  Dirección  i  compra  de  instrumentos- 

De  lo  espuesto  resulta  que  el  costo  total  que  ha  ori- 
jinado  este  ramo  del  servicio  es  de  260,607  pesos  98  cen- 
tavos, 

Al  considerar  la  importancia  de  este  ramo  de  la  ad- 
ministración ^  la  primera  necesidad  que  se  nota  es  la  de 
reorganizar  el  cuerpo  de  injenieros  civiles,  cuya  planta 
es  ya  no  solo  deficiente,  sino  completamente  inadecua- 
da a  su  objeto.  El  número  de  estos  funcionarios  es  mui 
reducido,  lo  que  habia  obligado  al  Gobierno  a  nombrar 
un  doble  número  de  supernumerarios,  que,  como  se  ha 
dichoj  han  sido  en  este  año  suprimidos;  i  sus  funciones 
están  concretadas  a  ejecutar  las  obras  de  caminos,  en 
distintos  i  distantes  parajes,  por  cuenta  del  Estado  i 
con  fondos  que  ellos  administran.  El  proyecto  de  reor- 
ganización que  se  presentó  al  Congreso  el  6  de  setiem- 
bre  de  1873  dejaba  la  institución  mas  o  menos  en  el 
mismo  estado,  en  lugar  de  organizar  una  verdadera 
dirección  científica  de  todas  las  obras  públicas,  que  ya 
son  en  el  pais  muchas  i  de  gran  importancia;  i  por  eso 
es  que  el  Ministerio  estudió  otro  plan,  que  después  dr 
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discutido  i  consultado  con  el  mismo  cuerpo  de  injenie- 
ros,  ha  sido  adoptado  por  el  Gobierno,  para  presentar- 
lo a  la  consideración  del  Congreso.  Si  las  Cámaras  se 
persuaden  de  que  esta  reorganización  es  urjente,  que 
de  ella  dependen  un  mejor  arreglo  i  ima  buena  admi- 
nistración de  los  inj  entes  caudales  que  anualmente  se 
destinan  a  obras  de  este  j enero,  es  de  esperar  que  den 
preferencia  al  proyecto  de  lei  indicado,  para  aprobarlo 
con  la  prontitud  que  requiere  el  buen  servicio  público. 

CORREOS 


El  ramo  de  correos  ha  sido  atendido  con  esmero,  i  el 
resultado  de  sus  operaciones  en  el  último  año  es  el  si- 
guiente: 

Han  circulado  14.505,835  piezas,  notándose  un  au- 
mento considerable  en  la  comunicación  epistolar,  en 
las  muestras  i  en  los  espedientes  judiciales,  i  una  dis- 
minución no  pequeña  en  los  impresos. 

Los  objetos  de  correspondencia  han  circulado  en  la 
proporción  siguiente,  comparando  los  años  de  1875  i 
1876. 


Cartas 


5.314,289 


1875 

1876 I6.i52.i96 

Diferencia  a  favor 


de  1876 

Diferencia  en  contra 
de  1876 


387,907 


Maestras 


10,987 


Espedtes. 


10,210 


11,960  12,828 
973!    2,618 


Oficios     I    Impresos 


360,421^8843.3111 
305,588  8,023.263 


54,733 


820,048 


Las  cartas  franqueadas  previamente  ascendieron  en 
1876  a  5.797,680,  de  las  cuales  2.959,740  corresponden 


a  las  despachadas,  i  2.837,940  a  las  recibidas,  lo  que 
importa  a  favor  de  1876  una  diferencia  total  de  646 
mil  314  cartas,  de  las  cuales  pertenecen  a  las  despa- 
chadas 429,689  i  a  las  recibidas  2i6>625, 

Las  cartas  no  franqueadas  en  1876  han  sido  169,725, 
es  decir,  6,802  mas  que  en  1875. 

En  1875  las  cartas  certificadas  fueron  14,774  ^  ^^ 
1876  han  sido  18,470,  lo  que  da  una  diferencia  de 
3,696  a  favor  del  año  último.  Es  notable  que,  habiendo 
aumentado  tan  considerablemente  el  número  de  las 
cartas  certificadas,  no  haya  sufrido  estravío  una  sola 
de  las  piezas  de  esta  naturaleza. 

Las  muestras  cambiadas  en  1875  fueron.     10,960 

En  1876.  ,•..., u  ,96o 

Diferencia  a  favor  de  1876,  .,....,. 973 

Esta  diferencia  prueba  por  una  parte  los  servicios 
inmediatos  prestados  por  el  correo  al  comercio  con  es- 
ta clase  de  envíos;  i  por  otra,  que  no  decae  la  actividad 
de  éste,  a  pesar  de  no  haber  sido  del  todo  favorable  la 
situación  económica  del  pais  en  el  último  año. 

Se  han  tomado  todas  las  precauciones  posibles  para 
dar  a  la  correspondencia  la  seguridad  deseable,  i  las 
medidas  dictadas  hasta  hoi  van  dando  el  resultado  que 
de  ellas  se  esperaba. 

El  correo  ha  producido  en  el  año  de  1876 

la  suma  de ,  $     194,247.24 

En  1875  produ)o 178,506^15 


Lo  que  da  una  diferencia  a  favor  del 

1876  de $      15,741,00 
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El  gravamen  que  el  servicio  de  correos  ha  impuesto 
al  Erario  en  el  último  año,  llega  a  280,191  pesos  28 
centavos,  cantidad  relativamente  moderada  si  se  com- 
para el  resultado  obtenido  entre  nosotros  con  el  que 
alcanzan  otras  naciones  europeas  i  americanas,  que 
emplean  en  este  servicio  inj  entes  sumas,  como  lo 
hace  notar  el  Director  del  ramo  en  el  informe  respec- 
tivo. 

Durante  el  año  de  que  doi  cuenta  se  han  establecido 
seis  estafetas  de  correos,  en  las  localidades  siguientes: 

Cabildo,  departamento  de  la  Ligua. 

Quilpué,  id.  de  Limache. 

Doñigüe  i  Coltauco,  id.  de  Rancagua. 

Puren,  id.  de  Angol. 

Lliuco,  id.  de  Ancud. 

Se  ha  mejorado,  en  cuanto  ha  sido  posible,  él  local 
de  las  administraciones  i  oñcinas,  i  se  sigue  trabajando 
en  igual  sentido. 

Al  renovarse  los  contratos  para  conducir  la  corres- 
pondencia, i  con  el  propósito  de  minorar  los  gastos  que 
este  servicio  impone,  se  suprimieron  algunas  líneas  que 
no  prestaban  un  servicio  positivo,  o  en  que  este  servi- 
cio podia  hacerse  de  otra  manera  mas  económica. 

Estos  arreglos  importan  el  ahorro,  en  el  año,  de  14 
mil  pesos. 

El  jiro  postal  sigue  prestando  útiles  servicios  para  la 
movilización  de  pequeñas  sumas.  En  1876  se  han  emi- 
tido letras  por  valor  de  899,479  pesos,  esto  es,  40,404 
pesos  mas  que  en  el  año  de  1875. 

Recientes  disposiciones  dictadas  por  el  Gobierno 
para  reglamentar  i  comprobar  la  contabiüdad  de  las 
cantidades  que  se  destinan  para  atender  a  los  pagos  de 
jiros  postales,  en  las  diversas  administraciones,  están 


ya  dando  todas  las  garantías  deseables  para  asegurar 
los  caudales  del  Estado. 

El  Ministerio  ha  procurado,  de  acuerdo  con  la  Direc- 
ción, reducir  a  cuanto  es  posible  los  gastos  del  servicio 
de  correos^  sin  que  las  modificaciones  i  arreglos  hechos 
menoscaben  las  facilidades  que  cada  dia  se  ofrecen  al 
público  para  el  cambio  de  su  correspondencia.  Así,  el 
presupuesto  del  corriente  año  es  cerca  de  20,000  pesos 
menor  que  el  de  1876. 

•  I  aun  cuando  en  el  nuevo  presupuesto  formado  para 
el  próximo  año  de  1878  se  consultan  algunos  nuevos 
ítem^  de  imprescindible  necesidad,  el  total  del  gasto ^ 
comparado  con  el  del  presente  año;  será  bien  poco  ma- 
yor. 

Se  ha  celebrado  una  convención  postal  con  el  Brasil, 
que  está  pendiente  ante  el  Congreso  para  su  aproba- 
ción, i  se  estudia  el  tratado  jeneral  de  unión  de  correos, 
celebrado  en  Berna  en  1874, 


TELÉGRAFOS 

La  colocación  de  la  doble  via  telegráfica  del  norte 
ha  sido  el  principal  trabajo  que  durante  el  año  último 
se  ha  efectuado  en  este  importante  ramo  del  servicio. 
Ya  está  concluida  esta  obra  en  una  estension  de  250 
kilómetros,  en  la  distancia  comprendida  entre  la  Sere- 
na i  Vallenar,  i  se  continúa  la  reparación  de  toda  la  lí- 
nea. 

Para  llevarla  a  efecto^  el  Gobierno  ha  obtenido  los 
postes,  aisladores  i  alambres  necesarios,  que  ha  com- 
prado, para  pagarlos  en  cómodos  plazos, 

A  medida  que  se  vaya  efectuando  este  trabajo,  se 
irán  variando,  para  me j orarlas ,  las  diversas  direccio- 
nes de  las  líneas,  con  el  objeto  de  acortar  las  distancia 
i  de  hacer  mas  fácil  su  inspección. 


^"^ 
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Se  han  reparado,  en  cuanto  ha  sido  posible,  las  lí- 
neas del  centro  i  sur  de  la  RepúbUca,  i  el  servicio  ha 
quedado  completamente  espedito  en  los  pueblos  de  las 
provincias  de  Arauco,  Bio-Bio,  i  departamento  de  An- 
gol. 

La  dirección  del  ramo  se  ocupa  en  estudiar  la  mane- 
ra de  variar  la  colocación  actual  de  los  alambres  tele- 
gráficos en  las  ciudades  de  Santiago  i  Valparaiso,  i  de 
sustituir  las  lineas  elevadas,  por  cables  subterráneos, 
lo  que  evitará  continuos  i  graves  inconvenientes. 

Las  oficinas  telegráficas  han  sido  provistas  de  nue- 
vos aparatos  que  faciUtan  el  servicio,  haciéndolo  mas 
rápido  i  evitando  trabajo  a  los  empleados. 

Durante  el  último  año,  se  trasmitieron  por  las  líneas 
del  Estado  158,849  telegramas  con  2.340,585  palabras, 
que  produjeron  en  dinero  la  suma  de  49,298  pesos  46 
centavos. 

El  resultado  del  año  último  prueba  que  con  su  pro- 
ducido solo  se  ha  alcanzado  a  cubrir  el  53.34  %  de  los 
gastos  fijos  que  demanda  la  esplotacion  de  las  líneas 
del  Estado. 

La  Dirección  ha  propuesto  aumentar  el  valor  de  los 
telegramas  haciendo  que  se  paguen  las  palabras  que 
indican  el  nombre  de  la  persona  que  lo  dirije  i  las  que 
indican  la  dirección  de  la  persona  a  quien  va  dirijido, 
práctica  que  se  observa  en  la  jeneralidad  de  las  líneas 
de  Europa  i  América,  pero  el  Gobierno  aun  ha  demo- 
rado la  resolución  sobre  este  cambio,  para  seguir  dan- 
do toda  clase  de  facilidades  al  público  i  sobre  todo  al 
comercio. 

En  febrero  del  presente  año,  el  Gobierno  concedió 
permiso  a  don  Carlos  Scott  Stokes,  para  establecer  ca- 
bles telegráficos  submarinos  que,  partiendo  de  Valpa- 
raiso o  de  otro  puerto  designado  con  acuerdo  del  Go- 
bierno, vayan  a  terminar  en  Punta  Arenas,  pudiéndose 
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establecer  estaciones  intermedias  en  Chiloé  o  en  los 
puntos  de  la  costa  que  se  determinen  después  de  los 
estudios  del  caso. 

El  Gobierno  permitirá,  segim  este  arreglo,  al  conce- 
sionario el  uso  de  los  terrenos  fiscales  que  sean  necesa- 
rios para  el  establecimiento  de  los  trabajos  de  empal- 
me i  de  las  oficinas  telegráficas  que  se  establezcan- 

Igual  permiso  se  le  ha  concedido  aJ  mismo  Scott 
Stokes  para  establecer  i  espío  tai  cables  telegráficos 
submarinos  que,  partiendo  de  Valparaíso  o  de  otro 
puerto  de  la  costa  de  Chile,  vayan  a  prolongarse  hasta 
el  norte,  pudiendo  establecer  estaciones  intermedias 
en  ios  puntos  que  se  convenga  con  el  Gobierno. 

En  los  lugares  donde  no  haya  línea  telegráfica  esta- 
blecida, el  concesionario  podrá  plantear  líneas  aéreas  o 
subterráneas  que  unan  los  puntos  de  desembarque  de 
los  cables,  en  las  costas  de  Chile,  con  las  líneas  terres- 
tres en  ejercicio. 

En  cuanto  a  las  tarifas,  el  concesionario  fijará  el  im- 
porte a  que  haya  de  sujetarse  la  correspondencia  por 
sus  cables,  pero  no  podrá  variarlas  sin  dai'  aviso  al  Go- 
bierno con  treinta  dias  de  anticipación  i  en  todo  caso 
debe  abonar  a  la  administración  chilena  la  cantidad  de 
dos  centavos  por  cada  palabra  pagada  de  los  telegra- 
mas que  se  trasmitan  por  los  cables  entre  estaciona 
de  Chile. 

De  esta  manera,  sin  gravámenes  de  ningún  j enero 
para  el  Estado,  quedará  toda  la  estension  de  la  costa 
de  la  República  unida  por  líneas  telegráficas  que  in- 
fluirán de  una  manera  eficaz  en  su  desarrollo  i  pro- 
greso. 
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estadística 


La  Oficina  Central  de  Estadística  ha  proseguido  con 
empeño  los  trabajos  que  están  a  su  cargo  i  que  son  tan 
necesarios  para  facilitar  los  de  la  administración  j  ene- 
ral. 

En  el  año  anterior  terminó  el  censo  levantado  el  19 
de  abril  de  1875,  publicando  en  un  volumen  todos  los 
datos  estadísticos  propios  de  esta  operación. 

En  mui  poco  tiempo  mas  se  publicará  el  tomo  XVIII 
del  Anuario  Estadístico,  que  comprende  el  movimiento 
de  la  población  i  de  los  establecimientos  de  beneficen- 
cia hasta  fines  de  1875,  el  censo  electoral  de  1876, 
descripción  de  uno  de  los  departamentos  de  la  Repú- 
blica, presupuestos  de  las  entradas  i  gastos  de  las 
municipalidades,  estadística  judicial  i  criminal,  de  la 
^  agricultura  i  minería,  de  los  impuestos  fiscales,  etc.,  etc. 

Establecida  esta  oficina  en  un  nuevo  local,  se  han 
hecho  en  ella  arreglos  que  facilitarán  sus  trabajos,  i  se 
le  ha  agregado  una  sección  de  jeografía  a  cargo  del  se- 
ñor Pissis,  cuyas  principales  incumbencias  son:  com- 
plementar la  obra  de  la  descripción  jeográfica,  jeolójica 
i  mineralójica  de  nuestro  territorio;  hacer  en  las  cartas 
topográficas  las  modificaciones  i  rectificaciones  nece- 
sarias para  perfeccionarlas  i  mantenerlas  al  nivel  de  los 
progresos  del  pais  i  de  las  nuevas  divisiones  administra- 
tivas; publicar  mapas  reducidos  de  la  República;  for- 
mar una  colección  jeolójica  a  fin  de  conocer  detallada- 
damente  la  naturaleza  i  condiciones  del  territorio, com- 
posición de  los  terrenos,  aguas,  etc.;  i  encargarse  de  los 
cambios  internacionales  de  obras  de  ciencias  en  todos 
sus  ramos,  de  estadística,  viajes  e  historia,  poniéndose 
1^  en  comunicación  directa  con  las  oficinas  de  otros  países 

encargadas  de  efectuar  el  canje. 
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En  vista  de  la  importancia  de  los  trabajos  encomen- 
dados a  esta  sección,  se  comprenderá  la  razón  que  tuvo 
el  Gobierno  para  apresurarse  a  organizaría,  aunque  de 
un  modo  provisional,  por  los  decretos  de  14  i  15  de 
noviembre  de  1876,  pues  entrando  en  su  plan  de  reorga- 
nización del  cuerpo  de  injenieros  civiles  el  estableci- 
miento formal  i  permanente  de  una  oficina  topográfica, 
se  propuso  aprovechar  desde  luego  los  servicios  del 
autor  de  la  carta  jeográfica  de  la  República,  creando 
al  efecto  aquella  sección  en  la  Oficina  de  Estadística, 
como  un  ensayo  de  una  institución  tan  necesaria. 

La  Oficina  de  Estadística  está  también  en  vía  de 
reorganización,  i  al  efecto  se  halla  pendiente  en  las  Cá- 
maras un  proyecto  presentado  por  el  Gobierno  en  6  de 
setiembre  de  1873,  cuyo  pronto  despacho  se  permite 
recomendar  este  Ministerio. 

BENEFICENCIA 

Las  viruelas  aparecieron  a  fines  del  año  último  en 
las  provincias  del  sur  de  la  República,  i  sobre  todo  en 
Chiloé,  donde  se  presentaron  con  síntomas  alarmantes. 
Para  combatir  esta  epidemia,  el  Gobierno  suministró 
todos  los  recursos  que  le  fué  posible  proporcionar,  aten- 
dido el  estado  de  las  rentas  públicas.  Nombró  ademas 
una  comisión,  compuesta  de  dos  facultativos,  para  que 
se  trasladase  a  Chiloé  i  combatiese  la  epidemia  reco- 
rriendo los  diversos  departamentos  de  esa  provincia. 
Felizmente  ha  desaparecido  ya  el  flajelo,  sin  haber 
tomado  las  proporciones  que  eran  de  temerse  al  tiem- 
po de  su  aparición,  i  los  médicos  a  que  me  he  referido 
han  regresado  últimamente  a  esta  capital,  por  no  ser 
ya  necesarios  sus  servicios. 

En  otros  varios  pueblos  del  sur^  ha  aparecido  la  mis- 
ma epidemia,  en  estos  últimos  mesas;  i  el  Ministerio  ha 
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tenido  que  atender  a  las  demandas  de  dinero  que  se  le 
han  hecho  pot  las  autoridades  locales  para  establecer 
o  mantener  lazaretos,  imputando  este  gasto  a  la  parti- 
da de  imprevistos  del  presupuesto,  por  estar  agotada 
la  de  beneficencia,  que  aun  no  alcanzó  para  satisfacer 
los  ausilios  establecidos  por  decretos  anteriores. 

Otros  varios  gastos  de  este  j  enero  han  sido  causados 
por  necesidades  urj entes  i  premiosas,  cuya  satisfacción 
no  ha  sido  posible  aplazar,  tal  como  la  de  socorrer  i 
repatriar  a  los  nacionales  que  sufrieron  en  las  costas 
del  norte  los  desastres  causados  por  el  terremoto  de 
mayo. 

Con  motivo  del  proyecto  de  lei  sobre  vacunaciou  for- 
zosa que  pende  ante  la  deliberación  del  Congreso,  el 
Ministerio  de  mi  cargo  espidió  una  circular  con  el  obje- 
to de  pedir  informe  a  todos  los  médicos  de  ciudad  de  la 
República  sobre  el  resultado  de  las  vacunaciones  en 
las  diversas  locaüdades.  Este  resultado,  como  podrá 
verlo  el  Congreso  por  los  informes  orijinales  que  se  so- 
meterán a  su  examen,  ha  sido  jeneralmente  satisfac- 
torio. 


La  Casa  de  Orates  comienza  ya  a  producir  los  bue- 
nos resultados  que  el  Gobierno  tuvo  en  vista  al  ponerla 
bajo  la  dirección  de  un  médico  alienista.  Entre  las  re- 
formas últimamente  introducidas  en  dicha  casa,  se 
cuenta  la  del  establecimiento  de  un  taller  de  zapatería 
que,  a  la  vez  que  procura  ocupación  i  distracción  a  los 
enfermos,  puede  llegar  a  ser  una  fuente  de  entradas 
para  la  casa.  Los  asilados  en  ella  elaborarán  también 
el  pan  que  consumen,  i  comienzan  de  esta  manera  a 
dedicarse  a  diversos  trabajos  que  no  solo  podrán  repor- 
tarles alguna  utilidad  pecuniaria,  sino  que  aim  contri- 
buirán mui  eficazmente  a  su  curación.  Se  proyecta  asi- 


mismo  el  establecimiento  de  un  taller  de  hilandería  i 
de  costura  para  las  mujeres. 


Teniendo  presente  el  incremento  que  han  tomado 
en  Santiago  los  establecimientos  de  beneficencia,  i 
atendiendo  a  que  sus  antiguos  reglamentos  deben  ar- 
monizarse con  las  necesidades  actuales,  el  Gobierno 
nombró,  por  decreto  de  ii  de  diciembre  del  año  últi- 
mo, una  comisión  especial  compuesta  de  varios  facul- 
tativos i  vecinos  de  reconocida  intelij encía  i  celo  por 
el  bien  público,  para  que,  estudiando  detenidamente 
la  materia,  le  propusiera  una  ordenanza  jeneral  para 
la  organización  de  la  junta  directora  de  los  estableci- 
mientos de  beneficencia  i  la  reglamentación  de  esos 
mismos  establecimientos.  La  comisión  fué  también 
encargada  de  proponer  por  separado  un  plan  de  recur- 
sos para  atender  al  sosten  i  progreso  de  dichos  estable- 
cimientos. 

Correspondiendo  a  las  miras  que  el  Gobierno  tuvo 
en  vista  al  nombrarla,  la  comisión,  con  una  laboriosi- 
dad i  dedicación  que  la  honran,  ha  dado  ya  principio  a 
sus  trabajos,  que  se  encuentran  ala  fecha  bastante  ade- 
lantados i  se  e^tán  publicando  en  el  Diario  Oficial, 
Aunque  estos  trabajos  de  la  comisión  se  refieren  a  los 
establecimientos  de  Santiago,  contienen ^  sin  embargo, 
estudios  i  vistas  jeneral  es,  que  el  Ministerio  se  propone 
aprovechar  para  organizar  un  plan  jeneral  en  toda  la 
República. 

Los  servicios  de  l>eneficencia  tienen  un  carácter  esen- 
cialmente comunal,  i  si  en  la  leí  orgánica  de  las  muni- 
cipalidades se  adoptaran  medidas  como  las  que  propone 
el  proyecto  a  que  antes  se  ha  aludido,  para  que  aque- 
llas   corporaciones  pudiesen  atender  con  sus  propias 
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rentas  a  tales  servicios,  podria  adoptarse  un  plan  de 
organización  de  las  juntas  de  beneficencia  i  de  regla- 
mentación ¿e  los  establecimientos  de  esta  especie,  al 
cual  todas  las  municipalidades  ajustaran  la  adminis- 
tración de  este  importante  negociado. 

De  todos  modos  i  aun  cuando  en  el  presente  año  no 
se  lograra  la  reforma  de  la  lei  orgánica  de  municipali- 
dades, el  Ministerio  procurará  echar  desde  luego  las 
bases  de  aquel  plan  jeneral. 

Entre  tanto,  i  siguiendo  el  orden  establecido  en  esta 
parte  de  la  administración,  por  ahora,  se  ha  dictado 
un  reglamento  para  la  jimta  directora  de  los  estableci- 
mientos de  beneficencia  de  la  ciudad  de  Ovalle,  i  se  han 
reformado  varios  artículos  de  los  reglamentos  de  igual 
clase  que  rijen  en  los  departamentos  de  Lautaro  i  San 
Felipe. 

policía  medica 

Diversos  decretos  gubernativos  venian  desde  tiempo 
atrás  concediendo  plazos  a  los  dueños  de  boticas  para 
que,  en  cumplimiento  de  las  prescripciones  legales, 
.  pusieran  sus  establecimientos  bajo  la  dirección  de  far- 
macéuticos titulados.  Estos  plazos,  prorrogados  en  di- 
versas ocasiones,  iban  haciendo  cada  dia  mas  difícil  la 
reglamentación  de  las  boticas.  Para  poner  término  a 
este  estado  de  cosas,  se  dictó,  con  fecha  12  de  abril  del 
presente  año,  un  decreto  que  comenzará  a  rejir  desde 
el  ifi  de  octubre  próximo,  por  el  cual  se  determina  que 
no  pueda  haber  boticas  rejentadas  por  prácticos  en 
los  pueblos  en  que  haya  dos  o  mas  establecimientos  de 
esta  especie,  rejentados  por  farmacéuticos  titulados; 
que  donde  haya  solo  ima  botica  rejentada  en  debida 
forma,  pueda  establecerse  otra,  dirijida  por  personas 
que  hayan  rendido  un  examen  especial  ante  una  comí- 
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sion  nombrada  por  el  Tribunal  del  Protomedicato;  que 
en  las  ciudades  donde  no  existen  boticas  rejentadas 
por  farmacéuticos  titulados,  puedan  establecerse  libre- 
mente los  prácticos  que  hayan  rendido  el  referido  exa- 
men; que,  si  en  aquellos  pueblos  en  que  tan  solo  existan 
prácticos,  se  estableciese  un  farmacéutico  titulado, 
pueda  coexistir  con  éste  el  práctico  mas  antiguo;  i,  final' 
mente^  que  si  donde  hubiere  un  farmacéutico  titulado, 
abriese  botica  otro  de  igual  clase,  o  si  donde  no  hubiere 
ninguno,  se  estableciesen  dos  o  mas  titulados,  los  prác- 
ticos existentes  sean  obligados  a  hacer  rejentar  sus  bo- 
ticas, en  el  término  de  sei?  meses,  por  personas  que 
estén  en  posesión  del  título  legal  correspondiente. 

También  dispone  el  referido  decreto  que  las  boticas 
de  los  diversos  establecimientos  de  beneficencia  sean 
su  pe  rvij  liadas  por  farmacéuticos  nombrados  al  efecto 
por  el  Tribunal  del  Protomedicato. 

DIVISIÓN  ADMINISTRATIVA  I  POBLACIONES 


La  división  administrativa  de  la  República  ha  re- 
cibido mui  pocas  alteraciones  en  el  último  año,  por  ha- 
berse efectuado  antes  de  la  formación  del  último  cen- 
so todos  los  arreglos  que  se  cre3^eron  oportunos  para  su 
mejor  resultado,  consultando  mui  principalmente  la 
mejor  distribución  topográfica. 

Durante  el  tiempo  a  que  se  refiere  esta  Memoria  se 
han  hecho  los  arreglos  siguientes: 

Santiago. — Por  decreto  de  i,**  de  junio  de  1876,  se 
mandó  que  formara  parte  del  distrito  2P  denominado 
Bajos  de  Jiménez ^  de  la  subdelegacion  de  Quilicura,  de- 
partamento de  Santiago,  la  estension  de  territorio  com- 
prendida, entre  oriente  i  poniente,  por  el  camino  de  las 
Hornillas  i  Cañadilla,  i  entre  el  cajón  Torcido  por  el 
sur,  i  la  punta  llamada  del  Padre,  por  el  norte. 


i 


—  563  — 

Por  decreto  de  27  de  febrero  de  1877,  se  creó  tin  nue- 
vo distrito  en  la  subdelegacion  rural  núm.  26  del  mine- 
ral de  las  Condes,  departamento  de  Santiago,  dividien- 
do en  dos  el  distrito  3.®  de  la  misma  subdelegacion. 

Concepción. — Por  decreto  de  22  de  abril  de  1876, 
se  arreglaron  las  subdelegaciones  del  departamento  de 
Lautaro,  disponiéndose  que  la  subdelegacion  de  Coro- 
nel llevara  en  lo  sucesivo  núm,  1,  la  de  Lota  el  2  i  la  de 
Santa  Juana  el  3. 

Por  decreto  de  27  de  octubre  de  1876,  se  creó  en  el 
departamento  de  Rere  una  subdelegacion  a  la  que  se 
dio  el  núm.  8,  i  la  denominación  de  El  Salto. 

Bio-Bio. — Por  decreto  de  3  de  marzo  de  1876,  se  di- 
vidió en  dos  la  subdelegacion  de  Lirquen,  del  departa- 
mento de  Mulchen,  dando  a  una  el  núm.  5,  denomina- 
da de  Lirquen,  i  a  la  otra  el  núm.  6,  i  la  denominación 
de  Baquecha, 

Por  decreto  de  26  de  octubre  de  1876,  se  dividió  en 
dos  la  subdelegacion  de  Villecura,  del  departamento 
del  Laja,  la  primera  llamada  Villectira  i  la  segunda 
Queuco,  i  se  efectuó  el  cambio  de  numeración  de  las 
subdelegaciones  de  Santa  Bárbara  i  Los  Notros  del 
mismo  departamento. 

Chiloé. —  Por  decreto  de  i.*^  de  marzo  de  1876,  se 
resolvió  que  en  lo  sucesivo  la  isla  denominada  Cancal- 
huéy  perteneciente  al  departamento  de  Ancud,  formara 
una  subdelegacion  denominada  Cancalhité^  compuesta 
de  dos  distritos,  i  se  fijó  el  orden  numérico  de  todas  las 
subdelegaciones  del  espresado  departamento. 

En  la  actualidad  la  República  se  encuentra  dividida 
de  este  modo: 

Diecisiete  provincias,  i  dos  territorios  de  coloniza- 
ción, \mo  en  Angol  i  otro  en  Magallanes; 

Sesenta  departamentos; 

Seiscientas  setenta  i  nueve  subdelegaciones,  de  las 
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cuales,  ciento  sesenta  i  una  son  urbanas  i  quinientas 
dieciocho  rurales,  i  dos  mil  setecientos  treinta  i  ocho 
distritos. 

La  población  de  las  subdelega- 

ciones  urbanas  llega  a.  ....  ,      725^545  habitantes. 
La  de  las  rurales  asciende  a. . , .    1.350,426  id. 


Total  ,.,,.« 2.075,971 


id. 


\ 


A  virtud  de  la  atribución  que  confiere  a  este  Minis- 
terio la  organización  de  las  secretarías  de  Estado  para 
la  creación  de  toda  clase  de  poblaciones,  i  teniendo 
presente  la  lei  de  21  de  noviembre  de  1846,  que  las 
manda  establecer  en  los  puertos  habilitados,  se  ha 
prestado  una  especial  atención  al  propósito  de  fomen- 
tar la  industria  en  el  Desierto  de  A tacama, fijando  cen- 
tros de  población  en  su  costa  ^  los  cuales  puedan  servir 
de  punto  de  apoyo  para  las  empresas  que  se  formen  so- 
bre aquellos  desamparados  territorios.  En  posesión  de 
datos  exactos  acerca  de  las  inmensas  riquezas  minera- 
les, de  los  grandes  depósitos  de  guano,  de  salitre  i  de 
otras  sales  de  importancia  comercial  que  allí  se  encuen- 
tran, este  Ministerio  no  ha  vacilado  en  preparar  por  su 
parte  todos  los  elementos  que  puedan  facilitar  el  esta* 
blecimiento  i  desarrollo,  en  nuestro  pais,  de  una  indus- 
tria^  que  grandes  capitales  i  una  masa  de  población  que 
excede  de  58,000  chilenos  van  a  buscar  en  las  comarcas 
del  mismo  Desierto  que  poseen  nuestros  vecinos,  en 
tanto  que  tenemos  dentro  de  nuestros  límites  propios 
la  parte  mas  preciosa  de  aquel  territorio. 

Con  la  mira  de  atraer  aquella  población  a  sus  lar^, 
aprovechando  sus  proverbiales  fuerzas  en  beneficio  del 
pais,  i  creyendo  que  los  puertos  de  Chaflaral,   Taltal 
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Paposo,  que  pueden  dar  salida  a  los  productos  del  sur 
i  del  centro  del  Desierto,  no  los  darían  a  los  del  norte, 
los  cuales  se  verían  forzados  a  buscar  puertos  estran je- 
ros;  i  teniendo,  por  otra  parte,  datos  seguros  sobre  la 
existencia  de  un  puerto  no  conocido  todavía  en  las 
proximidades  de  nuestros  confines,  se  organizó  la  espe- 
dicion  del  Abtao,  que  dio  por  resultado  la  comproba- 
ción de  la  existencia  de  un  embarcadero  seguro  al  nor- 
te de  la  punta  de  Remiendos,  con  un  acceso  que  a  poco 
costo  puede  facilitarse  para  el  interíor.  Este  resultado, 
que  se  obtuvo  sin  gravamen  de  las  rentas  públicas, 
produjo  desde  luego  tal  entusiasmo  en  los  industriales, 
que  se  multiplicaron  las  empresas  de  esploracion,  i  por 
consiguiente  los  descubrimientos  de  metales  i  de  sali- 
tres;  i  no  solo  comenzó  la  demanda  de  sitios  para  po- 
blar el  nuevo  puerto  i  el  de  Taltal,  sino  que  ademas  se 
situaron  en  ambos,  aun  sin  recursos  para  la  vida,  mu-  j 

wf  chos  pobladores.  | 

En  estas  circunstancias,  ya  fué  indispensable  orga- 
nizar una  segunda  espedicion  científica,  que  informara 
al  Gobierno  acerca  de  la  importancia  de  los  descubrí-  t 

mientos  de  salitrales,  i  que  levantara  los  planos  de  las  ! 

dos  nuevas  poblaciones,  cuya  fimdacion,  aun  antes  de 
ser  determinada,  es  reclamada  por  el  interés  industríal 
que  se  pretende  favorecer.  El  Gobierno  está  dispuesto  i 

a  usar  de  las  atribuciones  que  la  lei  antes  recordada  le  I 

da  para  seguir  en  su  propósito  de  fomentar  la  indus- 
tría  en  el  Desierto;  pero  como  no  ha  de  bastar  el  fundar  | 

centros  de  población,  en  los  puertos  que  al  efecto  tiene 
habilitados,  sino  que  es  necesario  ademas  prestar  a  los 
pobladores  i  a  la  industria  otras  muchas  facilidades 
que  dependen  de  resoluciones  lejislativas,  espera  que 
el  Congreso,  en  la  persuacion  de  que  en  este  negociado 
está  vinculado  un  gran  porvenir  para  la  ríqueza  i  pro- 
greso de  la  República,  le  prestará  una  atención  prefe- 
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rente^  sobre  todo  para  dictar  las  reglas  a  que  deben 
ajustarse  las  mercedes  sobre  salitres  i  demás  saJes  apli- 
cables a  la  industria,  i  la  esplotacion  de  las  guaneras 
del  Estado,  la  cual  está  hoíen  condiciones  inadecuadas. 
Es  necesario  abrir  nuevos  horizontes  a  la  industria, 
facilitarle  nuevas  aplicaciones,  por  lo  mismo  que  su  ac- 
tividad, que  es  el  fundamento  de  nuestra  estabilidad  i 
progreso,  se  haUa  ahora  estrechada  en  límites  que  la 
debilitan  j  i  dentro  de  los  cuales  está  es  puesta  a  contin- 
j  encias  peligrosas . 

MUNICIPALIDADES 

La  elección  de  municipalidades,  efectuada  en  abril 
del  año  próximo  pasado  (1876)^  ha  dado  lugar  a  ocho 
reclamos  de  nulidad^  en  los  departamentos  siguientes: 
Andes,  Quillota,  Casablanca,  Vichuquen,  San  Javier 
de  Loncomilla,  Cauquen  es,  Lautaro  i  Osomo, 

El  Tribunal  correspondiente  ha  declarado  sin  lugar 
los  relativos  a  Casablanca  i  Vichuquen,  ha  decidido 
que  la  elección  de  uno  de  los  rejidores  de  la  Municipa- 
lidad de  los  Andes  debió  recaer  en  persona  distinta  de 
la  que  fué  proclamada,  i  ha  declarado  nulas  las  eleccio- 
nes efectuadas  en  Lautaro,  Cauquénes  i  Osomo,  Están 
aun  pendientes  las  reclamaciones  relativas  a  Quillota 
i  a  San  Javier  de  Loncomilla. 

En  consecuencia j  en  los  tres  departamentos  indica- 
dos de  Cauquénes,  Lautaro  i  Osorno,  habrá  que  repe- 
tir la  elección,  conforme  a  lo  dispuesto  por  el  art.  g.^  de 
la  lei  de  II  de  agosto  de  1875* 

Desde  junio  del  año  último  hasta  el  presente,  se  han 
aprobado,  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado,  las 
siguientes  Ordenanzas  municipales: 

La  que  reforma  los  arts.  2.*^  i  3  ^  de  la  Ordenanza  de 
patentes  de  carruajes,  carros  i  carretas  en  las  ciudac 
de  Coronel  i  Lota; 
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I  La  que  reglamenta  el  cobro  del  impuesto  de  pinzas  i 

I  tendales  en  la  ciudad  de  Molina; 

^  La  acordada  por  la  Municipalidad  de  Quinchao  para 

^  el  cobro  de  los  derechos  de  lanchas  en  el  canal  de  San 

f  Javier; 

La  que  fija  los  derechos  que  deben  cobrarse  en  el 
matadero  público  de  Limache; 

La  que  establece  el  impuesto  de  carnes  muertas  en 
el  departamento  de  los  Andes; 

La  que  prorroga  el  término  dentro  del  cual  debió  eje- 
cutarse el  cierro  de  sitios  en  la  ciudad  de  Casablanca; 

La  que  suprime  el  art.  59  i  modifica  el  art.  63  de  la 
Ordenanza  de  policía  de  Limache; 

La  que  modifica  el  art.  2P  de  la  Ordenanza  de  paten- 
tes de  carruajes  de  Vallenar; 

La  que  hace  estensiva  a  las  poblaciones  de  Llaillai, 
Conchalí  i  Puchuncaví,  la  Ordenanza  de  abastos,  pla- 
b  zas  i  tendales  que  rije  en  Quillota; 

La  que  establece  la  contribución  de  patentes  de  ca- 
rruajes en  la  ciudad  de  Petorca; 

La  que  establece  la  numeración  de  las  casas  en  la 
ciudad  de  Lebu; 
I  La  que  prorroga  el  plazo  dentro  del  cual  deben  ce- 

rrarse los  sitios  eriazos  en  la  ciudad  de  San  Javier  de 
Loncomilla; 

La  que  agrega  un  inciso  al  art.  63  de  la  Ordenanza 
de  poücía  de  Limache; 

La  que  prohibe  las  riñas  de  gallos  en  el  departamen- 
to de  Santiago; 

La  que  reforma  la  Ordenanza  de  patentes  de  carrua- 
jes de  la  ciudad  de  Molina; 

La  que  reglamenta  el  cobro  del  impuesto  de  plazas  I 

i  tendales  en  la  ciudad  de  Curicó;  ^ 

La  referente  a  la  policía  interior  i  esterior  de  teatros  I 

para  la  ciudad  de  Curicó; 


\ 
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I  La  que  modifica  el  art.  2.*^  de  la  Ordenanza  de  pa- 

^ ,  ten  tes  de  carruajes  de  la  ciudad  de  Cuneó; 

La  que  reforma  el  art.  5,^  de  la  Ordenanza  sobre 
^  contribución  de  carretas  i  carruajes  del  departamento 

m  de  la  Victoria; 

f  La  que  reglamenta  el  ejercicio  de  la  caza  en  el  depar- 

tamento de  Lautaro; 

La  Ordenanza  de  policía  para  la  ciudad  de  Talca; 
La  que  establece  el  cobro  de  los  derechos  de  mata- 
dero en  esa  misma  ciudad; 

La  que  fija  los  derechos  que  han  de  cobrarse  en  el 
matadero  público  de  Cauquen  es;  i 

La  que  deroga  un  artículo  de  la  Ordenanza  de  ca- 
!  rruajes  de  Constitución. 

k  El  Gobierno^  haciendo  uso  de  la  facultad  que  le  se- 

I  ñala  el  art.  121  de  la  lei  de  8  de  noviembre  de  1854^  ha 

nombrado  un  inspector  especial  para  que  \isite  las  te- 
sorerías departamentales  de  la  provincia  de  Concep* 
*  cion,  i  para  que  después  de  inspeccionar  la  adminis- 

I  t ración  económica  de  ellas ^  deje  establecidas  las  reglas 

j  que  estime  necesarias,  para  que  dichas  cuentas  sean 

llevadas  con  toda  escrúpulos!  dad^  conforme  a  las  pres- 
cripciones de  la  lei  K 


De  la  esposicion  precedente  resulta  que  gran  parte 
de  los  resortes  administrativos  que  de  este  Ministerio 
dependen  están  en  via  de  reorganización,  para  perfec- 
cionar el  réjimen  del  gobierno  interior  i  hacer  mas  úti- 


1  En  los  anexos  üe  la  Memoria  de  187;  serejistra  una  nene  de  estados  en 
qne  üe  eaumeran  las  contribuciones  que  cobran  las  mumcipalidadea,  el  orfjeu 
de  ell^LS  i  el  monto  a  qiae  esas  contribudones  han  llegado  en  los  áltimo» 
cinco  áftof.  Asimismo  ie  a^ompai^a  una  relación  de  los  presupuestos  de  en- 
tradas i  gastos  de  dicbaa  corpoiraciones  i  un  estado  de  las  deudas  de  cae 
una  de  eUa^, 


iv 
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les  sus  servicios.  Si  la  cooperación  del  Congreso  es  eficaz 
i  oportuna,  como  es  justo  esperarlo  de  su  patriotismo  i 
sabiduría,  tendremos  mui  pronto  establecida  aqueUa 
reorganización  i  los  empleados  que  se  ocupan  en  las 
oficinas  correspondientes  obtendrán  una  remunera- 
ción mas  adecuada  a  sus  trabajos.  El  Congreso  puede 
tener  la  seguridad  de  que  este  Ministerio  se  consagra 
sin  descanso  a  servir,  con  sistema  i  con  entera  sumisión 
a  la  Constitución  i  las  leyes,  todos  los  negociados  que 
están  a  su  cargo,  i  de  que  con  el  mismo  celo  se  consa- 
grará a  plantear  las  mejoras  i  reformas  que  esperan  el 
gobierno  i  el  pais  del  patriotismo  de  los  lejisladores. 

J.  V.  Lastarria. 


^^ 
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